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NOTA A LA EDICIÓN 


En 1974 Patricio Aylwin comenzó a escribir el libro La experiencia política de la Unidad 
Popular 1970-1973. Alcanzó a redactar los primeros capítulos, pero optó por no seguir, 
consciente de que le faltaba distancia, serenidad y madurez frente a hechos que habían ocurrido 
en forma tan reciente. 

Volvió sobre ellos en 1976. Tenía claro que, más que visiones subjetivas, se necesitaba un 
gran esfuerzo de objetividad para comprender lo que había pasado. Sabía que, habiendo sido 
actor en lo sucedido, esto era difícil, pero buscó conciliar ambas cosas. Su intención era escribir 
un estudio histórico, serio, documentado y meditado, basado en su propia experiencia, pero 
complementada por el análisis de toda la documentación que tenía a su alcance y que hoy es 
parte de su archivo personal, disponible en <http://www.archivopatricioaylwin.cl/>. 

Los numerosos compromisos familiares, profesionales y políticos y las necesidades 
económicas le impidieron dar continuidad al trabajo comenzado. No obstante, para mayo de 
1978 Aylwin había finalizado un borrador de los primeros siete capítulos del libro, que incluían 
desde las elecciones presidenciales de 1970 hasta fines del año siguiente. 

Pese a sentir como un deber terminar el libro, en los años siguientes no encontró ni el tiempo 
ni la tranquilidad necesarios para hacerlo. 

En junio de 1985 Aylwin comenzó una suerte de «retiro» de la política. Se dedicó a su estudio 
de abogados, al Grupo de los 24 y a sus labores como vicepresidente del Colegio de Abogados. 
Fue cuando decidió retomar lo que para entonces llamaba «el famoso libro». No fue mucho lo 
que avanzó. Pronto vendría el reencuentro de los demócratas, el triunfo del No en el plebiscito de 
1988 y la llegada a La Moneda como presidente de la República. 

En la quietud de su retiro de la vida pública, Aylwin retomó los capítulos que ya había escrito 
sobre la Unidad Popular. Aun cuando había pasado mucho tiempo, no introdujo correcciones al 
texto original. Volvió entonces a revisar los documentos que por años había mantenido 
guardados, ordenó sus ideas, tomó su lápiz Bic amarillo de punta fina y su block fiscal y 
continuó la redacción de su visión sobre lo sucedido, llegando hasta diciembre de 1972. A partir 
de ahí, colaboraron su hija Mariana y algunos ayudantes que fueron variando en el tiempo, 
quienes prepararon textos preliminares que permitieron al autor redactar un borrador de los 
últimos seis capítulos de esta obra. 


CARLOS BASCUÑÁN E. 
MAGDALENA EICHHOLZ C. 
Editores 


PRÓLOGO 


La motivación principal que mi padre tuvo para escribir este libro fue entregar su visión acerca 
de los hechos que entonces hicieron imposible la confluencia entre la Unidad Popular y la 
Democracia Cristiana y que llevaron a un callejón sin salida al sistema democrático chileno. 
Creía también en la necesidad de generar conciencia acerca de aquello que erosionó nuestra 
convivencia hasta destruir nuestra democracia. 

Mi padre estaba lejos de la frivolidad, tenía un enorme sentido del deber y de la 
responsabilidad. También le importaba el juicio de la historia. 

Quienes estuvimos cerca suyo sabemos que nunca imaginó que la dictadura sería tan larga y 
menos, que sería el presidente de la transición a la democracia, liderando la Concertación de 
Partidos por la Democracia, que unió a la Democracia Cristiana y a los partidos de izquierda 
democrática en una alianza que permanecería por más de veinte años. 

Esa experiencia, que representó una nueva oportunidad para las generaciones que no pudieron 
evitar la ruptura de la democracia en 1973, fue sin duda la más significativa en su vida política. 

Por eso, cuando concluyó su gobierno, emprendió la escritura de otro libro que tituló El 
reencuentro de los demócratas, en el cual relata el proceso de convergencia entre las fuerzas 
políticas que, pese a haber estado en posiciones tan antagónicas, habían podido construir un 
proyecto común. 

Después de esa publicación decidió que era hora de retomar los manuscritos que años antes 
había redactado sobre el periodo de la Unidad Popular. Fue meticuloso en el uso de las palabras, 
el respaldo de las fuentes y la descripción de los hechos, intentando mantener una cronología que 
permitiera dar cuenta de esos casi tres años del gobierno encabezado por Salvador Allende. Evitó 
los juicios y opiniones sin fundamento. Quedó tranquilo con el trabajo realizado. 

Hoy pensamos que este es un momento propicio para publicarlo. Han pasado cincuenta años, 
una distancia suficiente, como la que él buscó. 

Mi ánimo, y el de toda nuestra familia, ha sido ser fieles a su espíritu y contribuir a la 
comprensión de una compleja época histórica que demuestra la importancia de advertir a tiempo 
las tendencias totalitarias y poner siempre por delante la convivencia civilizada, el respeto al 
Estado de derecho y la confianza en la democracia. 


MARIANA AYLWIN O. 


PALABRAS INICIALES DEL AUTOR 


Han pasado casi cuarenta años del golpe militar... y casi cuarenta también desde que empecé a 
escribir este libro en el verano de 1974. Estábamos aún bajo el enorme impacto del quiebre 
reciente de la democracia chilena. La polémica respecto de la responsabilidad que le había 
correspondido a los distintos sectores era intensa, aunque soterrada porque poco y nada 
trascendía a los medios de prensa, salvo lo que le convenía al gobierno militar al cual fueron 
obsecuentes. La ruptura institucional, aunque se veía venir, golpeaba nuestras conciencias, 
nuestro ánimo, nuestras convicciones. 

Habiendo sido un actor relevante, como senador, presidente del Senado y al final presidente 
del Partido Demócrata Cristiano (PDC), sentía el peso de mi responsabilidad y me preguntaba 
cómo habíamos podido llegar al quiebre de una tradición democrática que nos enorgullecía. 
Sentía también el peso de la responsabilidad de la Democracia Cristiana, que en ese entonces era 
el partido mayoritario. 

Había sido uno de los muchos que entonces mirábamos nuestra tradición democrática con 
orgullo, que creíamos que nuestra patria era distinta, que nuestro pueblo tenía una cultura cívica 
excepcional en el continente latinoamericano y que nuestras Fuerzas Armadas, al contrario de lo 
que ocurría en la región, eran sólidamente institucionales. Y, sin embargo, habíamos llegado a 
una situación tan extrema que no pudimos encauzarla en el marco de los valores y principios 
democráticos que eran patrimonio de nuestra historia y también de nuestros ideales. 
Personalmente, me sentía agobiado, con una profunda frustración. 

Además, en el mundo se imponía una imagen distorsionada de la realidad: la de un gobierno 
democrático que, presidido por Salvador Allende, había intentado hacer una revolución socialista 
por los medios de la democracia y había sido derrocado por las fuerzas reaccionarias, apoyadas 
por el imperialismo norteamericano y por una parte de la Democracia Cristiana. 

Durante el gobierno de la Unidad Popular hubo un fuerte discurso antidemocratacristiano que 
intentaba dividimos y meter a parte de nosotros en el mismo saco de la derecha y del 
«golpismo». Las acusaciones de que nuestro partido había participado en el golpe —o lo había 
hecho posible— siempre me parecieron injustas y me dolían. 

A esa imagen contribuyeron, entre otros factores, las interpretaciones que se hicieron de la 
declaración que, como directiva del PDC, hicimos cuando se produjo el golpe militar, 
aceptándolo como un hecho inevitable en las condiciones a las que el gobierno había conducido 
al país; y otras que surgieron de la también famosa carta de Eduardo Frei Montalva a Mariano 
Rumor, explicando a la Democracia Cristiana Internacional la crisis que vivía el país y el rol de 
nuestro partido. 

¿Qué podríamos haber hecho? ¿Qué dejamos de hacer para haber impedido el brutal quiebre 
de nuestra democracia, esa de la cual nos sentíamos orgullosos y depositarios? En el sentido más 
profundo, el golpe militar fue la más grande de las derrotas sufridas por el PDC, un partido que, 
siendo revolucionario, como se decía entonces, estaba por la sustitución de las estructuras del 
capitalismo y buscaba un camino sensato, equilibrado y democrático para llevar a cabo las 
reformas. En ese proceso de cambios profundos, fue la Democracia Cristiana —que se situaba en 
la centroizquierda del espectro político del país— la que terminó siendo sobrepasada por la 
polarización y las visiones extremas de uno y otro lado. 


En ese contexto, junté papeles y grabaciones, ordené ideas y comencé a armar lo que pretendía 
fuera un análisis documentado del rol que tuvo la Democracia Cristiana en el gobierno de la 
Unidad Popular. No soy amigo de las memorias, en términos testimoniales. Por personalidad, me 
cuesta hablar en primera persona y contar anécdotas. Pero sí creía necesario dar cuenta de las 
tareas que me tocaron realizar y los hechos en los que participé, de los conflictos que debimos 
enfrentar como partido durante el gobierno de la Unidad Popular y las decisiones que fuimos 
tomando respecto de las políticas impulsadas por el presidente Allende, buscando en todo 
momento defender la institucionalidad democrática. 

Por diversos motivos este libro me ha tomado mucho tiempo. Al principio, porque los días se 
me consumían entre la necesidad de ganarme la vida trabajando como abogado y la actividad 
política clandestina que asumimos algunos pocos dirigentes del partido para salvar el alma y el 
cuerpo de la Democracia Cristiana durante los primeros años de la dictadura. Posteriormente, 
fuimos construyendo los caminos para que se diera lo que he llamado el «reencuentro de los 
demócratas», lo cual testimonié en un libro que lleva ese título. 

Durante la mayor parte de los años ochenta, mis ideas y fuerzas se concentraron en construir 
un proyecto común entre quienes habíamos sido adversarios para recuperar la democracia 
perdida. Admiré entonces que muchos políticos del mundo socialista, comunista y radical fueran 
capaces de dar un nuevo valor a la democracia. Compartimos, desde distintas miradas, una 
misma voluntad de diálogo y de búsqueda de aquello que nos unía por sobre nuestras diferencias 
y enemistades pasadas. En ese camino nos reconocimos como posibles aliados no solo para 
derrotar la dictadura, sino para construir un nuevo proyecto democrático para Chile sobre la base 
de la paz, la libertad y la justicia social. Surgió entre nosotros una nueva amistad y fuimos 
generando lazos de confianza que hicieron posible que derrotáramos en forma pacífica la 
dictadura militar y lleváramos a cabo una transición democrática exitosa, sentando las bases del 
proyecto político de la Concertación que le dio años de gobernabilidad y progreso a nuestro país. 

No era fácil volver atrás con la memoria. El pasado nos había separado. Pero el presente y el 
futuro nos unían y nos interpelaban a superarlo. Además, las tareas eran exigentes y asumimos 
responsabilidades que ciertamente hacían incompatible continuar escribiendo este libro. 

En la quietud de mi retiro de la vida pública, releí lo que ya tenía escrito —que era bastante— 
y me entusiasmé por terminarlo. En ello influye mi afecto por la Democracia Cristiana. Me 
interesa aportar al juicio de la historia la mirada ya lejana de las razones de nuestras acciones, los 
dilemas que debimos enfrentar y las decisiones que tomamos en un momento trágico de Chile. 
No para justificarnos, sino para reafirmar que la vocación más profunda del Partido Demócrata 
Cristiano chileno ha sido y debe seguir siendo la defensa de los valores de la democracia. 


PATRICIO AYLWIN A. 
Otoño de 2011 


Capítulo I 
CHILE EN LA DÉCADA DE LOS SESENTA 


1. ANTECEDENTES GENERALES 


Al finalizar los años cincuenta, para cualquier observador perspicaz y para todo chileno inquieto 
por el porvenir patrio, era evidente que Chile atravesaba por una etapa de profundos desajustes 
que lo abocaba a un proceso de cambios inminentes. Todos los diagnósticos serios coincidían en 
ello: mientras Aníbal Pinto hablaba de «Chile, un caso de desarrollo frustrado», 1 Jorge Ahumada 
calificaba al fenómeno de «crisis integral de Chile».2 

Aunque después de Brasil, Argentina y México, nuestro país seguía siendo el más 
desarrollado en el contexto latinoamericano y en varios aspectos aventajaba aún a esas naciones, 
lo cierto es que ya Venezuela y Colombia lo habían sobrepasado en ingreso por habitante y su 
progreso no respondía a las necesidades de su población ni a la imagen que el pueblo chileno 
tenía de sí mismo. 

El chileno medio opinante nutría su patriotismo de una sencilla admiración por los logros de la 
historia nacional. El valor y el desinterés de O”Higgins, la romántica audacia de los hermanos 
Carrera y de Manuel Rodríguez, el carácter y realismo de Portales, la sobriedad de los antiguos 
gobernantes y el heroísmo de Prat le parecían ejemplos incorporados a las tradiciones patrias. 
Estaba orgulloso de nuestras instituciones republicanas y democráticas, del prestigio de nuestra 
enseñanza media y de las universidades chilenas, de la marcialidad y profesionalismo de nuestras 
Fuerzas Armadas, de la independencia y rectitud de nuestro poder judicial, de la calidad de 
nuestros profesionales, del carácter progresista de nuestra legislación social —«de las más 
avanzadas del mundo»—, del espíritu aventurero y corajudo del «roto chileno». Le gustaba que 
se nos llamara «los ingleses de Sudamérica». Creía sinceramente que la mujer chilena es la más 
hermosa y que nuestras frutas, nuestros vinos y nuestros poetas son los mejores del mundo. 

Pero esa autosatisfacción no se condecía con las dificultades del diario vivir, lo que llevaba a 
muchos a pensar en una «decadencia nacional» y añorar las glorias del pasado, y a otros, a 
proclamar la necesidad de cambios «revolucionarios». 

Lo cierto es que desde la crisis mundial de 1930, que golpeó a Chile con violencia 
desproporcionada, el crecimiento del pais se hacía cada vez más lento y dificultoso, mientras se 
ahondaba el abismo entre los requerimientos siempre mayores de su pueblo y la capacidad para 
satisfacerlos. 

En esos treinta años, la población de Chile había aumentado de poco más de cuatro millones 
de habitantes a más de siete millones y medio, pero, aunque la producción de bienes y servicios 
había crecido en ese lapso alrededor del veinticinco por ciento, el deterioro sufrido por los 
precios de las exportaciones en relación con las importaciones había provocado un descenso del 
ingreso real por habitante. 

Casi un tercio de la población vivía en el sector rural, donde imperaba todavía un régimen con 
características feudales: concentración del dominio de la mejor tierra en pocas manos,2 niveles 
de vida de la masa campesina —tanto asalariados como minifundistas— francamente primitivos 


y régimen de convivencia o relaciones sociales de notorio carácter paternalista. 

Otro gran sector de nuestro pueblo —alrededor de un veinte por ciento— vivía en la periferia 
de las ciudades, especialmente de las más grandes, constituyendo las poblaciones llamadas 
«callampas», que cada año crecían y se multiplicaban por la incorporación de nuevos 
contingentes, sobre todo de campesinos. Generalmente carecían de urbanización y de los 
servicios más elementales, habitaban en chozas miserables y llevaban una vida más difícil que la 
del campo, pues ni la naciente industria tenía capacidad para ofrecerles ocupaciones estables ni 
ellos tenían la preparación necesaria para trabajos especializados. Debían contentarse con labores 
mal pagadas de jornaleros —en la construcción de obras públicas o de viviendas— o con realizar 
pequeños comercios, servicios domésticos o trabajos esporádicos y cambiantes. 

En contraste con estos vastos grupos sociales de «campesinos» y «pobladores» marginales, 
una «clase alta» minoritaria, formada principalmente por empresarios y profesionales destacados, 
mantenía un nivel de vida semejante al de las capas superiores de sociedades altamente 
desarrolladas. Su signo común era la riqueza, aunque sus fortunas fueran modestas en 
comparación a las de otros países del continente. 

Mucho más numerosa, aunque menos homogénea, era «la clase media», amplio sector en 
constante crecimiento, integrado por profesionales universitarios, escritores y artistas —la 
vanguardia intelectual del país—, por medianos y pequeños empresarios —agricultores, mineros, 
industriales y comerciantes—, por empleados públicos y particulares —asalariados de «cuello y 
corbata»— y por oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros. Aunque con caracteres 
culturales heterogéneos y escasas relaciones entre sí, estos variados grupos se identificaban por 
su relativa estabilidad económica dentro de niveles de vida más o menos modestos pero dignos, 
su tendencia al progreso dentro del orden, su acentuado individualismo y su frecuente afán 
«arribista» de escalar a niveles sociales superiores. 

Colindante con la «clase media», se había formado y adquirido carácter en los últimos 
decenios el «proletariado industrial», sector también en constante aumento a medida que se 
desarrollaba la economía nacional, constituido por los obreros sindicalizados de la industria, de 
la gran minería y de las empresas o servicios del Estado. 

Mientras la clase alta, la clase media y el proletariado industrial participaban activamente en la 
vida nacional y disponían de organizaciones más o menos importantes y de medios de 
comunicación para hacer valer sus respectivos intereses, el sector campesino y el subproletariado 
urbano estaban, de hecho, marginados hasta de la posibilidad de hacerse oír. 

Entre aquellos sectores activos, la participación de cada cual se orientaba más hacia el 
aumento de su respectiva influencia que hacia un objetivo común de desarrollo colectivo. Desde 
hacía años y en forma cada vez más notoria, los chilenos nos empeñábamos más en mejorar 
nuestra participación relativa que en hacer crecer el país. Chile vivía en una lucha incesante en 
que la tarea común de aumentar la producción era olvidada y a la que se prefería el afán de cada 
sector de mejorar su cuota en la distribución del ingreso. 

En esa lucha, la clase media —primero— y el proletariado industrial —en seguida— habían 
logrado sin duda importantes avances, especialmente a partir de 1920, pero la sensación de ser 
víctima de un orden social injusto cundía en la inmensa mayoría de la población nacional. 

Objetivamente, la distribución del ingreso era muy desigual. Alrededor del cincuenta por 
ciento ganaba menos de un sueldo vital y recibía, en conjunto, el doce por ciento del ingreso. 
Otro treinta por ciento de los ocupados ganaban entre uno y dos sueldos vitales y, en conjunto, 
percibían un veinte por ciento del ingreso. Al otro extremo, menos de un uno por ciento de los 
ocupados ganaban más de diez sueldos vitales y recibían, en total, el treinta por ciento del 


ingreso.$ 

Tanta desproporcion en los ingresos tenia que manifestarse, obligadamente, en todos los 
aspectos de la vida colectiva. Algunas de sus consecuencias mas notorias eran la falta de 
viviendas, calculada en cerca de cuatrocientas mil;Z la mortalidad infantil, que llegaba a 122 
niños menores de un año por cada mil nacidos;é y la incapacidad del país para educar a sus niños 
y jóvenes. Del total de habitantes entre cinco y diecinueve años de edad, solo el cincuenta y 
cinco por ciento asistía regularmente a algún establecimiento educacional? y, si bien noventa de 
cada cien niños en edad escolar se incorporaba a la escuela primaria, solo treinta y tres de ellos 
completaban sus seis años, menos de la mitad de estos seguía estudios secundarios o especiales y 
apenas un 1,6 por ciento de toda la población chilena llegaba a la universidad.19 

Pero el síntoma más ostensible de la crisis económico-social por la que atravesaba el país era 
la inflación crónica y creciente que padecía. Mientras en los años treinta ella había sido de un 
ocho por ciento promedio anual, en los años cuarenta dicho promedio había aumentado al 17,9 
por ciento, y en los años cincuenta, al 38,7 por ciento. 

El fenómeno afligía a las dueñas de casa, especialmente a las más pobres, por el alza constante 
del costo de la vida; causaba problemas de financiamiento, reposición de equipos y 
determinación de costos a los empresarios; preocupaba a los gobernantes y a los estudiosos y 
estaba constantemente en el orden del día del debate nacional; pero el país no parecía tener cabal 
conciencia de su gravedad. Cada cual trataba de arreglarse por su cuenta, sobre la base de 
descargar sus consecuencias en el prójimo: el productor, alzando los precios; el trabajador, 
exigiendo aumentos de remuneraciones; y el que podía, especulando. 

Esta lucha, que no era solo entre patrones y asalariados, sino también entre los diversos 
sectores económicos —agricultura, minería, industria, comercio y servicios—, llegando a 
convertirse en una pugna de todos contra todos, rara vez adquiría caracteres violentos o siquiera 
disonantes; más bien, tendía a institucionalizarse. Los reajustes periódicos de sueldos y salarios 
se alternaban con también periódicas alzas de precios, todo ello conforme a normas legales y a 
decisiones gubernativas que intentaban encauzar la marea inflacionaria. De tarde en tarde, un 
paro de la locomoción colectiva, una prolongada huelga del cobre o un estallido excepcional de 
desorden callejero —como el que ocurrió en abril de 1957— era como un toque de alarma que 
luego se olvidaba. 


2. EVOLUCIÓN POLÍTICO-INSTITUCIONAL 


Chile es un país legalista, inclinado a buscar en la ley la solución a sus problemas y a confiar en 
lograrla por ese medio. Desde los inicios de la República, los chilenos nos caracterizamos por 
nuestro apego al derecho y la consiguiente tendencia a regir las relaciones sociales y solucionar 
los conflictos por cauces jurídicos. Tal vez por eso, tan pronto logró su independencia, Chile 
procuró constituirse en Estado de derecho y, después de algunos años de búsqueda, ya en 1833 
llegó a darse un régimen político constitucional sólido y estable, que procuraba conciliar la 
autoridad con la libertad sobre la base de los principios de soberanía del pueblo, elección popular 
de los gobernantes, separación de los poderes del Estado y respeto a los derechos de la persona. 

Salvo el periodo entre 1891 y 1925, en que se practicó un sistema parlamentario, nuestra 
república democrática se estructuró como régimen presidencial, implícitamente establecido por 
la Constitución de 1833 y reafirmado de manera expresa y categórica en la Carta reformada de 
1925, 

Hacia 1960, poco más de un millón y medio de chilenos, es decir, alrededor del cincuenta por 


ciento de la población mayor de veintiún años, participaba en los comicios para elegir presidente 
de la República, senadores, diputados y regidores. Dicho electorado respondía a las orientaciones 
de diversos partidos políticos. En esa época eran claramente distinguibles tres grandes corrientes: 
una, de derecha, constituida por los partidos Liberal y Conservador; otra, de izquierda marxista, 
formada por los partidos Socialista y Comunista; y los sectores que podrían denominarse de 
centro —aunque rehuyeran esa denominación—, agrupados fundamentalmente en los partidos 
Radical y Demócrata Cristiano. 

Durante los treinta años anteriores, prácticamente todas esas tendencias habían participado en 
el gobierno. 

Después del periodo de Arturo Alessandri Palma, que gobernó con la derecha entre 1932 y 
1938, vino el triunfo del Frente Popular en las elecciones de 1938, integrado por radicales, 
socialistas, comunistas y otros grupos menores. 

Con el presidente Pedro Aguirre Cerda se inició entonces el periodo de los gobiernos 
radicales, completado por sus sucesores Juan Antonio Ríos Morales y Gabriel González Videla, 
que promovieron el proceso de industrialización del país e importantes ascensos de la clase 
media y del proletariado industrial. Fueron gobiernos de tendencia «radical-socialista», pero el 
último de ellos, iniciado con participación de comunistas, socialistas y liberales, al poco tiempo 
rompió con los primeros y los proscribió de la vida política mediante la ley llamada de Defensa 
de la Democracia.12 Desde entonces, González Videla continuó gobernando con radicales, 
liberales, conservadores y un pequeño sector socialista, con una política de acentuada tendencia 
derechista («gobierno de concentración nacional»), para terminar su periodo con una efímera 
combinación de radicales y socialcristianos («gobierno de sensibilidad social»). 

En 1952, la candidatura presidencial independiente del general Ibáñez, exdictador entre 1927 
y 1931, provocó un terremoto político al ganar ampliamente a sus competidores. Destacando su 
personalidad de «hombre de carácter» y «sin compromisos», denunciando la «politiquería», 
esgrimiendo la bandera de la «honestidad» simbolizada en una escoba para «limpiar» el país y 
ofreciendo un gobierno «fuerte y popular» a la vez, con el apoyo de una abigarrada multitud de 
descontentos de todas las categorías en que sectores socialistas y nacionalistas hacían cabeza, el 
«general de la esperanza» llegó al poder desplazando a todas las fuerzas políticas y obtuvo, en la 
inmediata elección parlamentaria de marzo de 1953, una holgada —aunque heterogénea e 
inexperta— mayoría en la Cámara de Diputados. 

Pero las esperanzas se desvanecieron pronto: luego de un comienzo prometedor, el gobierno 
se vio afectado por las contradicciones entre sus partidarios y por el agravamiento del proceso 
inflacionista, que generó una fuerte presión social expresada en las huelgas generales de 1954 y 
1955, de modo que terminaron sometiendo su gestión a la influencia rectora de la derecha, 
aunque esa no fuera la inclinación personal del presidente. 

Como saldo a su favor, el gobierno del general Ibáñez dejó la ley de salario mínimo 
campesino, la creación del Banco del Estado, la derogación de la ley de Defensa de la 
Democracia, una reforma a la legislación electoral que hizo obligatoria la inscripción en los 
registros electorales (lo que permitió ampliar considerablemente la participación electoral) y el 
establecimiento de la cédula única para terminar definitivamente con el cohecho, medidas que le 
permitieron reivindicarse de su antigua fama de «dictador». 

Las elecciones presidenciales de 1958 estuvieron antecedidas por una serie de hechos políticos 
relevantes que permitieron el renacer de los partidos y su reagrupamiento, dando origen a un 
escenario político dividido en tres tercios claramente definidos: una derecha que reunía 
preferentemente a liberales y conservadores; una izquierda unida en el Frente de Acción Popular 


(FRAP), donde convivían comunistas —aún en la clandestinidad— y socialistas; y un centro, 
conformado por un debilitado Partido Radical y un recién nacido Partido Demócrata Cristiano 
(PDC), heredero de la Falange Nacional. 

La elección se planteó entre cuatro candidaturas de clara definición política: Jorge Alessandri 
por los liberales y conservadores, Salvador Allende por los socialistas y comunistas (estos 
últimos ya reincorporados legalmente a la vida cívica), Luis Bossay por los radicales y Eduardo 
Frei por los democratacristianos. Triunfó el primero, con 387297 votos (31,2 por ciento de los 
sufragantes), por estrecho margen sobre Allende, quien obtuvo 352915 votos (28,6 por ciento). 
Frei logró 252168 votos (20,5 por ciento) y Bossay, 190832 votos (15,2 por ciento). Un quinto 
candidato, el independiente Antonio Zamorano, conocido como «el cura de Catapilco», obtuvo 
41268 votos (3,3 por ciento). Llamado a definir el Congreso Pleno, por no haber obtenido 
mayoría absoluta ninguno de los candidatos, Alessandri fue elegido presidente de la República 
con los votos de liberales, conservadores, democratacristianos y radicales. 

El programa presidencial de Alessandri expresaba sus profundas convicciones: proponía 
«poner orden» en las finanzas públicas, terminar con la inflación y establecer una economía de 
libre mercado. En sus muchos años como presidente de la Confederación de la Producción y el 
Comercio, la más importante organización gremial de los empresarios chilenos, el antiguo 
dirigente empresarial había sostenido reiteradamente que las verdaderas causas de los males de 
Chile se encontraban en tres hechos, todos ellos —a su juicio— expresión de «la politiquería»: 
las elevadas remuneraciones de los asalariados, que habían logrado niveles superiores a los que 
permitía la capacidad económica del país y de sus respectivas empresas, impidiendo a estas 
capitalizar; los excesivos gastos del Estado y consiguientes déficits fiscales; y la exagerada 
intervención gubernativa en la vida económica. En conformidad con este diagnóstico, postulaba 
como indispensable, bajo el signo de la «austeridad», una política de congelación de 
remuneraciones, disminución de gastos fiscales y estimulo a la iniciativa privada.13 

A poco de constituirse el gobierno de Alessandri, la Democracia Cristiana propuso al Partido 
Radical (PR) formar una combinación política de centro que, uniendo a los sectores que habían 
votado por Bossay y por Frei, pudiera convertirse en el árbitro de la conducción nacional y 
obligar al gobierno derechista a emprender las más urgentes reformas que ambas colectividades 
habían planteado como ineludibles en la última campaña electoral y que la mayoría de los 
chilenos reclamaba. La directiva radical de la época, presidida por el senador Humberto Aguirre 
Doolan, prefirió, sin embargo, entenderse con la derecha. Un distinguido militante del PR ocupó 
la vacante de Alessandri en el Senado con el apoyo electoral de liberales y conservadores, 
iniciándose así una colaboración que se oficializó, dos años y medio después, mediante el 
ingreso del Partido Radical al gobierno. 

Aunque la política propuesta por el gobierno de Alessandri y los planteamientos en que se 
fundaba no correspondían a las inclinaciones de la mayoría del país, el Parlamento dotó al nuevo 
gobierno de facultades extraordinarias para realizar sus propósitos. Pero al cabo de dos años, 
como consecuencia de factores exteriores, la presión social y por efecto del terremoto de 1960, 
esa política demostró ser un fracaso. 

Para entonces, era cada vez mayor la propensión popular hacia los cambios profundos. Se 
trataba de un fenómeno más o menos general en América Latina, fruto del despertar de la 
conciencia de sus pueblos sobre su penosa realidad. A ello habían contribuido la Revolución 
cubana, los planteamientos del presidente norteamericano John F. Kennedy, que inspiraron la 
Alianza para el Progreso, y la posición de la Iglesia católica, que en septiembre de 1962 exhortó 
atodos los cristianos a «cambiar con la mayor rapidez posible la realidad nacional para que Chile 


sea patria de todos los chilenos por igual».14 

Al promediar su periodo, el gobierno de Alessandri entró por el camino de abordar algunas de 
las grandes reformas estructurales que el país requería: la reforma tributaria y la reforma agraria. 
Lo hizo, sin embargo, a contrapelo, más preocupado de precaver los peligros que estas reformas 
pudieran entrañar para el orden establecido que de ir al fondo de los problemas que aquejaban a 
nuestro país. El resultado fue que, lejos de producirse un aglutinamiento nacional en torno a esas 
reformas, la presión por los cambios y la división entre los chilenos se agudizaron. 

Al aproximarse las elecciones presidenciales, las fuerzas políticas se estructuraron 
nuevamente bajo el esquema de los tres tercios: el FRAP, que agrupaba a socialistas, comunistas 
y otros grupos menores, proclamó una vez más a Salvador Allende; el Partido Demócrata 
Cristiano, que había desplazado al Radical de su condición de primera fuerza política del país y 
contaba además con las simpatías de importantes sectores independientes, ungió a Eduardo Frei; 
y la derecha, que aparecía sin ideas nuevas, sin cabeza y a la defensiva, buscó su salvavidas en el 
Partido Radical, formando con este el llamado Frente Democrático, que designó al senador 
radical Julio Durán como su candidato a la presidencia de la República. 

Una elección complementaria producida a comienzos de 1964, pocos meses antes de la 
presidencial, puso en evidencia las reales posibilidades del FRAP: su candidato derrotó a los 
postulantes de los otros dos sectores en una provincia tradicionalmente derechista. Ante este 
resultado, liberales y conservadores decidieron apoyar sin compromisos la candidatura de 
Eduardo Frei para así hacer frente a la «amenaza marxista», en lo que consideraban una elección 
entre democracia y comunismo. El Partido Radical mantuvo su candidatura. 

En septiembre de 1964, Eduardo Frei fue elegido presidente de la República con el voto de la 
mayoría absoluta de los sufragantes. Obtuvo 1409012 votos (55,7 por ciento) contra 979902 de 
Allende (38,6 por ciento) y 125233 de Julio Durán (4,9 por ciento). Era el triunfo de quienes 
veían en esta candidatura una alternativa a las fuerzas de derecha y de izquierda. 


3. LA REVOLUCIÓN EN LIBERTAD 


El programa de gobierno del presidente Frei fue fruto de los estudios de varios equipos — 
numerosos y calificados— de profesionales y técnicos democratacristianos e independientes 
reunidos en el Centro Coordinador del Programa (CECOP), conducido por Jorge Ahumada y 
Joaquín Undurraga, que, recogiendo principalmente las ideas del primero en su obra La crisis 
integral de Chile, elaboraron una estrategia para superarla.15 

Se trataba de enfrentar globalmente la crisis integral que había en el país, atacando 
derechamente sus principales causas: en lo económico, el lento crecimiento, la inflación crónica, 
la dependencia del exterior y la desigual distribución del ingreso; en lo social, la desocupación, 
las remuneraciones insuficientes, la falta de viviendas, de escuelas, de atención médica, etc.; en 
lo político, la insuficiencia de las estructuras tradicionales para dar expresión a todo el pueblo, 
fundamentalmente por falta de participación de grandes sectores y de verdadera representatividad 
de los cuadros directivos; y en lo cultural, la falta de solidaridad e incapacidad del país para 
formular una ideología nacional, coherente, eficaz y generalmente compartida. 

Con este fin, se concibió un ambicioso plan en que las reformas estructurales se combinaban 
con las medidas de emergencia para llenar graves e insuperables déficits vitales y para movilizar 
a los chilenos en un gran esfuerzo nacional. 

Se trataba, simultáneamente, de incorporar como miembros activos de la comunidad nacional 
a los sectores marginales —campesinos y subproletariado urbano— y de aprovechar al máximo 


la capacidad productiva de los sectores hasta entonces dinámicos, especialmente empresariales; 
de modificar en forma sustancial las estructuras agrarias del país y aumentar de inmediato la 
producción de alimentos; de contener la inflación, reducir la desocupación y redistribuir los 
ingresos en beneficio de los asalariados; de recuperar para Chile el control y dominio de sus 
riquezas básicas, especialmente el cobre, y de conseguir los créditos, inversiones y tecnología 
indispensables para aumentar su producción, desarrollar la industria nacional e incrementar 
sustancialmente la capacidad exportadora del país; de conquistar la máxima independencia en el 
plano internacional y de conservar buenas relaciones con Estados Unidos y demás países 
occidentales tradicionalmente amigos de Chile. 

Para alcanzar estos objetivos, aparentemente incompatibles unos con otros, el programa 
contemplaba una bien coordinada política de cambio social con desarrollo económico, dentro de 
un régimen de libertad, cuyas tareas fundamentales eran la organización del pueblo para 
promover su participación en la solución de sus problemas comunes y en la vida económica y 
cívica del país; una reforma constitucional para hacer más democráticas y eficientes las 
estructuras institucionales del Estado chileno; una reforma educacional que diese educación 
básica a todos los niños de Chile y abriese las puertas de la educación media, especial y superior 
a todos los que tuvieran aptitudes; una reforma agraria para incorporar cien mil campesinos a la 
propiedad de la tierra y producir todos los alimentos que el país necesitaba; y un plan de vivienda 
para proporcionar casa decente a trescientas mil familias en seis años. 

El programa contemplaba también la «chilenización» del cobre y duplicación de su 
producción; el desarrollo industrial orientado hacia rubros básicos como la siderurgia, 
petroquímica, metalmecánica, celulosa, automotriz y electrónica; la contención progresiva de la 
inflación en cuatro años; el alza substancial de las remuneraciones de los trabajadores, en 
especial a los de más bajos ingresos; y la integración económica latinoamericana. 

Por la trascendencia de las transformaciones que se proyectaban y por la decisión de 
realizarlas dentro del juego democrático, el cumplimiento del programa suponía un fuerte grado 
de apoyo colectivo, capaz de movilizar activamente a la comunidad nacional. 

Sin embargo, tras ser elegido con una holgada mayoría, prontamente el presidente Frei y su 
gobierno debieron hacer frente a una oposición dura e intransigente. Rompiendo con nuestra 
tradición republicana, Salvador Allende no felicitó al recién electo mandatario y tampoco 
reconoció públicamente su triunfo, responsabilizándolo por no haber impedido la denominada 
«campaña del terror» impulsada desde la derecha en su contra. Por su parte, los parlamentarios 
del FRAP, en una actitud bochornosa, se negaron a asistir a la sesión del Congreso Pleno en que 
debía jurar el nuevo presidente, hecho que obligó a postergar la ceremonia para el día siguiente. 

En diciembre de 1964 el Partido Socialista declaró estar «en la oposición más irreductible e 
indivisible al señor Frei», fundamentando esta actitud en su «concepción de clase para enfocar el 
fenómeno de la Democracia Cristiana». Acusó a nuestro partido de representar «cabalmente los 
intereses de la burguesía y del imperialismo», expresando que «la DC de hoy es la derecha de 
ayer» (lo que históricamente no era cierto) y anunció su decisión de «denunciar despiadadamente 
todas y cada una de las acciones de este gobierno, desnudando ante la masa su verdadero e 
intrínseco significado reaccionario».16 

Por su parte, la derecha, desde el momento mismo en que el gobierno de Frei demostró que su 
programa de reformas económico-sociales iba en serio y que no se trataba de simples promesas 
electorales, se situó también en beligerante posición. Los mismos que meses antes ofrecían «la 
mitad de su fortuna» a cambio de librar al país del «peligro comunista», pusieron el grito en el 
cielo y se rasgaron las vestiduras en defensa del derecho de propiedad, que consideraron 


amenazado por las iniciativas del gobierno de establecer un impuesto al patrimonio y de llevar 
adelante la reforma agraria que había prometido al país. 

En cuanto al Partido Radical, definió su postura como de independencia y expresó, a través de 
su derrotado candidato presidencial, que «haciendo honor a sus tradiciones, le haría una 
oposición democrática» al gobierno democratacristiano. En el seno de esta colectividad había 
ostensibles tendencias contrapuestas: algunos se identificaban cada vez más con la derecha; otros 
procuraban acercarse a la izquierda con la esperanza de encabezar una alternativa más avanzada, 
de tendencia socialista, a la «Revolución en Libertad» de Eduardo Frei; solo unos pocos parecían 
dispuestos a conciliar con el gobierno democratacristiano. Esta división interna tendría graves 
consecuencias para el radicalismo. 

Aunque en las elecciones parlamentarias de marzo de 1965 el Partido Demócrata Cristiano 
logró un triunfo categórico que le aseguró la mayoría en la Cámara de Diputados, en el Senado 
—que se renovó parcialmente— solo quedó con doce de cuarenta y cinco senadores, lo que dejó 
al gobierno a merced de los partidos de oposición para despachar las leyes que necesitaba a fin 
de llevar adelante su programa. 

Así y todo, presionando ante la opinión pública y negociando con unos y otros, tras 
prolongadas y agotadoras gestiones, el gobierno logró sacar adelante, aunque en forma mutilada 
O parcial, varios de sus proyectos: impuesto patrimonial, chilenización del cobre, sindicalización 
campesina, reforma constitucional sobre derecho de propiedad, reforma agraria, juntas de 
vecinos y demás organizaciones comunitarias, nacionalización de la Compañía Chilena de 
Electricidad, planificación nacional, fomento a las exportaciones, medicina curativa, accidentes 
del trabajo y enfermedades profesionales, revalorización de pensiones, guarderías infantiles y 
otros de menor importancia. Cada uno de ellos, lo mismo que las leyes anuales de presupuesto y 
las de reajustes de sueldos y salarios, generaron verdaderas batallas políticas en el Parlamento, en 
los medios de comunicación de masas y en los sectores sociales afectados o comprometidos, con 
el consiguiente desgaste y pérdida de tiempo. El proyecto de reforma constitucional para 
perfeccionar las instituciones del Estado, que establecía el plebiscito y creaba el Consejo 
Económico-Social, lo presentamos en diciembre de 1964, siendo rechazado tanto por la derecha 
como por la izquierda marxista. Solo al final del periodo, en 1969, logramos que se aprobara una 
parte, pero con la condición de que empezara a regir después de terminado el gobierno de Frei. 

Paralelamente a la tramitación de estas leyes, se impulsaron por la vía administrativa diversas 
iniciativas destinadas a ejecutar los planes de desarrollo social y económico. 

La política de chilenización del cobre, calificada por Frei como «la viga maestra de la 
economía chilena», significó simultáneamente obtener inversiones por más de setecientos 
millones de dólares para duplicar la capacidad de producción de cobre del país y casi triplicar su 
capacidad de refinación; adquirir para el Estado chileno la mayoría del capital de las más grandes 
empresas cupriferas y reservarle la opción para obtener el dominio total de algunas de ellas en 
condiciones y plazos convenidos; y radicar en el Estado, a través de la Corporación Nacional del 
Cobre, la dirección y control de la comercialización de este mineral en el mercado internacional. 
Para estos efectos, Chile se concertó con los otros grandes exportadores del mismo metal, Perú, 
Congo y Zambia, con quienes constituyó el Consejo Intergubernamental de Países Exportadores 
de Cobre (CIPEC). 

Por su parte, la reforma agraria, en un comienzo llevada adelante de acuerdo a las normas 
restrictivas de la ley dictada en el gobierno anterior y, desde mediados de 1967, conforme a las 
disposiciones de una nueva ley que el gobierno logró que fuera aprobada por el Congreso, puso 
fin al latifundio, cambió la vida de los campesinos al confiar en su capacidad de hacer producir la 


tierra y progresar y, con el esfuerzo de ellos y el respaldo del Estado, logró aumentar la 
producción agrícola nacional.17 

La concreción del Pacto Andino con Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú, al que más tarde 
adhirió Venezuela, importó un paso decisivo en el progreso de la integración latinoamericana 
para ampliar los mercados en términos de hacer posible el desarrollo industrial y para ir 
afianzando en bases concretas la independencia económica nacional. 

Nada de esto mereció el menor reconocimiento de la oposición. Por el contrario, la derecha, la 
izquierda y el Partido Radical, balanceándose entre una y otra, negaron toda colaboración al 
gobierno, se alinearon en sus acusaciones de prepotencia y sectarismo contra el partido único de 
gobierno y, a pesar de la plena libertad que imperaba en el país, se rasgaron las vestiduras ante el 
supuesto peligro de fascismo que denunciaban en la acción gubernativa. 

Después de la elección parlamentaria de 1965, la vieja derecha chilena, republicana y 
constitucionalista prácticamente desapareció. Los partidos Liberal y Conservador disminuyeron 
drásticamente su representación política, logrando entre ambos el respaldo del 12,5 por ciento de 
la ciudadanía. Al año siguiente, en marzo de 1966, se fusionaron en uno nuevo: el Partido 
Nacional, en el que pasaron a tener preponderante influencia los sectores más vinculados al 
mundo mercantil y un grupo de reconocida inclinación nacionalista y autoritaria. Para ellos y 
quienes los seguían, las transformaciones emprendidas, ya no solo desde el Estado, sino por la 
comunidad misma a través de la participación activa, tenían un carácter socialista. 

Pero sin duda, la reforma al artículo 10 de la Constitución Política del Estado sobre el derecho 
a la propiedad que permitía profundizar el proceso de la reforma agraria y su aplicación, fue 
entendida como un golpe intolerable y mortal, ante el cual reaccionaron con la instintiva furia de 
un animal herido. De ahí nació su animadversión contra la Democracia Cristiana, que con tanto 
encono se puso en evidencia desde entonces. 18 

Sintiéndose amagada en sus privilegios y sin atreverse a defenderlos directamente, la derecha 
se agazapó tras la clase media, que veía con reticencia la agitación política y la movilización 
social, halagándola, presentándola como víctima de la política populista del régimen, 
incentivando su egoísmo y alzando la bandera de su defensa, táctica que le dio buenos 
dividendos y le permitió rehacerse como fuerza política, logrando una recuperación importante 
en las elecciones parlamentarias de 1969, eligiendo treinta y tres diputados y cinco senadores. 

Por su parte, el Partido Socialista y el Partido Comunista, para quienes el éxito de la 
revolución en libertad amenazaba sus expectativas de alcanzar el poder a que aspiraban, no 
trepidaron en medios para obstaculizar y desprestigiar el régimen democratacristiano. Los 
convenios para la chilenización del cobre fueron denunciados como actos de entrega al 
imperialismo norteamericano, y casi todo el esfuerzo de desarrollo industrial fue tildado de 
robustecer al capitalismo y la penetración extranjera. Junto con ello, socialistas y comunistas 
ejercieron toda su influencia en el mundo laboral para movilizar contra este a las organizaciones 
sindicales. Aunque los reajustes de sueldos y salarios en el mismo porcentaje que el alza del 
costo de la vida eran la meta oficial reclamada por los dirigentes comunistas y socialistas de la 
Central Única de Trabajadores (CUT) al gobierno precedente, el otorgamiento por la 
administración Frei de esos reajustes, mejorados aun con mayores porcentajes para las 
remuneraciones más bajas, fue de inmediato vituperado como insuficiente por la misma directiva 
de la CUT. Y la presión sindical, expresada en múltiples pliegos de peticiones y repetidas 
huelgas —que no se habían ejercido contra el gobierno derechista—, se desencadenó, exagerada 
e intransigente, contra el gobierno de la Democracia Cristiana, logrando en definitiva quebrar las 
bases de su política antiinflacionista y hacerla fracasar. 


En cuanto al Partido Radical, dividido en dos sectores, uno de izquierda y otro de derecha, 
perdió las condiciones que le habrían permitido desempeñar con éxito el papel de árbitro de la 
disputa política. Aunque por su doctrina y composición social debió coincidir con las líneas 
fundamentales de la acción gubernativa, cada fracción prefirió rivalizar en su actitud opositora y 
se fue identificando más y más con su correspondiente extremo: unos, con el Partido Nacional; 
otros, con el FRAP. Así quedó de manifiesto cuando, a fines de 1966, el sector de izquierda dio 
sus votos para elegir presidente del Senado al líder socialista Salvador Allende. 

Dos fenómenos, uno interno y otro externo, contribuyeron a agravar las dificultades. Por una 
parte, la «revolución de las expectativas», suscitada por la redistribución de ingresos, la 
organización del pueblo y el auge extraordinario de la comunicación social, al abrir las puertas 
de mayor consumo y de nuevas posibilidades a muy vastos sectores, generó una pugna por 
mejorar las condiciones de vida, en la que todos los sectores sociales se vieron comprometidos 
en mayor o menor grado. 

El fenómeno externo tuvo que ver con la «rebeldía juvenil» desencadenada en el mundo 
occidental durante la segunda mitad de los años sesenta, que, inspirándose en la filosofía de 
Herbert Marcuse, siguiendo el ejemplo de Ernesto Che Guevara y afirmando «el poder joven», 
provocó un clima de desorden y violencia tanto en Europa como en Estados Unidos, 
especialmente en los ámbitos universitarios, que encontró en América Latina un ambiente 
propicio para manifestarse. 

En agosto de 1967, la primera conferencia de la Organización Latinoamericana de Solidaridad 
(OLAS), financiada y promovida por la Unión Soviética, se reunió en La Habana, proclamando 
que «la forma fundamental de ejercer la solidaridad es el desarrollo de la lucha revolucionaria en 
el seno de cada país y esa solidaridad debe culminar activamente en la forma esencial para 
alcanzar la toma del poder: la lucha armada», para lo cual debía apelarse a todos los medios que 
garantizaran el desarrollo de esa lucha, entre ellos «la protesta combativa, los paros, las huelgas, 
las manifestaciones, las marchas y diversas acciones enérgicas y populares». 19 

Allende fue elegido presidente de esa organización y su partido, el Socialista, no perdió 
oportunidad para aplicar en Chile dichas consignas, estimular la violencia y denunciar como 
«represión reaccionaria» las acciones del gobierno de Frei para mantener el orden y sancionar los 
excesos. Aparecieron también movimientos extremistas, como el Partido Comunista 
Revolucionario, el Movimiento Espartaco, ambos de tendencia maoísta, y la VOP, entre otros, 
produciéndose las primeras manifestaciones de violencia del Movimiento de Izquierda 
Revolucionaria (MIR), organización extremista y clandestina, crítica de la Unión Soviética y 
cercana a las tesis de La Habana, siendo por tanto más proclive a la guerrilla. 

Los dos fenómenos que se han señalado hicieron que las reivindicaciones se multiplicaran, 
provocando una creciente presión social. Cada grupo o sector tenía algo que demandar: el que 
había avanzado dos pasos, lo consideraba poco y exigía el doble; el que no lo había hecho, se 
sentía postergado y reclamaba otro tanto. Y si esas demandas no eran de inmediato satisfechas, 
se pretendía imponerlas mediante la acción directa. Huelgas ilegales, desfiles callejeros, tomas u 
ocupaciones de terrenos, industrias, locales universitarios y escolares, oficinas públicas y hasta 
de la catedral de Santiago, pasaron a ser formas de lucha a través de las cuales trabajadores, 
pobladores y estudiantes ejercían su «poder». 

Incluso los jueces, que no respetaron el acuerdo de un veinte por ciento de aumento en sus 
remuneraciones, exigiendo un sesenta por ciento, se declararon en huelga. Más preocupante aún 
fue lo ocurrido en octubre de 1969, cuando el regimiento Tacna de Santiago, encabezado por el 
general Roberto Viaux, se acuarteló en un motín sedicioso que fue calificado como un acto de 


reivindicación profesional en demanda de mejores remuneraciones y equipamiento para las 
Fuerzas Armadas. Esta actitud contó con el indisimulado apoyo de sectores de derecha. 

Por entonces, yo me hallaba en Estados Unidos, presidiendo la delegación de Chile ante la 
Asamblea General de Naciones Unidas. Pasados algunos días, me llamó el embajador de Chile, 
Domingo Santa María, para informarme de que tenía antecedentes sobre la sublevación del 
Tacna. Viajé desde Nueva York a Washington y fui a cenar a la embajada. Terminada la comida, 
cerca de las once de la noche, llegaron Agustín Edwards, dueño de El Mercurio, medio que 
representaba los intereses de la derecha, y el subsecretario de Estado para América Latina, 
Charles Meyer. La conversación se prolongó hasta cerca de las tres de la madrugada. Para mí fue 
claro que había una franca concomitancia entre el gobierno norteamericano y la derecha chilena. 
Ambos buscaban terminar de una vez con la posibilidad de que la izquierda llegara al poder en 
nuestro país. 

La actitud obstruccionista de la oposición llegó a un punto de inflexión cuando, a comienzos 
de 1967, el Senado negó la autorización constitucional al presidente de la República para que 
viajara a Estados Unidos en visita oficial accediendo a una invitación del mandatario de ese país. 

A partir de ese momento, la Democracia Cristiana y su gobierno fueron experimentando una 
progresiva mella. Por una parte, las posibilidades de constituir alianzas o conquistar aliados en 
un cuadro político que se caracterizaba por la existencia de proyectos excluyentes, a lo que se 
agregaba la actitud de autosuficiencia y autocomplacencia de muchos democratacristianos, 
dificultaba superar su situación de gobierno unipartidista. Solo logró aliarse con un pequeño 
partido de centroizquierda: el Democrático Nacional (Padena). Por otra, al interior de nuestro 
partido fueron surgiendo desacuerdos y recriminaciones que se hicieron públicas, lo que debilitó 
la mística de sus seguidores y su ascendiente sobre el pueblo. Quienes ansiaban y esperaban 
transformaciones rápidas y radicales se sentían desilusionados al ver «mucha libertad y poca 
revolución», adoptando actitudes de rebeldía en demanda de mayor profundidad y eficacia 
revolucionaria. 

Entre nosotros, nadie desconocía lo mucho que el gobierno había hecho y que los sectores 
populares habían mejorado sus condiciones de vida, no se visualizaba claramente la relación 
entre el programa que se estaba cumpliendo y las concepciones ideológicas sobre el modelo de 
sociedad a que la Democracia Cristiana aspiraba. 

En julio de 1965 asumí la presidencia nacional del partido. Para afrontar el difícil escenario, 
propuse que lo fundamental era poner al PDC «en forma», entendiendo con ello la recuperación 
de la fe en las ideas y valores falangistas, la organización del partido y la identificación y el 
cumplimiento del programa tal cual había sido acordado y propuesto al pueblo, ni menos ni más 
de lo que se prometió. Pero para muchos, la duda ya estaba instalada: ¿conduciría ese programa a 
construir una sociedad comunitaria o solo lograría algún desarrollo nacional hacia una sociedad 
de consumo y al precio de robustecer las estructuras capitalistas? 

En abril de 1967, se reunió el consejo nacional del partido, donde los sectores más rebeldes 
impusieron sus planteamientos en la agenda política y propusieron constituir una comisión 
político-técnica que en sesenta días debía elaborar un informe con propuestas concretas para el 
periodo 1967-1970.20 

A mediados de julio de ese año el informe fue presentado en la junta nacional. En él se 
proponía, entre otras materias, que «más que hacer un buen gobierno, debíamos echar a andar 
una revolución». En materia económica, junto con profundizar las críticas a la política del 
gobierno, propiciaba «una planificación económica democrática para avanzar por una vía no 
capitalista de desarrollo», destinada a implementar un sistema económico social comunitario que 


sustituyera al régimen capitalista mediante «la profundización del proceso de reforma agraria, la 
eliminación del latifundio, el sometimiento de la empresa privada al poder popular, el control 
estatal sobre el poder económico», buscando «la obtención del desarrollo económico hacia la 
construcción de una nueva Sociedad de Trabajadores: solidaria, democrática y popular». En lo 
político, llamaba a «prepararse para el enfrentamiento activo con la derecha»; en lo interno, 
proponía lograr que el gobierno trabajase más con el partido a través de una «acción concertada» 
y se «convirtiera en un instrumento Capaz de constituirse en la vanguardia de la Revolución 
chilena».21 

El presidente Frei consideró que no podía apartarse del programa que había presentado al país, 
en el cual creía, con el que estaba formalmente comprometido y que había sido concebido como 
una primera etapa, previa e indispensable, para la construcción de una sociedad comunitaria. Se 
produjo, en consecuencia, una ruptura que, al cabo de algún tiempo, llevó a los dirigentes del 
sector «rebelde» a abandonar el partido y constituir uno nuevo, el Movimiento de Acción 
Popular Unitario (MAPU), que se incorporó al FRAP. 


4. LA SITUACIÓN NACIONAL EN 1970 


Al terminar el decenio de los sesenta, Chile era una nación en marcha, volcada a la tarea de 
construir su porvenir. La población del país bordeaba los diez millones de habitantes, de los 
cuales tres cuartas partes vivían en ciudades, y el sector rural se había reducido al veinticinco por 
ciento.22 

En lo político, el país se agitaba en torno a la elección de un nuevo presidente de la República 
que debía verificarse en septiembre de 1970. Tres millones y medio de chilenos inscritos en los 
registros electorales, que representaban al setenta por ciento de la población nacional mayor de 
veintiún años, se preparaban para tomar parte en esa decisión y definían posiciones frente a ella. 
Derecha, izquierda marxista y Democracia Cristiana aspiraban a gobernar durante el próximo 
sexenio y competían duramente por el apoyo ciudadano. Las proclamaciones de los candidatos, 
las concentraciones públicas, los debates de prensa, radio y televisión, ocupaban cada vez más 
espacio en la escena nacional y absorbían con intensidad creciente la atención de la gente. 
Muchos tomaban partido con vehemencia y las discusiones, a menudo tensas y apasionadas, se 
multiplicaban por todas partes. El país pasaba por un periodo de aguda ideologización. 

En lo social, Chile vivía una etapa de franca ebullición. Los sectores marginales se habían 
incorporado a la vida nacional a través de la promoción popular, que abría cauces para que 
expresaran sus aspiraciones y trabajaran comunitariamente en la solución de sus problemas más 
graves e inmediatos. Cerca de tres mil quinientas juntas de vecinos a lo largo del territorio 
nacional canalizaban el interés de la gente por los asuntos comunales y su participación en los 
trabajos de urbanización y mejoramiento de sus poblaciones o barrios. Alrededor de 
cuatrocientas cincuenta mil mujeres, organizadas en centros de madres, participaban en talleres 
artesanales donde recibían capacitación y efectuaban trabajos que les permitían contribuir al 
presupuesto familiar sin abandonar el cuidado de sus hogares. Más de cien mil campesinos se 
habían organizado en sindicatos comunales, afiliados a tres grandes confederaciones, mientras 
que otros treinta mil lo estaban en cooperativas. Los beneficiarios de la reforma agraria se habían 
también organizado en una Federación Nacional de Asentamientos Campesinos. Y cerca de 
medio millón de trabajadores de la minería, la industria, el comercio y los servicios, estaban 
organizados en sindicatos profesionales e industriales, integrados a su vez en federaciones y 
confederaciones, muchas de las cuales formaban parte de la Central Única de Trabajadores 


(CUT).23 

En otro plano, el vivo interés de los chilenos por educarse se expresaba en el vigoroso 
aumento de la población escolar. Entre 1960 y 1970, los estudiantes de enseñanza básica, 
elevada de seis a ocho años escolares, habían aumentado de un millón doscientos mil a dos 
millones cien mil, llegando a cubrir el noventa y cinco por ciento de los niños de seis a catorce 
años de edad. Otros trescientos mil jóvenes recibían enseñanza media —humanista-científica O 
técnica-profesional— y la matrícula universitaria se había triplicado en el decenio, de veinticinco 
mil a setenta y cinco mil estudiantes. Cien mil personas más proseguían sus estudios en cursos 
nocturnos o vespertinos para adultos.24 

En el ámbito de la salud, en los últimos diez años se habían construido más de setenta nuevos 
hospitales, duplicando el número de camas disponibles para enfermos, y se habían habilitado 
sobre doscientas cincuenta postas rurales y consultorios;22 casi el setenta por ciento de los 
alumnos de primer a octavo año de educación básica recibían diariamente desayuno y más de un 
tercio, almuerzo;2£ los programas de leche se habían elevado de 3,9 kilos a 6,2 kilos por 
habitante;2/ la mortalidad infantil de niños menores de un año había disminuido de 122,3 por mil 
niños nacidos en 1960, a 78,7 por mil nacidos en 1969, y la mortalidad general había bajado en 
el decenio de 12,2 por mil a 8,9 por mil.28 

En materia habitacional, se habían construido en el decenio cerca de cuatrocientas mil 
viviendas, de una superficie promedio de 64 metros cuadrados cada una, y alrededor de ciento 
noventa mil soluciones habitacionales mediante la habilitación de sitios con urbanización mínima 
y autoconstrucción de viviendas provisorias.29 

En lo económico, si bien la inflación se mantenía alrededor del treinta por ciento anual30 y la 
tasa de crecimiento del producto bruto en el decenio fue solo del 4,5 por ciento, lo que 
representaba un dos por ciento per cápita,31 era ostensible que Chile estaba en pleno e intenso 
proceso de desarrollo. La producción de energía eléctrica aumentó en los diez años en un 61 por 
ciento y la capacidad instalada para generarla, en un cien por cien. Con la nacionalización de 
Chilectra, el Estado pasó a controlar el 97,8 por ciento del sector electricidad (66,4 por ciento de 
Endesa y 31,2 por ciento de Chilectra). La producción de petróleo subió en un 71,3 por ciento y 
su consumo, de 1,7 millones de metros cúbicos a 4,4 millones.32 

Los programas de expansión del cobre y del acero, de construcción de nuevas plantas de 
azúcar de remolacha y de celulosa y de instalación de nuevas industrias químicas, petroquímicas, 
metalmecánicas, automotrices y electrónicas, estaban en plena ejecución y representaban un 
vigoroso avance cuantitativo y cualitativo en la capacidad productiva nacional, cuyos frutos 
habrían de cosecharse en los años venideros. 

La expansión de la producción agropecuaria en alimentos como la leche, carnes, semillas y 
frutas, las importantes inversiones efectuadas en infraestructura agrícola y ganadera (como 
plantas lecheras, centrales vitivinícolas, plantas de silos, plantas y frigoríficos frutícolas, 
mataderos, etc.) y el incentivo que para los campesinos estaba significando su incorporación a la 
propiedad de la tierra mediante la reforma agraria, colocaban en el primer plano de la 
preocupación pública a este sector de la economía nacional y abrían para él promisorias 
perspectivas. 

El ahorro nacional aumentó durante el decenio a una tasa media anual de 7,2 por ciento, 
llegando a superar el 16 por ciento del producto nacional. Con él se financiaba cada vez más 
porcentaje de las inversiones. Dentro de estas, crecieron considerablemente las del sector 
público, que alcanzaban casi el 75 por ciento de la inversión geográfica bruta en capital fijo, del 
cual más del 80 por ciento se autofinanciaba con ahorro.33 


Las exportaciones nacionales habían aumentado de 465 millones de dólares en 1960 a 1200 
millones de dólares en 1970 y prometían acelerar su crecimiento a medida que fuera 
concluyéndose la ejecución de los referidos programas de expansión de cobre y acero y de 
desarrollo industrial, así como por la puesta en vigencia del Mercado Subregional Andino, 
creado en 1969.54 

Por su parte, las importaciones se habían elevado en el mismo periodo desde 615 millones de 
dólares a 1020 millones de dólares, aumento gue se centraba principalmente en bienes de 
capital.35 

A 31 de diciembre de 1970, las reservas internacionales de que Chile disponia llegaban a 
342,3 millones de dólares y la balanza de pagos y sus perspectivas futuras eran de las mejores 
que el país había tenido en muchos aŭos.36 

La deuda externa nacional ascendió a 2975 millones de dólares, incluidos en esa cifra 
setecientos millones de dólares en créditos no utilizados. De ese total, solo ciento treinta millones 
de dólares eran obligaciones a corto plazo. Como los activos en moneda extranjera del Banco 
Central y los bancos comerciales llegaban a 496 millones de dólares, el saldo deudor era 
realmente de 1779 millones de dólares, lo que significaba una deuda neta de ciento ochenta 
dólares por persona.37 

La tasa de desocupación se mantenía alrededor del seis por ciento de la población activa. El 
ingreso por habitante era del orden de 1068 dólares al año —en dólares de 1977— y la 
participación de los trabajadores había subido sobre el 53 por ciento del ingreso total del país. 
Las remuneraciones reales de los trabajadores aumentaron en un setenta por ciento entre 1960 y 
1970,38 factor muy importante en el incremento de la demanda de bienes durables, de más de 
quince por ciento por año como promedio en el periodo,39 antecedentes todos significativos del 
mejoramiento del nivel de vida de la población. 

En lo internacional, Chile mantenía excelentes relaciones con casi todos los países del mundo 
y gozaba de un prestigio muy superior al que, por su tamaño, representaba en el concierto de las 
naciones. Su seriedad en el manejo financiero, su respeto inalterable a los compromisos 
internacionales, la estabilidad de sus instituciones democráticas, su altiva independencia en la 
adopción de decisiones políticas, su esforzada búsqueda de nuevas fórmulas para derrotar a la 
miseria e injusticia del subdesarrollo sin sacrificar la libertad y su dignidad en el trato con las 
grandes potencias lo hacían acreedor al respeto y simpatía general. 

Especial era su ascendiente en el ámbito hemisférico, en el que, dentro de un espíritu de 
comprensión y amistad con Estados Unidos, defendía con decisión los intereses comunes de los 
países latinoamericanos y la necesidad de replantear las relaciones de estos con aquel en un plano 
de justicia. Expresiones de esta posición habían sido la condena al desembarco de tropas 
norteamericanas en Santo Domingo, la reanudación de relaciones comerciales con Cuba, el 
rechazo a la creación del Ejército Interamericano, las iniciativas para modificar la carta de la 
Organización de los Estados Americanos (OEA) en 1965 y 1967, el acuerdo de Cartagena que 
dio vida al Mercado Subregional Andino y el Consenso Latinoamericano de Viña del Mar en 
1969, que llevó por primera vez a las naciones de América Latina a plantear, unidas y en un solo 
bloque, sus intereses comunes y sus puntos de vista sobre el sistema interamericano a Estados 
Unidos. 

En lo institucional, las reformas constitucionales aprobadas en el decenio, especialmente la de 
1970, habían modernizado el régimen del derecho de propiedad, facilitando con ello el camino a 
las reformas económico-sociales. También habían agilizado la administración financiera del 
Estado, robusteciendo las atribuciones del poder ejecutivo en la materia, y habían ampliado la 


participación cívica de los chilenos al otorgar derecho a voto a todos los mayores de dieciocho 
años y al establecer el referéndum. Asimismo, estas reformas habían creado mecanismos 
expeditos y democráticos, como el plebiscito y el Tribunal Constitucional, para resolver los 
conflictos entre los poderes ejecutivo y legislativo, allanando de este modo el camino a los 
futuros gobiernos para superar las obstrucciones con que la minoría pudiera entorpecer el 
cumplimiento de sus programas. 

En resumen, dentro del ámbito latinoamericano a que geográfica, histórica y culturalmente 
pertenece, con las implicancias políticas y económicas que ello entraña, manteniendo aún 
mezquinos índices de crecimiento e injustas desigualdades entre su población, con los 
consiguientes conflictos y tensiones, y hallándose todavía lejos de configurar un nuevo modelo 
de sociedad, al empezar la década de los setenta Chile había creado las bases para acelerar su 
desarrollo económico y social y consolidar su independencia nacional, dentro de un régimen de 
creciente democratización que garantizaba a sus habitantes amplia libertad y los incitaba a 
participar en el esfuerzo colectivo por conquistar mayor justicia y más altos niveles de progreso. 


Capítulo II 
LA ELECCIÓN PRESIDENCIAL DE 1970 


1. LAS CANDIDATURAS. GÉNESIS Y PLANTEAMIENTOS 


Tres candidatos compitieron en la elección presidencial de 1970: Jorge Alessandri Rodríguez, 
Salvador Allende Gossens y Radomiro Tomic Romero. ¿Cómo surgieron y qué representaban 
sus postulaciones? 

La candidatura de Jorge Alessandri Rodríguez fue la primera en aparecer, aunque solo se 
oficializó el 2 de noviembre de 1969, cuando el expresidente de la República anunció al país su 
decisión de aceptar que su nombre fuera postulado «para no defraudar», según dijo, «el inmenso 
llamado de miles y miles de nuestros compatriotas que, con fe inquebrantable, han echado sobre 
mis hombros el enorme peso de sus esperanzas». 1 

En verdad, la candidatura de Alessandri comenzó a gestarse desde el mismo día 3 de 
noviembre de 1964 en que terminó su periodo presidencial. Pequeños grupos de excolaboradores 
y simpatizantes iniciaron de inmediato una campaña, que pronto se expresó en la formación del 
MAD (Movimiento de Acción Democrática), el que ya en 1965 hizo circular un panfleto, con 
cerca de mil suscriptores, pidiendo el retorno del exmandatario a La Moneda. Meses después, 
surgió el MIA (Movimiento Independiente Alessandrista), que se dedicó a constituir comandos 
de trabajo en pro de su postulación. 

Se trataba de adherentes tenaces y entusiastas, muchos de los cuales formaban parte de 
círculos allegados a Alessandri o eran amigos que no perdían la ocasión de idealizar su 
personalidad. El 3 de noviembre se convirtió para ellos en una fecha simbólica, que los reunía 
frente a la residencia del exmandatario para saludarlo, vitorearlo e instarlo a «volver». «Don 
Jorge» agradecía y guardaba silencio, pero los diarios y radios derechistas daban al suceso gran 
publicidad y el eslogan «Alessandri volverá» empezó a aparecer, muy bien pintado, en calles y 
caminos. 

El joven Partido Nacional, que congregaba a los sectores más representativos de la derecha en 
torno a planteamientos definidamente autoritarios y nacionalistas, no tenía alternativa de 
liderazgo viable que ofrecer al país. La figura prestigiada de Alessandri le sirvió para llenar ese 
vacío, procurando convertirla en la esperanza de todos los que sentían amagados sus intereses o 
sus tradicionales creencias políticas por las reformas impulsadas por el gobierno 
democratacristiano. 

El nombre de «don Jorge» se convirtió así, para muchas personas, en el signo de contraste o 
antítesis de cuanto pudiera afectarles o disgustarles la política del gobierno. Alessandri 
representaba el derecho de propiedad, amenazado por la reforma agraria y por el impuesto al 
patrimonio; el orden y la autoridad frente a la debilidad que se atribuía al gobierno ante los 
signos de agitación propios de un periodo de cambios; la independencia, contrapuesta al 
proselitismo partidista que exhibían los sectores de gobierno; la experiencia frente a la juventud 
de los nuevos equipos. 

Esta estrategia dio dividendos: en las elecciones municipales de 1967 el Partido Nacional 
subió la votación derechista de 2,5 por ciento a 14,3 por ciento, y en las parlamentarias de 1969, 


en que hizo su campaña enarbolando la bandera del alessandrismo, la elevó al veinte por ciento 
de los electores. Aunque «don Jorge» se abstuvo de toda intervención, dos sobrinos suyos, Silvia 
y Gustavo Alessandri, fueron candidatos a diputados y ambos obtuvieron la primera mayoría en 
sus respectivos distritos, los dos más poblados del país. 

Procurando explicar ese fenómeno, el más prestigioso comentarista político del periodismo 
chileno, Luis Hernández Parker, lo atribuyó a que Alessandri logró «amasar una imagen que es 
la cara opuesta de los políticos profesionales chilenos. Siendo él también un profesional de la 
política, aparece extraño y reñido con la politiquería, que es la incurable enfermedad que sufre el 
pobre cuerpo de Chile».2 

Otro factor importante fue, sin duda, la reacción egoísta y temerosa de algunos sectores de la 
clase media, especialmente medianos y aun pequeños empresarios y también profesionales, a 
quienes la hábil propaganda de derecha —que controlaba los más influyentes medios de 
comunicación— llevó a sentirse postergados y hasta amenazados por la política económico- 
social de la Democracia Cristiana. 

Y, de modo decisivo, contribuyó también a robustecer en la opinión pública la imagen de 
Alessandri la torpe campaña de soeces y ataques personales de que lo hicieron objeto algunos 
grupos de izquierda, especialmente a través del diario Clarín. El encono y grosería de esos 
ataques suscitaba general repugnancia y atraía hacia el personaje denigrado los sentimientos de 
simpatía que rodean a las víctimas. 

Finalmente, el silencio de Alessandri —espontáneo o estudiado, indiferente o estratégico— 
ante esos ataques y ante los requerimientos de sus partidarios contribuyó a aumentar su 
carismática imagen, sobre todo en los sectores independientes, hostiles al incesante debate 
político. 

Lo cierto es que después de los comicios de marzo de 1969, para la derecha quedó claro que el 
nombre de Alessandri le abría la expectativa de recuperar el poder. Las sugerencias de quienes 
en su seno habían pensado en buscar algún nombre significativo de apertura, como el de Felipe 
Herrera, O alguna forma de entendimiento con la Democracia Cristiana, quedaron 
definitivamente descartadas. La candidatura presidencial de Jorge Alessandri fue un hecho al que 
solo faltaba la formalidad de su aceptación. 

Esta tardó algunos meses en producirse. En un reportaje publicado en agosto de 1969 por la 
revista inglesa The Economist, Alessandri puso de manifiesto su creencia de que solo su 
candidatura podría atajar el triunfo de la izquierda marxista, planteando la contienda presidencial 
como un verdadero referéndum, de modo que su elección significara el apoyo del país a una 
reforma constitucional que invistiera al presidente de la República de plenos poderes para dirigir 
la política económico-social, sin interferencia del Parlamento, de los partidos ni de los sindicatos. 

Esta idea, planteada como reacción contra «el desorden y la politiquería», fue el motivo 
central de su postulación y en torno a ella el Partido Nacional y el Movimiento Alessandrista 
elaboraron sendos programas que presentaron al país como aportes al futuro gobierno.3 

En materia política, se proponía otorgar al jefe del Estado las facultades de disolver el 
Congreso y de convocar a plebiscito para que el país resolviese los conflictos entre el presidente 
y las Cámaras y pudiese participar directamente en las decisiones más trascendentales. Estas 
reformas tendrían por objeto, se decía, «extirpar la politiquería y los pésimos hábitos políticos 
que hoy agobian al país, mediante la limitación y el término de la influencia de los 
parlamentarios en materias administrativas, financieras, gremiales y estudiantiles» y ellas harían 
posible «una efectiva participación popular al eliminar la acción del intermediario político y de 
los demagogos profesionales que se interponen entre el pueblo y sus gobernantes». 


En materia económica, se preconizaba un régimen de empresa privada y economía de 
mercado, en el que se eliminarían los privilegios, se detendría la inflación, se incrementarían las 
inversiones y se crearían nuevas fuentes de trabajo. 

En materia social, se ponía el énfasis en la superación de la lucha de clases y la integración 
nacional, especialmente entre empresarios y trabajadores, y se proponía la creación de un consejo 
económico social para asesorar al presidente de la República en la planificación de su política, 
constituido por representantes de los gremios, de los elementos de la producción y del comercio 
y de las Fuerzas Armadas. 

Respecto a la reforma agraria, se anunciaba su continuación «pero impidiendo que la ley se 
utilice con fines políticos» y «otorgando títulos individuales de dominio a los asentados que lo 
deseen». 

Se formulaban planteamientos bastantes generales sobre políticas de vivienda, salud y 
previsión social, sobre la Administración pública y el sistema judicial, y se proponía una 
participación decisiva de las Fuerzas Armadas en la política de integración nacional y la 
reestructuración técnica de las mismas, para adecuarlas al nuevo concepto de seguridad nacional 
que implica —se expresaba— dos tareas fundamentales: «el resguardo de la Nación frente a 
cualquier amenaza externa y la garantía de la seguridad interior frente a los eventos que puedan 
importar la quiebra de la paz social o la destrucción de otros valores esenciales de la 
comunidad». 

En definitiva, la candidatura de Alessandri era una propuesta conservadora, con una visión 
sesgada de la realidad nacional y con un proyecto económico-social extremadamente anticuado 
respecto del proceso de cambios que se producían a nivel internacional y nacional. Los ejes de su 
campaña fueron su seudo independencia, el rechazo a la politiquería, a la demagogia y al 
derroche público. 

Por nuestra parte, Radomiro Tomic Romero fue proclamado candidato presidencial en agosto 
de 1969. También esta postulación tenía sus orígenes en los inicios mismos del gobierno de Frei. 
En verdad, cuando este fue ungido candidato para la elección presidencial de 1964, en el ánimo 
de los dirigentes y de las bases democratacristianas quedó la idea de que Tomic sería el 
candidato para el periodo siguiente. Así lo explicitó el entusiasmo de los militantes en la propia 
campaña del 64, con el grito: «Frei, presidente; Tomic, el siguiente». Pero, aunque no tuvo 
contendores dentro del partido, la formalización de esta candidatura no estuvo exenta de 
vicisitudes. 

Tomic era, como Frei, uno de los fundadores de la Democracia Cristiana chilena y uno de sus 
dirigentes de mayor prestigio. La fogosa elocuencia de su oratoria, el vigor de sus planteamientos 
—casi siempre novedosos— y su imagen de hombre versado y ejecutivo a la vez, despertaban en 
torno suyo admiración y entusiasmo, especialmente entre los jóvenes. 

La experiencia del gobierno del presidente Frei reafirmó a Tomic en su convicción de que «no 
podrán hacerse en Chile los cambios revolucionarios de contenido esencialmente democrático 
que el país necesita, sino en un acuerdo entre la Democracia Cristiana y las fuerzas sociales y las 
fuerzas políticas partidarias de los cambios».4 Consecuente con ese criterio, tan pronto dejó la 
embajada en Washington y regresó al país, en el primer semestre de 1968, planteó públicamente 
la tesis de que «sin unidad popular no habrá candidatura Tomic».2 

A juicio de Tomic, la «unidad popular», tal como la concebía, «requiere tres decisiones 
indispensablemente concurrentes: el acuerdo del partido; el acuerdo del gobierno; el acuerdo de 
la izquierda».6 Pero, en definitiva, ninguno de estos acuerdos se produjo. 

El Partido Socialista, que a fines de 1967 había proclamado en su congreso de Chillán la tesis 


del «Frente de Trabajadores» y excluido cualquier clase de compromisos o alianzas con sectores 
de la burguesía, descartó públicamente la posibilidad de entendimiento con la Democracia 
Cristiana. En cuanto al Partido Comunista, decidido partidario de la tesis de la unidad popular 
partiendo de la unidad «socialista-comunista», había sido igualmente categórico para expresar 
que solo la concebía con los sectores «progresistas» de la DC pero no con los «reaccionarios» 
sostenedores de la política del presidente Frei, entre lo que incluía expresamente a Tomic.ŝ 

El «acuerdo del gobierno» del que Tomic hablaba significaba para él «los cambios en la 
orientación de la gestión gubernativa y legislativa que serían indispensables para hacer posible 
una plataforma común y un candidato común de la DC y las fuerzas de izquierda».2 Pero la 
experiencia de cuatro años demostraba que «los cambios de orientación» capaces de satisfacer a 
comunistas y socialistas para esos efectos, contrariaban aspectos fundamentales del programa del 
gobierno. 

Finalmente, dentro del PDC, mientras algunos de mis camaradas creían que solo la unión de 
las fuerzas populares, que incluyera a los sectores marxistas y que empleara técnicas socialistas, 
podría promover el desarrollo al ritmo requerido, otros sosteníamos que esa vía conduciría al 
predominio marxista y a la tiranía y afirmábamos la necesidad y posibilidad de un camino propio 
de desarrollo, fundado en los valores cristianos y en la participación popular en los planos 
políticos, sociales y económicos. Personalmente pensaba que un candidato nuestro en alianza con 
el PC estaba derrotado de antemano, sería un fracaso y perderíamos más de la mitad de nuestra 
votación. Suponiendo que llegara a triunfar, estimaba que, considerando el cuadro político 
internacional, era improbable que pudiera asumir, y si ello se lograba, ¿contaríamos con la 
lealtad del PC? A mi juicio había un espejismo muy grande en la postura de los que creían 
posible un entendimiento PDC-PC para el futuro. 

En mayo de 1969 realizamos una junta nacional extraordinaria destinada a pronunciarnos 
entre la tesis de la «unidad popular» y la del «camino propio», venciendo esta última por un 
estrecho margen y provocando la renuncia de Tomic a su candidatura presidencial. Numerosos 
militantes abandonaron el partido, entre ellos dos senadores, un diputado, varios regidores y gran 
parte de la plana mayor de los departamentos Juvenil y Campesino. La directiva presidida por el 
senador Renán Fuentealba renunció y la que se eligió en su reemplazo, encabezada por Jaime 
Castillo, se encontró con el desánimo y renuencia a asumir responsabilidades por parte de un 
sector que veía en lo ocurrido un signo de derechización del partido. 

Aunque la Democracia Cristiana tenía otros dirigentes de prestigio nacional capaces de 
representarla —se daban especialmente los nombres de Bernardo Leighton, Edmundo Pérez y 
Gabriel Valdés—, ninguno postuló seriamente su nominación y todos reconocían una especie de 
«mejor derecho» a Radomiro Tomic.10 

Finalmente, mediante un esfuerzo de apaciguamiento interno, clarificación de ideas y 
unificación de criterios, al cabo de tres meses logramos llegar a un acuerdo unánime en la junta 
del 15 de agosto de 1969, oportunidad en la que aprobamos las bases programáticas para el 
periodo 1970-1976 y Radomiro Tomic fue designado candidato presidencial.11 

Pero, aunque habíamos logrado unirnos en torno a un candidato, lo cierto era que nuestra 
fuerza e imagen como partido —y como gobierno— se había debilitado. Dimos un espectáculo 
debatiendo en público nuestras posiciones internas. Había páginas enteras de El Mercurio con 
reportajes sobre la posición «oficialista» que yo encabezaba, la «rupturista» de Rafael Agustín 
Gumucio y la del «tercerista» Bosco Parra. Cada uno daba su propia visión sobre la sociedad 
comunitaria, la reforma de la empresa y otras materias. 

Al día siguiente de su nominación, escribí una carta personal a Tomic en la que, junto con 


felicitarlo y ofrecerle toda mi colaboración de militante, parlamentario y amigo, le hacía ver las 
dudas y preocupaciones que me embargaban sobre la forma en que su candidatura se relacionaría 
con el gobierno de Frei y el tipo de compromisos que podrían contraerse con el Partido 
Comunista. 

Sobre el primer punto, intenté dejarle en claro que no podía plantear su candidatura a 
contrapelo del gobierno de Frei; por el contrario, el desafío era avanzar más a partir de lo ya 
hecho. Respecto de la relación con los comunistas, le advertí que en caso de que se llegara a 
concertar con ellos un acuerdo que significara su incorporación en el futuro gobierno, el grueso 
de nuestro electorado repudiaría su candidatura y estaríamos dando el triunfo a la derecha. 

Tomic me respondió algunos días después defendiendo su estrategia de la unidad popular y 
señalándome que, si los principios doctrinarios del PDC no se veían afectados, no veía 
inconvenientes en la acción y convergencia con los comunistas. 

La candidatura de Tomic, que pronto recibió el apoyo del Partido Democrático Nacional 
(Padena) y de importantes sectores independientes, presentó al país un programa cuyas 
proposiciones más relevantes eran las siguientes: 

En lo político, se proponía la formación de una amplia base de gobierno mediante la 
participación de las grandes fuerzas sociales y políticas de base popular, así como la 
democratización del Estado mediante una reforma constitucional destinada a consagrar la 
ratificación popular de las metas fundamentales del programa de gobierno, el plebiscito para 
resolver las discrepancias entre Ejecutivo y Parlamento en materias importantes y la facultad del 
presidente de disolver el Parlamento por una vez en cada periodo presidencial. 

En materia económica, se preconizaba una planificación por el Estado, generada 
democráticamente y obligatoria para todo el sistema productivo; la constitución, paralelamente a 
las empresas privadas no monopólicas del área económica tradicional, de la «economía social del 
pueblo», formada por las empresas de propiedad del «Fondo para la Independencia y el 
Desarrollo Nacional» que se crearía, las de propiedad pública o estatal y las de trabajadores; la 
nacionalización inmediata, por ley si fuere necesario, de las principales empresas productoras de 
cobre para completar el proceso iniciado en el gobierno de Frei; reformas tributaria y bancaria y 
la aceleración masiva de la reforma agraria. 

Respecto a lo social, el programa sostenía una política de plena participación popular en todos 
los niveles, así como la promoción de la mujer y la familia, de la salud y la vivienda. En materia 
de justicia, se proyectaba modernizarla y democratizarla. 

Junto a un interés por promover una política para la formación de nuestra personalidad 
cultural como nación y nuestra identidad personal latinoamericana, el programa proponía la 
continuación de la política del gobierno de Frei, con énfasis en la universalidad de las Naciones 
Unidas, la revisión del sistema interamericano y la integración de América Latina. 

Finalmente, en materia de defensa nacional, se postulaba un incremento de la eficiencia de las 
Fuerzas Armadas mediante la dotación y el equipamiento adecuados, y su integración al 
desarrollo del país a través de su debida participación en la planificación nacional y la definición 
de una política de seguridad nacional que debía ser tomada en cuenta en todos los organismos y 
en todas las decisiones fundamentales del país. 

Para impulsar este programa, el gran motor debería ser el propio pueblo, movilizado por dos 
grandes místicas: la mística de la solidaridad nacional: «Chile es un solo pueblo. La suerte de mi 
patria será mi propia suerte»; y la mística del trabajo: «El trabajo es la medida del amor hacia la 
patria. Chile no podrá salir de la pobreza interna y de la dependencia extranjera, sino a base de 
un gran esfuerzo de trabajo y disciplina hecho por el pueblo y en su propio beneficio».12 


La candidatura de más difícil gestación y última en formalizarse fue la de Salvador Allende 
Gossens, sin lugar a dudas, y por muy lejos, el político de más prestigio de la izquierda chilena, 
dentro y fuera del país. Dirigente del Partido Socialista desde sus inicios, ministro de Salud del 
presidente Aguirre Cerda, presidente por algún tiempo del Colegio Médico de Chile, 
parlamentario destacado durante más de veinticinco años, patrocinador de la Organización 
Latinoamericana de Solidaridad (OLAS) creada en la conferencia de La Habana de 1967, 
candidato a la presidencia de la República en 1952, 1958 y 1964, su nombre era uno de los tres 
más conocidos y populares en la vida pública nacional. Desde fines de 1966 desempeñaba la 
presidencia del Senado, elegido por los partidos del FRAP con apoyo del PR y el consentimiento 
de la derecha, y desde ese cargo, cabeza del poder legislativo, lideraba la oposición al gobierno 
democratacristiano. 

Todo parecía hacer de Allende el natural abanderado de la izquierda, pero esta estaba dividida 
y en su propio partido su liderato había sufrido un grave deterioro. 

En el seno del FRAP, la querella doctrinaria y estratégica entre sus dos integrantes 
fundamentales, comunistas y socialistas, se acentuaba día a día. Los primeros venían sosteniendo 
desde 1965 la tesis de la «unidad de las fuerzas populares y progresistas», sea que estuvieran 
«con la oposición o con el gobierno, en contra de las fuerzas reaccionarias que hay en el 
gobierno y en la oposición», 13 y preconizaban la vía democrática y pacífica para llegar al poder. 
El Partido Socialista, en cambio, ya en su congreso de 1955 había aprobado la tesis del «Frente 
de Clase» o «Frente de Trabajadores», afirmando que «la dictadura del proletariado no solo es 
plenamente legítima, sino también una necesidad absoluta de las masas trabajadoras y el único 
medio de defensa contra la dictadura de la burguesía». En el pleno nacional de diciembre de 
1964, el comité central culpó de la derrota de ese año «a la política de supuesta unidad nacional, 
que se traduce en una beligerancia limitada y condicionada con respecto a los enemigos seculares 
de la clase obrera». En el congreso de Linares de 1965 reafirmó la necesidad de la unión 
socialista-comunista, pero precisando que «no cualquiera unidad», sino «en la línea del Frente de 
Trabajadores» y dejando constancia de que «nuestra estrategia descarta de hecho la vía electoral 
como método para alcanzar nuestro objetivo de la toma del poder, lo que no excluye la 
posibilidad de usar las elecciones y cualesquiera métodos y medios que la lucha revolucionaria 
haga necesarios». Y, finalmente, el voto político aprobado por el congreso de Chillán de 1967 
proclamó que «la violencia revolucionaria es inevitable y legítima... y constituye la única vía que 
conduce a la toma del poder». 14 

Así, mientras los comunistas buscaban ampliar lo más posible la base electoral y política de la 
izquierda, incluso con sectores radicales y democratacristianos, los socialistas desechaban 
cualquier entendimiento con grupos «burgueses» y de tendencias «reformistas». 

En el curso de 1969, la primera de estas posiciones, más realista y flexible, terminó por 
imponerse. Uno a uno, los partidos políticos de izquierda y de centro que militaban en la 
oposición, empujados por la persuasiva tenacidad del Partido Comunista, fueron adhiriendo a la 
idea de un frente amplio que abriese a todos la tentadora expectativa de ganar la presidencia de la 
República para un hombre de sus filas. Entre abril y septiembre de ese año, cada uno de ellos 
presentó su postulante a ser el candidato de la izquierda unida. 

El primero en aparecer fue el senador Rafael Tarud, nominado en abril de 1969 por la Acción 
Popular Independiente (API), pequeño grupo que sobrevivía del antiguo ibañismo. Luego fue 
respaldado por el Partido Social Demócrata, fracción minoritaria del antiguo Partido 
Democrático. Su candidatura se planteó como «una alternativa de izquierda independiente, frente 
a la dispersión de las fuerzas populares motivada por los antagonismos ideológicos y tácticos». 15 


Luego, el Partido Radical, en una convención realizada a comienzos de mayo en que ratificó 
su línea izquierdista, contraria al capitalismo y favorable a los cambios sociales profundos, y en 
la que expulsó de su seno a los dirigentes de su sector proderechista, proclamó la candidatura del 
profesor universitario Alberto Baltra, que año y medio antes había sido elegido senador con el 
apoyo de toda la izquierda.16 

En agosto de 1969, y después de dos votaciones en que fue superado por el secretario general 
de la colectividad, el senador Aniceto Rodriguez, Salvador Allende logró ser designado 
candidato del Partido Socialista por doce votos contra trece abstenciones.17 Los días anteriores se 
habían producido tensos debates entre las diferentes corrientes internas. La primera, encabezada 
por Salvador Allende, propiciaba un frente amplio integrado por todas las fuerzas de izquierda, 
incluido el PR; la segunda, donde estaban Aniceto Rodríguez y Adonis Sepúlveda, apoyaba el 
frente amplio, pero excluyendo a los radicales; y la tercera, presidida por Carlos Altamirano, se 
mostraba reticente a la vía electoral. 

Por su parte, en septiembre, el Movimiento de Acción Popular Unitaria (MAPU), formado por 
exmilitantes de la Democracia Cristiana que la abandonaron en mayo de 1969, levantó la 
candidatura de Jacques Chonchol, propiciando un «pacto revolucionario» para aglutinar a las 
fuerzas de izquierda, cuyo cimiento fuera la clase trabajadora y cuyo fin sería establecer un 
Estado de trabajadores, implantar una economía socialista y crear una nueva cultura.18 

El 8 de octubre se efectuó la primera mesa redonda para constituir la Unidad Popular (UP), 
redactar un programa conjunto y elegir candidato común. El PS se mostró intransigente en su 
negativa a entenderse con los radicales, «fuerza no revolucionaria y de doctrina burguesa», según 
palabras de Adonis Sepúlveda.12 Además, era de la opinión de que el candidato único debía 
surgir de un acuerdo entre comunistas y socialistas. El PC, en cambio, deseaba una coalición lo 
más amplia posible y no compartía la idea de que el candidato fuese nominado de la forma 
propuesta por el PS. 

En materia programática también había diferencias entre ambos partidos. Para el PC, la 
definición de un programa era prioritaria pues, como señalaba Luis Corvalán, «no importa el 
nombre ni el hombre, sino el programa»; en cambio, para el sector socialista, encabezado por 
Altamirano, se incurría en un grave error al acentuar la preocupación en este tema y no precisar y 
desarrollar tácticas y formas de lucha. Para el dirigente, «los programas se los lleva el viento, la 
revolución no se declama, se lee»,20 y consideraba que el texto que se estaba elaborando 
debilitaba el carácter socialista que debía tener el régimen de la UP. Semanas después, Corvalán 
diría que para la elaboración del programa «se ha velado por el carácter revolucionario y realista 
del programa de la UP, sin concesiones al reformismo ni la fraseología revolucionaria».21 

En medio de las conversaciones, el 30 de noviembre el Partido Comunista decidió nombrar su 
propio candidato: el poeta y político Pablo Neruda, «por su condición de probado luchador desde 
las filas del partido, por su fidelidad al pueblo, por su amor a Chile, por su inteligencia y su 
sensibilidad, que lo hace vibrar en cada momento con los dolores e inquietudes de la gente 
trabajadora», no sin dejar constancia de que se trataba de una postulación más para escoger un 
candidato común. «No decimos: Neruda o ningún otro; no decimos: o nuestro candidato o no hay 
Unidad Popular», puntualizó el senador Luis Corvalán, jefe del Partido Comunista.22 

Aun cuando el propio Corvalán tenía conciencia de que la candidatura de Neruda no sería 
aceptada por los socialistas y reconocía que el destacado poeta carecía de las condiciones 
políticas para enfrentar una campaña como la que se avecinaba, además de no tener ni la 
convicción ni el interés personal para ello, su nominación le permitía contar con una potente 
carta de negociación al interior de la coalición. 


Al cabo de dos meses y medio, el 23 de diciembre, se dio a conocer al país el «Programa 
básico de la Unidad Popular», y algunos días después, un documento titulado «Pacto de la 
Unidad Popular», suscrito por personeros de los partidos Socialista, Comunista, Radical, Acción 
Popular Independiente, MAPU y Social Demócrata. Candidato común no habría hasta un mes 
más tarde. 

El programa proponía un gobierno popular pluripartidista «integrado por todos los partidos, 
movimientos y corrientes revolucionarias», que «asentará su fuerza y su autoridad en el apoyo 
que le brinde el pueblo organizado» y que tendría como tarea fundamental «terminar con el 
dominio de los imperialistas, de los monopolios, de la oligarquía terrateniente e iniciar la 
construcción del socialismo en Chile».23 

En el orden político-institucional, se planteaba el traspaso del poder de los antiguos grupos 
dominantes a los trabajadores, al campesinado y a sectores progresistas de las capas medias de la 
ciudad y del campo, así como la profundización de la democracia y la intervención real y eficaz 
del pueblo en los diferentes niveles del aparato del Estado. Junto con ello, proponía la dictación 
de una nueva Constitución Política para institucionalizar «la incorporación masiva del pueblo al 
poder estatal», la creación de una organización única del Estado a nivel nacional, regional y 
local, «que tendrá a la Asamblea del Pueblo como órgano superior de poder», y el reemplazo de 
la magistratura existente, «individualista y burguesa», por una que «devendrá en auxilio de las 
clases mayoritarias», a cargo de un Tribunal Superior de Justicia designado por la Asamblea del 
Pueblo. 

En cuanto a la defensa nacional, el programa confirmaba la decisión del gobierno popular de 
definir una «concepción moderna, patriótica y popular de la soberanía del país» basada en el 
afianzamiento del carácter nacional de todas las ramas de las Fuerzas Armadas, la formación 
técnica de estas y su «integración y aporte» en la sociedad, asegurándoles los medios materiales 
y técnicos, además de un «justo y democrático sistema de remuneraciones». 

En el orden económico, se proponía la creación de un sistema nacional de planificación con 
carácter ejecutivo, así como la constitución de «un área estatal dominante», mediante la 
nacionalización de la gran minería del cobre, hierro, salitre, yodo y carbón, del sistema 
financiero, del comercio exterior, de las grandes empresas de distribución y los monopolios 
industriales estratégicos y, en general, de las actividades que condicionan el desarrollo 
económico y social del país. Junto a esta «área de la propiedad social», se crearía una «mixta», 
donde el Estado sería socio y no acreedor, manteniéndose el «área de la propiedad privada», 
cuyas empresas, en número, serían la mayoría, viéndose beneficiadas por la planificación general 
de la economía nacional. Respecto a la reforma agraria, se buscaría reformular la política de 
distribución y organización de la propiedad de la tierra, además de acelerar el proceso de 
expropiación, asegurando especialmente a las comunidades indígenas tierras suficientes y 
asistencia técnica y crediticia. 

En lo relativo a las tareas sociales, «preocupación preferente del gobierno popular», se 
proponía el desarrollo de una política de remuneraciones destinada a fijar cifras que 
efectivamente constituyeran sueldos vitales y salarios mínimos. Además, se unificaría, extendería 
y mejoraría el sistema de seguridad social y la entrega a los imponentes de la administración de 
las cajas de previsión. Se buscaría asegurar la atención médica y dental a todos los chilenos 
«financiada por el Estado, los patrones y las instituciones de previsión». Finalmente, en materia 
de vivienda, se proponía la eliminación del sistema de reajustes de los dividendos, limitando las 
cuotas o rentas de los adquirentes o arrendatarios a no más del diez por ciento del ingreso 
familiar, además de destinarse fondos suficientes «a fin de llevar a cabo un amplio plan de 


edificación de viviendas» para que cada familia «llegue a ser propietaria de una casa habitación». 

En el orden cultural, los esfuerzos del gobierno popular estarían encaminados a establecer un 
sistema nacional de cultura popular que permitiría la incorporación de las masas a la actividad 
intelectual y artística. También se proponía un sistema educacional «democrático único y 
planificado» mediante la creación de una «escuela unificada (básica y media) en cada comuna 
rural, en cada barrio y en cada población» y poniendo en manos del Estado los establecimientos 
privados. Se contemplaba, además, la asignación por el Estado a las universidades de «recursos 
suficientes para asegurar el cumplimiento de sus funciones y su efectiva estatización y 
democratización». 

En materia internacional, se afirmaría la independencia política y económica del país, lo que 
implicaría «denunciar la actual OEA» y «revisar, denunciar y desahuciar, según los casos, los 
tratados o convenios que signifiquen compromisos que limiten nuestra soberanía y 
concretamente los tratados de asistencia recíproca, los pactos de ayuda mutua y otros pactos que 
Chile ha suscrito con Estados Unidos». 

Por su parte, el pacto de la Unidad Popular24 expresaba que esta surgía «como una alternativa 
de poder, la única verdaderamente capaz de resolver los problemas de las grandes mayorías 
nacionales», concretando así «la posibilidad cierta de constituir un gobierno que responda al 
clamor unitario que viene desde la base misma del pueblo». 

Lo esencial del documento era la definición que contenía sobre «la forma o concepción de 
gobierno destinada a garantizar el cumplimiento de los postulados programáticos comunes». 
Textualmente señalaba: «Declaramos enfáticamente que el candidato y los partidos y 
movimientos que lo apoyan, harán un gobierno del pueblo —no de un hombre—, dirigiendo al 
país sobre bases de integración y colaboración de las colectividades políticas y las 
organizaciones sindicales y de masas, asumiendo cada cual su respectiva responsabilidad en los 
escalones correspondientes del Estado y en la conducción del país. El gobierno popular actuará 
de acuerdo con la mayoría nacional, será pluripartidista y las decisiones esenciales considerarán 
la opinión común de las fuerzas que lo generan e integran». 

Para cumplir estos propósitos se estipulaba que «la elección del presidente de la República y 
de los partidos y movimientos será coordinada a través de un comité político integrado por todas 
estas fuerzas» y que «en cada nivel de trabajo y en las esferas decisivas de la administración 
estatal, estarán presentes todas las fuerzas que generen al gobierno popular, actuando 
conjuntamente entre sí y con las organizaciones sociales de los trabajadores y el pueblo 
interesadas en el área respectiva». 

El tiempo demostraría que este pacto solo serviría para atar de manos al Ejecutivo, que pasaba 
a depender de las directivas de los diferentes partidos integrantes de la Unidad Popular. 

Otros dos documentos se suscribieron enseguida entre los partidos de la Unidad Popular: un 
«Acuerdo sobre conducción y estilo de la campaña» y un compromiso, que jamás se dio a la 
publicidad, sobre distribución de fuerzas en el futuro gobierno. 

En el referido acuerdo se expresaba el propósito de «enfrentar la batalla electoral sobre la base 
de la plataforma establecida en el programa... e impulsando la lucha de la clase obrera y de las 
capas medias tras objetivos relacionados con sus necesidades y aspiraciones». Conforme a su 
texto, «la lucha de clases» debería «jugar un papel fundamental en la campaña» y «provocar el 
enfrentamiento ideológico y práctico con el gobierno y la Democracia Cristiana, con el 
imperialismo y la derecha». La campaña debería realizarse, bajo la dirección del Comando 
Político, por los Comités de Unidad Popular (CUP), órganos de campaña que se crearían en todo 
el país y que constituirían «expresiones gremiales de poder popular».25 


Por su parte, el compromiso de distribución de fuerzas obligaba a quien fuera elegido 
candidato, así como a su partido, a expresar, en las notas de agradecimientos que enviaría a cada 
uno de los partidos y movimientos de la Unidad Popular, su adhesión al programa básico de 
gobierno, al pacto de la UP y al acuerdo sobre conducción y estilo de la campaña, así como su 
compromiso de que en su gobierno estarían representadas todas las colectividades integrantes de 
la UP. 

El candidato elegido y su partido se comprometían, además, a designar los ministros de 
acuerdo a las siguientes normas de proporcionalidad: «a) los partidos Comunista, Socialista y 
Radical deberán quedar en igualdad de condiciones; b) las colectividades que apoyan la 
candidatura del senador Rafael Tarud se tomarán para este efecto como un solo partido y 
tendrán, en conjunto, la misma representación que se contempla para cada partido de los citados 
en la letra anterior; y c) el MAPU tendrá la representación correspondiente a la colectividad más 
favorecida entre las que se aluden en la letra b». En otras palabras, el documento oficializaba la 
fórmula ministerial conocida como 3-3-3-2-2-1, es decir, tres ministros socialistas, tres 
comunistas, tres radicales, dos del MAPU, dos de una de las colectividades que apoyaba a Tarud 
y uno de la otra.26 

Formalizados todos estos acuerdos, todavía quedaba pendiente la ardua tarea de elegir al 
candidato presidencial que los representaría. Las dificultades eran muchas y se debían tanto a 
temas doctrinarios como de procedimiento. 

El Partido Socialista insistió en la nominación de Salvador Allende, aunque no descartó su 
eventual reemplazo por el senador Aniceto Rodríguez, secretario general de la colectividad. Sí 
fue claro en expresar su rechazo a apoyar a Rafael Tarud y a Alberto Baltra. El MAPU se mostró 
disponible a reemplazar a Jacques Chonchol por Rafael Agustín Gumucio y en reiteradas 
oportunidades manifestó que apoyaría a Allende, aunque prefería a Rodríguez, y que descartaba 
de plano dar su apoyo a Tarud o a Baltra. Por su parte, el Partido Radical, la Acción Popular 
Independiente y el Partido Social Demócrata se negaron a apoyar a alguien distinto a los ya 
nominados. Finalmente, el Partido Comunista señaló que apoyaría a aquel que lograra obtener 
los cuatro votos, y que ellos le darían el quinto. La nominación del candidato entró en un periodo 
de estancamiento debido a que Baltra y Tarud contaban con el apoyo del Partido Radical (PR), el 
Partido Social Demócrata (PSD) y la Acción Popular Independiente (APD), es decir, tres votos; 
Neruda era apoyado por el Partido Comunista (PC), el Partido Socialista (PS) y el MAPU, 
también con tres votos; Allende obtenía solo dos votos, el de su partido y el del PC; y Chonchol 
contaba con el apoyo de su colectividad. 

En estas circunstancias, el 31 de diciembre el MAPU retiró la candidatura de Chonchol a fin 
de facilitar un acuerdo. Pero el impasse se mantuvo y se tornó airado. A comienzos de 1970, el 
representante del PSD en el Comité Coordinador de la Unidad Popular, el diputado Juan Tuma, 
denunció públicamente «el cuadrillazo de socialistas y comunistas, que están haciendo un 
tongo», contrastando su actitud con la asumida por los radicales, «que han dado a los partidos 
marxistas una verdadera lección de decencia y rectitud».2/ 

El PC sugirió el nombre del senador mapucista Rafael Agustín Gumucio como eventual 
candidato de unidad, lo que el PR rechazó terminantemente. Por su parte, el MAPU propuso el 
nombre del socialista Aniceto Rodríguez, lo que provocó la renuncia, dolida, de Salvador 
Allende. Su partido se la rechazó. El PC empezó a acusar de intransigencia «al PR y sus 
aliados», repudiando «la constitución de bloques dentro de la UP».28 Al cabo de dos semanas de 
total estancamiento, a mediodía del 19 de enero Baltra hizo pública una carta al presidente del 
PR por la que renunciaba indeclinablemente al alto honor que el radicalismo le había conferido 


«en la esperanza de que este gesto materialice la unidad».22 El mismo día 19, al anochecer, 
Neruda hizo otro tanto,30 con lo que el PC demostraba que quería al PR dentro de la UP, pero sin 
candidato. 

La renuncia de Baltra provocó una crisis dentro del radicalismo. Su propio presidente, el 
diputado Carlos Morales, la había insinuado algún tiempo antes al declarar que «a su 
colectividad le será difícil controlar al electorado que habitualmente sufraga por el PR en caso de 
que no sea el senador Baltra el candidato presidencial de la UP».31 Alguien denunció que la 
renuncia de Baltra era consecuencia del «veto vejatorio dado por el PC al senador». La verdad es 
que el diputado Orlando Millas y la senadora Julieta Campusano habían informado 
personalmente al abanderado radical de un acuerdo del comité central del PC de no apoyar su 
postulación. Por otra parte, en el seno del PR había una fracción allendista, encabezada por 
Arcalaús Coronel, Mario Astorga y Patricio Valdés, que varias veces había propuesto proclamar 
al candidato del PS.32 

Pero las renuncias de Baltra y Neruda no rompieron el empate, ahora limitado a Tarud y 
Allende, cada uno con tres votos: el primero, API, PSD y PR, y el segundo, PS, MAPU y PC. 

El impasse parecía sin solución, hasta que el 22 de enero se realizaron dos reuniones paralelas 
en las oficinas de los senadores Rafael Tarud y Aniceto Rodríguez, separadas por escasos cuatro 
metros una de la otra. El dirigente radical Orlando Cantuarias hizo de intermediario entre ambas. 
Su resultado fue la renuncia de Tarud, quien aceptó ser generalísimo de la campaña de Allende, 
asumiendo la presidencia del comando de la Unidad Popular.33 

Finalmente, se había impuesto el sentido común. No había duda de que Salvador Allende era 
la mejor carta que tenía la izquierda, especialmente tras la campaña del 64. Sin embargo, su 
nominación no había sido el resultado de un acto de amistad, sino el producto de una discutida 
negociación entre dos partidos que luchaban por su primacía dentro de la izquierda chilena. Uno 
había logrado que el representante de la Unidad Popular para las elecciones presidenciales de 
1970 fuese un militante histórico de sus filas. El Partido Comunista, por su parte, había sacado 
adelante su proyecto intransable de Unidad Popular. Los dos habían obtenido lo que querían y en 
cierto modo, estaban en igualdad de condiciones para imponer cada uno su estrategia para 
construir el socialismo en Chile. 


2. LA CAMPAÑA ELECTORAL 


La campaña presidencial de 1970 fue dura, apasionada y no exenta de violencia. Más que en los 
programas que cada candidato ofrecía al país, la discusión se centró en lo que cada cual 
representaba, con los consiguientes enjuiciamientos recíprocos y airadas recriminaciones. 

La candidatura de Jorge Alessandri enarboló las banderas de «la independencia contra la 
politiquería», «la autoridad frente al desorden» y «la austeridad frente al despilfarro y la 
demagogia». 

Sobre estas bases, centró su ataque en el gobierno democratacristiano, presentándolo como la 
máxima expresión de dichos vicios, ante los cuales se alzaba como única esperanza de salvación 
nacional la integérrima personalidad de «don Jorge», símbolo mítico de las virtudes 
contrapuestas. 

Sin hacer un examen objetivo de lo realizado por el gobierno del presidente Frei, y no 
percibiendo que el país se encontraba ante una encrucijada decisiva de nuestra historia que 
importaba el desafío de compatibilizar el desarrollo económico con el desarrollo social y 
perfeccionar el régimen democrático, la crítica del alessandrismo se volcó sobre algunas de las 


manifestaciones externas de la vida nacional en los últimos años de ese periodo: la efervescencia 
social propia de un proceso de cambios, el debilitamiento del derecho de propiedad, la creciente 
intervención estatal en lo económico, la influencia gubernativa del PDC, etc. Alessandri, en 
nombre de la experiencia, defendía a la empresa privada y fustigaba irónicamente el intento de 
hacer desarrollo social sin previo desarrollo económico, acusando a la DC y a la izquierda de 
vivir al margen de la realidad. 

El otro gran caballo de batalla de la derecha fue el anticomunismo, pero este nunca fue 
esgrimido por el propio candidato y rara vez por los dirigentes de su campaña. Para ello se 
montó, separadamente, una prolífica máquina de propaganda destinada a explotar 
psicológicamente el temor al peligro comunista, tipo soviético, que entrañaba la llegada al 
gobierno de la Unidad Popular. 

La candidatura de Salvador Allende definió su proyecto como una revolución con «vino tinto 
y empanadas», alejándose de modelos foráneos, y procuró, imprimiéndole un carácter épico a 
través del «venceremos», identificarse como la candidatura «del pueblo» y contraponer su 
proyecto de construcción de una «nueva sociedad» al «reformismo» de la Democracia Cristiana, 
sobre cuyo gobierno centró sus más fuertes ataques. 

Para los voceros del allendismo, todos los problemas sociales y económicos que afligían a los 
trabajadores y a los sectores medios del país, especialmente las alzas del costo de vida, y todas 
sus aspiraciones no satisfechas, eran la prueba del fracaso de la revolución en libertad, que 
atribuían a la «ambigůedad» e «indefinición» del PDC y a sus supuestos compromisos con el 
imperialismo, los monopolios y la oligarquía. 

Poniendo en práctica el «Acuerdo sobre conducción y estilo de la campaña» que implicaba 
impulsar «la lucha de la clase obrera y de las capas medias tras objetivos relacionados con sus 
necesidades y aspiraciones», los partidos de la UP utilizaron toda su influencia en el ámbito 
sindical y en otros sectores sociales para impulsar y activar cuanto conflicto pudiera servir para 
destacar problemas, provocar convulsión social, poner en jaque al gobierno y desprestigiarlo. 
Fue así como, en la etapa preelectoral, el país se vio agitado por múltiples reivindicaciones 
gremiales, desórdenes estudiantiles, ocupaciones de terrenos y actos de violencia que crearon un 
clima general de intranquilidad. La Central Única de Trabajadores (CUT), controlada por 
comunistas y socialistas, decretó un paro nacional que, si bien terminó en fracaso, sirvió para 
avivar el descontento y multiplicar las quejas contra el gobierno. Y las actuaciones del Cuerpo de 
Carabineros para mantener el orden dieron pábulo a la propaganda allendista para calificar al 
régimen de «represivo» y para acusar de «asesinos» al presidente Frei, a algunos de sus ministros 
y aun al mismo Tomic. 

Las otras bases en que se afirmó la campaña de Allende fueron la propaganda de «las primeras 
cuarenta medidas del gobierno popular», el rechazo tajante a la derecha y la denuncia de «la 
campaña del terror». 

Las «cuarenta medidas» eran una enunciación demagógica de soluciones simplistas capaces 
de satisfacer las más apremiantes aspiraciones y preocupaciones populares, que se presentaban 
como las tareas primordiales que el nuevo gobierno abordaría tan pronto se instalara. 

Frente a la postulación de Alessandri, la actitud de la Unidad Popular fue de un rechazo total, 
entre despreciativo y grosero. Mientras el propio Allende y sus personeros oficiales la 
caracterizaban como expresión de intereses minoritarios y de criterios anticuados que 
representaban un retroceso histórico inconcebible, algunos órganos de publicidad vinculados al 
allendismo, especialmente los diarios Clarín y Puro Chile, disparaban contra el señor Alessandri 
y sus partidarios con insultos personales bajos y soeces. 


Y para ponerse a cubierto de los argumentos que en su contra derivaban de su filiación 
marxista-leninista y de sus conexiones y simpatías internacionales, Allende y la Unidad Popular 
optaron por manifestarse ofendidos y denunciar, airados, lo que llamaron «campaña del terror». 
Cualquier alusión al carácter totalitario del comunismo, referencia a la Unión Soviética, a Cuba o 
a las «democracias populares» o mención de lo sucedido en Hungría o Checoslovaquia era de 
antemano descalificada. 

La campaña de Radomiro Tomic, por su parte, se hizo en torno a tres objetivos fundamentales. 
El primero era plantear la incapacidad de las estructuras capitalistas, de base social minoritaria, 
para encauzar en nuestro tiempo el desarrollo de las naciones del tercer mundo y la voluntad de 
sustituir en Chile esas estructuras por un nuevo orden social, fundado en la participación 
organizada del pueblo y la primacía del trabajo, a fin de lograr el desarrollo y la plena 
independencia de nuestro país. El segundo consistía en denunciar a la derecha, sus privilegios, su 
egoísmo y su ceguera, como la gran responsable de la manutención de un régimen económico- 
social injusto y agotado. Y el tercero era la defensa del gobierno del presidente Frei y sus 
realizaciones. 

Tomic puso especial énfasis en reavivar la fe de los chilenos en las, a su juicio, enormes 
posibilidades de desarrollo de nuestra patria y en la necesidad ineludible, para alcanzarlo, de un 
gran esfuerzo popular de trabajo y disciplina sobre bases de justicia y solidaridad. Sin abandonar 
jamás su convicción de que solo la unidad del pueblo podría asegurar la base mayoritaria 
indispensable para hacer posible y fecundo dicho esfuerzo, cuidó especialmente de mantener 
serenidad ante los ataques de la izquierda y evitar, en lo posible, la acritud en la polémica con 
ella. Fue, en cambio, tajante e implacable en sus ataques a la derecha. 

De lo dicho queda claro que la campaña electoral se dio simultáneamente en dos planos 
paralelos: el que podríamos llamar del «proyecto histórico de Chile» que presentaban los 
candidatos y el de la política contingente. 

Los proyectos de nueva sociedad que proponían Tomic y Allende a los chilenos —este bajo el 
nombre de «socialismo democrático» y aquel como «socialismo comunitario»— tenían muchas 
analogías y en varios aspectos coincidían. En este plano, era abismal el contraste de ambos con la 
postulación de Alessandri, que en verdad no proponía proyecto alguno, salvo hacer confianza en 
el pragmatismo realista y experimentado del candidato. 

En cambio, en el plano contingente, las candidaturas de Allende y Alessandri coincidían, si 
bien desde ángulos opuestos y por razones diversas, en su implacable condena al gobierno de la 
Democracia Cristiana y en presentar a esta como «indefinida». Y aunque esos ataques fueron 
contestados, no puede decirse que se revelara en la campaña una plena identificación entre la 
candidatura de Tomic y el gobierno al que aspiraba continuar, sino más bien cierto énfasis en 
diferenciarse, no aprovechando suficientemente el reconocimiento de grandes sectores de 
chilenos por los beneficios que les había significado el gobierno de Frei. De este modo, Allende 
y Alessandri, al desprestigiar al gobierno democratacristiano, debilitaron la base electoral de 
Tomic y cosecharon el apoyo de los descontentos o insatisfechos. 

Alessandristas y allendistas se empeñaron también en crear la sensación pública de que la 
lucha se circunscribía a sus candidatos y que Tomic no tenía otra chance que ser tercero. Esa 
polarización convenía tanto a Allende como a Alessandri, puesto que ambos disputaban 
electorados distintos en los cuales su competencia era con Tomic. Salvo excepciones 
intrascendentes, ni Allende podía esperar votos de la gente de derecha, ni Alessandri de la 
izquierda; por el contrario, Allende representaba el terror para la derecha y Alessandri, la 
antítesis de la izquierda. Tomic y la DC, en cambio, podían significar una alternativa viable para 


los sectores más progresistas y clarividentes de la derecha o, en el peor de los casos, un «mal 
menor», y también un camino posible para mucho izquierdista reacio a las tendencias totalitarias 
de los partidos marxistas. Al negar a Tomic posibilidades y pregonar que votar por él era «perder 
el voto», las campañas de Alessandri y Allende defendían sus propios electorados y, en el caso 
de la derecha, además, influía a los electores independientes de centro, vacilantes entre Tomic y 
Alessandri, para inclinarlos a favor de este último. 

Esta situación cambió con motivo de la primera presentación del candidato derechista en las 
pantallas de la televisión nacional. Seis años de publicidad en torno a su persona lo habían 
convertido en un mito que se desvaneció frente a las cámaras, lo que provocó desaliento y 
confusión entre sus partidarios. 

En ese momento, un gesto de apertura de la candidatura democratacristiana hacia los sectores 
moderados podría haber generado un vuelco en la campaña. En la comisión política del comando 
electoral de Tomic, el diputado Luis Maira y el presidente de la Juventud Demócrata Cristiana 
(JDC), Pedro Felipe Ramírez, propusieron un gesto de esa especie. Otros miembros de esa 
comisión que estábamos presentes, como Jaime Castillo, Enrique Krauss y yo mismo, éramos de 
igual parecer. Pero Tomic rechazó esa proposición en forma categórica, llegando hasta sugerir su 
reemplazo por otro candidato si se optaba por un esquema en que él no creía. Insistió en que su 
lucha estaba en la izquierda, ya que Alessandri, según él, no tenía chance alguna de ganar las 
elecciones. 

Signo característico de la campaña fue el lenguaje agresivo y violento. En toda contienda 
electoral la polémica adquiere vehemencia y ocasiona enjuiciamientos condenatorios y a veces 
ofensivos entre los contradictores, pero en la campaña del 70 las tintas se cargaron desde el 
comienzo con inusitado apasionamiento. 

Como se dijo, el principal blanco fueron el PDC y su candidato. Las acusaciones de 
«prepotencia», «fascismo», «deshonestidad» y «subordinación al imperialismo» o «sometimiento 
a intereses foráneos» que desde la derecha y la izquierda se hicieron, suscitaban en sus 
adherentes la justa indignación que al difamado provocan las injurias. 

A lo anterior se agregaban las barreras de incomprensión, menosprecio y enconos que venían 
desde antiguo entre la derecha y la izquierda, constantemente alimentadas por la lucha de clases 
y exacerbadas por los ultras de uno y otro lado. En lo que fue una verdadera «campaña del 
terror», la derecha procuró impactar psicológicamente a los sectores medios, especialmente a 
mujeres y jóvenes, respecto del peligro que, para valores tan fundamentales como la familia, la 
nacionalidad, la educación y la justicia, significaría el eventual triunfo de Allende. 

La denuncia por parte de la izquierda de los métodos publicitarios sensacionalistas a través de 
los cuales se realizaba esa campaña y la divulgación de una supuesta encuesta favorable a 
Alessandri que se presentó como verificada por una institución internacional dependiente del 
Mercado Común Europeo, dio origen a que la Cámara de Diputados acordara una investigación 
sobre estas materias y designara para el efecto una comisión especial que presidió el diputado 
democratacristiano Bernardo Leighton. 

Respecto de la «campaña del terror», la investigación estableció que ella emanaba de dos 
instituciones denominadas Chile Joven y Acción Mujeres de Chile, cuya publicidad se realizaba 
principalmente a través de la agencia de noticias Andalién Ltda., una de las que tenían a su cargo 
la propaganda de la candidatura de Alessandri. Nada logró comprobarse sobre el origen de los 
fondos empleados en esa campaña.34 Años más tarde, el informe del Senado norteamericano 
sobre las acciones encubiertas en Chile entre 1963 y 1973 demostraría que dicha campaña, lo 
mismo que la análoga realizada con anterioridad a la elección presidencial de 1964, fue 


financiada desde Estados Unidos por la CIA, que colocaba su propaganda anticomunista y de 
descrédito contra la Unidad Popular «mediante el subsidio a grupos derechistas de mujeres y de 
acción cívica».35 

En cuanto a la encuesta electoral que los periodistas alessandristas Saverio Sprovera y Rafael 
Otero anunciaron a través de Radio Corporación como organizada por un organismo 
especializado denominado European Institute System, se comprobó que venía de un télex 
despachado por el propio Sprovera desde Santiago y vuelto horas después por el cable, y que el 
instituto europeo al que se atribuía su paternidad ni siquiera existia.36 

El empleo de esta clase de armas en la campaña electoral llegó a configurar entre la derecha, 
la izquierda y la DC un generalizado clima de desconfianzas, antipatías y malguerencias 
recíprocas, que invadió casi todos los ámbitos de la vida nacional. 

Para mucha gente de derecha, los políticos de izquierda eran todos ambiciosos, resentidos, 
demagogos y, consciente o inconscientemente, instrumentos del comunismo internacional. 
Análoga, cuando no peor apreciación, le merecían no pocos democratacristianos. 

Para mucha gente de izquierda, los políticos de derecha y gran parte de los 
democratacristianos eran meros agentes de intereses privados nacionales o extranjeros. 

Los democratacristianos teníamos claro que la candidatura de Alessandri servía a los intereses 
de la derecha política y económica. Por su parte, la de Salvador Allende estaba estructurada 
sobre una plataforma que incluía fuerzas contradictorias, con principios diferentes y estrategias 
antagónicas, donde convivían al menos dos almas perfectamente delimitadas: la marxista y la 
socialista democrática. Durante la campaña planteamos reiteradamente que, de triunfar Allende, 
su mayor dificultad sería justamente lidiar con esta «doble alma», advirtiendo que, si 
predominaba la tendencia marxista, habría, sin duda, una cierta amenaza contra la libertad de 
Chile.37 

A poco de iniciarse, la campaña fue caracterizándose por una desacostumbrada reciedumbre. 
En un ambiente como el descrito, los planteamientos para motivar a los electores debían ser 
tajantes y golpear al adversario. Tal vez por eso en los discursos del candidato derechista 
abundaban con frecuencia adjetivos como «demagogos», «politiqueros», «advenedizos», 
«miserables», «zánganos», «manga de langostas», «ociosos», «mentecatos» y otros semejantes, 
que arrancaban los mejores aplausos a sus entusiastas auditores. Y en las manifestaciones de 
cada postulación, sus partidarios vaciaban sus odiosos sentimientos respecto de los contendores 
con consignas y gritos que se fueron haciendo cada vez más ofensivos y procaces. 

De la violencia verbal, algunos pasaron a la física. En varios lugares del país, partidarios de la 
UP declararon «territorio allendista» determinados barrios o poblaciones, impidiendo y 
destruyendo toda propaganda de los otros candidatos. Las municipalidades de Lota, Coronel y 
Antofagasta, con mayoría comunista, declararon persona non grata a Alessandri e intentaron 
impedir físicamente su ingreso a esas comunas. Algo parecido ocurrió en algunos minerales del 
cobre. En Linares, Chillán, Los Ángeles, Rancagua y Talcahuano se decretaron paros de 
trabajadores el día de su proclamación y fue objeto de violentas contramanifestaciones, 
provocándose incidentes en los que hubo heridos y destrozos. 

Por otra parte, en algunos puntos del país, especialmente agrícolas, sectores derechistas 
adoptaron actitudes de abierta resistencia y desafío a la autoridad. Ya desde 1967 venían 
preconizando posiciones de fuerza y actuaciones matonescas y algún dirigente del sector 
empresarial agrícola había llegado hasta a expresar públicamente: «Parece que suena el llamado 
a las armas y que puede correr sangre por los campos de Chile».38 Así llegó a ocurrir en abril de 
1970, cuando el jefe provincial de la Corporación de Reforma Agraria de Linares, el ingeniero 


agrónomo Hernán Mery, de filiación política democratacristiana, fue asesinado en el momento 
en que tomaba posesión de un fundo expropiado perteneciente a un hermano del alcalde de la 
comuna de Longaví, Alejandro Benavente, dirigente del Partido Nacional. 

Mención aparte merece la actuación del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), 
pequeño pero activo grupo de ultraizquierda, cuyos dirigentes pertenecían a la alta burguesía y 
eran partidarios de una política militar que la UP no tenía. Propulsores de la «vía armada» como 
único camino para instaurar el socialismo, desde 1967 venían realizando diferentes acciones de 
violencia, principalmente asaltos a bancos, un secuestro y algunos otros actos terroristas, con un 
saldo de varios heridos. Sus dirigentes máximos, prófugos de la justicia, actuaban 
clandestinamente. 

Para el MIR, la vía institucional era una traición a los intereses del pueblo y la vía electoral, 
una trampa de la burguesía para «afirmar la institucionalidad» y «domesticar a las masas». Si 
bien aceptó la proclamación de Allende como candidato de la UP, lo hizo con recelo, pues 
estimaba que el peso de la izquierda reformista en el futuro gobierno «no significaría que los 
trabajadores conquistasen el poder o que los problemas de estos estén resueltos»; ello solo 
ocurriría cuando se tomaran las fábricas, los campos, cuando ejercieran efectivamente el poder. 

Pero, frente a las candidaturas de Tomic y Alessandri, que «representaban a los patrones de 
fundos y fábricas», y sobre todo considerando el hecho de que ambas se presentaban divididas, 
lo que posibilitaba una mayoría electoral para la Unidad Popular, el MIR optó por entregar su 
apoyo a Allende, que sí representaba los intereses del pueblo y bajo cuyo gobierno sería posible 
retomar sus ideales de lucha armada.39 

Contrario a lo que calificaba como «concepciones electoralistas», el MIR no se comprometió 
en el trabajo propiamente electoral, pero sí colaboró en la campaña de Allende participando 
activamente en acciones de movilización de masas para incentivar la lucha de clases a través de 
promesas reivindicacionistas y, a partir de junio de 1970, tras al asalto a la Armería Italiana 
donde sustrajo armas y municiones, decidió suspender por un tiempo la ejecución de toda acción 
de violencia que pudiera repercutir en la opinión nacional contra la postulación de Allende. 

Los resultados de las elecciones parlamentarias de 1969 hacían prever, fundamentalmente, que 
ninguno de los tres aspirantes obtendría mayoría absoluta en los comicios presidenciales. De 
atenerse a ese índice, los sectores partidarios de Allende representaban cerca del cuarenta por 
ciento del electorado; los partidarios de Tomic, alrededor del treinta por ciento; y los de 
Alessandri, entre el veinte y el veinticinco por ciento. 

Estos datos no preocupaban a los estrategas del alessandrismo, que iniciaron su campaña 
decididos a «quebrar la voz de las cifras». Aseguraban contar de partida con un millón de votos y 
su meta era superar el millón y medio, con lo cual creían alcanzar la mayoría absoluta de 
electores que su candidato requería. 

La opinión general era, sin embargo, que en esta oportunidad sería el Congreso Nacional 
quien debería decidir la contienda. La Constitución Política preceptuaba, en efecto, que si en la 
elección de presidente de la República ningún candidato obtenía más de la mitad de los sufragios 
válidamente emitidos, el Congreso Pleno —constituido por ambas Cámaras reunidas— debería 
elegir entre los postulantes que hubieren alcanzado las dos más altas mayorías relativas. 

Desde la vigencia de este texto constitucional, el procedimiento se había aplicado en tres 
oportunidades: la elección de Gabriel González en 1946, la de Carlos Ibáñez en 1952 y la de 
Jorge Alessandri en 1958. En las tres ocasiones, el Congreso eligió a quien había obtenido la 
primera mayoría relativa. 

La conveniencia de que el elegido representase realmente la voluntad mayoritaria del pueblo, 


que podría no ser exactamente reflejada por la decisión de un Congreso generado con antelación, 
y la precaución de evitar los trastornos políticos que podría acarrear la elección por el Congreso, 
especialmente si recaía en el candidato que había obtenido la segunda mayoría relativa, 
motivaron a los senadores Rafael Agustín Gumucio y Alberto Jerez, ambos del MAPU, a 
presentar en enero de 1970 un proyecto de reforma constitucional para establecer «la segunda 
vuelta», es decir, que en estos casos fuera el propio pueblo, en una nueva elección, quien eligiera 
al presidente de la República entre los dos candidatos que hubieren obtenido las dos más altas 
mayorías relativas. 

Para que la reforma propuesta entrara en vigencia antes de la elección de septiembre, requería 
ser despachada con rapidez. El PDC, el PSD y el PC expresaron de inmediato su respaldo. Este 
último, sin embargo, subordinó su posición definitiva al acuerdo de las otras colectividades de la 
UP. Pero el PS y el PR terminaron rechazándola por inoportuna y lo mismo hizo el PN, con lo 
que la iniciativa concluyó abortada. 

Para el candidato Alessandri, dicho proyecto era «una farsa más de la politiquería que nos 
agobia».40 Sus adláteres lo habían convencido de un triunfo abrumador. Su única preocupación 
era que, en el caso de no alcanzar la mayoría absoluta, sus adversarios se pusieran de acuerdo 
para elegir al segundo. Si en ese evento la elección correspondiera al pueblo, ¿quién podría 
prever lo que ocurriría? En cambio, mientras la hiciera el Congreso, podría invocarse como 
«regla de la tradición democrática chilena», establecida por los precedentes, que lo único 
correcto era la ratificación del primero. 

Es lo que quiso asegurar El Mercurio, principal sostenedor de la candidatura derechista, 
cuando en mayo de 1970 entrevistó al comandante en Jefe del Ejército, general René Schneider, 
para preguntarle cuál sería la actitud de las Fuerzas Armadas en el caso de que, llamado a decidir 
el Congreso Nacional, sobreviniera alguna convulsión interna. La respuesta fue clara: «Vamos a 
llegar a la elección manteniendo nuestra tradición de pleno respeto a las decisiones del gobierno 
constitucional de la República, vamos a garantizar la normalidad del proceso eleccionario y a dar 
seguridad de que asuma el poder ejecutivo el que sea elegido». Y agregó: «Si se producen 
hechos anormales, nuestra obligación es evitar que ellos impidan que se cumpla lo que indica la 
Constitución. El Ejército va a garantizar el veredicto constitucional». Como el periodista 
insistiera en precisar la actitud del Ejército en caso de que el Congreso eligiera al candidato que 
obtuviere la segunda mayoría relativa, el general Schneider contestó: «Insisto en que nuestra 
doctrina y misión es de respaldo y respeto a la Constitución Política del Estado. De acuerdo a 
ella, el Congreso es dueño y soberano en el caso mencionado y es misión nuestra hacer que sea 
respetado en su decisión».41 

Era, sin duda, la única respuesta que podía lógicamente esperarse del comandante en Jefe del 
Ejército, como el propio medio periodístico reconoció en su editorial del día siguiente. Pero ello 
no fue obstáculo para que se desatara una campaña en los sectores de derecha, encabezados por 
el Partido Democracia Radical y su presidente, senador Julio Durán, de la que el mismo diario se 
hizo eco, censurando la conducta del general Schneider como «indebida intromisión en el acto 
eleccionario» y suponiéndole concomitancias con el gobierno e intenciones partidistas.42 

Fracasado el intento de comprometer a las Fuerzas Armadas en la imposición, contra el texto 
constitucional, de la obligatoriedad para el Congreso de elegir la primera mayoría relativa, la 
candidatura derechista recurrió a un último arbitrio con el mismo fin: hacer un emplazamiento 
público a las candidaturas de Allende y Tomic para que aceptaran el veredicto de las urnas y 
confirmaran en el Congreso Pleno al candidato que obtuviere la primera mayoría. El llamado se 
publicitó profusamente a fines de julio de 1970, lo mismo que la posición de Alessandri a su 


respecto. En carta abierta al senador Julio Durán del 24 de ese mes, el candidato derechista 
expresaba enfáticamente: «He manifestado en forma pública que yo no aceptaría ser designado 
presidente de la República si no obtuviere la primera mayoría en las urnas. Con el objeto de 
contribuir a la paz y a la concordia que debe existir entre todos los chilenos, reitero que acepto 
públicamente, desde ya, que se proclame al candidato que obtenga la primera mayoría en las 
urnas». 43 

Como las respuestas de Allende y Tomic fueran negativas, la propaganda de Alessandri 
exhibió ese hecho como «la más auténtica seguridad de su victoria».44 

En contraste con el aire triunfalista de las candidaturas de Allende y Alessandri, la nuestra 
estuvo más bien centrada en estimular la participación popular y proyectar un mensaje a cuatro 
sectores claramente delimitados: campesinos, pobladores, mujeres y juventudes. Tratamos de 
mantenernos al margen de la estrategia de los candidatos de oposición que, como se ha señalado, 
centraron sus ataques en la gestión del gobierno y en la figura de Frei, intentando destruir la 
imagen pública del partido, sus autoridades y su candidato. 


3. EL RESULTADO ELECTORAL Y SUS REPERCUSIONES INMEDIATAS 


A pesar del clima de tensión que había caracterizado la campaña electoral, los comicios 
presidenciales se realizaron con absoluta corrección, orden y tranquilidad. La misma noche del 4 
de septiembre el Ministerio del Interior informó oficialmente al país de los resultados: Allende 
había obtenido la primera mayoría, con 1070334 votos; Alessandri le seguía de cerca, con 
1031159; y Tomic quedaba tercero con 821801 sufragios. 

El secretario general del PC Luis Corvalán, con bastante razón, declaraba: «Hemos obtenido 
un triunfo verdaderamente histórico» y el líder del PS Aniceto Rodríguez anunciaba que 
«defenderemos el triunfo popular». Mientras enfervorizados grupos militantes de la Unidad 
Popular salían a la calle a exteriorizar su alegría por el triunfo —que proclamaban definitivo—, 
una Ola de temor y desconcierto se apoderó de gran parte del país. 

Aunque desde los balcones de la FECH (Federación de Estudiantes de la Universidad de 
Chile) Allende declaró que «respetaría los derechos de todos los chilenos»,46 para muchos, la 
amenaza de una dictadura comunista parecía inminente, mientras que para otros (los adherentes a 
Allende) la posibilidad de que su victoria fuera desconocida los inquietaba. Y no faltaron quienes 
vieron flotar sobre el país el fantasma de una guerra civil, el mismo que acompañaría a todo el 
gobierno de la Unidad Popular y que fue utilizado tanto por sectores de derecha como de 
izquierda. 

Traumatizados por una derrota que nunca imaginaron, la primera reacción que tuvieron los 
sectores de derecha fue la de ponerse a salvo. Sentían que llegaba el comunismo a Chile y que 
con él se iba a terminar la propiedad privada. Algunos salieron del país o se prepararon para 
hacerlo. Muchos sacaron su dinero de los bancos y de las asociaciones de ahorro y préstamo. 
Pero, pasado el primer momento de estupor y atontamiento, sus dirigentes discurrieron buscar un 
acuerdo con la Democracia Cristiana para el Congreso Pleno, entenderse con Allende y hasta 
golpear las puertas de los cuarteles. 

«El proceso electoral no ha terminado», declaró enfáticamente Enrique Ortúzar, secretario 
general del comando alessandrista, y llamó «a las fuerzas democráticas, a sus representantes y a 
los hombres y mujeres libres de Chile a unirse para defender, dentro del orden y el respeto a la 
ley, el derecho que la Constitución Política les otorga para designar al presidente de la nación»27, 
olvidando lo que el propio Alessandri había afirmado en su carta pública a Julio Durán respecto a 


que no aceptaría ser designado presidente de la República si no obtenía la primera mayoría. 

El entonces jefe del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas, el general Carlos Prats, 
recuerda en sus Memorias haber recibido diversas visitas de representantes de la derecha política, 
de militares en retiro e incluso de un democratacristiano al que apodaban «el alemán», para 
manifestarle su inquietud frente al dilema que tenía que enfrentar el Congreso Pleno y conocer la 
actitud de las Fuerzas Armadas respecto a la «grave coyuntura en que estaba el país». Muchos le 
preguntaron si estas estaban «dispuestas salvar al país» y le advirtieron sobre la «intransigencia» 
de Schneider y la posibilidad de que él asumiera el alto mando en su reemplazo. 

Dentro de la institución castrense también se registraron hechos preocupantes, entre ellos, 
reuniones clandestinas de oficiales del Ejército en Temuco y Lautaro que llevaron al general 
René Schneider a iniciar una investigación. A juicio de la más alta autoridad militar, se 
comenzaban «a manifestar dos tendencias sediciosas: una accionada por políticos que tratan de 
presionar a los mandos regulares para que las Fuerzas Armadas se tomen el poder, y otra, de 
políticos de extrema derecha que directamente mueven a Viaux para que encabece un golpe». 48 

La Unidad Popular, por su parte, declaró como inamovible el triunfo de Allende, a quien daba 
el trato, aún prematuro, de presidente electo. Denunció los signos de retracción económica como 
fruto del sabotaje y la sedición y llamó a sus comités de base (CUP) a defender la victoria del 
pueblo. 

El PDC, en declaración del mismo 4 de septiembre, reconoció oficialmente «la primera 
mayoría relativa» obtenida por Allende, a quien Radomiro Tomic visitó en su casa al día 
siguiente para felicitarlo. Golpeados y entristecidos por la derrota, la mayoría de los 
democratacristianos nos sentíamos en parte consolados por el hecho de que el ganador fuera 
Allende y no Alessandri; la izquierda en vez de la derecha. Pero esa complacencia, que algunos 
exteriorizaron, era turbada, más que por la pérdida del poder, por la gran preocupación que 
experimentábamos con respecto a la suerte de las libertades públicas en un futuro gobierno con 
importante influencia del Partido Comunista y de sectores ultras del Partido Socialista, cuya 
imagen neutralizaba la confianza que el propio Allende nos pudiera inspirar. 

El 9 de septiembre, Jorge Alessandri dio a la publicidad una insólita declaración en cuyo 
acápite fundamental expresaba: «En el caso de ser elegido por el Congreso Pleno, renunciaría al 
cargo, lo que daría lugar a una nueva elección. Anticipo, desde luego, en forma categórica, que 
en ella yo no participaría por motivo alguno».49 Con este paso se trataba de tentar a la DC: 
elegido Alessandri en el Congreso Pleno y formalizada de inmediato su renuncia, la derecha no 
llevaría candidato en los nuevos comicios y apoyaría la elección de un democratacristiano.20 El 
senador del Partido Nacional Francisco Bulnes visitó al presidente Frei para proponérselo, 
sugiriéndole que él podría ser el candidato, pues ya no se trataría de una reelección. Oí 
comentarios sobre esto. Incluso al propio Raúl Troncoso, uno de los camaradas que mayor 
cercanía tenía con Frei, le escuché decir que este le había contestado a Bulnes que el partido no 
apoyaría esta idea. 

El PDC descartó el «gambito» como una maniobra que importaba una burla inmoral y 
peligrosa a los preceptos constitucionales que regían la elección presidencial. Aceptarla habría 
significado notificar a la izquierda que las normas del juego democrático no regían cuando 
pudieran serle favorables, empujándola a escoger el camino de la violencia como único medio de 
tener acceso al poder. 

Entretanto, la incertidumbre y el temor se reflejaron dramáticamente en la vida económica del 
país. El primer día de funcionamiento de la Bolsa de Comercio después de la elección, los 
valores bajaron en casi veintidós por ciento, tendencia que continuó los días siguientes. 


Depositantes y ahorrantes se precipitaron a retirar sus recursos para mantenerlos en forma de 
dinero en efectivo. Hasta mediados de mes, el nivel de depósitos de los bancos cayó en alrededor 
de novecientos veinte millones de escudos, y el de las asociaciones de ahorro y préstamo, en casi 
trescientos cuarenta millones. La demanda de bienes durables bajó a menos de la mitad, con la 
consiguiente reducción del ritmo productivo de la industria nacional. La inversión del sector 
privado y el ingreso de capitales al país se paralizaron. 

Allende y la UP denunciaron estos hechos como maniobras de «elementos vinculados a 
ciertos círculos financieros de extrema derecha» con el fin de «promover un ambiente de 
perturbación en las actividades bancarias y en el conjunto de la economía del país». Al mismo 
tiempo, procuraron tranquilizar a los sectores medios, asegurándoles que «nada pueden temer 
quienes con el fruto de su trabajo han llegado a tener casa propia, automóvil, depósitos de 
ahorro, acciones de las que derivan una renta razonable».51 

Para la UP, como lo dijo Allende en la concentración pública que sus partidarios realizaron en 
Santiago el domingo 13 de septiembre, se trataba de una situación artificial creada 
deliberadamente como «parte de la estrategia política de la reacción» de «pequeños grupos 
financieros, de monopolistas y de capitalistas extranjeros», que pretendían «crear el caos 
económico». En esa oportunidad, Allende denunció «despidos arbitrarios en algunas industrias, 
amenazas de paralización» e instruyó a los «compañeros de comités de la Unidad Popular: vayan 
ustedes a hablar con los gerentes y directivos de las industrias en que trabajan. Díganles 
auténticamente lo que es el programa de la Unidad Popular, señalen la responsabilidad que 
ustedes tienen; díganles que nosotros deseamos que todas las industrias trabajen, pero 
advirtiéndoles que, en nombre mío, si se paralizan artificialmente, las van a tomar ustedes y las 
van a hacer producir ustedes».22 

Cualquiera que fuera el fundamento de estas acusaciones, es obvio que el deterioro económico 
de esos días fue una consecuencia prácticamente inevitable del clima psicológico que la campaña 
electoral había creado y del propio programa de la UP. Si este contemplaba el inmediato término 
de los reajustes en las cuotas de pago del precio de las viviendas, era ilógico suponer que los 
depositantes en el sistema de ahorro y préstamo no temieran por la suerte de sus ahorros. Si 
dicho programa anunciaba la nacionalización de los bancos y de las principales industrias y la 
extensión de la reforma agraria a todo predio superior a la cabida máxima, incluyendo la 
expropiación con pago diferido de sus inventarios, no podía razonablemente esperarse que los 
eventuales afectados, temerosos, no trataran de ponerse a cubierto de lo que les parecía una 
amenaza de ruina. 

El vuelco que los resultados de las elecciones produjeron en el comportamiento de la 
economía nacional significó un gravísimo problema que el gobierno en funciones debió encarar. 
A fin de evitar que el retiro de depósitos acarreara la quiebra de los bancos y de las asociaciones 
de ahorro y préstamo, fue necesario que el Banco Central los proveyera de recursos en 
cantidades varias veces superiores a lo normal, aumentando violentamente la emisión y haciendo 
andar a toda máquina la fabricación de billetes por la Casa de Moneda, pero cuidando al mismo 
tiempo de evitar que el proceso inflacionario adquiriera un ritmo incontrolable. Paralelamente, 
los ingresos tributarios disminuyeron, afectando seriamente al financiamiento previsto para los 
gastos del Estado. 

Para encarar estos problemas, el equipo económico del gobierno mantuvo informado a 
personeros de los candidatos Allende y Alessandri y recibió del primero las sugerencias que le 
hizo llegar a través de su delegado Pedro Vuskovic. El 23 de septiembre el ministro de Hacienda, 
Andrés Zaldívar, hizo una exposición al país por cadena de radio y televisión a fin de informar a 


la opinión pública sobre la situación económica producida, las medidas adoptadas por el 
gobierno y el alcance y las consecuencias de la repentina crisis por la que Chile atravesaba. La 
UP tildó esta exposición de «alarmista» y personeros suyos la denunciaron como un acto del 
gobierno destinado a «profundizar y agravar la situación existente», cuyo resultado habría sido 
«aumentar la desconfianza y ayudar al caos económico».33 Lo cierto es que el ministro Zaldívar 
se limitó a cumplir con su deber de proporcionar al país una información objetiva, indispensable 
para deslindar las responsabilidades del gobierno del presidente Frei en un deterioro económico 
proveniente de hechos enteramente ajenos a sus decisiones.54 

Como lo dijo la Conferencia Episcopal de Chile en una declaración emitida el 24 de 
septiembre, el país vivía «horas tensas. De júbilo y esperanza para unos, de temor y de angustias 
para otros». Los obispos, como «pastores de los unos y de los otros», llamaron a todos a «buscar, 
junto con los demás, una solución justa, original y creativa a la problemática chilena», a «quitar 
de nosotros todo odio, todo rencor» y a actuar «siempre al servicio de la verdad, de la justicia, 
con el pueblo, con la familia, con la juventud y con todas las fuerzas vivas de la patria, siempre 
con comprensión, con bondad para todos e inteligente vigilancia como enseña el Evangelio».25 

En ese mensaje, la Iglesia recordó que «el pueblo chileno quiere continuar en el régimen y 
estilo de libertad por el cual viene luchando desde hace ciento sesenta años. Quiere que se 
mantenga y se defienda lo ya conquistado: el derecho a pensar, a difundir a otros sus ideales, a 
organizarse, pero al mismo tiempo que se amplíe y se perfeccione esa libertad. Que llegue a ser 
igual y plena para todos, sin discriminaciones, con iguales oportunidades, adecuada a la dignidad 
y a la creatividad del hombre».s6 

Ese era, en verdad, el gran desafío para Chile en la encrucijada, difícil y oscurecida por las 
pasiones, que vivíamos en esos días. 


4. EL ESTATUTO CONSTITUCIONAL DE GARANTÍAS DEMOCRÁTICAS 


Los resultados de las urnas pusieron sobre el PDC la responsabilidad de la elección del nuevo 
presidente de la República. Ni la UP ni la derecha tenían en el Congreso Pleno votos suficientes 
para imponer a sus candidatos. La votación de los setenta y cinco parlamentarios 
democratacristianos era decisiva y nos veíamos abocados a tener que escoger entre dos 
postulantes que no eran el propio y contra los cuales habíamos luchado en la reciente campaña. 

Para resolver tan importante cuestión, la DC se encontraba ante los siguientes hechos: la 
primera mayoría relativa obtenida por Allende, estrecha pero limpia y no objetada, si bien no le 
aseguraba ser designado —conforme a lo dispuesto en la Constitución—, le otorgaba, a la luz de 
la razón y de los hábitos políticos chilenos jamás desconocidos hasta entonces, un mejor título 
para serlo; junto con ello, Alessandri y los partidos que lo apoyaban habían declarado durante la 
campaña en forma categórica, solemne y reiterada, que debería ser elegido presidente el 
candidato que obtuviera la primera mayoría, aunque fuera por un solo voto. Finalmente, los 
planteamientos y el programa sostenidos por el senador Allende se acercaban mucho más a las 
tesis sustentadas por la DC que los de Alessandri, y la odiosidad de que hicieron gala los 
partidarios de este durante la campaña lastimó más hondo a los democratacristianos que los 
excesos provenientes de la izquierda. 

Frente a estas circunstancias, casi no hubo partidarios de preferir al candidato de la derecha y 
la conclusión de que debía elegirse a Allende fue, en general, ampliamente compartida. 
Expresamente manifestamos que no seríamos nosotros «los que negaremos la sal y el agua a un 
eventual gobierno democrático del senador Allende, como por desgracia lo hicieron ellos y así lo 


anunciaron en las primeras horas del gobierno de Frei».27 

Sin embargo, a ningún democratacristiano dejaba de preocupar el peligro que un gobierno 
controlado por comunistas y socialistas podría entrañar para el régimen democrático chileno. 
Surgió por ello la idea de condicionar la elección de Allende en el Congreso a la exigencia de 
garantías reales y efectivas que aseguraran el carácter plenamente democrático de su eventual 
gobierno. 

En un documento presentado al consejo nacional del partido por el diputado Luis Maira, se 
justificaba la necesidad de esa exigencia en los siguientes antecedentes: primero, en la posición, 
reiteradamente expuesta por sectores del Partido Socialista y del MAPU, en orden a crear 
condiciones que agudicen un enfrentamiento político y apresuren la construcción de una 
economía socialista y un Estado autoritario; segundo, en la conducta invariablemente 
hegemónica que ha caracterizado al Partido Comunista en las organizaciones que había llegado a 
controlar (Universidad Técnica del Estado, Canal 9 de T'V y Facultad de Ciencias y Artes 
Musicales); y tercero, en la experiencia histórica uniforme que muestran los países socialistas en 
orden a implantar un régimen de fuerza, de liquidación de las libertades públicas, como requisito 
esencial a la edificación de una nueva economía. 

Expresando públicamente esas inquietudes en un discurso radial dirigido al país el 10 de 
septiembre, el presidente del PDC, el senador Benjamín Prado, dijo entre otras cosas: «Las 
fuerzas políticas que sustentaron la candidatura del señor Allende están integradas, entre otras, 
por partidos marxistas y, frente a esta realidad, se nos hace ineludible prevenir los riesgos de una 
transformación del sistema democrático chileno en un régimen que paulatinamente podría ir 
negando la existencia misma de las condiciones de libertad y de respeto a los valores de la 
persona humana que caracterizan una sociedad pluralista... Que nadie dude que en este evento 
nuestro partido estaría en la primera línea de una lucha sin cuartel que solo podría terminar con la 
restauración de los valores más sagrados para todo ser humano que nació libre». 

Y luego de referirse a «las condiciones de otros pueblos que viven bajo el dictado de 
gobernantes socialistas», agregó: «El programa de la Unidad Popular y reiteradas afirmaciones 
públicas del senador Allende, contradicen esa experiencia histórica al ofrecer para Chile el 
desarrollo de un proceso de cambio revolucionario, pero democrático. Frente a esta alternativa 
que el senador Allende plantea para nuestro futuro, tenemos una actitud muy clara. Si va a ser 
así, quiere decir que el señor Allende debe estar dispuesto a dar garantías a todos los chilenos de 
que en su gobierno permanecerán vigentes los valores fundamentales de una sociedad pluralista. 
La Democracia Cristiana afirma que si el señor Allende otorga de un modo real y eficaz las 
garantías necesarias, que tenemos el deber de solicitarle en algunas materias vitales, puede 
esperar una decisión favorable de nuestra parte».58 

La experiencia de países en que se habían instaurado regímenes marxista-leninistas nos 
mostraban que los riesgos más inminentes eran la supresión o grave restricción a las libertades 
personales, el monopolio gubernamental de los medios de comunicación de masas, el 
aplastamiento de los partidos políticos de oposición, la estatización total de la educación al 
servicio de la ideología oficial, el descabezamiento y politización de las Fuerzas Armadas y la 
creación de milicias populares, y el surgimiento de organizaciones de base no previstas en la 
estructura institucional de Estado ni generadas democráticamente, que se arrogan la 
representación del pueblo y ejercen un sedicente «poder popular» al margen de las autoridades 
legalmente establecidas. 

Con el fin de estudiar la mejor manera de prevenir estos riesgos, el consejo nacional del PDC 
designó una comisión política especial formada por su presidente, el senador Benjamín Prado, el 


primer vicepresidente, Jaime Castillo, el senador Renán Fuentealba, el diputado Luis Maira y yo 
mismo. Para cumplir su cometido, la comisión reunió todos los antecedentes que le fue posible y 
procuró escuchar a los distintos sectores que podrían ser afectados por los peligros que se trataba 
de evitar. 

Por esos días, el ministro de Defensa, Sergio Ossa, nos hizo saber que los altos mandos de las 
Fuerzas Armadas estaban preocupados por la politización del Ejército bajo un gobierno de 
izquierda y por la formación de brigadas que pudieran llegar a constituir un ejército paralelo. 
Decidimos organizar una reunión en mi casa, a la que asistieron el comandante en Jefe de las 
Fuerzas Armadas, René Schneider, junto a las tres máximas autoridades de cada rama: el general 
Carlos Prats, el general del aire Carlos Guerrati y el almirante Hugo Tirado. Estaban también el 
ministro Ossa y los cinco miembros de la comisión política designada por el PDC. 

Se quería conocer de estos lo que consideraban esencial para mantener incólumes a esas 
instituciones de cualquier amenaza de deterioro o quebrantamiento interno. Se quería saber, 
también, cuál era su parecer sobre la situación que vivía el país y sobre la trascendental decisión 
que debía adoptar el Congreso Pleno. 

Los comandantes expusieron su opinión con claridad y sencillez. Respecto a la primera 
cuestión, lo esencial era, a su juicio, mantener la profesionalidad y la estructura jerárquica de las 
Fuerzas Armadas, lo que exigía, entre otras cosas, que los nombramientos y destinaciones de la 
oficialidad dependieran exclusivamente de los altos mandos, sin intervenciones ajenas, y que el 
reclutamiento de su personal, incluso a nivel de suboficialidad y tropa, solo pudiera hacerse a 
través de los institutos militares. Junto con ello, era importante mantener la dotación humana y el 
equipamiento material necesario a las Fuerzas Armadas. Y, finalmente, se debía evitar la 
formación de grupos armados paralelos. 

Respecto a la situación que vivía el país y la decisión que debía adoptar el Congreso Pleno, el 
comandante en Jefe del Ejército, el general Schneider, reiteró con mucha precisión lo que ya 
había anunciado públicamente como «la doctrina institucional» del Ejército: no correspondía a 
las Fuerzas Armadas, sino al Congreso Pleno, la elección del futuro presidente. El Ejército no 
intervenía en política y haría cumplir la decisión del Congreso, cualquiera que ella fuera. Era de 
prever que en caso de que fuera elegido Alessandri en vez de Allende, se produjera en el país un 
estallido de violencia, pero en ese evento las Fuerzas Armadas dominarían la situación 
rápidamente. Los comandantes en jefe de la Marina y la Aviación, muy parcos en sus palabras, 
se limitaron a adherir a lo afirmado por el general Schneider. Más expresivo fue el jefe del 
Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas, el general Carlos Prats, quien hizo presente que 
si, como consecuencia de la decisión del Congreso, se producía una situación de violencia, en ese 
momento había la certeza de dominarla fácilmente y en corto plazo, lo que en cambio sería 
previsiblemente mucho más difícil y costoso si, elegido Allende, se producía más adelante un 
intento de sectores marxistas, robustecidos desde el gobierno, para imponer una dictadura. 

Con los antecedentes reunidos, el consejo nacional del PDC aprobó el 22 de septiembre, por 
unanimidad, un documento que contenía las garantías y condiciones que determinaban la 
posición de los setenta y cinco parlamentarios democratacristianos en el Congreso Pleno que 
debía designar al presidente de la República. Como en el mismo documento se dejó constancia, 
no se trataba de defender intereses de personas o grupos, ni de discutir el programa de gobierno 
de Allende, respecto del cual la DC no contraía compromisos de ninguna especie, reservándose 
la facultad de fijar su conducta política y de pronunciarse libremente. Lo que interesaba era 
«obtener seguridad acerca de la plena subsistencia en Chile de un régimen de convivencia 
democrática y de libertades públicas»,22 para lo cual se estimaba necesario explicitar la 


declaración de derechos contenida en la Constitución Política mediante una reforma 
constitucional que fuera aprobada con los votos de la Unidad Popular antes de la elección del 
nuevo presidente en el Congreso Pleno. 

Al día siguiente, el senador Benjamín Prado, el primer vicepresidente, Jaime Castillo, el 
senador Renán Fuentealba, el diputado Luis Maira y yo mismo nos entrevistamos con el senador 
Allende y le hicimos entrega de dicho documento. Fue una reunión bastante formal que se 
verificó en la residencia de Allende en la calle Guardia Vieja, una casa más bien modesta, 
bastante pequeña, pero alhajada con gusto. El antejardín estaba atestado de gente relativamente 
joven, que después el país conocería con el nombre de GAP (Grupo de Amigos Personales), 
integrado por excombatientes del Ejército de Liberación Nacional de Bolivia quienes, durante la 
campaña electoral y a instancias de la hija de Allende, Beatriz, se habían ofrecido como 
voluntarios para proporcionar seguridad al candidato presidencial. Una vez que este asumió, el 
GAP fue incorporando en sus filas a militantes del MIR, entre ellos a Andrés Pascal, sobrino del 
mandatario, que acompañaban al presidente Allende dondequiera que fuese durante su mandato. 

Salvador Allende tenía su forma de ganarse a la gente. Humanamente, a pesar de su 
empaquetadura, era un hombre que sabía llegar al fondo de las cosas. Tenía eso del hombre 
formado en la vieja República, algo común a todos nosotros. Nos recibió en su casa y luego se 
sentó en una silla mecedora. Comenzamos a hablar y de repente nos hizo partícipes de un 
recuerdo familiar. Nos contó que en esa mecedora se sentaba su madre a rezar el rosario y que él, 
cuando llegaba de la universidad, se ponía a su lado. Fue un momento conmovedor, pero no sé 
cuánto tuvo de planeado. 

El senador Prado le expuso los puntos de vista del PDC respecto del pronunciamiento 
pendiente del Congreso Pleno y el futuro gobierno y le hizo entrega del documento. Allende lo 
leyó en nuestra presencia, subrayó algunos párrafos y luego, de manera tranquila y reposada, nos 
dijo que su larga actuación política de invariable lealtad democrática era la mejor garantía de su 
vocación constitucional, de la que nadie podía dudar. Como claramente exponía en su programa, 
la UP proyectaba realizar un gobierno que no solo respetara las conquistas democráticas, sino 
que las profundizara y perfeccionara. Para él, nuestro apoyo tenía especial importancia y 
significación por cuanto avalaba ante el mundo su título democrático, razón por la cual nos 
pediría nuestros votos en el Congreso Pleno, más allá de si nos necesitara para ser elegido o no. 
Su deseo sería contar con la colaboración de la DC en su gobierno, aunque comprendía que ello 
no podía pensarse en ese momento, pero esperaba que la idea pudiera hacerse viable más 
adelante. Claramente nos dio a entender que la UP no nos aceptaría entonces como socios, pero 
que esto podría cambiar después. Por nuestra parte, le dejamos expresa constancia de que 
tampoco entraba en los propósitos de la DC participar en su eventual gobierno. 

En cuanto al contenido mismo del documento, Allende anticipó expresamente su acuerdo con 
varios planteamientos, a lo que nosotros replicamos señalándole los justificados recelos que 
suscitaban las tendencias arbitrarias puestas de manifiesto por algunos sectores de sus 
acompañantes, de lo que él procuró tranquilizarnos y se valió para quejarse, a su vez, de la 
desconfianza que tenía en la actuación de los servicios policiales frente a actividades sediciosas, 
que dijo conocer y haber denunciado oficialmente, de grupos empeñados en impedir a toda costa 
su ascensión al gobierno. 

La reunión concluyó con el compromiso de Allende de contestar por escrito en breve plazo el 
documento del PDC, previa consulta a los partidos de la UP. Se acordó que la DC entregaría el 
documento a la publicidad al día siguiente. Allende nos pidió, sin embargo, que, para facilitar la 
aceptación de sus partidarios, eliminásemos de la publicación algunos párrafos en que se hacía 


referencia a lo ocurrido en los países socialistas y la conducta atrabiliaria que estaban teniendo en 
Chile algunos Comités de Unidad Popular (CUP), como, asimismo, la exigencia formal de 
concretar las garantías en una reforma constitucional. Nosotros no contrajimos al respecto 
compromiso alguno, pero luego, contra el parecer de Jaime Castillo, aceptamos la petición de 
Allende y el documento se publicó sin esos párrafos.60 

Seis días después, el 29 de septiembre, Allende formalizó su respuesta en una extensa carta 
dirigida al presidente del PDC. En lenguaje ponderado, aunque escrito como si ya fuera 
presidente electo, procuraba desvanecer las preocupaciones de la DC, enfatizar sus convicciones 
democráticas y demostrar la lealtad a ellas de la UP, pero no contraía compromiso alguno 
respecto de las garantías específicas que le habíamos reguerido.61 

La réplica de la DC no se dejó esperar: en declaración pública emitida al día siguiente, el 
consejo nacional expresó su aprecio por «el valor que tienen los criterios del senador Allende 
sobre pluralismo democrático, Estado de derecho y libertades públicas», pero hizo ver que su 
carta «no contiene una respuesta completa y satisfactoria a las proposiciones concretas que el 
Partido Demócrata Cristiano le formuló para traducir sus planteamientos en garantías reales y 
efectivas», y agregó: «Por las razones que en su oportunidad se le hicieron presente... la 
Democracia Cristiana considera indispensable que esos criterios se traduzcan en un estatuto 
jurídico de garantías democráticas que tengan consagración constitucional, mediante un proyecto 
elaborado de común acuerdo, que se estudie, presente y apruebe por el Parlamento en el plazo 
más breve posible».62 

Esta declaración no pudo dejar dudas a Allende y a la UP en orden a que la DC no se 
contentaría sino con la satisfacción cabal de su requerimiento. Y el tiempo apremiaba, pues la 
junta nacional del PDC, único organismo competente para decidir la posición del partido en la 
elección presidencial, estaba citada para los días 3 y 4 de octubre. Fue así como el 2 de ese mes 
el comando nacional de la Unidad Popular, «con la participación y el acuerdo de Salvador 
Allende», hizo pública «su conformidad para constituir una comisión conjunta que en el plazo 
más breve estudie un estatuto constitucional para las ideas y proposiciones contenidas en los 
documentos intercambiados entre el PDC y Salvador Allende y para que este estatuto se tramite 
en el Congreso con el respaldo de ambas fuerzas».63 

En el intertanto, y teniendo como base el proyecto de reforma constitucional aprobado en 
1965 por la Cámara de Diputados, pero que luego quedó paralizado en el Senado, con la 
colaboración de algunos profesores de derecho redacté el anteproyecto de reforma constitucional 
destinado a formalizar las garantías democráticas.64 En resumen, en él se completaba y 
perfeccionaba la declaración de derechos contenida en la Carta Fundamental respecto de las 
siguientes materias: 


e Derecho de los ciudadanos a agruparse libremente en partidos políticos; libertad de estos para 
organizarse, definir sus declaraciones de principios y programas, presentar candidatos, 
intervenir en la generación de los poderes públicos, mantener secretarías de propaganda y 
medios de comunicación y tener acceso libre e igualitario a los órganos de difusión del 
Estado; 


e Libertad de información y de opinión, derecho de respuesta, libre acceso de todas las 
corrientes de opinión a los medios de comunicación de masas y necesidad de ley para 
modificar el régimen de propiedad y funcionamiento de esos medios; 


e Libertad de enseñanza, orientación democrática y pluralista de la educación, financiamiento 
público de la educación particular gratuita y plena autonomía universitaria; 


e Carácter profesional, jerárquico y no político de las Fuerzas Armadas y Carabineros, y 
exclusión terminante de cualquiera otra organización armada; 


e Derecho a la participación social, deber del Estado de remover los obstáculos que limitan la 
libertad e igualdad de las personas, autonomía de las organizaciones sociales, especialmente 
sindicales, cooperativas, vecinales, femeninas, juveniles, etc., y prohibición a cualquier 
grupo de atribuirse poderes propios de las autoridades estatales; y 


e Vigorización de las normas sobre libertad personal y de trabajo, sobre derecho de reunión y 
sobre inviolabilidad de la correspondencia.65 


Aunque nadie llegó a la junta nacional del PDC con la idea de sugerir el apoyo de Alessandri, las 
opiniones estaban bastante divididas. Había quienes pensaban que la única garantía efectiva de 
estabilidad democrática bajo un gobierno de Allende era la participación directa de la DC en 
posiciones importantes y con objetivos programáticos previamente definidos. El senador Ignacio 
Palma y el exministro Edmundo Pérez eran de ese parecer, que no encontró ambiente propicio, 
primero, porque veíamos muy difícil que la izquierda estuviese de acuerdo en ello y, en caso de 
que así fuere, no confiábamos en la lealtad con que los partidos de la UP procederían en una 
combinación gubernativa necesariamente controlada por ellos; segundo, porque la participación 
del Partido Comunista nos provocaba un profundo rechazo; y por último, porque resultaba 
demasiado fuerte la idea de una alianza con quienes habían sido implacables enemigos de 
nuestro gobierno. 

También había camaradas que consideraban que lo importante en la negociación era no poner 
dificultades, no crearse problemas con Allende; por el contrario, preferían ceder todo lo 
necesario, lo más posible, para poder facilitar el camino. 

El debate se centró, principalmente, entre dos sectores. Unos, preocupados por las 
convulsiones a que podría dar origen el clima de incertidumbre y de recelo que el país vivía y 
aun por el peligro de que la normalidad institucional fuera quebrada por alguna aventura golpista 
promovida por la extrema derecha, creían necesaria una pronta definición. Otros, más 
preocupados por la forma en que Allende y la UP daban la elección como consumada, 
desconociendo que el proceso electoral estaba todavía inconcluso, creíamos indispensable — 
sobre todo, como precedente para el futuro— obligarlos a entender que no eran mayoría y que no 
podían imponer su voluntad, sino que necesitaban entenderse lealmente si querían gobernar. 

En un discurso que pronuncié el segundo día de la junta, hice ver mi convencimiento de que el 
mejor derecho a ser elegido presidente de Chile lo tenía Salvador Allende y que, por la identidad 
de posiciones entre el programa de la Unidad Popular y el nuestro, lo natural era que 
contribuyéramos a su elección en el Congreso Pleno. Creía necesario, eso sí, asegurar reglas del 
juego claras que nos garantizaran que, en caso de ser elegido, Allende y su gobierno actuarían 
dentro del marco legal establecido por la Constitución, e incluso señalé que teníamos redactado 
un anteproyecto de reforma constitucional que estaba listo para ser presentado en el Congreso. 
Sin embargo, advertí que, para el futuro de Chile y nuestro propio futuro como hombres libres y 
democratacristianos, lo fundamental era ser consecuentes con nuestros principios y actuar 
conforme a ellos. No responderíamos al presidente Allende y su gobierno con la misma moneda 
con que ellos nos habían tratado, pero tenía claro que, en la medida que nos vieran blandos, 


débiles, condescendientes, entregados, pusilánimes y miedosos, arrasarían con nosotros. 
Debíamos, en consecuencia, ser nosotros mismos, ni «postillones de la Unidad Popular» ni 
«nueva cara de la derecha». Nuestro deber era tener coraje para afirmar nuestra propia 
personalidad, para decir nuestra verdad, para ejercer nuestros derechos. Al finalizar, dije que el 
PDC podía casarse con el marxismo, pero no podíamos aceptar ser su querida. Y lo que los 
marxistas querían no era casarse con nosotros, sino recibirnos como querida y darnos el puntapié 
el día que les diera la gana. 

Se presentaron finalmente dos votos. El primero señalaba que, teniendo en cuenta los 
intercambios de documentos producidos y «considerando la conveniencia nacional y la 
necesidad de definir lo antes posible y de un modo claro y operante la conducta definitiva» de los 
democratacristianos, proponía «apoyar en el Congreso Pleno la candidatura del senador Salvador 
Allende sobre la base de acordar estatutos de garantías constitucionales», facultando al consejo 
para constituir con la UP una comisión mixta redactora y para aprobar dicho estatuto siempre 
que en su texto «se contemplen todas las medidas propuestas por la DC». En caso de que esta 
gestión no terminara satisfactoriamente, el consejo quedaría facultado para presentar el estatuto 
de garantías como proyecto propio y citaria nuevamente a la junta nacional para determinar la 
actitud política de la DC.66 

El segundo voto, que contó con el patrocinio de Jaime Castillo, Juan de Dios Carmona y el 
mío propio, además de otros camaradas, estimaba que las respuestas de Allende y de los partidos 
que lo apoyaban «no son satisfactorias, porque no aprecian con realismo la situación política ni 
valorizan el significado del eventual apoyo de la DC, ni aceptan cabalmente nuestras 
proposiciones en su carácter esencial y global». De acuerdo a ello, proponía instruir al consejo 
para que «impulse la tramitación de las reformas constitucionales que estime necesarias para 
asegurar de manera real y efectiva la plena vigencia en Chile de un régimen político 
auténticamente democrático y que contengan la totalidad de las proposiciones planteadas por la 
DC, practique las gestiones conducentes a su pronta aprobación y adopte todas las medidas que 
estime necesarias para tal objeto», condicionando la actuación de los parlamentarios del partido 
en el Congreso Pleno a la aceptación por parte de Allende del estatuto referido, actuación que se 
decidiría por la junta en una nueva reunión que debería celebrarse el 20 de octubre. 

Hubo quienes insinuaron que los partidarios de este voto estábamos «contra» la elección de 
Allende o buscábamos ganar tiempo para impedirla. Lo que queríamos, como claramente dijimos 
en la junta nacional, era hacer comprender a Allende y a la Unidad Popular que no tenían 
nuestros votos en el bolsillo ni podían contar con ninguna especie de entreguismo de parte de la 
DC. Para que los democratacristianos votáramos por Allende, tanto él como su coalición debían 
demostrar con hechos que respetaban y aceptaban sinceramente nuestro requerimiento de 
garantías democráticas. 

Textualmente expresamos en esa oportunidad: «Es un voto que reconoce que, cumplida la 
condición de aceptar el estatuto de garantías democráticas, nosotros le daremos nuestro apoyo a 
Salvador Allende. Pero es un voto que declara que las respuestas hasta ahora no son 
satisfactorias, porque desconocen la realidad de la situación política, porque subestiman el valor 
de la Democracia Cristiana y porque no otorgan las garantías constitucionales reclamadas. Y es 
un voto que afirma nuestra autonomía para buscar por nosotros mismos las condiciones 
necesarias, sin cerrar el paso a las negociaciones y facilitando al consejo nacional para que 
negocie todo lo que sea necesario, pero con el arma al brazo de nuestro proyecto de reformas 
constitucionales en tramitación, para avanzar y ganar posiciones».67 

Al cabo de dos días de intenso debate, la junta aprobó la primera de estas posiciones por 271 


votos contra 191. En los días siguientes se constituyó una comisión mixta integrada por tres 
representantes de la DC (Renán Fuentealba, Bernardo Leighton y Luis Maira) y tres de la UP 
(Anselmo Sule, Orlando Millas y Luis Herrera) que, en rápido e intenso trabajo y sobre la base 
del anteproyecto preparado por la DC, que fue prácticamente acogido en todas sus partes salvo 
pequeñas correcciones, dio feliz término a su cometido. El 8 de octubre el proyecto fue 
presentado a la Cámara de Diputados, suscrito por parlamentarios de ambos sectores. En una 
semana fue despachado por la Cámara y a la siguiente por el Senado, quedando solo pendiente su 
ratificación por el Congreso Pleno que, conforme al mandato constitucional, debería tener lugar 
sesenta días después.68 

El acuerdo de garantías democráticas provocó una airada reacción en los sectores de derecha, 
que se empeñaron en negar toda eficacia a la reforma constitucional y en acusar a la DC de 
ingenuidad, de entreguismo y aun de estar encubriendo un supuesto «pacto secreto» que su 
directiva y Tomic habrían concertado durante la campaña con Allende y la UP. 

Tanto Tomic como Benjamín Prado y Jaime Castillo, presidente y primer vicepresidente del 
PDC, desmintieron terminantemente la existencia de ese presunto «pacto secreto», precisando 
que lo único que había existido era un acuerdo sobre la forma de proceder el día de la elección 
para evitar posibles desórdenes y violencia en caso de que los resultados fueran estrechos. Con 
este objeto se había convenido que una diferencia de más de treinta mil votos sería aceptable 
para reconocer pública y recíprocamente la mayoría relativa a quien la obtuviera en las urnas, 
pero ese acuerdo no comprometía la votación en el Congreso. Tales desmentidos, sin embargo, 
resultaron inútiles ante la campaña desatada por los detractores del estatuto de garantías, que 
parecían más empeñados en desprestigiar a la DC que en asegurar la subsistencia del régimen 
democrático. 

En el debate mismo del proyecto en el Congreso, el Partido Nacional dio orden a sus 
parlamentarios de adoptar lo que llamaron una «abstención agresiva», que se expresó en el 
intento de negar todo valor a las reformas, pretendiendo que ellas no agregaban nada a las 
garantías constitucionales existentes. El más representativo y prestigioso de los parlamentarios 
derechistas, el senador Francisco Bulnes, llegó hasta a empeñarse en demostrar que el texto 
relativo a la libertad de enseñanza y a la autonomía universitaria privaría a las universidades 
particulares del derecho a percibir subvenciones del Estado, a pesar de que esa interpretación 
peyorativa contrariaba el claro tenor literal y el espíritu manifiesto de la reforma. Sin embargo, 
cuando Salvador Allende, en la sesión del 22 de octubre (a la que concurrió para votar el 
proyecto) fundó su voto expresando que «estas disposiciones deben entenderse no solo como 
principios consagrados en la Carta Fundamental, sino como la regla moral de un compromiso 
ante nuestra propia conciencia y ante la historia», el mismo senador Bulnes comentó: «Lo único 
importante que ha sucedido esta tarde y de lo cual me congratulo como ciudadano chileno y 
como demócrata, son las palabras que acabamos de escuchar a nuestro colega el honorable señor 
Allende. Eso sí que tiene valor, eso constituye una garantía».69 

En verdad, la reforma constitucional que consagró el llamado estatuto de garantías 
democráticas no solo ratificó las declaraciones de derechos contenidas en la Carta Fundamental, 
sino que las actualizó, complementándolas, explicitándolas y estableciendo otras nuevas, 
mediante disposiciones destinadas a evitar interpretaciones equívocas y a instaurar mecanismos 
adecuados para asegurar su cumplimiento o, en caso de violación, para hacer esta tan patente que 
fuera Capaz de remover la conciencia democrática del país y de suscitar, llegado el caso, la 
necesaria reacción ciudadana. Sus autores no pensábamos que ellas bastarían por sí solas para 
asegurar la supervivencia de un régimen de democracia y libertad en Chile. Ellas solo tenían por 


fin precisar las reglas del juego para quienes verdaderamente quisieran defender esos valores. 
Como entonces dijimos, se trataba de «establecer el ring para el combate democrático. De nada 
servirán esas reglas a un pueblo oportunista o pusilánime. Pero si es cierto que más de los dos 
tercios de los chilenos creen en la democracia y son capaces de luchar por ella, esas reglas les 
permitirán hacerlo, ejercer sus derechos, demostrar su poder y triunfar en este empeño».70 

La aprobación del estatuto constitucional de garantías democráticas, consagrado formalmente 
en una reforma de nuestra Carta Fundamental, aseguró la elección definitiva de Salvador Allende 
por el Congreso Pleno en su sesión del 24 de octubre. Los setenta y cinco parlamentarios 
democratacristianos votamos disciplinadamente por Allende, quien reunió así 153 votos, contra 
35 de Alessandri y siete en blanco. Para proceder de esta manera, el PDC no exigió al presidente 
Allende ni a la Unidad Popular ventaja partidista alguna, así como tampoco la supresión o 
modificación de alguno de los objetivos económico-sociales de su programa de gobierno, 
incluyendo aquellos que no compartíamos. 


5. MANIOBRAS GOLPISTAS. INTERVENCIÓN NORTEAMERICANA. ASESINATO DEL GENERAL RENÉ 
SCHNEIDER 


La gestación del estatuto de garantías democráticas y la elección de Allende por el Congreso 
Pleno se llevaron a cabo en un clima de agudas tensiones e intranquilidad públicas, provocado 
por intentos de romper la normalidad constitucional del país e impedir la ascensión de Allende al 
gobierno. 

En su discurso en la concentración popular del 13 de septiembre, Allende denunció «reuniones 
políticas de grupos sediciosos» en las que se habría hablado de lo que «costaría corromper a un 
general» o «eliminar al candidato popular» y aseveró textualmente: «Yo les digo desde aquí a 
esos presuntos asesinos: voy a entregar a tres notarías de Santiago los nombres de las gentes que 
se reunieron, porque los tengo, y si algo me pasa, que lo sepan: el pueblo sabrá hacerse 
justicia».21 

Días después, en la ya referida reunión con la comisión política del Partido Demócrata 
Cristiano, nos insistió en esas denuncias. Sin darnos detalles, aseveró la existencia de un 
complot, que dijo haber puesto en conocimiento del gobierno, para impedir su llegada a la 
presidencia, y se quejó de que los servicios policiales no le garantizaban su seguridad ni ponían 
el celo necesario para investigar sus denuncias, lo que hacía para él indispensable la protección e 
intervención de sus propios equipos de seguridad. 

Y a fines de septiembre, en un discurso pronunciado en Concepción, reiteró sus acusaciones 
sobre la existencia de un «plan sedicioso» para interrumpir el proceso constitucional e impedir su 
ascensión al gobierno, refiriéndose especialmente a la acción de Patria y Libertad y de otros 
grupos de extrema derecha, a los cuales atribuyó la responsabilidad de acciones violentistas 
producidas en esos días. 

La realidad que comenzó a vivirse pocos días después del 4 de septiembre daba para pensar en 
esta posibilidad. Hasta la víspera del Congreso Pleno en que Allende asumió la presidencia de la 
República, el país fue conmovido por múltiples expresiones de violencia y atentados terroristas. 

El 9 de septiembre un carabinero de guardia frente a la embajada inglesa fue baleado desde un 
vehículo que emprendió la fuga. Pocos días después, una bomba estalló en los jardines de la 
residencia de un acaudalado empresario. Hasta mediados de octubre, quince artefactos 
semejantes explotaron en diversos lugares (bancos, establecimientos comerciales, aeródromo de 
Pudahuel, Escuela de Derecho de la Universidad de Chile, casas de algunos políticos) sin causar 


víctimas ni daños de cuantía, pero provocando la consecuente alarma en la población. 

Paralelamente se produjeron, a lo largo del territorio nacional, algunas ocupaciones de fábricas 
por sus obreros, de tierras por campesinos e indígenas y de sitios urbanos y viviendas en 
construcción por comités de pobladores «sin casa». Un comando nacional de pobladores, 
encabezado por el dirigente del MIR Víctor Toro, ocupó el monumento al general Baquedano 
como tribuna para una concentración (lo que motivó una protesta de los jefes de las Fuerzas 
Armadas) y se apoderó de la casa central de la Universidad de Chile. 

La opinión pública estaba confundida acerca de los orígenes e instigadores de esta violencia. 
Era evidente que algunos hechos provenían de extremistas de izquierda, pero había bastantes 
fundamentos para atribuir la mayor parte a extremistas de derecha. El 12 de octubre el diario 
comunista El Siglo calificaba al mirista Víctor Toro de «provocador» y acusaba a los «ultras» de 
derecha y de izquierda de confundirse en sus objetivos. 

Varios allanamientos policiales descubrieron la existencia de depósitos de armas y de 
instalaciones para fabricar explosivos de organizaciones de una y otra tendencia. Numerosas 
personas fueron detenidas, en su mayoría vinculadas a la Democracia Radical —que había 
apoyado a Alessandri en la elección presidencial— y a la recién constituida organización 
nacionalista Patria y Libertad. Los tribunales designaron un ministro de Corte para que tomara a 
su cargo los procesos por actos terroristas, una decena de individuos fueron encargados reos (en 
su mayoría, declaradamente antiallendistas) y varios de la misma tendencia se pusieron a salvo 
huyendo del país. El 20 de octubre el mayor del Ejército en retiro Arturo Marshall, conocido por 
sus inclinaciones nacionalistas y su vinculación al general (r) Roberto Viaux, fue detenido por la 
policía —a la cual opuso resistencia armada—, acusado de proponerse asesinar a Allende. 

Ni Allende ni la Unidad Popular proporcionaron las pruebas que dijeron tener de la sedición 
reaccionaria, ni jamás se hicieron públicas las «listas» de conspiradores que el primero anunció 
haber registrado en «tres notarías». 

La mañana del 22 de octubre el país fue conmovido por la noticia de que el comandante en 
Jefe del Ejército, el general René Schneider, había sido víctima de un criminal atentado. Cuando 
se dirigía a su oficina, el paso de su vehículo fue repentinamente interceptado por otros, desde 
los cuales descendieron individuos que, al ver que el general sacaba su arma para repeler la 
acción, hicieron fuego en su contra, causándole graves heridas a consecuencia de las cuales 
falleció tres días después. El general Schneider se había caracterizado por su inquebrantable 
lealtad a la «doctrina institucional» del Ejército, definido como cuerpo esencialmente profesional 
al servicio de la nación entera, sin compromisos políticos partidistas, respetuoso de los órganos 
constitucionales del Estado y obediente a sus decisiones. Un mes antes, el 19 de septiembre, en 
un mensaje a oficiales y soldados con motivo del día de las Glorias del Ejército, había 
manifestado su satisfacción por la conducta de las Fuerzas Armadas en el proceso que vivía el 
país: «Podemos tener la conciencia tranquila y presentarnos ante el juicio de la ciudadanía y del 
país habiendo cumplido con nuestro deber conforme a las misiones y tareas que nos impone la 
ley y haciendo honor a una tradición de más de ciento cincuenta años que, en forma invariable, 
nos ha mantenido en una línea de conducta que nos ha hecho respetables y merecedores de la fe 
y la confianza de nuestra patria».72 

La investigación judicial realizada por los tribunales militares determinó que el propósito del 
atentado fue secuestrar al general Schneider con el objeto de provocar una convulsión nacional 
que impidiera la elección de Allende por el Congreso Pleno. Según declaró en el proceso el 
principal autor intelectual de ese delito, el general retirado Roberto Viaux —el mismo que, según 
se vio en el capítulo I, en octubre de 1969 había promovido un levantamiento contra el gobierno 


del presidente Frei—, «la retención temporal del general Schneider era un pretexto para que las 
Fuerzas Armadas asumieran el mando de la nación, pues tal retención sería seguida de un 
allanamiento de los sectores en que la extrema izquierda tenía sus arsenales, lo que crearía una 
situación de tal gravedad que haría posible que los altos jefes de las Fuerzas Armadas exigieran 
al entonces presidente de la República la entrega del mando a una junta por ellos constituida. 
Dicho presidente sería enviado al exterior y el general Schneider, retenido por cuarenta y ocho 
horas, al término de las cuales se le dejaría en libertad después de haberlo tratado con toda suerte 
de consideraciones».73 

Aparte del referido Viaux y de su suegro, coronel (r) Raúl Igualt Ramírez, intervinieron en la 
preparación del atentado y en su ejecución material numerosos individuos vinculados a 
movimientos nacionalistas o de extrema derecha, todos ellos civiles o exmilitares, en su mayoría 
jóvenes, algunos conocidos por su participación en anteriores aventuras sediciosas. Los autores 
materiales del asesinato del general Schneider, que alcanzaron a huir del país luego de perpetrado 
el crimen, resultaron ser jóvenes pertenecientes a familias de la alta sociedad chilena, muchos de 
los cuales estaban comprometidos en la ola de atentados terroristas ocurridos en septiembre y 
octubre «a fin de producir una alarma que favorecería sus fines».74 

Entre las personas con que Viaux se reunió durante el periodo de gestación del magnicidio 
había también algunos altos oficiales de las Fuerzas Armadas en servicio activo, como el general 
Camilo Valenzuela (a la sazón, jefe de la guarnición de Santiago), el comandante en Jefe de la 
Armada, el vicealmirante Hugo Tirado, el director general de Carabineros, el general Vicente 
Huerta, y el general de Aviación Joaquín García. Aunque el proceso no arrojó mérito para acusar 
a ninguno de ellos de participación en el secuestro, los dos primeros fueron condenados por 
haber concurrido a reuniones políticas sabiendo que allí se conspiraba contra la estabilidad del 
gobierno, delito castigado por el artículo 4 letra c) de la Ley de Seguridad Interior del Estado.73 

Los antecedentes que posteriormente se conocieron —los documentos secretos de la 
International Telegraphic and Telephonic (ITT) hechos públicos en 1972 por el periodista 
norteamericano Jack Anderson y el informe del Comité Especial del Senado de Estados Unidos, 
presidido por el senador Frank Church, que investigó las «acciones encubiertas en Chile»—Z6 
han demostrado que en el intento de impedir a cualquier precio que Allende asumiera el gobierno 
se conjugaron sectores nacionales, empresas extranjeras y el propio gobierno de Estados Unidos. 

Según el informe de la Comisión Church, «la CIA (Agencia Central de Inteligencia de Estados 
Unidos) sabía que los planes de todos los grupos de conspiradores empezaban con el secuestro 
del constitucionalista comandante en Jefe del Ejército de Chile general Schneider. El comité ha 
recibido testimonios contradictorios acerca del grado de comunicación entre la Casa Blanca y la 
CIA», pero está comprobado que, para llevar a cabo el golpe de Estado, «la CIA estableció 
contacto con varios grupos de complotadores militares y eventualmente traspasó a un grupo tres 
armas y gas lacrimógeno. Las armas fueron devueltas posteriormente, sin usar». Y, 
específicamente sobre el asesinato del general Schneider, agrega que «el 22 de octubre un grupo 
de complotadores intentó secuestrar a Schneider, pero este se resistió, fue baleado y 
posteriormente murió. La CIA había estado en contacto con ese grupo, pero una semana antes 
había suspendido su apoyo para sus planes especificos».ZZ 

El atentado contra el general Schneider y su fallecimiento a consecuencia del baleo de que fue 
víctima, resultaron absolutamente contraproducentes para los fines buscados por sus autores, 
terminando por afianzar la elección de Allende por el Congreso Pleno. Desde el asesinato de 
Diego Portales en 1837, la historia de Chile no registraba un crimen semejante. La reacción 
natural de las Fuerzas Armadas fue la de identificarse con la posición de su comandante en Jefe, 


convertido en mártir por su lealtad al régimen constitucional de la República. Y la reacción 
mayoritaria de la opinión pública fue de un enérgico repudio a la violencia y el terrorismo y de 
reafirmación de la voluntad de los chilenos de someter su convivencia a los caminos del derecho 
y de la democracia. Los funerales fueron ocasión para que el país, encabezado por el presidente 
de la República Eduardo Frei y por el ya presidente electo Salvador Allende, con gran 
participación popular, tributara en la persona del general mártir un homenaje de adhesión a las 
Fuerzas Armadas y les diera testimonio de su afecto y confianza. 

En varias oportunidades, sobre todo después de la caída de Allende en septiembre de 1973, 
diversas personas afectas a la Unidad Popular pretendieron sembrar dudas sobre la conducta del 
que calificaban como sector derechista de la Democracia Cristiana y del presidente Frei y su 
gobierno en los hechos referidos. Las acusaciones iban desde negligencia en la investigación de 
las actividades sediciosas o tolerancia de las mismas, hasta franca complicidad con ellas. El 
exasesor político del presidente Allende, Joan Garcés, llegó a hablar del «complot» o «plan 
ITTCIA-Frei» o «ITT-Kissinger-Frei», aseverando que «durante los sesenta días que separaban 
la elección presidencial y la fecha de la transmisión del mando (3 de noviembre), un amplio 
frente político, que agrupaba a la derecha del PDC y los sectores que respaldaron la candidatura 
presidencial conservadora de Jorge Alessandri, procedió a improvisar una serie de actuaciones 
para invalidar el resultado de la consulta electoral».78 

Para fundamentar tan graves cargos, se urdió una madeja de suposiciones sobre la base del 
aprovechamiento tendencioso de los documentos de la ITT y del informe Church, mezclando 
datos inconexos, distorsionando muchos y ocultando otros, sin el menor respeto a la verdad. 

Se parte por enfatizar la importante ayuda económica que, según señala el informe, recibió de 
Estados Unidos la candidatura Frei en la campaña presidencial de 1964, en la que fue elegido, 
pero se silencia que ese mismo informe deja constancia de que «el Grupo Especial —que acordó 
dicha ayuda— decidió no informar al candidato democratacristiano, Eduardo Frei, del apoyo 
encubierto norteamericano a su campaña. Por lo tanto, una serie de intermediarios se movilizaron 
para hacer llegar el dinero a los democratacristianos»,72 como si fuera de origen privado.80 Y 
puesto que lo que se procura es presentar a Frei como instrumento del imperialismo 
norteamericano, no se recuerda que su gobierno se caracterizó por una política de categórica 
independencia respecto de Estados Unidos, de lo que fueron testimonios elocuentes, entre otros 
hechos, el establecimiento de relaciones con la Unión Soviética y otros países socialistas, la 
posición condenatoria de nuestro país frente a la intervención norteamericana en Santo Domingo, 
el rechazo terminante de Chile a la constitución de una Fuerza Interamericana de Defensa, sus 
iniciativas para la reforma de la Carta de la OEA y la activa promoción del Consenso 
Latinoamericano para reclamar bases de justicia en las relaciones de nuestros países con Estados 
Unidos. 

Se imputa al gobierno de Frei complicidad en las maniobras para producir un caos económico, 
pero se olvida que el país sobrepasó —sin caer en el colapso— la aguda crisis económica 
producida en la quincena siguiente a la elección, gracias a las medidas adecuadas y oportunas 
adoptadas por ese gobierno. 

Y no se repara en el hecho de que la decisión norteamericana de provocar el caos económico 
fue tomada el 29 de septiembre,ŝ1 cuando ya la etapa más algida de la crisis estaba superada, y 
que en el mes de octubre la economía chilena experimentó síntomas notorios de recuperación 
reconocidos por los propios economistas de la Unidad Popular.82 

Se citan comentarios contenidos en los documentos de la ITT sobre lo que Frei habría dicho a 
terceros no identificados, para atribuirle la disposición de impedir por cualquier medio, incluso el 


golpe militar, que Allende asumiera la presidencia de Chile. Pero se oculta que esos mismos 
documentos insisten en la necesidad de que el gobierno norteamericano «presione a Frei», que el 
informe de la Comisión Church señala expresamente que «el gambito de la reelección» murió 
porque «Frei rehusó interferir en el proceso constitucional», que el entonces embajador de 
Estados Unidos en Chile, Edward Korry, declaró enfáticamente a dicha comisión que Frei no se 
habría prestado para ninguna acción militar,83 y que, en el largo proceso judicial a que dio origen 
el asesinato del general Schneider, verificado íntegramente bajo los gobiernos de Salvador 
Allende y Augusto Pinochet, ningún democratacristiano, ni Frei, ni uno solo de sus ministros y 
colaboradores, fue objeto de la menor inculpación.84 

La verdad es que todas estas imputaciones y otras semejantes, orientadas con no disimulado 
apasionamiento a menoscabar la imagen de Frei y de la Democracia Cristiana chilena ante la 
opinión mundial, son terminantemente desmentidas por la realidad histórica de tres hechos tan 
indiscutibles como significativos: primero, el gobierno del presidente Frei mantuvo la plena 
vigencia del régimen constitucional hasta la expiración de su periodo; segundo, aprobado el 
estatuto de garantías democráticas, todos los parlamentarios democratacristianos, sin excepción, 
votamos por Allende en el Congreso Pleno;85 y tercero, el presidente Frei entregó el mando a su 
sucesor constitucional Salvador Allende el 3 de noviembre de 1970.86 


Capítulo III 
LA VÍA CHILENA AL SOCIALISMO 


1. EL PLANTEAMIENTO DE ALLENDE 


Las ceremonias de asunción del nuevo gobierno culminaron el 5 de noviembre con una gran 
concentración pública en la que Allende enunció los caracteres de lo que se llamaría «la vía 
chilena al socialismo». 

Como ya se dijo, el programa básico de la Unidad Popular señalaba como metas del futuro 
gobierno «terminar con el dominio de los imperialistas, de los monopolios, de la oligarquía 
terrateniente e iniciar la construcción del socialismo en Chile».1 Se trataba, en consecuencia, de 
poner en marcha un proceso «revolucionario» cuya singularidad residía en el hecho de haberse 
generado democráticamente, por la vía electoral. ¿Podría llevarse a cabo sin quebrar las reglas 
del juego de la democracia política, tal como durante la campaña se había prometido? 

La afirmación categórica de esa posibilidad fue la tesis del discurso inaugural de Allende. Él 
estaba consciente de las esperanzas e inquietudes que, en nuestro país, en América Latina y en 
los observadores de todo el mundo occidental, suscitaba la novedosa experiencia que se iniciaba 
en Chile. La aspiración de conciliar los ideales de «socialismo» y «democracia», compartida por 
millones de hombres y mujeres a lo largo y ancho de la tierra, parecía a punto de concretarse en 
nuestro país. 

Procurando satisfacer las expectativas de los optimistas, afirmó que su triunfo era «la victoria 
de los trabajadores», quienes dijeron «basta de la explotación económica..., la desigualdad 
social..., la opresión política», cuyas causas residían en el «sistema capitalista dependiente, que 
en el plano interno opone las mayorías necesitadas a las minorías ricas y en el plano 
internacional opone los pueblos poderosos a los pobres». 

Advirtió a continuación que con él asumía al poder «un movimiento anticapitalista... para 
orientar al país hacia una nueva sociedad, más humana, en que las metas últimas son la 
racionalización de la actividad económica, la progresiva socialización de los medios productivos 
y la superación de la división de clases», destacando que «este momento histórico en que el 
pueblo asume la dirección política del país» fue posible por la «tradición republicana y 
democrática de Chile», que «forma parte de nuestra personalidad, impregnando la conciencia 
colectiva de los chilenos». La evolución nacional por la vía política —en vez de la violencia— 
era una «conquista imperecedera» de la que «los chilenos estamos orgullosos... El respeto a los 
demás, la tolerancia hacia el otro, es uno de los bienes culturales más significativos con que 
contamos». 

Agregó luego que «las masas, en su lucha por superar el sistema capitalista que las explota, 
llegan a la presidencia de la República... en lo que constituye la manifestación más relevante de 
nuestra historia: la vigencia y el respeto de los valores democráticos, el reconocimiento de la 
voluntad mayoritaria». Así, en Chile «se cumple, por fin, la anticipación de Engels» cuando 
escribió: «Puede concebirse la evolución pacífica de la vieja sociedad hacia la nueva en los 
países donde la representación popular concentra en ella todo el poder, donde de acuerdo con la 
Constitución se puede hacer lo que se desee desde el momento en que se tiene tras de sí a la 


mayoría de la nación... Chile inicia su marcha hacia el socialismo sin haber sufrido la trágica 
experiencia de una guerra fratricida. Y este hecho, con toda su grandeza, condiciona la vía que 
seguirá este gobierno en su obra transformadora». Será «el camino del socialismo en democracia, 
pluralismo y libertad». 

Insistió en que «los teóricos del marxismo nunca han pretendido, ni la historia demuestra, que 
un partido único es una necesidad en el proceso de transición al socialismo. Son circunstancias 
sociales, son vicisitudes políticas, internas e internacionales, las que pueden conducir a esta 
situación... La guerra civil... La intervención foránea... La miseria y el atraso generalizado... En 
la medida en que en Chile no se dan, o no se den, estos factores, nuestro país, a partir de sus 
tradiciones, dispondrá y creará los mecanismos que, dentro del pluralismo apoyado en las 
grandes mayorías, hagan posible la transformación radical de nuestro sistema político». 

Afirmó el fracaso de los «designios antipatrióticos» de «los desesperados mercenarios de las 
minorías», que intentaron desconocer la voluntad popular. «Desde ahora... la tranquilidad, la 
confianza y la paz de la nación» están «bajo la responsabilidad del poder popular», que significa 
acabar «con los pilares donde se afianzan las minorías..., con los monopolios..., con un sistema 
fiscal puesto al servicio del lucro..., con los latifundios..., con el proceso de desnacionalización... 
Recuperaremos para Chile sus riquezas básicas». 

Sus palabras finales fueron que el gobierno de la Unidad Popular estaría marcado «por la 
absoluta responsabilidad, a tal punto que, lejos de sentirnos prisioneros de organismos 
contralores, les pediremos que operen como la conciencia constante para corregir los errores y 
para denunciar a los que abusen dentro o fuera del gobierno».2 

Esta concepción de la vía chilena hacia el socialismo, «con sabor a vino tinto y empanadas», 
reiteradamente expuesta por el presidente Allende en múltiples declaraciones y discursos, fue 
explicitada por él mismo con mayor amplitud en su primer mensaje al Congreso Nacional el 21 
de mayo de 1971, oportunidad en la que definió la misión de su gobierno como la de modelar «la 
primera sociedad socialista edificada según un modelo democrático, pluralista y libertario».3 

Luego de recordar que la Revolución rusa de 1917 «edificó una de las formas de construcción 
de la sociedad socialista que es la dictadura del proletariado», sostuvo que Chile se encontraba, 
en condiciones muy distintas a las de Rusia, «ante la necesidad de iniciar una manera nueva de 
construir la sociedad socialista: la vía revolucionaria nuestra, la vía pluralista, anticipada por los 
clásicos del marxismo, pero jamás antes concretada». Chile sería «la primera nación de la tierra 
llamada a conformar el segundo modelo de transición a la sociedad socialista». 

Para cumplir estas aspiraciones sería indispensable, como requisito previo, «establecer los 
cauces constitucionales de la nueva forma de ordenación socialista en pluralismo y libertad. La 
tarea es de complejidad extraordinaria porque no hay precedente en que podamos inspirarnos. 
Pisamos un Camino nuevo, marchamos sin guía por un terreno desconocido, apenas teniendo 
como brújula nuestra fidelidad al humanismo de todas las épocas —particularmente, al 
humanismo marxista— y teniendo como norte el proyecto de la sociedad que deseamos, 
inspirado en los anhelos más hondamente enraizados del pueblo chileno». 

Precisando aún más su pensamiento, agregó: «Nuestra tarea es definir y poner en práctica, 
como la vía chilena al socialismo, un modelo nuevo de Estado, de economía y de sociedad, 
centrado en el hombre, en sus necesidades y sus aspiraciones. Para eso es preciso el coraje de los 
que osaron repensar el mundo como un proyecto al servicio del hombre. No existen experiencias 
anteriores que podamos usar como modelo; tenemos que desarrollar la teoría y la práctica de 
nuevas formas de organización social, política y económica, tanto para la ruptura con el 
subdesarrollo como para la creación socialista». 


Caracterizando este modelo, destacó «el principio de legalidad» vigente en Chile, que «ha sido 
impuesto en una lucha de muchas generaciones contra el absolutismo y la arbitrariedad en el 
ejercicio del poder del Estado», como «una conquista irreversible mientras exista diferencia entre 
gobernantes y gobernados». Invocando «la flexibilidad de nuestro sistema institucional», expresó 
el propósito de modificar el régimen legal chileno y crear una nueva institucionalidad destinada a 
«transferir a los trabajadores, y al pueblo en su conjunto, el poder político y el poder 
económico», para lo cual «es prioritaria la propiedad social de los medios de producción 
fundamentales». Anunció que oportunamente sometería «a la voluntad soberana del pueblo la 
necesidad de reemplazar la actual Constitución, de fundamento liberal, por una Constitución de 
orientación socialista. Y el sistema bicameral en funciones, por la Cámara Única». Reiteró el 
compromiso de «realizar su obra revolucionaria respetando el Estado de derecho», lo que, dijo, 
no era un compromiso formal, «sino el reconocimiento explícito de que el principio de legalidad 
y el orden institucional son consubstanciales a un régimen socialista, a pesar de las dificultades 
que encierran para el periodo de transición». 

En otro orden de ideas, precisó que su gobierno inspiraba su política en «la existencia de 
clases y sectores sociales con intereses antagónicos y excluyentes», diversidad ante la cual el 
gobierno «responde a los intereses de todos los que ganan su vida con el esfuerzo de su trabajo», 
pero que «en el enfrentamiento diario de sus intereses con los de la clase dominante, se sirve de 
los mecanismos de confrontación y resolución que el sistema jurídico institucional establece, 
reconociendo a la oposición las libertades políticas y ajustando su actuación dentro de los límites 
institucionales». 

Sobre este particular, subrayó que «el pueblo de Chile está conquistando el poder político sin 
verse obligado a utilizar las armas» y que «aspira legítimamente a recorrer la etapa de transición 
al socialismo sin tener que recurrir a formas autoritarias de gobierno», aunque advirtió de que «si 
la violencia, interna o externa, la violencia en cualquiera de sus formas, física, económica, social 
o política, llegara a amenazar nuestro normal desarrollo y las conquistas de los trabajadores, 
correrían el más serio peligro la continuidad institucional, el Estado de derecho, las libertades 
públicas y el pluralismo», porque ante esa violencia, «el combate por la emancipación social y 
por la libre determinación de nuestro pueblo adoptaría obligatoriamente manifestaciones distintas 
de lo que con legítimo orgullo y realismo histórico denominamos la vía chilena hacia el 
socialismo». 

¿Hasta dónde estos conceptos respondían a una convicción profunda del presidente Allende o 
eran un mero ropaje para tranquilizar a los sectores democráticos del país y proyectar una imagen 
favorable ante la opinión mundial? 

Teníamos buenas razones para pensar que su planteamiento era sincero. En más de treinta 
años de actuación en la vida pública chilena, Allende había mantenido una conducta de 
invariable lealtad democrática y de fiel observancia a las formas y hábitos de la lucha 
parlamentaria. Generalmente caballeroso con sus adversarios, había logrado hacerse respetar por 
ellos. Salvo algunas exageraciones y exabruptos más bien teatrales, representaba con dignidad su 
papel de líder ponderado —de formación masónica— de una izquierda que se proclamaba 
«marxista-leninista» y «revolucionaria». Su larga y muy ostensible amistad con los comunistas 
no le impedía publicitar con énfasis sus discrepancias en casos como el de la invasión soviética a 
Checoslovaquia. Hombre de vida burguesa y refinado en sus gustos, era definidamente un 
moderado dentro de su partido. 

A pesar de todo lo anterior, no faltaban motivos para dudar, especialmente por la entusiasta 
identificación de Allende con su amigo Fidel Castro, de la que había hecho gala en los últimos 


años, y por su activa participación en la Organización Latinoamericana de Solidaridad (OLAS), 
fundada en Cuba con el fin de impulsar la lucha revolucionaria en el continente. Los acuerdos 
adoptados en la primera conferencia de esa organización, celebrada en La Habana en 1967, en 
orden a que «el primer objetivo de la revolución popular es la toma del poder mediante la 
destrucción del aparato burocrático-militar del Estado y su reemplazo por el pueblo armado para 
cambiar el régimen socioeconómico existente» y a que «este objetivo solo es alcanzable a través 
de la lucha armada», 4 en nada se avenian con el respeto al Estado de derecho y al «principio de 
la legalidad» que Allende expresaba en su formulación sobre «la vía chilena al socialismo». 
Tampoco mirábamos con buenos ojos al GAP, que seguía al presidente a todas sus actividades y 
que, como se ha señalado, estaba integrado por militantes del MIR, promotores de la lucha 
armada. 

La publicación, en marzo de 1971, de la entrevista que el intelectual de izquierda francés 
Régis Debray, entonces teórico de la guerrilla, hizo al presidente Allende, dio fundadas razones 
para debilitar nuestra confianza en la seriedad de los propósitos democráticos manifestados por el 
líder de la revolución chilena. Temía Debray que «la utilización del sistema jurídico del Estado 
burgués» amarrara las manos de la clase obrera para la conquista del poder, por lo que no 
ocultaba sus reparos al estatuto de garantías democráticas convenido por Allende con la 
Democracia Cristiana. Con crudeza, interrogó sobre el particular al presidente, quien respondió 
que dicho estatuto debía considerarse «como una necesidad táctica», porque «en ese momento lo 
importante era tomar el gobierno». 

Estas afirmaciones claramente contradecían lo expresado por el propio Allende en su discurso 
al concurrir a votar favorablemente el estatuto. En las que fueron sus últimas palabras como 
senador, señaló al país: «He venido a decir que estas disposiciones deben entenderse no solo 
como principios consagrados en la Carta Fundamental, sino como la regla moral de un 
compromiso ante nuestra propia conciencia y ante la historia... Entrañan una demostración de 
ética política, sin doblez; que significan que, en un momento determinado, adversarios estiman 
conveniente coincidir en ideas y principios que son fundamentales en los pueblos».$ 

Pero en la entrevista, Allende fue incluso más allá. Ante la descarnada pregunta de Debray: 
«¿Quién se está sirviendo a quién?, ¿quién le toma el pelo a quién: la burguesía o el 
proletariado?», Allende fue categórico: «El proletariado», cuya expresión política, dijo, eran «los 
partidos Socialista y Comunista» que «representaban al noventa por ciento de los trabajadores, 
vale decir, obreros, campesinos, empleados, técnicos y profesionales».£ Y como si esto fuera 
poco, en la misma entrevista el presidente Allende aseveró que «a la violencia reaccionaria 
vamos a contestar con la violencia revolucionaria, porque sabemos que ellos van a romper las 
reglas del juego».? 


2. LA POSICIÓN DE LOS PARTIDOS DE LA UNIDAD POPULAR 


¿Y qué pensaban sobre la «vía chilena al socialismo» los partidos integrantes de la combinación 
gubernativa? 

La cuestión era muy importante porque el pacto de la Unidad Popular había puesto especial 
énfasis en que su gobierno no sería «de un hombre» sino el gobierno del pueblo, y que su acción 
sería coordinada por comités políticos integrados por todos los partidos y movimientos de la 
Unidad Popular, los que «consideraban» con el presidente de la República su ejecución. No era, 
por tanto, un gobierno de un solo partido y mucho menos un gobierno personal. «No elegimos un 
monarca, sino un mandatario del pueblo», afirmaba.8 


La gestión de gobierno, en consecuencia, requería de consensos internos a nivel del comité 
coordinador de la Unidad Popular, que era un comité político de todas las fuerzas de izquierda, 
cuyo objetivo era finalizar con la existencia de zonas de influencia en la Administración pública. 

Las históricas diferencias y pugnas entre las fuerzas de izquierda, especialmente al interior del 
PS, y las existentes entre este y el PC, amén de la presencia dentro de la coalición de dos partidos 
democráticos y dos movimientos recientemente escindidos del PDC, nos daban razones fundadas 
para sentirnos preocupados por un gobierno que estaría en manos de una Unidad Popular que, en 
la práctica, carecía de la cohesión necesaria para asegurar la gobernabilidad. 

Como se ha señalado, el Partido Socialista —al cual pertenecía el presidente Allende— venía 
propugnando desde 1955 la tesis del «Frente de Trabajadores» y perfilando con creciente nitidez 
una posición revolucionaria violentista de franca ruptura con las instituciones propias de la 
democracia. En su último congreso anterior a la elección presidencial, celebrado en Chillán en 
1967, había aprobado por unanimidad un voto que expresaba, entre otras cosas, que «la violencia 
revolucionaria resulta inevitable y legítima para los explotados. Es la única manera de hacer 
frente eficaz a la represión contrarrevolucionaria y de abrir camino a la toma del poder y a su 
ulterior defensa y fortalecimiento».?2 

Explicitando este pensamiento, el dirigente socialista y futuro ministro de Relaciones 
Exteriores del gobierno, Clodomiro Almeyda, tal vez el más calificado de los teóricos del 
partido, había sostenido en la misma época que, a su juicio, «la fase superior de la lucha política, 
que es la violencia revolucionaria», emergería en Chile «como resultado de la agudización y del 
calentamiento al rojo del proceso político vigente» y probablemente tomaría «la forma de una 
guerra civil revolucionaria, a la manera española, con intervención extranjera, pero de curso 
rápido y agudo». Consecuentemente, había dicho que, para él, «lo importante es que la izquierda 
comience a actuar en función del poder, subordine a este propósito, concebido dentro del marco 
de la estrategia de la lucha armada y continental, todas las otras formas de lucha, las electorales, 
las parlamentarias, las ideológicas, las sindicales, etc., de manera de ir agudizando la lucha 
política, aumentando y concentrando fuerzas y precipitando el desenlace natural del proceso». 10 

La llegada de Allende a la presidencia de la República por la vía electoral democrática no 
modificó los criterios del Partido Socialista. En diciembre de 1970, el senador Carlos Altamirano 
declaró en La Habana: «Pensamos que el desarrollo y la radicalización del proceso debe llevar al 
enfrentamiento. Si me equivoco, en buena hora. Pero pienso que lamentablemente Chile no va a 
ser una excepción al conjunto de los procesos que se han desarrollado en la historia universal. Es 
difícil que una clase social entregue en forma gratuita sus riquezas y el poder del cual ha gozado 
en forma más que centenaria. Por eso creo que, sin desearlo nosotros, tendrá que venir el 
enfrentamiento».11 

Esta tesis fue ratificada oficialmente por el partido en su congreso general celebrado en La 
Serena a fines de enero de 1971, que eligió como máximos dirigentes del socialismo chileno a 
los dos más caracterizados personeros de su sector extremista: Carlos Altamirano y Adonis 
Sepúlveda. El voto político aprobado por unanimidad en ese congreso expresa que «la 
instalación de la Unidad Popular en el gobierno... ha generado nuevas y favorables condiciones a 
la clase obrera y a las masas chilenas para una efectiva conquista del poder», advirtiendo que «el 
gobierno popular desenvuelve su acción entrabada por la institucionalidad burguesa» y los 
obstáculos que derivan de las «contradicciones de clase existentes en la Unidad Popular..., donde 
confluyen tendencias obreras, pequeñoburguesas y burguesas». Frente a estas circunstancias, 
define como objetivo del Partido Socialista para esta etapa, «periodo esencialmente transitorio... 
afianzar al gobierno, dinamizar la acción de las masas, aplastar la resistencia de los enemigos y 


convertir el proceso actual en una marcha irreversible hacia el socialismo... reafirma su política 
de clase y la necesidad de la dirección de la clase obrera en la conducción de la lucha», y llama a 
sus bases y a las masas a prepararse «para el decisivo enfrentamiento con la burguesía y el 
imperialismo... que forma parte del cuadro general de la lucha revolucionaria en América Latina 
y en el mundo». 12 

En cuanto al otro partido eje de la Unidad Popular, el Comunista, sin duda el más sólidamente 
organizado y disciplinado de esa coalición política, se había caracterizado siempre por su 
incondicional adhesión a las orientaciones y prácticas políticas de la Unión Soviética, al extremo 
de haber defendido calurosamente la invasión de Checoslovaquia en agosto de 1968.13 

Artífice y campeón de la estrategia de la Unidad Popular, encaminada a agrupar a «todos los 
partidos y corrientes que coinciden en un programa de transformaciones revolucionarias» (en 
contraposición a la tesis socialista del Frente de Trabajadores, formado exclusivamente por los 
partidos de la clase obrera),14 el Partido Comunista chileno sostenía «la necesidad de la 
revolución» para construir el socialismo, pero frente al problema «de las vías de la revolución y 
si estas serán armadas o no armadas, o una combinación de ambas», su programa decía 
textualmente: «Los comunistas sostenemos que la revolución es un proceso múltiple vinculado a 
todas las luchas que viene librando nuestro pueblo y que sus vías se determinan en conformidad 
a su situación histórica, pero siempre han de basarse en la actividad de las masas».15 

Más explícito a este respecto, en un documento que versó específicamente sobre esta materia, 
el secretario general del PC, el senador Luis Corvalán, había dejado en claro que para los 
comunistas «tanto la vía pacífica como la vía violenta son democráticas», que «ambas vías son 
revolucionarias» y que la primera de ellas no se identificaba «con los cauces legales o 
constitucionales». 16 

Pocos días después de instalarse el gobierno, el mismo senador Corvalán, en informe 
presentado al pleno del comité central de su partido, destacó que los hechos habían dado a este la 
razón «al propiciar la unión de todas las fuerzas de izquierda. Estábamos en lo cierto al sostener 
la posibilidad real de conquistar el gobierno por una vía no armada... Nuestro constante combate 
ideológico contra las posiciones de derecha y de la ultraizquierda fue elemento esencial en la 
lucha por la unidad del pueblo». Pero al mismo tiempo sostuvo que «el pueblo ha conquistado el 
gobierno, que es una parte del poder político. Necesita afianzar esta conquista y avanzar todavía 
más: lograr que todo el poder político, que todo el aparato estatal pase a sus manos, en una 
sociedad pluralista... Los grandes combates solo ahora comienzan. Vendrán nuevos 
enfrentamientos de clase... La subversión reaccionaria y el golpe de Estado están también en la 
baraja de los imperialistas y oligarcas, con lo cual pueden obligar al pueblo a algún tipo de 
enfrentamiento armado. Por lo tanto, y, en primer término, hay que hacer todo lo posible por 
ponerles camisa de fuerza».17 

El objetivo de «lograr todo el poder político» expuesto por Corvalán en ese discurso pasó a ser 
una verdadera consigna de los comunistas. Clarificando su significado, el miembro del comité 
central del Partido Comunista, el economista Sergio Ramos, escribiría un año después: «El 
desarrollo del proceso revolucionario chileno depende por entero de la conquista de todo el poder 
por el proletariado y sus aliados. Sin esto no hay transición al socialismo ni hay revolución. Esta 
es la cuestión que define y enmarca todas las demás».18 Para luego agregar: «¿Qué significa 
conquistar el poder político? Brevemente, significa conquistar la capacidad incontrarrestada de 
violencia organizada y sistemática de una clase sobre otra, en nuestro caso, del proletariado sobre 
la burguesia»,19 advirtiendo que «la conquista del poder político pasa necesariamente por la 
destrucción del ejército permanente y la policía, en tanto instrumentos de represión a favor de la 


burguesía y en contra del proletariado».20 Y más adelante, refiriéndose al planteamiento de 
Allende sobre la segunda vía al socialismo, recordaría que para Lenin «la dictadura del 
proletariado es una necesidad absoluta durante la transición del capitalismo al socialismo», de 
donde se deduce que debe distinguirse «entre lo que es la forma y lo que es la esencia de la 
dictadura del proletariado», la que es siempre indispensable, pero puede asumir formas distintas 
según sean las circunstancias históricas. Consecuentemente afirmaría que «respetando todas sus 
peculiaridades, la transición al socialismo en Chile debe pasar necesariamente (e inaugurarse) 
por la dictadura del proletariado, independientemente de la forma que ella pueda asumir».21 

Lo dicho basta para demostrar que los dos partidos ejes de la Unidad Popular (los que Allende 
afirmó a Debray que representaban el noventa por ciento de los trabajadores) tenían de la «vía 
chilena al socialismo» una visión bastante diversa al «modelo democrático, pluralista y 
libertario» que el presidente de la República enfatizaba. 

En cuanto a las otras colectividades integrantes de la coalición de gobierno, el Partido Radical 
(PR), el Partido Social Demócrata (PSD), la Alianza Popular Independiente (API) y el 
Movimiento de Acción Popular Unitaria (MAPU), podía creerse fundadamente, por los 
antecedentes políticos de sus dirigentes y militantes, que compartían con Allende el propósito de 
llegar al socialismo por los cauces de la institucionalidad democrática chilena. 

Sin embargo, aparte de que la influencia de estos partidos era muy secundaria, vivían un 
proceso de manifiesta radicalización, empujados por sectores anhelantes de parecer más 
revolucionarios que sus aliados socialistas y comunistas. Ello fue especialmente notorio en los 
casos del Partido Radical y del MAPU. 

Antes de que el nuevo gobierno cumpliera diez meses, el Partido Radical aprobaría en su 
XXV Convención22 un informe político-ideológico de definida tendencia marxista, a 
consecuencia de lo cual sobrevendría su división. Cinco senadores y nueve diputados, 
encabezados por los dos más prestigiosos dirigentes del partido —el senador Luis Bossay, que 
había sido candidato presidencial del radicalismo en 1958, y el senador Alberto Baltra, a quien el 
Partido Radical postuló para candidato presidencial de la Unidad Popular en la elección de 1970 
— abandonarían sus filas para constituir un nuevo partido político. 

En cuanto al MAPU, que comenzó siendo un movimiento de cristianos de izquierda que 
renunciaron a la Democracia Cristiana en mayo de 1969, terminaría también por transformarse 
en un partido «de fuerte contenido marxista»,23 cuya consigna de «convertir la victoria en poder 
y el poder en construcción socialista» traduciría su confesada tendencia de avanzar hacia la 
dictadura del proletariado.24 

Así, por ejemplo, intentando rectificar los claros conceptos del citado mensaje presidencial de 
mayo de 1971, José Antonio Viera-Gallo, abogado y subsecretario de Justicia durante el 
gobierno de Allende, expresaba que «algunos han pretendido que el segundo camino hacia el 
socialismo excluye la dictadura del proletariado y han buscado amparo en las palabras 
presidenciales. Esta ha sido una vieja pretensión de la socialdemocracia europea..., pretensión 
que los hechos han demostrado infecunda. El socialismo supone un largo camino de transición 
caracterizado políticamente por la dictadura del proletariado y ningún camino que hacia él 
conduzca puede evadir el punto. Estamos ciertos que no es esta la posición del presidente 
Allende».25 

Ya en agosto de 1971, cuando el gobierno aún no cumplía un año, los fundadores del MAPU 
Jacques Chonchol —en ese momento ministro de Agricultura—, Rafael Agustin Gumucio, 
Alberto Jerez y Julio Silva Solar, todos exmilitantes del PDC, renunciaron al movimiento 
aduciendo que los actuales dirigentes de la colectividad «han adoptado como pensamiento 


fundamental las categorías marxistas-leninistas»,26 y que ellos, como humanistas cristianos, se 
sentían más cercanos al recién creado movimiento de Izquierda Cristiana, fundado también por 
excamaradas, entre ellos, el abogado Bosco Parra, el diputado Luis Maira y el líder de la JDC, 
Luis Badilla. 

Los antecedentes referidos ponen de manifiesto la congénita ambigůedad de la llamada «vía 
chilena al socialismo». Ninguna persona medianamente informada podía dejar de advertirla. 
Aunque el lenguaje de Allende interpretaba el sentimiento democrático y la tradición legalista de 
la mayoría del pueblo chileno, era notorio que al menos los principales partidos de la Unidad 
Popular hablaban un lenguaje radicalmente distinto. 

El propio programa de la Unidad Popular adolecía de esa ambigůedad. Julio Silva Solar, 
diputado y dirigente del MAPU que participó en su redacción, ha expuesto que esta «no fue fácil 
y ya en ella se reflejó la doble orientación o doble línea que la Unidad Popular nunca pudo 
resolver», motivada por diferencias que «se manifestaron principalmente en dos puntos: a) el 
problema del socialismo; y b) el problema del poder». Mientras «los socialistas no querían un 
programa reformista, sino revolucionario, y pensaban que desde ya había que asumir la tarea del 
socialismo y del poder popular..., profundizando y radicalizando el proceso», los comunistas 
«preferían caracterizar el programa con los conceptos de antiimperialismo, antilatifundismo y 
antimonopolismo..., tareas previas al socialismo que creaban las condiciones o abrían paso a 
este», en el entendido de que «la transición al socialismo solo es posible cuando la clase obrera 
ha conquistado el poder estatal en su conjunto, o sea, cuando se establece la dictadura del 
proletariado», lo que «no era el caso de Chile, ni aun ganando la elección presidencial». Y 
agrega Silva: «En cuanto al problema del poder, el Partido Comunista seguía la vía institucional 
como la más favorable desde el punto de vista de las fuerzas en juego para el avance del 
movimiento popular», lo que concebían como «un proceso relativamente gradual», mientras que 
el Partido Socialista «insistía en la exigencia de conquistar la totalidad del poder» y, «sin 
plantear abiertamente el abandono de la vía institucional», sostenía que «muy pronto el 
dinamismo del proceso y las reacciones que este genera sobrepasan los límites institucionales, 
por lo que es necesario prever y preparar una estructura de poder popular (y militar) capaz de 
disuadir el enfrentamiento o de enfrentarlo con éxito». Según atestigua Silva, «en la discusión 
del programa no se pudo resolver la dificultad», llegándose a la postre a «una solución ambigua, 
que en lugar de resolver el problema lo agravaba, ya que otorgaba mayor fundamento a la doble 
orientación y doble conducción que se desarrollaba en el interior de las fuerzas populares».27 

La existencia de esta ambigůedad —y sus perniciosos efectos en toda la experiencia 
gubernativa de la Unidad Popular— ha sido igualmente reconocida después por varios otros de 
sus más destacados dirigentes y colaboradores. El líder socialista Carlos Altamirano ha 
recordado que la exigencia de su partido de «iniciar la construcción del socialismo como tarea 
del gobierno popular..., era antagónica» a la posición de los comunistas, calificando como un 
«vacío inexcusable» que los documentos programáticos que no señalaran «los mecanismos 
concretos para alcanzar los objetivos revolucionarios planteados», lo que a su juicio habría sido 
decisivo «en la manifestación de ulteriores divergencias estratégicas en la conducción del 
proceso revolucionario».28 

Por su parte, el secretario general del Partido Comunista, el senador Luis Corvalán, ha 
señalado que «en la Unidad Popular no había un criterio común respecto al verdadero carácter de 
la revolución. Para algunos se trataba ya de una revolución socialista. De otro lado, en dichos 
sectores no había tampoco una concepción clara acerca de la necesidad, en el momento del paso 
al socialismo, de buscar el acuerdo con las capas medias».29 


Especialmente ilustrativos al respecto son los testimonios del socialista Óscar Waiss, director 
del diario de gobierno La Nación durante el régimen de la Unidad Popular; del sacerdote 
Gonzalo Arroyo, secretario general de la sección chilena del movimiento Cristianos por el 
Socialismo; y de los asesores políticos de Allende Darcy Ribeiro y Joan Garcés. 

El primero se pregunta: «¿Qué se propusieron las fuerzas populares en Chile? ¿Modificar el 
régimen económico y social, mediante sucesivas reformas y aprovechando la institucionalidad de 
la democracia burguesa? ¿O, más bien, asegurar desde arriba condiciones cada vez más 
favorables para un enfrentamiento inevitable con las clases dominantes?». Y, contestando esas 
preguntas, expresa que, en verdad, «los objetivos fueron diferentes para los diversos sectores 
involucrados en el frente multipartidista de la Unidad Popular y, aun aceptando que era la clase 
obrera —a través de los partidos Socialista y Comunista— la que definía la orientación, debe 
reconocerse que ni siquiera esos dos partidos coincidían plenamente en la táctica y en el 
ritmo».30 

Coincidiendo con dicho análisis, el padre Gonzalo Arroyo apunta que «la experiencia chilena 
siempre osciló entre dos polos de una alternativa: una estrategia que, a través de cambios legales, 
condujese a una democracia avanzada mediante una revolución popular, antiimperialista, 
antifeudal, antimonopolista, de liberación nacional y social, y que asegurase desde ahora las 
condiciones favorables a una lucha futura por el socialismo; y otra estrategia que consideraba 
que la revolución debía ser inmediatamente socialista, insertada en un único proceso 
revolucionario ininterrumpido..., desde el principio anticapitalista y siempre bajo la conducción 
del proletariado». Entre otros aspectos distintivos de estos caminos, Arroyo señala que «en lo 
que se refiere a la toma del poder, la primera estrategia consideraba la etapa primera como 
democrática, para pasar más adelante a la etapa de revolución socialista, cuando se hubieran 
acumulado suficientes fuerzas; la estrategia socialista, al contrario, contemplaba la toma del 
poder utilizando todos los medios disponibles, de acuerdo a la correlación de fuerzas, incluso el 
de la insurrección armada o la guerra civil, para defender el gobierno constitucional».31 

El intelectual brasileño Darcy Ribeiro, primer rector de la Universidad de Brasilia y ministro 
de Educación de Jodo Goulart, quien durante dos años colaboró directamente al lado del 
presidente Allende, ya en 1971 se refería a «los obstáculos que se oponen a la tarea política de 
concretar la vía chilena» y señalaba como el principal «la ineptitud de la Unidad Popular para 
explicitar a sus propios cuadros en qué consiste esta vía, cuáles son los requisitos indispensables 
para su éxito y cuál es el alcance de las reformas institucionales que ella demanda. El problema 
—decia— es tanto mas grave, porque la izquierda llamada a poner en marcha esta via fue 
formada ideológicamente según las doctrinas del socialismo revolucionario y de la dictadura del 
proletariado, cuya estrategia y táctica son en ciertos casos opuestas a lo que debiera corresponder 
al camino evolutivo».32 

Pero pareciera ser Joan Garcés, politólogo español que colaboró con Allende desde la 
campaña electoral hasta el mismo 11 de septiembre de 1973, quien, en sus intentos de teorizar 
sobre «el camino chileno al socialismo», ha puesto más en evidencia sus equívocos y 
ambigůedad. Caracterizando el significado del triunfo de la Unidad Popular, recién logrado, 
escribió en octubre de 1970: «El gobierno del presidente Allende propone proceder a las 
transformaciones estructurales que actualmente constituyen los mayores obstáculos a la 
organización de una sociedad socialista. Esta la contemplan como un punto de llegada, al que 
intentan dirigirse en un régimen de derecho, de multipartidismo, de pluralismo y de respeto a las 
libertades públicas, individuales y sociales. Chile cuenta con una infraestructura política que 
permite, teóricamente, considerar como viable este proyecto».33 Pero analizando el papel «de las 


instituciones políticas... en un proceso de transición como el que está viviendo Chile», en una 
conferencia pronunciada en diciembre de 1972, planteó la cuestión de si «en el contexto actual 
chileno... el gobierno popular y sobre todo los marxistas-leninistas que mayoritariamente lo 
integran» estaban o no cumpliendo el «postulado básico» formulado por Lenin de que «la clase 
obrera sabe destruir, romper y hacer saltar toda la máquina del Estado».34 

A este respecto, Garcés sostenía que hay «tres grandes vías principales» para «la destrucción 
del Estado burgués» mediante su conquista por los trabajadores: «la guerra popular —con su 
variante guerrillera—, la insurreccional y la política institucional». Pero de inmediato agregaba 
que ellas «no son excluyentes entre sí, sino que desarrolladas determinadas condiciones, pueden 
encontrarse. Las tres tienen muchos elementos comunes. Pero mientras las dos primeras 
presuponen el enfrentamiento armado, la tercera —planteada como proyecto en Francia y con 
dos años de experiencia en Chile— lo contempla como una posibilidad, no como exigencia 
absolutamente ineludible. Esa es la diferencia».35 Para Garcés, el hecho de que el proceso 
revolucionario chileno se hubiera iniciado por la «vía política institucional» no significaba que 
no pudiera «terminar en un proceso insurreccional».36 

Aunque estas «confesiones» se produjeron después de la caída del régimen de la Unidad 
Popular o durante su transcurso, ellas solo confirman hechos que ya eran notorios cuando 
Allende asumió el gobierno: que los partidos Socialista y Comunista se proclamaban marxistas- 
leninistas y postulaban, por lo tanto, la dictadura del proletariado; que nunca ocultaron su 
menosprecio por las instituciones y procedimientos de la democracia representativa, a la que 
calificaban de «formal»; que la «legalidad burguesa» era para ellos un estorbo; y que el primero 
de esos partidos postulaba el camino de la violencia para instaurar el socialismo. Estos 
constituían datos de los que en el lenguaje forense se llaman «hechos de la causa». Estos datos 
indicaban que la tendencia natural del nuevo gobierno sería orientar su acción hacia el 
establecimiento en Chile de un régimen análogo a los imperantes en el «mundo socialista», 
especialmente en los países de Europa Oriental. 

Pero frente a esos datos había también otros al menos igualmente relevantes. Chile pertenece, 
por ubicación geográfica y por formación cultural, al mundo occidental y democrático. La 
estabilidad constitucional que había administrado durante siglo y medio de vida independiente 
era significativa de la solidez de su régimen político. El espíritu libertario y el apego al derecho 
eran dos de los rasgos más sobresalientes de la idiosincrasia nacional. Estos eran también hechos 
objetivos que sin duda habían pesado en la definición del programa de la Unidad Popular y en la 
formulación de la «vía chilena al socialismo» y que condicionarían la conducta del nuevo 
gobierno. 

En conocimiento de todos estos hechos, el pueblo chileno dio a Allende la primera mayoría en 
la elección presidencial de septiembre de 1970. Y con plena conciencia de dichos antecedentes (y 
de los riesgos que implicaban), la derecha y su candidato se comprometieron solemnemente a 
que el que ganara por un voto debería ser elegido presidente de Chile. 

Las tendencias antagónicas que se han expuesto señalan la contradicción con que nació el 
régimen de la Unidad Popular: ¿conduciría al país hacia la dictadura del proletariado o hacia un 
socialismo realmente democrático?37 

Vigorizar la segunda de estas posibilidades fue el objeto preciso del estatuto constitucional de 
garantías democráticas a que el Partido Demócrata Cristiano condicionó la elección de Allende 
en el Congreso Pleno. Al precisar «las reglas del juego» de la convivencia democrática, dicho 
estatuto facilitaba el ulterior ejercicio de los mecanismos jurídico-políticos de defensa de la 
institucionalidad frente a eventuales violaciones que pudieran quebrantarla. 


Otros hechos justificaban, asimismo, confiar en que el nuevo gobierno no desbordaría el cauce 
democrático, aparte de los ya referidos antecedentes personales de Allende y del compromiso 
que él y los partidos de la Unidad Popular contrajeron formalmente. Del resultado de la elección 
del 4 de septiembre se desprendía en forma indubitable que, si bien dos tercios de los electores 
(los que votaron por Allende y por Tomic) querían profundizar y acelerar el proceso de cambios 
hacia un nuevo orden social de mayor justicia, superaban los dos tercios quienes querían 
conservar un régimen de libertad asegurado por las instituciones democráticas (los que habían 
sufragado por Tomic y por Alessandri, y muchos de los que votaron por el propio Allende). 

Esta realidad indiscutible no solo era un freno para las tentaciones rupturistas de los grupos 
más extremos, sino que también ofrecía al nuevo gobierno la oportunidad de obtener una 
mayoría que le permitiera dar cumplimiento a gran parte de su programa de socialización 
mediante el uso de los instrumentos que le otorgaba el sistema constitucional chileno. Esto era, 
en verdad, requisito indispensable para llevar adelante el camino definido por el presidente 
Allende como «anticipación de Engels», de «evolución pacífica de la vieja sociedad hacia la 
nueva... de acuerdo con la Constitución», que permite «hacer lo que se desee desde el momento 
en que se tiene tras de sí a la mayoría de la nación».38 El nuevo gobierno no la tenía pero, como 
ha recordado Tomic (quien insistió vehementemente en la necesidad ineludible de constituir esa 
mayoría «tanto a nivel institucional como en la base social» para construir en Chile una nueva 
sociedad), numerosos factores objetivos de la realidad chilena de 1970 favorecían su formación, 
entre ellos, las coincidencias programáticas que en la reciente campaña presidencial habían 
exhibido las candidaturas de Allende y Tomic, en cuanto postulaban la necesidad de sustanciales 
reformas para sustituir las estructuras capitalistas de base minoritaria por nuevas formas de 
organización socioeconómica en que el poder fuera realmente ejercido por las grandes mayorías. 
También se puede mencionar el claro compromiso de la Iglesia católica con las aspiraciones 
populares de cambio hacia un régimen económico-social más justo y humano y la predisposición 
a favor del nuevo presidente que era presumible en la masonería, por ser el propio Allende 
miembro de la orden. Finalmente, estaba la actitud de las Fuerzas Armadas, de fiel observancia a 
su doctrina institucional de pleno respaldo al régimen constitucional de la República. 

En estas circunstancias, las alternativas eran claras para la coalición triunfante: aprovechar 
esos factores favorables para procurarse la mayoría que le permitiera avanzar hacia el socialismo 
«en democracia, pluralismo y libertad» o valerse de su victoria para «utilizar todos los medios» 
que ella puso a su disposición, a fin de, según las palabras de Almeyda, «ir agudizando la lucha 
política, acumulando y concentrando fuerzas y precipitando el desenlace del proceso... que es la 
violencia revolucionaria» para conquistar «la totalidad del poder».39 

Lo primero exigía buscar un acuerdo con la Democracia Cristiana, tarea difícil, pero no 
imposible. Si dentro de la Unidad Popular había sectores (especialmente, los socialistas) que no 
ocultaban su rechazo y encono hacia los democratacristianos, estos tampoco querían ninguna 
alianza con la Unidad Popular ni incorporarse a su gobierno. Los más optimistas y proclives al 
entendimiento eran partidarios de apoyar, desde el Congreso y desde la base social, el 
cumplimiento de los objetivos programáticos comunes. Los más pesimistas y cautos nos 
inclinábamos por una oposición constructiva que «no negara la sal ni el agua» al nuevo 
régimen.40 

La conducta del Partido Demócrata Cristiano y de su gobierno durante los difíciles dos meses 
transcurridos entre la elección del 4 de septiembre y el día de la transmisión del mando, factor 
decisivo para mantener la estabilidad democrática del país y hacer posible la ascensión política 
de Allende a la presidencia de Chile, facilitaba la búsqueda de ese acuerdo. La negociación de las 


garantías constitucionales demostró palmariamente a la Unidad Popular que la Democracia 
Cristiana no estaba en actitud resentida ni obstruccionista, sino patrióticamente dispuesta a 
facilitar el desempeño del nuevo gobierno en todo lo que no fuera incompatible con su lealtad 
democrática y su concepción del interés nacional. Al exigir esas garantías, se abstuvo 
deliberadamente de discutir el programa de gobierno de Allende, precisando que «al respecto, no 
contraemos compromisos de ninguna especie y nos reservamos la facultad de fijar nuestra 
conducta política y de pronunciarnos libremente frente a las medidas que sobre la base de su 
programa pudiera plantear al país».41 

La votación unánime por Allende de los setenta y cinco parlamentarios democratacristianos en 
el Congreso Pleno, sin que ni uno solo faltara o se abstuviera, fue una prueba concluyente de que 
la buena disposición hacia el nuevo mandatario era compartida ampliamente por nuestro partido. 
Y el propio presidente Frei, en su mensaje al pueblo de Chile al término de su mandato, recordó 
que es esencia de la democracia «la existencia de distintas alternativas políticas..., que haya un 
juego leal para admitirlas y que, siendo adversarios, los chilenos no seamos nunca enemigos», 
para terminar diciendo: «Yo quiero expresarle aquí al nuevo presidente de la República, 
excelentísimo señor Salvador Allende, mi ferviente deseo de que tenga éxito en su mandato y en 
su gestión. El éxito del presidente de Chile es el éxito de Chile».42 

Estos antecedentes proporcionaban al nuevo gobierno un amplio campo de posibilidades entre 
las cuales escoger. El presidente del Partido Demócrata Cristiano, el senador Benjamín Prado, en 
la cuenta que presentó a la junta nacional del partido el 12 de diciembre de 1970 visualizaba tres 
opciones entre las que Allende debería escoger: una, «caminar hacia un socialismo de tipo 
totalitario y estatista»; Otra, «que se mantengan las etapas trazadas para avanzar hacia el 
socialismo y el funcionamiento normal de los mecanismos democráticos, rechazando la tentación 
de “radicalizar” el proceso, pero asignándose la Unidad Popular como tarea... la liquidación de 
las fuerzas políticas no marxistas, y en particular del Partido Demócrata Cristiano»; y una 
tercera, «que dentro de una disposición de respetar los periodos trazados y en un ambiente de 
respeto a la democracia de Chile, se avance por parte del gobierno a la búsqueda de una 
asociación de esfuerzos con la Democracia Cristiana para facilitar el proceso de cambios y 
disciplinar en términos progresistas la conducta de los sectores sociales más activos».43 

¿Cuál de estos caminos escogería? Los hechos se encargarían de responderlo. Pero ya a esas 
alturas, apenas transcurrido un mes desde la instalación del nuevo gobierno, Prado no veía en 
este ningún síntoma de disposición hacia el tercero y visualizaba el segundo como la estrategia 
más probable. 


Capítulo IV 
PRIMEROS MESES DEL GOBIERNO DE ALLENDE 


1. EL CUADRO POLÍTICO 


Después de la efervescencia producida a raíz del 4 de septiembre, que culminó con el asesinato 
del general Schneider, los ánimos se habían serenado y, al asumir Allende, prevalecía en el país 
un clima de tranquila expectativa, esperanzada en unos y temerosa, pero resignada, en otros. 
Reflejo de ello fue la ceremonia ecuménica de Acción de Gracias que se realizó en la Catedral 
Metropolitana el mismo día del cambio de gobierno, con asistencia del presidente y todos sus 
ministros. En ella participaron pastores de las distintas iglesias cristianas y de la comunidad 
israelita, y el arzobispo de Santiago, el cardenal Silva Henríquez, destacó el común anhelo, «en 
este momento que une pasado, presente y futuro», de ser «constructores de un mundo más 
solidario, más justo, más humano, artífices de la paz verdadera, la que el corazón del hombre 
anhela, la única portadora de la tan deseada liberación». 

El propio Partido Nacional, que no había escatimado recursos para impedir la elección de 
Allende en el Congreso Pleno, expresó su propósito de no crear dificultades a la nueva 
Administración y observar a su respecto una actitud «independiente, vigilante y constructiva».2 

Pero ese ambiente de paz tardó pocos días en quebrarse. Conforme a los resultados electorales, 
la Unidad Popular solo representaba a un treinta y siete por ciento de los votantes; en 
consecuencia, la estrategia política del nuevo gobierno en su etapa inicial estuvo orientada, en 
gran medida, por la circunstancia de que al cabo de cinco meses debían efectuarse elecciones 
generales para renovar los municipios en todo el país. Un triunfo categórico en esos comicios le 
significaría allanar el camino para la conquista del «poder total». Invocando el respaldo de la 
mayoría de los chilenos, la Unidad Popular podría doblegar a la mayoría parlamentaria de 
oposición e imponer sin transacciones el cumplimiento integral de su programa. 

Como se expuso en el capítulo anterior, para los principales dirigentes de la Unidad Popular, y 
en cierto modo para el propio Allende, su ascensión al gobierno no era sino el primer paso en la 
marcha hacia la totalidad del poder y constituía un instrumento decisivo para lograrlo. 
Consiguientemente, lo asumieron con extraordinario dinamismo, dispuestos a utilizar todos sus 
resortes para alcanzar la meta deseada. 

El primer gabinete ministerial con que el nuevo mandatario inició su gobierno incluyó a 
personeros de todos los sectores de la Unidad Popular: socialistas en Interior (José Tohá), 
Relaciones Exteriores (Clodomiro Almeyda), Vivienda y Urbanismo (Carlos Cortés) y Secretaría 
General de Gobierno (Jaime Suárez); comunistas en Hacienda (Américo Zorrilla), Obras 
Públicas y Transportes (Pascual Barraza) y Trabajo y Previsión Social (José Oyarce); radicales 
en Educación Pública (Mario Astorga), Defensa Nacional (Alejandro Ríos) y Minería (Orlando 
Cantuarias); socialdemócratas en Tierras y Colonización (Humberto Martones) y en Salud 
Pública (Óscar Jiménez); mapucista en Agricultura (Jacques Chonchol); apista en Justicia 
(Lisandro Cruz Ponce); y un marxista en Economía, Fomento y Reconstrucción (Pedro 
Vuskovic). Las subsecretarías se distribuyeron cuidando que ministro y subsecretario no fueran 
del mismo grupo político: el Partido Comunista tomó las de Interior, Minería, Previsión Social y 


Secretaría General de Gobierno; el Partido Socialista las de Educación, Transportes y Trabajo; el 
Partido Radical las de Relaciones Exteriores, Hacienda y Vivienda; el MAPU las de Economía y 
Justicia; el API las de Salud y Obras Públicas; y el Partido Social Demócrata la de Agricultura. 
Con análogo criterio se proveyeron las intendencias, gobernaciones y jefaturas de servicios. A 
pesar de la participación en cada sector de la Administración pública de personeros de los 
diversos partidos de la Unidad Popular, la distribución de cargos dio la apariencia de que el 
poder político quedaba preferentemente en manos socialistas, y el económico, a cargo del Partido 
Comunista. 

Con mucho énfasis, el gobierno publicitó que, en la construcción de los equipos de gobierno, 
había presencia en altas funciones de personas venidas de la clase obrera, entre ellas cuatro 
ministros de Estado: Carlos Cortés, Américo Zorrilla, Pascual Barraza y José Oyarce. 

Desde su instalación, los flamantes equipos se empeñaron en demostrar que un «nuevo estilo», 
de intensa actividad y permanente contacto con el pueblo, caracterizaría su acción gubernativa. 
El ejemplo lo dio el propio presidente. Según las palabras entusiastas del periodista Eduardo 
Labarca, «Allende comenzó a estar en todas partes. Viajó a Concepción para firmar el decreto de 
expropiación de la firma de esa zona, Paños Bellavista Tomé, abandonada por los empresarios. 
Recorrió el litoral chileno a bordo de los barcos de guerra de la Armada. Instaló el gobierno 
durante el primer verano de su mandato en Valparaíso, para iniciar la descentralización real del 
país. Invitó a niños de todo Chile a pasar vacaciones con él en el palacio presidencial de Cerro 
Castillo, en Viña del Mar. Fue a la provincia de Cautín cuando campesinos mapuches y 
hacendados armados de metralletas se hallaban a punto de enfrentarse en una batalla de 
consecuencias imprevisibles. Anunció en Lota, rodeado por los mineros y sus familias, el paso a 
poder del Estado de los minerales de carbón de Lota y Schwager. Dialogó con los campesinos, 
con los mineros, con los trabajadores de las fábricas, y también con los dirigentes de las 
organizaciones de terratenientes, industriales y comerciales. Se dio tiempo para hablar una o dos 
veces por semana, anunciando desde La Moneda, desde Valparaíso o desde diversas provincias, 
nuevos pasos, nuevas medidas».3 

En verdad, daba la impresión de una «fuerza en campaña», cuya acción convergía en diversos 
frentes tras los siguientes objetivos: en lo político, hacer sentir a obreros y campesinos que con la 
Unidad Popular «el pueblo había llegado a La Moneda», que este era, efectivamente y por vez 
primera, «su gobierno», y descalificar a los gobiernos precedentes, a los partidos opositores y a 
los poderes legislativo y judicial como instrumentos de intereses minoritarios y reductos de la 
reacción; y en materia económica, «comenzar simultáneamente las transformaciones 
estructurales básicas y las medidas de reactivación económica inmediata». Para lo primero, se 
impulsó la nacionalización del cobre, la reforma agraria, la estatización de la banca y de otras 
empresas, lo que se consideraba de primordial «importancia para facilitar, en su momento, la 
base material para la transición al socialismo». Para lo segundo, se pusieron en práctica políticas 
fiscales y de remuneraciones destinadas principalmente a aumentar la producción de bienes de 
consumo, incrementar su demanda y redistribuir los ingresos. El mayor objetivo social era 
promover «el fortalecimiento de la organización y movilización popular», vinculándola a la 
«solución de los problemas más inmediatos de la gran mayoría del pueblo»: alimentación, 
vestuario, vivienda, salud, educación, etc. Y en lo cultural, se buscaba concientizar a la opinión 
pública nacional (y también internacional) sobre las bondades y eficacias de la «revolución 
chilena». 

Si bien los sectores más representativos de los gremios empresariales procuraron, en un 
comienzo, «abuenarse» con el nuevo régimen, mostrándole ánimo cooperador en busca de 


conciliación. La conducta de la derecha política estuvo marcada por dos rasgos determinantes: su 
intento de reducirlo todo a una confrontación entre «democracia o comunismo» y su 
indisimulada aversión a la DC. 

Partiendo de la premisa de que socialismo y democracia son incompatibles, corolario de la 
identificación —en su fuero interno— de «democracia» con «economía de libre mercado», los 
dirigentes de la derecha política estaban convencidos de que el gobierno de Allende conduciría 
necesariamente al comunismo, lo que solo podría evitarse haciéndolo fracasar. 

Por otra parte, el hondo resentimiento causado por la reforma agraria y la política de cambio 
social realizadas por el gobierno de Frei, agravado por la decisión del PDC de concurrir a la 
elección de Allende en el Congreso Pleno y su rechazo a las maniobras ideadas para impedirlo, 
generó en los más influyentes grupos de derecha una animadversión hacia los 
democratacristianos, acusándonos de débiles, vacilantes e indefinidos, y de haber sido desde el 
gobierno «un pasadizo hacia el marxismo».2 En contraposición, el PN procuró singularizarse por 
su decisión y fortaleza, presentándose como el único baluarte verdadero para defender la libertad 
amenazada por el nuevo régimen, idea que concretó en un eslogan con miras a la elección de 
regidores: «¡Póngase firme junto a un partido firme!». 

Procurando arrastrar a la DC hacia una oposición intransigente, en enero de 1971 el presidente 
del Partido Nacional, Sergio Onofre Jarpa, y el senador de la Democracia Radical Raúl Morales 
plantearon públicamente la constitución de un Frente Cívico o Unitario.£ Al enfatizar como 
indispensable la unidad de todos los chilenos dispuestos a defender la libertad y la democracia, 
ponían al PDC en el dilema de unirse al carro de la derecha o de aparecer como débil y 
titubeante. 

Pero la DC no hizo caso a esos llamados. Nuestra posición, expresada por Fernando Sanhueza, 
vicepresidente del partido, fue categórica: «No aceptamos llamados sediciosos..., somos 
respetuosos de la Constitución y no haremos frente cívico con ningún partido de derecha».Z 

La coalición que proponían era demasiado contradictoriaé y no encontró acogida entre los 
democratacristianos, para quienes la derecha solo representaba intereses minoritarios y estaba 
definitivamente superada por la historia. Así se había expresado en la declaración que el PDC 
emitió luego de la junta nacional de mediados de diciembre de 1970: «La DC expresa su más 
firme convicción de que en el cuadro político actual solo existen dos fuerzas dinámicas, con 
apoyo sólido de la base social, con una organización firme y un pensamiento y programa claros 
que ofrecer al país. Ellas son los partidos marxistas de la UP y el PDC. Los hechos han 
demostrado que los sectores que actúan en la política nacional para defender los privilegios de 
pequeños grupos y los intereses del capitalismo nacional y extranjero, no tienen ningún camino 
válido que ofrecer al país».2 

No era igualmente unánime la opinión de los democratacristianos sobre la UP, sobre lo que 
significaría su gobierno y la manera de comportarse frente a este. Aunque para todos era claro 
que el veredicto de la elección presidencial nos ubicaba en la oposición, había dos visiones 
distintas sobre las perspectivas futuras y la tarea del partido. 

Para algunos, el gobierno de Allende ofrecía una posibilidad concreta de destruir para siempre 
en Chile el sistema capitalista e instaurar un socialismo democrático, objetivos a cuyo logro la 
DC no debía restar su cooperación. Esperaban que, en la medida que prestaran su ayuda, se 
limaría el sectarismo de la UP, lográndose que en ella prevalecieran sus corrientes democráticas 
sobre las totalitarias. 

Otros, en cambio, no creíamos que las tendencias estatistas y totalitarias de los partidos 
marxistas prevalecientes en la UP pudieran ser superadas ni morigeradas a menos que los 


democratacristianos fuéramos intransigentes en exigir del nuevo gobierno una conducta 
lealmente democrática. 

Para los primeros, el PDC debía hacer una oposición colaboracionista que, a la larga, pudiera 
conducir a un entendimiento de proyecciones históricas con la UP. Para los segundos, el partido 
debía realizar una oposición independiente, abierta a colaborar con el nuevo régimen, pero 
cuidadosa de afirmar su propia personalidad y poniendo énfasis en el planteamiento y defensa de 
su alternativa democrática como el mejor camino para el cambio económico social. 10 

Procurando conciliar ambos criterios, la junta nacional, reunida los días 12 y 13 de diciembre, 
definió como tarea del PDC «hacer compatibles dentro de la realidad chilena, los cambios 
sociales y la democracia», lo que implicaba ser «garantía de la preservación del régimen 
democrático» y «fuerza activamente comprometida en las transformaciones necesarias para 
modernizar nuestro país». Y frente al nuevo gobierno, precisó su pauta de conducta en los 
siguientes términos: «El pueblo nos ubicó en la oposición y ahí estaremos, sirviendo al pueblo y 
al país. El proceso de cambios que puso en marcha la DC en 1964 debe seguir adelante. Nosotros 
lo impulsaremos desde la oposición. Enfrentaremos al gobierno del presidente Salvador Allende 
en forma objetiva y limpia. Nos guiaremos, para juzgar sus proposiciones y la acción de su 
gobierno, por el programa que ofrecimos al país en la reciente campaña presidencial. 
Apoyaremos y mejoraremos aquellas iniciativas que sirvan al progreso económico y al 
mejoramiento de las condiciones de vida de los trabajadores. Con la misma claridad, haremos 
valer nuestras discrepancias cuando nuestra concepción de la democracia y del desarrollo 
económico y social nos lleve a rechazar iniciativas o la conducta del gobierno». 11 

Consecuente con esta definición, la nueva directiva nacional que surgió por acuerdo unánime 
de esa junta, presidida por el senador Narciso Irureta, inició su gestión haciendo una visita al 
presidente Allende,12 a quien informó oficialmente sobre la posición del partido, su favorable 
disposición para colaborar en el plano legislativo y llevar adelante las reformas que la UP y la 
DC habían propiciado en la campaña presidencial y su preocupación para que el proceso de 
cambios se desarrollara dentro de los cauces constitucionales y legales. 

Con el fin de limar asperezas y allanar el camino a un diálogo constructivo entre el gobierno y 
la DC, se sugirió a la UP la posibilidad de que esta demostrara su espíritu favorable a la 
colaboración, apoyando como candidato para suceder a Salvador Allende como senador por las 
provincias del extremo sur al dirigente democratacristiano Bosco Parra, cuya afinidad con el 
nuevo gobierno era notoria. También se propuso estudiar en conjunto un proyecto de ley sobre 
nacionalización de la banca, que pudiera ser despachado rápidamente en el Congreso con los 
votos de la combinación de gobierno y la DC. 

Pero la UP proclamó a Adonis Sepúlveda, uno de los dirigentes del PS con fama de más duro 
y sectario, candidato a ocupar en el Senado el sillón de Allende. Al mismo tiempo, los órganos 
de publicidad oficialistas no perdieron ocasión para atacar y aun difamar a destacados personeros 
de la DC, especialmente al expresidente Frei e incluso al nuevo presidente del partido, el senador 
Irureta, presentando cualquier coincidencia del PDC con la derecha como expresión de un 
«contubernio» con proyecciones sediciosasl3 y para denunciar supuestas «conspiraciones» de los 
«sectores derechistas de la DC» conjuntamente con el Partido Nacional y la Democracia 
Radical. 14 

El Partido Socialista, en la resolución final de su XXIII congreso celebrado a fines de enero en 
La Serena, publicada solo a mediados de febrero, descalificó el «reformismo burgués 
demócratacristiano» y denunció que «la burguesía se agrupa alrededor de la DC y 
secundariamente alrededor del PN y la DR. La llamada “izquierda democratacristiana”, con su 


permanencia en ese partido y con su indecisión, está sirviendo de biombo a la derecha y a los 
sectores reaccionarios que participan en la gran conjuración contra el gobierno del camarada 
Salvador Allende y de los trabajadores», agregando que «solo una política de transformaciones 
profundas y de aceleración creciente del proceso revolucionario obligará a una definición a los 
grupos de trabajadores democratacristianos».15 

En su primera reunión plenaria, el MAPU, a través de su secretario general, Rodrigo 
Ambrosio, manifestó su preocupación respecto a que la UP fuese absorbida por el gobierno y 
perdiese su vitalidad de masas y autonomía política, expresando su plena coincidencia con el PC 
respecto a la «toma del poder»1£ y llamando al resto de la UP a «estimular el choque frontal con 
los opositores».17 

El propio presidente Allende, que en el citado congreso de su partido se jugó a favor del sector 
«ultra» dirigido por Carlos Altamirano, contra el moderado que encabezaba Aniceto Rodríguez, 
se sumó a la campaña de denuncias contra el «sector de derecha de la DC», presentándolo en 
contradicción con el «sector izquierdista que comprende las ansias de su pueblo y que levantó el 
programa de Tomic, cuya actitud fue siempre correcta». 18 

Resultó así que la UP, en vez de procurar atraer a la DC para ampliar la base de apoyo social e 
institucional de su gobierno, se empeñó más bien en empujarla hacia la derecha, con la clara 
intención de dividirla, coincidiendo de ese modo con la estrategia del PN. 

Ya entonces, en los primeros meses del gobierno de Allende, quedó en evidencia lo que 
después ha escrito Tomic: «Viví el proceso personalmente y creo que su substancia puede 
resumirse en una sola frase: la estrategia de la UP no fue nunca colaborar con la DC, sino 
dividirla y destruirla».19 

Pese a todo ello, el PDC mantuvo su identidad y se esforzó por realizar una política 
independiente, de oposición definida a la par que constructiva. 


2. PRINCIPALES REALIZACIONES 


El dinamismo impreso desde sus inicios a la acción gubernativa se orientó hacia el inmediato 
cumplimiento de diversos objetivos de su programa, en los más variados aspectos. Prácticamente 
no pasó un día sin que se adoptara una medida impactante; algunas, meramente efectistas, otras, 
de real importancia, pero siempre acompañadas de una bien orquestada publicidad. 

Para alcanzar estos objetivos, el gobierno y la Unidad Popular pusieron en juego, 
naturalmente, todos los recursos de que disponían. En un comienzo, los gremios representativos 
de aquellos intereses tuvieron una actitud cauta, aunque no exenta de expresiones de obsecuencia 
al nuevo régimen. La Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa) manifestó su apoyo a la apertura de 
nuevos mercados de exportaciones y se mostró de acuerdo con las medidas tendientes a 
dinamizar la actividad económica y a contener la inflación.20 El Sindicato de Establecimientos 
Comerciales (Sideco) respaldó los planes gubernativos para rebajar el precio del vestuario2! y la 
Confederación Nacional del Comercio Detallista y de la Pequeña Industria ofreció su 
cooperación al gobierno y anunció su apoyo a la nacionalización de los bancos.22 

Pero quien llegó más lejos en el intento de congraciarse con el nuevo régimen fue la Sociedad 
Nacional de Agricultura (SNA), que se apresuró a ofrecerle su colaboración para el progreso del 
plan del medio litro de leche,23 a proponerle bases para una nueva «empresa agrícola integrada» 
en un «sistema de cooperativas regionales»24 y a señalar el cambio de gobierno como el paso de 
una reforma agraria «demagógica e impulsada por motivos políticos» a una reforma agraria 
técnica y planificada.25 Significativa a este respecto fue la conducta del presidente de la SNA, 


Benjamín Matte, quien haciendo gala de su confianza en el nuevo gobierno, declaró que la UP 
estaba rompiendo las barreras que impedían el desarrollo agricola26 y acusó a la DC de «la falta 
de oxígeno financiero y económico que existió en nuestro país hasta el 4 de noviembre último», 
añadiendo que «ahora, tanto los agricultores como los ciudadanos chilenos respiran mejor».27 A 
comienzos de diciembre viajó a Cuba con el fin de explorar el mercado de este país, expresando 
su interés por el «proceso revolucionario cubano y sus transformaciones del agro».28 Volvió 
entusiasta de las posibilidades del mercado cubano para los productos chilenos.29 

Entre las realizaciones de estos primeros meses de gobierno, destacan el inicio de la 
distribución del prometido medio litro de leche a los niños hasta quince años y la unificación del 
tipo y del precio de la leche y el pan. Se rebajaron las tarifas de servicios eléctricos, los precios 
del vestuario popular y las tasas de interés bancario y se congelaron los precios del gas, de los 
combustibles y de los uniformes, zapatos y útiles para escolares. 

También se estabilizaron las rentas de arrendamiento de los inmuebles urbanos y los 
dividendos pagaderos mensualmente por los adquirentes de viviendas del sector público o 
mediante el Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo. Se dieron facilidades para el pago de las 
cuotas atrasadas y se condonaron las deudas por contribuciones de bienes raíces de avalúos 
modestos. 

Simultáneamente, se estableció un estricto régimen de fijación y control de precios y de 
invariabilidad del tipo de cambio oficial y se programaron medidas para aumentar las 
disponibilidades de bienes y servicios. 

Luego de un solemne acuerdo suscrito entre el gobierno y la Central Única de Trabajadores 
(CUT), se puso en práctica una política de remuneraciones y beneficios previsionales que 
aseguró un reajuste para 1971 en un porcentaje al menos equivalente al alza del costo de la vida 
producido en 1970 y superior respecto de los sueldos, salarios y pensiones que no excedieran de 
dos sueldos vitales, más un incremento mayor de las asignaciones familiares, sin perjuicio de los 
acuerdos a que pudiera llegarse entre empresarios y trabajadores respecto a remuneraciones 
sujetas a negociación colectiva. 

Se anunciaron planes para construir cien mil viviendas en catorce meses, para absorber más de 
trescientos mil cesantes por el Servicio Nacional del Empleo (Sende) y para instalar balnearios 
populares. Se implantó un programa de «trabajos voluntarios» en domingos y festivos para 
promover el desarrollo social en los barrios populares, con participación del propio presidente 
Allende y altos jerarcas del gobierno. Se instalaron teléfonos públicos en algunas poblaciones 
que carecían de esos servicios. 

Se reanudaron las relaciones diplomáticas con Cuba, rotas desde que la Organización de 
Estados Americanos (OEA) adoptara sanciones contra ese país. Chile votó en la Asamblea 
General de las Naciones Unidas por el ingreso de la China comunista a la organización mundial 
y estableció relaciones diplomáticas con ese país, así como con la República Democrática 
Alemana, Corea del Norte y Nigeria. 

A fines de enero partió a las provincias del sur el «Tren de la Salud» para poner en marcha un 
plan sanitario de emergencia y a mediados de febrero lo hizo el «Tren de la Cultura» con el 
propósito de ofrecer al pueblo espectáculos artísticos de teatro, música, ballet y exposiciones 
plásticas. En la misma época salió a Valparaíso y Viña el «Tren de Turismo Popular» que, según 
se dijo, llevó un primer grupo de tres mil pobladores. 

Se crearon, por decretos presidenciales, el Consejo Nacional de Economía, el Consejo 
Nacional Campesino y la Secretaría Nacional de la Juventud y se anunció el inminente envío al 
Congreso de proyectos de ley sobre deportes y recreación, Fondo de Capitalización Nacional, 


Corporación de Desarrollo Agrícola y la creación de los ministerios del Mar y de la Familia. 

El Estado tomó en sus manos, a través de la Empresa Nacional de Petróleo (ENAP), la 
importación de combustible y constituyó una empresa pública, Enadi, para la distribución del gas 
licuado. Intervino dos empresas productoras de alimentos para aves (Nibsa y Purina) para 
asegurar —según se expresó— el abastecimiento a pequeños y medianos avicultores. Expropió 
algunas industrias textiles, como Paños Bellavista Tomé, Lanera Austral, Paños Fiap Tomé y 
Fabrilana. Adquirió el control de la RCA Victor como primer paso para constituir la industria 
electrónica estatal. 

Mediante decreto supremo tomó posesión de los yacimientos carboníferos de Lota y 
Schwager, que pasaron a la administración del Estado. La Compañía de Acero del Pacífico 
(CAP), empresa estatal, compró los minerales de El Tofo y Romeral, consolidando así la 
nacionalización del hierro. Y a fin de llevar a cabo la nacionalización integral de la gran minería 
del cobre, presentó al Congreso un proyecto de reforma constitucional. 

De particular relevancia fueron la política de reactivación y redistribución del ingreso, la 
estatización de la banca y la nacionalización del cobre. 


Política de reactivación y redistribución del ingreso 


El 27 de noviembre de 1970, el ministro de Hacienda Américo Zorrilla expuso la política 
económica del nuevo gobierno ante la Comisión Mixta de Presupuestos del Congreso 
Nacional.30 Luego de señalar que el «gobierno popular» recibía una economía «monopólica» y 
«dependiente» caracterizada por la enorme desigualdad en la distribución del ingreso, la 
desocupación, la subutilización de la capacidad instalada, la inflación y el estancamiento, 
anunció un plan económico para 1971 cuyos objetivos fundamentales eran la reactivación de la 
economía y la redistribución de los ingresos, aparte de los cambios estructurales que se iniciarían 
con la estatización de la banca, la nacionalización de las grandes explotaciones mineras y de 
algunos monopolios de la producción y la distribución, el avance decisivo de la reforma agraria y 
la ampliación del área del comercio exterior. 

El gobierno se proponía lograr una «brusca elevación de los niveles de la actividad 
económica» y «aumentar substancialmente la disponibilidad de bienes y servicios» mediante 
ambiciosos «programas movilizadores» de viviendas, obras públicas, industria, agricultura y 
comercio exterior. 

Por otra parte, buscaba obtener una importante redistribución de ingresos, reajustando las 
remuneraciones por encima del alza del costo de la vida, estableciendo un estricto control de 
precios y llevando a cabo una política tributaria que, junto con disminuir la carga de los sectores 
populares, impusiera fuertes y efectivos gravámenes a los poderosos. 

Proclamaba, al mismo tiempo, el propósito de contener definitivamente la inflación, lo que 
esperaba lograr mediante la congelación del tipo de cambio y la absorción por las empresas de 
los mayores costos derivados de aumentos de remuneraciones y tributos. Esto sería posible 
porque al crecer la producción y la productividad, obtendrían márgenes de excedentes sobre sus 
costos de operación que les permitiría mantener los precios sin variación durante el año 1971. 
Para ello se contaba, también, con «la voluntad política y la movilización del pueblo organizado» 
como «la garantía definitiva de acabar con la inflación en Chile». 

Estas ideas y propósitos se tradujeron en los proyectos sobre ley de presupuestos para 1971 y 
ley de reajustes de remuneraciones, sometidos por el gobierno a la decisión del Congreso 
Nacional. 


Dos fueron las principales objeciones que suscitó el planteamiento económico del gobierno. 
La primera, que cualesquiera que fuera el margen de capacidad del sistema productivo para dar 
respuesta a la mayor demanda, el fuerte incremento del gasto fiscal que el modelo suponía 
crearía presiones inflacionarias de inevitable repercusión en los precios o, si estos se mantenían 
artificialmente congelados, conduciría a la escasez y consiguiente necesidad de racionamiento de 
los bienes de consumo indispensables; la segunda, que la imposibilidad en que se colocaría a las 
empresas para financiar sus costos y tributos parecía encerrar el propósito de provocar un rápido 
traspaso de la propiedad privada al área estatal, sin necesidad de expropiaciones, por la simple 
vía de su asfixia económica. 

También fueron objeto de importante debate dos de los financiamientos propuestos por el 
gobierno: el «blanqueo de capitales» y lo que se llamó el «déficit programado», es decir, la 
utilización del endeudamiento interno del fisco con el Banco Central, dentro de márgenes 
considerables previstos de antemano, como método normal de financiamiento. 

El tiempo se encargaría de dar respuesta a esas objeciones, según se verá más adelante. 
Entretanto, ambos proyectos, el de presupuestos y el de reajustes de remuneraciones, fueron 
aprobados por el Congreso dentro de las líneas propuestas por el gobierno, aunque este y los 
voceros de la Unidad Popular formularon acerbas quejas de que se habrían despachado 
ligeramente desfinanciados, lo que la oposición negó de modo terminante. 

A pesar de que el gobierno tardó varios meses en poner en marcha sus anunciados programas 
de viviendas y obras públicas y la cesantía se elevó en los meses de diciembre y enero a más del 
ocho por ciento, lo que llevó al gobierno a declararla «catástrofe nacional», lo cierto fue que en 
el corto plazo los sectores asalariados aumentaron ostensiblemente sus ingresos, creció la 
producción de vestuario, calzado, útiles para el hogar, artículos eléctricos y otros bienes de uso 
corriente, y el consumo popular se incrementó de manera importante. 


Estatización de la banca 


El 30 de diciembre de 1970 el presidente de la República se dirigió al país por cadena nacional 
de radios y televisión para hacer lo que calificó como un «anuncio trascendental»: la decisión 
gubernativa de estatizar el sistema bancario, para cuyo efecto, dijo, «he resuelto enviar la 
próxima semana al Congreso un proyecto de ley».31 

Junto con este anuncio, Allende formuló una oferta del gobierno para «comprar todas las 
acciones de la banca privada», lo que ofreció como «otra alternativa que, además de acelerar el 
proceso, represente una buena opción para todos los accionistas, especialmente los pequeños». El 
precio sería la cotización promedio en la Bolsa de Comercio durante el primer semestre de 1970, 
muy superior al valor vigente a la fecha del anuncio, sin perjuicio de la posibilidad de convenir 
otro precio por paquetes importantes. El pago se haría en certificados de ahorro reajustables, 
susceptibles de liquidarse en cualquier momento o en plazos hasta de siete años, según fuera el 
monto de la venta. Advirtió el presidente que en el proyecto de ley se consideraba un precio 
inferior y un plazo de quince años en cuotas no reajustables. Esta oferta regiría solo entre el 11 y 
el 30 de enero de 1971 y se haría efectiva por intermedio de las agencias del Banco del Estado en 
todo el país. 

En la misma ocasión, el presidente informó que el Banco Central, en uso de sus atribuciones, 
había fijado el «nivel máximo de las tasas de interés bancario para el primer semestre de 1971» 
en un veinticinco por ciento por debajo del vigente en el segundo semestre del año que concluía. 

La Democracia Cristiana había manifestado públicamente su disposición a una reforma 


bancaria profunda y sustancial, e incluso la directiva nacional había ofrecido directamente al 
presidente de la República el estudio en conjunto de un proyecto en este sentido. Nuestra 
propuesta apuntaba a la «cooperativización» del sistema bancario, bajo una dirección en que 
participaran tanto los accionistas y el Estado, como los usuarios o depositantes y los trabajadores 
de los bancos. Esta idea distaba mucho de la anunciada por Allende, que buscaba derechamente 
la «estatización» de los bancos, entregando al gobierno el monopolio del manejo del crédito y 
con ello, un peligroso instrumento de poder y de control políticos.32 

El proyecto anunciado por Allende para «la próxima semana» no se presentó jamás. Sin 
responder siquiera a nuestras proposiciones y prescindiendo de todas las críticas, el gobierno 
llevó adelante su oferta de compra de acciones bancarias por la vía administrativa. Se valió para 
ello de la Corporación de Fomento de la Producción (Corfo), organismo público cuya función 
legal era elaborar, desarrollar y ejecutar planes de fomento de la producción nacional. Invocando 
sus facultades, la Corfo resolvió comprar las acciones de todos los bancos, contrató con el Banco 
Central una línea especial de crédito para cubrir el precio y confirió un mandato al Banco del 
Estado para materializar la operación. 

Una comisión especial designada por la Cámara de Diputados para investigar la materia 
declaró ilegal este procedimiento. Lo mismo hicieron la Comisión Antimonopolios y la Corte 
Suprema. Pero tanto el Consejo de Defensa del Estado como la Contraloría General de la 
República lo estimaron ajustado a derecho. 

El 5 de enero, la Superintendencia de Bancos dispuso la intervención de toda la banca 
particular, «a fin —dijo— de supervigilar las operaciones crediticias y hacer efectivo un control 
preventivo».33 Fue obvio que la medida perseguía aumentar la incertidumbre de los accionistas y 
decidirlos a vender. 

Como al 30 de enero solo se había logrado el control de dos bancos (el Israelita y el 
O'Higgins), se prorrogó indefinidamente el plazo para la compra de acciones por la Corfo. 
Simultáneamente, esta decidió que todas sus filiales retiraran sus fondos de los bancos privados y 
los depositaran exclusivamente en el del Estado, y el gobierno ordenó otro tanto respecto a los 
depósitos fiscales. 

Utilizando simultáneamente incentivos34 y presiones35 para estimular a los accionistas a que 
vendieran sus acciones, el gobierno fue logrando su objetivo. A pesar de la condena de la 
Confederación de la Producción y del Comercio a la estatización bancaria, fundada en el aserto 
de «si el poder de otorgar créditos queda en una sola mano, el Estado, termina definitivamente 
toda posibilidad de libertad en Chile»,36 los hombres de negocios se demostraron menos firmes 
en defender sus convicciones y la libertad amenazada que en cuidar el interés inmediato de sus 
bolsillos. La Asociación de Bancos de Chile fijó oficialmente su posición declarando que, 
respecto «a la proposición que se hace a los accionistas de los bancos de comprar sus acciones..., 
corresponderá a ellos estudiar las consecuencias y factibilidad de la negociación, con los 
antecedentes que se les proporcionen, cuando se formalice la oferta».37 Consecuentemente, casi 
todos los «grandes» vendieron sus acciones, salvo honrosas excepciones como el principal 
accionista del Banco de Crédito e Inversiones.38 

En su discurso al país el 30 de marzo siguiente, en vísperas de la elección general de 
regidores, el presidente Allende pudo jactarse de tener «el 35 por ciento de las acciones del 
Banco de Chile; el 65 por ciento del Banco Continental; el 85 por ciento del Banco Israelita; el 
84 por ciento del Banco Nacional del Trabajo; el 97 por ciento del Banco O”Higgins; el 95 por 
ciento del Banco Panamericano; el 61 por ciento del Banco Sur de Chile; el 91 por ciento del 
Banco de Talca; el 64 por ciento del Banco de Valdivia», agregando que «en pocos días más 


aumentaremos nuestra presencia en algunos bancos que no he nombrado y tendremos más del 
cincuenta por ciento». Efectivamente, al finalizar el año 1971 el Estado controlaba totalmente 
quince bancos comerciales, entre ellos cuatro de los cinco extranjeros, y en los once restantes 
«era muy lejos el principal accionista, estando ya en varios de ellos a muy escaso margen de 
lograr el control de la administración».39 


La nacionalización del cobre 


El 21 de diciembre de 1970, en multitudinaria concentración frente al palacio presidencial, 
Allende anunció al país el envío al Parlamento de un proyecto de reforma constitucional para 
«recuperar el cobre para Chile», lo que pomposamente calificó de «segunda independencia 
nacional». En el mismo acto firmó dicho proyecto, como también los decretos mediante los 
cuales se crearon el Consejo Nacional Campesino y la Secretaría Nacional de la Juventud, 
teniendo a su lado, en la tribuna, a dirigentes juveniles, campesinos y trabajadores del cobre.40 El 
proyecto planteaba las siguientes proposiciones fundamentales: 

Declaración del dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible del Estado sobre 
todas las minas, facultando el otorgamiento de concesiones a particulares para su exploración o 
explotación. 

Declaración de que, en caso de expropiarse cualquier clase de bienes necesarios para la 
explotación de empresas mineras calificadas como «gran minería», la indemnización sería 
equivalente al «costo original de dichos bienes, deducidas las amortizaciones, castigos, 
agotamientos de minas y desvalorización por obsolescencia», se pagaría en el plazo de treinta 
años con el interés del tres por ciento anual y el Estado tomaría posesión inmediata de los bienes 
tan pronto se ordenara su expropiación. 

Declaración de que este mismo procedimiento debería aplicarse cada vez que se nacionalicen 
riquezas o recursos naturales del país, elementos substanciales o de otro orden destinados a su 
aprovechamiento, o empresas de importancia preeminente para la actividad económica nacional. 

Declaración de que, siempre que por razones de interés general la ley modifique o suprima 
derechos de particulares, estos no podrían invocar ningún beneficio, franquicia, liberación o 
garantía emanados de «acuerdos, convenios, convenciones o contratos celebrados con el Estado 
o con sus autoridades», aun cuando hubieran sido otorgados en conformidad a las leyes vigentes 
o aprobadas por ley. 

Declaración de que, mientras una nueva ley reglamentase la forma y condiciones de las 
concesiones mineras, quienes tuvieran entonces propiedad minera quedarían en calidad de meros 
concesionarios, pero regidos por la legislación vigente en cuanto al uso y goce de sus derechos. 

Finalmente, el proyecto declaraba la decisión de nacionalizar mediante su expropiación todos 
los bienes constitutivos de la llamada «gran minería del cobre», los que serían individualizados 
por el presidente de la República, y la determinación de las reglas especiales por las que dicha 
expropiación se regiría, entre otras, las siguientes: quedarían disueltas las sociedades mineras 
mixtas constituidas bajo el gobierno anterior y sin efecto todas las estipulaciones que se hubieran 
convenido para formarlas o para pactar su ulterior nacionalización total; de la indemnización que 
procediera, conforme a las normas antes señaladas, se disminuirían las «rentabilidades 
excesivas» que las empresas expropiadas o sus antecesoras hubieren devengado anualmente 
desde 1955; y la determinación del monto de la indemnización la haría la Contraloría General de 
la República y sería apelable, por el Estado y por los expropiados, ante un tribunal especial que 
se creaba, formado por el presidente de la Corte Suprema, un ministro del Tribunal 


Constitucional, el presidente del Banco Central, el director de Planificación Nacional y el 
vicepresidente de la Corporación de Fomento de la Producción. 

La presentación de este proyecto dio origen a un intenso debate nacional y a un exhaustivo 
análisis parlamentario. Los chilenos tenían conciencia de que bajo el gobierno de Frei se había 
iniciado el proceso de recuperación del cobre para nuestro país y que la idea misma de llevar 
adelante la nacionalización integral de los grandes minerales de cobre era compartida por la 
mayoría. Ella había formado parte de los programas presentados al país por dos de los tres 
candidatos presidenciales, Allende y Tomic, que en conjunto reunieron las dos terceras partes de 
la votación nacional. Tampoco encontró oposición en los sectores de derecha, por lo que en su 
discusión general el proyecto fue aprobado en ambas Cámaras por unanimidad. 

La controversia se centró, sin embargo, en varias cuestiones que suscitaban fuertes dudas y 
justificadas reservas. Las principales fueron las siguientes: 

¿Era necesaria una reforma constitucional para llevar a cabo la nacionalización del cobre? 
Aunque pudiera ser útil establecer en la Constitución algunos principios básicos sobre la materia, 
no era ello de modo alguno indispensable y el camino escogido de disponer la nacionalización 
mediante disposiciones transitorias de la Carta Fundamental rompía la armonía de este cuerpo y 
era reñido con cualquier buena técnica jurídica. El gobierno arguyó la trascendencia nacional de 
la materia y la necesidad de precaver posibles recursos judiciales de las empresas expropiadas 
que cuestionaran la constitucionalidad de la nacionalización y entrabaran su cumplimiento. 
Detrás de esas alegaciones se escondía, sin duda, su interés en reservarse la posibilidad de 
recurrir a un plebiscito si el Congreso no aprobaba el proyecto en términos para él 
satisfactorios.41 La oposición optó por no hacer cuestión sobre este asunto. 

¿Era necesario deshacer lo avanzado en el proceso de chilenización del cobre mediante la 
constitución de las sociedades mineras mixtas, en varias de las cuales el Estado tenía mayoría? 
Los democratacristianos creíamos más simple y razonable completar la nacionalización 
limitándose a expropiar las acciones que restaban en manos de empresas extranjeras. Retraer las 
cosas al estado anterior a la formación de las sociedades mixtas, para expropiar todos los bienes 
afectos a la explotación de la gran mayoría del cobre como si fueran íntegramente de dominio 
extranjero, nos parecía absurdo. Pero en esta materia, la Unidad Popular se demostró más 
empeñada en el mezquino propósito de desconocer y desprestigiar todo lo hecho por el gobierno 
del presidente Frei que en buscar la fórmula más expedita y eficiente de llegar a la 
nacionalización total. Gran parte de sus intervenciones parlamentarias y sus mayores esfuerzos 
propagandísticos se destinaron a presentar como un fracaso nefasto para el interés nacional la 
política cuprifera del gobierno democratacristiano. Fue inútil que en el debate parlamentario se 
demostrara circunstancialmente lo mucho que Chile había avanzado y ganado como fruto de esa 
política;42 lo importante para los sectores oficialistas fue presentar al gobierno de Frei como 
sirviente del imperialismo. Sin embargo, la propia argumentación gobiernista para diferenciar la 
nacionalización de la reexpropiación, en cuanto aquella «se refiere a actividades económicas y 
sociales en su integridad, y a empresas más que a bienes individuales y determinados», 4 llevó en 
definitiva al ministro de Minería, Orlando Cantuarias, a aceptar que la nacionalización no tendría 
como objeto «los bienes necesarios para la explotación de la gran minería del cobre», sino «las 
empresas de la gran minería del cobre», cuyo capital se transferiría a la Corporación del Cobre y 
a la Empresa Nacional de Minería, pasando a ser las sociedades así integradas «continuadoras 
legales de las empresas nacionalizadas». En estos términos se aprobó el proyecto.44 

¿Qué actividades, empresas y bienes quedarían comprendidos dentro de las normas sobre 
nacionalización? Aunque el fin ostensible del proyecto era recuperar integralmente para Chile la 


gran minería del cobre, eliminando toda intervención en ella de las compañías extranjeras, su 
redacción daba margen para que sus preceptos pudieran aplicarse, con igual rigor, a cualquier 
empresario, nacional o extranjero, grande, mediano o pequeño, que aun en calidad de 
subcontratista, aportare bienes «necesarios para la normal explotación» de lo que una ley 
calificare de «gran minería», ya fuera de cobre, hierro o cualquier otra substancia. Y, lo que era 
más grave, uno de los incisos del proyecto ampliaba expresamente el ámbito de su aplicación a 
cualquier clase de «riquezas o recursos naturales del país, elementos materiales o de otro orden 
destinados a su aprovechamiento, o empresas de importancia preeminente para la actividad 
económica nacional». Dentro de esta enunciación cabían, obviamente, todos los bienes 
productivos y gran parte de los destinados al comercio, lo que daba pie a la sospecha de que se 
trataba de aprovechar el consenso general en torno a la nacionalización de la gran minería del 
cobre, para hacer extensivas sus reglas al resto de los bienes de capital y facilitar, de este modo, 
la estatización general de la economía. Como es lógico, esta especie de contrabando, que 
manifiestamente excedía el objeto específico del proyecto, fue denunciado y rechazado por la 
oposición. El texto aprobado en definitiva se limitó a la gran minería del cobre y contempló, 
separadamente, la situación de los bienes de terceros directa y necesariamente destinados a la 
normal explotación de las actividades o empresas nacionalizadas. 

¿Cuáles serían los efectos de las concesiones mineras que en el futuro se otorgaran y en qué 
situación quedarían los entonces titulares de propiedades mineras? El dominio del Estado sobre 
las minas era un concepto incorporado desde antiguo a la tradición jurídica chilena. Venía de las 
Ordenanzas de Nueva España de la época colonial y fue expresamente consagrado en el artículo 
591 del Código Civil, dictado a mediados del siglo XIX. Lo que se discutía era la naturaleza de 
las concesiones que el Estado otorgaba para explotar yacimientos mineros, que el Código de 
Minería denominaba «pertenencia» o «propiedad minera», pero que la mayor parte de la doctrina 
consideraba como derecho real distinto del dominio, de naturaleza sui géneris, susceptible de 
caducarse por incumplimiento de su función social. El proyecto nada precisaba al respecto, 
dejando abierta la posibilidad de que el derecho de los futuros concesionarios quedara al mero 
arbitrio de la Administración y el de los mineros con concesiones vigentes fuere desconocido en 
cualquier instante, lo que provocaría una situación de inseguridad que podría paralizar la 
actividad minera con grave daño para la economía nacional. El texto aprobado por el Congreso 
descartó esos riesgos, asegurando la adecuada protección jurisdiccional de los derechos del 
concesionario y disponiendo que la futura ley que regulara los efectos de las concesiones mineras 
otorgaría un plazo a los concesionarios vigentes para cumplir los nuevos requisitos que se 
exigieren para merecer el amparo y garantías legales. 

¿Qué alcance tendría la norma que privaba de toda eficacia a los derechos o garantías 
reconocidos por el Estado a particulares mediante acuerdos u otros actos con efectos 
contractuales? Cuando el presidente Allende explicó al país el sentido del proyecto, expresó que 
se trataba de terminar definitivamente «toda posibilidad de existencia de contratos-leyes. El 
Estado queda en libertad para modificar lo que haya pactado con particulares, si así lo requiere el 
interés nacional, sin otra obligación que la de indemnizar al afectado».4 Esa tesis no se apartaba 
en nada de la doctrina jurídica generalmente aceptada respecto a las relaciones contractuales de 
derecho público. Pero en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del 
Senado, el presidente del Consejo de Defensa del Estado, Eduardo Novoa, asesor jurídico del 
presidente de la República y principal redactor del proyecto, sostuvo otra cosa bien distinta. 
Textualmente dijo: «Cuando se trata de dejar sin efecto, por razones de interés general, un 
derecho adquirido o un beneficio o privilegio obtenido en virtud de un acuerdo, convención o 


contrato, no puede oponerse a la decisión del Estado absolutamente ninguna excepción, ni 
siquiera el reclamo de una indemnización, como pareciera desprenderse la parte expositiva del 
mensaje en debate». Y para ilustrar sus palabras con un ejemplo, recordó la necesidad de una 
reforma previsional, aseverando que, sin un precepto constitucional de este tipo, sería 
«absolutamente imposible acometer un cambio en esta materia».46 ¿A quién debía creerse: al 
presidente de la República o a su asesor letrado? Desgraciadamente, la redacción del proyecto 
daba razón a este último y significaba desconocer, absolutamente y sin compensación alguna, 
todos los derechos emanados para particulares de vínculos contractuales con el Estado y suprimir 
todo derecho adquirido, aun en materia previsional. La cuestión dio origen a un arduo debate en 
el Parlamento y en definitiva se aprobó, por mayoría de votos, un texto autorizando al legislador 
para modificar o extinguir los «regímenes legales de excepción o tratamientos administrativos 
especiales» que el Estado hubiere otorgado mediante contratos o convenciones celebrados con 
autorización o aprobación de ley, dejando entregada al mismo legislador la facultad de disponer 
una compensación a los afectados que sufrieren un perjuicio directo, actual y efectivo. 

¿Cuál era el real significado del precepto que permitía deducir, de la indemnización a las 
empresas expropiadas, los «beneficios excesivos» que hubieren obtenido, y qué consecuencias 
podría acarrear? El proyecto del gobierno, luego de fijar bases perentorias para determinar la 
indemnización que correspondería a las personas o empresas afectadas por la nacionalización, 
prescribía que dicha indemnización debería ser «disminuida en un monto equivalente a las 
rentabilidades excesivas que estas personas o empresas o sus antecesores hubieren devengado 
anualmente desde 1955 por sobre la rentabilidad normal que ellas mismas, o empresas similares, 
hayan obtenido en el conjunto de sus operaciones internacionales». Tanto el cálculo de la 
indemnización como el de la disminución correspondiente se harían por la Contraloría General 
de la República. 

Fundamentando esta disposición, los personeros del Ejecutivo expusieron que las compañías 
de la gran minería del cobre habían obtenido, de la explotación de una riqueza que es patrimonio 
nacional de los chilenos, utilidades varias veces superiores a sus inversiones, por lo que resultaba 
equitativo restar esos beneficios excesivos de la indemnización a que tuvieran derecho. La idea 
misma casi no mereció objeciones, pero a nadie podía escapar que su aplicación podría ser fuente 
de dificultades para Chile si las empresas norteamericanas lograban presentarla en su país y ante 
el mundo como un despojo discriminatorio. Su conveniencia dependería, por lo tanto, de la 
ecuanimidad y criterio con que se llevara a la práctica. 

Inspirados en esta preocupación, los senadores democratacristianos propusimos que las 
normas sobre esta materia tuvieran carácter facultativo en vez de imperativo, de modo que 
quedara en manos del presidente de la República la facultad discrecional de decidir la 
disminución total o parcial de los beneficios excesivos que las empresas expropiadas hubieran 
obtenido, las que determinaría tomando en cuenta las rentabilidades normales de ellas o sus 
antecesoras en el conjunto de sus operaciones internacionales, los acuerdos que en materia de 
rentabilidad máxima de empresas extranjeras establecidas en el país hubiera celebrado el Estado 
chileno (concretamente, el Acuerdo de Cartagena) y las normas comprendidas entre el Estado y 
las empresas nacionalizadas sobre dividendos preferenciales para la Corporación del Cobre 
cuando el precio del metal hubiere subido de ciertos niveles. Así se aprobó, en definitiva, lo que 
se calificó de acto de confianza del Parlamento en el presidente de la República, a quien de este 
modo se entregó una facultad que le permitía, en ejercicio de sus funciones de administrador del 
Estado y apreciando todas las circunstancias, decidir según su criterio lo que resultare más 
conveniente para el interés nacional.47 


¿De qué manera la nacionalización afectaría los derechos de los trabajadores del cobre y la 
participación de las provincias productoras en los ingresos de la gran minería? El proyecto del 
gobierno nada decía al respecto, lo que significaba dejar la situación de los trabajadores a merced 
del presidente de la República y terminar la participación en los fondos del cobre que la 
legislación entonces vigente consagraba a favor de esas provincias. Por indicación parlamentaria, 
en el Congreso se agregaron al proyecto normas especiales disponiendo expresamente que los 
trabajadores del cobre conservarían todos sus derechos y que sus relaciones con las 
continuadoras legales de las empresas nacionalizadas seguirían rigiéndose por el estatuto de los 
trabajadores del cobre, como, asimismo, continuarían en vigencia los preceptos que destinaban 
parte de los ingresos del cobre a las provincias especialmente vinculadas a su producción. 

A comienzos de mayo de 1971 el proyecto quedaría totalmente despachado en ambas ramas 
del Congreso, en poco más de cuatro meses de discusión parlamentaria, de la que salió 
manifiestamente mejorado, lo que el ministro de Minería reconoció hidalgamente.48 Conforme a 
las normas que regían la tramitación de un proyecto de reforma constitucional, el 11 de julio se 
reunió el Congreso Pleno para su ratificación, la que se produjo por unanimidad. Ese día fue 
declarado por el gobierno Día de la Dignidad Nacional y celebrado con una concentración en la 
plaza de los Héroes de Rancagua, desde donde el presidente de la República se dirigió al país por 
cadena nacional de radio y televisión. Empezó Allende su discurso enfatizando que ese era «el 
Día de la Dignidad porque Chile rompe con el pasado. Se yergue con fe en el futuro y empieza el 
camino definitivo de su independencia económica, que significará su plena independencia 
política». Luego, criticó la forma como el Congreso había despachado su proyecto y se extendió 
sobre «las dificultades que el gobierno tendría que enfrentar en la explotación de los minerales, 
debido a las condiciones en que serían entregados por las firmas norteamericanas», de lo que 
culpó especialmente al gobierno democratacristiano.49 

Este discurso motivó una declaración del Partido Demócrata Cristiano lamentando que el 
presidente hubiera hecho «un enfoque excluyente y partidista de un acontecimiento del cual 
hemos sido y somos parte todos los chilenos», y una enérgica réplica por televisión y cadena 
radial de nuestro camarada, el senador Renán Fuentealba, quien acusó a Allende y a su gobierno 
de haber aprovechado la ratificación unánime por el Congreso del proyecto sobre 
nacionalización del cobre para desatar «una odiosa campaña de publicidad» centrada en un 
mezquino e infundado ataque al gobierno de Frei, y demostró la falsedad de las acusaciones 
livianamente formuladas por el presidente en Rancagua.30 

El 15 de julio el presidente Allende promulgó solemnemente la reforma. En un gesto típico de 
su manera de actuar, en que se alternaban los ataques públicos a la oposición con actitudes 
protocolares conciliadoras, invitó a esa ceremonia al presidente de la Corte Suprema, el 
presidente de la Cámara de Diputados, y al presidente del Senado, cargo que en esos momentos 
era ocupado por mí. 

En la ceremonia, hice una declaración destacando la contribución del Parlamento a la reforma 
promulgada y la responsabilidad del Ejecutivo en su aplicación. «El poder legislativo —dije— 
ha puesto en manos del pueblo de Chile y su gobierno los instrumentos jurídicos necesarios para 
llevar a término una de las más sentidas aspiraciones nacionales, tarea que supera los marcos 
partidistas y debe ser cumplida con el patriotismo, coraje y tino que exigen los superiores 
intereses del país».21 


3. PRINCIPALES CONFLICTOS 


La ya comentada ambigůedad del camino que había diseñado el gobierno no tardó en ponerse de 
manifiesto. Mientras el presidente de la República, algunos de sus colaboradores y los dirigentes 
máximos de la combinación gubernativa reiteraban sus declaraciones de respeto al régimen 
constitucional y a la legalidad, las autoridades administrativas cometían o amparaban múltiples 
arbitrariedades y los Comités de Unidad Popular (CUP) y algunos grupos extremistas recurrían a 
las vías de hecho para imponer su voluntad. 

Se hablaba de pluralismo y de respeto democrático, pero apenas asumido el gobierno, se inició 
una odiosa, procaz y generalizada campaña de difamación contra los adversarios del nuevo 
régimen, singularizada especialmente en ciertos sectores de derecha y en el expresidente Frei y 
sus más inmediatos colaboradores, a lo que se sumaron manifestaciones de prepotencia que 
fueron haciéndose cada vez más frecuentes y que a veces se tradujeron en hechos violentos de 
fatales consecuencias. 

Mientras el gobierno públicamente repudiaba la violencia y hablaba de «persuasión» para 
avanzar en las reformas, cuarenta y tres extremistas de izquierda, todos del MIR y de la 
Vanguardia Organizada del Pueblo (VOP), acusados de una serie de delitos comunes y políticos, 
eran indultados por el presidente Allende. 

En cuanto a la justicia, se afirmaba que el gobierno quería democratizarla, pero lejos de ello, 
propuso establecer en el país «tribunales vecinales» al estilo de los que funcionaban en la Unión 
Soviética, Cuba y otros países comunistas, destinados a ejercer un verdadero control político 
sobre la población. 

Se repetía insistentemente que la reforma agraria se haría conforme a la ley, respetando a los 
pequeños y medianos propietarios y a las organizaciones campesinas. Pero una ola de tomas u 
ocupaciones ilegales se desencadenó en los campos, sin distinguir entre predios grandes y chicos. 
Los funcionarios del sector agrícola, aunque decían tomar en cuenta a las organizaciones 
campesinas, prescindían de ellas cuando sus dirigentes no eran adictos al nuevo régimen. 

A mediados de diciembre, el Partido Nacional denunció que en Chile se estaba produciendo 
«una grave trasgresión al Estado de derecho».22 Y el 21 de ese mes, en la sesión del Congreso 
Pleno para ratificar la reforma constitucional sobre el estatuto de garantías democráticas, el 
nuevo presidente del PDC, el senador Narciso Irureta, luego de expresar que «no deseamos por 
ningún motivo crear abismos insalvables entre gobierno y oposición» y de afirmar su creencia de 
que «estamos a tiempo para que se rectifiguen algunas actitudes que podrían malograr la tarea 
del señor Allende y crear en el alma nacional desmoralizaciones de consecuencias lamentables», 
dijo no poder silenciar «algunos hechos negativos que ensombrecen la imagen del gobierno y de 
los partidos que lo apoyan», entre los cuales mencionó «las acciones directas, realizadas al 
margen de la ley» por sectores políticos que se dicen afectos al presidente de la República y 
sobrepasan su autoridad, «la pasividad de algunas autoridades administrativas ante 
arbitrariedades» notorias, la «sostenida campaña» de la prensa oficialista («claramente amparada 
en el silencio de la autoridad») para «enlodar y destruir el prestigio personal de destacados 
personeros del gobierno del señor Frei y del PDC..., las ocupaciones ilegales de terrenos», ante 
las cuales «las autoridades administrativas se han cruzado de brazos..., la persecución 
administrativa desencadenada contra los funcionarios más modestos de la Administración 
pública que no pertenecen a los partidos de gobierno», la «campaña claramente encaminada a 
destruir la independencia del poder judicial» y «la existencia de grupos armados que pueden 
delinquir sin temor a la acción de la autoridad». Destacando la lealtad de nuestro partido «con el 
país, con el régimen democrático que nos comprometimos a preservar, con el gobierno del señor 
Allende y con el proceso de cambios que ayudaremos a continuar», Irureta advirtió en esa 


solemne ocasión: «No son los cambios los que nos apartarán del gobierno del señor Allende; son 
las actitudes antidemocráticas de algunos grupos que dicen apoyar su gobierno y que pueden, 
antes de lo que muchos creen, terminar convertidos en los más peligrosos enemigos tanto del 
gobierno del señor Allende como del pais entero».23 

Pero la Unidad Popular, sorda a tales protestas y advertencias, prosiguió inalterable su camino, 
en el que las palabras de buena crianza del presidente eran a cada instante desmentidas por los 
hechos y actuar de sus subordinados, y muchas acciones plausibles del gobierno, empañadas por 
la arbitrariedad y el sectarismo de sus partidarios. 


Campaña publicitaria de descalificación y descrédito en contra de la oposición 


Al mismo tiempo que el gobierno avanzaba en las realizaciones programáticas reseñadas, se iba 
generalizando un clima de intensa confrontación política, agitación social y violencia verbal y 
física, que fue en progresivo aumento hasta llegar a convertirse en el rasgo constante más 
característico del periodo presidencial de Allende. 

Desde los primeros días subsiguientes a la instalación del nuevo gobierno, se desencadenó una 
agresiva campaña publicitaria de descalificación y descrédito contra caracterizados personeros de 
la derecha y de la Democracia Cristiana. Imputaciones de complicidad en el asesinato del general 
Schneider y en maniobras para impedir que Allende asumiera la presidencia, de manejos para 
precipitar la crisis económica, de negociados, escándalos e intenciones golpistas, empezaron a 
difundirse copiosamente en los medios de publicidad afectos a la Unidad Popular. 

Los ataques se dirigían simultáneamente contra dirigentes de los partidos Nacional y 
Democracia Radical, del movimiento Patria y Libertad, de algunos sectores empresariales y 
contra aquellos que calificaban como «corriente freísta» de la Democracia Cristiana, procurando 
confundirlos a todos en un mismo saco como «enemigos del pueblo». Entre los 
democratacristianos, los dardos más venenosos apuntaban contra el exministro del Interior 
Edmundo Pérez (a quien se calificaba de «asesino» de pobladores de Puerto Montt), el 
exministro de Hacienda Andrés Zaldívar (a quien se responsabilizaba de haber promovido el 
pánico financiero subsiguiente al triunfo de Allende) y contra el propio expresidente Frei. 

Análoga campaña se implementaba en provincias contra algunos agricultores, hombres de 
negocios, dirigentes o parlamentarios de los partidos no gobiernistas y funcionarios del gobierno 
democratacristiano. 

Aunque las más altas autoridades del gobierno y de la Unidad Popular no participaban 
directamente en esa campaña, tampoco ejercían real influencia para detenerla. El Partido 
Demócrata Cristiano creyó, en un principio, que el asunto podría solucionarse tratándolo 
directamente con esas autoridades, pero a pesar de sus promesas, tales gestiones fueron vanas y 
los desbordes periodísticos prosiguieron con creciente agresividad. 

La difamación sistemática, la acusación de «sedicioso» y «golpista» y hasta el insulto procaz, 
pasaron a ser armas habituales de la publicidad oficialista contra los opositores. Los diarios 
Clarin,54 Puro Chile y Las Noticias de Última Hora35 y la revista Punto Final 56 daban la nota 
alta en la materia, marcando el debate periodístico y la lucha política con una tónica de grosería, 
sordidez y odiosidad en la cual fueron cayendo también algunos órganos opositores, como el 
diario Tribuna3” y Sepa,38 y que prosiguió en constante aumento hasta el termino del regimen. 

El propio Allende contribuyó a alentar ese clima de malsana odiosidad cuando declaró 
enfáticamente, a los tres meses de gobierno: «Yo no soy presidente de todos los chilenos»,32 así 
como cuando en sus improvisadas exposiciones públicas se dejaba llevar por el entusiasmo, 


empleando un lenguaje agresivo contra ciertos sectores, formulando acusaciones de delitos que 
nunca llevó a la justicia o denunciando proyectos sediciosos cuyos hilos decía conocer, pero que 
jamás precisó. 

Ejemplo significativo de esta conducta fue el llamado «complot del cobre», denunciado con 
escándalo por el oficialismo como una maniobra de «rifleros especuladores y agentes de la CIA» 
para provocar una baja artificial del precio del cobre en perjuicio de Chile. Un diario gobiernista 
pretendió mezclar en esa maniobra al presidente democratacristiano, el senador Narciso Irureta, 
quien, emplazado por el propio Allende, proporcionó antecedentes demostrativos de que en 
realidad había existido un intento de negociado en el que aparecían envueltos algunos hombres 
del régimen.60 El proceso judicial sobre estos hechos terminó con el sobreseimiento de los 
inculpados, pero el episodio y su explotación sensacionalista contribuyeron a enlodar la 
convivencia nacional. Su intervención valió al senador Irureta una violentísima campaña de 
difamación, que él mismo denunció en el Senado como «parte del sistema de amedrentamiento 
con que se pretende acallar a los sectores de oposición y destruir nuestro sistema democrático. Al 
ejercicio legítimo de la oposición democrática se responde con amenazas, insultos y calumnias. 
Y esto no solo se hace con los dirigentes de la oposición. Es el mismo sistema que se emplea 
contra las mujeres, contra los trabajadores, contra los campesinos y los pobladores, en los centros 
de madres, sindicatos y juntas de vecinos».61 


El control total de la administración del Estado 


Otro escenario muy importante donde la UP demostró sus apetitos de poder y su menosprecio a 
los derechos ajenos fue la Administración pública. Tan pronto asumió Allende y aun antes, todos 
los funcionarios que desempeñaban cargos de confianza del jefe de Estado presentaron sus 
renuncias. También lo hicieron algunos jefes de servicios y empleados superiores que, conforme 
a la Constitución Política, no podían ser removidos sino con acuerdo del Senado. Pero los 
partidos oficialistas revelaron la intención decidida de tomar rápidamente en sus manos el control 
total de la administración del Estado, sin respeto alguno por la carrera funcionaria. Para ello 
desataron una agresiva campaña publicitaria, acusando a numerosos funcionarios de «apernarse» 
en sus cargos, de los cuales al mismo tiempo se les removía mediante decisiones administrativas 
que los destinaban a otras funciones —generalmente ajenas a su  especialidad-=, 
encomendándoles «comisiones de servicios», las más de las veces absolutamente inútiles o en 
lugares apartados. Muy pronto estos procedimientos se extendieron a los sectores profesionales y 
técnicos de los servicios públicos y empresas del Estado y aun a los empleados meramente 
administrativos. 

A las dos semanas de la instalación del nuevo régimen, la directiva DC se vio en la necesidad 
de denunciar públicamente «el claro propósito de integrantes de la combinación de gobierno de 
entrar a saco en los cargos servidos por funcionarios de carrera» y la amenaza que ello 
significaba para empleados de rango inferior, recordando las públicas promesas del presidente 
Allende de respetar la estabilidad administrativa y requiriendo la dictación de una ley que la 
garantizara.$2 Otro tanto había hecho, dos dias antes, el presidente de la Asociación Nacional de 
Empleados Fiscales, Tucapel Jiménez, de filiación radical, quien demandó la inamovilidad de los 
funcionarios.63 

Luego de una reunión de dirigentes del PDC con el presidente Allende, el gobierno anunció el 
envío de un proyecto de ley sobre la materia, pero como este no se materializara en forma 
satisfactoria, algunos parlamentarios de nuestro partido introdujeron un artículo en la ley de 


presupuestos prorrogando por todo el año 1971 la permanencia de los funcionarios contratados 
en el año anterior, a fin de evitar su despido masivo y consiguiente cesantía. Ello provocó una 
aguda irritación en los sectores gobernantes, que optaron por forzar de hecho el alejamiento de 
los funcionarios ajenos a sus filas, especialmente democratacristianos. Para el efecto, se les 
sometió a una constante hostilización, medidas arbitrarias, sumarios injustificados y tratamiento 
vejatorio, el más común de los cuales fue prescindir de ellos, ignorar su existencia, despojarlos 
de sus escritorios y no darles trabajo alguno. Llegó a constituirse así, en casi todos los servicios 
públicos y empresas estatales y semifiscales, lo que irónicamente se llamó «los funcionarios en 
Siberia», la mayoría de los cuales eran profesionales o técnicos meritorios y con experiencia que 
concurrían diariamente a sus jornadas de trabajo, pero que no tenían nada que hacer y que 
permanecían ociosos en alguna pieza o pasadizo más o menos desmantelado. 

Inútiles resultaron todas las protestas y aun las decisiones de la Contraloría General de la 
República amparando a los afectados. La voracidad burocrática y el afán de poder de los partidos 
gobernantes los condujo a sacar por cansancio al personal que no les fuera adepto. Y quienes se 
resistieron a irse permanecieron «en Siberia» hasta el término del gobierno. 


El control de los medios de publicidad 


Paralelamente a este proceso, se puso en marcha una abierta ofensiva de la UP para conquistar el 
control de los medios de publicidad. Ya inmediatamente después del 4 de septiembre y antes de 
que Allende fuera elegido por el Congreso Pleno, caracterizados personeros del PC y del PS se 
acercaron a los propietarios o gerentes de las principales radiodifusoras del país, como Portales, 
Cooperativa y Corporación, para transmitirles la necesidad de que contrataran periodistas de la 
UP para sus programas informativos y comentarios políticos. 

Instalado el nuevo gobierno, diarios y radios se vieron abocados al riesgo inminente de asfixia 
económica. La caída de ingresos y la elevación de costos que afectaron en general a las empresas 
del sector privado determinaron una baja enorme de la inversión publicitaria, que al cabo de seis 
meses había disminuido un treinta y cinco por ciento en diarios y revistas, un cuarenta y seis por 
ciento en televisión y más de un noventa por ciento en radios.64 

Por otra parte, el gobierno subió repentinamente en un cien por cien los aranceles de los 
periodistas (en circunstancias en que el reajuste general de remuneraciones era solo del treinta y 
cinco por ciento), lo que elevó considerablemente los costos de los medios de comunicación en 
los mismos momentos en que disminuían sus ingresos. De este modo, numerosas radios y 
algunos diarios y revistas optaron por someterse a las directivas oficialistas o terminaron siendo 
enajenados a partidos o militantes de la UP, únicas maneras de tener acceso a la creciente 
publicidad de las empresas controladas por el Estado. 

Un caso muy representativo al respecto fue el de Zig-Zag, la editorial más importante del país. 
Tan pronto asumió el gobierno, el sindicato de esa empresa, controlado por la UP, inició una 
huelga legal en demanda de mejores remuneraciones. Las gestiones de mediación llevadas a cabo 
por parlamentarios democratacristianos fracasaron totalmente y dejaron de manifiesto la 
orientación política del conflicto y el propósito de utilizarlo para conseguir la estatización de la 
empresa. El 1 de diciembre el gobierno decretó la reanudación de faenas y elevó las 
remuneraciones en un sesenta y siete por ciento, casi el doble del porcentaje establecido en la 
política oficial de reajustes de sueldos y salarios. Al borde de la quiebra, los propietarios 
terminaron por aceptar, a mediados de febrero, la proposición de compra que les hizo la 
Corporación de Fomento de la Producción. El presidente Allende emitió una declaración pública 


señalando lo ocurrido como una generosidad del régimen, que habría adquirido los activos de la 
empresa «para evitar su quiebra».£5 Pero esa «generosidad» permitió al gobierno apropiarse de la 
mejor imprenta que en ese entonces existía en Chile y disponer de ella a su arbitrio a través de 
una editorial estatal que se creó bajo el nombre de Quimantú. 

También en la televisión se puso de manifiesto el afán de la UP de utilizarla arbitrariamente en 
su provecho. La ley de televisión,66 que alcanzó a ser despachada por el Congreso Nacional antes 
que asumiera Allende, reservó la facultad de establecer y operar canales de televisión en el país a 
la empresa denominada Televisión Nacional de Chile y a las Universidades de Chile, Católica de 
Chile y Católica de Valparaíso, y cuidó de establecer que «la televisión no estará al servicio de 
ideología determinada alguna y mantendrá el respeto por todas las tendencias que expresen el 
pensamiento de sectores del pueblo chileno». Al mismo tiempo, fijó entre sus objetivos los de 
«difundir el conocimiento de los problemas nacionales básicos y procurar la participación de 
todos los chilenos en las grandes iniciativas encaminadas a resolverlos», «informar 
objetivamente sobre el acontecer nacional e internacional» y «ser la libre expresión pluralista de 
la conciencia crítica y del pensamiento creador». Entre otras obligaciones, impuso a los canales 
de TV la de destinar cinco minutos en su principal noticiario de la tarde a informar sobre los 
trabajos legislativos y debates parlamentarios y la de otorgar a los partidos de oposición el 
derecho a replicar sobre cualquier intervención del gobierno a través de esos canales. Para los 
efectos de asegurar la independencia del canal nacional de televisión respecto del gobierno, 
dispuso que su dirección superior correspondería a un directorio de composición pluralista y 
cuyo presidente sería designado por el presidente de la República con acuerdo del Senado. 

En los primeros días del nuevo gobierno se hizo público que el jefe de Estado se proponía 
designar presidente de Televisión Nacional de Chile a su amigo y colaborador Augusto Olivares, 
periodista de trinchera, activo militante del ala más ultra del PS y redactor habitual del vespertino 
de esa tendencia Última Hora y del quincenario de orientación extremista Punto Final. 
Informado oficialmente por el PDC de que este rechazaría esa designación, el presidente Allende 
dio seguridades de que Olivares no iría a la dirección del canal nacional de televisión. Propuso, 
en cambio, para esas funciones al exrector de la Universidad de Chile y exsenador Eugenio 
González, persona de reconocido prestigio por su larga trayectoria pública y sus condiciones 
humanas, ecuanimidad y ponderación. El Senado aprobó su nombramiento en forma casi 
unánime, pero a los pocos días Olivares fue designado director periodístico del canal y, desde ese 
cargo, asumió el real manejo de dicho órgano de comunicación, lo que se manifestó de inmediato 
en la parcialidad de sus informaciones, la tendencia proselitista de su programación y la 
resistencia a difundir adecuadamente la labor parlamentaria y a otorgar el derecho a réplica a los 
partidos opositores. González se reveló impotente para contener esos excesos y, ante las 
múltiples protestas que se le hicieron llegar, entre otros por los senadores Juan Hamilton, Juan de 
Dios Carmona y Tomás Pablo, y la acusación del propio expresidente Frei de que la TVN se 
estaba «transformando en un instrumento de propaganda política e ideológica», se limitó a 
contestar, con complaciente bonhomía, que los hechos criticados no eran sino «errores 
lamentables..., propios de la condición humana... y explicables por los desajustes transitorios que 
siempre se producen en una empresa cuando cambia su cuerpo directivo y se procede a un nuevo 
ordenamiento de su estructura y actividad».67 


El control en las universidades 


Asimismo, en el ámbito universitario la UP reveló su tendencia a imponerse de cualquier manera 


en los estamentos estudiantiles. Con motivo de las elecciones de nueva directiva de la Federación 
de Estudiantes de Chile sus representantes cometieron burdas irregularidades, como la repetición 
de más de seiscientos nombres en los registros electorales, la impresión adulterada de las listas 
en las células y la constitución fraudulenta de las mesas, hechos que llevaron a la juventud DC a 
retirarse de esas elecciones, que debían realizarse el 19 de noviembre, y a exigir su limpieza y 
corrección para participar en ellas. 

Esta actitud surtió efecto y el acto electoral se verificó con las debidas garantías el 23 de 
noviembre. Cuatro listas se enfrentaron: la de la UP, encabezada por el comunista Alejandro 
Rojas; la de la DC, liderada por Jorge Rodríguez; la del MIR, presidida por Dagoberto Pérez; y 
la de la derecha, representada por Iván Marinovic. La primera triunfó con cerca de diez mil votos 
contra casi nueve mil de la Democracia Cristiana Universitaria, lo que dio origen a una violenta 
campaña del oficialismo denunciando que las maniobras de «de la derecha de la DC» estaban 
aislando al partido del «proceso de reorganización político nacional por el ascenso de las masas», 
y que los resultados eran una «lección para los sectores progresistas de la DC y un triunfo para 
los trabajadores».£8 

En respuesta, el presidente de la Juventud Demócrata Cristiana, Luis Badilla, reclamó su 
«derecho a discrepar», afirmando que «para que pueda haber un diálogo sincero y fructífero 
entre los cristianos y los marxistas, como el que nosotros deseamos, lo primero que debe existir 
es respeto mutuo» y emplazó a los militantes del Partido Comunista a contestar qué estaba 
primero para ellos, si «la división del PDC o la realización del programa de gobierno que 
ofrecieron y que tienen la posibilidad de realizar».69 


Las relaciones con la ultraizquierda 


Una de las primeras medidas del nuevo gobierno fue desistirse de las acciones judiciales que se 
ventilaban ante los tribunales por actos terroristas. Consiguientemente, recuperaron su libertad 
—o salieron de la clandestinidad en que se hallaban— numerosos militantes del MIR, entre ellos 
sus más connotados dirigentes. Poco tiempo después, el presidente los indultó en un acto 
manifiestamente ilegal, porque benefició a personas que todavía no habían sido condenadas.70 
Por este motivo, la Contraloría General de la República lo rechazó. Allende, ejercitando una 
facultad legal, insistió con la firma de todos los ministros y la Contraloría se vio forzada a cursar 
el indulto.71 

Para los sectores adversos al gobierno, el indulto de los miristas importaba dar carta blanca al 
terrorismo de izquierda. El Partido Nacional dedujo acusación constitucional contra el ministro 
de Justicia, Lisandro Cruz Ponce, por la ilegalidad de los indultos a favor de los miristas. Esa 
acusación puso en jaque al PDC, que resolvió abstenerse, porque estimó que el principal 
responsable de la ilegalidad cometida era el presidente de la República y no el ministro y porque 
creyó conveniente «no contribuir a agudizar la crisis política, lo que favorecería las maniobras 
antidemocráticas de elementos que actúan tanto desde dentro de los grupos que dicen apoyar al 
gobierno como desde fuera de él». Al adoptar este acuerdo, hizo público su «llamado al 
presidente de la República y a los sectores que lo apoyan, para someterse sin vacilaciones al 
imperio de la Constitución y las leyes, y para restablecer en el país el orden y la paz, 
abiertamente alterados por las actividades de elementos que aparecen beneficiados con las 
medidas ilegales que han motivado la acusación en contra del ministro Cruz Ponce»./2 La 
abstención de los diputados democratacristianos determinó el rechazo de la acusación. 

Otra de las medidas iniciales del gobierno fue la disolución del Grupo Móvil del Cuerpo de 


Carabineros, que tenía a su cargo el control de las manifestaciones callejeras. Al respecto, el 
diario La Nación interpretaba la medida como «la renuncia de la violencia contra el pueblo».73 
Se anunció que sus efectivos se integrarían a la prefectura de Servicios Especiales, con 
terminantes instrucciones de no emplear procedimientos represivos. 

A los pocos días, en la ejecución de una diligencia judicial en un fundo de una de las comunas 
rurales de Santiago, un campesino resultó herido. El presidente ordenó instruir inmediato 
sumario para establecer la responsabilidad del oficial de Carabineros que tuvo a su cargo esa 
diligencia y el ministro del Interior reiteró la decisión del gobierno de aplicar una política 
persuasiva para la solución pacífica y legal de los conflictos. 

El presidente Allende se mostraba convencido de la eficacia de la «persuasión» como método 
para obtener de los sectores populares la observancia de la ley y hacía esfuerzos personales para 
conseguirlo. Visitando poblaciones ocupadas por pobladores «sin casa», procuraba convencer a 
estos, mediante el llamado a su conciencia y a su responsabilidad, de que era injusto que 
atropellaran el mejor derecho de otros compañeros suyos, en análoga situación, que habían 
pagado las cuotas necesarias para que esas viviendas les fueran asignadas, y los instaba a confiar 
en los esfuerzos del gobierno para resolverles pronto su problema habitacional.74 También 
parecía creer que con comprensión y generosidad obtendría de sus amigos miristas una conducta 
razonable. De ahí que, explicando su decisión de indultar a los implicados en hechos terroristas, 
expresara su esperanza de que el país entendiera que se trataba de «una actitud buena y justa» 
destinada «precisamente a eliminar y erradicar la violencia en forma definitiva».Z5 

Pero ni los dirigentes del MIR ni muchos de sus «compañeros» de la UP se mostraron muy 
sensibles a los argumentos del presidente. Las tomas de viviendas se multiplicaron. Varias 
intendencias y gobernaciones fueron también «tomadas» por militantes de partidos oficialistas 
que anhelaban ver en ellas a hombres de sus filas, lo que el diario del gobierno La Nación 
interpretó editorialmente como «un fenómeno que ha servido para certificar el deseo del pueblo 
de integrarse a la toma de decisiones del gobierno».?£ El dirigente mirista Victor Toro encabezó 
la toma de un liceo de Santiago en apoyo a ciertos alumnos que no estaban conformes con la 
dirección del establecimiento. El diario comunista El Siglo acusó a los miristas de desatar el 
terror entre pobladores de Concepción. Y el 2 de diciembre el estudiante mirista Arnaldo Ríos, 
de la universidad de esa provincia, murió en un enfrentamiento entre militantes del MIR y de las 
brigadas comunistas Ramona Parra que disputaban el control de la Federación de Estudiantes de 
Concepción. 

Este último hecho causó profundo impacto en el país, pero en vez de investigarlo para 
establecer la verdad y sancionar a los culpables, comunistas, miristas y otros personeros del 
oficialismo se movilizaron ágilmente para acallar lo ocurrido y, según informó el secretario 
general del PC, el senador Corvalán, «buscar un arreglo político al diferendo».77 El propio 
presidente de la República, que al producirse el hecho navegaba en un barco de la Armada, 
intervino personalmente e, invocando la «autonomía universitaria»Z8, paralizó toda investigación 
policial en el lugar de los sucesos. Los afectados se negaron a testimoniar y se echó tierra al 
asunto. En tales condiciones, el proceso judicial nada pudo esclarecer y el asesinato quedó 
impune. 

Dos semanas después, el mirista Nelson Gutiérrez fue elegido presidente de la Federación de 
Estudiantes de Concepción con apoyo de los jóvenes comunistas y de toda la UP. El secretario 
general del MIR, Miguel Enríquez, calificó la muerte de su compañero Ríos como un 
«lamentable incidente», estimó la nueva relación iniciada por el PC como «uno de los hechos 
más positivos que se han producido en la izquierda en el último periodo» y reiteró que se 


caminaba «a un enfrentamiento de clases que definirá el problema de en qué manos queda el 
poder, en definitiva».79 


El poder judicial, enjuiciado 


En el marco de la investigación por el proceso por el secuestro y asesinato del general Schneider, 
el fiscal militar a cargo solicitó el desafuero del senador Raúl Morales, de la Democracia 
Radical, que fue requerido por su posible participación en los delitos de incitar a la formación de 
milicias y de internación ilegal de armas, penados por la Ley de Seguridad Interior del Estado. 
La Corte de Apelaciones concedió el desafuero, pero la Suprema revocó ese fallo, declarando 
que no había méritos para procesar a Morales. 

Esta última decisión suscitó críticas por parte de la UP, profusamente difundidas en los 
medios de comunicación, advirtiendo que la negativa de la Corte Suprema a desaforar a Morales 
era expresión de la posición reaccionaria y el carácter clasista de la justicia y significaba dejar en 
la impunidad el asesinato del general Schneider o, por lo menos, entorpecer su esclarecimiento. 

La prensa, radio y televisión oficialistas desencadenaron contra el poder judicial y, 
especialmente, contra los ministros de la Corte Suprema, una campaña de repudio, 
descalificación y aun insultos personales como jamás se había conocido en el país. La oposición 
consideró que esos ataques pretendían amedrentar a los tribunales y atentaban contra su 
independencia. El tema dio origen a vehementes debates parlamentarios. El ministro de Justicia, 
Lisandro Cruz, y el propio presidente Allende, sin pronunciarse derechamente sobre el fallo del 
desafuero, tuvieron expresiones adversas al poder judicial que dieron pábulo a la denigración de 
que era objeto. El 1 de marzo el presidente de la Corte Suprema, Ramiro Méndez, en su 
tradicional discurso de inauguración del año judicial replicó con energía, defendiendo la 
entereza, imparcialidad e independencia de los magistrados. Los partidos gobiernistas, 
infringiendo abiertamente la prohibición de actividad política que pesa sobre los jueces, 
promovieron la organización en el seno de los tribunales de comités judiciales de la UP, a fin de 
propugnar el reemplazo de la Corte Suprema por un Tribunal Supremo elegido por la Asamblea 
del Pueblo que el programa gubernativo contemplaba. 

En medio de esta apasionada controversia, el gobierno anunció, a comienzos de enero, el 
próximo envío al Congreso de un proyecto de ley sobre creación de tribunales vecinales, que 
fue presentado a la Cámara de Diputados a fines del mismo mes. 

Los tribunales que se proyectaban administrarían justicia en distritos, barrios o poblaciones, 
integrados por seis miembros, tres titulares y tres suplentes. El presidente y su suplente serían 
designados por el gobernador del departamento respectivo de una quina confeccionada por el 
juez de Letras, previa consulta a los organismos laborales y de base del correspondiente 
territorio. Los demás miembros se escogerían mediante sorteo entre los que hubieran obtenido 
las más altas mayorías en elección popular convocada por el gobernador. Las funciones de jueces 
de estos tribunales serían gratuitas y obligatorias. 

Los tribunales vecinales tendrían una amplia competencia laboral, administrativa, de paz y 
hasta penal, sobre todo en relación con los conflictos que «signifiquen una violación a los 
deberes y obligaciones del ciudadano para con los demás vecinos o la comunidad, especialmente 
de aquellos que alteren la sana convivencia familiar o comunitaria, que atenten contra la 
tranquilidad, la salubridad o higiene vecinal o contra el orden social, jurídico o económico de los 
vecinos», a menos que fueran constitutivos de delitos sometidos por la ley a los tribunales 
ordinarios. Desempeñarían también una «función preventiva» de velar «por el fiel cumplimiento 


de la ley y el respeto al orden jurídico», debiendo, para el efecto, denunciar ante quien 
correspondiera cualquier hecho de que tuvieran noticia «que involucre violación a las normas 
jurídicas». 

En las causas penales y administrativas, estos tribunales podrían imponer una variada gama de 
sanciones, que iban desde las «disculpas al perjudicado», las «amonestaciones públicas», los 
«trabajos de interés comunitario, preferentemente en días domingos y festivos», hasta la 
privación del derecho a ocupar cargos en organismos comunitarios o a participar en ellos, 
clausuras, multas y penas privativas de libertad. Durante la substanciación de estos procesos, 
podrían decretar la detención del posible culpable. 

El procedimiento sería «verbal, público y sin forma de juicio» y se verificaría en audiencias 
cuyos días y horas deberían fijarse cuidando que lo fueran «en las oportunidades en que pueden 
concurrir el mayor número de vecinos». Las partes podrían valerse de cualquier prueba, la que el 
tribunal apreciaría «en conciencia, tomando en consideración el grado de cultura de las partes y 
los valores morales imperantes en el grupo social en donde el tribunal desarrolla su autoridad». 
Las sentencias se pronunciarían verbalmente, de inmediato, en una audiencia pública; deberían 
acordarse por mayoría de votos y contra ellas no procedería recurso alguno, salvo cuando 
impusieran penas privativas de libertad. Para el cumplimiento de sus resoluciones estos 
tribunales podrían «requerir directamente la fuerza pública al jefe de la unidad policial más 
inmediata». 

Finalmente, los tribunales vecinales quedarían al margen del poder judicial y contarían con 
«asesoría jurídica» que el ministerio de Justicia debería encargarse de proporcionarles. 

Todos los sectores extraños al gobierno reaccionaron con alarma ante este proyecto, en el cual 
vieron el propósito de establecer en el país «tribunales populares» al estilo de los que 
funcionaban en la Unión Soviética, Cuba y otros países comunistas, destinados a ejercer un 
verdadero control político sobre la población. Pronto se hizo público que esta alarma era 
compartida por algunos sectores del Partido Radical, colectividad de gobierno que no habría sido 
consultada en la elaboración del proyecto. 

Por su parte, los partidarios de la iniciativa la presentaban como un intento serio de 
democratizar la administración de justicia, asegurando el acceso general del pueblo a ella y la 
participación popular en el poder jurisdiccional. 

Los primeros rechazaban el proyecto como un paso evidentemente dirigido a instaurar una 
«dictadura popular»; los segundos lo defendían como el camino para poner la justicia al alcance 
del pueblo y acusaban a los opositores de defender la «justicia de clase» y de tenerle miedo al 
pueblo. 

El destino del proyecto quedó sellado cuando el PDC anunció su decisión de «rechazarlo en 
general y en particular», por atentar contra el Estado de derecho, ser inconstitucional y no ofrecer 
garantías en cuanto al carácter y nombramiento de los jueces ni en cuanto al procedimiento. 
Además, dijo, «su aprobación representaría graves peligros de tipo político para los sectores 
populares» y «lejos de servir como instrumento de pacificación social, [los tribunales 
proyectados] se convertirían en motivos de rencillas y odiosidades entre los vecinos, sembrando 
la desconfianza, el chisme y la delación de unos contra otros».81 

A pesar de que esta declaración, publicada en los diarios del 26 de enero de 1971, significó la 
muerte definitiva del proyecto de tribunales populares, la materia siguió siendo objeto de agitado 
debate en la opinión pública y esgrimida vehementemente por unos y otros durante la campaña 
para la elección de regidores. 


Violencia en el campo. Reforma agraria «a fondo» 


A poco de asumir el presidente Allende, la vida rural del país empezó a ser agitada por una ola 
de ocupaciones o tomas de predios agrícolas que fue en rápido aumento. No solo grandes fundos 
o haciendas, la mayoría de los cuales habían sido expropiados en el proceso de reforma agraria 
iniciado por el gobierno de Frei, sino también medianas y más pequeñas propiedades fueron 
invadidas u ocupadas, generalmente durante la noche o el amanecer, por grupos de personas que 
cerraban sus puertas o lugares de acceso, se instalaban en sus bodegas, galpones y hasta en casas 
patronales, se apropiaban de los instrumentos de labranza e impedían de hecho la continuación 
normal de las faenas. 

Característica especial de estas tomas, a diferencia de otras que se habían producido 
anteriormente durante conflictos laborales, fue el hecho de que no eran realizadas por 
trabajadores del mismo predio, sino por personas extrañas o afuerinas organizadas en comités de 
campesinos cesantes o, en las provincias del sur, en comités de indígenas o mapuches. Casi 
siempre participaban en la ocupación algunos trabajadores permanentes del predio afectado, 
concertados con afuerinos, pero estos últimos eran mayoría. 

Por regla general, en un principio empleaban herramientas de trabajo campesino (palas, 
hachas, chuzos, horquetas, echonas, azadones) como armamento, pero a veces se valían también 
de escopetas, rifles u otras armas de fuego, lo que se fue haciendo cada vez más frecuente, sobre 
todo en las zonas donde los propietarios reaccionaron oponiendo resistencia. 

Donde esta situación adquirió mayor gravedad fue en Cautín, provincia en la que, en el primer 
mes del nuevo gobierno, más de sesenta predios fueron ocupados por afuerinos, en acciones 
manifiestamente dirigidas por elementos extremistas. 

A mediados de diciembre, Allende recibió a los dirigentes de las organizaciones patronales del 
agro, les dio seguridades de que la reforma agraria se realizaría dentro de los estrictos marcos de 
la ley y les anunció que su gobierno daría pronta respuesta a las inquietudes que le plantearon.82 

A fines del mismo mes, en un documento entregado oficialmente por el ministro de 
Agricultura, Jacques Chonchol, el gobierno precisó que expropiaría todos los predios de 
superficie superior a ochenta hectáreas de riego básico, pero que los de extensión inferior no 
serían expropiados; que el derecho del propietario a conservar una reserva para sí quedaría sujeto 
a la calificación de los organismos del Estado y de los campesinos, pero que al agricultor a quien 
no le fuera reconocido se le otorgaría una forma de indemnización más favorable para que 
pudiera reorientar sus actividades; que se aseguraría a todo campesino «la propiedad familiar en 
su casa y de su huerto», pero la explotación de la tierra sería organizada en forma cooperativa, 
«estando también contemplado el establecimiento de haciendas del Estado»; y que se procuraría 
integrar «los diversos predios de una zona en empresas regionales campesinas».83 

Con el fin de encauzar la participación de los campesinos en la reforma agraria, en los 
programas de desarrollo rural y, en general, en las políticas relativas al sector agropecuario, el 
gobierno creó, por decreto del Ministerio de Agricultura n.” 481 de 21 de diciembre de 1970, el 
Consejo Nacional Campesino y los Consejos Campesinos Provinciales y Comunales. Pero esta 
organización no satisfizo a muchos militantes de la UP ni menos al Movimiento Campesino 
Revolucionario (MCR), rama rural del MIR. Conforme a dicho decreto, esos consejos debían 
formarse con representantes de las confederaciones campesinas El Triunfo Campesino, Ranquil, 
Libertad, Eduardo Frei y Cooperativas Campesinas junto con representantes de los pequeños 
agricultores. Sin embargo, al poco tiempo se advirtió que, con esa composición, en el seno de los 
Consejos Campesinos los partidos de gobierno no tenían mayoría y los sectores más extremistas 
carecían de representación. 


Reaccionando contra esa realidad y con el propósito de impulsar la creación de un poder 
campesino Capaz de promover por sí mismo un proceso revolucionario en el campo, pronto 
aparecieron Consejos Comunales Campesinos generados directamente desde la base, al margen 
del decreto y prescindiendo de las organizaciones existentes. El primero en constituirse de este 
modo fue el de Lautaro, elegido por mapuches y afuerinos organizados políticamente por el MIR 
y el PS. Informando sobre el particular, un funcionario del Instituto de Capacitación e 
Investigación en Reforma Agraria (Icira) describió así la constitución de ese consejo: 
«Comparecieron dos mil campesinos organizados en columnas que llegaban de los varios 
sectores de la comuna para efectuar la votación de sus representantes. Una de las columnas 
representaba al Movimiento Campesino Revolucionario, con cerca de cien campesinos 
organizados militarmente, portando palos como instrumentos de lucha. Otras columnas no 
identificaban su filiación política, pero reflejaban un trabajo organizado».84 

A fines de diciembre, el presidente Allende viajó a Cautín para imponerse personalmente en la 
tensa situación producida por la toma ilegal de cincuenta fundos, ocasión en la que participó en 
la clausura de un congreso de mapuches en el que parlamentarios y dirigentes del PDC de esa 
provincia le describieron la situación allí imperante en los términos siguientes: «Las tomas de 
fundos, que afectan a grandes, medianos y pequeños propietarios, a malos y buenos agricultores, 
producirán graves daños a la economía de la zona y del país; atropellos a la dignidad de las 
personas afectadas y de sus familias; despojo hasta de sus bienes de uso personal; destrucción de 
siembras y empastadas; destrucción de la masa ganadera; creación de un clima de terror, 
desaliento e inseguridad para el desarrollo del trabajo agrícola en el futuro, con la consiguiente 
baja en la producción agraria». Agregaban que «los trabajadores del campo se sienten dañados 
en sus intereses, pues sus expectativas de ser propietarios de la tierra que trabajan son burladas 
por quienes se apropian de hecho de los predios que laboran»; denunciaban la participación en 
estas tomas de militantes comunistas, socialistas y del MIR, «cuyos dirigentes se mueven a vista 
y paciencia de las autoridades» y a varios de los cuales individualizaron por sus nombres; y 
terminaban requiriendo al presidente que fueran él y su gobierno «quienes manden y dirijan en 
conformidad a la ley», para lo cual le ofrecían la cooperación de los democratacristianos.85 

Ese mismo día, en un discurso dirigido especialmente a los mapuches, Allende descalificó la 
campaña opositora «para hacer creer a lo largo de Chile que se ha sobrepasado el Estado de 
derecho, que no hay autoridad y que el caos marca el camino de la Unidad Popular»; aseveró que 
su gobierno estaba «encauzando centenarias y justas protestas, anhelos de trabajo, de pan, de 
techo y de dignidad humana» de los indígenas; sostuvo que la raíz profunda de las ocupaciones 
de fundos y corridas de cercos en la región austral estaba «en la realidad social y económica que 
impulsa a la desesperación»; advirtió a los patrones «que no pretendan utilizar la violencia 
porque se van a encontrar con la violencia que el propio presidente de la República sabrá 
aplicar»; insistió en su propósito de proceder dentro de la ley y en que «las transformaciones que 
Chile reclama y necesita no se pueden alcanzar sino con un pueblo consciente, responsable, 
disciplinado» y en que «los países no progresan sino trabajando más, produciendo más, 
esforzándose más»; instó a «los compañeros mapuches» a confiar en su gobierno y a «poner 
término definitivo a las tomas de predios y a correr cercos porque ello permite una explotación 
en contra del gobierno popular y dificulta la aplicación racional y técnica de la reforma agraria»; 
anunció la próxima instalación en la zona del ministro de Agricultura Jacques Chonchol «para 
realizar un plan de emergencia y tratar las grandes líneas del futuro en el campo agrícola 
regional»; y asumió frente a los adversarios la plena responsabilidad de lo que se hacía, 
enfatizando: «Aquí hay un solo responsable: ese soy yo».86 


Replicando a este discurso, los parlamentarios democratacristianos de Cautín, en declaración 
redactada por el senador Renán Fuentealba, luego de expresar satisfacción por la aseveración del 
presidente de que la reforma agraria debía hacerse por la autoridad y en conformidad a la ley, 
señalaron que Allende «no ha sido claro en su discurso para despejar algunas incógnitas que 
hacen temblequear la autoridad presidencial. Es un hecho que las tomas de terrenos están siendo 
impulsadas en Cautín por el MIR y también por elementos pertenecientes a partidos de gobierno 
que hemos individualizado», lo que, destacaron, había sido reconocido públicamente por 
dirigentes del MIR como Miguel Enríquez. Y agregaron: «Mientras el MIR protege la persona 
del presidente de la República, lo que ha sido útil, realiza su propia política en el campo, usando 
la violencia y dirigiendo las tomas de tierras... Es aquí donde reside la médula del asunto. El 
presidente de Chile, Salvador Allende, dice: “La reforma agraria la dirijo yo como autoridad, y la 
hago por los cauces legales”. El MIR, en cambio, expresa: “No, señor, la reforma agraria la hago 
yo, impulsando y dirigiendo las tomas, sin sujeción a la ley, porque los momios están 
complotando”».87 

Ni la referida intervención del presidente ni la posterior instalación del ministro Chonchol y su 
equipo en la provincia de Cautín, que duró un par de meses, devolvieron la tranquilidad a los 
campos. Por el contrario, la situación se agudizó, extendiéndose también a otras zonas del país, 
especialmente las provincias de Aconcagua, Colchagua, Talca, Linares, Valdivia y Llanquihue. 

En la región forestal precordillerana, al interior de los lagos Calafquén, Panguipulli y Riñihue, 
la actividad maderera se paralizó por la acción de elementos extremistas armados que 
prácticamente se apoderaron de ella, cortando el paso por los caminos públicos y estableciendo 
un centro guerrillero que operaba bajo las órdenes de José Gregorio Liendo, estudiante de 
agronomía de la Universidad Austral, conocido como el «comandante Pepe».88 

El diputado radical Osvaldo Basso denunció la existencia de una verdadera «Sierra Maestra» 
al interior de Ñuble, acusando a la ultraizquierda de incitar a la sedición, a profesores 
universitarios de comandar un «campamento donde imperan la violencia y el terror político» y al 
propio intendente de la provincia, militante del MAPU, de alentar las tomas.89 

El alcalde de Parral, de filiación socialista, se dirigió al ministro del Interior comunicándole la 
preocupación unánime de esa municipalidad por el «clima de alarma, desconcierto e 
intranquilidad que vive la comuna. Día a día se suceden los asaltos o tomas de fundos, de tal 
manera que los trabajadores e inquilinos, por propia iniciativa, han tomado la defensa de las 
propiedades, haciendo guardia día y noche para impedir dichos asaltos».90 

Otro tanto ocurrió en Lontué, donde numerosos predios fueron ocupados por gente extraña a 
su explotación, presionando a sus trabajadores mediante ofrecimientos o amenazas, todo ello 
bajo la dirección del propio gobernador del departamento, militante comunista, quien, 
denunciado directamente al presidente de la República, fue separado de su cargo.91 

También en Colchagua las tomas de predios por personas extrañas a su labranza provocaron 
aguda conmoción, agravada por el hecho de que en ellas intervenía sin tapujos el diputado 
socialista Joel Marambio y se realizaban con la benevolente complacencia del intendente de la 
provincia.92 

Hechos semejantes fueron generalizandose en casi todos los sectores agricolas del pais y 
dieron ocasión a enfrentamientos violentos, algunos con lamentables consecuencias. La 
propietaria de un predio ocupado en Cautín se suicidó, numerosos campesinos resultaron heridos 
y un estudiante del MIR fue muerto en una refriega. El Movimiento Campesino Revolucionario, 
rama rural del MIR, extendió su acción desde las provincias sureñas a las del centro del país. 
Frente a la pasividad de los cuerpos policiales, empezaron a surgir en diversas partes grupos 


organizados de patrones agrícolas dispuestos a defenderse por la fuerza, lo que provocó un 
aumento de la violencia en toda la zona centro sur del país. 

A comienzos de febrero de 1971 el Instituto de Capacitación e Investigaciones de la Reforma 
Agraria (Icira), organismo oficial del gobierno, emitió una Cartilla sobre intervención de predios 
agrícolas que instruía a los interventores sobre la manera de proceder cuando, por haberse 
paralizado la explotación de un predio, el gobierno dispusiera su intervención. Según esa cartilla, 
el interventor debía empezar por dar instrucciones perentorias al patrón sobre contratación de 
obreros, fijación de salarios y cualquier otro tema relacionado con la explotación del fundo, y si 
el patrón no les daba cumplimiento inmediato, el interventor debía tomar la administración 
directa del predio, con las más amplias facultades, incluso la de obtener créditos por cuenta del 
propietario, despedir trabajadores y contratar personal. Se agregaba que, junto con decretarse la 
intervención, la ley exigía la constitución de un tribunal arbitral para resolver el conflicto dentro 
del plazo de treinta días, pero que «este plazo es teórico», de modo que «el tribunal arbitral, 
controlado por el gobierno popular y los trabajadores, no tiene un plazo perentorio para dictar su 
fallo», advirtiendo que tampoco la dictación del fallo ponía fin a la intervención, de manera que 
esta «puede prolongarse indefinidamente, mientras el gobierno estime que hay motivos para 
mantenerla». 9% 

Por esos mismos días, el Partido Radical emitió una declaración pública en la que, dejando 
constancia de que asumía su responsabilidad en la política del gobierno de que formaba parte, 
dijo textualmente: «Sin embargo, seriamente preocupado por las tomas de predios, denuncia la 
participación en ellos de grupos extraños y minoritarios que persisten en una errada 
interpretación de la realidad chilena en el cometido de hechos delictuosos que serán utilizados 
por la reacción para desprestigiar a Chile y a su gobierno popular».% 

A mediados del mismo mes, el ministro del Interior, José Tohá, se dirigió al país por cadena 
nacional de radio y televisión para «reiterar en la forma más categórica que la acción del 
gobierno popular se orientará invariablemente dentro de los cauces democráticos y legales» y 
que «no se expropiará ningún predio que no sea expropiable en conformidad a la ley». El 
ministro manifestó, asimismo, estar disconforme por las modalidades y procedimientos que 
algunos trabajadores agrícolas estaban utilizando en su acción reivindicativa, advirtiéndoles que 
las tomas de fundos y otros actos semejantes «no hacen sino retardar y dificultar la ejecución de 
la reforma agraria»; que «la ocupación de un predio no va a significar que este se expropie»; que 
el procedimiento de decretar la reanudación de faenas y el nombramiento de un interventor 
empleado por el gobierno en casos de conflictos laborales en el campo «no implica el comienzo 
del proceso de expropiación»; y que el gobierno reafirma «su decisión de no aceptar la existencia 
de grupos armados de ninguna especie».95 

Tres días después tuvo lugar en el palacio presidencial de Viña del Mar una reunión del 
presidente y sus principales colaboradores en materia agrícola con los dirigentes de las 
organizaciones empresariales Benjamín Matte, Manuel Valdés, Domingo Durán y Juan Manuel 
Correa, a cuyo término el gobierno entregó una declaración enunciando los acuerdos alcanzados, 
entre otros, que «para facilitar el proceso de toma de posesión de la tierra y de los inventarios, se 
llegó al acuerdo de perfeccionar una carta oferta de los agricultores que tengan cabidas 
superiores a ochenta hectáreas básicas, a objeto de romper las limitaciones que tiene la 
legislación actual en lo que se refiere a inventarios y en el pago de las mejoras posteriores a 
1964», que «como forma de escalar el largo proceso legal», los dirigentes recomendarían a sus 
representados que «se acerquen a la CORA (Corporación de la Reforma Agraria) para que esta 
tome posesión de sus fundos aun antes de cumplido el trámite legal», y que el gobierno 


reglamentaría «el proceso de intervención con el fin de resolver los conflictos que lo generan a 
través de la legislación del trabajo y devolver los predios a la brevedad posible». 

Al día siguiente, el comité directivo de la UP, con la firma de los presidentes de los seis 
partidos que lo integraban, emitió una declaración sobre el mismo tema, reafirmando su 
propósito de realizar la reforma agraria con sujeción a la ley, asegurando a los sectores de 
medianos y pequeños agricultores que «nada tienen que temer»; denunciando los propósitos 
«antipatrióticos y sediciones de un sector de los latifundistas» que, para «obstaculizar la acción 
del gobierno y conspirar contra él», estarían acumulando armas, organizando guardias blancas, 
infringiendo las leyes sociales, desmantelando algunas grandes haciendas y boicoteando la 
producción; y llamando a los campesinos y a sus organizaciones a «entender cabalmente la 
magnitud de sus responsabilidades, el esfuerzo de movilización y disciplina que el gobierno y el 
país les piden» y a comprender que «las acciones aisladas, la toma indiscriminada de predios, no 
favorece el desarrollo del programa de reforma agraria» y «están en contra de la política de la 
Unidad Popular». 

Pero ninguna de estas declaraciones ni acuerdos formales amainaron la ola de tomas y 
violencia en los campos. En los mismos días en que ellas eran formuladas, se reunía en Cautín un 
congreso del Movimiento Campesino Revolucionario que acusaba al gobierno de estar 
«intentando la desmovilización del campesinado» y en Concepción y Valdivia aparecían 
panfletos con eslóganes como «Armemos a los campesinos» y «Que sepan que el país se va a 
parar. Que sepan que los obreros ocuparán las fábricas. Que sepan que los campesinos ocuparán 
las tierras».98 Y, efectivamente, las ocupaciones de fundos siguieron produciéndose con 
creciente intensidad. 

Frente a estas tomas, la actitud habitual del gobierno fue decretar la intervención de los 
predios ocupados como medida de legalizar la situación de hecho, privando a los dueños de su 
administración y transfiriéndola a los interventores, quienes contrataban como obreros a los 
campesinos afuerinos. Cuando el fundo era legalmente expropiable, al cabo de algún tiempo la 
Corporación de la Reforma Agraria (CORA) disponía su expropiación; cuando no lo era, la 
intervención se prolongaba indefinidamente. Así, Allende pudo jactarse en un discurso 
pronunciado en Temuco a fines de marzo de que su gobierno había expropiado ciento tres fundos 
en la provincia de Cautín y trescientos cincuenta en el resto del país, con un total superior a un 
millón de hectáreas, «es decir, hemos hecho en tres meses y días lo que hiciera el gobierno de 
Frei en seis aňos».% 

Con estos hechos, los trabajadores permanentes de los fundos expropiados e intervenidos, 
junto con ser desplazados o al menos afectados por la intromisión de los ocupantes afuerinos, 
fueron víctimas de dos infracciones manifiestas a la ley de reforma agraria: dejaron de 
constituirse los «asentamientos» o «sociedades de reforma agraria» entre los campesinos del 
respectivo predio y la CORA, como perentoriamente lo prescribía esa ley, y se suspendieron del 
todo las asignaciones de tierras en dominio familiar, cooperativo o mixto que la misma 
contemplaba. Por el contrario, autoridades y funcionarios del sector agrícola enfatizaban a los 
campesinos que solo se les otorgarían títulos de dominio sobre la casa y el huerto y que el resto 
de las tierras expropiadas se constituirían en haciendas estatales. 

Esta evidencia llevó al Partido Nacional a anunciar, a mediados de febrero, una acusación 
constitucional contra el ministro de Agricultura, Jacques Chonchol, que no llegó a formalizarse. 
Pero el 17 de marzo los diputados de ese partido dedujeron acusación contra el ministro del 
Trabajo, José Oyarce, por las ilegalidades cometidas en los decretos de intervención. 

El PDC, que primitivamente había acordado adherir a esa acusación, en definitiva resolvió 


abstenerse sobre la base del compromiso del gobierno de dictar un reglamento que regulara las 
intervenciones, lo que determinó el rechazo de la acusación.100 

A mediados de marzo, la Confederación Nacional de Asentamientos y Cooperativas de 
Reforma Agraria, integrada por los campesinos del sector reformado, analizó los problemas que 
se vivían en el agro en un congreso celebrado en Quillota. Aunque invitaron a ese acto al 
presidente Allende, al ministro de Agricultura Chonchol y al vicepresidente de la CORA, el 
comunista David Baytelman, ninguno concurrió y ni siquiera se excusaron. Inútiles fueron sus 
esfuerzos posteriores para obtener audiencia de esas autoridades a fin de exponerles sus puntos 
de vista. Tuvieron que acudir a mi persona, como presidente del Senado, para que hiciera llegar 
al presidente de la República las conclusiones de ese congreso, cosa que hice el 26 de marzo 
mediante una extensa carta, donde expuse al presidente de la República los planteamientos de 
esos campesinos y las inquietudes que provocaba la flagrante contradicción que estaba 
ocurriendo diariamente entre lo que sucedía en los campos y las declaraciones oficiales del 
gobierno sobre su política agraria. 101 

Luego de señalar las materias que principalmente preocupaban a la Confederación Nacional 
de Asentamientos y Cooperativas de Reforma Agraria, de recordar al presidente Allende sus 
recientes declaraciones, las de su ministro del Interior y las de los dirigentes máximos de la 
Unidad Popular, en el sentido de que la reforma agraria se haría dentro del marco que establecía 
la Ley n.“ 16.640 de reforma agraria, y de citar parte del decreto de diciembre de 1970 que 
creaba los Consejos Campesinos, estableciendo que «debían ser elegidos democráticamente por 
los organismos de base», le advertí de que, en los hechos, «estas declaraciones y resoluciones 
están siendo violadas a cada instante», entregando algunos antecedentes de que ello era 
efectivamente así. 

La información proporcionada bastaba para dejar en claro que la realidad que se estaba 
viviendo en el agro chileno no era un mero desborde de las bases campesinas, incontrolable por 
el gobierno, sino que, a pesar de las declaraciones oficiales sobre lo contrario, obedecía a la 
verdadera política gubernativa en la materia. 

Para fundamentar esta idea, me referí a algunos documentos emitidos por partidos de la 
Unidad Popular y por órganos oficiales del gobierno. 

El primero, titulado Análisis y proposiciones para una política socialista en el campo, 
elaborado por la Comisión Nacional Agraria del Partido Socialista en enero de 1970, patrocinaba 
abiertamente la «propiedad estatal», la «explotación colectiva» y el «poder obrero» como 
principios fundamentales en que debía descansar la agricultura socialista, agregando que «se 
espera que con el tiempo desaparezcan los comités de pequeños agricultores y las cooperativas, 
en la medida que cumplan su gran labor en un doble sentido: la de facilitar el paso de la 
explotación individual a la explotación colectiva y la de facilitar el paso de la propiedad privada 
a la propiedad estatal». 

En cuanto a los asentamientos, el documento expresamente decía que no deberían formarse 
donde aún no se hubieran constituido, y en los ya instalados había que «orientar a la gente para 
que continúe trabajando en común y las tierras sigan en propiedad del Estado». 

El segundo documento era de la Comisión Nacional Agraria Radical, presidida por Arcalaús 
Coronel, fechado el 4 de febrero de 1971. En él se patrocinaba «una Empresa Agraria Estatal, 
que pasaría a ser el área reformada y sobre la cual descansaría la nueva base económica de cada 
zona» y, como posición de principio del radicalismo sobre tenencia de la tierra, se aclaraba que 
«el Partido Radical sostiene de manera definitiva que la reforma agraria debe negar cualquier 
posibilidad al surgimiento de nuevos propietarios que vendrían a desvirtuar los objetivos que se 


han planteado en el programa de gobierno». 

También hice referencia al primer número de la revista Poder Campesino, publicada por el 
Instituto de Desarrollo Agropecuario (Indap), cuyo editorial decía textualmente: «El poder 
campesino debe ser el instrumento que permita el predominio de la hacienda estatal», y a una 
reciente asamblea nacional de funcionarios oficialistas de la CORA, donde su director técnico, 
Vicente García Huidobro, sostuvo que «el programa de desarrollo agrario integraría los sectores 
agrícola, industrial y de servicios, transformándolos en nuevas economías formadas 
principalmente por empresas estatales de campesinos y trabajadores», las que «serán de carácter 
regional y deberán proporcionar empleo a todos los campesinos que habiten o laboren en la 
localidad» y en las cuales «se proporcionaría formas colectivas de trabajo». De acuerdo a lo 
señalado por García Huidobro, los instrumentos para lograr una rápida transformación de las 
estructuras económicas en el campo eran «las expropiaciones» y «las intervenciones». Respecto 
de las primeras, dijo que debía evitarse dejar derecho a la reserva, «para lo cual se dejará 
constancia de mala explotación o abandono» y «se estimulará la entrega de fundos sin reserva». 
En cuanto a las intervenciones, las definió como «un medio excepcional que se aplica 
fundamentalmente como etapa de transición hacia la expropiación», fuera en fundos legalmente 
expropiables donde existieran impedimentos para expropiar inmediatamente o en fundos no 
expropiables conforme a la ley actual. 

Al finalizar mi misiva, señalé al presidente de la República que todos estos hechos y 
antecedentes estaban no solo reñidos con los solemnes y reiterados planteamientos que el país le 
había escuchado durante los primeros meses de su gobierno, sino también con el propio 
«Programa básico de la Unidad Popular», lo que a mi entender constituía un manifiesto engaño a 
los ciudadanos que habían confiado en ellos. 

El presidente Allende respondió mi carta el 12 de abril102 para «aclarar algunos conceptos» y 
demostrarme, a su vez, que yo no había contado «con los antecedentes suficientes», razón por la 
cual mis conclusiones eran, a su juicio, «apresuradas». 

En su misiva reiteraba, una vez más, su decisión de proceder en todo dentro de los límites 
legales, impugnando algunas de mis afirmaciones y aseverando haber instruido a la CORA para 
que asignara las tierras en conformidad a la ley. Respecto a las haciendas estatales, advirtió que 
el programa de gobierno de la Unidad Popular señalaba que, en ciertos casos, se destinarían 
tierras para crear «empresas agrícolas estatales con la tecnología moderna», pero que se 
constituirían «en los casos convenientes y contando con el acuerdo de los campesinos». 

Los hechos que acontecieron a partir de mayo de 1971 demostraron que las palabras del 
presidente, una vez más, no se condecían con lo que se vivía en los campos, donde los sectores 
más radicales de su coalición comenzaron a buscar derechamente la colectivización del agro. 


4. LAS ELECCIONES DE ABRIL DE 1971 


En todo este periodo de realizaciones y conflictos, el mapa político nacional mantuvo la 
configuración a «tres bandas» que se había exacerbado durante la campaña presidencial. Frente 
al gobierno de la UP, la oposición de derecha y la democratacristiana, a pesar de ocasionales 
coincidencias, se diferenciaron claramente en sus objetivos y en sus métodos. 

Dentro de este cuadro se dio la campaña para las elecciones municipales del primer domingo 
de abril de 1971, fecha en la cual debía también elegirse un senador por Chiloé, Aysén y 
Magallanes. 

Para mediados de enero, la violencia en los campos, el procedimiento puesto en marcha para 


estatizar los bancos, la lucha por el control de los medios de comunicación, el intento de crear 
tribunales vecinales y la progresiva acentuación de la campaña oficialista de desprestigio de sus 
opositores fueron subiendo el tono del debate político y convulsionando la vida nacional. A 
medida que se aproximaban las elecciones municipales, las posiciones se fueron haciendo cada 
vez más agresivas e irreconciliables. Resultó evidente que lo importante para la UP era ganar los 
comicios a cualquier precio para consolidar su poder con el respaldo mayoritario del pueblo, y 
que esa posibilidad era vista por los sectores de oposición como un claro peligro para su propia 
subsistencia y la del régimen democrático. 

Conforme a la ley de elecciones, cada partido debía presentar sus propias listas de candidatos, 
lo que no impedía que, mediante compensaciones, de hecho, se agruparan varios partidos en un 
frente común. Fue así como en esa campaña se enfrentaron tres bloques claramente definidos: 
uno de gobierno, constituido por los partidos de la UP, y dos de oposición: el formado por el PN 
y la DR y el del PDC con el Padena. Ello aconteció, igualmente, en la elección senatorial del sur: 
frente a la candidatura gobiernista de Adonis Sepúlveda, la DC levantó la de Andrés Zaldívar y, 
ante su negativa a pedir oficialmente el apoyo de la derecha, esta proclamó su propio candidato, 
Jorge Ovalle, miembro de la DR. 

Para la UP, se trataba de subir del 36,3 por ciento obtenido por Allende en septiembre y 
alcanzar sobre el 55 por ciento de los votos. Si se tenía en cuenta que en las elecciones 
municipales de 1967 los partidos integrantes de esa combinación habían alcanzado cerca del 
cuarenta y cinco por ciento de los sufragios y en las parlamentarias de 1969, más del cuarenta 
por ciento, la meta no parecía demasiado ambiciosa puesto que ahora, siendo gobierno, contaba 
con todas las herramientas que esta posición de poder le proporcionaba. 

La utilización sin escrúpulos de esas herramientas, la política populista llevada a cabo, 
especialmente en materia de aumento del poder de compra de los sectores populares, y la 
tradicional tendencia del electorado chileno a proporcionar respaldo al presidente recién elegido, 
daban base a la UP para esperar una victoria abrumadora. 

Dentro de la coalición había algunos matices. Para los sectores más duros, las elecciones 
municipales eran «una batalla decisiva en la lucha del pueblo hacia el poder»,103 dándole cierto 
carácter plebiscitario. Para el PC, en cambio, votar por los candidatos de la UP era votar «por el 
progreso, por la libertad y por el futuro de la patria» y «votar por los comunistas es votar por la 
UP, es votar por Chile».104 

En el campo opositor, la derecha se presentaba fortalecida gracias al importante crecimiento 
electoral que había experimentado el PN. Junto a la DR, hizo su campaña planteando que las 
elecciones tenían una «trascendencia política histórica»l0 ante el dilema «democracia o 
marxismo», dirigiendo sus ataques tanto contra la DC como contra el gobierno y procurando, 
mediante una imagen de agresiva firmeza, recoger el apoyo de todos los sectores amenazados o 
alarmados por la política de la UP. Incluso el presidente del PN, Sergio Onofre Jarpa, se postuló 
para ser regidor por Santiago. 

La DC, por su parte, procuró aglutinar a su alrededor a los sectores democráticos y 
progresistas que aspiraban a un régimen de justicia, pero que estaban temerosos por su libertad. 
A ellos, fundamentalmente, iba dirigido su eslogan: «Chileno: no estás solo; el PDC está 
contigo», reiterando su vocación histórica de ser propulsora de los cambios. 

La campaña electoral se caracterizó por la inusitada violencia verbal que empleó la UP en el 
ataque a los opositores, no escatimando insultos para calificarlos,10€ y por la abierta intervención 
gubernativa. El presidente Allende aprovechó su condición de gobernante recién elegido para 
viajar a lo largo de todo el país, realizando actos de masas en los que explicaba su acción de 


gobierno y ofrecía garantías de respeto a todas las creencias y al régimen constitucional y legal 
de la República. En todos esos actos se presentaba acompañado de sus edecanes de las Fuerzas 
Armadas, a las cuales no perdía ocasión de expresar su homenaje y confianza, con lo que creaba 
una imagen de hombre respetuoso de las tradiciones y de las instituciones fundamentales del 
país. Esta intervención presidencial llegó a su punto culminante en la concentración efectuada el 
30 de marzo en la plaza de la Constitución, frente al Palacio de La Moneda, ocasión en la que 
acusó a sus adversarios de actividades sediciosas para derrocar al gobierno, repitió su vieja 
amenaza de que «a la violencia reaccionaria opondría la violencia revolucionaria», hizo un 
abierto llamado a la división del PDC y pidió el apoyo del pueblo para que diera mayoría a la 
UP. 107 

Dos días después, por cadena nacional de televisión expresé, a nombre del PDC, que el 
discurso del presidente Allende era una abierta intervención electoral y advertí que cualquier 
crítica que viniera de la oposición, él siempre la entendía como un acto de sedición o 
conspiración. Señalé finalmente que para los chilenos existían tres caminos: subirse a la máquina 
de la Unidad Popular para obtener la totalidad del poder para el marxismo, excluyendo la 
democracia; volver atrás y detener la marcha de los cambios; seguir avanzando con eficiencia, 
honestidad y por los caminos de la democracia y la libertad, camino este último que era el de la 
DC.108 

En la misma oportunidad, el presidente del Partido Nacional, Sergio Onofre Jarpa, calificó 
como «profundamente desalentador para los chilenos» el criterio partidista de Allende, que 
dividía a los chilenos entre quienes pertenecían a la Unidad Popular y aquellos que no, dejando a 
estos últimos en una categoria secundaria.109 

Los comicios mismos del 4 de abril fueron correctos y no dieron lugar a reclamos de 
importancia.110 A pesar del clima de apasionamiento imperante, solo en Aysén se produjo un 
hecho de violencia: el joven democratacristiano Juan Millalonco fue asesinado por militantes 
socialistas, lo que motivó airadas protestas del PDC y la JDC.111 

El resultado de la elección fue prácticamente un empate entre gobierno y oposición. Los 
partidos de la UP obtuvieron 1377709 votos contra 1366780 de los de oposición. La Unión 
Socialista Popular (Usopo), partido de izquierda escindido del PS, no integrante de la UP, 
alcanzó 29527 votos y se registraron 24121 sufragios por candidatos independientes. Hubo una 
abstención superior al veinticinco por ciento, la más alta producida en las elecciones verificadas 
en los últimos diez años.112 
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Partido Socialista, PS 
Partido Comunista, PC 
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Partido Radical, PR 


Partido Demócrata Cristiano, PDC 


Partido Democrático Nacional, Padena 


Partido Nacional, PN 513 874 18.36% 342 
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Esta era la primera elección que enfrentaba el gobierno de la Unidad Popular y su resultado 
evidenció el importante apoyo que tenía, no obstante obtener menos regidores que los partidos de 
la oposición (PDC, PN, DR y Padena). 

En la elección complementaria, Adonis Sepúlveda ganó la senaduría con más del cincuenta 
por ciento de los votos. Para nadie cupo duda de que el gran triunfador de esas elecciones fue el 
primer mandatario. La alta votación del PS se explicaba porque era el partido del presidente 
Allende. «Se reitera así —escribió el periodista Hernández Parker— que la ciudadanía chilena es 
presidencialista. El mandatario de turno recibe el respaldo de la ciudadanía, sobre todo en los 
primeros meses de su gobierno».114 

Esa circunstancia, unida a la favorable disposición del PDC, expresada la noche misma de la 
elección, dio motivos para esperar que el empate electoral reduciría la opción de los extremistas 
de uno y otro lado y robustecería, en cambio, la autoridad del presidente Allende para 
sobreponerse a cualquier tipo de presiones y «caminar hacia la construcción del socialismo, pero 
respetando la tradición democrática del país».115 


Capítulo V 
HACIA EL PODER TOTAL 


1. ENTRE EL CONSENSO Y EL CONFLICTO 


El 49,24 por ciento obtenido en la elección municipal por los partidos de la UP, porcentaje que 
alcanzó el 50,3 al sumársele los votos de la Unión Socialista Popular (Usopo), fue presentado por 
el gobierno y sus partidarios como indicativo de que contaban con el apoyo de la mayoría 
nacional. «Somos más», editorializó el diario oficialista La Nación, para luego sostener que los 
resultados de las elecciones «ponen resueltamente en duda la autoridad moral del Parlamento, en 
donde se refugia la minoría para bloquear iniciativas del gobierno».1 El Siglo habló del «triunfo 
rotundo de la UP».2 

El secretario general del PC, el senador Corvalán, saludó «jubiloso desde Moscú esta victoria 
histórica del pueblo chileno»,3 y el PS sostuvo que el triunfo «resonante» de la UP significó un 
vuelco en la correlación de fuerzas y «una aprobación del pueblo al proceso revolucionario»; su 
secretario general, Carlos Altamirano, afirmó que «hay mayoría absoluta para los cambios».4 
Para el presidente Allende hubo «dos grandes triunfadores: el pueblo y el gobierno».3 

Para los sectores opositores, en cambio, el hecho de que la UP, en tan favorables 
circunstancias, no hubiera sobrepasado la mitad de los sufragios, era indicativo de que el país 
rechazaba cualquier intento que pusiera en peligro la estabilidad de sus instituciones 
democráticas. «El pueblo ha dicho que los cambios deben hacerse en libertad», declaró el 
presidente del PDC, Narciso Irureta. Por su parte, el PN declaró que «mantuvimos la votación, 
ahora sin el respaldo de la imagen de Alessandri» y «frenamos al PC»./ Por su parte, El 
Mercurio sostuvo que «la oposición, si bien estuvo dividida doctrinariamente, demostró estar 
unida para detener los intentos antidemocráticos del marxismo: la DC es la primera fuerza; el PN 
se mantiene firme».ŝ 

Lo cierto es que las elecciones municipales revelaron un virtual empate político entre gobierno 
y oposición. Aunque en esta última fueran notorias las diferencias entre nacionales y 
democratacristianos, era claro que unos y otros resistirían los intentos de la UP para imponer 
unilateralmente su voluntad. 

Al finalizar la campaña electoral, hablando al país el 1 de abril, el expresidente Frei había 
dicho que frente a los propósitos gubernativos de llevar a Chile al socialismo, para grandes 
sectores del país —que la DC procuraba interpretar— «lo que importa es saber de cuál 
socialismo nos hablan, si del democrático, humanista o comunitario, o del monolítico o 
totalitario... Si se quiere proponer un esquema social y económico sobre la base de un consenso 
mínimo o si se busca imponer como método y finalidad el conflicto que rompa toda posibilidad 
de convivencia».2 

El resultado electoral puso de manifiesto ese dilema. Para llevar adelante su programa de 
transformaciones, el gobierno tenía dos caminos posibles: buscar un acuerdo con la DC, cuya 
inclinación a favor de los cambios era conocida, o seguir empeñándose en avanzar por sí solo, 
mediante el ejercicio y acrecentamiento de su propio poder. 


La primera de estas opciones significaba, naturalmente, someter el proceso de cambios a las 
reglas de la institucionalidad democrática, aceptar formas de socialización que no implicaran la 
estatización general de la economía y renunciar al propósito hegemónico de acaparar todo el 
poder en los partidos de la UP. A cambio de esto, ofrecía la posibilidad cierta de disponer de una 
holgada mayoría parlamentaria (UP más DC) para realizar, por la vía legislativa, todas las 
reformas estructurales que habían planteado los programas de Allende y de Tomic: reforma 
bancaria, creación de un área de la economía de propiedad social, profundización de la reforma 
agraria, etc. Además, la elección de ese camino pondría término al clima de odiosidad y 
violencia que se estaba acentuando en el país, al dar al pueblo la certeza de que los cambios por 
él anhelados podrían llevarse a efecto sin necesidad de acciones extralegales ni violencia. 

La segunda opción entrañaba para la UP el atractivo de no transar nada y la tentación de 
alcanzar la totalidad del poder sin compartirlo con nadie. Pero la obligaba a prescindir del 
Parlamento para materializar su programa de reformas y a intentar realizarlo con los solos 
recursos de las atribuciones administrativas del gobierno y la presión de facto de sus partidarios. 
Consecuentemente, agudizaría el conflicto entre gobiernistas y opositores, precipitando al país 
hacia un enfrentamiento decisorio. 

El PDC comprendía la gravedad de ese dilema y estuvo dispuesto a contribuir para hacer 
posible la primera de esas opciones. Ya en enero, su presidente, el senador Irureta, en discurso 
pronunciado en Valparaíso, había invitado al presidente Allende a «comprender el instinto 
profundo del pueblo que nos llama a ellos y a nosotros a luchar por los cambios dentro de la ley 
y la libertad».10 

La JDC, reunida en consejo plenario a mediados de abril, emitió un voto político en el que, 
luego de rechazar «las desviaciones estatistas y sectarias que comienzan a incubarse en el 
proceso de transformaciones», de afirmar que después de las elecciones presidenciales y 
municipales «lo que queda pendiente se refiere al tipo o modelo de socialismo que se debe 
construir» y de hacer suyas las palabras de Eduardo Frei cuando sostuvo que Chile tenía por 
delante el camino «del consenso mínimo o del conflicto», se pronunció enfáticamente por «la 
búsqueda del consenso mínimo entre las fuerzas populares», para lo cual propuso al partido «una 
operación política que, a nivel legislativo, acuerde propiciar en conjunto con la UP todos los 
proyectos de ley necesarios sobre materias en las cuales el programa de Tomic y el de Allende 
tengan coincidencias objetivas».11 

Concordando con estos propósitos, Narciso Irureta y Radomiro Tomic visitaron al presidente 
Allende para hacerle saber la buena disposición de la DC para concertar con el gobierno formas 
de colaboración que hicieran posible el despacho por el Congreso de los proyectos de ley 
necesarios para llevar a la práctica todas las reformas postuladas por ambos. Salvador Allende 
rehusó tomar ningún compromiso al respecto. 

Con estos antecedentes, el consejo plenario del PDC, reunido en Cartagena el 9 de mayo de 
1971, aprobó por unanimidad un voto, propuesto y redactado por el senador Renán Fuentealba, 
que declaraba que «el gobierno del presidente Allende, como autoridad legítima del país, debe 
ser respetado y ayudado en todo cuanto diga relación con el interés nacional, mientras ese 
gobierno no se aparte de sus compromisos y respete las bases esenciales de la democracia»; que 
dicho gobierno «envuelve el riesgo de conducir al país a una sociedad de tipo socialista 
estatista»; que lo sucedido en los meses de gestión de la UP demostraba que el acuerdo entre esta 
y la DC en soluciones comunes solo había sido posible «en aquellas materias en que la DC es 
partidaria», pero «ninguna proposición de la DC ha fructificado cuando representa una 
socialización de tipo comunitario, y no estatista»; que teniendo claro lo anterior, «la DC no 


desestima la posibilidad de acuerdos con el gobierno de la UP para la realización de objetivos 
determinados y específicos», pero «estima que cumple su deber frente a Chile y los chilenos 
manteniéndose en una oposición independiente». 12 

Estas expresiones del PDC no encontraron acogida en la UP. No hubo al respecto ninguna 
declaración oficial. Lo único que mereció fueron algunos comentarios; el presidente del PN, 
Sergio Onofre Jarpa, señaló que se estaba ante una falsa alternativa entre DC o marxismo, «pues 
ambas se inspiran en modelos extranjeros», agregando que la alternativa era «o se está con el 
comunismo o se está en contra. El PN ya se ha definido».13 Por su parte, el dirigente comunista 
Volodia Teitelboim señaló que «lo decisivo es que las palabras del plenario se traduzcan en 
hechos concretos», mientras que Rodrigo Ambrosio, líder del MAPU, consideró que los 
acuerdos eran «extraordinariamente positivos», y el diputado del Partido Socialista, Mario 
Palestro, se preguntó: «¿De qué clase de revolucionarios hablan?».14 

El presidente Allende no se dio por aludido ante los planteamientos democratacristianos. En 
los múltiples discursos que pronunció en esos días (en la celebración del aniversario del PS, en la 
asamblea juvenil de la UP, en la concentración del 1 de mayo, en la Universidad Técnica del 
Estado, en la Universidad de Chile y en la de Concepción) nada dijo al respecto. Y en su mensaje 
del 21 de mayo ante el Congreso Nacional, en que tuvo oportunidad de recoger la posición 
abierta que le habíamos planteado, se limitó a expresar la esperanza de que la responsabilidad de 
los movimientos y partidos de masas en la construcción del nuevo régimen social «sea 
compartida, no necesariamente desde el gobierno, por la DC, que deberá manifestar su 
consecuencia con los principios y programas que tantas veces expuso al pais».15 

Haciéndonos cargo de este verdadero emplazamiento presidencial, que ponía en tela de juicio 
la sinceridad del PDC, estimamos necesario precisar que estábamos llanos a «apoyar lealmente 
todas las iniciativas del gobierno que sean buenas para el interés nacional y, por la misma razón, 
a rechazar todas las que nos parezcan inconvenientes. Pero tanto el señor presidente como la 
coalición que lo apoya deben saber, tajante, definitiva y categóricamente, que somos nosotros, 
los democratacristianos, quienes definimos cuándo apoyamos y cuándo rechazamos... Es por ello 
que le recordamos al presidente de la República que no es él quien nos debe indicar cuándo 
debemos ser consecuentes». 16 

La verdad es que un eventual acuerdo con la DC para impulsar el proceso de cambios por la 
vía parlamentaria no era conciliable con la estrategia revolucionaria de comunistas y socialistas. 
Ya hemos dicho que para los primeros, el objetivo político fundamental era «la conquista de todo 
el poder por el proletariado y sus aliados; sin esto no hay transición al socialismo ni 
revolución».17 En cuanto a los segundos, para quienes la «institucionalidad burguesa» era un 
estorbo y el proceso de cambios debía ser impulsado fundamentalmente por la movilización de 
las masas, llamadas a imprimir «un carácter auténticamente revolucionario a la acción del 
gobierno popular» hasta conducir al «decisivo enfrentamiento con la burguesía y el 
imperialismo», 18 cualquier compromiso con la DC implicaba renunciar a la revolución. Por eso, 
según lo testimonia su secretario general, Carlos Altamirano, cada vez que «se planteó la 
posibilidad de un entendimiento con la DC en torno a algunos problemas puntuales, el PS expuso 
su criterio adverso; nunca creimos en tal alternativa».19 

Es obvio que ese objetivo común de comunistas y socialistas, conquistar la totalidad del poder, 
«condición medular para el éxito del proceso», según Altamirano,20 no podría alcanzarse 
mediante un entendimiento con el PDC, que significaba necesariamente someterse a las reglas 
propias de la institucionalidad democrática, las cuales suponen que nadie acapara la totalidad del 
poder, sino que este se comparte entre mayorías y minorías. 


Consecuentemente, la UP eligió el otro camino: avanzar por sí sola. Para ello puso en juego 
todos los recursos a su alcance: ofensiva publicitaria, colectivización del agro, estatización 
acelerada de la economía, acciones violentistas, empeño en dividir a la DC y búsqueda de una 
definición plebiscitaria. 


2. OFENSIVA PUBLICITARIA 


Como se ha dicho, tan pronto asumió el presidente Allende se inició una intensa y bien 
orquestada campaña publicitaria que se prolongaría durante todo su gobierno. Mediante ella se 
trataba, por una parte, de concientizar a la opinión nacional e internacional sobre los méritos y 
realizaciones de la revolución en marcha y, por otra, de descalificar a los adversarios, 
presentándolos como enemigos del pueblo y meros agentes de poderosos intereses económicos o 
del imperialismo extranjero. Para alcanzar la mayor difusión de esta campaña, se trató de 
controlar y utilizar el mayor número de medios de comunicación, especialmente la Televisión 
Nacional y estaciones radiodifusoras. 

Mientras el presidente Allende no perdía ocasión para dirigirse al país explicando, en términos 
generalmente moderados y persuasivos, los propósitos y las decisiones de su gobierno, los 
dirigentes de la UP y los órganos publicitarios controlados por ella destacaban el carácter 
revolucionario del proceso y atacaban con saña y virulencia a los opositores. 

A comienzos de abril de 1971 se verificó en Santiago una asamblea nacional de periodistas de 
izquierda. En su inauguración, Allende pronunció un discurso en que destacó la necesidad de 
convertir el millón cuatrocientos mil votos logrados en la elección municipal «en un millón 
cuatrocientas mil conciencias revolucionarias». Para ello, instó a los periodistas de izquierda a 
«sentirse cada vez más comprometidos con la lucha del pueblo, con la lucha de los trabajadores», 
señalando que «el objetivismo como tal no puede existir, si pensamos que en esta sociedad 
burguesa hay, y tiene que haber, un enfrentamiento entre grupos y sectores, entre clases 
sociales». Advirtió luego que no debía olvidarse que «estamos dando las batallas dentro de los 
marcos de la sociedad burguesa» y «nos hemos comprometido a respetar la libertad de 
información. Hay que entender que nosotros no buscamos el monopolio de la información. Y por 
lo tanto, la lucha que da el gobierno del pueblo, dentro de los marcos que he señalado, es mucho 
más difícil que la que han dado otros pueblos, que por los caminos de la insurgencia o de las 
armas en la mano han alcanzado el gobierno y el poder. Nosotros estamos limitados 
voluntariamente por los compromisos contraídos y por lo tanto ustedes, compañeros periodistas 
de izquierda, saben perfectamente bien que otros seguirán contando con sus medios de 
información..., que les permitirán llevar, tergiversada, la información e interpretar torcidamente 
las actitudes del gobierno».21 

Dicha asamblea culminó con una declaración unánime en la que, entre otros conceptos, se dijo 
que «la lucha popular se estrella... con la propaganda de sus enemigos, la burguesía monopólica 
y el imperialismo, que poseen la gran mayoría de los medios de comunicación de masas. De esta 
realidad, que se convierte en un lastre en el avance del pueblo chileno hacia el socialismo, se 
desprende que los periodistas, como parte de la clase trabajadora, deben luchar activa y 
organizadamente para rescatar esos medios de comunicación para las grandes mayorías 
nacionales». Y más adelante se agregó al respecto: «En este momento vivimos una etapa de 
transición en la lucha por la socialización de los medios de comunicación». 

Recogiendo el llamado del presidente Allende, en ese documento los periodistas de izquierda 
manifestaron: «Entendemos que nuestra más alta misión consiste en apoyar y defender al 


gobierno popular conjuntamente con todos los trabajadores. Estamos conscientes de que a través 
del llamado periodismo “objetivo”, los explotadores tratan de hacer tragar su ideología a las 
masas bajo las formas más sutiles, pero no por eso menos agresivas. Solo es verdaderamente 
objetivo el periodismo que se identifica con el gran proceso histórico, revolucionario, que en 
estos días agita al mundo y que levanta su trinchera victoriosa en nuestra patria. Estamos con 
Vietnam, con Cuba y con todos los pueblos que hoy construyen el socialismo, que luchan por su 
independencia, que combaten contra la represión y las torturas. Como periodistas 
revolucionarios, estamos con la verdad, porque la verdad es siempre revolucionaria» y «la tarea 
más revolucionaria es defender el gobierno de la UP».22 

Conceptos como estos no podían dejar de preocupar a los sectores de la oposición. 
¿Significaban ellos que para el nuevo régimen la libertad de prensa no era un valor en sí misma, 
sino una mera institución burguesa que aceptaba solo por compromiso? ¿Subsistiría esa 
«tolerancia» una vez pasada la etapa de transición al socialismo? ¿Se proponía la UP llegar con 
el tiempo a la «expropiación absoluta de los medios de información?», como lo propuso el 
sociólogo belga radicado en Chile, Armand Mattelart, asesor del canal nacional de televisión.23 

Estas amenazas, latentes en los debates y acuerdos de esa asamblea de periodistas de 
izquierda, dieron origen a críticos comentarios24 y motivaron una carta abierta de la Federación 
de Estudiantes de la Universidad Católica al presidente de la República planteándole sus 
inquietudes: «Queremos saber exactamente si la libertad de prensa y expresión solo se “tolera” 
actualmente como algo propio de una etapa de “transición al socialismo”, pero que desaparecería 
cuando la meta se alcanzara».25 Allende no contestó la misiva. 

Como resultado de esa asamblea, se constituyó una comisión relacionadora de periodistas de 
izquierda, se acordó procurar la formación de Comités de Unidad Popular (CUP) en todos los 
medios de comunicación y se puso en marcha, con gran despliegue publicitario, la llamada 
«operación Verdad». 

Se trataba, según editorializó La Nación el 13 de abril, de «dar una verdadera imagen de Chile 
tanto dentro del país como en el exterior».26 Para ello se invitó a periodistas y personalidades 
extranjeras, a quienes el propio presidente dio la bienvenida. Luego, recorrieron el país, se 
entrevistaron con las autoridades, hicieron una visita protocolar al Senado, departieron con 
trabajadores y estudiantes y se reunieron con Allende, quien les habló de los planes de su 
gobierno, destacó la existencia de libertad de prensa en el país y definió al «hombre nuevo» que 
la revolución pretendía crear. 

En la oportunidad, el presidente también se refirió al acercamiento entre la Iglesia católica y el 
pueblo y dijo estar abierto al diálogo con el PDC frente a grandes tareas.27 Sin embargo, lo cierto 
fue que la JDC, que había acordado sumar sus esfuerzos a la «operación Verdad» sobre la base 
de que «no tan solo las coincidencias son verdad, sino también las discrepancias»,28 no fue 
invitada a participar. 

En los mismos días en que se realizaban estos eventos, el gobierno dictó un decreto 
declarando artículo de primera necesidad los avisos publicitarios de prensa y radio, lo que 
significaba someterlos a fijación y control de precios por parte del Ministerio de Economía. Se 
dijo que esta medida tenía por objeto evitar que el sobrevalor de los avisos incidiera en los 
precios de las mercaderías. El Mercurio consideró que la medida era una forma de presión y 
control sobre la prensa libre29 y la Sociedad Interamericana de la Prensa (SIP) protestó porque la 
creyó encaminada a controlar los medios de información.30 

También en esos días, el presidente Allende anunció su decisión de otorgar a la Central Única 
de Trabajadores (CUT) la concesión de la radio Presidente Balmaceda, que recientemente había 


sido comprada a la familia Yarur —dueña por ese entonces de diversas empresas en el país, en su 
mayoría relacionadas con la industria textil — por el PDC. Frente al reclamo de este, el gobierno 
le negó todo derecho, sosteniendo que nuestro partido había adquirido la emisora cuando su 
concesión ya estaba caducada y ofreciendo conceder otra frecuencia a la DC. Las trasmisiones de 
la radio en manos del PDC fueron interferidas, con evidente tolerancia de la Dirección de 
Servicios Eléctricos, por una emisora clandestina que operaba bajo el nombre de radio Luis 
Emilio Recabarren. El asunto dio origen a una enojosa controversia, que se prolongó hasta fines 
de año. A comienzos de noviembre, la radio Presidente Balmaceda fue clausurada para ceder sus 
ondas a la nueva radio de la CUT. Finalmente, el asunto se resolvió otorgándose a radio 
Presidente Balmaceda otra frecuencia en el dial, que ocupaba radio Magallanes (de propiedad del 
asesor de difusión de la presidencia de la República), la cual fue a su vez trasladada al antiguo 
canal internacional de la emisora DC, Cruz del Sur. 

Lo que aconteció con la radio Presidente Balmaceda no era sino un síntoma de la ofensiva 
puesta en marcha por la UP para apoderarse de los medios de información. En pocos meses, los 
partidos gobiernistas llegaron a controlar el 65,6 por ciento de los programas informativos de las 
emisoras del Gran Santiago, según sostuvo el PDC en una inserción publicada en la prensa el 26 
de septiembre de 1971.31 

Aunque esa cifra fue discutida, era evidente la existencia de un plan sistemático de la UP para 
controlar la información. Valiéndose de los más variados recursos, desde la simple negociación 
comercial hasta la presión a los propietarios, la asfixia económica a determinados medios o el 
amedrentamiento a periodistas no comprometidos con el régimen, este plan se mantuvo durante 
todo el gobierno.32 

A mediados de mayo de 1971, la CUT llamó a los trabajadores de todo el país para formar los 
comités de vigilancia, destinados a controlar la producción en las empresas. En septiembre de ese 
año, un sector de trabajadores de El Mercurio, constituido en comité de vigilancia, promovió en 
ese diario un conflicto gremial con el ostensible respaldo del propio presidente de la República. 
Al mismo tiempo, funcionarios de diversos servicios públicos practicaron minuciosas 
inspecciones en esa empresa y le impusieron multas. 

La principal arma sobre los medios de comunicación fue procurar su asfixia económica. Desde 
el advenimiento del gobierno, la propaganda comercial, base principal de su financiamiento, 
declinó de manera sustancial. Más tarde, las industrias estatizadas, en manos de funcionarios de 
la UP, distribuyeron su propaganda exclusivamente entre los medios afectos al régimen, y los 
organismos del Estado autorizados para hacer publicidad, como la Dirección General de 
Impuestos Internos, el Banco Central, la Línea Aérea Nacional y otros, excluyeron 
sistemáticamente a los diarios y radios no controlados por los partidos oficialistas. 

Antes de finalizar el año, el Sindicato de Radioperadores de las emisoras de Santiago, cuya 
directiva controlaba el PC, declaró una huelga legal. El gobierno decretó la reanudación de 
faenas y nombró un interventor para evitar la paralización de las radios. Ese funcionario, 
excediéndose manifiestamente en sus atribuciones, ordenó reajustes de remuneraciones tres 
veces superiores a las que el gobierno y la CUT habían convenido para el resto de los 
trabajadores del país. Además, otorgó a los sindicatos espacios para trasmitir por las radios «bajo 
su exclusiva responsabilidad». Las emisoras controladas por la UP (como Portales, Corporación, 
Bulnes, Magallanes, Pacífico, Candelaria y Nacional) aceptaron esa decisión del interventor; el 
resto (entre ellas, Chilena, Cooperativa, Presidente Balmaceda, Agricultura, Minería, Nuevo 
Mundo, Carrera y Panamericana) reclamaron a la Contraloría General de la República, 
planteando la ilegalidad de esa decisión. Consiguientemente, mientras las primeras siguieron 


trasmitiendo, las últimas fueron paralizadas por sus radioperadores. Y mientras la oposición 
denunció el hecho como una prueba más de la escalada de los sectores gobiernistas contra los 
medios de información libres, la publicidad del régimen sostuvo que el silenciamiento de esas 
radios era simple efecto de un conflicto del trabajo en el que la autoridad no podía intervenir.33 

En cuanto a la televisión, el canal nacional dejó de cumplir su obligación legal de informar 
objetivamente sobre el acontecer nacional e internacional y se convirtió en un verdadero órgano 
de propaganda del gobierno y de la UP. Analizando esta situación en el Senado, Renán 
Fuentealba señaló una serie de programas «en que se ha ofendido e injuriado a la colonia árabe, a 
la Iglesia católica, a la Corte Suprema y a diversos parlamentarios de oposición». Luego de 
recordar el precepto legal según el cual «la televisión no estará al servicio de ideología 
determinada alguna y mantendrá el respeto por todas las tendencias que expresen el pensamiento 
de sectores del pueblo chileno», agregó textualmente: «No cansaré al Senado con ejemplos sobre 
la diaria violación de estos preceptos. El país entero es testigo de ellos. Ha llegado a ser tan 
notoria esta situación que el presidente del directorio de dicha empresa, don Eugenio González, 
ha debido dar públicas excusas, en repetidas ocasiones, a personas y sectores injuriados por el 
Canal 7... El único ejemplo de pluralismo que hoy exhibe TV Nacional es el programa A tres 
bandas». 34 

Pero ese programa, en el que semanalmente debatían la actualidad nacional personeros de las 
tres grandes corrientes de opinión (derecha, izquierda y DC), no contaba con las simpatías de la 
UP. Como graficó el Puro Chile —tabloide comunista— el 19 de enero de 1971, mucho 
militante de la UP no entendía que, en un medio de difusión del Estado, controlado por el 
gobierno, se diera tribuna a opositores. «Si estuviera en mi mano, los sacaba de una sola chuleta 
en salva sea la parte», decía.35 No habían pasado cuatro meses cuando, tomando pie de un 
violento incidente verbal entre el dirigente del Partido Nacional, Sergio Onofre Jarpa, y el 
diputado comunista Orlando Millas, producido al término de una emisión de ese programa, se 
intentó suprimirlo. Ante las críticas que ese anuncio suscitó y contra el parecer de los 
parlamentarios de la UP, el programa continuó sobre la base de agregar un cuarto interlocutor en 
representación del gobierno. 

Tres semanas después, a mediados de mayo, un incidente semejante se produjo en el programa 
A esta hora se improvisa del canal de televisión de la Universidad Católica. De ello se 
aprovecharon de inmediato Eduardo Labarca (PC) y Joaquín Brunner (MAPU) para plantear el 
cierre de ese programa en carta dirigida a su director, Jaime Celedon.36 El programa continuó, 
pero cuando el Canal 13 de la UC pretendió extender sus trasmisiones a provincias, el gobierno 
negó la autorización. Aprobada por el Congreso una moción que facilitaba la extensión del Canal 
4 de la Universidad Católica de Valparaíso, el presidente Allende lo vetó, precisando luego que 
solo autorizaria la extensión de los canales universitarios en forma conjunta.3/ Esta solución, de 
hecho, impracticable (puesto que el Canal 9, de la Universidad de Chile, era manejado con 
extremo sectarismo por militantes de la UP), dejaba a las provincias sin más televisión que el 
canal nacional. 

Para los sectores oficialistas, esta conducta, claramente discriminatoria contra los medios de 
comunicación que no apoyaban al gobierno y lesiva de la libertad de la información, se 
justificaba por lo que consideraban «falta de representatividad» de dichos medios. En un foro 
que tuvo lugar en la Universidad Técnica del Estado (UTE), en que participaron los diputados 
Jorge Insunza (PC), Mario Arnello (PN) y Bernardo Leighton (DC), el primero sostuvo que la 
libertad de expresión había estado siempre ligada a la capacidad económica y, por consiguiente, 
ajena a las organizaciones de masas, situación que debería variar para que dichas organizaciones, 


verdaderamente representativas del pueblo, fueran las propietarias de los medios de 
comunicación a fin de que su voz pudiera hacerse escuchar.38 

Cualquiera que fuera la base de esta argumentación no podía justificar los excesos de 
sectarismo, odiosidad y hasta grosería con que los periodistas de la UP manejaron los medios de 
comunicación que cayeron bajo su control. Los diarios Clarín, Puro Chile y Las Noticias de 
Última Hora se caracterizaron por su estilo insidioso y procaz, en el que también solían incurrir, 
aunque en menor medida, La Nación y El Siglo. 

Muy pronto ese estilo fue también seguido por algunos órganos opositores de derecha, como 
Tribuna y Sepa, que rivalizaron con aquellos en violencia verbal y desvergůenza, de modo que el 
debate público fue siendo rebajado progresivamente a un nivel de grosería desconocido hasta 
entonces en Chile.32 Varias radioemisoras, la TV Nacional y el Canal 9 de la Universidad de 
Chile también entraron en competencia. 

A mediados de septiembre, en sesión especial de la Cámara de Diputados para analizar los 
diversos conflictos que estaban ocurriendo en distintos medios de comunicación, tanto escritos 
como radiales, el diputado democratacristiano José Monares expresó que el propósito del 
gobierno era muy claro: «Tener bajo el control de los miembros de la Unidad Popular y de los 
sectores adictos al gobierno todos los medios de difusión posibles, para “concientizar” muchos 
sectores de chilenos».40 En la misma sesión, el diputado del Partido Nacional, Gabriel de la 
Fuente, protestó «por el sistema que se está estableciendo en el país, en varios órganos de 
difusión. En primer lugar, está la forma como se han estatizado las industrias, por medio de 
conflictos. Esto mismo vemos que se está produciendo en El Mercurio. Se está provocando un 
conflicto con el fin de llegar a la estatización. Para eso, quieren amordazar la prensa y terminar 
con la noticia en el país. El Partido Nacional protesta enérgicamente por el sistema que se está 
empleando». 41 

Dos meses después, en un discurso pronunciado en la Cámara para analizar la labor del primer 
año de gobierno de la UP, en noviembre de 1971, el diputado democratacristiano Mariano Ruiz- 
Esquide dijo lo siguiente: «Nunca antes hubo en Chile un gobierno que tuviera tal poder de 
persuasión sobre las masas populares, la infancia o la juventud chilenas... El canal nacional y el 
Canal 9 son simples departamentos de acción de los partidos oficialistas... Esos medios de 
comunicación se han colocado al servicio de una concientización política que no busca un 
hombre nuevo, sino un hombre servil, enajenado por la propaganda de gobierno, no abierto a la 
discusión y al diálogo, sino entregado a una sola idea. La verdad ya no es un punto de partida 
para abrirnos al horizonte intelectual... Todo está permitido: la interpretación sectaria de los 
hechos, la deformación sutil de la verdad a través de una imagen artera o de mala ley, la palabra 
soez O la injuria más procaz. Es lícito hurgar en la vida privada de los hombres con acuciosidad 
casi morbosa para de ahí sacar la moraleja política que sirve al proselitista de turno. La 
degradación humana como método de proselitismo traspasa la pantalla. La historia de Chile ya 
no es patrimonio de quienes la hicieron con su vida o con su muerte. Ahora es mitología que 
depende del libretista. Que O”Higgins y Balmaceda fueron de la UP ya no cabe ninguna duda». 

Y agregó el diputado Ruiz-Esquide: «La honra ajena, el respeto por la persona humana, el 
derecho a disentir, ya hace tiempo que desaparecieron de los valores morales de la prensa 
oficialista. Pero esa inquina ya no es solo para los latifundistas, dueños de los monopolios u otros 
sectores para quienes podrían justificar una razón ideológica. Ahora basta no ser del gobierno 
para ser “vendido”, “transfuga”, “carajo” o “infeliz”, según los títulos de sus diarios. No importa 
que el sujeto de esa “fraternidad socialista” sea un modesto dirigente campesino que comete el 
delito de estar en contra de una hacienda estatal. No importa que sea un hombre de su misma 


clase, trabajador, explotado por el capitalismo y aun a veces, hasta allendista, pero que tuvo la 
mala ocurrencia de disentir del interventor nombrado por el comité político de la UP».42 


3. COLECTIVIZACIÓN DEL AGRO 


Como ya se ha visto, desde que asumió el gobierno de la UP se desencadenó un proceso de 
radicalización de la reforma agraria, caracterizado por ocupaciones de predios, intervenciones de 
los mismos que se prolongaban indefinidamente, aceleración de las expropiaciones y ostensible 
propósito (expresado en documentos y actuaciones de partidos gobiernistas y de funcionarios del 
agro) de ir hacia una estatización generalizada de la agricultura. 

A partir de la constitución en diciembre de 1970 del primer Consejo Comunal Campesino 
generado directamente desde la base, prontamente comenzaron a organizarse en muchas otras 
comunas, especialmente en las provincias de Cautín y Colchagua, intentando asumir por sí 
mismos las funciones ejecutivas de la reforma agraria e imponer a la CORA y demás servicios 
públicos sus decisiones sobre los predios que debían expropiarse, el tipo de explotación que 
debía realizarse y la solución de todos los problemas del campesinado en la comuna. Para 
asegurarse de que serían oídos y no se les tramitaría, recurrieron a tomas, corridas de cerco y 
otras medidas de fuerza. Es lo que se llamó «poder campesino», que surgía paralelo al poder del 
Estado y de su «legalidad burguesa». 43 

Frente a este hecho, mientras el presidente Allende y las autoridades de gobierno reiteraban 
que todo se haría conforme a la ley, funcionarios del agro y dirigentes políticos de partidos 
gobiernistas apoyaban, franca o disimuladamente, la acción de este «poder campesino». 
Aseverando que las organizaciones campesinas reconocidas (federaciones sindicales, de 
asentamientos y de cooperativas) eran minoritarias en relación al conjunto de trabajadores del 
campo£4 y que, en su mayoría, tenían orientaciones reformistas y reaccionarias, esos funcionarios 
favorecían la integración de los consejos comunales con representación mayoritaria generada 
directamente desde la base. En esta línea, la Comisión Nacional Agraria Socialista (Conas) 
preconizó que el sesenta por ciento de los miembros de cada consejo fuera elegido por la base y 
el cuarenta por ciento restante por las organizaciones campesinas, y que los consejos así gestados 
conquistaran, «a través de su lucha con el apoyo de las masas que representan», su participación 
«con capacidad de decisión frente a sus problemas y al aparato estatal».45 

Aunque en esta materia no existían criterios uniformes en el seno de la UP, especialmente 
entre socialistas y comunistas,46 la posición de los primeros, respaldados por mapucistas y 
miristas, acabó por prevalecer. Los consejos campesinos constituidos conforme al decreto n.“ 481 
fueron siendo progresivamente ignorados por los organismos públicos del sector agrario, que se 
entendían con los generados directamente en asambleas campesinas o los constituidos con 
integración mixta, cuyos dirigentes respondían a los planteamientos y estrategias revolucionarias 
de algunos sectores gobiernistas. 

Promovidos o impulsados por estos consejos, los conflictos campesinos se multiplicaron a lo 
largo del país. Se originaban mediante tomas de predios llevadas a cabo, en la mayoría de los 
casos, por jornaleros de temporada o afuerinos, a menudo con participación de comités de 
cesantes constituidos en las ciudades más próximas. Estas tomas provocaban la paralización de 
las actividades del predio y el consiguiente decreto de reanudación de faenas; el interventor 
designado por la autoridad (un funcionario de reconocida militancia oficialista), aplicando con 
celo las instrucciones de la Cartilla sobre intervención de predios agrícolas del Icira —a que se 
hizo mención en el capítulo anterior—, contrataba trabajadores, convenía regalías, obtenía 


créditos bancarios por cuenta y en representación del dueño y administraba discrecionalmente en 
su lugar, sin el menor ánimo de devolver la tierra a su propietario. 

Entretanto ¿qué sucedía con las expropiaciones? Interviniendo en el Senado, el 11 de agosto 
de 1971 el senador falangista Ricardo Ferrando informó que, según el Boletín Oficial de la 
CORA, hasta el 19 de junio se habían expropiado 984 predios en el curso del año. ¿Qué había 
pasado con esos predios en los cuales, a pesar de la expropiación decretada, no se habían 
constituido los asentamientos previstos por la Ley de Reforma Agraria? Esta era perentoria: 
«Producida la expropiación de un predio y habiendo la CORA tomado posesión del mismo, esta 
procederá a la instalación de un asentamiento campesino».47 

En el sistema de la ley, los asentamientos eran la forma de organización social y económica de 
la explotación agrícola durante el periodo que debía mediar entre la toma de posesión por la 
CORA del predio expropiado hasta la asignación del mismo a los campesinos en propiedad 
individual o cooperativa. Para esa etapa se constituía una sociedad entre la CORA y los 
campesinos trabajadores permanentes del predio expropiado, cuyos objetivos principales eran 
trabajar las tierras y Capacitar a los asentados para asumir sus responsabilidades de futuros 
empresarios agrícolas. La CORA aportaba el predio y su asistencia técnica y financiera; los 
campesinos, su trabajo. Al cabo de tres años, susceptibles de prorrogarse a cinco en casos 
calificados, la CORA debía asignar la tierra a los campesinos en unidades agrícolas familiares de 
dominio individual o en propiedad cooperativa, según los casos. La ley establecía los requisitos y 
causales de preferencia para ser asignatario. 

Como este sistema de asentamientos parecía no satisfacer a los personeros de la UP a cargo 
del sector agrícola, la Cámara de Diputados, por iniciativa del PDC, celebró el 1 de septiembre 
de 1971 una sesión especial para debatir la materia. Invitado a la sesión, el ministro de 
Agricultura, Jacques Chonchol, esgrimió los siguientes argumentos para justificar su resistencia 
a constituir los asentamientos que establecía la Ley de Reforma Agraria: primero, que eran 
unidades físicas demasiado pequeñas para organizar explotaciones eficientes y capaces de dar 
oportunidad de trabajo al mayor número posible de campesinos; segundo, que beneficiaban solo 
a los trabajadores residentes en el fundo expropiado, excluyendo a los afuerinos, medieros y 
trabajadores de temporada, quienes se convertían en asalariados de los primeros; tercero, que en 
su gestión se estaba produciendo una situación financiera muy difícil, por su progresivo 
endeudamiento con la CORA por concepto de créditos de explotación y capitalización en cuyo 
servicio estaban morosos; y Cuarto, que de parte de la CORA había un manejo muy 
«paternalista» de los asentamientos. 18 

Cualquiera que fuese la base real de esas críticas, los problemas a que apuntaban eran 
susceptibles de corregirse sin suprimir los asentamientos. De los mil cuatrocientos predios 
expropiados bajo el gobierno anterior, trescientos se habían agrupado con otros vecinos para 
constituir asentamientos de dimensiones razonables.<2 Nada impedía incorporar a un 
asentamiento nuevos campesinos, como a menudo se hacía, siempre que la racional explotación 
del predio lo permitiera. Si bien solía haber en los asentamientos trabajadores asalariados, eran 
una minoría, generalmente formada por hijos de los asentados y por trabajadores de temporada. 
En cuanto al endeudamiento, se trataba de una situación general del sector agrícola que no se 
solucionaría con la eliminación de los asentamientos. Y el «paternalismo» no era propio de estos: 
podía existir con o sin asentamientos, según fuera la conducta de los funcionarios del sector 
agricola.s0 

Lo cierto es que detras de la campaŭa contra los asentamientos habia una razon politica. Era 
entre los trabajadores afuerinos y de temporada donde los partidos de la UP reclutaban la 


mayoría de sus partidarios en el sector rural, mientras inquilinos y trabajadores permanentes 
estaban mayoritariamente afiliados a las confederaciones campesinas. Y de esta misma corriente 
era la Federación Nacional de Asentamientos y Cooperativas. 

No es de extrañar, entonces, que desde el inicio del gobierno de Allende se constituyeran muy 
pocos asentamientos en los fundos expropiados. En vez de ellos, se organizaron comités 
campesinos y, en la zona forestal del sur del país, complejos madereros que, al margen de la ley, 
tomaban de hecho en sus manos la explotación conjunta de varios predios. 

Como entre los partidos de la UP no había criterios uniformes sobre la forma de organización 
económico social que debería asumir el sector reformado, tardó hasta fines de agosto de 1971 la 
definición de una política oficial al respecto. El 20 de ese mes, el consejo de la CORA aprobó el 
proyecto elaborado por la comisión agraria de la UP, por el cual se crearon los Centros de 
Reforma Agraria (CERA), que pasaron a sustituir a los asentamientos como forma de 
organización de la explotación transitoria de los predios una vez expropiados.21 

Los CERA se constituían por la unión de dos o más predios expropiados, vecinos o próximos, 
que pasaban a formar una sola unidad de explotación de la que eran parte todos los trabajadores, 
de ambos sexos, mayores de dieciséis años, sus hijos y miembros de sus familias, vivieran o no 
en el área del respectivo centro, y todos los campesinos que en lo sucesivo se incorporaran. Su 
dirección superior correspondía a una asamblea general formada por todos sus miembros, la que 
elegía por sufragio universal un comité de control y otro de bienestar social. También había un 
comité de producción, elegido solo por los trabajadores de ambos sexos.32 

La implantación de los CERA provocó una fuerte reacción de parte de las organizaciones 
campesinas y de la oposición, que vieron en ella un paso ostensible hacia la colectivización del 
agro. Signo revelador de la efervescencia que existía en los medios campesinos fue la 
movilización masiva de delegaciones de las confederaciones campesinas y de la Federación 
Nacional de Asentamientos y Cooperativas, que el 1 de septiembre acudieron a la citada sesión 
de la Cámara de Diputados. La situación se hizo tensa por el intento del gobierno de impedir que 
algunas de esas delegaciones llegaran a Santiago, mediante el arbitrio de que la policía del 
tránsito negara el paso a los buses que las traían. Y se agravó aún más cuando el subsecretario 
del Interior invocó, para justificar esa medida, el pretexto de que los campesinos viajaban en 
estado de ebriedad. A pesar de todo, varios miles de campesinos llegaron hasta la Cámara de 
Diputados y permanecieron en sus jardines mientras se realizaba la sesión. 

En esa oportunidad, los diputados democratacristianos Andrés Aylwin, Anatolio Salinas, 
César Fuentes, Gustavo Ramírez, Pablo Toledo, Alberto Zaldívar y Sergio Merino, y los 
nacionales Patricio Phillips, Manuel Tagle, Víctor Carmine, Domingo Godoy y Héctor Ríos, 
criticaron la política del gobierno y denunciaron una campaña de funcionarios de la CORA e 
Indap para desfigurar la realidad, desprestigiar entre los campesinos a los asentamientos y 
cooperativas y concientizarlos sobre las virtudes de las haciendas estatales. Los acusaron de 
discriminación contra los asentamientos, señalando casos en que se les había negado crédito para 
sus siembras mientras no se fusionaran con otros, de injuriar a sus dirigentes calificándolos de 
«agentes de la CIA» y de querer implantar los CERA a fin de controlar ideológicamente a los 
campesinos. 

El ministro, por su parte, criticó los asentamientos, defendió la implantación de los CERA 
como nueva forma de organización transitoria del área reformada y sostuvo que mediante ella se 
trataba de no producir exclusiones entre los campesinos, de dar a todos ellos participación en la 
administración —liberándolos del paternalismo de la CORA—, de buscar un sistema de 
financiamiento más racional a través del Banco del Estado y de implantar formas de 


remuneración más justas al trabajo campesino. Aseveró también que al cabo de los plazos legales 
todos los predios serían asignados, como forma general, en propiedad cooperativa de las tierras 
productivas y propiedad familiar de la casa y el huerto «y en casos calificados... porque son 
predios de extraordinario valor o son centros de producción, eso queda en manos del Estado».33 
Los diputados gobiernistas Luis Tejeda, Erick Schnake, Carmen Lazo y Pedro Urra reforzaron 
sus argumentaciones. 

Para los opositores, la creación de los CERA aparecía como una forma de ir abriendo camino, 
al margen de la ley, a las haciendas campesinas estatales conforme al documento del Conas. La 
estructura anunciada, tendiente a ingresar a los predios expropiados a mucha gente nueva a fin de 
reducir la cesantía y aumentar considerablemente el tamaño de las explotaciones, atentaría contra 
la forma de ser de los campesinos, convirtiéndolos en simples asalariados de grandes 
explotaciones deshumanizadas cuyo único destino sería, a la larga, la colectivización de la tierra. 
Censuraban, además, que todo esto se hiciera sin considerar para nada el parecer de los propios 
campesinos. 

En un documento titulado El Partido Socialista denuncia la sedición reaccionaria en el 
campo, emitido a fines de noviembre de 1971, la comisión política de ese partido confirmó 
ampliamente dichas aprensiones al aseverar que «los CERA franquean el avance hacia formas 
superiores de propiedad social, evitando el peligro que significa la creación de cooperativas 
asignatarias de tierras dentro de una sociedad en que la clase trabajadora no ha conquistado 
todavía el poder». En el mismo documento se dejaba en claro su criterio de que «no está en el 
orden del día la asignación de la tierra que se está expropiando al latifundio», que «en cuanto al 
problema mismo de la asignación de la tierra, no debe entregarse en dominio a cooperativas 
asignatarias» y que «en los asentamientos que hayan cumplido cinco años, los propios asentados 
deben elegir entre trabajar organizados en CERA o en cooperativas asignatarias, con huerto y 
casa individual».34 

Lo cierto es que al terminar el año 1971 el gobierno había expropiado 1378 predios con una 
superficie de dos millones seiscientas mil hectáreas, cifras que exhibió como un gran éxito al 
compararlas con los 1349 predios con tres millones cuatrocientas mil hectáreas expropiadas 
durante el mandato del presidente Frei.55 Pero en muy pocos de esos predios expropiados por la 
nueva administración se cumplió el mandato legal de constituir asentamientos. Casi todos se 
integraron en Centros de Reforma Agraria. Y en los antiguos asentamientos que habían cumplido 
o sobrepasado el plazo legal para proceder a asignar la tierra en dominio individual o a 
cooperativas, no faltaron pretextos para dilatar ese trámite, siendo muy pocos los casos en que se 
hizo la asignación. 


4. ESTATIZACIÓN ACELERADA DE LA ECONOMÍA 


El programa básico de gobierno de la UP planteaba que el «proceso de transformación de nuestra 
economía —para iniciar la construcción del socialismo— se inicia con una política destinada a 
constituir un área estatal dominante formada por las empresas que actualmente posee el Estado 
más las empresas que se expropien»,6 entre las que incluía aquellas relacionadas con «la gran 
minería del cobre, salitre, yodo, hierro y carbón mineral; con el sistema financiero del país, en 
especial la banca privada y seguros; con el comercio exterior; con las grandes empresas y 
monopolios de distribución; con los monopolios industriales estratégicos; y en general, con 
aquellas actividades que condicionan el desarrollo económico y social del país, tales como la 
producción y distribución de energía eléctrica; el transporte ferroviario, aéreo y marítimo; las 


comunicaciones; la producción, refinación y distribución del petróleo y sus derivados, incluido el 
gas licuado, la siderúrgica, el cemento, la petroquímica y química pesada, la celulosa y el 
papel».57 

El programa agregaba que todas esas expropiaciones se harian «siempre con pleno resguardo 
del interés del pequeño accionista» y destacaba que la mayoría de las empresas de la industria, la 
minería, la agricultura y los servicios seguirían incluidas en el área de propiedad privada, 
indicando que «en 1967, de las treinta mil quinientas industrias, solo unas ciento cincuenta 
controlaban monopólicamente todos los mercados».28 

¿Qué debería entenderse por empresas «grandes» y por «monopolios industriales 
estratégicos»? Muchas de las actividades enunciadas estaban en manos del Estado o de empresas 
en que este tenía participación mayoritaria. ¿Con qué criterio se resolvería la incorporación de las 
demás al área de propiedad social o su permanencia en la privada? 

Ni el presidente Allende ni los dirigentes de su candidatura lo habían precisado durante la 
campaña electoral. Como la realización de ese programa exigiría expropiar las empresas que se 
decidiera estatizar y la Constitución Política exigía ley para autorizar expropiaciones y para 
reservar al Estado el dominio exclusivo de cualquier clase de bienes, parecía obvio que el 
proceso de creación del área social de la economía debería ser fruto de una legislación que el 
Parlamento debatiera y aprobara. Así lo reconoce expresamente Altamirano, quien luego de 
señalar el carácter «revolucionario» y «no reformista» de ese programa, «cuyo objetivo último 
era el traspaso del poder de una clase a otra», admite que «solo era realizable en cuanto se 
lograra la mayoría electoral necesaria».29 

El programa de gobierno presentado al país por Radomiro Tomic como candidato presidencial 
de la DC planteaba también la creación de una «nueva economía», caracterizada por la 
participación preponderante de los trabajadores, en la que las actividades económicas se 
agruparían en tres áreas, una de las cuales se integraría con las empresas «de propiedad pública o 
estatal, las empresas de propiedad del Fondo para la Independencia y el Desarrollo Nacional — 
que debería crearse— y las empresas de trabajadores».60 

Esta coincidencia en el propósito de impulsar un proceso de socialización de la economía 
chilena mediante cambios estructurales en el régimen de propiedad de las empresas, aseguraba 
una holgada mayoría parlamentaria para aprobar las leyes en que ambos sectores, UP y DC, se 
pusieran de acuerdo. Aunque había claras diferencias entre el mecanismo de estatizaciones 
preconizado por la UP y el de creación del Fondo para la Independencia y el Desarrollo Nacional 
(de propiedad de los trabajadores y no del Estado) propuesto por la DC, la viabilidad de ese 
acuerdo era ostensible. Por supuesto que ello requería que ambas partes flexibilizaran sus 
posiciones, especialmente en cuanto a que el gobierno aceptara formas de socialización diversas 
de la mera estatización. 

De parte de la DC había buena voluntad para buscar esa clase de acuerdos. Ya se dijo que en 
diciembre de 1970, tan pronto fue elegida la directiva que presidió el senador Irureta, planteó al 
presidente Allende su disposición a emprender estudios conjuntos para buscar acuerdos sobre el 
modo de llevar a la práctica las reformas en que coincidían los programas del gobierno y del 
PDC. 

Pero eso no correspondía a las intenciones de los sectores más influyentes de la combinación 
de gobierno. Para estos, «los planteamientos económicos del programa alcanzaban un carácter 
revolucionario, orientado a resolver lo que Lenin señalaba como “el problema fundamental de 
toda revolución..., el problema del poder estatal"».61 Las palabras son del jefe de gabinete del 
ministro de Economía de la época, quien agrega: «Todo el accionar del gobierno y en particular 


el conjunto de su política económica —no solo su cometido de transformaciones estructurales— 
cobraba sentido en relación a la lucha por el poder del Estado». Los avances en la formación del 
área social «involucraban un doble alcance político. Por una parte, destruir y desarticular las 
bases de sustentación económica de las clases dominantes y los intereses imperialistas en el 
país... Por otra, acrecentar las condiciones materiales y orgánicas en que basar la fuerza de la 
clase obrera y sus aliados». 

Había, además, factores limitantes de la política económica proyectada, como «la disminución 
de las reservas en divisas, el agotamiento de las capacidades productivas ociosas y la presión 
inflacionaria que provocaría el incremento del gasto público deficitario, los que no podían 
compensarse sino mediante la apropiación de los excedentes con que se beneficiaba el capital 
monopólico». Por todo lo cual, «para el gobierno popular la celeridad en la formación del área 
social constituía una exigencia tanto política como económica». 82 

De aquí que, descartando desde el inicio el empleo de la vía legislativa para crear el área de 
propiedad social y ahorrándose así el más mínimo esfuerzo para lograr mayoría al respecto, el 
gobierno emprendió la tarea de apoderarse lo más rápidamente posible de cuanta empresa estimó 
interesante, valiéndose para ello de todos los medios a su alcance. 

¿Cuáles fueron esos medios? 

Por una parte, la vía administrativa, mediante el ejercicio de algunas atribuciones que la 
legislación vigente otorgaba a ciertos servicios públicos. Por otra, la vía de hecho, mediante la 
acción directa de grupos sociales vinculados al régimen. A menudo ambos medios se 
combinaron. 

Como ya se expuso, el proyecto de ley de reforma bancaria que el presidente Allende anunció 
al país el 3 de diciembre de 1970 jamás fue presentado. El Estado adquirió el dominio de casi 
todos los bancos mediante la compra de sus acciones por la Corfo. El procedimiento, cuya 
legalidad fue materia de agrias discusiones, importó, cuando menos, lo que en derecho 
administrativo se denomina «desviación de poder», puesto que, si bien la Corfo tenía facultades 
para «celebrar todos los actos y contratos que sean necesarios para la consecución de sus fines», 
la transferencia al Estado de empresas bancarias privadas (es decir, la nacionalización de la 
banca) no entraba entre los fines de dicha corporación. Esta fue creada para impulsar el 
desarrollo económico nacional, mediante —entre otras formas— la creación de nuevas empresas 
O la ayuda financiera y técnica a las existentes, pero no para transferir al sector público empresas 
del área privada. 

El mismo o análogo procedimiento se empleó para adquirir las acciones en manos particulares 
de la Compañía de Acero del Pacífico y de la Compañía de Teléfonos de Chile, empresas ambas 
que constituían sociedades mixtas en que el Estado era el accionista mayoritario. 

También se empleó esa vía para tomar el control de empresas como la editorial Zig-Zag, 
R.C.A., Compañía SudAmericana de Vapores, Industria Nacional de Neumáticos (INSA), 
Compañía de Gas de Valparaíso, Lipigas, Servigas, Abastible (distribuidores de gas licuado), 
Cecinas Lever, Manesa (fábrica de neumáticos comprada a Firestone) y las distribuidoras Weir 
Scott, Duncan Fox, Williamson Balfour y Gibbs y Compañía, con todas las cuales se constituyó 
la empresa estatal Distribuidora Nacional (Dinac). 

Asimismo, la Corfo adquirió por compra las empresas carboníferas Lota y Schwager y 
constituyó la Empresa Nacional de Carbón (Enacar) con los minerales de Arauco Colico Sur, 
Victoria de Lebu y Pilpilco. 

Mediante un procedimiento semejante, el Estado tomó el control de la Sociedad Química de 
Chile (Soquimich), comprando las acciones que pertenecían a la Anglo-Lautaro Nitrato. 


Por su parte, una vez estatizada, la Compañía de Acero del Pacífico (CAP) adquirió el 
dominio pleno de los minerales de hierro de El Tofo y Romeral, como asimismo de la industria 
metalúrgica Socometal. 

Aparte de ese camino de la compra, en que la transferencia de las empresas por parte de sus 
antiguos dueños tenía carácter voluntario (aunque en muchas ocasiones hubo presiones de 
diverso orden para lograr su consentimiento), el gobierno puso en práctica otros 
procedimientos más drásticos: expropiaciones, requisiciones e intervenciones de empresas. 

Para ello se valió de una antigua legislación que había sido dictada durante la República 
socialista de comienzos de la década del treinta, pero que hasta entonces no había sido derogada. 
Ella otorgaba al gobierno, a través de la Dirección de Industria y Comercio del Ministerio de 
Economía, atribuciones para expropiar establecimientos agrícolas, industriales o comerciales que 
se mantuvieren en receso o que no cumplieren la obligación que se les hubiere impuesto por la 
autoridad de producir o elaborar artículos declarados de primera necesidad en las cantidades, 
calidades y condiciones que ella les fijare. Lo autorizaba, asimismo, para «requisar y vender por 
cuenta de sus dueños y a los precios naturales, los bienes o artículos esenciales o de primera 
necesidad y sus materias primas, cuando sean objeto de acaparamiento, ocultación, negativa de 
venta u otra forma de especulación».64 

Una norma reglamentaria de esa misma legislación facultaba al gobierno para «ordenar, en 
caso de huelga o cierre de negocios o almacenes dedicados al comercio de artículos de primera 
necesidad o de uso o consumo habitual, la apertura de estos, requisándolos cuando sea necesario 
para realizar la distribución y evitar una interrupción de los abastecimientos».65 

Por otra parte, diversas leyes otorgaban al gobierno la facultad de ordenar la reanudación 
obligatoria de faenas en casos de huelgas, cierres O paralizaciones que afectaran a empresas 
vitales para la economía nacional o cuya paralización pusiere en peligro la salud o la vida 
económica social de la población. En tales situaciones, si la empresa afectada no acataba dicha 
orden, la autoridad podía hacerla cumplir, designando un interventor que se hiciera cargo de su 
administración por cuenta de su propietario.66 

El gobierno de Allende se valió de estas atribuciones administrativas para llevar a cabo su 
programa de «constituir un área estatal dominante» de la economía, sin necesidad de ley que la 
creara y prescindiendo del Congreso Nacional. 

El 1 de diciembre de 1970, cuando todavía no llevaba un mes en el poder, el propio Allende 
anunció la expropiación de la fábrica de paños Bellavista Tomé, que se encontraba paralizada. El 
respectivo decreto fue dictado previo informe unánime favorable del Consejo de Defensa del 
Estado y la Contraloría General de la República tomó razón de él por encontrarlo ajustado a 
derecho. 

Este mismo mecanismo se utilizó, entre enero y marzo de 1971, con las industrias textiles Fiap 
Tomé, Fabrilana y Lanera Austral. Pero, a partir de la expropiación de esta última, la Contraloría 
formuló reparos a los decretos expropiatorios, por estimar que no se cumplían los requisitos 
legales. Tal vez a consecuencia de esos reparos, o en razón de que la expropiación obligaba a 
indemnizar, este procedimiento fue dejado de lado. 

A mediados de marzo de 1971 el gobierno dispuso la requisición de dos industrias de cemento 
que se encontraban en huelga, Cemento Melón y Polpaico. Un mes después se requisó Yarur, 
una de las empresas textiles más grandes del país, decisión que fue precedida por el comienzo de 
una intensa campaña contra sus dueños y, en general, contra la colonia árabe, de la que formaban 
parte la mayoría de los empresarios de la industria textil. 

El 24 de mayo el ministro de Economía, Pedro Vuskovic, anunció que «los monopolios 


textiles serían incorporados al área de propiedad social». Horas después, los sindicatos de ocho 
de las más grandes empresas del sector, todos controlados por la UP, se «tomaban» las fábricas 
en apoyo a la política gubernativa. Al día siguiente, el ministro recorría las industrias «tomadas», 
en medio de la entusiasta recepción de los parciales del gobierno, y declaraba que el ministerio 
procedería a dictar órdenes de requisición si las industrias seguían paralizadas. Tal era, decía, «la 
única manera de asegurar el abastecimiento de la población».67 Y asi lo hizo: Hirmas, Rayonhil, 
Lanera Coquimbo, Textil Progreso, Hilos Cadena, Oveja Tomé, Sumar, Caupolicán Chiguayante 
y Rayon Said fueron requisadas. 

La Contraloría no tomó razón de estas requisiciones por considerarlas ilegales. Los 
trabajadores, por su parte, anunciaron que en ningún caso devolverían las industrias a sus 
dueños. La controversia entre el Ministerio de Economía y el organismo contralor se prolongó 
hasta fines de septiembre, cuando el presidente de la República dejó a firme las requisiciones 
mediante un decreto de insistencia.68 

El mismo procedimiento seguiría utilizándose, no obstante los reparos jurídicos de la 
Contraloría, para tomar el control de numerosos otras industrias: la armaduría Ford en 
Casablanca, varias empresas pesqueras, las nueve plantas de Cervecerías Unidas, Fanaloza, Calaf 
y muchas más. Entre noviembre de 1970 y fines de 1972 se requisaron ciento cincuenta y dos 
empresas, aunque catorce de esas requisiciones fueron dejadas sin efecto.59 

El otro camino seguido para estatizar empresas fue su intervención mediante decreto de 
reanudación de faenas. La aplicación de esta vía se inició con la industria Purina, de alimentos 
para aves, el mismo mes de noviembre de 1970 en que el gobierno asumió. Paralizada una 
empresa a consecuencia de una huelga, ya fuera legal o ilegal —la que muchas veces era 
provocada con el preciso objeto de lograr su intervención—, el gobierno decretaba la 
reanudación de faenas y nombraba un interventor que, prescindiendo del propietario y por cuenta 
de este, se hacía cargo de administrar la empresa, convenía remuneraciones y condiciones de 
trabajo con el personal, contrataba y despedía trabajadores, obtenía créditos bancarios, etc. Hasta 
fines de 1972 «se producen ciento noventa y tres intervenciones» y «en unos cincuenta casos las 
empresas intervenidas son devueltas a sus dueños».70 

Utilizando los procedimientos señalados, el gobierno fue apoderándose rápidamente de la 
industria nacional. Antes de finalizar el año 1971, el Estado había establecido, solo en el rubro 
manufacturero, «un control definitivo o temporal sobre sesenta y ocho empresas privadas. 
Incluyendo las empresas públicas, el resultado fue que, de las veintitrés mayores sociedades 
anónimas, veinte se encontraban en manos del Estado a fines del primer año de gobierno. La 
presencia estatal creció principalmente en el sector metal mecánico, en materiales de 
construcción y en el sector textil».71 

Claro está que la vía escogida para el efecto no permitía planificar ordenadamente el proceso 
de creación del área social. Donde los grupos de presión de la UP tenían fuerza para conseguir, a 
veces mediante una audaz maniobra, paralizar el trabajo de la industria, lograban crear las 
condiciones para la dictación de un decreto de requisición o de reanudación de faenas que, 
administrativamente, sin ley, sin indemnización, sin regulación de la situación jurídica de los 
trabajadores, determinaba el paso de la empresa de la administración privada a la administración 
estatal, a cargo de interventores que casi siempre eran funcionarios políticos que procedían con 
ostensible criterio partidista en el manejo de la empresa y en las relaciones laborales. 

Por otra parte, tanto la requisición como la intervención consiguiente a un decreto de 
reanudación de faenas no eran procedimientos jurídicamente aptos para transferir las empresas 
del dominio privado al área de propiedad social. Por su naturaleza, ambas son medidas 


transitorias, que no privan al dueño de su dominio, sino que solo afectan temporalmente su 
facultad de administrar. 

El excontralor general de la República y presidente del Tribunal Constitucional durante el 
gobierno de Allende, el profesor Enrique Silva Cimma, ha escrito al respecto: «El acto 
requisitorio no puede implicar el traspaso del dominio de un bien... del área privada a las áreas 
social o mixta. La requisición entonces es una medida transitoria, que se justifica por razones de 
anormalidad económica o social y que por lo tanto está llamada a producir sus efectos y 
extinguirse tan pronto esas circunstancias de anormalidad han desaparecido».72 

Eduardo Novoa, presidente del Consejo de Defensa del Estado durante los primeros dos años 
del gobierno de Allende, principal asesor jurídico de este y a quien se atribuye haber ideado la 
utilización de estas facultades administrativas del gobierno para implementar el proceso de 
socialización, lo reconoce expresamente: «Claro es —dice— que la requisición, se efectúe solo 
sobre mercaderías como lo prevé el decreto ley n.” 520, o sobre establecimientos, como lo 
contempla el decreto n.” 338, no transfiere el dominio al Estado de las respectivas mercaderías o 
establecimientos, sino que solamente le permite incautarse de ellos para los fines previstos en los 
preceptos correspondientes. Por consiguiente, se trata de una medida de efecto temporal, inepta 
por sí misma para incorporar empresas al área de propiedad social en forma definitiva».73 

Lo mismo ocurre con la intervención de una empresa a consecuencia de un decreto de 
reanudación de faenas. Su única finalidad es poner término a la paralización de la empresa en 
cuanto compromete el abastecimiento de bienes para la colectividad. Restablecido el normal 
funcionamiento de esa empresa, la intervención pierde su razón de ser y, como el propio Novoa 
afirma, «debe cesar».74 

Lo dicho pone en evidencia la arbitrariedad que importaba valerse de estas medidas, conocidas 
vulgarmente como «resquicios legales», para privar de hecho de sus empresas a los dueños de 
ellas, sin indemnización ni respeto alguno a sus derechos de propietarios. Utilizar la requisición y 
la intervención de empresas con el reconocido propósito de quitárselas a sus dueños y 
traspasarlas al área social constituía una manifiesta ilegalidad, en cuanto daba a esos actos un 
contenido jurídico distinto del que legalmente les correspondía, e importaba, además, un típico 
caso de desviación de poder, es decir, un ejercicio de atribuciones legales para un fin distinto de 
aquel para el cual la ley las ha conferido. 

Naturalmente, los propietarios afectados reclamaron y, siendo tantos y tan importantes los 
intereses comprometidos, la controversia adquirió contornos nacionales y un altísimo grado de 
pasión. 

Para los trabajadores de la UP, había llegado la hora de liberarse de la explotación capitalista, 
echar a «los ricos» y tomar en sus manos las empresas en que laboraban. Entendiendo poco o 
nada de sutilezas jurídicas, todo el que objetara lo que se hacía no podía ser sino un reaccionario, 
sirviente de los monopolios o del imperialismo. Y, por supuesto, no faltaban demagogos que 
incentivaban ese modo de opinar y, desde luego, la prensa, radio y televisión oficialistas no 
economizaban denuestos para referirse a los empresarios afectados y a quien reconociera sus 
derechos. 

Para los sectores empresariales, lo que se jugaba era la subsistencia misma del derecho de 
propiedad y de la empresa privada. El fantasma del despojo de sus bienes se cernía sobre ellos 
como una amenaza aterradora de la que estaban decididos a defenderse por todos los medios a su 
alcance. Quienes echaban manos sobre sus bienes no eran para ellos sino ladrones y como tales 
debían ser tratados. 

La Contraloría rechazó, calificándolas de ilegales, las requisiciones e intervenciones que 


tenían origen en la toma violenta de la respectiva industria.22 Pero, cada vez que ello ocurrió, el 
gobierno impuso su criterio mediante decretos de insistencia. 

La controversia se generalizó en todos los ámbitos de la vida nacional; organizaciones 
empresariales y sindicales, partidos políticos y medios de comunicación, tomaron posiciones al 
respecto. El debate jurídico pasó de la Contraloría a los tribunales y al Congreso Nacional. En 
este último no solo se criticó el abuso que importaban los resquicios legales, sino también el 
hecho de que se estuvieran impulsando cambios fundamentales en la estructura económica 
nacional, que por su naturaleza debían ser materia de ley, al margen del poder legislativo. 

En junio de 1971, el senador democratacristiano Ignacio Palma denunciaba «la marginación 
del Parlamento en la configuración de las tres áreas de la economía» y reclamaba como 
«absolutamente necesario el envío por parte del Ejecutivo, con extraordinaria urgencia, de un 
proyecto de ley sobre la materia».2£ Por su parte, el camarada y senador Benjamin Prado, 
reiterando una vez más la voluntad de nuestro partido de contribuir a realizar los cambios de 
estructura necesarios para terminar con la miseria, el subdesarrollo y la injusticia, dentro del 
marco de un «socialismo humanista», acusaba al gobierno de estar procurando imponer, por 
caminos torcidos, un socialismo estatista, colectivista y totalitario, afirmando que «está siendo 
burlado el poder legislativo, que no existe constitucionalmente para ser testigo de la vida 
nacional, sino para dar respuesta a sus necesidades básicas», y denunciaba que el «ejercicio 
abusivo de instrumentos creados para otras finalidades y en otros supuestos constituye un burdo 
atropello del compromiso de democracia pluralista» que el presidente Allende tenía con el pais.ZZ 

Pero el ministro Vuskovic prosiguió, impertérrito, su política de estatizaciones. 


5. VIOLENCIA GENERALIZADA. ASESINATO DE EDMUNDO PÉREZ ZUJOVIC 


Aunque la izquierda chilena podía exhibir con orgullo una respetable tradición de conducta 
democrática, encauzada dentro de los marcos del derecho, en los últimos años anteriores a su 
ascenso al poder fue ganada por un ideologismo violentista a tono con las concepciones 
revolucionarias que prevalecieron en muchas partes del mundo a fines de la década de los 
sesenta. 

Como ya se señaló, en 1967 la Organización Latinoamericana de Solidaridad (OLAS), 
patrocinada por Salvador Allende, proclamó la necesidad de la lucha armada, según el ejemplo 
de Cuba, para implantar el socialismo. El mismo año el PS, en su congreso de Chillán, declaró 
que «la violencia revolucionaria es inevitable y legítima».78 Y el ponderado ministro de 
Relaciones Exteriores del gobierno popular, Clodomiro Almeyda, había sostenido que esa 
violencia revolucionaria emergería en Chile «como resultado de la agudización y del 
calentamiento al rojo del proceso político vigente».72 

¿Cómo conciliar ahora, desde el poder, esas inclinaciones violentistas con la responsabilidad 
de gobernar al país y de encauzar su proceso de cambios por los rieles institucionales? 

Era este un difícil desafío para el presidente Allende y su gobierno. Por una parte, necesitaban 
mantener el orden indispensable para la vigencia del Estado de derecho y el normal desarrollo de 
las actividades nacionales. Por otra, no podían defraudar a quienes esperaban que su gobierno 
promoviera la violencia revolucionaria que creían imprescindible para «hacer la revolución». 

Frente a este dilema, Salvador Allende se esforzaba por temperar las impaciencias y contener 
los excesos de los más exaltados, instándolos a confiar en «el compañero presidente» y 
anunciando que, si los enemigos de la revolución intentaban impedirlo, el régimen respondería 
«a la violencia reaccionaria con la violencia revolucionaria».80 


Pero este criterio no era compartido por todos los partidarios del gobierno. En la propia cúpula 
de la UP había dirigentes, especialmente socialistas y mapucistas, que hacían gala de un 
revolucionarismo verbal difícilmente conciliable con las responsabilidades de gobierno. Lo 
mismo ocurría entre algunos ministros de Estado y altos funcionarios. Pero era especialmente en 
los llamados «mandos medios», tanto de los partidos como de la Administración pública, donde 
se ponía más de manifiesto la tentación de usar la fuerza de las masas para impulsar la 
revolución. 

Por otra parte, tanto comunistas como socialistas habían creado entre sus militantes jóvenes 
equipos militarizados: las brigadas Ramona Parra y Elmo Catalán, respectivamente. Y el 
Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), que no formaba parte de la UP ni acataba su 
disciplina, jamás renunció a su concepción revolucionaria violentista, pese a que algunos de sus 
miembros eran parte del GAP, encargado de la protección personal de Allende. 

Se explica así que, desde los inicios del gobierno, los incidentes violentos se convirtieran en 
ocurrencia cotidiana. Las tomas de predios agrícolas, industrias, terrenos urbanos, conjuntos 
habitacionales y edificios recién construidos o aún no terminados, de oficinas públicas, 
establecimientos escolares o universitarios y hasta de caminos públicos, pasaron a formar parte 
de la rutina diaria. 

Como el presidente Allende prohibió el empleo de la fuerza pública para impedir esos hechos 
o desalojar a los ocupantes, a quienes procuraba disuadir por métodos de persuasión, las tomas 
con cualquier pretexto, que ya venían produciéndose desde hacía un par de años, se 
multiplicaron, seguros sus autores de proceder con impunidad. Las usaron los campesinos para 
requerir la expropiación de fundos, los sindicatos industriales para exigir la estatización de 
empresas, los pobladores sin casa para apoderarse de viviendas que debían ser asignadas. Las 
emplearon estudiantes y hasta catedráticos para presionar en favor o en contra de ciertas 
decisiones en el ámbito educacional y universitario, funcionarios públicos para reclamar el 
cambio de jefes de servicio y los más variados grupos para defender o repudiar a autoridades o 
para respaldar alguna pretensión. Las tomas también afectaron a intendencias y gobernaciones 
como una forma de «certificar el deseo del pueblo de integrarse a la toma de decisiones del 
gobierno».81 

En abril fueron «tomadas» la Biblioteca Nacional, el Teatro Municipal de Santiago, el 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile y la Universidad Austral de 
Valdivia. En la primera, los ocupantes, miembros del CUP respectivo, exigían el reemplazo del 
director general de Bibliotecas, Roque Esteban Scarpa, por el poeta comunista Juvencio Valle. 
En los dos casos siguientes se reclamaba también el cambio de autoridades. En el último, los 
trabajadores demandaban el cumplimiento de un convenio laboral. Todas esas peticiones fueron 
satisfechas. 

En mayo, con motivo de la querella formulada contra el intendente de Colchagua, Juan 
Codelia, acusado de detención ilegal, allanamiento abusivo y otras arbitrariedades, los 
campesinos, pobladores y estudiantes de esa provincia solidarizaron con él, tomándose los 
caminos de acceso a San Fernando y una radioemisora de esa ciudad. Luego, el día en que el 
Senado debía pronunciarse sobre el desafuero del intendente —trámite previo necesario para que 
los tribunales pudieran someterlo a proceso—, una multitud de simpatizantes del acusado viajó a 
Santiago en un tren especial y rodearon el edificio del Congreso, profiriendo gritos y denuestos 
en apoyo a Codelia y contra sus acusadores. Aunque el Ministerio del Interior me aseguró, en mi 
Calidad de presidente del Senado, que las calles adyacentes al Parlamento serían despejadas y el 
propio presidente de la República ordenó hacerlo por medios persuasivos, la multitud no 


obedeció. En tales circunstancias, la mayoría del Senado, teniendo presente el precepto 
constitucional según el cual es nula y carece de efectos toda resolución acordada por los órganos 
del Estado «a presencia o requisición de un ejército, de un jefe al frente de fuerza armada o de 
alguna reunión del pueblo que, ya sea con armas o sin ellas, desobedeciere a las autoridades», 82 
suspendió el pronunciamiento sobre el desafuero hasta el día siguiente, ocasión en que la 
Corporación pudo sesionar normalmente. Esta decisión, que mereció fuertes críticas y a muchos 
pareció exagerada, tuvo por objeto impedir que se estableciera un precedente que habría sido 
funesto: que cada vez que los cuerpos legislativos tuvieran que pronunciarse sobre materias que 
interesaren especialmente a determinados sectores, estos se hicieran presente mediante 
movilizaciones de masas para presionar a los parlamentarios. 

Sin tanta resonancia, el procedimiento seguiría utilizándose, a lo largo y ancho del país, como 
una forma frecuente de respaldar demandas sociales. Cada vez que un grupo sentía que sus 
requerimientos no le eran satisfechos prontamente por la autoridad, se promovía una toma o, al 
menos, una movilización de masas para presionarla. 

Por regla general, estos hechos, aparte de mantener un clima de permanente agitación y 
desorden, no ocasionaban desgracias. Pero hubo situaciones en que las tomas fueron resistidas 
por los afectados o estos intentaron desalojar a los ocupantes, produciéndose enfrentamientos 
que dejaron numerosas víctimas. 

El ambiente cívico nacional se cargó de sospechas y recriminaciones. Menudearon las 
denuncias sobre la existencia de grupos armados. La oposición acusaba al gobierno de tolerancia 
y hasta de complicidad en la acción delictuosa de elementos extremistas y el gobierno acusaba a 
la derecha, y especialmente al movimiento nacionalista Patria y Libertad, de promover la 
violencia con afanes sediciosos. 

El MIR impulsaba deliberadamente este tipo de acciones. Según su tesis, ellas respondían a la 
necesidad de la movilización organizada de las masas y la elevación de su conciencia 
revolucionaria. Pretendiendo aplicar en su forma más auténtica las concepciones del marxismo 
leninismo a la realidad chilena y definiendo a todos los actores en función del antagonismo de 
clases, sostenía, como el PS, que el triunfo de Allende significó que los trabajadores 
«conquistaron el gobierno, pero no el poder», consideraba esa conquista «útil a la causa de los 
trabajadores solo en la medida en que se la instrumentalice para alcanzar la totalidad del poder» 
mediante la revolución, pero afirmaba que «solo es revolución la que denuncia y combate como 
enemigos del pueblo a los dueños de las empresas norteamericanas, de los bancos, de las fábricas 
y los campos», que «solo destruyendo la legalidad y las instituciones que impiden el avance de 
los trabajadores puede avanzarse en el camino de la revolución», que «lo fundamental es la 
capacidad de iniciativa y movilización ganada por los trabajadores», que «desde septiembre las 
clases dominantes han venido tratando de frenar, detener y combatir el avance de los 
trabajadores», que «si la ley, si los jueces, si el Parlamento, impiden el avance del pueblo, habrán 
de ser barridos por el pueblo» y que «la fuente fundamental de fuerza que tiene la izquierda... la 
única fuerza que puede destruir a la burguesía... son los trabajadores, son las masas 
movilizadas», por todo lo cual «el MIR apoya las formas de lucha que el pueblo levante».83 

Consecuente con estos criterios, a través de sus ramas sindical —el Frente de Trabajadores 
Revolucionarios (FTR)—, universitaria —el Frente de Estudiantes Revolucionarios (FER)—, 
poblacional —la Jefatura Revolucionaria de Pobladores— y, especialmente, campesina —el 
Movimiento Campesino Revolucionario (MCR)—, el MIR impulsó acciones de masas que 
dieron origen a graves disturbios y causaron numerosas víctimas. Su influencia en las provincias 
del sur, especialmente entre los mapuches, llegó a causar alarma aún entre miembros de la UP.84 


Responsabilizando al MIR de confundir al pueblo y alejar del gobierno a importantes sectores 
de la población, en una declaración del 4 de noviembre la Unidad Popular afirmó que «la política 
indiscriminada de tomas, no solo de latifundios sino de medianas y ahora último de pequeñas 
propiedades, como ha ocurrido en Cautín, significa enajenarse el apoyo de miles de pequeños 
propietarios agrícolas explotados por el latifundio», y culpó al movimiento de entregar, con su 
«plataforma infantil» y su «oportunismo», una «graciosa contribución a la derecha».85 

Pero los líderes miristas siempre hicieron caso omiso de estas acusaciones y culpaban al 
gobierno de «errores, debilidades y concesiones» a las clases dominantes, de acciones represivas 
«que el pueblo no comprende y rechaza» y, sobre todo, de no haber «asumido el liderazgo del 
movimiento campesino en ascenso», lo que habría obligado a este «a acudir a formas ilegales de 
movilización, entre las que estaban las tomas que hemos encabezado». Su dirigente 
poblacional Víctor Toro sostuvo que «los programas a medias no sirven» y «el pueblo tiene que 
prepararse, organizarse y armarse para defender lo ganado y conquistar lo negado: el poder».87 
Su rama sindical, en el congreso del FTR, afirmó que «la vía chilena, ofrecida por el gobierno de 
Allende, no existe».88 Y hablando en reunión de su rama estudiantil en la UTE, su dirigente 
Bautista van Schouwen sostuvo que la falta de fuerzas armadas de masas propias era la gran 
carencia de la UP, que la obligaba a subordinarse a las exigencias de las Fuerzas Armadas.89 

La actitud del gobierno, y en especial del propio Allende, fue siempre ambigua frente al MIR. 
Aunque a fines de mayo de 1971 el presidente Allende lo increpó duramente en un discurso en 
Concepción,% el rechazo no pasó del plano verbal. Siguió teniendo un contacto muy estrecho 
con el movimiento a través de su hija Beatriz, su sobrino Andrés Pascal y el GAP, que lo seguía 
a donde fuere. Incluso a mediados de agosto el presidente concurrió, acompañado de su edecán 
militar, al velorio del líder mirista Luciano Cruz (a la sazón encargado, según se dijo en su 
funeral, de la infiltración de las Fuerzas Armadas), quien murió, al parecer accidentalmente, 
asfixiado por un escape de gas mientras dormía. Ese mismo mes, el diputado Jáuregui fue 
expulsado del PS por sus denuncias en la Cámara contra el violentismo del MIR. 

En este clima de violencia, prácticamente no hubo mes, en el transcurso del año 1971, en que 
no tuviéramos que lamentar una o más muertes provocadas en enfrentamientos o por hechos 
delictuosos. 

En abril de 1971 murieron el joven democratacristiano Juan Millalonco, víctima de un disparo 
proveniente de brigadas socialistas en vísperas de las elecciones municipales en Aysén; el 
agricultor Rolando Matus, asesinado en la toma de su fundo en Pucón por elementos del MCR el 
día 17; el comerciante Raúl Méndez, asesinado en su local comercial en Santiago el día 25; el 
agricultor Jorge Baraona, fallecido a causa de un infarto con motivo de la toma de posesión de su 
fundo expropiado por la CORA, realizada en forma prepotente y arbitraria por el intendente de 
Colchagua el día 29; la agricultora de Lautaro Domitila Palma, también víctima de un infarto que 
se le produjo con motivo de la toma de su campo el día 30; y el campesino mapuche Juan 
Huillipán, ese mismo día en dicha toma. El 24 de mayo fue asesinado el cabo de Carabineros 
Tomás Gutiérrez en un asalto al mercado Montemar, en Santiago. En junio murieron el 
exvicepresidente de la República, Edmundo Pérez Zujovic, asesinado el día 8; sus asesinos, los 
hermanos Arturo y Ronald Rivera Calderón, el día 13; el cómplice de estos, Heriberto Salazar, y 
los funcionarios del Servicio de Investigaciones Gerardo Romero, Mario Marín y Carlos Pérez el 
día 16; y el carabinero Jorge Cortés, asesinado por miristas en Concepción el día 17. El 30 de 
julio fue muerto en Rancagua el agricultor Gilberto González por miembros del MIR. El 4 de 
septiembre, Blanca Vergara, modesta propietaria de un terreno en Renca, se suicidó al ser 
tomada su propiedad. En octubre murieron Moisés Huentelaf, miembro del MCR, en el intento 


de retoma del fundo Chesque de Loncoche, y Domingo Soto, capataz de un fundo en Colchagua, 
en intento de usurpación del mismo. En noviembre murieron Enrique Hernández, mediero de un 
fundo en Melipilla, asesinado el día 3, y Francisco y Ramón Cheuquelén, en un enfrentamiento 
campesino en Nueva Imperial, el día 22 de ese mes. 

De todas estas muertes, la que causó mayor conmoción fue la de Edmundo Pérez Zujovic, 
exvicepresidente de la República, asesinado el 8 de junio cuando se dirigía a su oficina, en su 
automóvil, acompañado de una hija. 

Edmundo Pérez había sido ministro de Obras Públicas, luego de Economía y, finalmente, del 
Interior, del presidente Frei. Durante su desempeño en esa última cartera se produjo en Puerto 
Montt, a mil kilómetros de Santiago, un desgraciado incidente con motivo de la toma de unos 
terrenos urbanos en el lugar denominado Pampa Irigoin, que Carabineros repelió dejando varios 
muertos y heridos. El ministro, que solo supo del suceso después de acontecido, asumió con 
hombría su responsabilidad. 

La izquierda convirtió a Pérez Zujovic en el principal blanco de su campaña denigratoria 
contra la DC. Su calidad de amigo de Frei, antiguo dirigente democratacristiano y empresario 
con éxito dio motivo para la maledicencia pseudorrevolucionaria. Se procuró simbolizar en él al 
burgués enemigo del pueblo. Calificándolo de «el asesino de Pampa Irigoin», los órganos de 
comunicación y muchos dirigentes de la UP no perdían ocasión para injuriarlo. Aunque había 
sido amigo personal de Allende, este no hizo nada por detener esa campaña. 

A partir del momento mismo del crimen, el oficialismo procuró encuadrarlo dentro de su 
esquina habitual de «la escalada sediciosa contra el gobierno popular». El presidente Allende lo 
denunció como «una deliberada provocación destinada a alterar la marcha institucional» del país, 
«con el fin de evitar que el pueblo, por la vía democrática, lleve adelante los cambios sociales». 
Comparó este asesinato con el del general Schneider y dijo que «el móvil, en los dos casos, es el 
mismo: provocar una sensación de caos en un desesperado esfuerzo por alterar la normalidad». %4 
Se declaró a Santiago zona de emergencia, se estableció el toque de queda y se impuso cadena 
nacional obligatoria de radios, de manera que no se pudieran trasmitir otras informaciones que 
las oficiales. 

A pocas horas del crimen, la hija de Edmundo Pérez que lo acompañaba reconoció el retrato 
del asesino en los archivos fotográficos del Servicio de Investigaciones. Se trataba de Ronald 
Rivera Calderón, miembro de un grupo terrorista de extrema izquierda denominado Vanguardia 
Organizada del Pueblo (VOP). A pesar de ello, los partidos Socialista y Comunista y los medios 
de comunicación vinculados a la UP siguieron atribuyendo el asesinato a la extrema derecha y a 
la CIA, que se habrían valido de los delincuentes de la VOP para sus propósitos de crear el caos 
y provocar la caída del gobierno. Sintetizando esta versión, el diario Clarín tituló así su crónica: 
«Ultraderechistas contrataron a tres mercenarios para asesinar a Pérez Zujovic igual que al 
general Schneider».92 

La VOP estaba formada por gente de ultraizquierda, excomunistas, exsocialistas y exmiristas, 
partidarios de la lucha armada. Era un grupo reducido que llevaba un par de años de acción 
terrorista, realizando asaltos en diversos lugares del país. Arturo Rivera Calderón, hermano de 
Ronald, que integraba el grupo, era uno de los extremistas indultado por el gobierno a comienzos 
de año. Posteriormente, la VOP reivindicó para sí la autoría de los asesinatos del comerciante 
Raúl Méndez y del cabo de Carabineros Tomás Gutiérrez, perpetrados en abril y mayo. 
Inexplicablemente, el director general del Servicio de Investigaciones, Eduardo Paredes, negó la 
existencia de la VOP como grupo organizado. Las pesquisas se llevaron con sospechosa lenidad 
y sus dirigentes, pudiendo ser detenidos, seguían en libertad.93 


Poniendo de manifiesto la verdadera tendencia de la VOP, las hermanas Gladys y Nilda 
Rivera Calderón dijeron: «Nosotros somos gente del pueblo y tenemos ideas de izquierda. Sobre 
la muerte del señor Pérez, no nos explicamos esta actitud ya que ahora tenemos en Chile un 
gobierno como el de la UP, esperado durante muchos años por tanta gente. Si nuestros hermanos 
son los culpables de lo sucedido, lo hicieron creyendo acelerar el proceso revolucionario». 

El 12 de junio se constituyó en La Moneda una comisión destinada a esclarecer lo acontecido, 
según anunció el presidente en cadena nacional. Estaba presidida por el propio Allende y la 
integraban los ministros del Interior y de Defensa Nacional, el subsecretario de Justicia, el 
general director de Carabineros, el director general del Servicio de Investigaciones y los jefes de 
los Servicios de Inteligencia del Ejército, la Armada y la Aviación. Antes del anuncio, se habían 
reunido durante tres horas y media los comisionados permanentes junto a otras autoridades 
invitadas por Allende: el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, Antonio Raveau, a 
cargo del proceso; el comandante de la guarnición de Santiago y jefe de la zona de emergencia, 
el general Augusto Pinochet; y yo mismo, en mi calidad de presidente del Senado. 

En esa reunión el presidente Allende sostuvo que el asesinato de Pérez obedecía, según los 
antecedentes que el gobierno tenía, a una maquinación de los mismos grupos de extrema derecha 
que asesinaron al general Schneider y que su principal autor intelectual era el general Roberto 
Viaux, entonces procesado y preso en la Penitenciaría de Santiago. Hice presente que, si bien esa 
hipótesis era posible, también debía investigarse otra, a mi juicio más probable: que los asesinos 
de Edmundo Pérez fueran militantes de extrema izquierda, convencidos de las tesis violentistas 
de que solo desencadenando el enfrentamiento armado sería posible establecer el socialismo, 
para quienes el gobierno no estaba haciendo la revolución y era indispensable precipitar la 
violencia para empujarlo a hacerla realmente. Ningún otro de los presentes respaldó este 
planteamiento ni tampoco mi petición de que la investigación fuera dirigida por el cuerpo de 
Carabineros y los Servicios de Inteligencia de las Fuerzas Armadas, porque el director general 
del Servicio de Investigaciones no merecía confianza para dirigirla. 

El presidente Allende, hablando el 16 de junio en una gran concentración convocada para 
«parar la conspiración derechista», siguió sosteniendo que se trataba de «falsos revolucionarios 
aliados con delincuentes... seguramente infiltrados por sectores ultrarreaccionarios».2 En esa 
misma ocasión, denunció, como una prueba de la sedición de ultraderecha, un contrabando de 
armas que habría descubierto la Marina al sorprender en el norte a un barco mercante, el Puelche, 
botando al mar unos bultos y cajones. 

El escándalo del Puelche, que dio tema para largo a los medios de comunicación oficialistas e, 
incluso, para debate en el Senado, terminó silenciosamente con el sobreseimiento definitivo en el 
proceso a que fue sometido su dueño, estableciéndose que no hubo tal contrabando, y los propios 
aviadores navales que sobrevolaron la nave declararon no haber visto que se arrojaran bultos al 
mar.26 

En cuanto a los asesinos de Edmundo Pérez, el 13 de junio efectivos del Servicio de 
Investigaciones, con colaboración de carabineros y militares, rodearon una casa en gue se 
encontraban los hermanos Rivera Calderón y otros miembros de la VOP. Al oponer estos 
resistencia armada, se produjo un enfrentamiento en el cual ambos hermanos resultaron muertos 
y tres de sus compañeros gravemente heridos. Arturo Rivera Calderón, según se dijo, se habría 
suicidado. 

Tres días después, el 16 de junio, un tercer integrante de la VOP, Heriberto Salazar Bello, 
asaltó el Cuartel General de Investigaciones, llevando en torno a su cintura un cartucho de 
dinamita. Al ser repelido, se produjo una explosión que causó la muerte del asaltante y de tres 


funcionarios del servicio, hecho que causó profundo impacto en el país. 

En medio de toda esta tragedia, quedó en pie el emplazamiento de la DC al gobierno, 
formulado tan pronto se produjo el asesinato de Pérez Zujovic: primero, «exigir del gobierno la 
inmediata disolución y sanción de todos los grupos armados que actúan en Chile al margen de la 
ley y la plena restitución de su autoridad a Carabineros y a la policía civil, ya que solo a ellos les 
corresponde, por mandato de la ley, usar armas y garantizar la seguridad de los ciudadanos y de 
las autoridades»; segundo, «exigir del gobierno, junto con la disolución y sanción de los grupos 
armados ilegales, la incautación de las armas que tienen en su poder y su inmediata entrega, bajo 
inventario, a la autoridad militar o a Carabineros»; y tercero, «exigir la inmediata terminación de 
la campaña de insultos, difamaciones y calumnias que se expresan de continuo en los órganos de 
televisión, prensa y radio controlados o afectos al gobierno y sus partidos». 

Estos requerimientos seguirían siendo uno de los factores decisivos en las relaciones entre la 
DC y el régimen del presidente Allende. 


6. INTENTOS PARA DIVIDIR A LA DC 


En su cuenta a la junta nacional del PDC realizada a mediados de diciembre de 1970, el 
presidente de nuestra colectividad, el senador Benjamín Prado, había dicho que una de las 
alternativas que veía en la acción del nuevo gobierno era el posible intento de «liquidación de las 
fuerzas políticas no marxistas, y en particular del PDC», mediante «un doble juego: en el plano 
de la discusión política, la UP pediría a la DC su apoyo en capítulos fundamentales del programa 
de Allende en el que se sabe tenemos coincidencias básicas. Simultáneamente, intentarían por 
todos los medios desplazarnos de los organismos representativos de las fuerzas sociales en el 
sector sindical, campesino, poblacional y estudiantil».28 

Nueve meses después, a fines de septiembre, hablando en el Senado a nombre del PDC, el 
senador Renán Fuentealba calificaba de profético el análisis hecho por Prado: «Fue acertado en 
cuanto preveía que íbamos a comenzar a caminar hacia un tipo de socialismo totalitario y 
estatista, que la DC sería permanentemente requerida para prestar apoyo a algunas iniciativas del 
gobierno y que, de manera simultánea, tratarían de destruirla los partidos políticos y el propio 
gobierno».99 

¿Qué había pasado en ese lapso? La UP había advertido que, para alcanzar su meta estratégica 
del «poder total», el principal obstáculo era la DC y, no pudiendo eliminarla, se había propuesto 
dividirla. Para la mentalidad «clasista» de comunistas y socialistas, el pluriclasismo 
democratacristiano no podía ser sino un fenómeno anormal y, por lo mismo, fácil de romper. 
Bastaría hacer entender a sus sectores proletarios que sus intereses eran mejor representados y 
defendidos por los trabajadores de la UP que por los sectores «burgueses» de la DC. 

Así lo había sostenido desde un comienzo el presidente del MAPU, Rodrigo Ambrosio, en 
entrevista a La Segunda el 13 de noviembre de 1970: «Hay espacio en la UP para la Izquierda 
Cristiana, pero no para los sectores derechistas del PDC».190 

Así lo dijo también el PS en su congreso de fines de enero de 1971: «En los momentos 
actuales, la burguesía se agrupa alrededor de la DC y secundariamente alrededor del Partido 
Nacional y de la Democracia Radical. La llamada “izquierda de la Democracia Cristiana”, con su 
permanencia en ese partido y con su indecisión, está sirviendo de biombo a la derecha y a los 
sectores reaccionarios que participan en la gran conjuración contra el gobierno del camarada 
Salvador Allende y contra los trabajadores».101 

Y en este juego entró hasta el propio presidente Allende. En su discurso del 30 de marzo, en 


vísperas de las elecciones de regidores, acusó al «sector de derecha» de la DC de haber «querido 
aislar al sector izquierdista, que comprende las ansias del pueblo».102 En su mensaje del 21 de 
mayo intentó meter una cuña entre los democratacristianos, al llamarlos a «ser consecuentes». Y 
lo reiteró en su discurso del 11 de julio, con motivo de la promulgación de la reforma 
constitucional sobre la nacionalización del cobre, al referirse a la política de chilenización del 
gobierno de Frei y a la forma como el Congreso había despachado esa reforma, con una 
mezquindad que motivó una enérgica respuesta de Renán Fuentealba, según se vio en el capítulo 
IV. 

La maniobra divisionista de la UP, gue procuraba atraer a algunos democratacristianos 
considerados como «buenos» y «progresistas», mientras desprestigiaba a otros como «malos», 
«reaccionarios» o «momios», fue reiteradamente denunciada.103 

En su cuenta al consejo plenario celebrado en Cartagena el 8 de mayo de 1971, el presidente 
del partido, el senador Narciso Irureta, se refirió a la acción de los que esperaban «dividirnos 
primero para destruirnos después» y expresó la necesidad de mantener una vigilancia permanente 
«contra los que desde afuera —desde la UP y también desde la derecha— atentan contra la 
unidad y cohesión del partido. En ese empeño por fraccionarnos se expresan de diversos modos. 
Pero en el último tiempo han destacado las tácticas que procuran desacreditar a unos y prestigiar 
a otros ante los demás militantes y ante la opinión pública».104 

Los principales blancos de esta campaña eran Eduardo Frei y sus más directos colaboradores, 
especialmente Edmundo Pérez y Andrés Zaldívar, a quienes se denigraba a cada instante con las 
peores descalificaciones e injurias, presentándolos como sirvientes del imperialismo 
norteamericano y de intereses monopólicos. El asesinato de Pérez no sirvió para amainar esa 
odiosa campaña. Tres meses después de ocurrido, la prensa oficialista promovió un gran 
escándalo contra Frei, su ministro Juan Hamilton y el PDC, atribuyéndoles tener vinculación con 
supuestos negociados y delitos de que se acusó al empresario Pablo Gumucio. Aunque la 
directiva nacional del PDC emplazó públicamente «a los periodistas del oficialismo a que 
prueben la supuesta relación del partido o de los camaradas Frei y Hamilton con los supuestos 
actos delictuosos que se imputan a don Pablo Gumucio Vives»,105 aquellos prosiguieron su 
campaña sin siquiera darse por aludidos del emplazamiento. Lo que importaba no era la verdad, 
sino enlodar la imagen de Frei y de la llamada «derecha freísta» ante la opinión pública nacional 
e internacional. 

No era la primera ni sería la última de tales campañas de difamación. 

En las bases del PDC esta estrategia divisionista, además de herir «el sentido de familia» de la 
militancia, no encontraba eco porque la posición de la directiva interpretaba el sentimiento 
común de los militantes. Todos sus parlamentarios, sin excepción, habíamos votado por Allende 
en el Congreso Pleno, aprobado la reforma constitucional para la nacionalización del cobre y 
dado nuestros votos para el despacho de las leyes de presupuesto y de reajustes. Todos los 
democratacristianos compartíamos la actitud de defensa del orden constitucional y de la 
autoridad legítimamente constituida y la condena a los grupos que, desde dentro o desde fuera 
del gobierno, atentaran contra el régimen democrático. El partido apoyaba en cuerpo la 
sustitución del capitalismo por un orden económico social más justo y humano, fundado en la 
preeminencia del trabajo, siempre que los cambios se hicieran por los cauces constitucionales y 
legales; rechazaba el sectarismo y las tendencias estatistas que afloraban en la UP y condenaba la 
violencia verbal y física a que recurrían los sectores extremistas de izquierda y de derecha. 

No obstante, los artífices de esa estrategia divisionista contaron con dos factores a su favor: el 
ideologismo izquierdista y revolucionario de algunos dirigentes  democratacristianos, 


especialmente en el ámbito juvenil, y la aparición en el mundo católico de un grupo de 
sacerdotes en actitud de abierto apoyo al gobierno de Allende. 

La calificación de «izquierda cristiana» había sido asumida con entusiasmo por la JDC, 
algunos de cuyos miembros se declaraban «hastiados del principismo doctrinarista [sic] en que 
se sigue hablando de la libertad, la democracia y la fraternidad» y postulaban la necesidad de 
«adoptar una estrategia socialista» que, «impregnada de los principios del cristianismo», sea 
«Capaz de entender que la cuestión de fondo es un problema de capital y trabajo, de propiedad de 
los medios de producción, de economías subdesarrolladas para que otras sean 
superdesarrolladas». 106 

Dentro de este criterio, ya en diciembre de 1970, la JDC postulaba la necesidad de un acuerdo 
entre la UP y la DC sobre la base de un programa mínimo. Siendo el de Allende «un gobierno de 
minoría electoral (36,2 por ciento) y de minoría parlamentaria (40 por ciento)», para realizar su 
tarea debe adoptar la «decisión de convertirse en un gobierno de mayoría a base de una apertura 
a otros grupos políticos y sociales para ampliar su base de sustentación». Para ello proponía «la 
confrontación de las alternativas globales» de la UP y de la DC, a fin de hacer juntos «la 
verdadera revolución que Chile necesita» ya que, «así como no fue capaz de hacerla sola la DC, 
tampoco será capaz de hacerla sola la UP». Para lograr esa conjunción, la DC debía renunciar a 
su «obsesión» de «ser capaces de mantenerse como una alternativa» y ubicarse «dentro de la 
perspectiva socialista, dentro de la izquierda»; la UP, a su vez, debería abandonar el «camino del 
suicidio» del sectarismo.107 

Por otra parte, a mediados de abril de 1971 se reunieron en Santiago ochenta sacerdotes 
católicos para reflexionar sobre la participación de los cristianos en la construcción del 
socialismo. De esa reunión salió un documento, conocido como «Declaración de los 80», en el 
que afirmaban sentirse comprometidos con el proceso de cambio y querer contribuir a su éxito. 
«Ser cristiano es ser solidario. Ser solidario en estos momentos en Chile es participar en el 
proyecto histórico que su pueblo se ha trazado. Como cristianos no vemos incompatibilidad entre 
cristianismo y socialismo. Todo lo contrario... Es necesario destruir los prejuicios y las 
desconfianzas que existen entre cristianos y marxistas... La evolución que se ha realizado en 
medios marxistas y cristianos permite hoy una acción común por el proyecto histórico que el país 
se ha dado». Asimismo, manifestaban su apoyo a «las medidas que tienden a la apropiación 
social de los medios de producción, tales como la nacionalización de los recursos mineros, la 
socialización de los bancos e industrias monopólicas, la aceleración y profundización de la 
reforma agraria, etc.», y advertían de que la construcción del socialismo exigía muchos 
sacrificios y «provoca fuerte resistencia de parte de aquellos que pierden sus privilegios», razón 
por la cual «la movilización social del pueblo es absolutamente necesaria», constatando «con 
cierta preocupación, que no se haya logrado aún en la medida esperada».108 

Como era de esperar, dentro de la UP la declaración de los ochenta sacerdotes fue bien 
recibida; en su editorial del 18 de abril, La Nación destacó que los sacerdotes «ya no se quedan 
en una actitud meramente contemplativa de fervor religioso ni de lamentación por la injusticia 
evidente» e invitaba a los chilenos a sumarse en la cruzada por la nueva patria. En la derecha, en 
cambio, hubo quienes criticaron la carta, considerando «que la misión orientadora de la Iglesia la 
desliga de todo compromiso político».109 

Pero más allá de la evidente intención de identificar a la Iglesia con un determinado grupo 
político y de buscar entusiasmar a los espíritus idealistas en la tarea de «construir el socialismo», 
el problema de la declaración era que no definía qué tipo de socialismo era el que había que 
construir. Este era un tema que estaba a la orden del día en el debate nacional. Se explica, así, 


que en el seno de la DC se promoviera una controversia teórica sobre la naturaleza «socialista» 
del comunitarismo de inspiración cristiana.110 Aunque en el plano del raciocinio intelectual había 
un alto grado de acuerdo en que el comunitarismo es una especie de socialismo, para muchos 
parecía que, desde el punto de vista político, declararlo así produciría confusiones y debilitaría la 
identidad democratacristiana. Pero en Chile «soplaban vientos socialistas» y el consejo plenario 
reunido a comienzos de mayo de 1971 aprobó, sin gran controversia, una resolución declarando 
que «la DC es un movimiento revolucionario y que en consecuencia luchamos por una sociedad 
socialista comunitaria, democrática, popular y pluralista, inspirada en los valores permanentes 
del cristianismo, y no aceptamos el socialismo estatista».111 

Esa resolución y la declaración del consejo nacional DC sobre la situación política, del 28 del 
mismo mes, evidencian que los criterios para definir la posición del partido frente al gobierno 
decían relación con dos aspectos que la DC consideraba esenciales para la preservación del 
sistema democrático: el modelo de socialismo y la extensión del pluralismo. Al socialismo 
estatista de la UP, el PDC oponía su socialismo comunitario. Frente al sectarismo de la UP 
(pluralismo restringido al seno de la coalición gubernativa), la DC reclamaba el más amplio 
pluralismo, que valorizaba tanto las coincidencias como las discrepancias y garantizaba 
plenamente los derechos de la oposición, incluso el de ser alternativa política. «No hemos 
renunciado al derecho de ser oposición y a postular nuevamente a conducir el país», expresó. De 
ahí su decisión: «La DC estima que cumple con su deber frente a Chile y los chilenos, 
manteniéndose en una oposición independiente, sin negarse a colaborar en materias determinadas 
y enérgica en rechazar aquellos tipos de soluciones que conducen a la creación de una sociedad 
estatista».112 

Y aun cuando había democratacristianos para los cuales el estatismo no era problemali3 y a 
quienes la posibilidad de ser alternativa a la UP los tenía sin cuidado, el sectarismo con que 
actuaba la coalición de gobierno les producía un rechazo a buscar un entendimiento más de largo 
plazo con ella. Aun a fines de junio de 1971, el presidente de la JDC, Luis Badilla, respondiendo 
al llamado que el presidente Allende había hecho a «los sectores progresistas» de la DC, señaló: 
«No somos ovejas lanudas, que cualquiera nos pueda sacar un mechón», y seguía afirmando que 
el gobierno, por ser minoritario, debía entenderse con la DC para llevar adelante el proceso de 
cambios. 114 

Pero un hecho inesperado precipitó las definiciones. 

Habiendo fallecido la diputada democratacristiana por Valparaíso Graciela Lacoste, se 
convocó a elección complementaria para el 18 de julio a fin de elegir a su reemplazante. El PDC 
propuso a la UP un compromiso de respeto mutuo en las vacantes parlamentarias que se 
produjeran, mediante el apoyo conjunto al candidato del partido a que correspondía el cargo 
vacante. Para la diputación que debía llenarse en Valparaíso, sugirió el nombre de Luis Badilla, 
cuya orientación al acercamiento con la UP era notoria. Pero esa proposición fue rechazada y el 
PS proclamó la candidatura de Hernán del Canto, dirigente sindical y vicepresidente de la CUT. 
La DC fue así forzada a dar una lucha electoral para mantener en Valparaíso el representante que 
había perdido por el fallecimiento de la diputada Lacoste. 

A fin de enfrentar esa elección, el PDC proclamó a un simpatizante que había encabezado el 
comando provincial de Radomiro Tomic en la campaña presidencial del año anterior: Óscar 
Marín. Hombre sin militancia política, de gran prestigio en Valparaíso como médico y por sus 
condiciones humanas, había sido víctima de una odiosa persecución administrativa por el nuevo 
gobierno en el Servicio Médico Nacional de Empleados que dirigía en esa provincia. Su nombre 
suscitaba generales simpatías y permitía aunar las voluntades de toda la oposición. Sin que el 


PDC lo solicitara, ni pacto o compromiso alguno, el PN y la DR decidieron apoyarlo, lo que 
permitió al gobierno orquestar una nueva campaña en contra nuestra, acusándonos de negarnos a 
nosotros mismos al aceptar el apoyo de la reacción, lo que transformaba la elección en un 
«enfrentamiento entre el pueblo y la reacción».115 

Un terremoto ocurrido en Valparaíso y Aconcagua diez días antes de la elección causó 
grandes daños en la zona y obligó a bajar la intensidad y el tono de las campañas. La UP 
aprovechó en su beneficio la ayuda interna y externa que ante esa emergencia se distribuyó entre 
la población afectada, preferentemente por cauces oficiales. Pero en los comicios triunfó el 
doctor Marín, quien obtuvo 141629 votos contra 137043 de Del Canto. 

Ocho días después de ese triunfo, en reunión especial del consejo nacional DC para analizar la 
situación política, el director del Departamento Técnico, Bosco Parra, planteó un voto para 
declarar que, en adelante, no se aceptaría contacto alguno, directo ni indirecto, con los partidos 
Nacional y Democracia Radical. Ese voto se confrontó con otro, presentado por Renán 
Fuentealba, en que se señalaba que la DC «está en la oposición pero no ejerce esta de manera 
intransigente»; que «ha podido constatar la absoluta incapacidad demostrada hasta ahora por el 
gobierno de la UP para recoger y valorar el espíritu de la DC»; que «sus esfuerzos patrióticos se 
han estrellado con la intransigencia, el sectarismo y hasta el odio de quienes tienen la obligación 
de unir en vez de dividir»; que «las coincidencias que se han producido con sectores de derecha, 
frente a situaciones concretas, no tienen ninguna proyección política más allá de los hechos 
mismos que las provocaron y en nada pueden afectar a las definiciones ideológicas y 
programáticas, claramente revolucionarias, de la DC»; y que «las coincidencias con el gobierno 
de la UP, el apoyo a proyectos suyos de interés nacional y el propósito de colaboración que ha 
mantenido hacia él la DC son una consecuencia lógica del programa elaborado para la última 
campaña presidencial, pero en manera alguna pueden alterar nuestra voluntad de luchar por la 
construcción de una sociedad socialista, comunitaria, pluralista y democrática».116 

Por diez votos contra cuatro, el consejo aprobó el voto de Fuentealba. Bosco Parra, Luis 
Badilla, presidente de la JDC, un consejero nacional, varios dirigentes juveniles y ocho diputados 
renunciaron al partido, imputándole «un proceso de derechización creciente»,117 y fundaron un 
nuevo partido, la Izquierda Cristiana, al cual se incorporaron días después, previa renuncia al 
MAPU, el ministro Jacques Chonchol y los parlamentarios Rafael Agustín Gumucio, Alberto 
Jerez y Julio Silva. La escisión, largamente «muñequeada» desde La Moneda, fue mucho menor 
de lo que sus promotores esperaban: solo afectó a la superestructura partidaria, pero 
prácticamente no llegó a las bases. 

Durante algunos días, los medios de comunicación gobiernistas especularon sobre las 
renuncias inminentes de Tomic y Leighton, y de otros dirigentes de prestigio, especialmente 
sindicales, campesinos y juveniles. Pero nada de eso ocurrió: a pesar de su descabezamiento, la 
JDC siguió viva y pujante, con nuevos dirigentes; los departamentos sindical, campesino y de 
pobladores reiteraron su adhesión al partido; y en la mayoría de las provincias, nadie se fue. Por 
su parte, Leighton, uno los fundadores de la Falange Nacional, dijo que la actitud de los 
renunciantes «no tenía fundamento alguno» porque no era verdad que el PDC hubiera pactado 
con la derecha, pero que si hubiera «peligro de una hecatombe constitucional, con la derecha o 
con el diablo nos uniremos para defender la democracia».118 Y en su habitual lenguaje directo, 
Tomic atribuyó al gobierno y a la UP «la primera causa y la mayor responsabilidad del 
antagonismo creciente entre la DC y la UP», sostuvo que «si el gobierno prefiere que la DC esté 
en la oposición, el PDC estará en la oposición y hará oposición en forma leal pero resuelta» y 
aseveró «que la unidad del pueblo sea un imperativo patriótico y una exigencia indispensable 


para cualquier proceso revolucionario dentro de la actual realidad chilena, no puede significar 
que la DC “se haga el harakiri” y se resigne a bien morir porque asi lo desee la UP».119 

En los meses siguientes, la campaña de los partidos oficialistas contra el PDC, lejos de 
disminuir, arreció, procurando provocar en sus bases deserciones hacia la Izquierda Cristiana. 
Esto llevó al senador Fuentealba a afirmar que «para los comunistas y socialistas, el pluralismo 
solo tiene cabida dentro de la concepción socialista y, en el caso de Chile, dentro del gobierno y 
siempre que en este pluralismo los demás partidos obren con sumisión y acatamiento», 
acusándolos de no aceptar oposición, empeñarse en destruir a la DC y de querer «impedir toda 
posibilidad de acercamiento siquiera entre el presidente de la República y la DC. Es un hecho 
histórico: cada vez que dirigentes de la DC se reúnen con el señor Allende, se deja sentir la 
andanada de ataques y de insultos en contra nuestra».120 


7. ¿HACIA UNA DEFINICIÓN PLEBISCITARIA? 


Bajo el título «Un nuevo orden institucional: el Estado popular», el programa básico de gobierno 
de la UP contemplaba la creación de «una organización única del Estado estructurada a nivel 
nacional, regional y local, que tendrá a la Asamblea del Pueblo como órgano superior de poder. 
La Asamblea del Pueblo será la Cámara Única que expresará nacionalmente la soberanía 
popular. En ella confluirán y se manifestarán las diversas corrientes de opinión».121 

Tal enunciado coincidía con el programa del PC, que al respecto señalaba el establecimiento 
de una «Cámara Única, entre cuyas facultades figuren las de designar al presidente de la 
República, los ministros de Estado y los miembros de los tribunales superiores de justicia», 
agregando que en el gobierno popular se pondrían en funcionamiento «las Asambleas 
Provinciales, elegidas por sufragio directo, con representación de todos los sectores 
populares».122 

Este modelo de Asamblea del Pueblo correspondía, con ligeras variantes, a la experiencia de 
la mayor parte de los países socialistas. Su establecimiento era, sin duda, el medio más efectivo 
para lograr la toma del poder total a que aspiraba la UP. Pero ello requería una reforma 
constitucional imposible de realizar sin mayoría parlamentaria, lo que no podía esperarse 
alcanzar antes de dos años, cuando el Congreso Nacional se renovara en las elecciones del marzo 
de 1973. De ahí el empeño de sus dirigentes en obtener a corto plazo el apoyo popular 
mayoritario que les permitiera enfrentar con éxito un plebiscito para reformar la Constitución a 
fin de reemplazar al Parlamento por la Cámara Única, en la que confiaban dominar sin 
contrapeso y, de ese modo, disponer de todo el aparato del Estado. 

Así lo manifestó claramente el secretario general del PC, el senador Corvalán, en su informe 
al comité central del 26 de noviembre de 1970: «La última reforma constitucional le confiere al 
presidente de la República el derecho a convocar a un plebiscito para disolver al Parlamento en 
caso de conflicto entre ambos poderes. En un momento determinado habrá que hacer uso de esa 
facultad y abrir paso a una nueva Constitución y a una nueva institucionalidad, a un Estado 
popular».123 

El propio presidente Allende corroboró este planteamiento en la entrevista que le hizo, a poco 
de asumir, Régis Debray: «Hemos dicho que aprovecharemos aquellos aspectos de la 
Constitución actual para abrir paso a la nueva Constitución, la Constitución del pueblo. ¿Por 
qué? Porque en Chile podemos hacerlo. Nosotros presentamos un proyecto y resulta que el 
Congreso lo rechaza; nosotros vamos al plebiscito. Te pongo un ejemplo: nosotros plantearemos 
el problema de que no hay más un Congreso bicameral y lo rechaza el Congreso, vamos a un 


referéndum y lo ganamos. Bueno, se acabaron las dos Cámaras y tenemos que ir a la Cámara 
Única, tal como lo hemos planteado».124 

El empate producido en las elecciones municipales de abril de 1971 contuvo los ímpetus para 
llevar ese propósito a la práctica. Pero en su mensaje ante el Congreso Pleno, el 21 de mayo de 
ese año, Allende anunció que «en un momento oportuno» sometería «a la voluntad soberana del 
pueblo la necesidad de reemplazar la actual Constitución, de fundamento liberal, por una 
Constitución de orientación socialista y el sistema bicameral en funciones por la Cámara Única»; 
expresó que «el nuevo orden institucional responderá al postulado que legitima y orienta nuestra 
acción: transferir a los trabajadores, y al pueblo en su conjunto, el poder político y el poder 
económico»; aseveró que «del realismo del Congreso depende, en gran medida, que a la 
legalidad capitalista suceda la legalidad socialista... sin que una fractura violenta abra las puertas 
a arbitrariedades y excesos que, responsablemente, queremos evitar»; y enfatizó que, 
«fundándose esta institución en el voto popular, nada en su naturaleza le impide renovarse para 
convertirse de hecho en el Parlamento del pueblo».125 

Era evidente la contradicción que implicaban estas advertencias de Allende. Mientras por una 
parte aseveraba su intención de construir el socialismo en pluralismo y libertad, por otra se 
empeñaba en imponer de manera absoluta el programa de gobierno de la UP, asignando al 
Congreso el medrado papel de prestarle su aquiescencia para evitar males mayores. 

En la primera sesión del Senado después del referido mensaje, el 1 de junio, como presidente 
de la corporación hice ver «que precisamente por fundarse en el voto popular expresado libre y 
limpiamente en la elección de cada uno de los senadores y diputados que lo integran, el 
Congreso Nacional es, de hecho y de derecho, el Parlamento del pueblo» y que «si así no fuera, 
no habríamos podido elegir presidente de Chile al excelentísimo señor Allende, quien deriva su 
alta investidura de la decisión de este Congreso Nacional». Hice además presente que «ninguna 
invocación al “realismo”, ni la insinuación de ninguna clase de riesgos, puede apartarnos del 
deber... de ser fieles a los dictados de nuestras propias conciencias en la apreciación de lo que es 
mejor en el servicio del pueblo».126 

Este intercambio de posiciones fue el punto de partida de la primera confrontación entre el 
oficialismo y el Congreso, y marcó el inicio de una virulenta campaña de desprestigio contra el 
Congreso, el poder judicial y la Contraloría General de la República. 

El 5 de junio, a raíz de una sesión especial de la Cámara Alta en que la mayoría formuló 
enérgicas críticas a un programa del canal nacional de televisión gravemente ofensivo contra la 
colectividad árabe, el diario La Nación, de propiedad estatal, acusó de «infamia» al Senado.127 El 
dirigente comunista Orlando Millas preguntó en El Siglo: «¿Son del pueblo los senadores amigos 
de Yarur?». Allende, antiguo parlamentario, expresidente del Senado, que antaño fuera gran 
defensor de las prerrogativas del Congreso y que gustaba manifestar solemnemente su respeto a 
los otros poderes del Estado, dejó hacer, sin decir nada ante esa campaña que orquestaban 
medios de comunicación dirigidos por funcionarios de su confianza.128 

Dentro de este clima, el 26 de junio el comando político de la UP anunció que «ha estimado 
indispensable poner en la perspectiva de las masas una Cámara Única, moderna, democrática y 
popular, para este aĥo».129 Al día siguiente, el PS emitió una declaración diciendo que «las 
transformaciones revolucionarias que el país requiere solo podrán realizarse si el pueblo toma en 
sus manos todo el poder y lo ejerce realmente. Para ello es necesario promover la movilización 
organizada de las masas para asegurar un verdadero proceso de democratización a través de una 
reforma constitucional que elimine definitivamente los vicios del actual Congreso Nacional y 
establezca la Asamblea del Pueblo, Cámara Única que expresará racionalmente la soberanía 


popular y constituirá el órgano superior del poder. Para esta iniciativa la UP cuenta con la 
mayoría del país expresada en las urnas el 4 de abril de este año, la que puede ser aumentada aún 
con el esfuerzo de todas las organizaciones populares que apoyan al gobierno».130 Un mes 
después, el 27 de julio, el senador Altamirano llamó a «romper el empate social», para lo cual 
habría que «radicalizar el proceso revolucionario» y «el pueblo debe prepararse para facultar al 
presidente para que pueda disolver al Congreso», que «no es representativo de la voluntad 
popular ni de la actual correlación de fuerzas políticas».131 

En su resolución del pleno de mediados de agosto, el PS oficializó este planteamiento: «Ha 
llegado el momento de adecuar jurídicamente la institucionalidad chilena a las transformaciones 
revolucionarias que están remodelando nuestra sociedad... Con este objeto, el Partido Socialista, 
ante el actual Parlamento que no representa ya a las mayorías nacionales y, por el contrario, ha 
pasado a constituirse en un bastión de la resistencia reaccionaria, propicia reformas 
constitucionales que contemplan la facultad del presidente de la República para disolver el 
Congreso Nacional y el reemplazo de este por la Asamblea del Pueblo».132 

Dentro de la UP, el entusiasmo socialista por la Asamblea del Pueblo no era del todo 
compartido con el PC. A comienzos de septiembre de 1971, Luis Corvalán expresó que los 
comunistas estaban llanos a examinar la proposición con los partidos de la UP y el presidente 
Allende para «fijar línea común realista y combativa a la vez».133 Y a fines de ese mes, en su 
informe a la conferencia nacional del PC, Orlando Millas expresó: «No puede aceptarse que se 
extreme el abuso de una mayoría parlamentaria que ya no corresponde a la presente correlación 
de fuerzas y representa un anacronismo... En caso que la oposición no entendiese razones, deberá 
encontrarse una salida democrática y, si es necesario, recurriendo al plebiscito para avanzar por 
el camino legal y dar cumplimiento a la voluntad de la mayoría de los chilenos». 134 

En noviembre la UP celebró «el primer aniversario del gobierno popular» con una gran 
concentración en el Estadio Nacional. En su discurso en ese acto, Allende anunció un proyecto 
de reforma constitucional para establecer la Cámara Única, «democratizar el Parlamento» y 
corregir «algunos de los inconvenientes y vacíos que presenta la Constitución vigente».135 

En la ocasión, el presidente acusó al Congreso de «actitudes obcecadas, contrarias a las leyes 
nuestras», a pesar de que reconoció la aprobación unánime de la nacionalización del cobre. 
Como presidente del Senado, refuté estas aseveraciones, declarando que «no ha habido gobierno 
en la historia de Chile que haya tenido tanta colaboración como el actual de parte de un 
Congreso con mayoría opositora. Ni uno de sus proyectos ha sido rechazado». Y señalé que, 
además de la nacionalización del cobre, el Parlamento había aprobado en el año leyes tan 
importantes como la de reajustes, arrendamiento, previsión de los comerciantes, derecho a voto 
de los analfabetos, reconstrucción de las zonas devastadas por catástrofes, modificación de los 
códigos de tribunales y del trabajo y muchas otras. Y agregué que las palabras ligeras del 
presidente «dan pábulo a la odiosa campaña de desprestigio contra el Congreso Nacional» de 
quienes «no quieren aceptar las discrepancias propias de toda vida pública verdaderamente 
democrática». 136 

El 16 de noviembre, el gobierno presentó a la Cámara de Diputados el proyecto de reforma 
constitucional. Era un proyecto misceláneo, porque proponía reformar la Constitución en 
variadas materias. La idea central era, sin duda, la sustitución del Senado y de la Cámara de 
Diputados por una Cámara Única, cuyos miembros serían elegidos «por las agrupaciones que 
establezca la ley». Esa Cámara se renovaría cada seis años en elecciones simultáneas con las de 
presidente de la República. Este podría disolverla una vez durante su periodo. 

Al mismo tiempo, el proyecto restablecía los «pactos electorales», permitiendo la elección de 


parlamentarios postulados por «agrupaciones de partidos políticos» formados mediante «pactos 
electorales de carácter nacional basados en un programa común» y autorizaba al presidente de la 
República para dictar «el nuevo texto de la ley general de elecciones». 

Además, el proyecto establecía el área social de la economía (artículo 4), reservaba al Estado 
numerosas actividades económicas (artículo 5) e introducía, entre las garantías constitucionales, 
la igualdad jurídica de la mujer, la asistencia judicial obligatoria a todos los habitantes (artículo 
3), un sistema de seguridad social que garantizase «la igual protección de todos los habitantes del 
país frente al estado de necesidad», el «derecho a la salud», el «derecho a la vivienda» y el 
derecho de los trabajadores «a la estabilidad en el empleo» y «al descanso y a la asistencia 
económica en la vejez» (artículos 6 a 9).137 

Bastaba leer el proyecto para advertir que mediante él se buscaba una definición plebiscitaria. 
Si el Congreso no aceptaba su propia muerte para dar paso a la Cámara Única, el presidente 
convocaría al pueblo a decir la última palabra. Las reformas económicas y, especialmente, los 
nuevos derechos que el proyecto consagraba, le permitían esperar un respaldo mayoritario. 

El desafío estaba lanzado. 


Capítulo VI 
CONTRAOFENSIVA OPOSITORA 


1. ¡No A LA CÁMARA ÚNICA! 


A fines de noviembre de 1971 la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 
de la Cámara de Diputados comenzó a revisar el proyecto de reforma constitucional que, entre 
otras materias, buscaba sustituir el Congreso por una Cámara Única. La iniciativa se planteó con 
el declarado propósito de llevar al país a un plebiscito en caso de que la idea fuera rechazada. 

La oposición vio en ese proyecto el intento de establecer, con el nombre inocente de Cámara 
Única, la Asamblea del Pueblo que postulaba el programa de gobierno de la UP, llamada a 
asumir la conducción superior del Estado y a la cual quedarían subordinados los poderes 
ejecutivo y judicial, tal como ocurría en las «democracias populares».l 

El artículo 109 de la Constitución Política establecía que el presidente de la República podía 
«consultar a los ciudadanos, mediante un plebiscito, cuando un proyecto de reforma 
constitucional presentado por él fuera rechazado totalmente por el Congreso, en cualquier estado 
de su tramitación. Igual convocatoria podrá efectuar cuando el Congreso haya rechazado total o 
parcialmente las observaciones que hubiere formulado».2 

Este precepto abocaba a la mayoría parlamentaria opositora a optar entre precipitar el 
plebiscito, rechazando en general el proyecto del gobierno en su primer trámite en la Cámara de 
Diputados, o postergarlo mediante la aprobación de la idea de legislar y de un texto que obligara 
al presidente Allende a plantear el conflicto por la vía de las observaciones al proyecto que el 
Congreso despachara. 

Si el proyecto hubiera versado únicamente sobre el reemplazo del Congreso bicameral por la 
Cámara Única, la oposición no habría tenido otra alternativa que rechazarlo de inmediato. Pero 
como el gobierno, con el evidente propósito de hacerlo más atractivo en el evento de un 
pronunciamiento popular, había incluido en él otras ideas, como la ampliación de las garantías 
constitucionales con nuevos derechos de carácter social, a los partidos opositores se les presentó 
la opción de aprobar en general el proyecto y rechazar, sin embargo, la iniciativa de Cámara 
Única. 

Esto último fue lo que la DC decidió hacer. El 24 de noviembre de 1971 la Comisión de 
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados aprobó en general 
el proyecto con los votos de los diputados de la UP y de la DC. Los diputados del PN se 
abstuvieron. Dos días después, en discusión particular, la idea de establecer la Cámara Única fue 
rechazada por ocho votos (democratacristianos y nacionales) contra cuatro de la UP. El diputado 
Alberto Naudon, del Movimiento Radical Independiente de Izquierda, se abstuvo. Igualmente 
fue rechazado el precepto que intentaba restablecer los pactos electorales. En cambio, fueron 
aprobados los preceptos que establecían nuevos derechos sociales y se aprobó, también, una 
indicación estableciendo la facultad del presidente de la República para disolver el Congreso una 
vez durante su mandato previa celebración de un plebiscito, de modo que, si la ciudadanía 
entregaba su respaldo al jefe de Estado, este podía disolver el Congreso, pero en caso de que el 
presidente perdiera el plebiscito, debía renunciar. 


Frente a esta actitud de la mayoría opositora en la Cámara de Diputados, la UP no presionó 
para precipitar el plebiscito y el gobierno retiró la urgencia al proyecto en espera de una mejor 
oportunidad.3 


2. HACIA LA DELIMITACIÓN DE LAS ÁREAS ECONÓMICAS 


A fines de agosto de 1971, cerca de cuarenta trabajadores de la empresa Sumar, una de las 
textiles que habían sido requisadas, fueron exonerados por el interventor de la industria, en una 
decisión que aprobó una asamblea de trabajadores. Las gestiones hechas por parlamentarios 
democratacristianos ante el ministro de Economía, Pedro Vuskovic, para obtener el reintegro de 
los despedidos, algunos de ellos dirigentes sindicales y varios militantes o simpatizantes de la 
DC, no dieron resultado. 

En estas circunstancias, el diputado Bernardo Leighton solicitó una audiencia al presidente 
Allende, a la que concurrió acompañado por el vicepresidente del PDC, el senador Osvaldo 
Olguín, y por los diputados Emilio Lorenzini y Ricardo Monares. La entrevista se verificó el 14 
de septiembre. Para entonces, diez diputados del PN habían presentado una acusación 
constitucional contra el ministro Vuskovic. Ella se fundaba en los procedimientos que el 
gobierno estaba utilizando para constituir el área social de la economía, sin autorización legal, 
por vía administrativa, mediante compra de acciones, requisiciones e intervenciones de 
empresas, lo que calificaban de contrario a la Constitución y a las leyes y denunciaban como 
grave atropello al Estado de derecho. En conformidad al artículo 39 de la Constitución Política, 
acusaban al ministro por «concusión, atropellamiento de las leyes y por haberlas dejado sin 
ejecución, todo esto, en relación por los actos ejecutados por organismos públicos dependientes 
de su ministerio en la compra de acciones bancarias». 4 

En la audiencia con Allende, los personeros democratacristianos representaron al presidente la 
necesidad de que pusiera término a la persecución contra trabajadores que no militaban en los 
partidos de la UP y se reincorporara de inmediato a los despedidos de Sumar. Le plantearon, 
también, que era indispensable encauzar con arreglo a derecho el proceso de socialización 
económica, lo cual exigía la dictación de una ley que definiera, de una vez por todas, las áreas de 
propiedad social, privada y mixta y determinara cuáles empresas de la primera serían estatales y 
cuáles autogestionadas por sus trabajadores, el régimen de las indemnizaciones que procedieran 
y la participación que en cada sector tendrían los trabajadores. Aseguraron al gobernante que 
para esos efectos podía contar con la colaboración constructiva de la DC. 

En esa reunión, Allende se comprometió a que dentro de veinticuatro horas serían reintegrados 
los trabajadores despedidos de Sumar y a que presentaría al Congreso un proyecto de ley o de 
reforma constitucional para delimitar las áreas de la economía, cuyo borrador haría llegar dentro 
de ocho días a la directiva del PDC para conocer su opinión y procurar un acuerdo.2 

Ese mismo día, el consejo nacional de la DC emitió una declaración en la que, luego de 
informar al país de los compromisos contraídos por el jefe de Estado, afirmó que en esas 
circunstancias «considera inconveniente la subsistencia de la acusación constitucional» contra el 
ministro Vuskovic, «puesto que lo que importa es conseguir medidas rectificadoras en torno a 
determinadas actuaciones del gobierno que la DC ha cuestionado en nombre de los intereses del 
país y de los derechos de los trabajadores». Confiando en «la palabra de su excelencia el 
presidente de la República» y en «el cabal cumplimiento de los acuerdos señalados», nuestro 
partido reiteró su decisión de «exigir que los actos de la autoridad se sujeten a las normas legales 
y de defender... los derechos de los trabajadores y de todos los ciudadanos frente a los atropellos 


de que se les haga víctimas»; señaló que «en el proyecto de ley anunciado por su excelencia hará 
valer los puntos de vista que considere indispensables» y anunció «su propósito de plantear al 
gobierno, en los próximos días, con antecedentes muy concretos, algunos otros problemas 
graves, originados en la acción de sectores de gobierno, cuyos resultados son perniciosos para el 
desarrollo del proceso de cambios dentro del régimen legal y de los derechos de los 
ciudadanos».6 

Sin la participación de los diputados democratacristianos, en la Cámara no se reunieron los 
votos necesarios para acusar al ministro Vuskovic. Fue la tercera acusación constitucional de la 
derecha contra ministros de Allende que se frustraba por la falta de apoyo democratacristiano; 
antes lo habían sido las presentadas contra el ministro de Justicia en enero y contra el del Trabajo 
en marzo de 1971. 

Esta actitud del PDC, que mereció fuertes críticas en su contra por parte de sectores de 
derecha, calificándola de débil y entreguista, no tuvo de parte del régimen la respuesta a que era 
acreedora. El gobierno no cumplió ninguno de los compromisos que había adquirido en la 
audiencia con nuestros camaradas: los trabajadores de Sumar no fueron reincorporados y, a pesar 
de las categóricas declaraciones del presidente de la República, el interventor de la empresa y el 
CUP que funcionaba en ella se negaron a aceptarlos; tampoco envió al PDC el proyecto de ley 
prometido ni lo presentó al Congreso. En vano los dirigentes democratacristianos requirieron el 
borrador que el presidente había ofrecido para el 22 de septiembre. Nunca lo recibieron. 

Este reiterado incumplimiento significó perder la oportunidad que, una vez más, la DC ofrecía 
al gobierno de la UP. 

En su citado discurso del 28 de septiembre en el Senado, Renán Fuentealba, luego de señalar 
«el doble juego» o «política de dos caras» que el régimen practicaba frente a la DC y de 
emplazar al presidente Allende a que, si «estima sinceramente que el diálogo es necesario, que 
hay que buscar las coincidencias y aceptar las discrepancias sobre la base del respeto recíproco», 
debía jugarse por esa política e «imponerla a los suyos», advirtió que el PDC no podía seguir 
conformándose «con palabras de buena crianza» y tendría que revisar su estrategia y «usar sin 
contemplaciones las herramientas constitucionales y legales... con el fin de obligar al gobierno a 
cumplir compromisos libremente aceptados» y de «impedir que las libertades, en especial la de 
información, se coarten» .Z 

En vista de que el gobierno no enviaba el referido proyecto, el 14 de octubre los senadores 
Renán Fuentealba y Juan Hamilton presentaron al Senado un proyecto de reforma constitucional 
para regular las áreas de la economía que interpretaba al PDC en su conjunto (los autores del 
proyecto representaban dos tendencias dentro del partido), dejando en claro a Allende que no iba 
a negociar con un sector de nuestra colectividad, sino con todos. Tres eran las ideas esenciales: la 
primera, explicitar la necesidad de una ley para nacionalizar o estatizar bienes y medios de 
producción; segunda, precisar que esa ley debería determinar la participación que correspondería 
a los trabajadores en dichas empresas y la indemnización debida a sus propietarios; y tercera, 
declarar nulos y sin valor los actos y convenciones que el Estado y demás organismos del sector 
público ejecutaran a partir de esa fecha (la de presentación del proyecto) para nacionalizar o 
estatizar empresas sin previa autorización legislativa. 

Fundamentando la moción, sus autores señalaron que el presidente de la República se había 
comprometido a «ajustar la acción del gobierno al principio de legalidad»; que, a pesar de ello, el 
régimen había estado «realizando un proceso destinado a traspasar al dominio del Estado 
diferentes industrias y actividades económicas a través de procedimientos de dudosa legalidad... 
al margen del Congreso Nacional», sin que ley alguna lo regulare ni estableciere la participación 


de los trabajadores ni la indemnización debida a los propietarios; y que, en esas estatizaciones, se 
invertían o comprometían cuantiosos recursos públicos sin que el Congreso Nacional lo hubiera 
autorizado ni la opinión pública conociera los antecedentes que las determinaban. Agregaron que 
la DC no se negaba a incorporar al área social de la economía determinadas actividades, pero que 
ello debía hacerse «a través de enmiendas a la legalidad vigente», a fin de que fuera el pueblo, a 
través de sus representantes en la Cámara o en el Senado, o bien, en caso de desacuerdo entre el 
Parlamento y el Ejecutivo, «directamente a través del plebiscito», el que resolviera sobre esta 
materia.8 

No había transcurrido una semana desde gue los senadores Fuentealba y Hamilton presentaron 
su proyecto al Senado, cuando el gobierno envió a la Cámara de Diputados su propio proyecto de 
ley sobre la materia. Sus proposiciones fundamentales eran las siguientes: 

Establecía tres áreas de propiedad de los medios de producción y otros recursos económicos y 
financieros: social, mixta y privada, gue el proyecto definía del siguiente modo: «Las empresas 
del área de propiedad social pertenecen a la sociedad en su conjunto y su único titular es el 
Estado o las personas administrativas que de él dependen, quienes responden de su 
administración dentro de un régimen de amplia participación de los trabajadores. Las empresas 
del área de propiedad mixta pertenecen conjuntamente al Estado y a particulares, con un régimen 
de participación de los trabajadores en caso de que el Estado tenga mayoría en la administración. 
Las demás empresas constituyen el área de propiedad privada, a la que el Estado garantiza 
condiciones adecuadas para el desarrollo de sus actividades». 

Disponía que formarían parte del área de propiedad social «las empresas que operen en 
actividades de importancia preeminente para la vida económica del país, tales como las que 
tengan significación especial en el abastecimiento del mercado interno y en el comercio de 
exportación e importación y las que tengan incidencia importante en el cumplimiento de los 
planes económicos nacionales y en el desarrollo tecnológico científico del país», como también 
las que se reservan al Estado «por exigirlo la defensa nacional o acuerdos internacionales», pero 
exceptuaba de su incorporación al área social «mediante los procedimientos de nacionalización a 
que se refiere la presente ley», a «las empresas existentes al 31 de diciembre de 1969 cuyo 
patrimonio (capital y reservas) haya sido inferior a catorce millones de escudos de esa misma 
fecha». 

El proyecto de ley también facultaba al presidente de la República para nacionalizar el todo o 
parte de las empresas que, según lo dicho anteriormente, debían incorporarse al área de 
propiedad social; establecía normas sobre la indemnización a que tendrían derecho los 
propietarios afectados; contemplaba un conjunto de órganos de participación de los trabajadores 
en las empresas del área de propiedad social y de la mixta que fueren controladas por el Estado; 
y autorizaba al presidente de la República para dictar, dentro de seis meses, el estatuto jurídico 
general de las empresas del área social.“ 

Bastaba leer ambos proyectos para advertir cuán diferentes eran sus criterios y propósitos. 
Mientras el de la DC perseguía someter el proceso de socialización de la economía al control del 
Parlamento, mediante la exigencia de autorización legal para nacionalizar empresas, e impedía 
que se continuara haciéndolo por medios puramente administrativos, el del gobierno daba a este 
carta blanca para estatizar las doscientas cincuenta y tres empresas que a 31 de diciembre de 
1969 tenían un patrimonio igual o superior a catorce millones de escudos, sin perjuicio de dejarle 
abierta la puerta para seguir haciéndolo respecto de las demás mediante los procedimientos que 
había estado empleando de compra de acciones, requisiciones e intervenciones. 

Ambos proyectos se tramitaron paralelamente y en forma acelerada, pero su suerte fue muy 


diversa. 

El proyecto gubernativo, aprobado en general en la Cámara de Diputados, con los votos en 
contra del PN y la abstención del PDC, fue sustituido íntegramente en su discusión particular 
mediante indicaciones presentadas por los diputados democratacristianos. Su nuevo texto, 
inspirado en la idea de que era necesaria una ley para nacionalizar empresas, enumeraba los 
rubros de actividad económica que se reservaban al Estado. Al mismo tiempo, contemplaba un 
«área social de los trabajadores», distinta de la «estatal», la «mixta» y la «privada», constituida 
por aquellas empresas cuya administración «es ejercida por los que laboran permanentemente en 
ellas», e incorporaba en esta categoría a las empresas bancarias, cuyos directorios serían 
integrados por cuatro representantes de los trabajadores, cuatro de los accionistas, dos de los 
usuarios y dos del Estado y presididos por el gerente general designado por la mayoría de los 
anteriores. 10 

Aprobado este proyecto a mediados de noviembre con los votos de los diputados 
democratacristianos y nacionales, el gobierno perdió todo interés en su despacho y retiró la 
petición de urgencia para su tramitación. 

Entretanto, la mayoría del Senado usó todos los recursos reglamentarios para despachar, con 
la máxima celeridad, la reforma constitucional propuesta por Fuentealba y Hamilton. La 
Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la trató en las sesiones del 21, 22 
y 25 de octubre y la informó favorablemente el 27 de ese mes; la sala la discutió en sesiones 
especiales el viernes 29 y sábado 30 de octubre y el martes 2 de noviembre, ocasión esta última 
en que se clausuró el debate y el proyecto fue aprobado en general por veinticinco votos contra 
dieciséis. Dicha clausura motivó una censura a la mesa por parte de la UP, la que fue rechazada. 
Vuelto el proyecto a comisión para el segundo informe, ella le destinó cuatro sesiones, entre el 4 
y el 10 de noviembre, y luego el Senado lo discutió y aprobó en particular entre el 10 y 18 de ese 
mes. 

Aunque la iniciativa fue calificada por los parlamentarios oficialistas como de «oportunista» y 
«sospechosa»1l y se dijo que no perseguía delimitar las áreas «sino paralizar la acción del 
gobierno», 12 «impedir los cambios», «barrenar todo lo hecho» y «atar de manos al Ejecutivo», 13 
el debate en el Senado no fue muy polémico. Es evidente que la UP quiso restarle importancia. 
Ningún socialista intervino; por el PC, los senadores Luis Valente y Jorge Antonio Montes 
expusieron las ventajas del proyecto del gobierno (pendiente en la Cámara de Diputados) y 
argumentaron sobre la actitud de la derecha, «siempre contraria a todo avance, a toda idea que de 
alguna manera tienda a limitar sus privilegios».14 Alberto Baltra, del Partido Radical, hizo una 
exposición teórica sobre el pensamiento del Movimiento de Izquierda Radical Independiente 
respecto a la socialización, preguntándose si en el futuro subsistirían las tres áreas (como en la 
República Democrática Alemana) o quedaría únicamente la de propiedad social. Solo Rafael 
Agustín Gumucio, de la Izquierda Cristiana, y Luis Fernando Luengo, del Partido Social 
Demócrata, ahondaron en el examen del proyecto, sosteniendo que la exigencia de ley para 
incorporar empresas al área social era un retroceso que afectaría a la gestión patrimonial del 
Estado, privaba al Ejecutivo de sus facultades y convertía al Congreso en coadministrador. 

El estudio del proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 
fue serio y condujo a un notorio mejoramiento de este. Entre las modificaciones aprobadas 
merecen destacarse las siguientes: 

A la distinción de las áreas social, mixta y privada, atendiendo a la propiedad de las empresas, 
se agregó otra distinta, atendiendo al control de la administración, constituida por «las empresas 
cuya administración corresponderá íntegramente a los trabajadores que laboren en ellas en forma 


permanente, cualquiera que sea el área que integren dichas empresas en función de quienes sean 
sus propietarios, caso en el cual los trabajadores tendrán el uso y goce de los bienes respectivos y 
participarán de las utilidades que resulten de su gestión». Esta idea respondía a la concepción 
comunitaria del PDC, que rechazaba el estatismo y buscaba formas de socialización en que los 
trabajadores no salieran de la subordinación al capital para caer en la del Estado omnipotente. 
Naturalmente, los partidarios del gobierno la resistieron. Baltra sostuvo que «sería un factor de 
desunión entre los trabajadores, ya que se formarían dos clases de estos, con distintos intereses». 
El subsecretario de Justicia, José Antonio Viera-Gallo, sostuvo que ella significaba «traicionar al 
comunitarismo o escoger una interpretación de este que es muy similar al capitalismo popular». 
Pero Fuentealba y Hamilton insistieron en que el surgimiento de empresas gestionadas por sus 
trabajadores —quienquiera que fuera el propietario del capital — impediría el control absoluto de 
la economía tanto por los capitalistas como por el Estado.15 

Se mantuvo la idea originaria del proyecto de «irrestricta vigencia del principio de la legalidad 
en lo que se refiere a las facultades del Ejecutivo para incorporar bienes del sector privado a las 
áreas social y mixta de la economía, en cuanto siempre requerirá de una ley previa y expresa que 
lo habilite para proceder en tal sentido». Dicha ley podría ser especial o general; al respecto, se 
dejó constancia unánime de que «podría referirse a una empresa determinada, a varias empresas, 
a todo un rubro de la economía e, incluso, a la definición de las fronteras entre un área y otra o a 
la determinación de los principios rectores que regirán para la integración de empresas a ellas».16 

A indicación del gobierno, se introdujo un precepto mediante el cual se reservaban al Estado 
las siguientes actividades económicas: «la gran minería del cobre, del hierro, del salitre, del 
carbón y de otros minerales que la ley señale; los seguros y reaseguros, con exclusión de las 
cooperativas; las de transporte ferroviario, en trenes urbanos e interurbanos; las de transporte 
aéreo y marítimo, de pasajeros y de carga, por redes de servicio regular que cubran la mayor 
parte del territorio nacional; las destinadas a proporcionar servicio público de comunicaciones 
por correo y telégrafo; las destinadas a la generación, transmisión y distribución de electricidad, 
salvo el caso de las cooperativas y otros que exceptúe la ley; las relativas a la producción y 
distribución de gas natural o licuado para uso combustible; las destinadas a la extracción, 
producción y refinación de petróleo crudo o al tratamiento de gas natural, y a la producción de 
materias primas básicas derivadas directamente del petróleo, del gas natural y del carbón; las 
destinadas a la producción de cemento, acero, salitre y yodo y a la industria química pesada; y la 
producción de armamentos y explosivos y otras que la ley considere esenciales para la defensa 
nacional». 17 

Según el texto, el Estado podría ejercer estas actividades «por sí, a través de organismos que 
de él dependen, de empresas mixtas o de empresas de trabajadores, o mediante concesiones a 
particulares en las condiciones que la ley determine». 

Se introdujo una disposición para extender a la pequeña empresa industrial, extractiva y 
comercial, la garantía de que gozaba la pequeña propiedad rústica trabajada por su dueño y la 
vivienda habitada por su propietario, de no poder ser expropiadas sin previo pago de la 
indemnizacion.18 

Finalmente, en cuanto a las disposiciones transitorias destinadas a impedir que el gobierno 
continuara estatizando la economia mediante el ejercicio abusivo de las atribuciones que el DL 
520 de 1932 y otras leyes le otorgaban para expropiar, requisar e intervenir empresas, se 
redactaron con la precision juridica necesaria para dejar en claro que no se trataba de privar al 
Ejecutivo de esas atribuciones, sino únicamente de reglarlas para evitar su utilización con fines 
ajenos a los propios de esos actos.19 


El proyecto así aprobado por el Senado pasó de inmediato a la Cámara de Diputados, la que al 
cabo de un mes lo despachó, en sesión del 22 de diciembre,20 sin introducirle modificación 
alguna. Tratándose de una reforma constitucional, quedó para ser ratificada, al cabo de sesenta 
días, por el Congreso Pleno.21 

A mediados de enero de 1972, el presidente Allende dio a conocer la lista de las noventa y un 
empresas que integrarían el área de propiedad social, y las cincuenta y tres que pasarían al área 
mixta. La Sofofa reaccionó en forma inmediata, advirtiendo sobre la «frivolidad y falta de 
criterio económico con que se pretende manejar el sistema productivo chileno», manifestando su 
esperanza en que «el buen sentido nacional logre impedir que la ineficiencia administrativa que 
ya ha dado desastrosos frutos en el cobre, textiles, etc., se enseñoree en un vital conjunto de 
empresas en cuyo buen funcionamiento descansa el bienestar de los chilenos» y llamando a la 
ciudadanía a «esperar con tranquilidad y confianza» el trámite legal que debía tener la iniciativa 
del Ejecutivo.22 


3. «LA PAPELERA» ¡NO! 


En la reunión que el presidente Allende sostuvo con la DC el 14 de septiembre de 1971, el 
mandatario se había comprometido a que, mientras el proyecto de ley sobre las áreas de la 
economía que ahí se convino en principio no fuera despachado, el gobierno suspendería toda 
expropiación e intervención de empresas, salvo dos excepciones que ya estaban en camino: la 
Compañía de Teléfonos de Chile y Madeco. 

Pero desde hacía varios meses, el ministro Vuskovic tenía en su mira a la Compañía 
Manufacturera de Papeles y Cartones, principal industria productora de celulosa y de papel en el 
país. El 17 de junio de 1971, el subsecretario de Economía, Óscar Guillermo Garretón, había 
anunciado oficialmente que, por ser considerada «monopolio estratégico», en el curso del año «la 
Papelera» sería estatizada, medida que, según se dijo, contaba con el apoyo de la Federación de 
Sindicatos del rubro, lo que fue desmentido por uno de los sindicatos de la industria. 

A comienzos de agosto, Allende conversó con el presidente de la Papelera, el expresidente de 
la República Jorge Alessandri, sobre el propósito del gobierno de incorporar esa industria al área 
social y crear un complejo estatal de la celulosa y el papel. Según informó El Mercurio, el jefe de 
Estado expuso a Alessandri el interés del gobierno por adquirir el cincuenta y uno por ciento de 
las acciones de la Papelera. Alessandri se reunió con las directivas sindicales y les expresó que la 
empresa estaba llana a someterse al control de la Corfo sobre la producción y al del Ministerio de 
Economía sobre la comercialización, pero rechazaba su estatización. 

El 1 de octubre, el ministro Vuskovic anunció que la Corfo abriría poder comprador de 
acciones de la Papelera. La decisión se hizo efectiva el 8 de noviembre, día en que se dio inicio 
al proceso de compra. 

El anuncio y su implementación motivaron fuertes reacciones, no solo de los sectores 
afectados, sino también de la oposición en general. La ofensiva desplegada con tanto éxito por la 
UP para tomar el control de los medios de comunicación —a que ya se hizo referencia— 
justificaba el temor de que la expropiación de la Papelera tuviera por finalidad política poner en 
manos del gobierno el abastecimiento de papel a los diarios y revistas, lo que podría significar el 
fin de la libertad de prensa en el país. 

Una de las exigencias que la DC había formulado en el estatuto de garantías constitucionales 
para asegurar la libertad de opinión era precisamente la prohibición, consagrada en el n.“ 3 del 
artículo 10 de la Carta Fundamental, de «discriminar arbitrariamente entre las empresas 


propietarias de editoriales, diarios, periódicos, revistas, radiodifusoras y estaciones de televisión, 
en lo relativo a la venta y suministros en cualquier forma de papel, tinta, maquinaria u otros 
elementos de trabajo».23 La experiencia de lo ocurrido en algunos países socialistas, el 
sectarismo de la UP y la falta de escrúpulos demostrada por sus personeros para quebrantar esas 
garantías, no permitían hacerse ilusiones sobre lo que ocurriría con la distribución del papel a la 
prensa nacional una vez que el gobierno tomara en sus manos la industria del ramo. 

Como razones para estatizar la Papelera, el gobierno invocaba su carácter de empresa 
monopólica y la importancia que para el desarrollo económico nacional tenía el complejo 
constituido por las industrias forestal, de la celulosa y del papel. En exposición en la Cámara de 
Diputados, en sesión especial celebrada el 30 de noviembre, el ministro Vuskovic expuso que de 
diez millones de hectáreas que en Chile eran susceptibles de reforestarse, solo se habían 
reforestado hasta la fecha trescientas mil, y de estas, «solo dieciséis mil podían acreditarse al 
esfuerzo» de la Papelera, «a pesar de ser la empresa más importante en ese rubro». Sostuvo que 
el año anterior Chile, «con toda la potencialidad de desarrollo de sus recursos forestales, había 
tenido que gastar siete millones de dólares en importar productos de papel que muy bien 
pudieron haberse fabricado en el país»; que seguían existiendo «déficits importantes en cartón 
corrugado para envases, papeles livianos para toallas, servilletas, etc.»; que había «un mercado 
interno que requiere un abastecimiento mayor»; y que «la decisión del gobierno de incorporar 
esta empresa al área de propiedad social para constituir todo un complejo de desarrollo del papel 
y de la celulosa que se integre a actividades que, al abordárselas separadamente, han impedido el 
desarrollo conveniente de este sector en el pasado», procuraba «mirar hacia adelante y asegurar 
que nuestro país aproveche con toda eficacia sus posibilidades para un desarrollo 
extraordinariamente importante». Agregó que una política como la proyectada disminuiría 
enormemente los costos de producción y afirmó que la Papelera constituía un monopolio porque, 
si bien había en el país treinta y seis empresas en el rubro, ella sola producía más del noventa por 
ciento del papel de consumo interno.24 

Aunque algunos de estos argumentos fueron rebatidos en esa sesión por parlamentarios 
opositores, lo que estaba en juego, más allá del concepto que cada cual tuviera sobre la 
Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones y sobre la mejor forma de impulsar el desarrollo 
del país en la materia forestal, de celulosa y de papel, era la suerte que correría la libertad de 
prensa si la Papelera era estatizada. 

Expresando este parecer, el diputado Engelberto Frías, del PN, dijo tener en su mano las 
proposiciones que el presidente de la Papelera había hecho al presidente del comité de industrias 
de la madera, la celulosa y el papel para la creación de un consorcio nacional de carácter estatal 
que tomara a su cargo toda la política en materia forestal y sus industrias derivadas, al cual la 
Papelera se incorporaría para quedar coordinada y sometida a sus planes y proyectos, pero 
asegurando la participación de la iniciativa particular. «Pero esta proposición —dijo— ha sido 
rechazada», porque lo que realmente interesaba al gobierno «es el monopolio estatal del papel... 
para terminar dictatorialmente con la libertad de expresión escrita».25 

Precisamente este era el problema para los democratacristianos que, en general, se 
manifestaban bastante críticos de la Papelera y no le tenían ninguna simpatía a su presidente, 
Jorge Alessandri. Así lo expresó La Prensa en un editorial de mediados de octubre: «Esta 
medida está directamente relacionada con la libertad de prensa. La opinión pública sabe que 
existen tentaciones antidemocráticas de muchos funcionarios oficialistas y de la incapacidad del 
presidente Allende para imponer sus puntos de vista o instrucciones. No basta el argumento del 
monopolio para proceder a la estatización de esta industria; es necesario que el gobierno explique 


cómo se va a asegurar a los chilenos que esta no será una herramienta más para ir limitando las 
libertades e imponiendo la ideología oficial».26 

Para calmar esta inquietud, Allende envió una carta a la Asociación Nacional de la Prensa, 
proponiendo una fórmula que daría participación a los dueños de diarios y revistas en la 
distribución del papel en caso de ser estatizada esa industria. Y, en su ya citada intervención en la 
Cámara de Diputados, el ministro Vuskovic anunció el pronto envío de un proyecto de ley para 
crear un Instituto Nacional del Papel Periodístico, con el fin de «asegurar el adecuado suministro 
del papel necesario para la impresión de diarios, revistas y publicaciones periódicas»,27 cuyo 
consejo directivo estaría formado por tres representantes de la Asociación Nacional de la Prensa, 
dos del Congreso Nacional, tres del Colegio Nacional de Periodistas, uno de la CUT y dos del 
presidente de la República. 

Pero, a pesar de estos ofrecimientos, la oposición desconfiaba y, en esa oportunidad, la 
Cámara aprobó por cuarenta y nueve votos contra veintidós dos proyectos de acuerdo por los 
cuales rechazaba «la irregular maniobra del gobierno tendiente a estatizar la Compañía 
Manufacturera de Papeles y Cartones porque pone en grave riesgo la libertad de prensa y porque 
no garantiza en forma alguna los derechos de los trabajadores de esa empresa», expresaba su 
«voluntad de someter todo lo relativo a estas materias a las disposiciones de la ley que se tramita 
en estos mismos días en el Congreso Nacional sobre las áreas de la economía» y solicitaba al 
presidente de la República «impartir de inmediato las instrucciones necesarias a fin de paralizar 
todo nuevo intento de estatizaciones de empresas mientras la referida iniciativa legal que define 
las diversas áreas... no fuera ley de la República».28 

Entretanto, la Corfo compraba acciones de la Papelera a un precio cinco veces superior a su 
cotización en la Bolsa. Frente a ello, un grupo de trabajadores papeleros, periodistas y 
profesionales, crearon un Fondo de la Libertad de Expresión para comprar acciones. El 25 de 
noviembre El Mercurio informó que, a esa fecha, el gobierno había adquirido 3,5 millones de 
acciones, y el referido Fondo, 3,2 millones. El total de las acciones de la empresa era de 145 
millones. La competencia degeneró al poco tiempo en acusaciones sensacionalistas sobre el alto 
precio que pagaba la Corfo y sobre supuestas especulaciones que personas vinculadas al Fondo 
de la Libertad de Expresión estarían haciendo con la reventa de acciones. 

Al mismo tiempo, la disputa se agitó entre los trabajadores. La empresa propuso al gobierno 
someter su iniciativa a un plebiscito interno, exigiendo como condición que fuese con voto 
secreto, como única manera de asegurar la libertad de opinión y la voluntad del personal de la 
compañía. En seis de los diecisiete sindicatos en que se hizo votación secreta y libre, solo el 
dieciséis por ciento se mostró a favor de la estatización de la empresa. Pero en los sindicatos más 
numerosos, cuyas directivas eran controladas por la UP, se rehuía hacer votaciones secretas y, en 
vez de ello, se convocaba a asambleas en las que prevalecían los partidarios de la estatización y 
se adoptaban acuerdos para presionar a la empresa. Mientras El Mercurio acusaba a la Unidad 
Popular de llevar a cabo «una acción coordinada para quebrar el movimiento de empleados y 
obreros que se oponen a la estatizacion»,29 La Nación denunciaba que en la Papelera «matones a 
sueldo» encerraban a dirigentes sindicales para golpearlos brutalmente.30 

A comienzos de diciembre se produjo un paro parcial en la fábrica de Puente Alto, las plantas 
de Bío-Bío y Valdivia fueron paralizadas y, por instrucciones de la CUT, la Federación 
Campesina «Liberación» bloqueó los caminos de acceso a los fundos que proveían de madera a 
la Papelera, a fin de privarla de aprovisionamiento de materia prima y provocar, de ese modo, su 
paralización. 

Resultaba bastante claro para la oposición que los llamados a paro y el bloqueo de caminos 


eran medidas de presión para justificar la intervención de la empresa y que, en consecuencia, el 
gobierno no haría nada para evitarlos. Pese a ello, el 7 de diciembre, tras recibir a una delegación 
de trabajadores de la Papelera que me planteó el «grave problema que significa el bloqueo de que 
están siendo objeto los fundos que proveen a esa industria de madera, con el fin de privarla de 
aprovisionamiento de materia prima y provocar, de este modo, su paralización», escribí una carta 
al presidente Allende solicitándole su «personal intervención» para que se adoptaran las medidas 
necesarias para dar pronta solución a este hecho, que «evidentemente» era «una maniobra en el 
intento ostensible de determinados sectores de tomar en sus manos, a toda costa y por cualquier 
medio, el control de la producción y distribución del papel».31 

Como era de esperarse, Allende optó por no tomar cartas en el asunto, confiado en que su 
proyecto sobre el Instituto Nacional del Papel Periodístico calmaría los ánimos y dejaría un 
camino más expedito para su objetivo de estatizar la principal industria productora de celulosa y 
de papel en el país. 

El 21 de diciembre el gobierno presentó a la Cámara de Diputados dicho proyecto, 
calificándolo como una expresión concreta de la garantía constitucional establecida en el n.“ 3 
del artículo 10 de la Constitución Política del Estado y que «especialmente tiene la finalidad de 
obtener el más cabal cumplimiento de la prohibición de discriminar arbitrariamente entre las 
empresas propietarias de editoriales, diarios y revistas en lo relativo a la venta o suministro de 
cualquier forma de papel de imprenta, que en el mismo número se establece».32 

La oposición inició su estudio con manifiesta predisposición adversa y nada permitía esperar 
que lo aprobara. El 19 de enero de 1972 los comités parlamentarios acordaron retirar la urgencia 
que el Ejecutivo había pedido para su despacho y, el 11 de abril de ese año, la Cámara de 
Diputados rechazó la iniciativa del gobierno para legislar sobre la creación del instituto por 
cuarenta votos contra veintiuno. 33 

Fracasada su estrategia inicial, a partir de ese momento el Ejecutivo intensificaría sus 
esfuerzos por tomar el control de la Papelera y, en la misma medida, aunque por distintas 
razones, la oposición intentaría ponerle freno. 


4. EL CONFLICTO EN LA UNIVERSIDAD 


Uno de los campos en que el enfrentamiento entre gobierno y oposición adquirió mayor 
gravedad fue el universitario, especialmente en la Universidad de Chile. 

Cuando Allende asumió la presidencia de la República, las universidades chilenas venían 
recién saliendo del proceso de reforma universitaria, iniciado en la primera mitad del decenio de 
los sesenta y cuya etapa más aguda había tenido lugar entre 1967 y 1970. 

El movimiento reformista había perseguido, en lo fundamental, sacar a los planteles superiores 
de la «torre de marfil», elitista y profesionalizante, y ponerlos en condiciones de responder a las 
exigencias de desarrollo nacional y cambio social que el país experimentaba. Con ese fin, se 
propuso democratizarlos, en cuanto a las posibilidades de ingreso a ellos de los sectores más 
postergados y en lo tocante a permitir la participación de académicos, estudiantes y funcionarios 
en las instancias de poder; adaptar los planes de estudio y métodos de trabajo a las necesidades 
del progreso científico y tecnológico; y volcar el quehacer universitario, especialmente en sus 
aspectos de investigación y de extensión, hacia los problemas que la comunidad nacional sentía 
con mayor vehemencia. 

La reforma se concretó, en cada casa de estudios, en cambios más o menos profundos de la 
institucionalidad, las orientaciones y las políticas universitarias y en la constitución de nuevos 


organismos para dirigir las universidades. El proceso coincidió con la etapa de aguda politización 
que vivió el país en la segunda mitad del gobierno de Frei y con el fenómeno de ideologización 
casi delirante que sacudió al mundo en esos años. Ambas circunstancias favorecieron un clima 
de efervescencia y agitación y contribuyeron a que la reforma fuera fuertemente influenciada por 
las tendencias y corrientes de la política nacional. 

En el seno de casi todas las universidades se expresó, en mayor o menor medida, la lucha 
partidaria que agitaba al país. En la Universidad de Chile, las elecciones de las nuevas 
autoridades tuvieron lugar en noviembre de 1969. En la ocasión se presentaron tres listas: la 
primera contaba con el respaldo de la DC y la derecha, y postulaba a Edgardo Boeninger y 
Octavio Maira para los cargos de rector y secretario general, respectivamente; la segunda, 
apoyada por los partidos de izquierda, llevaba a Alfredo Jadresic y a Ricardo Lagos; y la tercera, 
integrada por Fernando Vargas y Danilo Salcedo, contaba con el apoyo de la Acción Reformista 
Universitaria. Los resultados de las elecciones fueron muy estrechos entre las dos primeras listas, 
eligiendo la primera a Boeninger como rector, y la segunda, a Ricardo Lagos como secretario 
general. 

Recién iniciado el gobierno de Allende, el cambio de los dos representantes del presidente de 
la República en el Consejo Superior de la Universidad dejó en minoría al rector Boeninger. 
Cuando este presentó el proyecto de presupuesto para el año 1971 sobre la base de un aporte 
fiscal de 252 millones de escudos, equivalente al 3,5 por ciento del presupuesto de la nación 
acordado por la comunidad universitaria en el referéndum de septiembre anterior, la nueva 
mayoría del consejo se lo rechazó y aprobó, en cambio, la proposición del secretario Lagos, que 
contemplaba un aporte fiscal de solo el 2,7 por ciento del presupuesto nacional. La directiva de la 
FECH, controlada por el PC, respaldó esa decisión, que afectaba a rubros fundamentales de la 
reforma, como la investigación científica, la extensión universitaria y bienestar. Esto dio origen a 
fuertes críticas de la Democracia Cristiana Universitaria (DCU), que acusó al Consejo 
Universitario y a la FECH de haber traicionado a la universidad. 

A comienzos de junio de 1971 correspondió al presidente Allende promulgar los nuevos 
estatutos de la Universidad de Chile, que eran fruto de un consenso de la comunidad universitaria 
producido en el seno de los órganos especialmente creados para ello por la ley 17.200 del año 
1969 y que habían sido aprobados por el Congreso Nacional en los mismos términos en que los 
elaboró dicha comunidad. Así llegaba a su término el proceso de reforma en la universidad más 
importante del país. 

Conforme al nuevo estatuto, se convocó de inmediato a elecciones para elegir rector, 
secretario general y Consejo Normativo Superior. Este último estaría formado por sesenta y 
cinco académicos, veinticinco estudiantes y diez funcionarios administrativos. Dos listas 
postularon a los cargos ejecutivos: una, del Frente Universitario, que incluía a la DC, la derecha 
y sectores independientes, que llevaba a Edgardo Boeninger para rector y a Raúl Bitrán para 
secretario; la otra, de la izquierda unida, que proponía para rector a Eduardo Novoa y a Ricardo 
Lagos para secretario. 

Los planteamientos de Novoa expresaban lo que la UP quería en la universidad: «Estimamos 
que la universidad debe incorporarse, desde el punto de vista de su función específica, en el 
actual proceso revolucionario histórico y concreto que se está produciendo en Chile». Que la 
universidad fuera «comprometida» significaba para él que debía prestar «todo el apoyo que, 
como alto órgano del saber, de la técnica y de la cultura», pudiera «proporcionar para el mejor 
éxito del proceso revolucionario en marcha».34 Esta posición correspondía ampliamente a lo que 
Allende había requerido hacía poco a los estudiantes de la Universidad Técnica: «Yo, como viejo 


combatiente, les pido y les exijo que se preparen para la larga lucha revolucionaria que tenemos 
por delante, les pido que dejen de lado todos los prejuicios burgueses generados por el sistema 
que debemos reemplazar, por el régimen capitalista que debemos superar, les pido que utilicen 
sus mentes creadoras para hacer posible el afianzamiento de la revolución. Que cada palabra de 
ustedes sea una denuncia, un reto, un grito de lucha y de combate».35 

Para Boeninger y sus partidarios, la universidad «debía tener un compromiso social y no 
político», rechazaban esa «universidad militante» que la UP pretendía y que importaba 
comprometerla políticamente en términos incompatibles con la objetividad y el pluralismo 
inherentes a su naturaleza de «lugar social de la verdad».36 

En la elección del 10 de junio fueron elegidos Boeninger y Bitrán, con el 51,42 por ciento de 
los votos contra el 48,24 por ciento que obtuvieron Novoa y Lagos. Pero en el Consejo 
Normativo Superior, organismo colegiado de cogobierno que debía delinear la política general 
de la casa de estudios, la Izquierda Unida eligió a cincuenta y cuatro consejeros, que con los 
representantes del presidente de la República subían a cincuenta y seis, mientras que el Frente 
Universitario quedó solo con cuarenta y siete. 

Muy pronto se hicieron patentes las divergencias entre el rector y el Consejo, las que 
culminaron en abierto conflicto cuando, a mediados de octubre de 1971, la mayoría de este 
último acordó suprimir la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales para incorporarla a una 
nueva Facultad de Ciencias Económicas, Jurídicas y Sociales. 

El nuevo estatuto de la Universidad de Chile exigía consultar previamente a la comunidad 
universitaria afectada para que el Consejo Normativo Superior pudiera acordar la creación, 
supresión, fusión o reorganización de sedes, facultades y departamentos. La estructura entonces 
vigente de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales había sido adoptada hacía apenas un año, 
dentro del proceso de reforma y con arreglo a sus normas, por acuerdo unánime de sus 
miembros. Prescindiendo de ese acuerdo, sin cumplir la exigencia estatutaria de consultar 
previamente a los afectados y a pesar de que en referéndum efectuado el 14 de octubre la 
mayoría de los miembros de esa facultad opinó contra el cambio, el Consejo Normativo Superior 
decidió, el 19 de ese mes, llevar adelante la modificación, que significaba suprimir cinco de los 
nueve departamentos de dicha facultad y disminuir la importancia del derecho como disciplina 
independiente de las demás ciencias sociales y económicas. 

¿Qué había detrás de esa medida? Según señalan los académicos Manuel Antonio Garretón y 
Javier Martínez, la fórmula «fue propuesta por la izquierda» porque «favorecía sus intereses en 
términos de poder».37 Los sectores vieron en ella el decidido propósito de utilizar políticamente a 
la Universidad de Chile. En apoyo de esta tesis, el senador democratacristiano Juan de Dios 
Carmona invocó, en la Cámara Alta, un documento emanado del CUP del Centro de Estudios 
Socioeconómicos, dirigido «a los compañeros de la Facultad de Economía comprometidos con el 
proceso de cambios que vive nuestro país», en el que se planteaba que «el estatuto y la idea de 
universidad surgidos en el proceso de reforma de 1968... fue para la izquierda una solución de 
compromiso», pero como esa coyuntura histórica había «cambiado», el compromiso carecía 
ahora «de sentido» y era necesario entrar «en un periodo de acentuación de lucha de clases... 
aprovechar al máximo la ideología democratizante de la burguesía reformista para dar los 
primeros pasos hacia la proletarización de la universidad» e «hipertrofiar todos los instrumentos 
aceptados por la burguesía que puedan servir para llegar a realizar el proyecto revolucionario». 
Afirmaba que la autonomía y el pluralismo fueron «conquistas de las fuerzas revolucionarias y 
por ello debe impedirse que la derecha los manipule como conceptos eternos e inmutables» y que 
la proletarización de la universidad «suprimiría de golpe el fair play burgués y elitista entre los 


profesores (que difícilmente podrían ser sustituidos de inmediato) y los alumnos». 38 

El 20 de octubre, al día siguiente del acuerdo del Consejo, el Frente Universitario se tomó el 
local de la Escuela de Derecho de Santiago en protesta contra esa decisión y exigiendo que fuera 
revocada. El «jefe de toma», el dirigente estudiantil democratacristiano Jaime Hales, justificó esa 
actitud como el rechazo al intento del sector marxista de controlar política e ideológicamente a la 
facultad y los estudios de Derecho y sostuvo que, así como al iniciarse el proceso de reforma se 
rechazó la idea de «la Universidad comprometida con el sistema, que en ese momento era 
capitalista», ahora decían «no a la Universidad comprometida con el sistema, que es el sistema 
estatista que se pretende establecer en el pais».39 

A la ocupación de la Escuela de Derecho siguieron las de Odontología y Medicina 
Veterinaria. Muy pronto el conflicto se generalizó en toda la universidad, provocando 
paralización de actividades, enfrentamientos entre ambos grupos e, incluso, hechos de violencia 
que llegaron a su punto álgido en la segunda quincena de noviembre. 

El 16 de ese mes varios pabellones de la Facultad de Ingeniería fueron tomados por 
estudiantes del Frente Universitario. Horas más tarde, grupos de la UP llegaron a desalojarlos. Se 
produjo una verdadera batalla campal y, como resultado de ella, los ocupantes tuvieron que 
retirarse, quedando un saldo de varios heridos y serios destrozos.40 

Al día siguiente, luego de una sesión especial de la Cámara de Diputados que se ocupó de la 
situación que vivía la Universidad de Chile, más de treinta parlamentarios se trasladaron a la casa 
central de la misma a fin de comunicar al rector Boeninger los acuerdos adoptados y expresarle 
su adhesión. No pudieron entrar porque el local estaba ocupado por militantes de la UP y con las 
puertas bloqueadas. El rector, que estaba sitiado en su oficina, pudo salir por una puerta lateral y 
reunirse con los parlamentarios en la calle, donde todos fueron violentamente injuriados y 
atacados por quienes ocupaban la casa de Bello. Ante este hecho, el grupo, seguido por unos 
trescientos estudiantes, se dirigió al Palacio de Gobierno a denunciar lo que ocurría. 
Interceptados en el corto trayecto por Carabineros, algunos parlamentarios, el rector y el decano 
de Derecho, Máximo Pacheco Gómez, acompañados por algunos estudiantes, lograron llegar al 
Ministerio del Interior y luego de identificarse en la guardia respectiva, subieron a sus oficinas y 
fueron recibidos por el subsecretario, quien les concertó audiencias con el ministro, que los 
recibió en la tarde. No obstante haber procedido debidamente, se acusó al rector y sus 
acompañantes de «asalto a la Casa de Gobierno» y el ministro dedujo querella criminal en su 
contra. 

Como presidente del Senado, envié, junto al presidente de la Cámara de Diputados, un cable al 
presidente Allende, que se encontraba en Punta Arenas con Fidel Castro de visita en el país, 
presentándole la gravedad de esa querella. Nos contestó enfatizando que la había ordenado sobre 
la base de las informaciones del oficial de guardia de Carabineros, que no podía negar a estos el 
derecho a que se sancionara a quienes los ofendieron o atropellaron y que si él hubiera estado en 
La Moneda la guardia habría usado sus armas para repeler el tumulto. 

El proceso terminó, al cabo de mes y medio, con sobreseimiento definitivo por no constituir 
delito los hechos denunciados. 

Entretanto, la Contraloría General de la República había rechazado, considerándolo ilegal, el 
acuerdo del Consejo Normativo Superior sobre reestructuración de sedes que dio origen al 
conflicto, pero la mayoría de ese organismo no acató esa decisión. El presidente del CUP de la 
Universidad de Chile, profesor Enrique Paris, militante comunista, quien había sido designado 
por esa mayoría secretario general subrogante de la Universidad, acusó al rector y al secretario 
titular de haber «abandonado sus funciones» e intentó asumir de hecho la dirección de la misma, 


expresando: «En estos momentos la guerra es a muerte y no pararemos hasta no expulsar a todos 
los reaccionarios de la Universidad».41 

Ante esta situación, el Frente Universitario planteó la necesidad de un plebiscito de la 
comunidad universitaria como el medio estatutario y racional de decidir la disputa y empezó a 
recolectar firmas para provocarlo. La izquierda, por su parte, exigía la renuncia del rector, contra 
quien los medios de publicidad adeptos a la UP desplegaron una violentísima campaña. 

La Cámara de Diputados se ocupó nuevamente del asunto en las sesiones del 23 y 24 de 
noviembre, en las que acordó, por amplia mayoría, rechazar la intervención de grupos armados 
en la Universidad de Chile, repudiar los intentos gubernativos de coartar los derechos de petición 
y fiscalización de los parlamentarios y llamar a la comunidad universitaria a superar la crisis 
mediante un plebiscito. En la misma oportunidad, el diputado de nuestra colectividad, Bernardo 
Leighton, hizo una apelación a la cordura: «Siempre —dijo— hay soluciones de razón para las 
cosas entre los hombres. Siempre. Lo único que se necesita es voluntad y limpieza de espíritu, 
que no tenemos por qué ponerla en duda respecto de nadie. Y se necesita tiempo». Y agregó: 
«Hay alguien que puede intervenir con eficacia en el caso de la Universidad de Chile. Ese 
alguien es el presidente Allende. Él es el presidente de Chile».42 

Este camino propuesto por Leighton fue, en definitiva, el que permitió encontrar la solución. 
Por instancias de Allende y de la dirección del PDC, los sectores en disputa aceptaron constituir 
una comisión que trabajó desde el 10 de diciembre hasta el 3 de enero de 1972 en búsqueda de 
una fórmula de acuerdo. Ella fue integrada por los académicos Francisco Cumplido, por el Frente 
Universitario, y Fernando Vargas, por la UP; por los senadores Rafael Agustín Gumucio, Alberto 
Jerez y Osvaldo Olguín y por el diputado Bernardo Leighton. También participaron los 
académicos Astolfo Tapia y Héctor Valladares, representantes del presidente de la República en 
el Consejo Superior de la Universidad. El acuerdo a que llegaron dio origen a un proyecto de ley 
que el gobierno presentó al Senado el 4 de enero y que se convirtió en la Ley 17.618 promulgada 
el 1 de febrero de 1972. 

En lo esencial, la solución consistió en la renovación total de las autoridades, tanto personales 
como colegiadas, lo que se efectuaría en abril de 1972, simultáneamente con un plebiscito sobre 
las materias señaladas en la autoconvocatoria que, con diecinueve mil firmas, se había 
formalizado el 30 de noviembre y las demás que señalara el Consejo Normativo con el voto de 
más de un tercio de sus miembros. En el intertanto, seguirían en sus cargos las autoridades 
entonces en ejercicio, pero serían subrogadas en la forma que se convino. 

Una vez que el Congreso Nacional aprobó el referido proyecto de ley, los estudiantes de 
Derecho, al cabo de cien días de toma, abandonaron su escuela, se devolvieron los demás locales 
tomados y el gobierno retiró las querellas criminales que había instaurado. 

Aunque en el debate de la ley se insistió en que la solución lograda «no significaba triunfo de 
una tendencia sobre otra»,4 es evidente que ella importó una derrota de la UP en su afán de 
lograr el «poder total» en la Universidad de Chile y «expulsar a todos los reaccionarios de su 
seno». 4 


5. LA «MARCHA DE LAS CACEROLAS» 


Desde mediados de 1971, en las grandes ciudades se venían haciendo sentir algunos signos de 
escasez de ciertos bienes de consumo popular, especialmente alimentos. A fines de julio de ese 
año, en una reunión con dueñas de casa, el ministro de Economía, Pedro Vuskovic, las instó a 
participar activamente en la política de abastecimientos y precios. Allende, por su parte, enfatizó 


ante los periodistas el grave deterioro que para la capacidad productiva del país había significado 
el terremoto de Valparaíso y habló de «economía de guerra». Tres meses después, en el 
discurso que pronunció en el Estadio Nacional con motivo del primer aniversario del gobierno, 
dijo textualmente: «El pueblo me ha entendido. Sabe que, organizado en los comités de 
abastecimiento, con las nuevas distribuidoras del Estado y con la mayor producción, podremos 
solucionar este viejo problema que aparentemente ahora azota más a los chilenos, porque ahora 
hay más chilenos que comen».46 

La verdad era que la política fuertemente redistributiva del gobierno había aumentado la 
capacidad adquisitiva de los sectores populares en términos muy superiores al incremento de la 
producción de bienes de consumo y esta ya empezaba a resentirse por efecto del desorden que en 
las empresas ocasionaban las tomas, requisiciones e intervenciones. Y era también cierto que los 
primeros síntomas de la psicosis de desabastecimiento estaban induciendo a muchos de los que 
podían hacerlo, a precaverse y disponer de reservas hogareñas, que se transformarían en 
verdaderos «acaparamientos», de algunas mercaderías. 

Tomando pie de este fenómeno e invocando también la general repulsa que, sobre todo en las 
mujeres, suscitaba el clima de violencia que vivía el país, un grupo de damas que constituyeron 
lo que luego se conoció como el «poder femenino» convocaron a un acto multitudinario de 
mujeres en protesta contra el desabastecimiento y la violencia. El llamado encontró entusiasta 
acogida y varios miles de mujeres de todos los barrios de Santiago, portando ollas, sartenes y 
banderas chilenas, participaron en lo que se denominó la «marcha de las cacerolas vacías» que 
tuvo lugar el 1 de diciembre de 1971. 

El «poder femenino» fue promovido por un reducido grupo de señoras de clase alta y media 
con el propósito de movilizar concertadamente a las mujeres de la oposición frente a la acción 
organizada que exhibían las mujeres de la UP. Logró reunir a representantes de todos los partidos 
opositores y de otros grupos como Patria y Libertad y la organización cívico familiar 
Solidaridad, Orden y Libertad (SOL).47 

La invitación a la «marcha de las cacerolas» fue ampliamente publicitada y la Intendencia de 
Santiago autorizó su realización. Al desfile asistirían mujeres de todas las edades y sectores, que 
se congregarían en la plaza Baquedano para seguir por el parque Forestal y Santa Lucía hacia la 
Alameda. De allí se proponían continuar hasta la plaza Bulnes para disolverse al costado sur del 
Palacio de Gobierno. Si así se hubiera efectuado, seguramente no habría provocado la agitación 
que produjo. 

Ocurrió que el 30 de noviembre, un día antes de que se llevara a efecto la «marcha de las 
cacerolas», la UP decidió hacer el mismo 1 de diciembre otra concentración de mujeres en la 
Alameda, frente a la Universidad de Chile, con el ostensible propósito de impedir que la marcha 
llegara hasta La Moneda.48 La intendencia autorizó a última hora la verificación simultánea de 
ambos actos, cambiando para ello el recorrido del desfile opositor. 

Esta decisión dio origen a graves incidentes. Al llegar la marcha opositora de las «ollas 
vacías» a la Alameda Bernardo O”Higgins, se le impidió continuar hacia el centro. Fuerzas de 
Carabineros situadas a la altura de calle Mac Iver bloquearon la pasada «para evitar —según dijo 
el prefecto de Santiago, el general César Mendoza— que entraran en contacto grupos 
antagonicos».49 Ante ese hecho, el desfile que venía por Santa Lucia se encontró bloqueado a la 
altura de la plazuela Vicuña Mackenna; volver por la Alameda hacia arriba significaba pasar 
frente al edificio en construcción para la Unctad, donde había gran cantidad de trabajadores de la 
UP; continuar por Diagonal Paraguay o Portugal era chocar con las brigadas Ramona Parra, 
Elmo Catalán y destacamentos del MIR que allí esperaban. En ese momento de desconcierto, las 


manifestantes empezaron a recibir andanadas de piedras, papas con afiladas hojas de afeitar, 
bombas lacrimógenas que les lanzaban efectivos de la UP desde el cerro Santa Lucía y desde 
algunos edificios vecinos. Para salir de la encerrona en que se hallaban debieron retroceder o 
abrirse paso a duras penas por la Alameda hacia la plaza Baquedano. 

Los diversos sectores de la oposición habían dispuesto la concurrencia de grupos de hombres 
jóvenes para proteger a las mujeres. Algunos de ellos fueron con cascos y distintivos de sus 
partidos. Los hubo de la DC, del PN y también de Patria y Libertad. Frente a la situación 
producida, todos ellos actuaron, cada cual a su manera. Sin duda defendieron y también 
contraatacaron. 

La agresión ocasionó numerosas víctimas, pero los incidentes no concluyeron ahí. 
Enardecidos por lo ocurrido, grupos de derecha y Patria y Libertad interrumpieron el tránsito en 
Providencia, a la altura de Carlos Antúnez, incendiando neumáticos en la calle. Varios efectivos 
del Servicio de Investigaciones, encabezados personalmente por su director general, Eduardo 
Paredes, se apersonaron en el lugar, agredieron a los manifestantes y tomaron varios presos.s0 
Fueron detenidas noventa y siete personas y se registraron tres heridos. 

Simultáneamente, caravanas de automovilistas recorrieron el barrio alto de la ciudad tocando 
bocinas, profiriendo insultos frente a las casas de personeros del régimen y lanzando piedras 
contra algunas de ellas. Los incidentes se prolongaron hasta la madrugada del día siguiente. Esa 
misma noche, el gobierno dispuso cadena nacional obligatoria de radios y luego decretó estado 
de emergencia; asumió como jefe de Plaza el general Augusto Pinochet, quien ordenó toque de 
queda por cinco días. Las radios Balmaceda y Agricultura fueron clausuradas bajo la acusación 
de haber «informado canallescamente» sobre los hechos31 y se dedujo querella contra el diario 
Tribuna, del PN, por «insultar» a las Fuerzas Armadas.32 

La UP acusó a «los fascistas» de haber «desencadenado la violencia» y de querer «provocar 
un enfrentamiento». El Siglo informó de que «hordas armadas de Patria y Libertad, del PN, de la 
DR y del sector derechista de la DC desataron el terror». El ministro del Interior, José Tohá, dijo 
que el desfile de mujeres «sirvió de pretexto para consumar una serie de actos delictuales: 
agresión a carabineros, asalto a locales del PR y de las JJ.CC., agresión a Rodrigo Ambrosio 
(dirigente del MAPU), intento de bloquear el Teatro Municipal [donde había un acto al que 
asistía el presidente Allende)». Como respuesta a esta «escalada sediciosa», el secretario general 
del PC, el senador Luis Corvalán, anunció que «la clase obrera y el pueblo de Chile» estaban 
«dispuestos a no permitir que vuelvan a salir bandas fascistas a la calle». Complementando ese 
anuncio, la diputada Mireya Baltra, del mismo partido, declaró que «el pueblo tiene ganas de 
pelear» y que «la UP, su clase obrera, sus mujeres y su juventud no permitirán que estas hordas 
fascistas vuelvan a salir [porque] las calles son del pueblo».53 

La oposición, por su parte, acusó «la falta de garantías por parte del gobierno para realizar 
manifestaciones de protesta pública»,24 permitiendo deliberadamente dos concentraciones 
simultáneas y alterando el recorrido de la marcha autorizada a las mujeres. Asimismo, denunció 
la participación de funcionarios del Servicio de Investigaciones en los incidentes, la pasividad 
del Cuerpo de Carabineros, que se limitó a mirar lo que ocurría, sin intervenir para proteger a las 
mujeres agredidas, y, sobre todo, la tolerancia y amparo a la actuación, cada vez más frecuente, 
de grupos armados ilegales. 

El 3 de diciembre, la Cámara de Diputados celebró una sesión especial para ocuparse de estos 
hechos. Los diputados de la UP no concurrieron y denunciaron esa sesión como «parte de un 
plan sedicioso».25 Ese mismo día, el consejo nacional del PDC acordó presentar una acusación 
constitucional contra el ministro del Interior. 


6. ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA EL MINISTRO TOHÁ 


Los incidentes producidos con ocasión de la «marcha de las cacerolas» colmaron la capacidad de 
paciencia del PDC. Muchas mujeres dirigentes, militantes y simpatizantes habían hecho el 
esfuerzo de concurrir (varias de ellas, desde alejadas comunas populares) para expresar lo que 
sentían. Y, como lo dijo en la tarde del 1 de diciembre la diputada Wilna Saavedra en la Cámara, 
se encontraron con que no las «dejaban pasar las piedras, las bombas lacrimógenas y todo tipo de 
cosas que significaban, en definitiva, desarmar una manifestación pública»3£ e impedirles el 
ejercicio de su derecho de salir a la calle para expresar públicamente sus opiniones. Muchas de 
ellas fueron lesionadas o insultadas y todas se sintieron atropelladas en su dignidad y 
reaccionaron con indignación. 

En el consejo plenario celebrado los días 22, 23 y 24 de octubre de 1971 en Cartagena, el 
presidente del partido, Narciso Irureta, había señalado que los propósitos de la DC de colaborar 
al proceso de cambios se estaban estrellando con la «falta de capacidad o de voluntad en el 
gobierno y sus partidos para definir con claridad una vía democrática y pluralista» para 
realizarlo, el «estatismo, populismo, ideologismo dogmático, delirante y sectario»37 que sus 
partidarios demostraban y la ineficiencia de su gestión en todos los niveles. Y había sido enfático 
al exigir la disolución de los grupos armados y el término de las campañas publicitarias de odio y 
difamación que estaban generando en el país un clima de creciente violencia. 

Al cabo de un mes, el 27 de noviembre, en su cuenta ante la junta nacional, Irureta insistió en 
la gravedad que entrañaba la agudización de la violencia. Recordó que en diciembre del año 
anterior, cuando el Congreso Pleno ratificó el pacto de garantías constitucionales, había 
denunciado los sucesos de Cautín y las andanzas de diversos grupos armados en los campos del 
sur y que, a raíz del asesinato de Edmundo Pérez, el PDC había exigido la inmediata disolución 
de estos. Pero, agregó, «la violencia y la incitación a la violencia siguen adelante y están lejos de 
terminar. En las poblaciones, en los campos, en los centros de trabajo, impera ahora la ley del 
más fuerte... Las brigadas Ramona Parra y Elmo Catalán despliegan su actividad violentista 
impunemente y con la tolerancia de la autoridad». Mencionó «las presiones, los atropellos, los 
atentados y toda clase de vejámenes» que se habían recrudecido en esos días en las poblaciones, 
en los campos y en las universidades. «Rechazamos la violencia venga de donde venga —dijo—, 
sea de extrema derecha o de extrema izquierda. Pero el gobierno no puede seguir teniendo 
tolerancia frente a los violentistas que pertenecen a los partidos de gobierno».38 

En esa junta de noviembre, nuestro partido eligió una nueva directiva nacional. Por 
unanimidad fue nominado presidente el senador Renán Fuentealba. Lo acompañaban, como 
vicepresidentes, Osvaldo Olguín y Bernardo Leighton, Felipe Amunátegui como tesorero y 
Belisario Velasco en la secretaría. En el momento en que sus relaciones con el gobierno se 
hacían más difíciles, la DC escogió para su conducción el equipo más proclive al entendimiento. 
Por su composición, no podían alcanzar a la nueva directiva las acusaciones de la propaganda 
oficialista de ser instrumento del freísmo o de la derecha. Fuentealba y Leighton habían sido 
elogiados con frecuencia por personeros de la UP como hombres de avanzada, abiertos, 
comprensivos y conciliadores; la ponderación de Olguín era reconocida por todos; Amunátegui y 
Velasco no ocultaban sus simpatías izquierdistas y tenían excelentes relaciones en sectores 
gobiernistas.59 

Pero la junta nacional había sido categórica, al mismo tiempo, para expresar su decisión de 
rechazar con energía la violencia, la arbitrariedad, el sectarismo y cualquier nuevo atropello al 
estatuto de garantías constitucionales. Los abusos cometidos por el gobierno y partidarios suyos 
con ocasión de la marcha de mujeres obligaron a la nueva directiva a empezar su periodo con 


una acusación constitucional contra el ministro Tohá por las responsabilidades que le competían 
en los hechos del 1 de diciembre. 

El 3 de diciembre el consejo nacional del PDC formalizó la acusación constitucional en contra 
del ministro Tohá y convocó a una gran concentración de masas para patentizar el respaldo 
popular con que contaba. El anuncio irritó a la UP, que anunció que el mismo día sacaría 
trescientas mil personas a la calle,60 amenaza que no concretó. El acto se llevó a efecto el 16 de 
diciembre en el Estadio Nacional con una concurrencia multitudinaria y entusiasta. Fuentealba 
acusó a la UP de despreciar la colaboración de otras fuerzas «para llevar adelante un programa 
común de transformaciones profundas con el respaldo de una inmensa mayoría democrática» y 
haber «preferido marchar por el camino del odio, el sectarismo y la violencia», impulsando un 
obscuro proceso... para instaurar rápidamente, al margen de la ley y de la voluntad de los 
chilenos, un régimen estatista en que comienza a surgir como un monstruo el nuevo amo y señor 
todopoderoso, el Estado que todo lo absorbe». Recordó que durante el año que llevaba en 
funciones el gobierno, la DC había «recurrido muchas veces al diálogo y a la crítica 
parlamentaria para obtener el cumplimiento de los compromisos, cuya aceptación por parte de 
Allende y de la UP fueron causa determinante de nuestro apoyo en el Congreso Pleno para la 
nominación de aquel como presidente de Chile... Hemos esperado una y otra vez» que el 
gobierno se decidiera a cumplirlos. «Hemos recibido promesas; ha pasado el tiempo y ellas no se 
han cumplido... Se ha confundido nuestra serenidad con debilidad». Y, luego de explicar los 
fundamentos de la acusación constitucional que el PDC había decidido instaurar contra el 
ministro del Interior, dijo que ella constituía «un angustioso llamado para que el gobierno 
enmiende rumbos y corrija sus desviaciones antidemocráticas».61 

Los referidos fundamentos fueron expuestos en cinco capítulos: el primero se refería a la 
existencia de grupos armados ilegales, cuya acción había sido tolerada por el gobierno, 
infringiendo el artículo 22 de la Carta Fundamental, no aplicando varios preceptos de la Ley de 
Seguridad Interior del Estado; el segundo guardaba relación con los atropellos al derecho de 
reunión, infringiéndose el n.“ 4 del artículo 10 de la Constitución; el tercer capítulo de la 
acusación denunciaba detenciones arbitrarias y procedimientos ilegales practicados por la 
Dirección General del Servicio de Investigaciones; el cuarto acusaba una infracción a las 
disposiciones constitucionales y legales relativas a los medios de comunicación al clausurarse 
ciertas radios, silenciarse a emisoras por acción de un interventor nombrado por el ministro e 
infringirse las normas que regían el funcionamiento de la televisión; y el quinto capítulo se 
refería al atropello por parte del gobierno a las juntas de vecinos mediante su intervención 
arbitraria y otros actos ilegales. 

El 28 de diciembre la acusación en contra del ministro del Interior José Tohá fue presentada 
en la Cámara de Diputados por diez camaradas y el 5 de enero de 1972 la comisión entregó su 
informe.62 El dia 6 comenzó el debate en la Cámara de Diputados, donde la acusación fue 
aprobada por ochenta y un votos contra cincuenta y nueve. 

Conforme a la Constitución, desde ese momento el ministro Tohá quedó suspendido de sus 
funciones. Pero al día siguiente Allende lo nombró ministro de Defensa y trasladó a Alejandro 
Ríos Valdivia, que ocupaba esa cartera, a la del Interior. Tras la ceremonia de juramento, el PDC 
emitió una declaración en que acusaba de «violación flagrante» la designación de Tohá y 
agregaba que lo más grave de este hecho era «que implicaba comprometer ante la opinión 
pública a las Fuerzas Armadas, en circunstancias que estas, como institución profesional, 
disciplinada, obediente y no deliberante, no pueden emitir pronunciamiento alguno sobre el 
particular y solo deben limitarse a acatar la decisión del Ejecutivo».63 


Desde que fue presentada la acusación hasta la destitución del ministro Tohá, el debate en el 
Congreso$4 dio motivo a apasionadas campañas publicitarias de uno y otro lado, así como a 
amenazas de movilización popular contra el Congreso y contra los partidos opositores 
formuladas por personeros de la UP, que llevaron a Fuentealba a emplazar al gobierno a respetar 
el Estado de derecho e impedir reacciones de violencia.£5 

El ministro Tohá situó su defensa en un plano esencialmente jurídico. Sostuvo que, dentro del 
régimen presidencial chileno, la acusación constitucional solo era procedente para hacer efectiva 
la responsabilidad penal de los ministros por los delitos que pudieren cometer en el desempeño 
de sus cargos. Como los hechos que motivaban la acusación no eran constitutivos de delitos ni en 
ellos había tenido intervención personal, Tohá se presentó como víctima de una injusta maniobra 
política cuyo objetivo era destituirlo de su cargo de ministro. Y, contraatacando, sostuvo que al 
proceder de ese modo los acusadores vulneraban gravemente el régimen constitucional de la 
República, porque pretendían someter la permanencia de los ministros en sus cargos a la 
voluntad de la mayoría del Congreso, como en el sistema parlamentario, desconociendo las 
atribuciones privativas del presidente de la República para nombrarlos y removerlos por ser de su 
exclusiva confianza. 

La tesis fue rechazada porque, si bien en el artículo 39 de la Constitución hablaba de «delitos» 
para referirse a los motivos que podían justificar la acusación contra un ministro, empleaba esa 
palabra en un sentido amplio, comprensiva no solo de acciones u omisiones calificadas como 
tales por la ley penal, sino también de otras como «infracción a la Constitución, atropellamiento 
de las leyes, haberlas dejado sin ejecución y haber comprometido gravemente la seguridad o el 
honor de la nación». Por eso, en su artículo 42, encomendaba al Senado resolver como jurado «si 
el acusado es o no culpable del delito o abuso de poder que se le imputa». 

En cuanto a la participación del ministro en los hechos que originaban la acusación, era 
evidente que no podía imputarse a Tohá intervención personal directa en ellos pero, como lo 
sostuvo en la Cámara el diputado informante Andrés Aylwin, él no podía rehuir su 
responsabilidad por la actuación, permanente y no únicamente ocasional, de los servicios 
públicos dependientes de su ministerio, sobre los cuales tenía «potestad de mando para darles 
órdenes, jurisdicción retenida para revisar sus actos y potestad disciplinaria para castigar sus 
faltas», de modo que «la conducta de sus subordinados resulta vinculada a su propia voluntad, no 
solo en la medida en que sea consecuencia de sus disposiciones como autoridad, sino también en 
cuanto hubiera podido evitarla, corregirla o sancionarla mediante el ejercicio de sus 
atribuciones». 86 

José Tohá era hombre de temperamento tranquilo y conciliador. De figura quijotesca, modos 
caballerosos y hablar reposado, suscitaba natural simpatía. Nadie podía acusarlo de violencia ni 
arbitrariedad y nada permitía acusarlo de sectario ni de extremista. Pero, por su función de 
ministro del Interior, se hallaba bajo su responsabilidad el mantenimiento de la seguridad, 
tranquilidad y orden público. De él dependían los servicios encargados del orden y la seguridad 
(Carabineros e Investigaciones); de él también los intendentes y gobernadores, a quienes la ley 
encomendaba lo relativo al ejercicio del derecho de reunión; él era el encargado de requerir la 
acción de la justicia tratándose de delitos contra la seguridad del Estado; y a su ministerio 
correspondía la supervigilancia de las juntas de vecinos. No podía, en consecuencia, lavarse las 
manos en lo referente a la impunidad con que habitualmente actuaban, en campos y ciudades, 
grupos armados y violentistas, ni a las perturbaciones que a menudo sufría el derecho de reunión, 
ni a la lenidad con que solía actuar el Cuerpo de Carabineros, ni a los abusos que cometiera el 
Servicio de Investigaciones, ni al sectarismo y arbitrariedades con que procedían frecuentemente, 


sin censura de su parte, los intendentes, gobernadores y demás subordinados suyos. 

Cierto era que, en declaraciones públicas e intervenciones ante el Congreso, el ministro Tohá 
había condenado las tomas, hecho llamados a la cordura y ofrecido al país un estricto respeto a la 
legalidad. Pero también lo era que a sus palabras ponderadas les ocurría lo mismo que a las del 
presidente Allende: a cada instante eran contradichas por los hechos. 

En su defensa, Tohá afirmó que «el concepto mismo de grupo armado ilegal es una invención 
de cierta prensa para aludir a cualquier conjunto de personas entre las cuales aparezca alguna 
armada de un garrote o que lleve consigo un arma cualquiera o hasta lance una piedra». Como 
ministro, sostuvo, él no podía requerir la formación de un proceso judicial frente a tales hechos, 
porque la ley solo castigaba «la organización de milicias privadas, grupos de combate u otras 
organizaciones semejantes» que tuvieran la finalidad de «sustituir a la fuerza pública, atacarla o 
interferir su desempeño» o de «alzarse contra el gobierno constituido». En su concepto, para que 
pueda hablarse de grupo armado era necesario «que exista un grupo cuyos componentes tengan 
organización, instrucción y armamento paramilitar» y que ese grupo «tenga una finalidad 
subversiva, ya sea de convertirse en la fuerza pública o de alzarse contra el gobierno». A su 
juicio, no había en el país ningún grupo de esa clase.£7 

Para los acusadores, en cambio, eran evidentemente grupos armados las organizaciones que 
bajo los nombres de MIR, FER, MCR, VOP, FTR y otras siglas hacían llamados a «la vía 
armada» o a «la vía violenta» para llevar a cabo la revolución y establecer el socialismo, y que de 
hecho realizaban por la fuerza tomas de fundos, *8 fábricas, poblaciones en construcción, oficinas 
públicas y otros locales, o que atacaban y disolvían las manifestaciones callejeras de la 
oposición, como asimismo lo era el «dispositivo de seguridad» del presidente de la República, 
conocido como GAP (Grupo de Amigos Personales) y constituido por civiles que, provistos de 
metralletas, acompañaban permanentemente al presidente para protegerlo, sustituyendo en esa 
función a Carabineros e Investigaciones sin autorización legal de ninguna especie. 

Tanto el ministro como sus acusadores invocaron las declaraciones que el general Carlos 
Prats, comandante en Jefe del Ejército, había hecho a la prensa el 12 de diciembre de 1971 
durante unas maniobras realizadas en el sur por efectivos militares. Preguntado al respecto, 
expresó: «Nosotros —el Ejército— entendemos por grupos armados algo todavía no existente en 
Chile como para obligar a la intervención del Ejército. Grupos con palos, cascos y cadenas 
requieren de una acción policial y judicial, ya que se ubican en el campo delictual. No se requiere 
un pronunciamiento nuestro mientras no se llegue a los grupos, como los surgidos en otros 
países, que poseen una instrucción paramilitar, un armamento similar a las Fuerzas Armadas y 
que actúan en forma irregular. En Chile se percibe algo incipiente y debido a motivos político- 
partidistas».68 

Para los acusadores, las palabras del general Prats confirmaban gue era responsabilidad del 
ministro del Interior, como autoridad superior de los servicios policiales y encargado de poner en 
movimiento la acción judicial, la impunidad con gue actuaban esos grupos. Para el ministro, en 
cambio, esas palabras probaban que en el país no había propiamente «grupos armados» ilegales. 

El ministro planteó, además, que su acción en resguardo del orden y la seguridad pública 
debía juzgarse dentro del marco de la naturaleza revolucionaria del proceso que vivía el país y de 
los principios que inspiraban al gobierno de que formaba parte. Para este, dijo, «no se trata de 
mantener el orden público, sino de lograr el orden público... Para el gobierno popular, el orden 
público no es cuestión de frenos y represiones. El nuestro no quiere ser un gobierno represivo... 
Debemos lograr que el orden público sea real en Chile, atendiendo a las verdaderas causas 
generadoras del orden y del desorden público». Esto se conseguiría «llevando adelante la acción 


revolucionaria y democrática, dándole un cauce dentro del orden jurídico y de la ley». 

En esta argumentación, Tohá sostuvo que «mientras la sociedad no haya superado las 
contradicciones que la desgarran, para llegar a ser verdaderamente humana, en que del reino de 
la necesidad se haya pasado al reino de la libertad», seguiría siendo una utopía «la ausencia de 
violencia ilegítima, de delitos, de actos contrarios a la ley», y aseveró que la política de diálogo y 
persuasión instaurada por el gobierno para velar por el orden público y la no violencia política y 
social, que no era incompatible con la energía que casos graves requirieran (como lo había 
demostrado «frente al asesinato de Edmundo Pérez y al intento de asonada montado para el 1 de 
diciembre último»), constituía «la mejor garantía de orden y seguridad para Chile» dentro de la 
realidad que el país vivía en que, bajo la conducción de un gobierno popular, «los sectores 
sociales dominantes están siendo desplazados de su situación de hegemonía por los 
tradicionalmente postergados». Acusó a la oposición de estar tratando de crear la imagen de que 
las autoridades eran débiles y parciales y enfatizó que «el día en que esta creencia se hubiere 
generalizado en el país, nadie podrá evitar el estallido de la violencia colectiva».70 

Pero este razonamiento no convenció a los parlamentarios opositores, para quienes era claro 
que la violencia creciente que vivía el país desde hacía más de un año se debía, en gran medida, a 
la acción deliberada de algunos partidos de la UP y a la complicidad, franca o solapada, del 
propio gobierno. 

La votación en el Senado tuvo lugar el 22 de enero, estando yo como presidente. Luis Bossay, 
senador de la Izquierda Radical, pidió que fuera secreta «porque nada protege más la actuación 
como jurado que la votación secreta». La indicación se rechazó por veintiséis votos contra 
veintitrés; de inmediato, todos los senadores de izquierda abandonaron la sala de sesiones y 
emitieron, en el acto, una declaración en que acusaban a la mayoría de violar la Constitución. 

En mi intervención como senador de la oposición, califiqué la decisión de mis colegas 
oficialistas como «un torpe error, atribuible solo a ofuscación», e hice ver que la Constitución 
solo preceptuaba que el Senado procedería como jurado y que el reglamento no disponía 
votación secreta. Recordé casos en que el Senado había votado acusaciones en forma pública e 
incluso algunos senadores, entre otros el propio Salvador Allende, habían fundado su voto, 
concluyendo que «la Constitución nos manda proceder conforme al dictado de nuestra 
conciencia. No creo que ningún ciudadano a quien el pueblo ha elevado a la dignidad de senador 
necesite ampararse en el secreto para obrar con arreglo a su conciencia».71 

Al fundar mi voto expresé mi convicción de que, por encima de toda consideración personal o 
partidista, objetivamente el ministro del Interior, José Tohá, era culpable de haber infringido la 
Constitución, atropellado las leyes y haberlas dejado sin aplicación en el desempeño de sus 
funciones de ministro del Interior. 

Estaba seguro de que si el ministro hubiera cumplido su deber legal de preservar «el 
mantenimiento de la seguridad, tranquilidad y orden públicos», adoptando todas las medidas 
necesarias y ejerciendo oportunamente y sin discriminaciones las acciones judiciales pertinentes, 
no habríamos tenido que lamentar muchas de las muertes y hechos de violencia que se habían 
producido en nuestra patria. 

Adverti que no se trataba de reclamar una política policial de carácter represivo, pero tampoco 
se trataba de paralizar o preterir la acción de la policía y de la justicia ante la acción delictiva de 
determinados grupos. Finalicé mi intervención insistiendo en que el ministro acusado no podía 
rehuir su responsabilidad personal en estos hechos y en que su conducta entrañaba una 
manifiesta violación de los deberes constitucionales y legales propios de su cargo.72 

Por veintiséis votos afirmativos (exactamente la mayoría exigida por la Carta Fundamental), el 


Senado declaró culpable al ministro Tohá de los abusos de poder referidos en los capítulos 1, 2, 3 
y 5 de la acusación.73 Conforme al artículo 42 de la Constitución, el ministro quedó destituido de 
su Cargo. 

Para el diario oficialista La Nación, el pronunciamiento del Senado fue «una mascarada» en 
que el freísmo y la derecha, «en un odioso contubernio inspirado por el revanchismo, aprobó la 
acusación pese a su total carencia de fundamentos juridicos».74 Para El Siglo, «la oposición 
volvió a pisotear la Constitución».25 

El 24 de enero Allende aceptó la renuncia de José Tohá como ministro de Defensa. Alejandro 
Ríos reasumió como titular de la cartera de Interior y, en carácter de interino, la de Defensa. En 
la ocasión, el presidente pronunció un discurso en que calificó la acusación constitucional como 
un juicio político al ministro Tohá, agregando que «el acuerdo en el Congreso abre una seria 
brecha en el edificio institucional que amenaza con barrenar su integridad».76 

Interpelado por el presidente, ese mismo día le escribí una carta rechazando sus dichos y 
defendiendo el rol del Congreso que, al acoger la acusación contra el ministro Tohá, había 
actuado «con estricto ejercicio de sus atribuciones privativas» que la Constitución le otorgaba.Z7 


7. AJUSTE MINISTERIAL, REFLEXIÓN Y DESACUERDOS EN LA UP 


En medio del debate generado con motivo de la acusación constitucional en contra del ministro 
Tohá, el 16 de enero de 1972 la oposición triunfó en dos elecciones complementarias, hecho que 
sin duda enardeció aún más los ánimos. 

Las elecciones habían sido convocadas en noviembre del año anterior tras el fallecimiento del 
senador por O”Higgins y Colchagua, el democratacristiano José Isla, y la cesación en su cargo de 
un diputado por Linares, representante del PN, que se había ausentado del país por más de un 
año. 

El PDC proclamó candidato a senador a Rafael Moreno, vicepresidente ejecutivo de la 
Corporación de Reforma Agraria durante todo el periodo del presidente Frei. Su actuación en ese 
campo lo había dado a conocer en el mundo campesino, en el cual gozaba de generales 
simpatías, pero le había conquistado, al mismo tiempo, la malquerencia de los grandes 
agricultores y, en general, de la derecha. No obstante, como era evidente que a tres candidatos 
ganaba la UP, el Partido Nacional y la Democracia Radical acordaron su apoyo oficial a Moreno. 
En su contra, la izquierda proclamó la candidatura del diputado socialista por O'Higgins Héctor 
Olivares, antiguo dirigente sindical de los trabajadores del cobre. 

En Linares, el Partido Nacional designó candidato al exdiputado conservador por Talca Sergio 
Diez, a quien otorgó su apoyo la Democracia Radical. La UP, por su parte, procurando provocar 
la división del PDC, levantó la candidatura de María Eliana Mery, hermana del exjefe de la 
CORA en esa provincia, el democratacristiano Hernán Mery, que durante el gobierno de Frei 
había sido asesinado por un latifundista. Para la DC, la encrucijada era difícil: si proclamaba un 
candidato propio, dividía a las fuerzas de oposición y ponía en peligro la opción de su candidato 
a senador en O'Higgins y Colchagua; si no lo hacia, tenía que optar entre la candidatura del 
gobierno y la del PN. Votar por el oficialismo era defraudar el sentimiento de sus bases, cada vez 
más contrarias al gobierno, y abandonar la lucha contra este en manos del PN; votar por este 
último era aparecer aliado con los latifundistas que habían asesinado a Mery. Frente a ese dilema, 
acordó la libertad de voto, lo que significó que prácticamente todos sus electores sufragaron por 
Sergio Diez. 

La campaña se dio en un clima de dura beligerancia. Se discutieron todos los asuntos que eran 


materia de controversia entre gobierno y oposición, especialmente las tendencias 
antidemocráticas y estatistas de la UP, su sectarismo, la violencia de sus grupos extremistas 
amparados por el régimen, la incapacidad y arbitrariedad de la administración, el 
desabastecimiento y los demás problemas a que había conducido la política económica. La 
oposición acusó al gobierno de intervención electoral; el oficialismo centró sus fuegos 
preferentemente en la DC, procurando divorciarla de su electorado popular con la acusación de 
haber claudicado ante la derecha. 

El 16 de enero de 1972 Rafael Moreno fue elegido senador por O”Higgins y Colchagua con el 
52,4 por ciento de los votos, contra el 46,4 por ciento que obtuvo el candidato de la UP. En 
Linares, Sergio Diez resultó elegido diputado con el 58 por ciento de los sufragios, contra el 40 
por ciento de María Eliana Mery. 

La oposición celebró el resultado, entendiéndolo como un claro testimonio de la voluntad del 
pueblo de rechazar las tendencias totalitarias y estatistas del gobierno. «El triunfo del domingo es 
un triunfo de todos los chilenos», dijo la directiva del PDC, agregando que «a través de los 
electores de O'Higgins, Colchagua y Linares, el pueblo todo... le está cobrando la palabra al 
presidente de la República y a la combinación de gobierno, a fin de que se respeten los 
compromisos contraídos» sobre la vigencia de «los valores esenciales de la democracia, los 
derechos de la persona humana y, en especial, su libertad».78 

Por su parte, en conferencia de prensa, el recién electo diputado, Sergio Diez, afirmó que «el 
señor Allende va a ser responsable del desprecio con que el pueblo va a mirar a su gobierno. 
Debe —dijo más adelante— cesar los atentados a la libertad de prensa y no insistir, por ejemplo, 
en estatizar todas las actividades para dominar a los chilenos politicamente».79 

Para el gobierno, el resultado, aunque superior al obtenido por Allende en las elecciones 
presidenciales, representaba una baja importante de su votación con respecto a las elecciones de 
regidores de abril anterior. El ministro del Interior lo calificó como un «temblor de grado cuatro, 
muy violento, pero sin características de terremoto»,80 y la Unidad Popular declaró que el 
veredicto ciudadano no entrañaba un «pronunciamiento plebiscitario en torno a las líneas 
programáticas del gobierno». 8l 

Pero más allá de los análisis de lado y lado, sin duda el resultado de las elecciones había sido 
una grave derrota que sepultaba la esperanza que Allende había repetido hacía menos de un mes, 
el 21 de diciembre, en la plaza Bulnes, de definir pronto a su favor «la cuestión del poder» 
mediante un plebiscito. Más aún, era una advertencia de que, por el camino que llevaba, estaba 
perdiendo el apoyo popular indispensable para el éxito de su gobierno. 

A fines de enero de 1972, Allende hizo un ajuste en su equipo ministerial para ampliar su base 
política mediante la incorporación del sector del Partido Radical (PR) que había quedado fuera 
de la Unidad Popular al escindirse en la convención de agosto anterior. Dos militantes del 
Partido de Izquierda Radical (PIR) (nombre que, en definitiva, tomó la fracción separada) 
ingresaron como ministros: Manuel Sanhueza en Justicia y Mauricio Jungk en Minería. José 
Tohá siguió en Defensa Nacional, Alejandro Ríos pasó a Educación y en Interior fue designado 
el socialista Hernán del Canto, secretario general de la CUT, que había sido obrero en su 
juventud. «Por primera vez en la historia de este país un obrero va a asumir el cargo de ministro 
del Interior», dijo Allende en la ceremonia de juramento, y agregó, desafiante: «[A algunos] les 
causará desazón, inquietud y ofuscación, pero tienen que entender, y definitivamente, que este es 
el gobierno de los trabajadores».82 

En esa misma oportunidad, el presidente expresó su «esperanzado anhelo» de que el Partido 
de Izquierda Radical (PIR), la Acción Popular Independiente (API), el Partido Social Demócrata 


(PSD) y el Partido Radical (PR) se integraran en un solo partido, destacando «la importancia que 
tendría, para el futuro del movimiento popular chileno, el fortalecimiento de un partido como 
este para dar vida y contenido a las justas aspiraciones y participación de los sectores de la 
pequeña y mediana burguesía en la acción del gobierno». Y, procurando apremiarlos, les advirtió 
que «hecha o no la unidad, que por lo demás tiene un plazo perentorio a fines de marzo», 
ejercería sus atribuciones constitucionales en relación con el reajuste de las cinco carteras 
ministeriales a su cargo. También instó al MAPU y a la Izquierda Cristiana (IC) a encontrar «un 
mayor vínculo entre ellos y ante el país».83 

Al proceder en esta forma, Allende dejó en claro su deseo de robustecer la presencia 
moderadora de los sectores medios en su gobierno, pero para que ese paso no fuera tildado de 
retroceso por la vanguardia de su propio partido, puso a Hernán del Canto en el Ministerio del 
Interior. 

Dos días después, el PIR emitió un documento en el que señaló algunas rectificaciones que 
creía necesarias para no restar el apoyo de los sectores que representaba a la tarea de construir un 
nuevo orden social. Entre otras, precisó como «indispensable que se ponga término a toda forma 
de sectarismo y al “cuoteo” político en la Administración pública»; que en materia de reforma 
agraria se procediera «sin violencias ni despojos y dentro de un escrupuloso respeto a la ley 
vigente» y «se aseguren formas de propiedad de los campesinos sobre la tierra expropiada»; que 
se pusiera término «no solo en las declaraciones sino en los hechos a las tomas de predios 
agrícolas, fábricas, viviendas, etc.» y se restituyeran «a la mayor brevedad los medios de 
producción de que han sido ilegalmente despojados los pequeños y medianos agricultores y 
empresarios»; y que, «de una vez por todas», se delimitasen las tres áreas de la economía, fijando 
con criterio técnico y «de modo claro, preciso y definitivo, las empresas que pasarán al área 
social o mixta», sin que «en ningún caso los conflictos laborales puedan utilizarse para 
transferir» a ellas «empresas que no figuren en la determinación legal que exigimos», y que se 
diera «un vigoroso impulso al área de propiedad privada», agregando finalmente que «la 
existencia de tensiones puede comprometer, si no se las modera, todo el proceso de construcción 
del socialismo y restar el apoyo ciudadano».84 A estos planteamientos, el diputado socialista 
Mario Palestro replicó: «Hay que hacer una Revolución con toda la barba y no el Reformismo 
que quieren algunos».85 

Por su parte, el PC hizo una seria autocrítica: cuestionó al periodismo oficialista su poca 
capacidad para interpretar a la gente y para realizar una labor educativa sobre la acción del 
gobierno; atribuyó el descenso de la votación en Linares a la participación preponderante del 
MIR en la campaña; reconoció la existencia en la UP de «defectos como sectarismo, 
burocratismo, ineficiencia, baja participación de las masas»; y señaló como un error táctico 
importante haber abandonado la «política correcta de aislar al enemigo principal y conseguir 
aliados», refiriéndose específicamente a la DC y a la pequeña y mediana burguesía como a los 
sectores a los que había que tratar de neutralizar y ganar para los cambios. Y, aunque consciente 
de que estaban ante «una situación difícil y compleja», declaró que había salida «a condición de 
que seamos capaces de obtener la corrección de fondo de las insuficiencias y errores que 
venimos cometiendo en la conducción del gobierno».86 

De más está decir que estos planteamientos no eran compartidos por el MIR, según el cual 
«mientras más se negociara con el PDC, mayor sería la debilidad de la izquierda» y la estrategia 
debía ser «avanzar para ser mayoría, no ser mayoría para avanzar».87 Tampoco el MAPU ni el 
PS concordaban con las apreciaciones del PC. Para el primero, la falla estaba en las debilidades 
del gobierno para incorporar a las masas a las tareas de la revolución y los «hábitos legalistas» 


que habían llevado al regimen a «desperdiciar enormes posibilidades».88 Para el segundo, la 
derrota se debía al «gigantesco poder publicitario de la reacción», asociada en un «contubernio 
del odio» y «maridaje impúdico», cuya propaganda «determina que algunos obreros, 
campesinos, estudiantes, empleados, no comprendan que somos nosotros sus defensores y 
amigos y nos resten sus sufragios».89 


Capítulo VII 
CHILE ANTE EL MUNDO 


1. POR ENCIMA DE LAS FRONTERAS IDEOLÓGICAS 


Lo primero que hizo Allende en el ámbito internacional, apenas nueve días después de instalado 
en el mando, fue reanudar relaciones diplomáticas con Cuba. Adoptó esta decisión sin previa 
consulta con los demás miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA), en franca 
ruptura a lo acordado por dicha entidad en 1964 cuando Cuba fue excluida del sistema 
interamericano. Justificó ese paso sosteniendo que aquel acuerdo, que había sido adoptado contra 
el voto de Chile, era ilegítimo y que, al restablecer relaciones con Cuba, el gobierno chileno 
contribuía «a terminar con una situación que estimamos injusta contra un país hermano que lucha 
por forjar su propio destino de acuerdo con la soberana voluntad de su pueblo». 

El programa de gobierno de la UP permitía prever que este desafío a la OEA sería solo el 
primer paso en una acción abiertamente rupturista del sistema interamericano. Ese programa 
planteaba la denuncia de la OEA como «instrumento y agencia del imperialismo 
norteamericano», «la creación de un organismo realmente representativo de los países 
latinoamericanos» y la revisión, denuncia y desahucio, según los casos, de «los tratados o 
convenios que signifiquen compromisos que limitan nuestra soberanía y concretamente los 
tratados de asistencia recíproca, los pactos de ayuda mutua y otros pactos que Chile ha suscrito 
con Estados Unidos».2 

Pero en la primera asamblea general de la OEA que se celebró después del advenimiento de la 
UP al gobierno, en abril de 1971, el ministro de Relaciones Exteriores, Clodomiro Almeyda, 
anunció que Chile mantendría una participación «activa y crítica» en ese organismo, abogando 
porque se constituyera, dentro del marco de Naciones Unidas, en una instancia de diálogo 
paritario entre Latinoamérica y Estados Unidos. La Comisión Especial de Consulta sobre 
Seguridad y el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca no fueron desahuciados y la 
Armada de Chile siguió participando con la Marina de Estados Unidos en la «operación Unitas» 
que tan severamente había condenado la UP en años anteriores. 

Esgrimiendo el principio inobjetable del «pluralismo ideológico» en la convivencia 
internacional, en respuesta a la tesis de las «fronteras ideológicas» levantada años antes por el 
general argentino Juan Carlos Onganía y sostenida por Brasil, el gobierno de Chile podía 
defender el derecho de Cuba a integrarse a la comunidad de naciones del continente y, al mismo 
tiempo, cultivar una amistosa coexistencia con el gobierno militar argentino, mantener buenas 
relaciones con todos los países latinoamericanos y adoptar frente a Estados Unidos una actitud de 
dignidad herida, situando su controversia con el imperialismo en un plano civilizado. 

Especial importancia tenían para Chile sus relaciones con Argentina. Las negociaciones para 
resolver el viejo diferendo del Beagle estaban muy avanzadas cuando Allende subió al poder. 
Fue mérito suyo y de su ministro de Relaciones Exteriores proseguir esos esfuerzos y mantener a 
los mismos equipos que venían trabajando desde hacía años, gracias a lo cual pudo firmarse en 
Londres, a fines de julio de 1971, un tratado para solucionar esa disputa mediante el arbitraje de 
la reina de Inglaterra, asesorada por cinco jueces de la Corte Internacional de Justicia con sede en 


La Haya. Simultáneamente, Allende viajó a Argentina a reunirse con su colega, el general 
Agustín Lanusse, siendo vitoreado por entusiastas multitudes en el país vecino. Ambos 
gobernantes emitieron la Declaración de Salta en que reafirmaron la amistad entre Argentina y 
Chile, haciendo constar que ella se funda «en el respeto al principio de no intervención en los 
asuntos internos y externos de cada Estado y en la voluntad siempre sostenida de resolver sus 
problemas por la vía pacífica y jurídica», bases esenciales de las que «emana el respeto al 
pluralismo político en la comunidad internacional». 

Tres meses más tarde Lanusse visitó Antofagasta, donde el pueblo le tributó una cálida 
recepción; instados por Allende, los militantes de la UP vencieron su repulsa al «gorilismo» de 
los militares argentinos y concurrieron a aplaudir al gobernante de la vecina República. 

A comienzos de marzo de 1972, Argentina notificó a Chile la caducidad del Tratado General 
de Arbitraje de 1902, que sometía las diferencias entre ambos países al arbitraje de la Corona 
inglesa, pero al cabo de un mes, el 5 de abril, Almeyda firmó en Buenos Aires con su par 
argentino un nuevo Tratado General de Solución Judicial de Controversias por el cual dichos 
diferendos quedaban sometidos al arbitraje de la Corte Internacional de Justicia, pacto que el 
Senado de Chile aprobó unánimemente antes de finalizar el año. 

Este excelente pie de las relaciones chileno-argentinas se mantendría hasta que fueron 
perturbadas por el insólito incidente de los reclusos del penal de alta seguridad de Rawson, 
provincia de Chubut. En agosto de 1972, un grupo de guerrilleros presos en esa cárcel argentina 
se fugaron, secuestraron un avión de pasajeros y aterrizaron en Santiago pidiendo asilo al 
gobierno chileno. Lanusse requirió a Allende su extradición; los partidos de izquierda, 
especialmente el PS, se opusieron agriamente y el gobierno anunció el propósito de someter el 
asunto al cauce jurídico de su decisión por los tribunales. Pero entretanto, en Argentina 
murieron, en lo que tuvo toda la apariencia de una ejecución sumaria, otros dieciséis extremistas 
fugados del penal Rawson, hecho que pasó a ser conocido como la «masacre de Trelew», en 
alusión a la ciudad patagónica donde estaba el penal. 

El impacto de este hecho se unió a la presión del PS y del MIR y, a pesar de estar ya 
formalizada la solicitud argentina de extradición, Allende decidió, en un acto calificado de 
«solidaridad revolucionaria», conceder asilo político a los guerrilleros fugados, quienes 
finalmente volaron hacia Cuba. Naturalmente, el suceso enturbió las relaciones con Argentina 
que, junto con protestar, llamó a Buenos Aires a su embajador. 

Otro sector que mereció especial atención del gobierno de Allende fue el de los países del 
Pacto Andino. Aunque los partidos de la UP habían sido críticos de su creación, impulsada por el 
presidente Frei con mucho entusiasmo, una vez en el gobierno lo convirtieron en «uno de sus 
instrumentos favoritos en el foro internacional politico».» Si bien, en los hechos, la política 
económica llevada a cabo en el país no tuvo para nada en vista los propósitos de integración del 
área andina, ellos proporcionaron al gobierno de Chile una buena bandera para su ofensiva 
«progresista» en el ámbito latinoamericano. Así lo demostró al concurrir a aprobar, en junio de 
1971, el acuerdo sobre tratamiento común al capital extranjero y, poco tiempo después, en las 
visitas del presidente Allende a Ecuador, Colombia y Perú. 

La gira a esos países, realizada a fines de agosto y comienzos de septiembre de 1971, dio 
oportunidad a Allende para enfatizar la legitimidad democrática del proceso chileno y ser 
aplaudido como el líder carismático de la aspiración de los pueblos latinoamericanos a liberarse 
de toda dependencia interna y externa. Le permitió, asimismo, ganar adhesiones para la tesis del 
pluralismo ideológico en las relaciones internacionales. 

En Ecuador y Perú, países que tenían problemas con Estados Unidos (el primero, sobre 


permisos de pesca a naves norteamericanas en su mar patrimonial, y el segundo, por la 
expropiación de una empresa petrolera), Allende les expresó la solidaridad del gobierno chileno 
y obtuvo el apoyo de sus gobiernos en la disputa ocasionada por la nacionalización del cobre. 

Como era de esperar por su orientación ideológica, el gobierno de la UP otorgó preferencia a 
sus relaciones con el mundo socialista. Al paso dado respecto de Cuba siguió, a comienzos de 
1971, el establecimiento de relaciones con China y con la República Democrática Alemana. Al 
año siguiente lo haría con Corea del Norte, Vietnam del Norte y el gobierno revolucionario 
provisional de la República de Vietnam del Sur. La amistad con estas naciones, con los países 
socialistas de Europa Oriental y, muy especialmente, con la Unión Soviética, tenía para el 
régimen chileno cierto carácter simbólico, de identificación revolucionaria contra el 
imperialismo capitalista. Al mismo tiempo, esperaba de ellos que la solidaridad socialista se 
tradujera en un incremento del comercio y cooperación económica. 

En este último plano, a mediados de 1971, los soviéticos ampliaron en cuarenta millones de 
dólares un préstamo otorgado al gobierno de Frei, concedieron un crédito con muchas facilidades 
para la compra de vehículos de trabajo y para la instalación, en Valparaíso, de una fábrica de 
paneles para la industria de la construcción, y celebraron un convenio de colaboración pesquera 
en virtud del cual barcos de esa nacionalidad trabajaron en nuestras costas, entregando a Chile el 
producto de la pesca a cambio del solo pago de los gastos de explotación. Esto último dio motivo 
en el país a una airada controversia entre gobierno y oposición.£ Con China, a su vez, se firmaron 
convenios sobre venta de cobre.“ 

Con Europa Occidental y Japón el gobierno de Allende tuvo excelentes relaciones. En 
Francia, República Federal Alemana, Inglaterra, Bélgica, Holanda, Suecia y en la propia España 
de Franco, la «experiencia chilena» fue mirada, desde sus inicios, con abierta simpatía. 
Indicativas de ese ánimo son las expresiones que mereció a dos personalidades europeas tan 
diversas como el líder socialista francés Francois Mitterrand y el ministro de Relaciones 
Exteriores de España, Gregorio López Bravo, con ocasión de sus visitas a Chile en 1971. «La 
experiencia chilena —declaró el primero— es muy original, debido a que realiza la síntesis 
siempre buscada por los socialistas: por una parte, una reforma revolucionaria de las estructuras 
económicas y de las fuentes de producción y, por la otra, un respeto escrupuloso de las libertades 
democráticas».2 Y el segundo, canciller de Franco, expresó que su visita demostraba «el interés 
que las experiencias económicas y políticas chilenas están despertando en el pueblo español, su 
gobierno y en mi personalmente».2 Esta disposición favorable facilitó el comercio entre Chile y 
esos países y fue determinante en el trato comprensivo que Chile recibió de sus acreedores 
europeos en la renegociación de su deuda en el Club de París. 


2. LAS DIFÍCILES RELACIONES CON ESTADOS UNIDOS 


Muy diferente fue la situación con Estados Unidos. La definición antiimperialista del programa 
de gobierno se dirigía, precisamente, contra intereses norteamericanos. La vinculación del PC 
chileno con la Unión Soviética, la simpatía ostensible que, en general, la izquierda chilena tenía 
hacia el mundo socialista y la amistad de Allende con Fidel Castro, eran antecedentes que, en el 
hecho, hacían del triunfo de la UP en Chile una derrota para Estados Unidos. 

Hasta el 4 de septiembre de 1970, sin embargo, el gobierno norteamericano mantuvo una 
«relativa indiferencia ante los acontecimientos chilenos»,10 explicable en parte por el tradicional 
desinterés de los republicanos en los asuntos de América Latina y la excesiva confianza de los 
hombres de negocios en el triunfo de Alessandri. Pero al conocer los resultados de la elección, el 


presidente norteamericano Richard Nixon se puso frenéticoll y trató desesperadamente de 
impedir que Allende asumiera la presidencia. Ya se mencionaron las ilegítimas y torpes 
maniobras de intervención en Chile que con ese fin realizó el gobierno norteamericano, que 
llegaron hasta el intento de promover un golpe militar. Aunque se trató de acciones secretas o 
«encubiertas», algo acerca de ellas debe haber sabido o intuido Allende, lo que explicaría sus 
denuncias —que nunca precisó— de un siniestro complot para asesinarlo y las precauciones que 
tomó para protegerse mediante la disposición de una guardia personal. 

En el plano formal y diplomático, desde un comienzo estas circunstancias se tradujeron en 
frialdad y desconfianza recíprocas entre la Casa Blanca y La Moneda. Nixon no envió a Allende 
el habitual cable de felicitación cuando fue elegido presidente, pero acreditó al secretario adjunto 
para Asuntos Interamericanos, Charles Meyer, como jefe de la delegación oficial norteamericana 
para asistir a la trasmisión del mando en Chile. En la audiencia especial que el presidente 
Allende le concedió en esa oportunidad, le dijo a Meyer que Chile, aunque nación pequeña, tenía 
el mismo derecho a la dignidad y a la celosa defensa de sus intereses que cualquier gran potencia 
y que, por consiguiente, sus relaciones con Estados Unidos serían «las de dos países 
independientes y soberanos... Sin dignidad mutuamente reconocida no hay relación posible». Le 
agregó que el nuevo gobierno no se proponía exportar la UP a otros países de América Latina ni 
permitiría que un país extranjero estableciera bases militares ni de ninguna especie en el 
territorio nacional, y le enfatizó que el proceso de nacionalización de los intereses extranjeros se 
haría conforme a la ley chilena, sin discriminaciones en razón de su origen, del mismo modo con 
los intereses norteamericanos que con los chilenos, y que «las compensaciones que correspondan 
serán cosa a discutir con las compañías particulares dueñas de los bienes nacionalizados, no con 
el gobierno del país de origen de esas compañías».12 

Un par de meses después, en la visita que le hizo el embajador chileno Domingo Santa María 
para despedirse, Nixon no ocultó la preocupación norteamericana por la llegada al poder del 
gobierno de la UP. Y aunque reconoció «el derecho de cada país de llevar adelante una política 
de expropiaciones», advirtió que «si en ese proceso se ven afectados intereses de ciudadanos o de 
corporaciones norteamericanas, por no recibir adecuadas compensaciones, tendríamos que salir 
en defensa de ellos» y «habría represalias de nuestra parte, evidentemente no de tipo militar, pero 
sí de carácter económico». Además, expresó su esperanza de que Allende preservaría las 
tradiciones democráticas de Chile, aunque sabía «que entre sus partidarios hay muchos que no 
tienen tal concepción» y aseveró la disposición pragmática de Estados Unidos para entenderse 
«con cualquier país» y «con cualquier tipo de gobierno».13 

Poco tiempo después, en su mensaje anual al Congreso, Nixon se refirió a «la elección de un 
presidente socialista» en nuestro país como un hecho que podría «tener profundas implicancias 
no solo para su pueblo sino también para el sistema interamericano» y, luego de expresar algunas 
aprensiones, terminó diciendo: «En suma, estamos dispuestos a mantener con el gobierno de 
Chile la misma clase de relaciones que el gobierno de Chile esté dispuesto a mantener con 
nosotros».14 Antes de un mes, en su discurso en vísperas de las elecciones municipales de abril 
de 1971, tomando pie de esas palabras, Allende contestó: «Yo les digo desde aquí al pueblo y al 
gobierno norteamericano que es nuestra intención y nuestro deseo el tener las mejores 
relaciones... Lo único que pedimos es el respeto a nuestro derecho a dictar las leyes que 
estimemos más convenientes y a tomar las medidas que sean necesarias para recuperar para 
Chile las riquezas fundamentales que están en manos de capitales extranjeros. Eso no significa 
apropiarnos de lo ajeno; eso no significa no indemnizar».15 

Estos planteamientos fijaron los parámetros por los cuales se regirían oficialmente las 


relaciones entre Estados Unidos y Chile. 

Sin embargo, detrás de la postura pública, «correcta pero fría» del gobierno norteamericano, 
había una evidente animadversión contra el nuevo régimen chileno, que se tradujo en decisiones 
adoptadas en noviembre y diciembre de 1970 por recomendación del Consejo de Seguridad 
Nacional para llevar a cabo «una política de presión no declarada contra el gobierno de Allende, 
para evitar su consolidación y limitar sus posibilidades de implantar políticas contrarias a los 
intereses de Estados Unidos y de sus aliados». Esa presión significaría paralizar toda ayuda 
económica, excepto la humanitaria, reducir, demorar o terminar la ya comprometida, influir en 
las instituciones financieras internacionales para limitar el crédito y la asistencia económica y 
desincentivar las inversiones privadas en Chile.16 

Aunque esas decisiones fueran secretas, la hostilidad se expresó en múltiples ocasiones y de 
diversas maneras: en el desmantelamiento de las instalaciones meteorológicas de Estados Unidos 
en la isla de Pascua que el embajador norteamericano en Chile, Edward Korry, llevó a cabo 
precipitadamente la víspera de la ascensión de Allende;17 en el manifiesto desaire que significó 
el rechazo, a última hora, de la invitación que Allende había hecho al jefe de Operaciones de la 
Marina norteamericana, el almirante Elmo Zumwalt, y que este había aceptado, para que el 
portaaviones nuclear Enterprise, de paso por la costa del Pacífico sur, visitara Valparaíso;18 en 
las declaraciones de un funcionario de la Casa Blanca en noviembre de 1971 de que Allende «no 
duraría mucho»;12 y, sobre todo, en la negativa del Banco de Exportación e Importación 
(Eximbank), entidad financiera del Estado norteamericano, a tramitar un crédito de veintiún 
millones de dólares pedido por la Línea Aérea Nacional (LAN) para adquirir tres aviones 
Boeing, mientras el gobierno chileno no diera garantías de que las empresas norteamericanas 
nacionalizadas recibirían una indemnización satisfactoria. Esta última actitud provocó en Chile 
una reacción de repudio de todos los sectores, que la condenaron como una intromisión 
inadmisible en las decisiones soberanas del país.20 

La tensión aumentó en octubre de 1971, cuando el contralor general de la República, luego de 
la determinación de Allende sobre utilidades excesivas, fijó las indemnizaciones para las 
empresas cupriferas nacionalizadas. El secretario de Estado, William Rogers, calificó esta 
decisión como un «serio abandono de los usos aceptados del derecho internacional», expresó que 
«las compañías norteamericanas afectadas por esta determinación del gobierno chileno 
obtuvieron sus ganancias en Chile de acuerdo con la ley chilena» y anunció que «si Chile no 
cumple con sus obligaciones internacionales, eliminaría el ingreso de fondos privados y 
erosionaría la base para el apoyo de la ayuda extranjera, con posibles efectos adversos en otros 
países en proceso de desarrollo».21 Por iniciativa del representante Henry González, el Congreso 
de Estados Unidos aprobó una enmienda en virtud de la cual los representantes de ese país en las 
instituciones internacionales de crédito deberían votar en contra la concesión de préstamos a 
naciones que hubieran expropiado compañías norteamericanas sin compensación.22 En análogo 
sentido, el presidente Nixon formuló en enero de 1972 una declaración sobre ayuda a las 
naciones en desarrollo en que reiteró el criterio de que las compañías expropiadas tenían derecho 
a una compensación «inmediata, justa y eficaz», advirtiendo que si ese derecho no fuere 
respetado, Estados Unidos no realizaría «nuevas prestaciones económicas bilaterales» y sería 
reticente a dar su apoyo a los préstamos de los bancos de desarrollo multilateral. Esta declaración 
dejó una puerta abierta para el caso de que el país expropiante mostrara una «disposición 
favorable para la compensación».23 

En enero y febrero de 1972, las empresas Kennecott y Anaconda demandaron en Nueva York 
a la Corporación del Cobre y trabaron embargo sobre bienes de la Corfo, cobrando pagarés 


derivados de la chilenización. La Línea Aérea Nacional suspendió sus vuelos a Estados Unidos 
para sortear el riesgo de que fueran embargados sus aviones. A fin de evitar este peligro, el 
propio Allende decidió que se pagara una cuota de la deuda a la Braden Copper, subsidiaria de 
Kennecott.24 

Entretanto, en la renegociación de la deuda externa en el Club de París, la delegación 
norteamericana, encabezada por un personero del Departamento del Tesoro, quiso hacer de ese 
encuentro un verdadero juicio al gobierno chileno por su decisión sobre indemnizaciones a las 
empresas cupriferas expropiadas. Como los acreedores europeos y Japón estuvieron a favor de 
otorgar facilidades, Estados Unidos terminó aceptándolas, sobre la base de que Chile suscribiera 
un comunicado expresando su voluntad de reconocer a las empresas nacionalizadas una 
adecuada compensación «de acuerdo con la ley chilena, la ley internacional y la Resolución 
1.803 de las Naciones Unidas». Satisfecha esa exigencia, que nada nuevo agregaba para la 
solución de la disputa sobre las indemnizaciones a las compañías cupríferas, el 20 de abril se 
firmó un acuerdo por el cual se convino una prórroga por tres años para el setenta por ciento de 
la deuda externa pública de Chile con vencimiento entre noviembre de 1971 y diciembre de 
1972.25 

El «escándalo de la ITT» agregó más leña a la hoguera. El 21 de marzo de 1972 el periodista 
norteamericano Jack Anderson publicó, en el Washington Post, el primero de una serie de 
artículos sobre las maniobras que había realizado la International Telephone and Telegraph 
Corporation (ITT) para evitar que Allende asumiera la presidencia en Chile. En ellos reprodujo 
textos de comunicaciones secretas de esa poderosísima empresa multinacional, propietaria de la 
Compañía de Teléfonos de Chile, reveladoras de las gestiones que para tal efecto había hecho 
ante el Departamento de Estado, la CIA y la propia Casa Blanca. 

Los parlamentarios de la UP aprovecharon la publicación de Anderson para insistir en que ella 
no dejaba lugar a dudas respecto a los intereses imperialistas de impedir la llegada de Allende al 
poder, confirmando las denuncias que habían hecho desde tiempos de la campaña. Durante las 
semanas siguientes los medios oficialistas se encargarían de publicar declaraciones, artículos y 
editoriales sobre el tema, tensionando las relaciones entre Chile y Estados Unidos y, como se 
verá en el capítulo IX, mezclando en el presunto complot de la ITT a destacados 
democratacristianos y personeros del gobierno de Frei, en una evidente utilización política de la 
información contenida en los documentos dados a la publicidad. 


Capítulo VIII 
BALANCE DESPUÉS DE UN AÑO 


1. CRECIENTE POLARIZACIÓN POLÍTICA 


Durante 1971 varios eventos electorales, tanto de orden político como sindical, gremial y 
estudiantil, fueron dando signos de la creciente polarización que afectaría al país durante todo el 
gobierno de la Unidad Popular. 

Aparte de los comicios propiamente políticos que ya se vieron en los capítulos anteriores, en 
el curso de 1971 tuvieron lugar numerosas elecciones de dirigentes de diversas organizaciones 
sociales representativas de contingentes más o menos importantes de chilenos. Y aunque, por su 
naturaleza, tales actos no fueron políticos partidistas, el clima de politización general que vivía el 
país les dio, en el hecho, una fuerte connotación de ese carácter. Los acontecimientos empujaban 
a la gente a tomar posiciones a favor o en contra del gobierno y cualquier elección, en una junta 
de vecinos, un centro de madres, un sindicato o un gremio, era ocasión propicia para hacerlo. 

Por regla general, el gobierno triunfó en los sindicatos obreros, mientras en las organizaciones 
gremiales, profesionales y estudiantiles ganó la oposición. Se puso así de manifiesto un cierto 
alineamiento de clases. Ejemplo significativo fueron las elecciones efectuadas en diciembre de 
1971 entre los trabajadores del cobre: militantes de la UP ganaron las directivas en ocho de diez 
sindicatos industriales; en los sindicatos profesionales y de empleados, en cambio, triunfaron 
democratacristianos, solos o apoyados por la derecha. 

Entre los trabajadores del acero, en Huachipato, la DC ganó la mayoría (tres de cinco) en el 
comité de personal y la UP obtuvo igual ventaja en el comité de producción. 

En los colegios profesionales, la tendencia fue de creciente apoyo a la oposición. Derechistas, 
democratacristianos e independientes, a menudo en listas conjuntas calificadas de «gremialistas», 
triunfaron en el Colegio Médico, el de Abogados, el de Odontólogos y el de Contadores. En el 
Colegio de Periodistas, en la elección efectuada a principios de octubre para proveer una vacante 
en el consejo nacional, la candidata opositora Paulina Marchant derrotó al candidato de la UP por 
599 votos contra 487. Luego, a comienzos de diciembre, en las elecciones para renovar la mitad 
del consejo nacional y todos los colegios regionales, la oposición triunfó ampliamente. 

En cambio, el gobierno obtuvo un triunfo contundente en el Sindicato Único de la Educación 
(SUTE), eligiendo veintinueve dirigentes (dieciséis del PR, ocho del PS y cinco del PC) contra 
solo doce del PDC. 

En el plano universitario, se dijo anteriormente que, en la elección de autoridades de la 
Universidad de Chile efectuada en junio, se produjo prácticamente un empate: mientras la 
oposición eligió rector y secretario general, quedó en minoría en el Consejo Normativo Superior. 
La gravedad del conflicto producido en el último trimestre motivó la suspensión indefinida de las 
elecciones que debieron haberse realizado en la Federación de Estudiantes de Chile, controlada 
por la UP. Pero en el curso del año, esta perdió el control de cinco federaciones universitarias y 
la derecha acentuó su predominio, a través del Movimiento Gremial y a costa de una baja de la 
DC, en la Universidad Católica de Chile. 

Pero el triunfo más significativo de la oposición fue el de la Federación de Estudiantes 


Secundarios (Feses). En la elección de directiva nacional efectuada en octubre, en la que 
participaron alrededor de cuarenta mil estudiantes de cincuenta y tres liceos, la lista DC eligió 
presidente al joven Guillermo Yungue, con el 44,19 por ciento de los votos. La UP obtuvo el 
35,8 por ciento; la ultraizquierda (FER y Juventudes Revolucionarias), el 8,12 por ciento; la DR 
y el PN, 7,46 por ciento y el Movimiento Radical Independiente de Izquierda, 0,4 por ciento. 

Estos resultados electorales eran demostrativos de la creciente polarización de los chilenos en 
dos bandos, de fuerza más o menos equivalente, que disputaban palmo a palmo el predominio en 
todos los ámbitos de la vida nacional. Al interior de estos subsistían importantes diferencias que 
hacían aún más compleja la posibilidad de entendimiento. 

Para la derecha, el enfrentamiento entre los dos bandos era inevitable. El PN había mantenido 
durante todo el año, tanto en el Parlamento como a través de los medios de comunicación, 
especialmente con el diario Tribuna, una oposición inflexible y beligerante al gobierno. La 
acción de este y de la UP era, a su juicio, una amenaza vital para muchos de los principales 
valores en que creía: la patria, el orden, la propiedad. Al oponerse intransigentemente al régimen, 
entendía defender esos valores y los intereses de «los hombres de trabajo», los pequeños y 
medianos empresarios, a los que procuraba interpretar. 

Los nacionales percibían que dentro de la UP el que mandaba era el PC, veían en las tomas de 
fundos e industrias la obra de sóviets populares que arrasarían las empresas y destruirían la 
economía del país, y creían inminente el riesgo de instauración de un régimen comunista. 
Mirando así las cosas, no parecían tener interés ni mucha fe en la capacidad del país para 
cambiar de rumbo por la vía democrática y dirigían sus miradas hacia las Fuerzas Armadas, a las 
cuales procuraban halagar, aunque también las criticaban acerbamente por lo que consideraban 
entreguismo o cobardía. 

Esto se hizo evidente con motivo de las convulsiones ocurridas al término de 1971. El 
periódico Tribuna publicó un llamado a las mujeres que decía: «Nuestra lucha recién comienza. 
Las Fuerzas Armadas se entregaron por un automóvil nuevo, por una casa, por un aumento de 
sueldo. Los carabineros tienen miedo. Mujeres chilenas: iniciemos nuestra marcha solas...».1 La 
publicación de este aviso motivó la suspensión del diario dispuesta por el jefe de Plaza, el 
general Augusto Pinochet, quien consideró alarmantes sus titulares e injurioso su contenido. 
Luego, el gobierno dedujo querella por infracción a la Ley de Seguridad del Estado.2 El PN, en 
una inserción publicada en El Mercurio, hizo saber que Tribuna no era órgano oficial suyo y 
rechazó las ofensas a las Fuerzas Armadas. 

Pocos días después, en sesión especial de la Cámara de Diputados celebrada el 14 de 
diciembre, el diputado nacional Miguel Luis Amunátegui rindió homenaje a las instituciones de 
la defensa nacional, de las cuales dijo que «han sido y son... con su sacrificio, su abnegación, su 
esfuerzo permanente y silencioso, sus privaciones propias y familiares, las que han constituido y 
constituyen la espina dorsal que ha sostenido y mantiene la solidez, la independencia, la 
soberanía, la institucionalidad y el honor de nuestra patria».3 Interviniendo en la misma sesión, el 
diputado comunista Luis Pontigo se expresó en términos similares. Uno y otro extremo 
rivalizaban en el halago a las Fuerzas Armadas. 

En la misma línea actuaba el movimiento Patria y Libertad. Nacido después del triunfo 
electoral de Allende, rápidamente fue conquistando adeptos, especialmente entre sectores 
juveniles. Militantes suyos tuvieron una participación violenta en los incidentes ocurridos con 
ocasión de la «marcha de las cacerolas» y en los desórdenes y atentados que se perpetraron en 
los días siguientes. De clara inspiración nacionalista y profesando un anticomunismo visceral, 
preconizaba sin ambages el término del gobierno de la UP y su reemplazo por un régimen 


autoritario. 

Aunque Patria y Libertad prácticamente no participaba en las instancias políticas formales, se 
fue convirtiendo en un actor político informal de peso, no por la cantidad de sus adeptos, que era 
reducida, sino por sus acciones y su discurso antidemocráticos, que encontraban cada vez más 
eco en los ambientes de mentalidad conservadora. 

Otros grupos derechistas, vinculados más bien al gremialismo, habían logrado hacia fines de 
año un crecimiento y organización no desdeñables. La revista Portada, representativa del 
pensamiento de esos sectores, publicó un número especial analizando el primer año de gobierno. 
Allí se sostuvo que antes de 1973 debería producirse una definición «entre marxismo leninismo y 
democracia parlamentaria», acuciada por la agitación de ultraizquierda, la crisis económica y la 
posibilidad de una fuerte baja electoral de la UP en las elecciones parlamentarias de marzo de ese 
año. «Llegado el instante de esa decisión —preguntaba—, ¿podría retroceder Allende a una 
postura social demócrata?». Y aunque admitía que «esta posibilidad no puede descartarse», la 
consideraba improbable porque «tendría la rabiosa oposición de la ultraizquierda», la que 
«incluye a importantes sectores socialistas».2 

Sosteniendo una postura «gremialista» y luchando por impedir lo que llamaban «la 
politización» de los organismos intermedios, estos grupos preconizaban la organización de los 
sectores amenazados por el régimen y procuraban presionar a los partidos políticos para que 
adoptaran una postura común de decidida oposición al gobierno de la UP. 

Al finalizar el año, prevalecía en todos los sectores de derecha un gran pesimismo sobre el 
futuro del país, una total desconfianza respecto del gobierno y una actitud de decepción y crítica 
hacia la DC y la Iglesia católica, a las que acusaban de «blandura» y condescendencia 
inexplicable frente al régimen. Ese pesimismo los llevaba a radicalizar su oposición al gobierno y 
cultivar la idea de una salida militar. 

Estando también en la oposición al gobierno de la Unidad Popular, la posición de la DC era, 
sin embargo, fundamentalmente distinta a la de la derecha. 

Nuestro partido había iniciado en 1964, con el gobierno de Frei, un proceso de transformación 
de las estructuras económico-sociales del país, bajo el nombre de «revolución en libertad». 
Aunque dicho proceso fuera, para muchos, meramente reformista y no revolucionario, respondía 
a una concepción doctrinaria incompatible con el liberalismo económico de la derecha. En el 
conflicto de intereses entre los beneficiarios del orden capitalista y los trabajadores había estado, 
desde sus orígenes, al lado de estos últimos. Nació luchando por la justicia y su meta era 
construir una nueva sociedad que fuera a la vez libre y justa. 

La gente de derecha no entendía que el PDC no viera, como ella, la inminencia del peligro 
comunista ni participara de su visceral temor. La negativa democratacristiana a apoyar las 
acusaciones constitucionales que el PN formuló en el curso del año contra los ministros Lisandro 
Cruz Ponce, José Oyarce y Pedro Vuskovic le valieron muy agrias recriminaciones. Acusando a 
la DC de ingenuidad y debilidad, el PN procuraba desprestigiarla y arrebatarle el liderato de la 
oposición. 

Respecto de la UP, nuestro partido no hacía ascos a la socialización de la economía; más aún, 
la creía necesaria, pero lo que lo separaba del oficialismo era, por una parte, el estatismo como 
forma de realizarla, al cual oponía su concepción comunitaria y, sobre todo, las tendencias 
totalitarias y violentistas que caracterizaban al PC y al PS, los dos partidos hegemónicos del 
conglomerado. Precisamente para precaver el peligro que esas tendencias representaban para la 
continuidad del régimen democrático, había condicionado su voto a Salvador Allende por la 
aprobación del estatuto de garantías constitucionales. 


Lo grave era que, desde su ascensión al gobierno, la UP había violado abierta y reiteradamente 
ese estatuto. Las declaraciones de Allende a Régis Debray, diciendo que había suscrito esas 
garantias como una «necesidad táctica»,6 la ofensiva de los partidos gobiernistas para apoderarse 
de los medios de comunicación, el manejo sectario del canal nacional de televisión, la campaña 
de difamación y odio puesta en marcha contra Frei y otros dirigentes del partido, la tolerancia de 
las autoridades a la violencia del MIR y de las brigadas Ramona Parra y Elmo Catalán, la 
persecución desencadenada contra los democratacristianos en la Administración pública, en las 
poblaciones, en los campos y en las organizaciones sociales, el afán puesto en evidencia por el 
nuevo gobierno de menospreciar y destruir todo lo hecho por el anterior, la sustitución de los 
asentamientos por los CERA para llevar adelante la reforma agraria, la estrategia de ignorar el 
Parlamento y torcerle el pescuezo a las leyes para imponer un modelo estatista de socialización 
y, en general, la intolerancia y prepotencia de que hacía gala la UP, habían creado un abismo 
entre el gobierno y el PDC. 

Junto con ello, de parte de la Unidad Popular no había disposición a buscar alguna forma de 
entendimiento leal con la DC. Cada vez que esta lo intentó, solo encontró palabras de buena 
crianza que rápidamente eran desmentidas por los hechos, cuando no directamente rechazadas. 

Y, por último, siempre fue ostensible el propósito de la UP de procurar a toda costa dividir al 
PDC.Z A ese fin se dirigieron las campañas publicitarias de los medios de comunicación 
oficialistas, los planteamientos de los partidos gobiernistas y la propia acción del presidente de la 
República. Todavía en diciembre de 1971, después de presentada la acusación contra el ministro 
Tohá, Allende intentó hacerlo al sugerir a Tomic la posibilidad de incorporarse al gobierno 
encabezando «al sector popular de la DC», lo que él, naturalmente, rechazó.8 

En estas circunstancias, por favorable que fuera la disposición hacia el gobierno de muchos 
democratacristianos —empezando por su propia directiva—, los hechos abocaron al partido a un 
dilema insoslayable: o se inmolaba en una entrega incondicional, que significaría su suicidio 
político, o asumía el liderato de la oposición, procurando encauzarla en torno a los valores 
democráticos (y no de intereses reaccionarios) y por métodos democráticos (y no rupturistas de 
la institucionalidad). 

La consecuencia con sus principios, su responsabilidad de primera fuerza política del país, su 
compromiso con el millón de chilenos que confiaban en ella, su vocación permanente de seguir 
ofreciendo a Chile una alternativa diversa y su propio instinto de conservación fueron, entre otras 
tantas razones, las que llevaron al PDC a optar por la segunda alternativa. A ello lo inducía, 
también, el clamor cada vez más perentorio de las bases, especialmente de las más modestas, que 
eran las mayormente afectadas por el sectarismo y prepotencia de la UP. 

Con todo, el PDC quería, a toda costa, evitar que su oposición se confundiera con la actitud de 
la derecha y, sobre todo, que el proceso de creciente polarización condujera al quiebre 
institucional. No miraba a los cuarteles, sino a la conciencia del pueblo. Sentía que su tarea era 
salvar la democracia y creía poder hacerlo mediante el ejercicio de esta. 

En contraste con la oposición, la Unidad Popular parecía un conglomerado que crecía y se 
reforzaba en sus objetivos. Sus adherentes habían aumentado con la aparición de la Izquierda 
Cristiana, que en julio llevó a sus aguas a varios diputados, algunos regidores y unos cuantos 
dirigentes juveniles salidos del PDC.2 La presencia activa de estos en la UP, unida a la acción 
concientizadora que realizaban los Cristianos por el Socialismo, dio motivo a Allende para 
señalar a menudo, con viva complacencia, la concurrencia en ella de «marxistas, laicos y 
cristianos». Y si bien en agosto de 1971, a raíz de la convención en que se definió como 
marxista, el PR sufrió un quiebre con el retiro del 46 por ciento de sus parlamentarios (cinco 


senadores y siete diputados), entre ellos sus figuras más relevantes (como el excandidato 
presidencial Luis Bossay y el exprecandidato Alberto Baltra), lo cierto es que el nuevo partido 
que estos formaron, Movimiento Radical Independiente de Izquierda, siguió respaldando al 
gobierno. 

Sin embargo, dentro de la Unidad Popular, los partidos Socialista y Comunista, que ya en las 
elecciones municipales de abril de 1971 habían recogido el ochenta por ciento de los votos de su 
coalición, tenían la hegemonía. En el curso del año 1971 ese predominio había ido acentuándose, 
al paso que la influencia de los otros, especialmente del PR, del API y del PSD, disminuía 
ostensiblemente. Eran socialistas y comunistas, seguidos por el MAPU y la IC, quienes daban la 
tónica a la acción del gobierno y mantenían al país en un clima de permanente agitación. 

Más allá del apoyo partidista, el presidente Allende contaba con la conducta institucional de 
las Fuerzas Armadas, de cuya lealtad al gobierno y adhesión a sus proyectos de cambio se 
preocupaba muy especialmente. En su citado discurso del primer aniversario rindió homenaje «al 
pueblo que viste uniforme, por su lealtad a la Constitución y a la voluntad expresada en las urnas 
por los ciudadanos»; destacó «la disciplina ejemplar de las Fuerzas Armadas y Carabineros, su 
empeño y empuje y sacrificada actitud, en las horas duras del terremoto, de la nevazón y de la 
erupción volcánica»; y señaló «cómo ellos se han incorporado al proceso de defender nuestras 
fronteras económicas y están presentes en el acero, en el hierro, en el cobre, en la comisión de 
energía nuclear», lo que «coloca a Chile como un ejemplo que envidian muchos países del 
mundo». 10 

El respaldo de sus partidos y sobre todo de las bases populares, constantemente adoctrinadas 
por el propio Allende sobre el quehacer de su gobierno y movilizadas por sus dirigentes en apoyo 
del mismo, había generado ya durante los primeros meses de gobierno un triunfalismo 
voluntarioso, soberbio y beligerante. «Que se acostumbren a pensar que este proceso es 
irreversible», enfatizó Allende el 8 de diciembre de 1971 al hablar en el congreso de la CUT. 
«Aquí los Yarur, los Sumar y los Hirmas no van a recuperar sus fábricas. Aquí los banqueros no 
van a recuperar sus bancos. Aquí los latifundistas no van a recuperar las tierras que están en 
poder de los campesinos. Y todo esto, hecho dentro de los cauces legales. Esto es lo que más les 
duele. Dentro de sus propias leyes. Esto es lo que los hace sufrir. Nunca creyeron que íbamos a 
aplicar de verdad las leyes. No se imaginaron que el pueblo iba a ser gobierno».11 En la misma 
oportunidad, el presidente de la CUT y militante PC, Luis Figueroa, expresó: «Los trabajadores 
aplastaran al fascismo y la sedición... Momios jamás volverán a manejar Chile».12 

Este lenguaje belicoso exteriorizaba una intolerancia visceral a todo lo que se opusiera a la 
vocación de poder de la UP. En el curso del año, sus dirigentes denunciaron varias veces tener 
los hilos de tenebrosas conspiraciones que nunca develaron. En todas partes y por cualquier 
causa veían «sedición». Esta era su palabra predilecta para referirse a los opositores. Y aunque el 
presidente solía precisar que él distinguía entre «los que hacen oposición dentro de los cauces 
legales», a quienes decía respetar, y los que «tienen en la cabeza la idea de barrenar las bases de 
sustentación del gobierno... que quieren hacer sedición, conspiración», los medios de 
comunicación oficialistas y las consignas que voceaban sus bases partidarias calificaban por 
parejo de «enemigos del pueblo» a todos los opositores y no ahorraban dicterios ni amenazas 
para intentar acallarlos.13 

Esta tónica de agresividad aumentó, por lado y lado, luego de la larga visita que hizo a Chile 
Fidel Castro. El 10 de noviembre de 1971 el líder cubano había llegado al país en forma casi 
sorpresiva, siendo recibido con honores semejantes a los que se rinden a un jefe de Estado. Hubo 
mucha curiosidad y gran entusiasmo popular, especialmente en las bases de la UP. La derecha, 


en cambio, hizo manifiesta su hostilidad. 

La gira por Chile de Fidel Castro se apartó radicalmente del protocolo que caracteriza las 
visitas oficiales de gobernantes extranjeros. Vino a reunirse con los partidarios de construir en 
Chile el socialismo, para demostrar que en ese empeño Cuba no estaba sola y para ayudar a 
Allende a resolver algunos problemas de su frente interno, como la impaciencia del MIR y la 
disciplina revolucionaria de las masas. 

Durante veinticuatro días, Castro recorrió el país desde Arica a Magallanes, pronunció 
múltiples discursos y charló con medio mundo. Progresivamente fue entrometiéndose en el 
debate político chileno, haciendo sugerencias e incluso dando lecciones sobre cómo se hace de 
veras la revolución, lo que suscitó el creciente rechazo y exasperación de los opositores. En su 
discurso de despedida en el Estadio Nacional, justo al día siguiente de la «marcha de las 
cacerolas», no ocultó su menosprecio por las formas democráticas, dividió a los chilenos entre 
«revolucionarios» y «fascistas» y llamó al pueblo a no tener debilidades frente al adversario. 
«Los fascistas —dijo a los militantes de la UP— están tratando de ganarles las calles, de ganarse 
a las capas medias y desmoralizar a los revolucionarios. El éxito o el fracaso de este propósito 
depende de la batalla ideológica y de la lucha de las masas». 14 

Se ha escrito, con acierto, que la visita de Castro contribuyó «a profundizar las diferencias 
entre el gobierno y la oposición».15 Para esta última, la identificación que socialistas, comunistas 
y, con ligeras reticencias, el propio Allende, demostraron con el líder de la revolución cubana 
fueron signos indicativos de que la UP llevaba a Chile, si bien por caminos distintos, al mismo 
socialismo que el de Cuba. 

El desfile de las mujeres opositoras, las incitaciones de Fidel Castro y las acusaciones 
constitucionales que en diciembre se formalizaron contra los ministros Tohá y Vuskovicl£ 
llevaron a los dirigentes de la UP a un estado de máxima exasperación. En el acto mismo de 
despedida a Castro, Allende habló de la «actitud torva, sediciosa [de los opositores] que se 
acentúa a medida que nosotros avanzamos en la conquista del poder económico para las 
mayorías nacionales» y advirtió a «los que quieren retrotraer la historia y desconocer la voluntad 
mayoritaria de Chile» de que él, «sin tener carne de mártir», no daría un paso atrás. «Que lo 
sepan, que lo oigan, que se les grabe profundamente: defenderé esta revolución chilena y 
defenderé el gobierno... Solo acribillándome a balazos podrán impedir la voluntad que es hacer 
cumplir el programa del pueblo».17 La comisión política del PS, a su vez, llamó «al pueblo a 
repudiar a los politiqueros oportunistas, a los saqueadores del patrimonio nacional, a los fascistas 
declarados y encubiertos, a los filisteos que con el disfraz de revolucionarios encubren los más 
oscuros intereses de la reacción» y declaró que «el PS no teme estos enfrentamientos. Contamos 
con los trabajadores chilenos, con el pueblo de Chile. Sabemos que hemos restaurado la dignidad 
y la independencia nacional. El pueblo vive hoy una auténtica democracia. Sabemos que apenas 
en un año hemos hecho por Chile más de lo que hiciera la reacción en siglo y medio de 
historia». 18 

Esta prepotencia delirante llegó a su clímax en la «Declaración de diciembre», que la UP 
formuló el 20 de ese mes en un acto de adhesión a Allende. Luego de enunciar las realizaciones 
del gobierno y de hablar de los «vengativos y poderosos enemigos» que tiene el pueblo de Chile 
y del «carácter criminal de los conjurados» que actúan al servicio de «esos enemigos foráneos», 
de la «asonada del miércoles 1 de diciembre» y del «motín de la avenida Providencia», anunció 
que «ha llegado la hora de distinguir claramente entre oposición y sedición y darle a esta última 
la réplica que se merece»; denunció que «un contubernio inmoral comienza a ponerse en 
marcha» con la misma estrategia que «la vieja fronda aristocrática... cuando se alzaron contra 


Balmaceda porque representaba la nacionalización del salitre»; llamó «al pueblo de Chile a 
colocarse a la ofensiva»; y terminó amenazando: «El pueblo de Santiago se apresta a combatir... 
Que lo sepan los reaccionarios y los fascistas: somos miles, miles y miles de hombres y mujeres 
que estamos dispuestos a dar nuestra existencia para defender la dignidad, la libertad, la 
independencia». En ese mismo acto, Allende puso un toque de cordura, procurando llevar la 
confrontación hacia el terreno de los procedimientos democráticos; en breves palabras, dijo que, 
detrás de las maniobras de los enemigos del gobierno, «hay todo un proceso político que busca el 
enfrentamiento... Nosotros no —agregó—, pero si buscan el plebiscito encontrarán el plebiscito 
y volveremos a vencer».19 


2. LA PORFIADA ECONOMÍA 


A pesar de las dificultades crecientes con que se fue encontrando la estrategia de la UP en su 
camino hacia el poder total, sus dirigentes terminaron el año 1971 satisfechos. Como lo expresó 
el periodista Luis Hernández Parker en su comentario político de la revista Ercilla, el gobierno 
parecía tener conciencia de que «ya no lo detiene nadie y a la oposición solo le concede el 
derecho al pataleo».20 

Allende había dado muestras de ese optimismo al celebrar, a comienzos de noviembre, el 
primer aniversario de su ascenso al gobierno. Ante un Estadio Nacional repleto y eufórico, 
expresó en tono jactancioso: «Dijimos: “Vamos a cumplir”, y hemos cumplido... Lenta, pero 
firmemente, hemos ido conquistando el poder y hemos ido realizando los cambios 
revolucionarios que el programa de la UP establecía».21 

En prueba de sus palabras señaló, en primer lugar, las nacionalizaciones efectuadas: «El 
pueblo ha recuperado lo que le pertenece. Ha recuperado sus riquezas básicas, en manos del 
capital extranjero. Ha derrotado el monopolio perteneciente a la oligarquía... Controlamos el 
noventa por ciento de lo que fuera la banca privada: dieciséis bancos, los más poderosos... son 
hoy patrimonio de Chile y del pueblo. Más de setenta empresas monopólicas o estratégicas han 
sido expropiadas, intervenidas, requisadas o estatizadas, somos dueños. Podemos decir “nuestro 
cobre”, “nuestro carbón”, “nuestro hierro”, “nuestro acero”; las bases fundamentales de nuestra 
economía pesada son hoy de Chile y los chilenos».22 

En lo referente al cobre, Allende tenía motivos para mostrarse orgulloso. La nacionalización 
ya no era solo un proyecto; promulgada la reforma constitucional que la dispuso, de inmediato el 
Estado tomó posesión de las cinco empresas nacionalizadas y nombró comisiones 
administradoras que se hicieron cargo de su gestión. Luego, el 28 de septiembre, el presidente 
ejerció la facultad que la ley le otorgaba para disponer que, de la indemnización debida a esas 
empresas, se dedujeran, total o parcialmente, las rentabilidades excesivas que ellas o sus 
antecesoras hubieran devengado desde mayo de 1955. En el decreto respectivo dispuso las 
siguientes rebajas: a) a la Compañía de Cobre Chuquicamata, trescientos millones de dólares; b) 
a la Compañía de Cobre Salvador, sesenta y cuatro millones de dólares, y c) a la Sociedad 
Minera El Teniente, cuatrocientos diez millones de dólares. El 11 de octubre, el contralor general 
de la República, llamado por la ley a determinar el monto de la indemnización, resolvió que, 
hechas las deducciones dispuestas por el presidente, no procedía pagar indemnización alguna a 
las citadas empresas, porque en su caso las deducciones excedían al valor de libro de las mismas. 
En cuanto a las otras dos, Exótica y Andina, les reconoció derecho a indemnizaciones que 
alcanzaban a poco más de diez y dieciocho millones de dólares, respectivamente. 

En menos de un año, la nacionalización del cobre había quedado oleada y consumada, a un 


costo financiero bajísimo para Chile. Cierto es que esto último estaba acarreando al país 
dificultades con Estados Unidos, pero podía confiarse en que ellas serían superadas porque la 
«doctrina Allende» concitaba respaldo general entre los países del tercer mundo, abriéndoles un 
camino esperanzador para recuperar, sin gran desembolso, sus riquezas naturales. 

También era cierto que, a pesar de no haberse dictado la anunciada ley de reforma bancaria, al 
finalizar 1971 habían pasado al dominio del Estado quince de veintiséis bancos comerciales del 
país y en los once restantes era el principal accionista.23 

Y a pesar de no haberse legislado para llevar adelante el proceso de socialización de la 
economía, al término de ese año el gobierno tenía en sus manos (por compra, requisición, 
intervención y, excepcionalmente, expropiación) ciento tres empresas industriales24 y las 
principales distribuidoras del pais.25 

Era verdad, asimismo, que en el sector agrícola Allende podía jactarse de haber expropiado, 
en su primer año de gobierno, más predios que la Administración anterior en todo su periodo. 

En el ámbito económico, el gobierno exhibía cifras reveladoras de importantes progresos: 
disminución de la cesantía desde un promedio superior al siete por ciento en 1970 a uno inferior 
al cuatro por ciento el año 71; incremento de la participación de los asalariados en el ingreso 
nacional de un cincuenta y tres por ciento a más de un sesenta por ciento; crecimiento del 
producto bruto en cerca de un ocho por ciento y de la producción industrial en más de un once 
por ciento; y baja de la inflación del treinta y cuatro al veintidós por ciento. 

En el plano social mostraba, satisfecho, el aumento del poder de consumo de los trabajadores, 
de la escolaridad y de las atenciones médicas por los servicios de salud, el otorgamiento del 
medio litro de leche prometido a todos los niños de Chile y la ampliación de los beneficios 
previsionales a comerciantes, transportistas, pequeños agricultores y mineros, sacerdotes, monjas 
y ministros de diversos credos religiosos. «Novecientos mil chilenos que no tenían previsión 
social, la tendrán por voluntad del gobierno popular», dijo Allende en su referido discurso.26 

Sin embargo, estos resultados representaban solo un aspecto de la situación que se vivía en el 
pais. A fines de 1971, el déficit fiscal alcanzó mas del treinta por ciento del gasto total (E° 10600 
millones en moneda nacional y E? 2400 millones en moneda extranjera, sobre un presupuesto de 
gastos de E? 36000 millones), el volumen del circulante monetario aumentó en 113,6 por ciento 
y la balanza de pagos, que el año anterior había dejado un excedente de noventa y un millones de 
dólares, arrojó un déficit de doscientos noventa y nueve millones.27 

¿Qué había ocurrido? 

La política económica del gobierno se orientó hacia el logro simultáneo de sus objetivos de 
transformación revolucionaria de las estructuras y de ampliación de la base de apoyo popular al 
régimen. Para lo primero, había que traspasar al Estado la propiedad de los principales medios de 
producción y redistribuir los ingresos a favor de los trabajadores. Para lo segundo, era necesario 
reducir el ritmo de la inflación, aumentar el empleo y acelerar el crecimiento. 

A fin de concretar esa política, el ministro de Economía diseñó un programa de «reactivación 
económica» en el que, paralelamente a la reforma agraria y a la creación del área de propiedad 
social, se pondrían en marcha un fuerte aumento de las remuneraciones y ambiciosos planes de 
mejoramiento social en salud, educación, previsión, vivienda, obras públicas, etc. Se trataba de 
incrementar substancialmente el consumo, lo que incentivaría la demanda y haría crecer la 
economía. Para satisfacer esa mayor demanda se contaba con la capacidad ociosa del sistema 
productivo, que se creía superior al veinticinco por ciento, y con las reservas internacionales de 
más de trescientos millones de dólares que había dejado el gobierno anterior. Se esperaba, 
también, una expansión de las exportaciones de cobre y mayor acceso a fuentes de 


financiamiento europeas y de los países socialistas. Se previó, además, una fuerte expansión del 
gasto público; el presupuesto fiscal aprobado para 1971 «programó» un déficit de seis mil 
millones de escudos. No se contempló ningún cambio inmediato en el sistema tributario, pero se 
supuso que el incremento de la actividad económica generaría mayor rendimiento de los 
impuestos y que el fisco dispondría, además, de ingresos adicionales provenientes de las 
utilidades de las empresas que fueran estatizadas. 

Este programa fue determinado, fundamentalmente, por consideraciones políticas: se trataba 
de ganar apoyo popular, especialmente en los sectores más pobres y entre las mujeres, con la 
mira de asegurar sus votos para las elecciones de regidores de abril y de «crear condiciones 
favorables a un plebiscito que modificara el marco institucional». Se pensó que los desajustes 
económicos y financieros que esa política podía provocar serían fácilmente controlables cuando 
el gobierno dispusiera de las más amplias atribuciones.28 

En el hecho, sucedió que el mejoramiento de las remuneraciones, que se proyectó del orden 
del treinta y cinco por ciento promedio, llegó a más del treinta y cinco en el sector público y 
superó el cuarenta por ciento en el privado. Como el índice de precios al consumidor subió en 
veintidós por ciento, el ingreso disponible real de las personas aumentó en cerca de un tercio. 
Este mayor ingreso fue prácticamente íntegro al consumo, que en los sectores populares creció 
como nunca anteriormente. 

La mayor demanda de mercaderías se satisfizo, en el sector manufacturero, con los inventarios 
acumulados por las empresas a partir de septiembre de 1970 y, luego, con un sustancial 
incremento de la actividad industrial, cuyo producto creció en el año alrededor del doce por 
ciento. Como el sector agrícola no estaba en condiciones de satisfacer la mayor demanda de 
alimentos, fue necesario recurrir al mercado externo: las importaciones de alimentos 
(específicamente carne, leche, mantequilla, azúcar y maíz) aumentaron casi cien millones de 
dólares respecto al año anterior. 

Mientras las remuneraciones crecieron del modo señalado, los precios, fijados por la 
autoridad, se mantuvieron en general estacionarios. Esto provocó en las empresas fuertes caídas 
de las utilidades, cuando no déficits de operación, que el aumento de la producción no logró 
compensar. El fenómeno afectó no solo a las empresas privadas en manos de sus dueños, sino 
también a las públicas y a las que explotaba el Estado, ya fuera porque las había adquirido o las 
mantenía requisadas o intervenidas. Por lo mismo, no hubo para el fisco excedentes del área de 
propiedad social; por el contrario, esta requirió el auxilio crediticio estatal para su 
financiamiento. 

Los mayores gastos en remuneraciones, prestaciones sociales y transferencias al sector público 
elevaron el déficit fiscal a más del doble de lo proyectado. Mientras los gastos corrientes del 
fisco aumentaron más del setenta y dos por ciento, sus ingresos solo crecieron un veintinueve por 
ciento y la inversión, tanto pública como privada, se redujo considerablemente. El déficit del 
fisco generó la expansión monetaria, cuyo principal origen estuvo en los créditos del sistema 
bancario al Estado y a las empresas públicas. El Banco Central echó a andar su máquina emisora 
y antes del año se duplicó el dinero circulante. 

Se pensó que la producción nacional de cobre, aprovechando las inversiones hechas durante el 
gobierno de Frei, superaría las novecientas mil toneladas. Pero esos cálculos resultaron 
defraudados: la producción real apenas superó las setecientas mil toneladas. Las mayores fallas 
ocurrieron en las dos más grandes minas nacionalizadas: Chuquicamata y El Teniente. La UP las 
atribuyó al floreamiento del mineral por las empresas expropiadas y a fallas técnicas en las 
instalaciones; la oposición las imputó, especialmente, a la mala gestión de los nuevos 


administradores, el éxodo de ingenieros y técnicos, la indisciplina laboral y el mal trato de los 
supervisores, con quienes se produjo un enojoso y prolongado conflicto. 

Esta caída de la producción de cobre, unida a la baja del precio del mineral desde mediados de 
1970 —de costar más de sesenta centavos de dólar la libra, descendió durante el año 1971 a un 
promedio de 49,1 centavos—, determinaron una disminución de los ingresos de nuestra principal 
exportación, en relación al año anterior, del orden de los ciento cincuenta millones de dólares. Y 
este menor rendimiento del cobre, unido al ya referido mayor gasto en importación de alimentos, 
al mayor costo de las importaciones de petróleo y a la fuerte fuga de capitales ocurridos en el 
año, originaron un déficit de la balanza de pago cercano a los trescientos millones de dólares, 
casi equivalente a las reservas internacionales que el gobierno había heredado. 

La situación se hizo tan difícil que, en noviembre de 1971, el gobierno decidió suspender el 
pago de la deuda externa y plantear a los acreedores su renegociación. Un mes más tarde tuvo 
que devaluar la moneda nacional, de veintiocho a cuarenta y dos escudos por dólar, contrariando 
la promesa formulada en una de sus famosas cuarenta medidas: «terminaremos con las 
escandalosas devaluaciones del escudo».22 

Al finalizar el año, eran ostensibles los síntomas de una severa crisis: escasez creciente de 
algunos bienes de consumo, especialmente alimentos,30 consiguiente aparición de un «mercado 
negro» y reactivación del proceso inflacionario. Las empresas productivas empezaban a sufrir 
dificultades serias para obtener repuestos y materias primas importadas. La construcción también 
las encontraba para proveerse de cemento y acero. 

En ese cuadro, las perspectivas económicas para el nuevo año eran francamente amenazantes: 
agotado el stock de mercaderías y materias primas, agotadas también las reservas de divisas, 
trabajando las empresas productivas al límite máximo de su capacidad instalada, al tope de su 
capacidad de endeudamiento y prácticamente sin generar utilidades, no se veía cómo podría 
conseguirse el aumento de producción indispensable para satisfacer el fuerte incremento que 
había experimentado la demanda de bienes y servicios. 


Capítulo IX 
DE LAS PALABRAS A LOS HECHOS 


1. EL«CÓNCLAVE DE EL ARRAYÁN» 


A fines de enero de 1972 los dirigentes de la UP y las autoridades de gobierno, con el propio 
presidente Allende a la cabeza, se reunieron en un encuentro de análisis y reflexión en un lugar 
cercano a Santiago. Fue lo que se llamó el «cónclave de El Arrayán». El comité nacional de la 
UP dio a publicidad sus conclusiones el 9 de febrero. 

El «documento de El Arrayán» expresó la decisión de todos los partidos de la UP de no 
detenerse, sino profundizar y desarrollar durante ese año el cumplimiento del programa: 
completar rápidamente lo esencial del área de propiedad social, afianzar el mejoramiento de las 
condiciones de vida de los trabajadores y sentar bases firmes para el desarrollo futuro. 

Para el logro de estos objetivos, acordó llevar adelante una serie de medidas de orden 
económico-social, planteó la necesidad de una «dirección económica centralizada» y puso el 
énfasis en la movilización de las masas en torno a dichas metas para hacer del cumplimiento del 
programa «una tarea que tiene que tomar en sus manos el pueblo mismo». A este respecto, 
expresó la necesidad de «ganar el respaldo de la mayoría de los chilenos», no solo en los sectores 
populares sino también en los estratos medios, reconociéndose «un lugar legítimo de 
permanencia y desarrollo a las amplias capas de pequeños y medianos empresarios». 

Ese documento señaló, asimismo, la necesidad de algunas rectificaciones: terminar con «el 
burocratismo heredado de gobiernos anteriores», instaurar «una nueva moral» en el desempeño 
de las funciones públicas y, sobre todo, «desterrar el sectarismo en las relaciones entre los 
propios partidos de la UP» y aquel «que se proyecta más allá de la UP, que tiende a excluir la 
acción conjunta con trabajadores no militantes o que militan en organizaciones ajenas a ella, o a 
desconocer o vulnerar derechos de trabajadores que sin estar con nosotros cumplen honestamente 
sus tareas». La decisión era, según se dijo, impulsar una participación «real y democráticamente 
generada, en forma que llegue a todos los sectores, sean estos de la UP, democratacristianos o 
independientes», insistiéndose en que a ella estaban «llamados todos, cualquiera que sea su color 
político». 

Sergio Bitar, que después sería ministro de Allende y que concurrió a la reunión de El Arrayán 
en calidad de técnico, reflexiona que en ella se pretendieron imponer, en materia de ajustes 
económicos, «un conjunto de condiciones que eran muy difíciles de compatibilizar entre sí. Una 
vez más se apreciaba una débil comprensión de los fenómenos económicos por parte de los 
dirigentes políticos y una escasa claridad sobre la interacción entre economía y política en una 
etapa de cambios acelerados».2 Y agrega que en esa reunión «fue visible la falta de dirección 
política. Las cuestiones fundamentales quedaron pendientes. No hubo definición respecto a la 
DC, ni a cómo continuar conformando el área social, ni respecto al MIR y su política de tomas».3 

Esa falta de definiciones era efecto de los serios desacuerdos, especialmente entre socialistas y 
comunistas, que quedaron de manifiesto en los plenos que unos y otros celebraron a mediados de 
marzo de 1972. 

En las conclusiones de su pleno, en el que ni siquiera mencionaron el encuentro de El 


Arrayán, el PS afirmó que «la fuente fundamental de las dificultades» era «la inmensa cuota de 
poder que está aún en manos de la burguesía, que permite la subsistencia de una institucionalidad 
burguesa anacrónica y obstruyente»; denunció la «falacia democratacristiana» que «sirve de 
instrumento distorsionador de la conciencia de los trabajadores, aparentando posiciones 
avanzadas»; advirtió de que, para estimular al pueblo trabajador en la lucha por la conquista del 
poder, era necesaria una participación en que las masas asumieran «el control y dirección real» 
de «cada unidad productiva y de trabajo», y que «si las trabas reglamentarias limitan este 
derecho, los trabajadores deben realizarlo de hecho» y «en esta lucha sin cuartel no cabe 
conciliar, detenerse ni descansar».4 

Contrastando con la drasticidad de estos planteamientos, el informe presentado al pleno del 
PC por el diputado Orlando Millas en nombre de su comité central se caracterizó por su 
realismo, prudencia y ponderación. Insistiendo en la necesidad de «cumplir las tareas de El 
Arrayán», sostuvo que «los enemigos tratan de aislar a la UP y al resto de los chilenos. A veces 
la prepotencia, el sectarismo o las torpezas de algunos ayudan a los enemigos a crear una imagen 
favorable a sus designios contrarrevolucionarios. Hay que llevar a todas partes la conclusión 
esencial de El Arrayán, que es la de trabajar con todo el pueblo, escuchar y respetar a las masas, 
conducirse escrupulosamente de acuerdo a las normas de la democracia interna de cada 
organización popular, desarrollar la acción conjunta de los diferentes sectores democráticos». 
Planteó, asimismo, la necesidad de «un esfuerzo patriótico supremo» para «ganar la batalla de la 
producción», poniendo «orden en el área social de la economía», para lo cual en sus empresas 
debía ponerse «fin a los derroches, establecer disciplina, hacerlas rentables, conseguir que rindan 
más que en los tiempos capitalistas». Insistió, también, en la significación muy importante que 
en Chile tienen las capas medias, el deber de evitar que se subestimen las fuerzas de los 
adversarios y «no se distinga suficientemente a los enemigos principales» y en que, en definitiva, 
«lo más revolucionario es luchar por el éxito del gobierno». 

Los hechos se encargaron muy luego de demostrar que el documento de El Arrayán era solo 
una declaración de intenciones que nunca llegarían a traducirse en hechos concretos. Lejos de 
ello, los sectores de gobierno y sus órganos de publicidad vigorizaron sus acusaciones contra los 
opositores, prosiguieron y acentuaron las arbitrariedades de la Administración y los actos de 
violencia de grupos vinculados al régimen. 

El mismo día en que la declaración referida, tan laboriosamente gestada, condenaba el 
sectarismo, la fiscalía del Banco del Estado hacía encarcelar al empresario Miguel Calvo y a 
quien había sido presidente de esa institución durante el gobierno de Eduardo Frei, Álvaro 
García, acusándolos de estafa. Simultáneamente, los medios de comunicación oficialistas 
denunciaron, con gran escándalo, un cuantioso fraude de dicho banco que, supuestamente, habría 
perpetrado la administración democratacristiana para financiar la candidatura presidencial de 
Radomiro Tomic. 

Lo cierto era que el Banco del Estado había otorgado un préstamo de veinte millones de 
escudos a una sociedad constituida por varios empresarios simpatizantes de Tomic que 
contribuyeron, con esa suma, a la campaña. Se trataba de personas solventes, lo que aseguraba 
que se cumpliría con esa obligación. Después de que Allende asumió la presidencia de la 
República dio instrucciones a la nueva dirección del banco de prorrogar el plazo para ese pago. 
A fines de enero del 72, la deuda estaba reducida a un millón setencientos mil escudos y 
documentada en una letra por ese saldo, con sus respectivos intereses, avalada a satisfacción del 
banco, con vencimiento para el 31 de marzo siguiente. 

Era claro, en consecuencia, que no había estafa ni fraude de ninguna especie. Al cabo de dos 


días de prisión, la Corte de Apelaciones puso en libertad incondicional a los detenidos. Radomiro 
Tomic, en declaraciones publicadas el 9 y el 29 de febrero, también dejó en claro lo ocurrido. Sin 
embargo, la campaña denigratoria prosiguió hasta que, a comienzos de marzo, el propio 
presidente Allende le puso término al ratificar expresamente lo que Tomic había dicho.£ 

Otro ejemplo de la ofensiva publicitaria oficialista en contra de los sectores opositores fue la 
denuncia, con caracteres de escándalo, de una reunión que tuvo lugar en la chacra El Arroyo de 
Chiňigůe, en las afueras de Santiago. A comienzos de marzo Sergio Silva Bascuñán, 
expresidente de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), invitó a un grupo de 
personas (empresarios, profesionales, académicos y políticos opositores) para intercambiar ideas 
acerca de la situación del país. Tan poco misteriosa fue la reunión que la prensa de la UP pudo 
enviar a periodistas y fotógrafos a reportearla. Sin embargo, al día siguiente, El Siglo denunció 
en primera página un «cónclave secreto» y con grandes caracteres destacó: «Cónclave golpista: 
¡Próceres de la derecha y de la DC embarcados! Sigue al galope la actividad sediciosa... 
Francisco Bulnes, Julio Durán, Patricio Aylwin (presidente del Senado), Edgardo Boeninger, 
Andrés Zaldívar, Jaime Castillo, Sergio Diez y otros comensales en “asado campestre” en que se 
analizó la manera de llevar el país a una catástrofe. Filtración permitió pillarlos in fraganti». 
Puro Chile, por su parte, tituló su información: «Estado mayor fascista se reunió en Chiňigůe. 
Conspiraron durante todo el día». Clarín, para no ser menos, informó: «¡Conspiradores! En 
Chiňigůe se reunieron dirigentes del PDC, el Pe-Ene y Patria y Libertad para organizar 
movimiento tipo Heil Hitler».7 Otro tanto hicieron el canal nacional de televisión y las radios 
controladas por partidos de gobierno. 

Este episodio fue el punto de partida de una campaña que arreció en los días siguientes y que 
prosiguió hasta el término del gobierno del presidente Allende, acusando de fascistas a todos los 
opositores, prácticamente sin distingos. Para los medios de comunicación oficiales, el 
Parlamento se había convertido en la trinchera de los fascistas, y por lo tanto hacia allí apuntaban 
los dardos. Por mi condición de presidente del Senado, consideré mi deber emitir una declaración 
refutando esas imputaciones. Entre otras cosas, dije que el fascismo ensalzaba la violencia y la 
practicaba como método. Las guardias personales, los grupos armados partidistas y la imposición 
habitual del hecho consumado por la fuerza en vez de la razón fueron características típicas de 
los regímenes de Mussolini y Hitler. El Parlamento es la negación de la violencia. El fascismo 
genera en sus huestes el más fanático sectarismo. El fascista no concibe otra verdad que la suya y 
convierte en enemigo a todo el que discrepa. El Parlamento es escuela de tolerancia y 
convivencia democrática. El fascismo es totalitario. Busca la totalidad del poder e impone la 
tiranía absoluta. El Parlamento es democrático y existe precisamente para evitar la tiranía 
mediante la separación del poder del Estado en órganos distintos cuyo contrapeso garantice la 
libertad. El fascismo suscita el odio, encasilla a todos los hombres en dos bandos irreconciliables 
y anda a la busca del enfrentamiento bélico. El Parlamento, a pesar de la pasión de sus debates, 
abre camino a la comprensión recíproca y al permitir expresarse a todas las opiniones y puntos 
de vista, conduce a soluciones pacíficas. 

Afirmé que estos rasgos distintivos bastaban para advertir que no era en el Congreso Nacional 
donde debía buscarse ni podría encontrarse al fascismo en esta hora crucial de la historia de 
Chile. ¿Dónde están los que patrocinan la violencia, tienen guardias personales, organizan o 
amparan grupos armados e imponen por la fuerza hechos consumados? ¿Dónde están los 
confesos de sectarismo que continuamente hablan de «aplastar a los enemigos»? ¿Dónde están 
los detractores del Parlamento que no rehúyen ningún medio para desprestigiarlo? ¿Dónde están 
los que procuran estatizarlo todo y someter a todos los chilenos al dictado de los burócratas 


oficialistas? ¿Dónde están los que mienten sistemática y constantemente, intentan concienciar al 
pueblo mediante bien montados shows? ¿Dónde están los que destilan odio en sus palabras, 
tratan a toda costa de polarizar a los chilenos en dos bandos enemigos y hablan sin ambages del 
enfrentamiento? Todo Chile sabe que no es en el Congreso Nacional donde hay que buscarlos.8 

Más virulencia y orquestación tuvo aún la campaña que se desató en contra del expresidente 
Frei, de su exministro de Hacienda, Andrés Zaldívar, y del PDC, con motivo de la denuncia 
publicada en marzo de 1972 por el Washington Post sobre las maniobras de la ITT. Esa 
información dio pretexto al canal nacional y a los diarios y radios oficialistas para procurar 
involucrar en el escándalo al exmandatario y a sus colaboradores, acusándolos de sirvientes del 
imperialismo y hasta de traición a la patria. 

La publicación por El Mercurio, a comienzos de abril, del texto completo de «los documentos 
secretos de la ITT», cuya utilización fragmentaria había servido de base a esas especulaciones 
difamatorias, puso las cosas en su lugar. Ellos demostraban que, efectivamente, esa empresa 
había intentado intervenir en los asuntos internos de Chile para evitar que Allende fuera electo 
por el Congreso e incluso interrumpir el proceso constitucional mediante un golpe de Estado, 
pero que esos intentos fracasaron, precisamente, porque el presidente Frei, su gobierno y las 
Fuerzas Armadas los rechazaron de modo categórico. 

El 10 de abril, Frei Montalva habló al país por cadena de radios «para restablecer la verdad y 
enjuiciar la conducta política de un gobierno que inspira y organiza esta campaña de los medios 
de difusión que le son adictos». Invocando el derecho a réplica, solicitó que sus palabras fueran 
transmitidas por el canal nacional, uno de los órganos que más lo había atacado, pero este se lo 
negó. En su discurso, el expresidente recordó todo lo que su gobierno hizo en los «sesenta días 
difíciles» que mediaron entre el 4 de septiembre y el 3 de noviembre de 1970 para asegurar la 
continuidad del proceso constitucional y superar la crisis económica que se desencadenó, y acusó 
al gobierno y a la UP de estar empujando al país hacia un «régimen de estatismo totalitario», 
para lo cual, dijo, «pretenden destruir el prestigio de partidos y personas que no se avienen con 
sus objetivos y politicas».9 

Ese mismo día, respondiendo a un emplazamiento que le habían formulado los veinte 
senadores DC,10 el presidente Allende, luego de exponer extensas consideraciones sobre lo que 
ocurrió entre septiembre y octubre de 1970, expresó su convicción de que Frei no estuvo al tanto 
de la conspiración que habría intentado impedirle asumir el gobierno. Solo después de esta 
declaración presidencial y del enérgico discurso del exmandatario, amainó la odiosa campaña 
contra Frei. 

También en marzo de 1972 el gobierno denunció que había descubierto y desbaratado un 
nuevo complot para derribarlo en el que estarían involucrados elementos de Patria y Libertad y 
militares en servicio activo y en retiro. En conferencia de prensa, el ministro del Interior anunció 
que los objetivos de la conspiración eran asesinar al presidente Allende, asaltar el Palacio de 
Gobierno y rescatar al general Roberto Viaux del presidio en que se hallaba por su 
responsabilidad en el asesinato del general René Schneider. Inculpó al mayor del Ejército en 
retiro Arturo Marshall y a miembros de Patria y Libertad.11 

Por requerimiento gubernativo se iniciaron dos procesos judiciales: uno, a cargo del ministro 
Rubén Galecio, de la Corte de Apelaciones de Santiago, contra los dirigentes de Patria y 
Libertad; el otro, a cargo del fiscal militar Eduardo Avello, contra el mayor Marshall y otros, por 
el delito de inducción a las Fuerzas Armadas a rebelarse contra la autoridad constitucional. 

En un allanamiento efectuado por orden de dicho ministro a las sedes de Patria y Libertad se 
encontraron armas, bombas molotov, cápsulas de ácido sulfúrico, palos, laques y abundante 


propaganda. Pablo Rodríguez, Roberto Thieme y otros dirigentes de ese movimiento fueron 
detenidos y encargados reos, pero luego salieron en libertad bajo fianza. En el proceso militar se 
detuvo a numerosos oficiales en retiro y también a algunos en servicio activo. 

La Cámara de Diputados se reunió en sesión especial para recibir información sobre estos 
hechos del ministro del Interior, Hernán del Canto. Pero su exposición no resultó muy 
convincente y, además, las denuncias gubernativas de conspiración estaban desprestigiadas. El 
senador democratacristiano Rafael Moreno señaló que, en lo corrido de su periodo, el gobierno 
llevaba denunciados nueve complots, ninguno de los cuales había sido comprobado.12 Y su 
colega y camarada Benjamín Prado recordó las múltiples denuncias gubernativas sobre supuestos 
atentados contra el presidente de la República que luego habían caído en el olvido sin que jamás 
se hubiesen proporcionado antecedentes para justificarlas, lo que producía «una sólida y 
fundamentada duda moral» sobre su seriedad. 13 

En forma paralela a estos hechos, las medidas represivas del gobierno comenzaron a tornarse 
habituales. El 22 de marzo de 1972 un grupo de lisiados que, convocados por su asociación, 
desfilaban sin permiso en las inmediaciones de La Moneda protestando por las tramitaciones de 
que se creían objeto en el cumplimiento de una ley que les permitía importar determinados 
implementos, fue repelido a golpes por Carabineros. El presidente Allende dio excusas a los 
afectados y el episodio significó que se le pidiera la renuncia al intendente de Santiago, Jaime 
Concha. 

El 23 de marzo el gobierno canceló la realización de una concentración de mujeres que una 
bien orquestada propaganda denominó «marcha de la Libertad» y que estaba fijada para el día 
siguiente. Había sido organizada por un comité de esposas y familiares de trabajadores de la 
Papelera y contaba con la autorización respectiva. La explicación del gobierno fue que se había 
desvirtuado el objeto de la marcha y que sería utilizada para repetir los desmanes ocurridos en la 
«marcha de las cacerolas». 

A fines de abril, el Frente Nacional de la Actividad Privada convocó a una marcha para 
denunciar la grave situación de las empresas, pero el gobierno la prohibió aseverando la 
existencia de «una campaña destinada a alterar el orden público con fines inconfesables».14 Sin 
embargo, en esos mismos días se llevaron a cabo en Santiago dos concentraciones de partidarios 
de la Unidad Popular: una convocada por la CUT, que fue precedida por cuatro marchas, y otra 
realizada por estudiantes de la enseñanza media, industrial y comercial. 

Con motivo de un conflicto laboral producido en el diario La Mañana de Talca, cuya 
publicación fue suspendida a raíz de la ocupación de sus instalaciones por parte de su personal, y 
estando pendiente una orden judicial de detención de los dirigentes de la toma y de desalojo del 
edificio, el gobierno dispuso la intervención del periódico. Aunque el decreto respectivo fue 
reparado por la Contraloría, el interventor asumió la administración del diario y dispuso su 
reaparición, aduciendo que la carencia de ese medio informativo ocasionaba variados daños a la 
provincia.15 

Cada uno de estos hechos —y muchos otros de menor trascendencia— dieron motivo a 
airadas denuncias de los afectados recogidas por la prensa opositora y a duras polémicas entre 
esta y la gobiernista, así como también en el seno del Congreso. 

Pero el suceso que causó mayor revuelo como expresión de conducta arbitraria del gobierno 
fue la internación ilegal de cierta carga que el director general del Servicio de Investigaciones, 
Eduardo Paredes, trajo consigo al regresar de una visita a Cuba. 

El 11 de marzo de 1972 llegó al aeropuerto de Pudahuel en una nave de la línea aérea Cubana 
de Aviación. En su equipaje, Paredes traía varios bultos que, por instrucciones suyas, fueron 


traslados directamente a dos patrulleras de Investigaciones que llegaron hasta el costado del 
avión y, sin previa revisión del Servicio de Aduanas, se sacaron rápidamente del aeródromo con 
rumbo desconocido. 

Días después, los periódicos opositores empezaron a informar y a hacer conjeturas sobre los 
bultos sospechosamente ingresados, sugiriendo que se trataba de armas. El 14 de marzo, el 
senador Benjamín Prado se refirió al hecho en el Senado, planteando la necesidad de una 
investigación para esclarecerlo. La Cámara Baja acordó formar una comisión investigadora sobre 
el particular y pedir a la Contraloría que practicara una fiscalización en los Servicios de Aduanas 
para verificar posibles irregularidades. 

Solo después de un mes, el 19 de abril, contestando un oficio de la Contraloría, el presidente 
Allende informó de que se trataba de «algunos obsequios que fueron enviados por el primer 
ministro de Cuba, tanto a mí como a otras autoridades chilenas», y que ellos habían sido 
trasladados desde Pudahuel hasta su residencia de Tomás Moro. Agregó que esos efectos estaban 
«a disposición de la Contraloría para su inspección».16 

La comisión de la Cámara concluyó que los funcionarios de Aduanas permitieron el ingreso 
ilegal de esos bultos «debido exclusivamente a la presión del señor director general del Servicio 
de Investigaciones y, en especial, a la intervención personal y presión indebida del señor ministro 
del Interior, Hernán del Canto», quien había concurrido al aeródromo e impartido las 
instrucciones al personal de aduana para que la carga fuera despachada sin previa revisión.17 

El hecho fue motivo de escándalo durante largo tiempo y, por la personalidad del director 
general Paredes, las características del equipaje y la forma subrepticia con que se procedió, en la 
opinión pública quedó flotando la creencia de que esos bultos contenían armamento. 

Finalmente, otro suceso que también revistió caracteres de escándalo fue la adquisición de 
numerosos automóviles por parte de Miria Contreras Bell, secretaria privada del presidente 
Allende, conocida como «La Payita». El hecho fue denunciado por el diputado del PDC Orlando 
del Fierro, miembro de una comisión que la Cámara de Diputados designó para investigar el 
hallazgo de armas del Ejército en manos de funcionarios de la guardia personal del presidente, 
conocida como GAP. Se dijo que se trataba de cincuenta automóviles, lo que fue explotado de 
modo sensacionalista por alguna prensa opositora. La referida comisión parlamentaria estableció 
que fueron veintiocho vehículos los que en algún momento figuraron a nombre de la señora 
Contreras, quien los tuvo a título fiduciario porque se adquirieron con el remanente de los 
dineros utilizados en la campaña presidencial de 1970 por la candidatura de Allende, de la que 
dicha señora fue subtesorera. En mérito de ello, la comisión, formada por mayoría opositora, 
dejó constancia de que de la investigación realizada «no han resultado cargos que dañen la 
honorabilidad de la señora Miria Contreras Bell».18 


2. LA VIOLENCIA RECRUDECE 


En la declaración de El Arrayán la UP se había propuesto completar durante 1972 la reforma 
agraria, reafirmando su «política contraria a las tomas indiscriminadas de predios», y avanzar en 
la constitución del área de propiedad social «sobre la base de una movilización efectiva de sus 
trabajadores». 19 

Sin embargo, al tiempo que la CORA y el Ministerio de Economía agilizaban sus 
procedimientos para expropiar predios y requisar industrias, los activistas políticos (que muchas 
veces eran funcionarios de gobierno) comenzaron a promover la ocupación de campos y fábricas 
por grupos de trabajadores. 


La ley de reforma agraria exigía, para que la CORA pudiera tomar posesión de los predios 
expropiados, que consignara previamente la parte de la indemnización que debía pagarse al 
contado al propietario, que se determinaba sobre la base de la tasación de las mejoras existentes 
en el campo. Para acelerar el trámite y disminuir el monto de esa consignación, se empleó con 
frecuencia el método de avaluar las mejoras en sumas irrisorias, meramente simbólicas. 

Por otra parte, lesionado el derecho a reserva que la ley otorgaba a los propietarios 
expropiados por exceso de superficie para conservar una parte de su predio, la vicepresidencia de 
la CORA emitió una circular confidencial que contenía «instrucciones de carácter privado» a sus 
jefes zonales, «relativas a la forma de lograr que aquellos propietarios que, reuniendo la totalidad 
de los requisitos para obtener de la CORA el reconocimiento de su derecho de reserva, renuncien 
a él o acepten una transacción extrajudicial por la cual no obtuvieran la reserva del terreno, sino 
compensada en dinero» y pagadera con un veinte por ciento al contado y el saldo en cinco cuotas 
anuales. 20 

A partir de inicios de marzo de 1972 la ola de ocupaciones de predios agrícolas comenzó a 
agudizarse. Grupos de campesinos, para acelerar la expropiación de algunos campos o para 
presionar en apoyo de demandas laborales, tomaron numerosos fundos en diversos lugares del 
país. Ñuble, Linares, Los Ángeles, Curicó, Colchagua, Concepción, Fresia, Lautaro, Rancagua, 
Llanquihue y algunas comunas del mismo Santiago, como Renca, El Monte y La Florida, fueron 
escenario de incontables tomas que en más de una ocasión dieron lugar a enfrentamientos y 
«retomas» por parte de los agricultores, manteniéndose en el campo un clima de permanente 
agitación e inseguridad. También hubo campesinos opositores que se apoderaron de algunos 
fundos en vías de ser expropiados para manifestar su rechazo a que la CORA los constituyera en 
centros de reforma agraria en vez de asentamientos: así ocurrió, por ejemplo, en veinticinco 
predios de San Vicente de Tagua-Tagua. 

Según datos oficiales de la Dirección General de Carabineros, divulgados por el senador 
democratacristiano Rafael Moreno en la sesión de la Cámara Alta del 31 de mayo de 1972, la 
policía registraba 1458 ocupaciones ilegales de fundos entre el 9 de noviembre de 1970 y el 31 
de diciembre de 1971, y 309 más entre el 1 de enero y el 5 de abril de 1972.21 El ritmo se 
mantuvo y aun se acrecentó en los meses siguientes. 

En el área industrial, a pesar de los reparos formulados por la Contraloría General a las 
requisiciones realizadas y de la aprobación por el Congreso del proyecto de reforma 
constitucional sobre las áreas de la economía, que expresamente rechazaba ese procedimiento 
administrativo, el gobierno abrió el poder comprador de acciones para noventa y una empresas 
que se proponía pasar al área social y decretó nuevas requisiciones de industrias, entre ellas, las 
de Fensa, Mademsa, Vidrios Lirquén, Tejidos Comandari, Pinturas Ceresita y Gildemeister. El 
ministro Vuskovic declaró enfáticamente: «Jamás devolveremos las fábricas estatizadas».22 

En el caso específico de la CMPC, más conocida como «la Papelera», la UP intensificó sus 
esfuerzos por tomar su control tras haber sido rechazada en abril la iniciativa del gobierno para 
legislar sobre la creación de un Instituto Nacional del Papel Periodístico. 

La DC luchó activamente en defensa de la empresa. Para nuestro partido, la estatización de la 
Papelera representaba una amenaza totalitaria para la libertad de expresión, porque su 
consecuencia era que los medios de comunicación escritos quedarían condicionados a la compra 
de papel. Sospechábamos que la motivación principal para estatizar la Papelera era la intención 
de controlar la prensa escrita. Y si bien coincidimos en esta lucha con los grupos económicos que 
defendían su patrimonio e intereses, ello no supuso un acuerdo ni un acercamiento con ellos.23 

En julio fue requisada la industria Nieto Hermanos. Los trabajadores de esta fábrica 


conservera se opusieron y tomaron la empresa, siendo desalojados por la fuerza pública —la 
misma que en las muchas otras tomas se había mantenido sin intervenir—, y numerosos 
operarios fueron detenidos. El procedimiento generó la solidaridad pública de los organismos 
gremiales y del comercio, consolidándose cada vez más la unidad transversal de los gremios y 
organizaciones de trabajadores, de modo que el gesto de los trabajadores de la empresa Nieto se 
repitió luego en muchas otras, como Gasco y Sindelen. Otro tanto se fue produciendo en los 
colegios profesionales: abogados, farmacéuticos, médicos y arquitectos, entre otros, se 
organizaban afanosamente sellando acuerdos para constituir una oposición conjunta a variadas 
iniciativas gubernamentales. 

La pasividad e indiferencia que mostraban las autoridades frente a las ocupaciones ilegales de 
predios e industrias, así como la circunstancia de que Carabineros no interviniera casi nunca para 
impedir esas acciones y que, con frecuencia, el Ministerio del Interior o el de Economía 
decretaran la intervención de los predios o industrias ocupados, generaban en los sectores 
opositores la creencia generalizada de que el gobierno, o al menos algunos de sus integrantes, 
amparaban estos hechos. 

Solo entre enero y mayo de 1972 se habían producido cuarenta ocupaciones de empresas, seis 
de intendencias, veintisiete de oficinas públicas, treinta y tres de establecimientos educacionales, 
cinco ocupaciones de hospitales y consultorios y diez de locales comunitarios; hubo, además, 
diez tomas de caminos, diez de viviendas recién construidas, ocho tomas de terreno, diez de 
transportes, cuatro de radioemisoras y cuatro de minas.24 

Especial relevancia pública tuvieron las tomas de los hospitales de Fresia y Lautaro y del 
juzgado de Melipilla. La primera ocurrió el 4 de abril a raíz de la autopsia que debió practicarse 
al cadáver de un campesino que murió atropellado por un tractor, hecho del que se pretendió 
acusar a Carabineros. Ese día, una poblada de más de cien personas se apoderó del hospital de 
Fresia e insultó y vejó a su director, ocasionándole graves lesiones. «Amparados por algunas 
autoridades regionales», forzaron al médico, dentista y matrona a abandonar el hospital, 
ocupándolo durante varios días. El hecho dio lugar a que el Colegio Médico, luego de 
entrevistarse con el presidente Allende, decidiera realizar un paro de protesta por lo sucedido y 
de solidaridad con los profesionales afectados.25 

Algo parecido ocurrió en Lautaro, donde un grupo de campesinos instigados por el MIR — 
según sostuvo el subsecretario del Interior—,26 en protesta por la mala atención a los enfermos, 
intentó tomarse el hospital, acción que fue repelida por efectivos de Carabineros e 
Investigaciones y que dejó como saldo varios heridos. 

En Melipilla, en tanto, se ventilaban dos procesos por delitos de usurpación a raíz de la toma y 
«retoma» de un fundo del lugar; treinta y siete campesinos estaban procesados y permanecían 
presos por decisión del tribunal. La mañana del 9 de mayo, un grupo de unas setenta personas 
ocupó físicamente el juzgado, impidiendo salir al juez, a los funcionarios y demás individuos que 
se encontraban en el interior. Profirieron insultos contra el magistrado y exigieron su destitución 
y la inmediata libertad de los detenidos. La situación se solucionó al cabo de unas tres horas, 
cuando el subsecretario de Justicia, José Antonio Viera-Gallo, y el intendente de Santiago, 
Alfredo Joignant, se presentaron en el lugar y conversaron con los ocupantes, logrando que se 
retiraran. La prensa opositora denunció lo ocurrido como un grave atropello al poder judicial y la 
Corte Suprema ordenó instruir un proceso por desacato.27 

Otra expresión del clima de violencia que se estaba generalizando en el país fueron los 
incidentes ocurridos durante el 12 y 13 de mayo en Concepción. Dirigentes provinciales del PDC 
y otros partidos opositores habían solicitado permiso para efectuar una marcha el viernes 12 de 


mayo. El intendente Vladimir Chávez acogió esa petición y también las que le presentaron el 
MIR y los partidos de la UP, autorizando para el mismo día la realización simultánea de tres 
concentraciones de signo político contrario. Explicando su decisión, el intendente dijo: «He 
enviado la marcha de la oposición a un lugar más lejano por una razón obvia: esta es una 
concentración para atacar al gobierno y las otras marchas son para defenderlo. En consecuencia, 
es lógico que, junto a la Intendencia, que es la casa del gobierno, se realice la concentración para 
defenderlo, y la otra, para atacarlo, se haga lo más lejos posible».28 

Ante el reclamo de la directiva nacional del PDC, el subsecretario del Interior, Daniel 
Vergara, dispuso que se suspendieran para otra fecha las concentraciones de la UP y del MIR, 
manteniéndose la autorización para efectuar el 12 de mayo la marcha opositora. Pero la UP de 
Concepción, reunida con el intendente en su oficina, resolvió desobedecer la orden del gobierno 
y salir de todas maneras a la calle el día 12. La consigna era que «las calles son del pueblo» y 
que no se podían entregar a los fascistas. Solo el Partido Comunista y la Acción Popular 
Independiente (API) discreparon de esta decisión y propusieron postergar una semana la 
concentración de los partidos gobiernistas. 

El día 12, a las cuatro y media de la tarde, cuando los grupos opositores ya se habían 
empezado a reunir para iniciar la marcha autorizada y también estaban concentrados los 
simpatizantes de la UP y del MIR, el intendente anunció la suspensión de todo acto, 
argumentando que el gobierno había dado instrucciones a Carabineros de reprimir cualquier 
manifestación y disolverla. A esa altura, sin embargo, ambos sectores ya estaban en la calle y, 
por espacio de varias horas, el bando de la UP (excluidos los comunistas) y del MIR, por una 
parte, y el de la oposición, por otra, estuvieron separados por un contingente policial, lanzándose 
consignas, pullas e insultos recíprocos. Luego, los miristas pasaron al ataque: se enfrentaron con 
Carabineros utilizando palos, armas punzantes y lanzando bolones de acero. En la batalla campal 
que se produjo resultaron cuarenta heridos y falleció el estudiante secundario Eladio Caamaño, 
militante del MIR. La violencia callejera se prolongó por dos días. 

En declaración conjunta del MIR y los partidos de la UP de Concepción, excluido siempre el 
PC, se responsabilizó de lo sucedido al subsecretario del Interior y al intendente Chávez (ambos 
comunistas) y se pidió la destitución de este último, anunciando, a su vez, la decisión de 
«impedir todo intento de marcha o concentraciones de los enemigos del pueblo».22 El joven 
Caamaño no sería la única víctima fatal de esta clase de hechos. Durante el primer semestre de 
1972 la violencia arrojó un saldo de siete muertos. 

Gran tensión causaron también los sucesos ocurridos en la población Lo Hermida, que 
acentuaron en la ciudadanía la sensación de fragilidad del Estado de derecho. El 6 de agosto 
hubo un allanamiento de Carabineros e Investigaciones en la mencionada población, que fue 
violentamente resistido por sus habitantes con pedradas, ataques a la policía y hasta disparos.30 
Según Investigaciones, se intentaba dar con el paradero de uno de los miembros del Comando 16 
de Julio, grupo armado que formó gente de la propia UP y que, según se informó, propiciaba un 
autogolpe contra Allende para acelerar la revolución. 

El allanamiento y la revuelta de los pobladores dejaron un saldo de un muerto, once heridos y 
ciento sesenta detenidos. Como resultado del accionar de la policía, La Moneda determinó la 
destitución del director general del Servicio de Investigaciones, Eduardo Paredes, y del 
subdirector, Carlos Toro. Algunos sectores de la UP consideraron que el gobierno había usado la 
fuerza contra «el pueblo». El presidente decidió hacer el gesto de «dialogar» con los pobladores, 
lo que provocó un acrecentamiento de la tensión entre los partidos de gobierno y el MIR, que 
reivindicó la revuelta.31 


En la oposición, el gesto de Allende contribuyó a fortalecer la percepción de que el 
mandatario no defendería con energía el sistema legal frente a una eventual ofensiva de 
pobladores, lo que se había transformado en uno de los temores latentes de los vecinos de las 
comunas más acomodadas. 

En la periferia de Santiago, algunas poblaciones urbanas controladas por el MIR empezaron a 
constituirse en territorio «independiente». Así ocurrió en el campamento «Nueva La Habana», a 
cuyos límites no podía ingresar ni aun la policía sin permiso de su jefe, Alejandro Villalobos, 
apodado «el Mickey». A comienzos de mayo trascendió que en ese campamento se había 
constituido un «tribunal popular» que llegó a conocer el caso de una violación y condenó al 
hechor, por cincuenta y siete votos contra cinco, a ser ajusticiado, aunque la sentencia no alcanzó 
a cumplirse. La Corte Suprema ordenó nombrar un ministro en visita para conocer estos 
hechos. 32 

Asimismo, y pese a que el presidente Allende pareció haber desechado, por un tiempo al 
menos, la idea de reemplazar el Congreso Nacional con sus dos Cámaras por un Parlamento 
unicameral que se llamaría Asamblea del Pueblo, algunos partidarios del gobierno no estuvieron 
de acuerdo con La Moneda y procedieron a intentar sobrepasar la autoridad presidencial por la 
vía de los hechos. El 26 de julio se informó que se había constituido en Concepción, al margen 
de cualquier legalidad, una Asamblea del Pueblo que funcionaría de facto. El proyecto era 
respaldado por el MIR, el PS y el MAPU, entre otros, con el argumento de que «había que 
arrasar con el poder legislativo burgués».33 

La iniciativa detonó una nueva crisis dentro de la coalición de gobierno a raíz de la oposición 
del Partido Comunista a apoyar la instancia legislativa extralegal y de su insistencia en que solo 
la vía constitucional serviría para introducir cambios en la institucionalidad política. El senador 
comunista Volodia Teitelboim calificó como «una enfermedad de cuarenta y ocho horas»34 la 
actitud de los socios del pacto por imponer su Asamblea del Pueblo. El presidente Allende, por 
su parte, la rechazó enérgicamente35 y cuestionó en algunos de sus discursos no solo los efectos 
de la decisión de la UP penquista en la legalidad institucional y en su autoridad como 
gobernante, sino que además criticó a los impulsores de la idea por lesionar la unidad del 
movimiento popular, introduciendo una cuña entre los dos partidos pilares del gobierno. La 
Asamblea del Pueblo de Concepción acabó evaporándose, pero dejó en evidencia que al interior 
de la UP existían importantes discrepancias sobre las estrategias que servían mejor al 
cumplimiento del programa, y que llegaría el momento en que estas volverían a manifestarse. 


3. LA LEY DE CONTROL DE ARMAS 


A comienzos de abril de 1972, dos funcionarios de la presidencia de la República fueron 
detenidos en la localidad de Curimón, Los Andes, al comprobarse, con motivo del volcamiento 
del vehículo en que viajaban, que portaban armas, granadas del Ejército, planos de instalaciones 
militares y manuales de guerrillas urbanas. El hecho causó alarma pública y el gobierno debió 
requerir la iniciación del correspondiente proceso por infracción a la Ley de Seguridad Interior 
del Estado. 

Pocos días después, dos funcionarios de la CORA fueron detenidos en la provincia de Cautín 
al ser sorprendidos internando un contrabando de armas desde Argentina en un vehículo fiscal. 

Estos hechos, sumados a los muchos episodios de violencia que se repetían casi a diario y a las 
frecuentes incitaciones que sectores de extrema izquierda hacían a la acción directa de las masas, 
daban serios motivos para creer en la existencia de grupos armados constituidos orgánicamente 


para imponer por la fuerza sus propósitos revolucionarios. 

Por otra parte, ante el temor que la eventual acción de esos grupos despertaba en los sectores 
acomodados, en algunos barrios residenciales los vecinos empezaron a constituir equipos de 
protección, también armados, a los que llamaron «Protecos».36 

Fue en este contexto que, el 5 de abril de 1972, el senador DC Juan de Dios Carmona presentó 
una moción modificatoria de la Ley de Seguridad Interior del Estado,37 destinada a «buscar, 
encontrar y proponer los mecanismos legales adecuados para que hechos tan insólitos e infames 
como los ocurridos no vuelvan a repetirse, y ayudar así a restablecer las condiciones necesarias 
para garantizar y hacer posible “ese mínimo de convivencia nacional” a que ansían, en estos 
instantes, la inmensa mayoría de los chilenos». 

Entre los hechos «insólitos e infames», el senador recordó los «viles» asesinatos del 
comandante en Jefe del Ejército, el general Schneider, del exministro Pérez Zujovic, de tres 
funcionarios del Servicio de Investigaciones y de tres servidores del Cuerpo de Carabineros, 
todos «perpetrados en forma artera, calculada y alevosa, por miembros de agrupaciones o 
entidades que contaban, y que posiblemente cuentan en la actualidad, con una fuerte 
organización y con toda clase de disponibilidades en dinero y armamento... Se trata de 
verdaderos cuerpos armados que existen y actúan al margen de la Constitución y de la ley». 

En su moción, el senador advertía que, si bien la Ley de Seguridad Interior del Estado 
conformaba «un todo más o menos orgánico sobre la materia», su sistema para llevar a la 
práctica las disposiciones que contenía no era «eficaz», prueba de lo cual era «que los grupos 
armados siguen existiendo y las armas son portadas y usadas por quienes no están autorizados 
para ello». 

A juicio del senador, la referida ley adolecía de dos problemas esenciales: solo podía aplicarse 
a requerimiento o por denuncia del Ministerio del Interior o de los intendentes, quienes podían 
desistirse de la denuncia en cualquier momento, lo que extinguía la acción y la pena, debiendo en 
este caso el tribunal disponer la inmediata libertad de los detenidos o reos y poner fin al proceso; 
un segundo problema era que las causas por estos delitos debían ser entregadas a la justicia 
ordinaria. 

En su moción, el senador propuso entregar al control de las Fuerzas Armadas todo lo 
relacionado con la tenencia, fabricación, importación y comercialización de cualquier clase de 
armas, como asimismo la investigación y disolución de los grupos armados ilegales; sancionar 
con severas penas las infracciones a esas normas, sometiendo los correspondientes procesos a la 
jurisdicción de los tribunales militares; y conceder acción pública para que cualquier persona 
pudiera denunciar esos delitos. 

El debate en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado se 
inició el 22 de mayo y en él participaron otros parlamentarios, así como el ministro de Defensa 
Nacional, los tres subsecretarios de esa cartera, el jefe de la sección jurídica de la Subsecretaría 
de Guerra, y los comandantes en jefe de las tres ramas de las Fuerzas Armadas. 

A fines de ese mes, el Ejecutivo presentó una indicación sustituyendo íntegramente su texto 
por otro articulado, cuya diferencia fundamental radicaba en la menor amplitud que confería a las 
facultades de las Fuerzas Armadas y de la justicia militar y en la reserva de la acción penal a los 
ministros del Interior y de Defensa, los intendentes y gobernadores y el director de 
Reclutamiento. 

El general Carlos Prats, comandante en Jefe del Ejército, declaró haber cambiado el criterio 
que había expresado en noviembre anterior, en cuanto a que los grupos armados eran solo un 
problema de «índole policial». «A la luz de los antecedentes derivados de los hechos que han 


acontecido desde esa fecha», era posible advertir «en los dos extremos de la política (la 
ultraizquierda y la ultraderecha) una incipiente organización paramilitar, hecho agravado por el 
incremento del contrabando de armas al país». En razón de esos antecedentes y de las 
explicaciones que proporcionó, dejó constancia de que el proyecto del Ejecutivo contaba con la 
aprobación de los altos mandos, pero admitiendo que su texto podía ser perfeccionado en el 
Parlamento.38 

El 21 de junio, tras ocho sesiones, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 
Reglamento del Senado entregó su informe sobre el proyecto de ley de control de armas, que 
concilió las ideas propuestas en el proyecto del senador Carmona y en las indicaciones 
formuladas por el gobierno. 

En el transcurso del debate de la comisión, tanto la Izquierda Cristiana como el Partido 
Socialista expresaron su rechazo al proyecto, advirtiendo que se trataba de una iniciativa que 
buscaba menoscabar el poder civil del Estado.39 

El MIR y otros sectores de la izquierda más ultra calificaron el proyecto como una nueva ley 
de defensa de la democracia,40 rememorando la Ley Maldita que, durante el gobierno de Gabriel 
González Videla, proscribió al Partido Comunista, y amenazaron con «marcar a fuego» a quienes 
votasen a favor de este, conminación que provocó una declaración del presidente de la Cámara 
de Diputados, el camarada Fernando Sanhueza, advirtiendo que «los diputados no se dejarán 
influir por ningún tipo de amenazas y presiones».4 

Sin embargo, en el Parlamento el debate no tuvo más escollos que la oposición simbólica de 
los congresistas del PS y la abstención de los comunistas. La discusión radicó especialmente en 
quiénes deberían quedar facultados para denunciar los delitos de tenencia ilegal de armas o de 
constitución de grupos armados. Mientras el gobierno pretendió reservar esa atribución a los 
ministros de Interior y de Defensa, los intendentes y el director de Reclutamiento, la oposición 
logró que también la tuvieran el fiscal de la Corte Suprema, los fiscales de la Corte de 
Apelaciones, los comandantes de guarnición, prefectos de Carabineros y alcaldes y regidores de 
las comunas cabeceras de departamentos. 

Detrás de esta controversia estaba, por un lado, el recelo de los opositores en cuanto a la 
voluntad de las autoridades gubernativas de denunciar a los grupos de ultraizquierda, muchas 
veces vinculados a alguno de los partidos de la UP, y por otro, el temor del gobierno de que 
sectores de la oposición procuraran instrumentalizar a las Fuerzas Armadas haciendo denuncias 
con cualquier pretexto para que aplicaran acciones represivas. 

El proyecto fue finalmente aprobado el 11 de octubre de 1972, entrando en vigencia el 20 de 
ese mes como Ley n.“ 17.798 de Control de Armas, que estableció el tipo de armas que quedaban 
bajo control y penalizaba su uso indebido, y definía y entregaba competencia a los tribunales 
militares para conocer de las causas donde hubiera infracción de la ley, entre otros aspectos. 

A pesar de su utilidad, en los meses que siguieron a su promulgación, la ley de control de 
armas sería sucesivamente puesta en entredicho, dando pie a que las manifestaciones, la 
violencia, los amedrentamientos y los asesinatos por parte de los grupos extremistas continuaran 
de manera permanente hasta el final del gobierno de la Unidad Popular. 


4. ESCALADA DE MOVILIZACIONES 


El manejo económico del gobierno de la UP, que había tenido un primer impacto positivo en la 
gran masa de chilenos en 1971, comenzó a pasar la cuenta a partir del año siguiente. El aumento 
de las remuneraciones había permitido a muchos chilenos mejorar su poder adquisitivo, pero el 


crecimiento de la demanda que trajo consigo no implicó el aumento de la producción que los 
planificadores de la UP habían previsto. 

A mediados del 72 no solo escaseaban insumos y manufacturas (repuestos, neumáticos, 
zapatos y medicamentos), sino también alimentos básicos como carne, leche y trigo. Asimismo, 
como consecuencia de esta situación, se había extendido la práctica del acaparamiento, tanto 
entre las familias como entre los comerciantes, que acumulaban productos ante la incertidumbre. 

Aunque los dirigentes de la Unidad Popular y la prensa oficialista aseguraban que las 
denuncias de escasez solo tenían como finalidad crear un clima de ansiedad y miedo en la 
población, ya en febrero de 1972 el ministro de Economía, Pedro Vuskovic, había tenido que 
admitir formalmente ante el Senado que la capacidad industrial del país estaba copada, lo que 
generaba escasez en ciertos productos y hacía inevitable decretar el aumento de precios.42 

Con este anuncio se inició una secuencia de alzas que afectaría a muchos productos básicos. 
También se dio a conocer un reajuste a los salarios como bono de compensación para amortiguar 
los mayores precios. El esquema alza-reajuste se repetiría varias veces más en los meses 
sucesivos, dando lugar a una caótica espiral de desequilibrio economico.43 

La creciente inquietud social empezó a expresarse en una seguidilla de movimientos 
gremiales, paros y huelgas que ocurrieron en gran parte del territorio nacional. Si bien muchas de 
estas movilizaciones comenzaron como presiones sectoriales para lograr demandas específicas 
(no olvidemos que el gobierno fijaba la mayoría de los precios y salarios), la forma en que las 
autoridades las enfrentaron y la gravedad de la situación económica fueron otorgándole una 
connotación política de rechazo al gobierno. 

El año 72 se inauguró con la movilización del gremio de los panaderos que, a fines de febrero, 
acordó paralizar en protesta por el precio de la harina y del pan, exigiendo una franquicia en el 
precio del trigo a los dueños de panaderías. La escasez del pan, tan importante en la dieta de los 
chilenos, especialmente de los más modestos, generaba un clima de descontento y crisis. La 
paralización se resolvió luego que el gobierno aceptara otorgar una bonificación a los industriales 
panaderos y reajustar los sueldos y beneficios sociales de los trabajadores del rubro.44 

El 12 de marzo los camioneros tuvieron uno de sus primeros conflictos con el gobierno. León 
Vilarín, presidente de la Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile, amenazó con 
un paro en la provincia de Santiago si el gobierno no reajustaba la tarifa fija de los fletes, 
aseguraba los repuestos y neumáticos para sus máquinas y les daba participación en los ingresos. 
Rápidamente se sumaron los transportistas de Valparaíso y Concepción. El paro fue suspendido 
después de que las autoridades, con la mediación del general de Ejército Raúl Contreras, 
acogieran el pliego de peticiones los camioneros. 

Desde el mundo empresarial surgieron las primeras alertas. El 14 de marzo, sus máximos 
representantes afirmaron que la economía nacional «ha sufrido un serio quebranto en todos sus 
sectores y de no enmendar el gobierno su política actual, las consecuencias para el país serán 
desastrosas». Para mayo, sin embargo, la alerta había adquirido un tono amenazante. Acusaban 
a la «clase política» por haber sometido al país «a la total obscuridad que se produce por el 
agotamiento de la última alternativa política que se ha ofrecido a los chilenos» y la búsqueda de 
«una solución propia, nacionalista y autónoma» que nos llevase por la senda del progreso: «El 
sistema social, político y económico del pasado ya no sirve para el futuro. Debemos 
sustituirlo». 46 

Entre mayo y junio hubo paralizaciones de empleados públicos de distintas reparticiones que 
pedían reajuste de sueldos, del Colegio Médico —en protesta por el vejamen al director del 
hospital de Fresia—, de los mineros de Chuquicamata y El Teniente, del personal a cargo de la 


empresa de agua potable en Concepción, de los trabajadores ferroviarios y de la locomoción 
colectiva en Santiago. A ellas se sumaron las movilizaciones y paros de los obreros que 
protestaban porque no deseaban que las empresas donde trabajaban fueran estatizadas. 

A estos hechos se agregó la creación de las Juntas de Abastecimiento Popular y Control de 
Precios (JAP), dependientes del Ministerio de Economía, que comenzaron a funcionar 
formalmente en marzo de 1972,4 en respuesta a la reciente compra de la mayoría de las acciones 
de la Compañía Distribuidora Nacional (Codina) por parte de las organizaciones gremiales del 
comercio minorista y la pequeña empresa a fin de enfrentar el esquema de distribución estatal.48 
La UP reaccionó requisando los productos que esta distribuía e impulsando una masiva 
constitución de las JAP. 

Las funciones de las JAP eran las «de asegurar abastecimientos adecuados, vigilar la 
observancia de los controles de precios y la lucha contra la especulación».42 Estaban formadas 
por las organizaciones de trabajadores que tenían su sede en la unidad vecinal; sin embargo, su 
accionar no pocas veces chocó con las juntas de vecinos, centros de madres, sindicatos, centros 
de estudiantes, clubes deportivos u otras asociaciones similares, que tenían una creación anterior 
y personalidades jurídicas establecidas, y con los comerciantes, dueñas de casas y vecinos, que 
debían realizar largas filas en las puertas de los almacenes bajo la atenta y fría mirada de los 
funcionarios de las JAP, que escrutaban la compra de las mercaderías racionalizadas. 

Las JAP fueron adquiriendo cada vez mayor poder ya que, a través de sus inspectores, podían 
revisar y acusar a los comerciantes de estar acaparando mercadería. Hecha la denuncia, el órgano 
gubernamental de comercio, la Dirinco, procedía a requisar. El control, las denuncias y 
requisiciones fueron incubando profundas odiosidades entre los propios vecinos. 

Como era de esperar, los partidos de la UP defendían estos organismos porque en teoría eran 
una protección para los pequeños comerciantes y consumidores frente a la especulación y los 
monopolios de la distribución. Los consideraban como un «arma del pueblo contra el sabotaje 
económico, la especulación y el desabastecimiento... Las JAP son un camino para la 
participación de las masas». 30 

La oposición, en cambio, desde un comienzo calificó a las JAP como verdaderos tribunales 
vecinales que habían sido introducidos en el sistema político chileno por el gobierno y que, de 
alguna forma, eran la réplica de los medios que se usaban en otros gobiernos socialistas, como el 
cubano, a fin de instalar un mayor control sobre la población. 

Los primeros días de abril de 1972, El Mercurio acusaba al gobierno de una nueva forma de 
control político y llamaba abiertamente a los pequeños comerciantes y a la población a oponerse 
a las JAP creando un sistema paralelo de abastecimiento, los Comandos de Defensa de la 
Libertad de Abastecimiento, para proteger «las libertades amenazadas».21 

A mediados de mayo, la Confederación del Comercio Detallista y la Pequeña Industria 
anunció que el 6 de junio, Día del Comercio, realizaría una protesta nacional. La organización 
controlaba diez mil empresas comerciales a lo largo del país y contaba con más de ciento sesenta 
mil socios, según cifras de su presidente Rafael Cumsille, y sus dirigentes evidenciaban, cada 
vez más, un tono manifiestamente político en sus planteamientos, incluyendo reivindicaciones 
más alla de las gremiales, con severas críticas al gobierno.32 

Ese día se realizó una concentración en el Teatro Caupolicán con encendidos discursos de 
dirigentes gremiales que llamaron a la autoridad a restablecer el orden público necesario para 
desarrollar la actividad económica, terminar con las «persecuciones»33 y rechazar el intento del 
gobierno de crear canales de comercialización paralelos.34 

Pero lo que tuvo mayores consecuencias fue el cierre masivo de tiendas y comercios 


organizado por los comerciantes, quienes, argumentando que se daban el día libre para 
«celebrar», burlaron la expresa resolución del gobierno de no cerrar colectivamente en los 
horarios normales de trabajo. Considerado este hecho como una provocación política, el 
Ejecutivo respondió con duras fiscalizaciones, afirmando que «era deber de todos los 
trabajadores de Chile, de todos los obreros de Chile, de todos los estudiantes de Chile, vigilar y 
denunciar el acaparamiento y la especulación».23 

Durante los días siguientes a la concentración, los funcionarios de Dirinco cursaron partes y 
órdenes de requisiciones y descerrajaron las tiendas que habían bajado sus cortinas. 
Paralelamente, los partidarios de la Unidad Popular violentaron almacenes y comercios acusando 
a sus dueños de «sediciosos». Los actos de violencia contra el comercio establecido fueron de tal 
magnitud que la oposición aprobó un voto de protesta contra la actitud del gobierno en la Cámara 
de Diputados3€ y este debió cambiar a algunos de sus ministros, incluyendo a Pedro Vuskovic, 
quien fue designado vicepresidente de la Corfo; en su reemplazo asumió el también socialista 
Carlos Matus.27 


5. NEGOCIACIONES SOBRE LA REFORMA DE LAS ÁREAS DE LA ECONOMÍA 


El 19 de febrero de 1972, en virtud de lo dispuesto por el artículo 8 de la Constitución, el 
Congreso Pleno ratificó el proyecto de reforma constitucional sobre las áreas de la economía 
originado en moción que los senadores democratacristianos Renán Fuentealba y Juan Hamilton 
habían presentado en octubre de 1971, según se expuso en el capítulo VI. 

En lo relativo a la definición de las áreas social, mixta y privada, a la participación de los 
trabajadores y a la reserva al Estado de diversas actividades, el proyecto contó con los votos 
favorables de los ciento treinta y seis parlamentarios asistentes. Por su parte, la norma que exigía 
la dictación de una ley para autorizar la transferencia de empresas de un área a otra, las que 
regulaban la expropiación, requisición e intervención de empresas y las que anulaban las 
compras hechas por organismos públicos con posterioridad al 14 de octubre de 1971 con el fin de 
estatizar empresas, fueron aprobadas por los parlamentarios de oposición contra el voto de los 
gobiernistas. 

La aprobación de esta reforma dio motivo a los partidarios del régimen para hacer un gran 
escándalo, denunciándola como una artera maniobra reaccionaria para atar de manos al gobierno 
y hacer volver atrás el proceso revolucionario. Allende, por su parte, anunció el 21 de febrero 
que vetaría todas las disposiciones del proyecto que desconocían las facultades que hasta 
entonces había tenido el poder ejecutivo y agregó que «si la Cámara y el Senado no reúnen los 
dos tercios de los diputados y senadores para insistir en su idea primitiva», el texto impugnado 
desaparecería, y que si el Parlamento rechazara esa interpretación, recurriría «una vez más al 
Tribunal Constitucional en demanda de la correcta aplicación por el Congreso de las normas de 
nuestra Carta Fundamental».58 

Dos días después de las declaraciones de Allende, el presidente del PDC, el senador 
Fuentealba, las calificó de «insólitas» y advirtió que «el espíritu y la letra de la reforma 
constitucional promulgada en 1970 no permiten una afirmación así, ni cabe dentro de ella la 
exigencia de los dos tercios, porque en esta materia de reforma de la Carta Fundamental solo 
juegan la simple mayoría y el plebiscito, en caso de que el Ejecutivo no se resigne a aceptar el 
criterio del Congreso». Agregó que el Tribunal Constitucional no tenía competencia alguna, 
«puesto que los conflictos suscitados entre el Ejecutivo y el Congreso sobre una reforma 
constitucional solo pueden ser dirimidos por el juez supremo, que es el pueblo, a través del 


plebiscito». Y luego de señalar que «el presidente de la República debe temer el veredicto del 
pueblo», hizo notar que «una violación tan flagrante del texto constitucional» como la sugerida 
en la declaración de Allende «restaría autoridad moral al Ejecutivo para demandar la justa 
solidaridad nacional a que tiene derecho cuando se atiene a la tradición de respeto a las normas 
constitucionales».59 

En estos planteamientos quedaron definidos los términos de un grave conflicto político 
institucional que se extendería hasta el final del gobierno de la Unidad Popular. 

La reforma constitucional de 1970 había modificado los artículos 108 y 109 de la Constitución 
Política que regulaban los procedimientos para reformar la Carta Fundamental. 

En su texto primitivo, esos preceptos establecían que, frente a las observaciones que el 
presidente de la República formulare a un proyecto de reforma constitucional aprobado por el 
Congreso Pleno, este requeriría, para hacer prevalecer su criterio, que las dos Cámaras 
«desecharen todas o algunas de esas observaciones... e insistieren por los dos tercios de sus 
miembros presentes en la totalidad o parte del proyecto aprobado por ellas». En tal evento podía 
el jefe de Estado promulgarlo o bien, si lo estimaba conveniente, «consultar a la nación, dentro 
del término de treinta días, los puntos en desacuerdo, por medio de un plebiscito».£0 

La reforma promulgada en enero de 1970 (Ley 17.284) dispuso que las observaciones del 
presidente a un proyecto de reforma constitucional serían aprobadas por el voto conforme de la 
mayoría de los diputados y senadores en ejercicio, y reemplazó el artículo 109, que se refería a la 
insistencia, por un nuevo texto que facultaba al presidente de la República para consultar a los 
ciudadanos mediante un plebiscito, cuando un proyecto de reforma constitucional presentado por 
él fuera rechazado totalmente por el Congreso y cuando este rechazara total o parcialmente sus 
observaciones a un proyecto aprobado por las Cámaras. 

Interpretando el nuevo texto de los artículos 108 y 109 de la Carta, el gobierno sostuvo que, 
frente a las observaciones que se proponía formular al proyecto sobre las áreas de la economía 
aprobado por el Congreso, no bastaría a este con rechazarlos para imponer su criterio; debería, 
además, insistir por los dos tercios en su proyecto. Solo producida esa insistencia el presidente 
podría decidir si llamaba a plebiscito; sin insistencia, simplemente no habría reforma. 

Para fundamentar su tesis, el gobierno invocó la regla inicial del artículo 108 según la cual las 
reformas constitucionales se someterían, en lo no exceptuado expresamente, a la tramitación de 
un proyecto de ley, la que contemplaba, en el artículo 54, que en los casos en que las dos 
Cámaras rechazaran las observaciones del Ejecutivo, deberían insistir por los dos tercios para 
obligar al presidente de la República a promulgar el texto aprobado por ellas. 

Para el caso de que el Congreso rechazare su interpretación, el gobierno se anticipó a sostener 
que el desacuerdo debería ser resuelto por el Tribunal Constitucional, llamado a «resolver las 
cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley 
y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso».61 

La oposición sostuvo, por su parte, que la reforma constitucional de 1970 había eliminado la 
insistencia por dos tercios para el caso de rechazo por el Congreso a los vetos del jefe de Estado 
en un proyecto de reforma constitucional. Conforme a la nueva redacción de los artículos 108 y 
109 de la Carta, era claro que, si las observaciones del Ejecutivo no eran aprobadas por la 
mayoría de los diputados y senadores en ejercicio, quedaban rechazadas y, en tal caso, el 
presidente debía promulgar el proyecto aprobado por el Congreso, a menos que optara por 
someter la cuestión a un plebiscito. Afirmó, además, que la competencia del Tribunal 
Constitucional para decidir las cuestiones sobre constitucionalidad que se suscitaran en la 
tramitación de los proyectos de ley, no se extendía a los proyectos de reforma constitucional.62 


La controversia dio motivo a una acalorada polémica que llenó muchas páginas de los diarios 
durante más de un mes. 

El 2 de marzo de 1972 ciento ocho parlamentarios opositores, entre los cuales me encontraba, 
emitimos un extenso documento exponiendo los motivos y alcances del proyecto aprobado por el 
Congreso y su criterio sobre la tramitación de los vetos. Allí acusamos a la UP de preparar «una 
quiebra violenta del orden jurídico y del sistema democrático» cuyas consecuencias podrían 
«traer a la población del país inmensos dolores y quebrantos», sostuvimos que si las 
observaciones que el presidente formulara al proyecto no fueran aprobadas por la mayoría 
absoluta de los diputados y senadores en ejercicio, «el jefe del Estado tendría que promulgar el 
texto aprobado por el Congreso Pleno o someter la cuestión a plebiscito» y llamamos al gobierno 
a «actuar con serenidad y someterse a los clarísimos dictados de la Constitución».£3 

Dos días después, el 4 de marzo, los presidentes de los partidos de la Unidad Popular y el de la 
Unión Socialista Popular (Usopo), asumiendo la representación de ochenta y siete 
parlamentarios, contestaron exponiendo sus argumentos y acusando a los partidos opositores de 
querer «aprisionar al gobierno del pueblo en las redes de un Parlamento que controlan», de estar 
cercenando las atribuciones del jefe del Estado «pasando por encima de las reformas 
constitucionales aprobadas o impulsadas por ellos mismos», de rechazar de antemano toda 
solución jurídica a un eventual conflicto y de exigir la realización de un plebiscito 
inconstitucional. «La UP y el pueblo —dijeron— no temen a los plebiscitos, pero tampoco se 
dejan engañar por los enemigos del progreso, que con sus bravuconadas pretenden encubrir la 
defensa de sus intereses mezquinos y la desesperación que les causa haber perdido el gobierno. 
Por ello no renunciarán jamás al uso de todas y cada una de las facultades que la Constitución y 
las leyes le confieren... Renunciar a ellas sería crimen de lesa patria y desprecio a la voluntad de 
los trabajadores».64 

Tras la controversia jurídica institucional se ventilaba una definición política de trascendencia. 
Para la oposición, la tesis del gobierno significaba que este terminaría implantando en el país un 
Estado colectivista al margen del Parlamento y de la voluntad de la mayoría de los chilenos. Para 
el gobierno, el planteamiento opositor importaba sepultar sus aspiraciones al «poder total», 
porque le impedía proseguir el proceso de socialización por la vía administrativa, le exigía buscar 
un acuerdo en el Congreso para sanear lo que había hecho a sus espaldas y lo exponía a quedar a 
merced del Parlamento, a menos que tuviera éxito en un plebiscito en el que jugara al todo o 
nada. Y aunque la UP aseveraba representar a la mayoría, parecía claro que las circunstancias no 
le eran favorables para ganar ese plebiscito. 

La discusión fue apasionada y dura. Al lado de sesudos documentos, de razonados editoriales 
e informes de juristas (entre otros, uno del exministro de Justicia de Frei, el profesor Gustavo 
Lagos, en carta a los presidentes de ambas Cámaras),€5 abundaron los denuestos y declaraciones 
panfletarias, especialmente de parte de los sectores oficialistas.66 

En medio de este debate jurídico, personeros de la DC y del gobierno sostuvieron 
conversaciones informales en busca de un posible acuerdo sobre el texto mismo de la reforma 
constitucional. Se trató de encontrar la manera de que, a través de los vetos que el presidente de 
la República enviaría al Congreso Nacional, se lograra una fórmula consensual que hiciera 
posible el despacho de la reforma constitucional en términos aceptables para el gobierno y para 
la Democracia Cristiana. Tarea difícil, pero que personas calificadas de ambos sectores no creían 
imposible. 

Dichas conversaciones tuvieron lugar entre marzo y junio de 1972 y exploraron la posibilidad 
de lograr acuerdos que permitieran llevar a cabo el proceso de socialización de la economía que 


el gobierno procuraba realizar, por los cauces y con las garantías propias de un Estado de 
derecho. Se buscaba, especialmente, definir los criterios con arreglo a los cuales el legislador 
debiera determinar cuáles empresas pasarían al área social y a la mixta, cuáles se constituirían 
como empresas de trabajadores que propiciaba el PDC y cómo se regularían y pagarían las 
indemnizaciones que correspondieran a los propietarios expropiados. Se trataba, asimismo, de 
perfeccionar las normas por las que debiera regirse el ejercicio de las facultades administrativas 
para requisar empresas y disponer reanudaciones de faenas utilizadas por el gobierno para 
estatizarlas de hecho. 

Con este propósito, los diputados democratacristianos Bernardo Leighton y Claudio Huepe se 
reunieron varias veces con el ministro de Justicia Manuel Sanhueza, el subsecretario José 
Antonio Viera-Gallo y los diputados Orlando Millas (PC) y Julio Silva (IC). Por otra parte, el 
ministro Sanhueza, con la autorización del presidente Allende, tuvo reuniones con el senador 
Juan Hamilton y el consejero del PDC Andrés Zaldívar, ambos autorizados por la directiva de 
nuestro partido. 

Si bien se llegó a algunas bases de acuerdo, las nuevas requisiciones de industrias y 
establecimientos comerciales efectuadas el 8 de marzo con presencia del ministro de Economía, 
Pedro Vuskovic, y con gran despliegue publicitario, determinaron la suspensión de esas 
negociaciones por parte de la DC «hasta que el gobierno decida cuál es su política sobre esta 
materia: si sigue el camino de Vuskovic o el de acatar el mandato de la ley y la Constitución», 
según palabras de su presidente, el senador Fuentealba. 

Reanudadas las conversaciones entre personeros democratacristianos y el ministro Sanhueza, 
que actuaba expresamente facultado por el presidente Allende (con quien los negociadores 
también se reunieron), y habiéndose logrado un principio de acuerdo sobre los vetos que el 
gobierno formularía a la reforma constitucional aprobada por el Congreso, se produjeron dos 
hechos: el primero fue la decisión de la UP de que la negociación debería continuar con una 
comisión designada por ella «debido a que su resultado debe reflejar también el parecer de los 
partidos de gobierno»; y el segundo, una carta enviada por el ministro de Justicia comunicando al 
senador Fuentealba que los acuerdos alcanzados «debían ser ratificados por el propio jefe de 
Estado y por los partidos de la Unidad Popular», a lo que este contestó insistiendo que «en las 
conversaciones habidas hemos llegado a un acuerdo sobre el veto a la reforma constitucional» y 
reiterando la voluntad del PDC «de respetar el entendimiento alcanzado hasta ahora».68 

Interrumpido nuevamente el diálogo, dos semanas después, el 6 de abril, el presidente Allende 
comunicó al Senado sus vetos al proyecto aprobado por el Congreso. El mismo día, los dos 
ministros que el PIR tenía en el gobierno, Manuel Sanhueza en la cartera de Justicia y Mauricio 
Jungk en la de Minería, renunciaron por instrucciones de su partido. La directiva del PIR entregó 
al presidente de la República una carta expresándole su desacuerdo con la redacción dada a los 
vetos e informándole de la decisión del partido de abandonar sus responsabilidades en el 
gobierno y marginarse de la Unidad Popular. Allende devolvió esa carta al senador Luis Bossay, 
presidente de la colectividad, y aceptó de inmediato las renuncias de los ministros, expresándoles 
que lo hacía con «agrado».69 

La declaración emitida por la directiva nacional del PIR explicando al país lo sucedido señaló 
a este respecto: «Estuvimos por buscar las bases de un entendimiento con la oposición 
democratacristiana para evitar un conflicto de poderes cuyas consecuencias nadie puede prever, y 
el ministro de Justicia, Manuel Sanhueza, militante del Partido Izquierda Radical, facultado por 
el presidente de la República, logró ese objetivo, sin que este criterio encontrara acogida en la 
UP, decidiéndose, por el contrario, enviar un veto que para nosotros es inaceptable en aspectos 


fundamentales e irrenunciables».70 

El retiro del PIR del gobierno y de la UP originó un «torrente de diatribas»71 contra esa 
colectividad y sus personeros más representativos. El 8 de abril, el comité político de la Unidad 
Popular hizo pública una declaración en que ratificaba «nuestra cohesión» y, «ante los esfuerzos 
por hacerle la vida imposible al gobierno popular», llamaba «a defender la independencia de la 
patria, la seguridad de sus hogares, los derechos democráticos y el gobierno del pueblo».72 

En reemplazo de los ministros renunciados, Allende nombró en la cartera de Justicia al 
abogado y profesor universitario Jorge Tapia, militante del Partido Radical y hasta entonces 
secretario de Comisiones del Senado, y en la cartera de Minería, al general del Ejército Pedro 
Palacios, designación esta última que suscitó variadas conjeturas que obligaron al gobierno, a 
través de su ministro de Defensa José Tohá, a aclarar que fue la idoneidad y capacidad técnica de 
los miembros de las Fuerzas Armadas «y no otras, las razones que llevaron al presidente a 
nombrar al general Palacios, y suponer otros motivos es comprometer a miembros de las Fuerzas 
Armadas en aspectos de política contingente».73 

A comienzos de junio, Allende reunió a sus ministros y representantes de partidos de la UP 
con el fin de acordar un criterio de acción conjunta en lo que fue conocido como el «cónclave de 
Lo Curro», en torno al cual hubo sigilo y silencio. Se presentaron dos opciones: la primera, 
defendida por Allende, el PC y el PR, postulaba la necesidad de consolidar lo que hasta ese 
entonces se había logrado en el área social y propiciar un acuerdo con el PDC en esta materia. 
También advertía sobre la necesidad de una mayor disciplina laboral y el afianzamiento de la 
línea jerárquica, con una participación gradual de los trabajadores en las empresas. La segunda 
opción, propiciada principalmente por el Partido Socialista, buscaba no solo avanzar con rapidez 
en el área social de la propiedad, sino también ampliarla, dando una importancia relevante a los 
trabajadores. 

Aun cuando tras el cónclave el gobierno se esforzó en dar una señal de unidad, lo cierto es que 
para la opinión pública quedó claro que al interior de la Unidad Popular existían dos visiones 
sobre el proceso revolucionario y que la discusión sobre los vetos del gobierno al proyecto de las 
áreas de la economía recorrería un camino difícil y largo, sin seguridad alguna de que tuviese 
éxito. 

Los referidos vetos rechazaban la norma que exigía una ley para transferir empresas al área 
social o mixta por considerarla innecesaria, suprimían las disposiciones que regulaban las 
requisiciones e intervenciones de empresas y la que anulaba las compras de acciones posteriores 
al 14 de octubre de 1971, modificaba numerosos preceptos y agregaba nuevas normas, 
facultando al gobierno para nacionalizar una nómina de noventa y una empresas, prescribiendo la 
forma de determinar las indemnizaciones y regulando la participación de los trabajadores en las 
empresas de las áreas de propiedad social y mixta controladas por el Estado.74 

Durante el estudio de los vetos en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 
Reglamento del Senado se iniciaron nuevas conversaciones, esta vez entre el senador DC Tomás 
Pablo y el nuevo ministro de Justicia, Jorge Tapia. El diálogo tuvo un carácter extraoficial, «sin 
previa orden de partido»,Z5 y de él resultó la posibilidad de que el gobierno aceptara varias de las 
ideas fundamentales del proyecto aprobado por el Congreso y de que este, simultáneamente, 
aprobara uno o más proyectos de ley para autorizar el traspaso al área social de determinadas 
empresas, regular las indemnizaciones y establecer el régimen de funcionamiento de esas 
empresas y de la participación de los trabajadores. 

El 12 de junio, el presidente del PDC, Renán Fuentealba, se reunió con el presidente Allende, 
invitado por este. Lo acompañaron el vicepresidente, Felipe Amunátegui, y el consejero 


nacional, Sergio Saavedra. El presidente de la República estuvo acompañado, a su vez, por el 
ministro de Justicia, Jorge Tapia, y el diputado comunista Orlando Millas. Según el comunicado 
emitido por la secretaría de nuestro partido, «hubo un intercambio de ideas... con el espíritu 
común de buscar una solución digna» y «si bien no se llegó a ningún acuerdo», la conversación 
permitió «conocer los puntos de vista» de ambas partes.76 

Al día subsiguiente debía iniciarse la votación de los vetos en el Senado. Al comenzar la 
sesión, el ministro de Justicia «apeló al juicio y a la madurez patriótica de los señores senadores» 
y pidió que se suspendiera por quince días esa votación «a fin de dar tiempo para que se estudie 
y redacte un proyecto de ley que, paralelamente al que analiza el Senado —que subsistirá—, 
permita poner término a este proceso, que ya es duro y demasiado intranquilizador».27 Los 
senadores Fuentealba y Pablo explicaron el sentido de las conversaciones que se habían 
verificado y el primero expresó la voluntad de la DC de buscar soluciones «a pesar de las 
amargas experiencias que hemos tenido en otras oportunidades» y sobre la base de que, mientras 
se desarrollara la negociación, «se congele en forma absoluta el proceso de requisiciones e 
intervenciones».78 

El Partido Nacional insistió en que lo que correspondía era llamar a plebiscito «para que todo 
el país sepa si el gobierno tiene o no tiene la razón... Ese es el camino. No tengamos miedo al 
enfrentamiento, tengamos sí valor para sostener con convicción nuestras propias ideas delante 
del pueblo soberano, a fin de que él diga quién tiene la razón».72 Luego advirtió que, por no 
haber sido parte de las negociaciones y, por tanto, no tener la información necesaria para tomar 
una decisión en favor de ellas, no apoyaría el aplazamiento de la votación. 

Por su parte, la Democracia Radical también advirtió que no había sido parte de las 
negociaciones entre la DC y la Unidad Popular, y afirmó que tampoco daría su acuerdo para 
prorrogar el despacho de la enmienda constitucional, «de modo que el honor, en caso de que se 
obtenga éxito, si es que el país lo estima así, corresponderá a la Democracia Cristiana, pero su 
fracaso, naturalmente, también será responsabilidad, a nuestro juicio, de ese partido».80 

En este escenario, los senadores de gobierno y democratacristianos recurrieron, para conseguir 
aplazar la votación, al expediente reglamentario de dejar a la sala sin quorum, gracias a lo cual 
lograron postergar la votación dos semanas, tiempo en el cual debían ponerse de acuerdo. 

La formalización de las negociaciones suscitó airadas reacciones de la derecha, con duras 
críticas y acusaciones contra el PDC, y no fue bien recibida por todos los sectores de la UP, 
donde era ostensible la reticencia del PS. 

Durante dos semanas personeros del gobierno y la DC trabajaron intensamente para encontrar 
una fórmula. Por el primero intervinieron el ministro Tapia, el senador Rafael Agustín Gumucio, 
de la Izquierda Cristiana, y el subsecretario general de gobierno Sergio Insunza, militante 
comunista. Por el PDC participaron el senador Tomás Pablo, el vicepresidente Felipe 
Amunátegui y el consejero Sergio Saavedra. Sobre la base de un memorándum elaborado de 
consuno, se trató de lograr acuerdos, llegándose a coincidir en un buen número de asuntos 
importantes, pero subsistiendo las diferencias en otros de igual relevancia.£l 

Al vencerse el plazo convenido sin que se hubiese alcanzado «un acuerdo global por 
discrepancias subsistentes sobre asuntos que considera de fundamental importancia»,82 el PDC 
rechazó la prórroga que pidieron los representantes del gobierno. Según declaración oficial 
emitida el 29 de junio de 1972, su consejo nacional acordó «ratificar las determinaciones del 
presidente y de la directiva... en el sentido de que las conversaciones deben darse por terminadas 
y reanudarse la tramitación del proyecto y los vetos en el Congreso Nacional, trasladando a este 
organismo la posibilidad de que en dicha instancia se produzcan soluciones que permitan superar 


el conflicto existente, lo que dependería fundamentalmente de la actitud que asuma el poder 
ejecutivo».83 

El dialogo entre el PDC y el gobierno en torno al proyecto de reforma a las tres áreas de la 
economía se desplomó como castillo de naipes debido a que no se logró acuerdo en algunos 
puntos cruciales, entre ellos, «la situación en que quedaría la banca privada y, muy 
especialmente, lo referente a la situación de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones», 
que el gobierno había incluido en la nómina de las noventa y una empresas que debían pasar al 
área de la propiedad social.84 

La UP pidió nuevos plazos para seguir conversando con el PDC, pero el consejo nacional del 
partido no aceptó. La mayoría de sus dirigentes había llegado a la convicción de que solo querían 
ganar tiempo y no había una real disposición de llegar a acuerdos. Lo que una instancia del 
gobierno daba por aprobado, otra instancia, a las pocas horas, lo vetaba. El presidente Allende no 
lograba ordenar a todos los actores y sectores de su gobierno, lo que finalmente convenció a la 
DC de la inutilidad de seguir manteniendo un diálogo estéril. 

Los medios de comunicación oficialistas, que se habían anticipado a celebrar como un triunfo 
del gobierno el eventual acuerdo con la DC, reaccionaron con acritud ante el fracaso de las 
negociaciones, atribuyéndolo a presiones del PIR o a maniobras del «sector derechista» de la 
DC. El fin de las conversaciones significó una nueva ofensiva virulenta en los diarios afines al 
gobierno y, una vez más, el blanco principal de esa agresividad fue el expresidente Frei 
Montalva. 

Esas acusaciones, que se han repetido con ligereza,45 no se avienen con la realidad. El PIR 
dejó libertad a la DC respecto a la negociación y lo único que le pidió fue que las conversaciones 
no se eternizaran.8£ Respecto al PDC, las acusaciones suponen que entre sus personeros y los del 
gobierno se había llegado a un grado de acuerdo que en la realidad nunca se alcanzó. Basta leer 
las cartas que el 4 de julio intercambiaron Jorge Tapia y Renán Fuentealba para advertir que, si 
bien se avanzó muchísimo en la búsqueda de fórmulas aceptables para ambos, subsistieron hasta 
el último momento discrepancias importantes que en definitiva impidieron el acuerdo.87 

Lo cierto es que el gobierno se había allanado a aceptar las disposiciones permanentes del 
proyecto que definían las áreas, establecían las empresas de trabajadores, reservaban al Estado 
ciertas actividades económicas, exigían ley para transferir empresas de un área a otra y otorgaban 
garantías a los pequeños y medianos empresarios. Por su parte, la DC aceptó reemplazar las 
disposiciones transitorias por textos legales que regularan las expropiaciones, requisiciones e 
intervenciones de empresas. Sin embargo, nunca se llegó a un acuerdo sobre cuáles empresas 
irían a cada una de las áreas ni sobre lo que ocurriría con la mayoría de las empresas que se 
habían estatizado de hecho por la vía administrativa, así como tampoco sobre las normas por las 
que debían regirse las requisiciones e intervenciones. 

Esos eran temas prioritarios para la DC, que exigía la devolución a sus propietarios de 
aproximadamente ciento cincuenta empresas que se encontraban requisadas o intervenidas y el 
reconocimiento legal del derecho de sus propietarios a ser indemnizados por los perjuicios 
ocasionados por las acciones arbitrarias de los interventores. Pretendía, asimismo, que se limitara 
a noventa días, prorrogables por una sola vez, el plazo de las requisiciones e intervenciones y se 
instituyeran recursos contra estas medidas ante un tribunal que diera reales garantías de 
imparcialidad. Pero devolver empresas y renunciar a las requisiciones e intervenciones para 
seguir estatizando era algo que importantes sectores de la UP, empezando por el propio PS, no 
estaban dispuestos a admitir. 

La Contraloría General de la República había representado la ilegalidad de esos 


procedimientos administrativos en numerosas oportunidades.88 Por su parte, la Corte Suprema 
había resuelto a comienzos de enero de 1972 que la requisición de una industria dispuesta por 
Dirinco era apelable ante el Tribunal de Comercio y que este estaba sujeto a su jurisdicción 
disciplinaria; asimismo, algunos tribunales habían acogido acciones de los propietarios de 
empresas requisadas o intervenidas para obtener su devolución y otros habían tramitado querellas 
por usurpación contra los autores de tomas, ordenando el correspondiente desalojo.89 A pesar de 
ello y contrariando esas decisiones, los voceros de la UP no perdían ocasión para proclamar que 
el proceso era irreversible, que las empresas estatizadas no serían jamás devueltas a sus dueños y 
que el pueblo sabría defenderlas contra los intentos reaccionarios de retrotraer las cosas al 
pasado. 

Estas circunstancias, y no aviesas intenciones de unos u otros ni maniobras de ningún sector, 
explican que el acuerdo no se haya producido. Para la UP, aceptar la devolución de las empresas 
requisadas o intervenidas —que en más de una ocasión el ministro Vuskovic había asegurado 
que jamás se devolverían—% era una decisión que le significaba un alto costo político, para la 
cual habría requerido un grado de realismo, conducción unitaria y disciplina que estaba muy 
lejos de tener. Para la DC, a su vez, por mucha que fuera su voluntad de facilitar un proceso de 
socialización, era imposible hacer la vista gorda ante la arbitrariedad e ilegalidad de los métodos 
que el gobierno utilizaba, admitir las estatizaciones como un hecho consumado y dejar la puerta 
abierta para que siguieran ocurriendo, sin perder la credibilidad de quienes veían en ella un 
bastión en la defensa del Estado de derecho.91 


6. CONFLICTOS CON EL PODER LEGISLATIVO 


Los primeros meses de 1972 hubo un segundo conflicto importante entre el Congreso y el poder 
legislativo con motivo de la aprobación del presupuesto de la nación. 

En la ley aprobada para el nuevo año, la mayoría opositora introdujo numerosas disposiciones 
que buscaban impedir eventuales abusos del gobierno en el uso de los recursos. Tales fueron, por 
ejemplo, la que, para autorizar fondos destinados a la contratación de funcionarios, exigió que se 
asignaran a las mismas personas que se encontraban en funciones a fin de evitar que el gobierno 
eliminara masivamente a muchos empleados a contrata que no militaban en las filas de la UP; la 
que reguló el uso de los fondos destinados a difusión y propaganda, prohibiendo su gasto para 
fines ajenos a los propios del respectivo servicio o su empleo como medio de presión o 
discriminación entre los órganos de comunicación social; y la que eliminó al canal nacional y al 
de la Universidad de Chile de las asignaciones propuestas para la televisión por el reiterado 
incumplimiento por parte de ellos de las normas sobre obligaciones de prescindencia e 
imparcialidad político partidista. 

Al recibir el proyecto aprobado por el Congreso para su promulgación, el presidente de la 
República ejerció su facultad de formular observaciones a numerosos artículos. Al mismo 
tiempo, acudió al Tribunal Constitucional requiriendo la declaración de inconstitucionalidad de 
otros tantos preceptos, fundándose en que las disposiciones por él impugnadas no constituían 
normas presupuestarias en cuanto no aprobaban cálculo de entradas ni fijaban gastos y no decían 
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto de la ley de presupuesto. 
Sostenía, por tal razón, que, al aprobar esos preceptos, el Congreso había vulnerado los artículos 
44 n.° 4 y n. 48 de la Constitución Política. 

Lo cierto es que la introducción de esos artículos, muchos de los cuales eran repetición textual 
de los contenidos en la ley de presupuesto del año anterior, correspondía a una práctica 


legislativa que venía de muy antiguo y que habían aceptado todos los gobiernos y todos los 
Congresos. Pero el 4 de noviembre de 1970 había empezado a regir la reforma a la Constitución 
promulgada a comienzos de ese año, que elevaba a rango constitucional el principio de que las 
adiciones o correcciones que se propusieren a un proyecto de ley y las observaciones que el 
Ejecutivo le formulare, no serían admisibles cuando no tuvieren relación directa con las ideas 
matrices o fundamentales del proyecto. 

Aunque el asunto era discutible respecto de varios de los artículos impugnados, en cuanto 
ellos contenían normas de manejo financiero relativas al objeto, destinación y modalidades de 
empleo de los fondos autorizados en la ley de presupuestos, en estricto derecho, la tesis del 
presidente Allende era, en general, correcta. Lo que, sin embargo, hacía odioso su requerimiento, 
era la circunstancia de que otros preceptos del proyecto, que adolecían del mismo defecto, 
provenían de indicaciones del propio gobierno y, obviamente, no fueron impugnados por este. 

El 19 de enero de 1972, en lo que sería la primera sentencia del Tribunal Constitucional 
(institución también nacida de la mencionada reforma de 1970) se resolvió la controversia en 
favor del Ejecutivo. Por unanimidad respecto de algunos preceptos y por cuatro votos contra uno 
en lo tocante a otros, el tribunal declaró inconstitucionales todos los artículos que habían sido 
impugnados por el presidente, salvo uno.92 

Entretanto, la promulgación que el gobierno hizo de una parte de la ley de presupuestos 
también fue tachada de inconstitucional por la Cámara de Diputados, por cuanto omitió incluir 
numerosos artículos que no habían sido materia de observación presidencial. Luego que el 
tribunal acogió la inconstitucionalidad reclamada por el presidente Allende, este se apresuró a 
completar esa promulgación, incluyendo los preceptos omitidos. En razón de esta circunstancia, 
el tribunal estimó improcedente la petición de la Cámara, no obstante admitir que era incorrecta 
la forma como se había hecho la primera promulgación. 

Asimismo, el gobierno impugnó la constitucionalidad del actuar del Congreso al calificar y 
votar las observaciones que el presidente de la República había formulado al proyecto de ley que 
modificaba las normas vigentes sobre arrendamientos de habitaciones y locales comerciales. El 
25 de enero el tribunal dictaminó, acogiendo la impugnación presidencial. 

Un tercer conflicto relevante que durante los primeros meses de 1972 hubo entre los dos 
poderes del Estado, fue el que se suscitó con motivo de la designación de José Tohá como 
ministro de Defensa el 7 de enero de 1972, al día siguiente de haber quedado suspendido de sus 
funciones como ministro del Interior al aprobarse por la Cámara de Diputados la acusación 
deducida en su contra, según se vio en el capítulo VI. 

Ese nombramiento fue interpretado por la oposición como una burla al Congreso. La 
Constitución era categórica: «El acusado quedará suspendido de sus funciones desde el momento 
en que la Cámara declare que ha lugar a la acusación». Como lo expresó el presidente del PDC, 
Renán Fuentealba, la maniobra aparecía como «una violación flagrante al texto de la Carta 
Fundamental» destinada a «menoscabar el prestigio del Congreso y a hacer caso omiso de su 
decisión».93 

Firmado por diecisiete senadores, se presentó al Tribunal Constitucional un requerimiento 
para que, ejerciendo su facultad de resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que 
afecten a una persona para ser designada ministro de Estado, declarase que Tohá no podía ser 
nombrado ministro de Defensa ni desempeñar ese cargo mientras se encontrase 
constitucionalmente suspendido de sus funciones como secretario de Estado. 

El 10 de febrero el tribunal rechazó esa solicitud, fundándose en que ningún precepto disponía 
«la inhabilidad del ministro que ha sido objeto de la acusación para ser nombrado en otra cartera 


ministerial, ni mientras está suspendido ni después de haber sido destituido» y en que, conforme 
al principio de que las autoridades públicas no tienen otras facultades que las que les estén 
expresamente conferidas, el tribunal carecía «de atribuciones para crear inhabilidades o 
prohibiciones que no arrancaren de la ley». El voto de minoría del ministro Rafael Retamal 
sostuvo lo contrario sobre la base de un análisis del precepto constitucional a la luz de la 
lógica.94 

Estas sucesivas decisiones del Tribunal Constitucional fueron celebradas por los medios de 
comunicación oficialistas, que las esgrimieron como prueba de que el gobierno se ajustaba 
escrupulosamente a la ley y de que era el Congreso el que atropellaba la Carta Fundamental. 

Finalmente, un cuarto conflicto entre los poderes legislativo y ejecutivo fue la acusación 
constitucional presentada en contra del ministro del Interior, Hernán del Canto, a mediados de 
1972.95 

Fundándose en hechos como la actuación del intendente de Santiago a propósito de la toma 
del juzgado de Melipilla y la participación del ministro del Interior en la internación de los bultos 
del avión cubano y en las detenciones preventivas decretadas por las autoridades contra 
periodistas opositores (a quienes los tribunales dejaban luego rápidamente en libertad), diez 
diputados del Partido Nacional presentaron a fines de junio una acusación constitucional contra 
el ministro Hernán del Canto. En ella le formularon los cargos de incumplimiento de su 
obligación legal de mantener el orden público y la tranquilidad de la población, de haber 
comprometido la seguridad de la nación al amparar la acción de grupos violentistas y alejar a la 
fuerza pública del cumplimiento de sus obligaciones, de responsabilidad en los delitos de fraude 
y contrabando y de atropello a las garantías constitucionales que protegen el ejercicio del 
periodismo. El 3 de julio, en sesión del consejo nacional, el PDC decidió apoyarla, hecho que fue 
tildado como «deplorable» por el senador del PC Volodia Teitelboim.96 

La acusación fue rápidamente acogida por la Cámara por ochenta votos y una abstención. Los 
diputados de la UP se retiraron previamente de la sala para «no dar patente de legalidad», según 
dijeron, a una acusación que, en su concepto, infringía la Carta Constitucional.7 Suspendido de 
sus funciones a la espera de la decisión del Senado, el ministro Del Canto fue reemplazado de 
manera interina por el entonces ministro de Relaciones Exteriores, Clodomiro Almeyda. 

A fines de julio, en su defensa en el Senado, el ministro Del Canto sostuvo que la derecha lo 
acusaba porque el gobierno no empleaba la violencia y la brutalidad contra el pueblo para 
mantener el orden público, sino que se valía de la persuasión y el ejercicio prudente de sus 
atribuciones. Negó haber instruido a la fuerza pública para que se abstuviera de cumplir 
resoluciones judiciales, sosteniendo que la conducta del gobierno en la materia consistía en 
mediar la oportunidad, forma y procedimiento para llevar a cabo de modo no violento esas 
resoluciones. Negó, asimismo, haber presionado a funcionarios de Aduanas para que permitieran 
la internación ilegal de la carga que trajo de Cuba el director general del Servicio de 
Investigaciones, Eduardo Paredes.28 

Estas alegaciones no convencieron a la mayoría del Senado, que el 27 de julio acogió la 
acusación declarándolo culpable por «tolerancia a las ocupaciones ilegales y usurpaciones de 
predios, industrias y oficinas, instrucciones a Carabineros para no actuar frente a tales hechos, 
incumplimiento y desacato a resoluciones judiciales y protección e impunidad a los hechores de 
esos delitos», como también por su participación «determinante en la internación irregular de los 
bultos» del avión cubano y por la «detención arbitraria de periodistas». 92 

Repitiendo el precedente que se había establecido en el caso de Tohá, Allende hizo un nuevo 
enroque ministerial: Del Canto, destituido, pasó a ocupar la Secretaría General de Gobierno, y el 


socialista Jaime Suárez, que desempeñaba ese cargo, asumió como nuevo ministro del Interior. 


7. ALLENDE EN LA UNCTAD III 


En un contexto de intensos debates parlamentarios, movilizaciones, requisiciones, tomas y 
acciones violentas, durante el otoño de 1972 el país fue sede de la tercera Conferencia de 
Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, Unctad III. 

Para organizar el evento, que el gobierno veía como una gran oportunidad para mostrar la «vía 
chilena al socialismo», se designó una comisión especial, de alto nivel, que presidió el 
expresidente del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Felipe Herrera, y cuyo 
vicepresidente fue el general de Ejército Osvaldo Urbina. El desafío era grande, ya que fue 
necesario empezar por construir un edificio donde los tres mil delegados provenientes de ciento 
cuarenta países pudieran reunirse en sesiones plenarias y en comisiones de trabajo. Para ello se 
dictó una ley, que el Congreso aprobó unánimemente, destinando los fondos necesarios. La obra 
marcó un hito en la historia de la arquitectura y de la construcción en nuestro país. La idea era 
que el «edificio Unctad» se convirtiera después, bajo el nombre de Gabriela Mistral, en el gran 
centro cultural de la capital chilena.100 

La comisión chilena para Unctad III trabajó con gran diligencia, contó con toda la 
colaboración que le fue necesaria y logró cumplir eficazmente su cometido. La conferencia se 
inauguró solemnemente el 13 de abril de 1972, con intervenciones del presidente Allende y del 
secretario general de Naciones Unidas, Kurt Waldheim; sus sesiones se prolongaron hasta 
mediados de mayo y todos los problemas inherentes a su realización y a la estadía en el país de 
las delegaciones y periodistas venidos de todo el mundo fueron resueltos satisfactoriamente. 

Chile había llegado a convertirse en un centro de atención mundial, más que por el evento 
internacional de que era sede, por el interés y expectativas que suscitaba la experiencia política 
que el país vivía. Nuestra nación aparecía como un gran laboratorio de búsqueda de nuevas 
formas de organización social capaces de dar satisfacción a los grandes anhelos humanos de 
justicia y dignidad. Si la «revolución en libertad» del presidente Frei había despertado simpatías 
en el exterior, la «vía chilena al socialismo» del presidente Allende concitaba esperanzas, 
entusiasmos y preocupaciones. 

El gobierno se afanó en proyectar la imagen de un país que, sin derramar sangre ni romper sus 
instituciones democráticas tradicionales, se sacudía del latifundio y de la oligarquía y trataba de 
liberarse de la dominación imperialista, pese a su debilidad de nación pequeña y pobre. Incluso, 
pocos días antes de iniciarse la conferencia, el presidente Allende y la Unidad Popular se 
reunieron con el MIR, posiblemente para acordar una tregua que permitiese bajar los índices de 
violencia imperante y hacer más creíble su discurso ante las autoridades extranjeras. 

Como partidos de oposición, en cambio, vimos en esta conferencia internacional la 
oportunidad de evidenciar lo que realmente estaba sucediendo en el país. Con este objetivo, 
solicitamos autorización para realizar una concentración pública, que denominamos «la marcha 
por la democracia», convocada para denunciar los graves atropellos a la Constitución y orden 
público que eran cometidos por el gobierno de la Unidad Popular, rechazar la violencia y reiterar 
nuestra fe en las libertades públicas y en la democracia. 

Mientras la Unidad Popular nos acusaba de conspirar para derribar al gobierno y llamaba al 
pueblo a mantenerse «alerta» frente a la «marcha del odio», 101 la víspera del acto inaugural de la 
Unctad III nos reunimos como oposición en una concentración multitudinaria en avenida Grecia. 
En la ocasión me correspondió ser el orador principal. Aunque hablé a nombre de «todos los 


demócratas de Chile», yo era en ese momento presidente del Senado, es decir, la segunda 
autoridad del país, lo cual evidentemente daba un carácter mucho más oficial a mis palabras. 

En mi discurso, afirmé que nos reuníamos por el «deber cívico de expresar nuestra respuesta 
ante una escalada creciente de violencia, arbitrariedades y atropellos a la ley que están hiriendo 
día a día la conciencia moral de los chilenos y ponen en peligro las bases esenciales de nuestra 
convivencia democrática». Y para que no quedara duda de cuál era nuestra percepción de lo que 
estaba ocurriendo en Chile, agregué: «Nos reunimos para protestar por las amenazas y 
violaciones de que están siendo objeto, cada día en mayor grado y más desembozadamente, los 
derechos democráticos de los chilenos y para notificar al gobierno y a quienes por tales métodos 
pretenden dominar al país que no nos atemorizarán y que seremos inflexibles en ejercer nuestros 
derechos. Nos reunimos para repudiar las maniobras y cortinas de humo con que se pretende 
confundir a la opinión pública y sembrar el odio y la cizaña en nuestro pueblo, y decir ante la faz 
de Chile y el mundo que no nos dejaremos engañar, envilecer ni dividir. Nos reunimos, en suma, 
para proclamar nuestra decisión, que es la decisión de la inmensa mayoría de los chilenos, de 
cumplir y hacer cumplir nuestra vocación de pueblo libre».102 

A continuación, centré mi discurso en desmentir con ejemplos concretos la declaración del 
presidente Allende —que no perdía ocasión de reiterar— de que su gobierno conducía a Chile 
hacia el «socialismo en democracia por una vía chilena con sabor a vino tinto y a empanada, 
pluralista y allegada a las tradiciones patrias de respeto a la Constitución y al derecho». 

Advertí que en nuestro país se había generado «un clima de intranquilidad y desconfianza que 
mueve a Cada cual a pensar en la defensa de sí mismo, de su familia y de sus bienes. Miles de 
personas que jamás emplearon un arma, ni pensaron usarla, ahora lo consideran necesario como 
elemental medida de seguridad. Porque cuando la autoridad no cumple sus deberes de asegurar el 
orden público y de aplicar la ley a todos por parejo, sino que, a la inversa, tolera que algunos 
hagan impunemente justicia por sí mismos, o incluso los impulsa a hacerlo, rompe la base moral 
en que se asienta su prestigio, pierde la confianza de la comunidad y tácitamente incita a los 
demás a proceder de idéntica manera». 

Expresé nuestro categórico rechazo a la guerra civil y a la lucha armada propiciada por grupos 
minoritarios de ambos extremos y solicité poner fin al engaño de cubrir con palabras 
tranquilizadoras la desnuda realidad de hechos consumados cometidos al margen de la ley. 

Mis palabras finalizaron notificando al gobierno y a Chile entero que «defenderemos la 
democracia por los caminos de la democracia. Pero que nada ni nadie nos ablandará ni nos 
amedrentará..., defenderemos la libertad, la justicia y la fraternidad dentro del cauce de la 
democracia chilena». 

Al día siguiente, en la ceremonia de inauguración, el presidente Allende me saludó y, 
sonriendo socarronamente, me preguntó: «¿Cómo amaneció esa garganta, presidente?», 
refiriéndose a mi discurso de la noche anterior. Esto distendió el ambiente, que hacía presagiar 
un encuentro enojoso, y dejó a Allende como gran señor. 

En su discurso inaugurali03 el mandatario, como tantas veces, apeló a la conciencia emocional 
de los presentes, centrando sus palabras en la injusta relación entre pueblos ricos y pueblos 
pobres, entre grupos dominantes y grupos sometidos, y en el propósito de su gobierno de llevar a 
cabo una revolución que permitiese echar las bases de una nueva sociedad «que ofrezca a todos 
sus hijos igualdad social, bienestar, libertad y dignidad». 

Habló de «pueblos que se han hecho ricos y pueblos que se han quedado pobres», de cómo 
estos últimos, que subsidian con sus recursos y su trabajo a los primeros, se encuentran en una 
«situación de dominación o dependencia», sufren las «casi irresistibles presiones» de «los países 


opulentos» y «de las grandes compañías internacionales» y experimentan profundas diferencias 
sociales por la conducta de «ciertos grupos dominantes nacionales» cuya prosperidad se basa «en 
su papel de agentes de la explotación foránea». 

Señaló que el pueblo chileno y su gobierno estaban «comprometidos en un proceso histórico 
para cambiar de manera fundamental y revolucionaria la estructura de la sociedad chilena» y 
«echar las bases de una nueva que ofrezca a todos sus hijos igualdad social, bienestar, libertad y 
dignidad». Que estaba haciéndolo dentro del régimen democrático, «respetando el pluralismo de 
nuestra organización política, dentro del orden legal y con los instrumentos jurídicos que el país 
se ha dado» y «no solo manteniendo, sino ampliando, las libertades cívicas y sociales, 
individuales y colectivas». Que «la recuperación para el país de sus riquezas básicas» constituía 
«un objetivo principal» de su gobierno y que las empresas afectadas, «que se enriquecieron 
prodigiosamente a costa nuestra y que se creían con el derecho de imponernos indefinidamente 
su presencia y su abuso», habían «movido toda clase de fuerzas, incluso las de sus propias 
instituciones estatales dentro de su país y dentro de otros, para atacar y perjudicar a Chile y a su 
economía». 

No cupo duda de que, con su discurso, el presidente Allende había logrado, con inteligencia y 
dignidad, sacarle partido a un momento del cual el mundo entero estaba siendo testigo. Y luego, 
durante las cinco semanas que duró la Unctad III, se esforzó por exhibir ante las delegaciones 
extranjeras el carácter auténticamente democrático de su gobierno y del proceso político que 
vivía el país. Las contingencias de esos días y la propia conducta de la oposición le facilitaron 
esa tarea. 

La imagen que Chile proyectó ante el mundo en esa oportunidad correspondió a lo que la 
mayoría de los visitantes esperaban: un país pequeño y pobre, parte del mundo en desarrollo, 
dotado de sólidas instituciones políticas, respetuoso del derecho y con arraigada vocación 
democrática, que luchaba por sacudirse del yugo imperialista y de la explotación oligárquica y 
conquistar para su pueblo el bienestar y la justicia. A la cabeza de ese proceso, Allende emergía 
como un gran líder del tercer mundo que, con coraje e inteligencia, conducía a su pueblo en esa 
lucha. 

La visita, en esa misma ocasión, de Luis Echeverría, presidente de México, país que 
tradicionalmente había cultivado la imagen de un liderato continental del progresismo y del 
antiimperialismo, pero al mismo tiempo había rehuido alinearse en el bloque de las naciones 
socialistas, contribuyó sin duda a fortalecer la presencia internacional de la «revolución chilena». 

Con razón pudo Allende jactarse, en la festividad del 1 de mayo siguiente: «Chile ha estado en 
el primer plano; nunca los trabajadores chilenos han sido más conocidos».104 


8. EL PARTIDO ÚNICO, LA REFORMA ELECTORAL Y LA CODE 


El primer semestre de 1972 estuvo marcado también por las negociaciones de los partidos 
políticos, tanto de gobierno como de oposición, para enfrentar las elecciones parlamentarias de 
marzo del año siguiente, en que se renovaría la mitad del Senado y la totalidad de los diputados. 
Desde el periodo de la campaña presidencial los partidos marxistas habían sostenido la idea de 
que había que avanzar hacia un partido obrero, razón por la cual, en el proyecto de reforma 
constitucional que el gobierno presentó para establecer la Cámara Única en noviembre de 1971, 
se incluyó una reforma a la ley electoral, posibilitando la creación de pactos entre los partidos. 
En respuesta, la Democracia Cristiana anunció que votaría en contra, buscando impedir el 
restablecimiento de los pactos electorales cuyas funestas consecuencias en el pasado había 


llevado a derogarlos. 

En febrero de 1972, el pleno del PS acordó trabajar para lograr la formación de un partido 
único de la UP. Sin embargo, si bien era cierto que la iniciativa podía mejorar su posición en el 
Congreso, no a todos los integrantes de la coalición les parecía adecuada; el propio Allende 
consideraba que el pais no estaba «maduro para un partido único»,105 mientras que otros 
percibían que la propuesta beneficiaba solo a los partidos más grandes. 

Frente a esa posibilidad, el senador democratacristiano Juan Hamilton sostuvo que esta 
iniciativa de alguna manera burlaba la ley de elecciones, señalando que en los comicios de 1970 
se obligó a los partidos a actuar en solitario y agregando que «lo que quiere la UP es que la 
oposición se presente dividida a través de las colectividades que no están en el gobierno. 
Además, esta idea de partido único tiene como sumo objeto transformar a Chile en un país 
socialista según el modelo estatista del PC».106 

A fines de febrero de 1972 el MAPU y la IC se manifestaron públicamente a favor de la 
propuesta socialista de que la Unidad Popular enfrentara de manera conjunta las elecciones de 
marzo de 1973. «Entre las fórmulas estudiadas, el MAPU considera que aquella mejor es la 
creación de un partido federado de la UP, en el que sus integrantes no pierdan su autonomía ni su 
individualidad, pero a través del cual se facilita la capacidad orgánica de dirección unitaria y de 
eficiencia en todos los niveles»,107 planteamiento compartido por Allende, quien propició la 
constitución de una lista única de candidatos del «Frente Patriótico de la Unidad Nacional» para 
el «enfrentamiento que viene en pocos meses más, a un año plazo, las elecciones de marzo del 
año 1973». 108 

Dentro de la UP se barajaban tres opciones a seguir: una, que cada partido llevara sus propios 
candidatos; otra, que se conformara una lista común; y una tercera, que se llevaran tantos 
candidatos como cargos a elegir estaban disponibles. 

Ante la disposición de los partidos de gobierno por avanzar en esta materia y el riesgo que 
implicaba para la DC enfrentar en solitario o en combinaciones parciales las próximas 
elecciones, se iniciaron conversaciones con diferentes sectores. 

A comienzos de marzo, el senador de la Unidad Popular, Luis Fernando Luengo, informó que 
ya existía acuerdo al interior de la UP para enfrentar las próximas elecciones por medio de pactos 
electorales y anunció que se reunirían con personeros del PDC, con el fin de enviar un proyecto 
de ley que estableciera la posibilidad de crear esos pactos.199 

El 16 de marzo, el diario El Siglo informó de un «completo acuerdo» entre la Unidad Popular 
y la Democracia Cristiana respecto a los pactos electorales. El punto en discusión era, 
principalmente, que la DC proponía que el partido que obtuviera menos del cinco por ciento del 
electorado no podría elegir parlamentarios. La UP se mostró dispuesta colaborar, por lo que todo 
quedó zanjado para enviar al Congreso un proyecto que reformaba la ley de elecciones.110 

Este acuerdo se dio en momentos en que la DC y el gobierno iniciaban negociaciones para un 
posible entendimiento sobre la reforma constitucional de las áreas de la economía. Las 
conversaciones, según se dijo en el capítulo IX, buscaban lograr una fórmula consensual que 
hiciera posible el despacho de la reforma constitucional en términos aceptables para el gobierno 
y para la Democracia Cristiana, evitándose con ello un conflicto de poderes entre el ejecutivo y 
el legislativo. 

El 19 de abril, los senadores Francisco Bulnes (PN), Luis Fernando Luengo (PSD), Jorge 
Montes (PC), Ignacio Palma (PDC) y Adonis Sepúlveda (PS) presentaron una moción que 
modificaba la ley general de elecciones con el objeto de autorizar los pactos electorales. Su texto, 
según afirmó el senador Luengo antes de iniciarse el debate, contaba con «el asentimiento de 


todos los sectores políticos».111 

El proyecto proponía que dichos pactos estuviesen formados en base a combinaciones en que 
cada partido iría en lista separada y establecía un sistema de doble cifra repartidora. La Cámara 
de Diputados actuó como cámara revisora. El 4 de mayo el proyecto fue aprobado en general, 
con algunas modificaciones, y con el solo voto en contra de los diputados de la Izquierda 
Cristiana (Luis Maira, Osvaldo Giannini y Jaime Concha), argumentando que el Tribunal 
Calificador de Elecciones ya había emitido su opinión al indicar que era posible formar pactos 
electorales por medio de la creación de los pactos federados, por consiguiente, era innecesario 
realizar una legislación diferente a la normativa vigente.112 

La primera semana de junio el Tribunal Calificador de Elecciones, interpretando abusivamente 
la ley electoral, falló autorizando la confederación de los partidos políticos, hecho que provocó 
una controversia al considerarse que se estaba creando una legislación especial por un órgano 
que no tenía las competencias para tal efecto113 y, en consecuencia, su fallo era «inconstitucional 
e ilegal».114 

La Democracia Cristiana, no obstante las negociaciones con la UP, se opuso a la decisión del 
tribunal, interponiendo un recurso de queja. El Partido Nacional no siguió el mismo camino; a 
esas alturas, comenzaba a ver en la «federación» un proyecto a imitar, ya que posiblemente era la 
única forma para enfrentar con posibilidades de éxito las elecciones parlamentarias de marzo —a 
las que ya se asignaba un carácter de plebiscito— y para ello era necesario convencer al PDC. 

En los días siguientes se intensificaron las reuniones entre los distintos partidos porque, en 
caso de decidirse por la federación, el plazo para inscribirla para las elecciones de marzo 
expiraba el 6 de julio. 

En dos procesos casi simultáneos, el 15 de junio el proyecto que autorizaba los pactos 
electorales fue aprobado por el Senado y despachado para su promulgación por parte del 
presidente Allende,115 y el 22 de junio el Tribunal Calificador de Elecciones dio su confirmación 
final en el sentido de que efectivamente era posible, dentro del sistema electoral chileno, 
constituir una federación de partidos, declarándose «no ha lugar» las reposiciones solicitadas por 
el PDC y el Padena.116 

Para entonces, el PIR y la DR ya habían comenzado a discutir la posibilidad de crear una 
federación radical, decidiendo luego invitar al PN y al PDC con el fin de formar una 
confederación democrática. El 25 de junio el PN instruyó que se comenzara a sondear la 
posibilidad de formar federaciones, confederaciones o simplemente pactos con los otros partidos 
opositores. 

Ese mismo día el MAPU había planteado su intención de formar una federación, señalando la 
posibilidad de entendimientos tácticos con la DC a fin de separarla de la derecha. Por su parte, el 
4 de julio el pleno del PS, tras la activa y decisiva participación del presidente Allende, se 
decidió por la federación de partidos. 

La DC, sin más opción, solicitó un par de días para deliberar sobre lo que haría en ese trance. 
Habían pasado apenas unos días desde su negativa a seguir dialogando con la UP en torno al 
proyecto de reforma a las tres áreas de la economía, y ya estaba decidida a rechazar los vetos 
presidenciales que comenzarían a votarse el 5 de julio. La alternativa de formar una federación 
con la UP era inviable. Por otro lado, la posibilidad de no federarse, es decir, de ir en solitario a 
las elecciones parlamentarias de marzo de 1973, era en la práctica un suicidio bajo las nuevas 
reglas del sistema electoral. De ahí que la única forma de enfrentar estas elecciones fuera 
participar, junto al PN y demás partidos de oposición, como un solo bloque frente a la UP. Ello 
implicaría probablemente una pérdida de identidad importante para el PDC, donde la posición 


política de los otros integrantes (particularmente del PN) lo obligaría a hacer a un lado las 
enormes diferencias que los separaban, pero el riesgo para la sobrevivencia de la democracia era 
muy alto y hacía fundamental crear una base electoral que impidiese a la UP arrasar en las urnas 
y conquistar el poder total. Al referirse a este acuerdo con la derecha, el entonces secretario 
general del partido, Belisario Velasco, afirmó que el PDC «ha hecho un sacrificio de gran 
envergadura porque entendemos que sobre los intereses del partido están los del país. Una 
eventual mayoría de la UP en el Congreso sería intolerable para los chilenos. Las libertades 
serían totalmente amagadas y la represión sustituiría a la ley».117 

A las cuatro de la tarde del 6 de julio se inscribió en el Registro Electoral el Partido Federado 
de la UP, hecho que sus dirigentes calificaron como un gran paso en el afianzamiento de la 
unidad.118 Cerca de la hora del cierre del plazo legal, se conformó la Confederación Democrática 
(CODE), compuesta por dos federaciones de partidos: la Federación de Oposición Democrática, 
integrada por el PDC, el PIR y el Padena, y la Federación Nacional Democracia Radical, 
compuesta por el PN y el PDR. Su acta constitutiva estableció que su objetivo era «la defensa de 
la institucionalidad democrática chilena» para luego agregar que «las federaciones que forman la 
confederación conservan sus propias declaraciones de principios, organismos internos y 
directivas y pueden tener su propia acción política». En su parte final, el documento señalaba que 
«esta confederación terminará el 20 de mayo de 1973».119 

La CODE y el Partido Federado de la UP fueron el fruto tangible del proceso de polarización 
que el país había iniciado a comienzos de 1972. Durante todo el primer semestre de ese año, al 
mismo tiempo que la dirigencia de nuestro partido negociaba con la UP intentando llegar a 
acuerdos que luego fracasaban, las bases democratacristianas, cansadas de sufrir los efectos de la 
crisis económica, las tomas y requisiciones ilegales, ya estaban trabajando unidas con las bases 
del PN y el PR. Esta unidad comenzó a manifestarse también en los colegios profesionales y en 
sus sucesivas denuncias sobre las irregularidades con las que estaba actuando el gobierno, lo que 
en cierto modo era expresión de un sentir que permeaba en las personas, más allá de si eran 
nacionales, radicales o democratacristianos 

La CODE fue entendida como un pacto funcional que no conllevaba una aproximación 
doctrinaria con la derecha. De hecho, nunca llegó a ser una alianza política. Subsistían 
diferencias en el discurso que no se superaban solo por la firma de un pacto electoral. Una 
muestra de estas fue el polémico intercambio de declaraciones y epítetos que sostuvieron el 
presidente del PN, Sergio Onofre Jarpa, y el influyente intelectual de la DC, Claudio Orrego 
Vicuña. Este último, como la mayor parte de la DC, consideraba que el entendimiento era 
meramente «táctico» y explicó extensamente sus aprensiones sobre la unidad con la derecha en 
el diario La Prensa. Entre otras afirmaciones, señaló que «el entendimiento de la oposición 
democrática en el curso de estos veinte meses ha ido marcando un rumbo realista para hacer 
política. Los diferentes partidos que la componen han demostrado un acuerdo sustancial en 
defender el régimen democrático». Luego advirtió que «difícilmente se podría decir que ha 
habido acuerdo sobre más, ya que aun en materias estratégicas han existido criterios encontrados. 
Eso, sin hablar de las discrepancias ideológicas que nos separan. Resalto esto porque la unidad 
electoral de la oposición, que es el objetivo principal, no debe ser enturbiada con cálculos 
equivocados o con precipitaciones inconducentes». 120 

El propio presidente del partido, Renán Fuentealba, se encargó de aclarar al país que, «al 
concurrir a la formación de esta confederación, la DC y los demás partidos que la integran... 
estamos obrando perfectamente conscientes de que entre todos ellos existen profundas 
discrepancias y diferencias».121 


Capítulo X 
EL CONFLICTO ARRECIA 


1. EL SENADO RECHAZA LOS VETOS 


Canceladas a fines de junio de 1972 las conversaciones entre el PDC y el gobierno, el 5 de julio 
se dio paso a polémicas sesiones en el Senado en las que el Ejecutivo volvió a fojas cero los 
avances que pudieron haberse logrado a través del diálogo con nuestro partido e insistió en todas 
aquellas medidas sobre el área social de la economía que la oposición rechazaba. Con esto, se 
generaron en el Senado diversas votaciones en contra de los vetos presidenciales, en momentos 
en que, además, se presentó un voto de censura a la mesa de la corporación, se vio el desafuero 
de los intendentes de Santiago y Aconcagua y del gobernador de Melipilla y se puso en tabla la 
acusación constitucional en contra del ministro del Interior, Hernán del Canto. 

Antes de iniciarse en el Senado la votación de los vetos, el ministro de Justicia, Jorge Tapia, 
hizo un nuevo intento de acuerdo, ofreciendo presentar en breve plazo un proyecto de ley que 
recogiera las materias en que se había logrado consenso y el retiro de los vetos referentes a 
ellas.1 Pero ya era demasiado tarde y subsistían serias discrepancias de fondo entre el gobierno y 
la DC. Desestimada la posibilidad de una nueva postergación, las observaciones del presidente 
Allende a la reforma constitucional sobre las áreas de la economía comenzaron a ser votadas en 
la sala.2 

Al rechazarse el primer veto, los senadores de izquierda pidieron que se pusiera en votación si 
el Senado insistía o no por los dos tercios en el proyecto aprobado por el Congreso, pero el 
presidente de la corporación, el senador Ignacio Palma, declaró que era improcedente hacerlo, lo 
que determinó que la mesa fuera censurada.3 

Emplazado en esa ocasión por el senador Hamilton respecto a la disposición del gobierno de 
recurrir al plebiscito previsto en la Constitución para resolver el conflicto, el ministro Tapia 
contestó textualmente: «Si este es un mecanismo constitucional y si el grado del conflicto lo 
exige, tenga la certeza, señor senador, de que el presidente de la República, cuando deba optar 
entre guerra civil en Chile o plebiscito, recurrirá a este último». 

La aprobación por el Congreso Pleno de la reforma constitucional sobre las áreas de la 
economía y la posterior decisión del Senado de rechazar los vetos y estimar improcedente una 
segunda votación de insistencia, llevó al país al borde de un quiebre institucional entre el 
Ejecutivo y el Parlamento. 

Faltaba aún el pronunciamiento de la Cámara de Diputados. Si este era, como se preveía, igual 
al del Senado, llegaría el momento de la definición. Para los opositores, al presidente de la 
República no le cabía sino convocar a plebiscito para que el pueblo decidiera o promulgar la 
reforma tal como el Congreso la aprobara. Pero el gobierno sostenía que, sin insistencia de 
ambas Cámaras por los dos tercios, no había reforma, y pretendía someter el asunto al fallo del 
Tribunal Constitucional. Todo hacía presagiar una larga disputa que mantendría tensionada la 
relación entre el Ejecutivo y el Congreso, a riesgo de que en cualquier momento se desatara un 
conflicto de marca mayor. 


Considerando estos antecedentes, y en vista de que en marzo de 1973 habría elecciones 
parlamentarias, la DC optó por no acelerar la votación en la Cámara, pensando que el resultado 
de las elecciones abriría las puertas a una solución. De este modo, la votación quedó pendiente y 
el conflicto en suspenso. 

Los hechos que hemos enunciado muestran que las negociaciones en torno a la reforma de las 
áreas de la economía no fallaron por culpa de la DC. A lo largo de todo el primer semestre de 
1972, nuestro partido mantuvo conversaciones oficiales con el gobierno, así como con 
parlamentarios de los partidos de la UP, con el propósito de avanzar en un entendimiento. 

Las diferencias al interior de la DC en relación a la búsqueda de consensos con el gobierno 
fueron menores. Podría decirse que ellas se basaban más bien en el mayor optimismo o 
escepticismo respecto de las posibilidades de lograr el acuerdo. Una tendencia, encabezada por 
Renán Fuentealba (autor del proyecto y presidente del PDC) y Bernardo Leighton, tenía fe en 
que, agotando todas las instancias, esto se lograría. Otros éramos más pesimistas y, sin 
oponernos a la búsqueda de acuerdos, creíamos que era fundamental mantenerse firmes en una 
actitud de oposición, hasta llegar a la definición que —esperábamos— se iba a producir en la 
elección parlamentaria de 1973. Quienes estábamos escépticos veíamos que Allende, en los 
hechos, no tenía el liderazgo necesario para imponerse frente a la maquinaria socialista. En 
privado, Eduardo Frei Montalva manifestaba su preocupación, aunque mantuvo una actitud de 
prescindencia en el proceso que llevaba adelante la directiva. Como presidente del Senado, 
también me abstuve de manifestar mi posición. 

Aunque efectivamente había quienes, dentro del partido, mostraban un mayor grado de 
apasionamiento frente a las dificultades y las críticas que el diálogo con la UP suscitaba (como, 
por ejemplo, los senadores Tomás Pablo y Juan de Dios Carmona), la «división interna» del PDC 
era entonces mucho menos radical de lo que la prensa mostraba y jamás percibí algún signo de 
que hubiera dirigentes que estuvieran propiciando una salida no democrática. 

En todo caso, las conductas del gobierno daban argumentos para que creciera la desconfianza 
dentro de la DC respecto a la voluntad de este para implementar los acuerdos a que se llegara. 
Por eso, no había disposición para aceptar fórmulas ambiguas o que pudieran ser interpretadas de 
una u otra manera en un proyecto tan crucial. De allí que se negociara con tanta cautela, ya que 
aun los más partidarios de alcanzar un acuerdo no confiaban en que la palabra de la contraparte 
del gobierno en las conversaciones se respetara: mientras unos dialogaban (como pasó con los 
ministros Millas y Tapia), otros los desautorizaban y terminaban sobrepasados por sus partidos. 
Cada vez nos resultaba más claro que, en definitiva, el gobierno no era quien decidía. 

También el propio gobierno tenía sus intereses particulares para mantener un diálogo con la 
DC más allá de la sola voluntad de sacar adelante su proyecto de reforma a las áreas de la 
economía. A comienzos de junio de 1972 había sufrido la derrota virtual en las elecciones de la 
CUT, donde la presidencia de la colectividad fue peleada voto a voto con el candidato de la DC, 
Ernesto Vogel. El resultado demostró que la supuesta unidad monolítica de los trabajadores en 
torno al proyecto izquierdista no era tan sólida, situación que las posteriores elecciones sindicales 
irían confirmando.2 

Nuestro partido no tenía problemas de principios con el proyecto de reforma de las áreas de la 
economía. Las diferencias con el gobierno de la Unidad Popular en esta materia no fueron 
doctrinarias. De hecho, entre los argumentos en el debate político interno, nunca se planteó que 
no se pudiera conversar por cuestión de principios. En ese tiempo, el lenguaje socialista había 
permeado a la Democracia Cristiana. Hay que pensar que el partido simpatizaba con el modelo 
de empresas autogestionadas propiciado por el mariscal Josip Broz Tito en la ex Yugoslavia. En 


buenas cuentas, éramos partidarios de una forma de socialismo. Las empresas de trabajadores 
nos parecían mucho más humanas y más progresistas que la empresa estatal. No queríamos la 
colectivización, sino una forma de autogestión de la empresa por parte de los propios 
trabajadores. Y eso formaba parte del proyecto de las áreas de la economía.£ 

Pero nos movíamos entre dos fuegos. De una parte, la derecha, que, ante la disposición de la 
Democracia Cristiana para seguir conversando con el gobierno, la criticaba de manera similar a 
la que utilizaban los partidos y la prensa de izquierda. A través de sus medios de comunicación, 
hacían denuncias —en tono de escándalo— de que la DC tenía acuerdos «secretos» con La 
Moneda. No pocas veces el partido democratacristiano tuvo que explicar y defender ante la 
opinión pública por qué era necesario no cerrar la puerta a un eventual entendimiento y precisar, 
en reiteradas ocasiones, que los encuentros que se sostenían con las autoridades del gobierno 
estaban circunscritos a la reforma de las áreas de la economía, lo que no significaba «pactar con 
la UP».7 A mayor abundamiento, la DC salió oficialmente al paso ante la intransigencia de la 
derecha frente al proceso de diálogo en curso, con una dura declaración pública en que la 
responsabilizaba por su falta de voluntad para llegar a acuerdos sensatos y preferir la salida del 
enfrentamiento.ŝ 

De otra parte, la izquierda. Aqui, sin embargo, y como en tantas otras negociaciones DC- 
Unidad Popular, había dos visiones sobre cómo enfrentar el proyecto de reforma de las áreas de 
economía. Por un lado, estaba el Partido Comunista. Pese a que uno de sus máximos líderes, el 
senador Volodia Teitelboim, había calificado como la «noche de los cuchillos largos»2 aquella 
en que se rechazaron los vetos del Ejecutivo, se acusó al ministro del Interior y se desaforó al 
intendente de Santiago, en esa misma declaración había señalado que el término de las 
negociaciones del proyecto de las áreas de la economía no quería decir «que históricamente se 
cierre la necesidad de que la UP hable a todos los democristianos que quieren cambios, sin 
necesidad de conversaciones». Si bien el PC abogaba para que el contacto UP-DC se realizara «a 
través de los hechos, en las bases, en la masa, en una lucha por la defensa de los cambios», 10 
mantuvo una ponderación que no era común al tono que habían adoptado los demás partidos de 
la Unidad Popular. 

Resultaba evidente que, con mayor realismo que el PS, el PC estaba en la línea de ir 
paulatinamente ganando terreno para evitar la ruptura. Eso se veía tanto en los discursos como en 
las conversaciones en el Congreso. El PC aspiraba realmente a alcanzar acuerdos con la DC. Así 
lo expresaba quien tenía los hilos del poder en el comunismo durante esos años, Luis Corvalán, 
que entendía que la revolución era un proceso más largo y que no estaban en condiciones de 
hacerla por la vía violenta, siendo fundamental ir logrando un cambio en la correlación de 
fuerzas: «Si hacemos esto..., ciertamente se pueden crear situaciones en que la Democracia 
Cristiana esté obligada a llegar a acuerdos y predominen en ella aquellos sectores proclives a un 
acuerdo». 11 

Esta posición más gradualista y dialogante, partidaria de «consolidar para avanzar», era 
compartida por el propio Allende, el Partido Radical y un sector del PS. Frente a ella, los 
socialistas más ultra, liderados por su secretario general, Carlos Altamirano, así como el MAPU 
de Garretón y, desde fuera de la UP, el MIR, eran partidarios del «avanzar sin transar», 
rechazando cualquier diálogo y propiciando la vía insurreccional, que necesariamente debía 
marchar por caminos extrainstitucionales. 

Fueron estos últimos sectores los que comenzarían a tomar la batuta, adquiriendo cada vez 
mayor poder dentro de la Unidad Popular. El desacierto de Allende, en general, y 
específicamente en el proceso de negociación del proyecto de las áreas de la economía, fue no 


haber asumido un liderazgo que permitiera que el diálogo tuviera éxito. No es posible juzgar las 
razones que tuvo para ello, pero es claro que los hechos dejaron en evidencia que la oposición de 
su partido era dura e intransigente. Tal vez, tras el fracaso de las conversaciones, no quiso ser 
considerado parte de un grupo derrotado, identificado por algunos como «el reformismo pequeño 
burgués de la UP».12 Él había llegado al gobierno a hacer la revolución y temió que si se 
entendía con la DC podría quedar en una posición débil ante la historia y como un traidor para 
sus partidarios «revolucionarios». 

Mirado a la distancia, existía cierta obsesión en la idea de que había que hacer la revolución. 
Para quienes pensaban así, toda conversación era un estorbo. El símbolo de esa postura ha sido 
Carlos Altamirano, pero la verdad es que lo que él hizo fue interpretar a una posición mayoritaria 
en su partido que, por lo demás, tenía antecedentes históricos no solo en el congreso de La 
Serena, cuando Altamirano ganó la secretaría general del partido, sino también en el anterior 
congreso de Chillán, donde se proclamó que la tarea del partido era imponer el socialismo a 
través de la revolución. El PC, en cambio, se comprometía menos en declaraciones y era más 
dialogante. 

No obstante este clima, siempre se mantuvieron espacios de conversación, tanto con senadores 
de derecha, como Francisco Bulnes, Sergio Onofre Jarpa o Víctor García, y de izquierda, como 
el socialista Aniceto Rodríguez o los senadores comunistas. Si hubo reuniones secretas entre la 
DC y La Moneda, ni fui invitado ni lo supe. 


2. CONFLICTOS CON EL PODER JUDICIAL 


El clima de conflicto entre el Congreso y el gobierno de la Unidad Popular afectó también las 
relaciones entre este último y los tribunales de justicia. Lo ocurrido el 9 de mayo de 1972 en el 
juzgado de Melipilla donde, como ya se dijo, un grupo de unas setenta personas había ocupado 
físicamente sus dependencias, impidiendo salir al juez, a los funcionarios y demás personas que 
se encontraban en el interior, exigiendo la destitución del magistrado e inmediata liberación de 
los treinta y siete campesinos que permanecían detenidos por delitos de usurpación, fue un hecho 
sintomático. 

En esa oportunidad, el presidente (s) de la Corte Suprema, luego de entrevistarse con el 
presidente de la República y de recibir de este la seguridad de que «jamás permitiría que ningún 
grupo de personas o autoridades administrativas interfirieran o menoscabaran la autoridad de los 
tribunales de justicia», 13 dio por superado el problema. Pero la tensión entre ambos poderes 
recién empezaba a manifestarse. 

Durante el primer semestre de 1972 algunos juzgados de Santiago habían comenzado a 
decretar medidas destinadas a revertir las requisiciones de industrias dispuestas por el gobierno, 
lo cual generó una agria campaña contra el poder judicial y una controversia jurídica respecto de 
sus Competencias. 

Para los asesores oficialistas, esas actuaciones vulneraban el principio constitucional que 
prohibía a los tribunales mezclarse en las atribuciones de los otros poderes públicos, contrariando 
una antigua y uniforme jurisprudencia según la cual los jueces no pueden invalidar los actos de la 
Administración, materia propia de la competencia de los tribunales administrativos. 

Lo cierto es que esa jurisprudencia jamás excluyó la posibilidad de que, en asuntos propios de 
su competencia, los tribunales ordinarios dejaran de aplicar un acto administrativo contrario a la 
ley. Su incompetencia para conocer la acción de nulidad de un acto de autoridad administrativa 
no les impide examinar, en los juicios civiles y criminales cuyo conocimiento les corresponde, la 


juridicidad de los actos administrativos que sean invocados por cualquiera de las partes en apoyo 
de su derecho. Atendida la jerarquía de las normas jurídicas, la ley prevalece sobre el reglamento 
y ambos sobre el decreto o cualquier acto particular. La obligación de fallar conforme a derecho 
impone al tribunal el deber de prescindir del acto administrativo contrario a la ley. 

Pero los ánimos no estaban para apreciar serenamente estas aparentes sutilezas jurídicas. Para 
la UP, la actitud de los tribunales que tramitaron interdictos posesorios interpuestos por los 
propietarios de empresas requisadas para recuperar su posesión o querellas por usurpación contra 
los ocupantes de las mismas, era signo manifiesto de que los tribunales de justicia estaban 
tomando posiciones políticas contra el proceso de socialización en defensa de los intereses 
reaccionarios a los cuales estaban vinculados. Las acusaciones, amenazas e insultos contra la 
Corte Suprema y la «justicia de clase» se hicieron cada vez más frecuentes en los medios de 
comunicación gobiernistas y en las concentraciones de los partidos de la UP. 

Expresión culminante de esa reacción fue un acto de masas que el gobierno aseguró que había 
sido de carácter espontáneo. Tuvo lugar el 12 de julio en la plazoleta Montt-Varas, entre los 
edificios del Congreso y del Palacio de Tribunales. Varios miles de manifestantes, portando 
pancartas contra «la justicia de los ricos», exigiendo la libertad de los campesinos detenidos y 
profiriendo consignas como «Avanzar sin transar», «Una a una caerán las noventa y una» (en 
alusión a las empresas que el gobierno pretendía estatizar) y «Jueces vendidos, ladrones, 
corrompidos», se reunieron en ese lugar. Allí hablaron dos dirigentes campesinos, el candidato 
del Partido Socialista a la presidencia de la CUT, Rolando Calderón, y Hernán del Canto, quien 
se encontraba suspendido en su cargo de ministro del Interior a raíz de la acusación 
constitucional que la Cámara de Diputados había formalizado en su contra. 14 

La Corte Suprema expresó al día siguiente su «más enérgica protesta» al presidente Allende 
«por la actuación de la autoridad respectiva, que no supo amparar a los tribunales de justicia en 
el desarrollo de su alta labor..., entrabada por manifestaciones tumultuarias irresponsables». 15 El 
ministro de Justicia replicó de inmediato mediante un extenso oficio en el que, luego de algunas 
explicaciones sobre lo sucedido y de señalar el interés del gobierno por colaborar con los 
tribunales y mejorar la acción de la justicia, llamó la atención de la Corte Suprema «hacia la 
persistencia de actitudes que, enfocadas por cronistas de la prensa extranjera, hacen aparecer al 
poder judicial de Chile formando parte de un frente político junto al Congreso Nacional y a la 
Contraloría General de la República, en contra del poder ejecutivo». 16 

Cuatro días después, la Corte Suprema contestó al ministro Tapia en severos términos, 
refutando una a una las críticas que en su oficio había formulado y poniendo en duda la 
seguridad del ministro de que no se repetirían los hechos que motivaron su protesta. «Los deseos 
de S.E. y sus altos propósitos suelen desobedecerlos algunas autoridades y aun si se las sanciona, 
otras reinciden en desobedecimientos semejantes, y de tal modo, la franca y sincera garantía de 
S.E. se convierte, por obra del quebrantamiento del orden jurídico, en fuente de constante 
inquietud y anhelos incumplidos».17 

Fue el inicio de un conflicto que perduraría hasta el final del gobierno. 


3. ELECCIONES EN EL MUNDO ESTUDIANTIL Y SINDICAL 


Durante el segundo semestre de 1972, mientras los partidos políticos comenzaban a organizarse 
en función de las elecciones parlamentarias de marzo de 1973, se desarrollaron distintos y 
variados procesos electorales que permitieron ir midiendo las fuerzas y niveles de influencia, 
tanto política como sectorial, que cada uno tenía. 


En el ámbito sindical, los primeros días de junio se realizó la elección de la Central Única de 
Trabajadores. La campaña había comenzado cinco meses antes y coincidió con las negociaciones 
entre la DC y el gobierno para lograr una fórmula consensual que hiciera posible el despacho de 
la reforma constitucional sobre las áreas de la economía en términos aceptables para ambos, 
situación que influía directamente en el debate eleccionario. 

Se presentaron trece listas y surgieron setecientos quince candidatos para integrar el Consejo 
Directivo Nacional, formado por cincuenta y cinco personas más dieciocho suplentes, y el 
Consejo Provincial, integrado por treinta y cinco titulares más ocho suplentes. Por primera vez, 
la elección se haría a través de votación directa. 

La lista del PC llevó a Luis Figueroa, presidente en ejercicio de la CUT, mientras que Ernesto 
Vogel encabezó la lista de la DC y Rolando Calderón, la lista del PS. También hubo una lista del 
Partido Comunista Revolucionario; otra del Frente de Trabajadores Revolucionarios (FTR), que 
se presentó con un programa que planteaba el control obrero y campesino sobre la mayor parte 
de la economía nacional; una lista de la Usopo y una del MAPU, entre otros grupos minoritarios. 

El proceso electoral comenzó a desarrollarse el 30 de mayo y se extendió hasta los primeros 
días de junio, estando marcado por declaraciones sobre irregularidades administrativas, 
acusaciones de fraude y falsificación de los instrumentos de votación, que tensionaron aún más 
el ambiente. Al final, el resultado fue un contundente triunfo de los partidos de la UP, que 
alcanzaron más de un sesenta y ocho por ciento. La DC, a pesar de obtener poco menos del 
veintiocho por ciento, logró integrar la directiva nacional de la CUT en el cargo de 
vicepresidente que asumió Vogel.18 

En el ámbito estudiantil, y de acuerdo a la ley que se había promulgado especialmente para 
superar el conflicto que a fines de 1971 había afectado a la Universidad de Chile (según se vio en 
el capítulo VI), en abril de 1972 se realizó la elección de rector. Los candidatos fueron, además 
del rector Edgardo Boeninger, Felipe Herrera, por la Unidad Popular, Andrés Pascal, por el MIR, 
y Luis Vitale, por el Frente Trotskista Universitario.19 Boeninger fue relecto con el 51,8 por 
ciento de los votos, mientras que Felipe Herrera obtuvo el 43,6 por ciento.20 

A fines de junio tuvo lugar la elección de rector de la Universidad Técnica del Estado (UTE). 
Se repostuló Enrique Kirberg, con el respaldo del PC, y Mauricio Jungk, militante del PIR y 
exministro de Minería de Allende, que fue postulado como candidato de la oposición. En la 
elección participaron alrededor de cuarenta mil votantes y, como era de esperar, Kirberg fue 
reelegido por tercera vez, alcanzando el sesenta y dos por ciento de los votos contra el treinta y 
ocho por ciento de la oposición. Sin embargo, la alianza entre la DC y el PN permitió que los 
partidos de la oposición obtuvieran la segunda mayoría, por lo que el rector Kirberg llamó a la 
DC a integrarse a las mas altas autoridades de la rectoría de la UTE.21 

En esos mismos días, la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH) 
también enfrentó su proceso de renovación de autoridades. La unidad de la DC y el PN 
aseguraba un triunfo para la oposición; sin embargo, finalmente no se llegó a acuerdo y fueron 
en listas separadas.22 El candidato DC fue Juan Carlos Latorre, quien iba apoyado por el PIR, 
mientras que los nacionales nominaron a Gerardo Monckeberg. La UP, por su parte, presentó a 
Alejandro Rojas a la reelección para un tercer periodo. A pesar de que la votación tuvo una 
abstención de cerca del treinta por ciento, el 6 de julio los estudiantes de la Universidad de Chile 
reeligieron a Rojas con un cuarenta y dos por ciento de los votos, mientras que el candidato de la 
DC obtuvo un treinta por ciento. 

Quizás uno de los procesos electorales más emblemáticos y beligerantes de este periodo fue el 
de la Federación de Estudiantes Secundarios (Feses). Las listas fueron las siguientes: la de la DC, 


encabezada por Miguel Salazar, con el apoyo del PIR; la de la UP, comandada por Camilo 
Escalona; y la del PN, liderada por Andrés Allamand y apoyada por la DR. Por su parte, el 
Frente de Estudiantes Revolucionarios (FER), vinculado al MIR, presentó a Carlos Valenzuela, y 
María Eugenia Román se postuló por Espartaco, facción de tendencia comunista maoísta. El 
debate fue álgido y no exento de un duro intercambio de expresiones, especialmente luego del 
ataque físico que sufrió el presidente del PN, Sergio Onofre Jarpa, en la Universidad Técnica el 
Estado (UTE) pocos días antes que se realizaran los comicios, fijados para el 15 de noviembre. 

Iniciada la contabilización de los votos, comenzó una polémica porque los resultados no eran 
coincidentes: mientras los partidarios de la UP sostenían que había ganado Escalona, los de la 
DC y nacionales señalaban que Salazar era quien se había impuesto. 

La polémica se extendió fuera del ámbito universitario cuando los presidentes de ambas 
Cámaras, el senador Ignacio Palma y el diputado Fernando Sanhueza, democratacristianos, 
hicieron públicas las cartas que enviaron a Salazar, instándolo a defender su triunfo.23 El 
camarada Bernardo Leighton, por su parte, en una cadena parcial de emisoras, llamó a la UP a no 
falsear los datos, respetar los resultados y reconocer el triunfo del candidato DC.24 

Las sucesivas recriminaciones, acusaciones de fraude y descalificaciones recíprocas fueron 
dejando en evidencia que la disputa era más seria de lo que se presuponía, pues tanto el gobierno 
como la oposición se estaban jugando mucho en esta elección, que fue considerada 
especialmente importante por los partidos, el Ejecutivo y el Congreso. La Unidad Popular 
insistió una y otra vez en el triunfo de Camilo Escalona, desmintiendo cualquier acusación de 
fraude durante el proceso eleccionario y reafirmando la «indiscutible victoria»23 de su candidato. 

Los dos últimos procesos eleccionarios que se realizaron en 1972 tuvieron resultados 
favorables para la derecha. En las elecciones para rector de la Universidad de Concepción, el 
Frente Universitario proclamó como candidato a Carlos von Plessing que, apoyado «sin 
compromiso por los partidos Demócrata Cristiano, Democracia Radical, PIR, Padena, más 
grupos gremialistas e independientes»,26 ganó por poco más de quinientos votos de diferencia 
con el candidato de la UP, Galo Gómez.27 En la Federación de Estudiantes de la Universidad 
Católica (FEUC), el triunfo, con el cuarenta y ocho por ciento de los votos, fue para Javier 
Leturia, candidato del Movimiento Gremial.28 


4. EL PARO DE OCTUBRE 


El 17 de agosto de 1972 se produjo un hecho que agudizaría la ruptura entre los gremios de 
sectores medios y pequeños empresarios con el gobierno a raíz de la muerte del comerciante 
Manuel Aguilar, ocurrida en Punta Arenas. Aunque Aguilar murió de un ataque cardíaco en 
momentos en que, junto a ciento cincuenta personas, defendía su tienda del intento de 
Carabineros por requisarla, la Confederación del Comercio Detallista Establecido y de la 
Pequeña Industria, junto a la Cámara de Comercio de Chile, lo convirtieron en una especie de 
mártir de la causa y, en su homenaje, convocaron a un cierre masivo de locales en todo Chile 
para el 21 de agosto. 

El 19 de agosto, la organización gremial más importante del país, la Confederación de la 
Producción y el Comercio (CPC), respaldó la iniciativa y, en un discurso de carácter político, su 
presidente Jorge Fontaine llamó al gobierno a terminar con «los atropellos a la libertad de las 
personas y la libertad de trabajo» y a «rectificar los errores y deficiencias en la gestión 
económica antes de que fuera demasiado tarde».29 

El gobierno respondió a la convocatoria gremial declarando zona de emergencia en la 


provincia de Magallanes. Fue el inicio de una batalla frontal que no acabaría hasta los primeros 
días de noviembre. 

El paro se cumplió rigurosamente y se extendió a todo Chile. Cundieron los desórdenes y 
enfrentamientos entre los partidarios de la UP —que atacaron los locales cerrados— y los 
comerciantes y sus familias. El gobierno acusó a los gremios de estar detrás de su 
desestabilización. Durante la jornada se decretó zona de emergencia en Santiago y se detuvo a 
más de un centenar de personas, entre ellas, los dirigentes que habían convocado al paro, 
amenazándoles con aplicarles la Ley de Seguridad Interior del Estado.30 

La situación logró descomprimirse cuando el gobierno aceptó la mediación de la DC a través 
de los presidentes del Senado, Ignacio Palma, y de la Cámara de Diputados, Eduardo Cerda, 
quienes se reunieron con Allende y consiguieron que se depusiera el paro a cambio de que la 
autoridad no siguiera adelante con las medidas legales en contra de los dirigentes y se estudiaran 
nuevos programas que resolvieran la crisis que vivía el comercio. 

El paro del 21 de agosto dejó en evidencia que el gobierno estaba frente a un enemigo 
poderoso. Hasta entonces había minimizado la influencia que podían tener los gremios, no 
tomando real conciencia de que estaban adquiriendo una cada vez mayor connotación política, 
tanto en su generación como en sus efectos, pese a que sus convocantes defendían su carácter 
netamente «gremial».31 

En octubre de 1972 el gobierno de Allende se vio enfrentado a la situación más crítica desde 
que había asumido: una verdadera explosión de demandas sociales se materializó en el llamado 
«paro de octubre», que mantuvo al país semiparalizado durante veinticuatro días. 

En el clima de agitación social y crisis económica descrito en los capítulos anteriores, la llama 
que encendió la mecha provino de la decisión administrativa del gobierno de estatizar el 
transporte terrestre en la provincia de Aysén. 

Los problemas con los transportistas venían produciéndose desde inicios de 1972, pero a 
comienzos de septiembre comenzaron a agudizarse. Por esos días, el gobierno y los gremios del 
transporte terrestre —que incluía, además de los camioneros, a los taxistas, taxibuses y micreros 
— entraron en conflicto a raíz de la petición de estos últimos de un reajuste de sus tarifas. El 8 de 
septiembre consiguieron un aumento provisorio del ciento treinta por ciento tras la amenaza de 
paralizar el pais,32 pero el día 13 volvieron a amenazar con llamar a un paro general. En pleno 
conflicto, el 14 de septiembre el presidente de la República denunció la existencia del «plan 
Septiembre», una operación sediciosa para derrocar al gobierno, entre cuyos participantes, según 
sus antecedentes, estaban los camioneros, quienes colaborarían en el complot cortando los 
caminos del país en ocho puntos.33 

Esta serie de acontecimientos mostraba que se trataba de un gremio poderoso, demasiado 
poderoso para seguir en manos privadas. Así lo expresó el ministro de Economía, Carlos Matus, 
al anunciar la decisión de crear empresas mixtas y estatales en esa área,34 y así quedó explicitado 
cuando, el 2 de octubre, el gremio de rodados de Aysén se enteró de que el gobierno había 
decidido crear una empresa de transporte estatal en esa zona. Días después, apareció en el Diario 
Oficial la autorización a Codelco para aportar el cincuenta y uno por ciento del capital a la 
empresa de transporte que trasladaba el cobre desde Chuquicamata. 

En un ambiente de alta tensión, que tenía como telón de fondo la multitudinaria manifestación 
realizada el 10 de octubre por los partidos y grupos opositores al gobierno en «la marcha de la 
democracia», 325 la respuesta de los camioneros no se hizo esperar. Plantearon al gobierno su total 
rechazo al control estatal del transporte de carga y a la vez reiteraron un petitorio que incluyó, 
por una parte, reivindicaciones sectoriales referidas a la escasez de neumáticos y repuestos y, por 


otra, reivindicaciones en relación a la clausura de la radio Agricultura de Los Ángeles y a la 
fijación de precios a la Papelera, dos de los temas políticos más álgidos del momento. 

El gobierno consideró que el petitorio de los camioneros tenía propósitos políticos y no 
gremiales por la inclusión de estos temas, ajenos a su actividad. Por su parte, los camioneros, al 
considerar que no se atendían sus peticiones, convocaron a un paro nacional para el 11 de 
octubre. Así comenzó un movimiento de carácter inédito en la historia de Chile. 

Para los partidos de gobierno, se trataba de un «vandálico paro político»38 que no se 
justificaba por cuanto los problemas con el gremio de los transportistas acababan de ser 
resueltos. 

Para la oposición, en cambio, justamente el hecho de haber decidido la estatización del 
transporte inmediatamente después de haber alcanzado un acuerdo con el gremio, era prueba de 
la obstinación del gobierno de seguir actuando al margen de la ley, lo que era percibido como 
una nueva provocación y una actitud antidemocrática. 

El primer día pararon alrededor de cincuenta mil máquinas a lo largo del país. Curicó y Talca 
fueron declaradas zona de emergencia y los dirigentes de los camioneros, presididos por León 
Vilarín, resultaron detenidos. 

Al día siguiente el estado de emergencia fue ampliado a trece provincias del país, entre ellas, 
Santiago, Valparaíso y Concepción, y el gobierno anunció la aplicación de la Ley de Seguridad 
Interior del Estado a los huelguistas. En respuesta, y solidarizando con estos, los comerciantes 
decretaron sumarse al paro. 

El presidente de la República advirtió que el país no se paralizaría y que, de persistir el paro, 
los camiones serían requisados sin devolución y se tomarían drásticas medidas en contra de los 
comerciantes que no abrieran sus locales. Incluso amenazó con expulsar del país a los 
comerciantes extranjeros que participaran en el paro, lo que suscitó gran controversia. Al mismo 
tiempo, se decretó cadena nacional obligatoria de radios, afectando a ciento cuarenta 
radioemisoras. 

Camioneros y comerciantes se convirtieron en los ejes de un paro que sirvió como válvula de 
escape para el descontento de varios otros sectores. Durante las tres semanas siguientes, un día 
unos, otro día otros, fueron manifestándose estudiantes, empleados bancarios, profesionales de 
distintas actividades, profesores, empleados fiscales, pilotos de LAN, organizaciones 
campesinas, etc., cada uno planteando sus propias demandas. 

La escasez de combustibles y alimentos, las carreteras cortadas, la agitación callejera, la 
presencia de militares en las calles, el toque de queda nocturno y las radios sometidas a cadena 
nacional permanente mostraron un panorama hasta entonces desconocido para los chilenos. 

El paro adquirió una enorme magnitud. Pero también el gobierno recibió un importante apoyo, 
especialmente de los trabajadores industriales y de jóvenes partidarios de la Unidad Popular que 
colaboraron a través de trabajos voluntarios para paliar, en parte, los efectos de la crítica 
situación que el gobierno se negaba a reconocer. 

El 15 de octubre el PDC acordó apoyar el movimiento hasta su pleno éxito. En los días 
siguientes, se plegaron la CODE, el Colegio Médico y el Colegio de Abogados, el Movimiento 
Gremial, las federaciones de diversos establecimientos educacionales, los empleados municipales 
de Santiago y múltiples organizaciones gremiales y profesionales. 

El 19 de octubre se formó el llamado Comando Nacional de Defensa Gremial, que agrupó a 
diversas confederaciones gremiales, asociaciones educacionales, la FEUC y la Sofofa, para 
enfrentar de manera unitaria el conflicto. Dos días más tarde, presentó el «Pliego de Chile», 
donde advertía de que no aceptarían soluciones parciales respecto de las reivindicaciones 


gremiales y demandaba la solución de los principales problemas políticos del momento: la no 
estatización de la Papelera, una ley de financiamiento público para las radioemisoras como 
garantía de la libertad de expresión, la promulgación de la reforma constitucional de las tres 
áreas de la economía o plebiscito sobre ellas, el sometimiento de toda medida que significara 
cambio económico a una ley, el rechazo a la banca estatal, la limitación de la reforma agraria, 
garantías a la pequeña industria y participación de los gremios en los organismos de 
planificación económica y social, la promulgación de la ley sobre control de armas y el término 
inmediato de la acción de control de las JAP, de los CUP y de los Comités de Autodefensa de la 
Revolución.37 

Los partidos de oposición apoyaron el pliego. En particular, el PDC animó esa vía, 
responsabilizando en todo momento al gobierno de las causas del paro y el deber que le 
correspondía para encontrar una solución. 

La Unidad Popular, por su parte, no aceptó negociar sobre el pliego, tildándolo de «pliego de 
antipatria»,38 e insistió en el carácter patronal y sedicioso del paro, desconociendo en todo 
momento que su extensión a tan grandes sectores gremiales y el respaldo unánime que le 
otorgaron los partidos democráticos, hacían evidente que la larga paralización era la respuesta 
natural y lógica de millones de chilenos a las amenazas y atropellos de que eran víctimas. Hasta 
el 26 de octubre, tras dos semanas en que el país estuvo prácticamente paralizado, el presidente 
Allende seguía afirmando que «el paro había fracasado»,39 dejando entrever que su estrategia era 
ganar tiempo, esperando que ocurriera un desgaste o quiebre al interior del movimiento. 

Paralelamente, la situación se agravaba debido a la enorme controversia que generó la cadena 
obligatoria de radioemisoras establecida por el jefe de la zona de emergencia, general Héctor 
Bravo, pero que era administrada por la Oficina de Información y Radiodifusión de la 
presidencia de la República (OIR). Frente al forzado «enmudecimiento de la oposición»,40 hacia 
fines de octubre varias radios comenzaron a descolgarse de la cadena nacional, razón por la cual 
fueron clausuradas, entre ellas, Presidente Balmaceda, Agricultura, Yungay y otras de regiones. 

Tanto la Cámara de Diputados como el Senado sostuvieron la ilegalidad de la medida 
«abiertamente violatoria de la Constitución Política del Estado».41 La Contraloría General de la 
República se pronunció en el mismo sentido. Finalmente, el 27 de octubre un fallo judicial zanjó 
la discusión al decretar que la cadena obligatoria de radios era ilegal.42 Solo entonces el gobierno 
ordenó levantarla.43 

El mismo día 27 el presidente Allende canceló las conversaciones con los dirigentes gremiales 
porque, a su juicio, el pliego presentado «contiene apreciaciones de orden político y pretende la 
limitación de las facultades presidenciales».44 Al día siguiente, el Comando Nacional de Defensa 
Gremial se manifestó partidario de enfrentar el conflicto «en forma unitaria, indefinida y con más 
intensidad que nunca». Y el 29 de octubre los gremios de comerciantes y transportistas 
acordaron intensificar el paro «hasta que el gobierno, ante otro poder del Estado, acepte el 
“Pliego de Chile"»,46 a lo que se sumó la decisión de la oposición de presentar una acusación 
constitucional contra cuatro ministros del Estado. 

Buscando una solución al conflicto, el 1 de noviembre el presidente Allende solicitó al 
comandante en Jefe del Ejército, general Carlos Prats, que asumiera como ministro del Interior. 
Su participación, así como la de otros representantes de las Fuerzas Armadas —uno por cada 
rama— en el gabinete, tenía un claro objetivo de generar confianza entre el gobierno y la 
oposición. 

La tarde del 2 de noviembre de 1972 prestaron juramento el almirante Ismael Huerta como 
ministro de Obras Públicas y Transportes, el general de Brigada Aérea, Claudio Sepúlveda, como 


ministro de Minería, y el general Carlos Prats como ministro del Interior. El secretario general de 
la CUT, Rolando Calderón, asumió el Ministerio de Agricultura, mientras que Sergio Insunza lo 
hizo en el Ministerio de Justicia. Jorge Tapia pasó de Justicia a Educación, Fernando Flores 
asumió la cartera de Economía y el presidente de la CUT, Luis Figueroa, lo hizo como ministro 
del Trabajo. 

El 4 de noviembre el presidente Allende y el nuevo ministro Prats, junto con los ministros 
Fernando Flores, Orlando Millas y Luis Figueroa, redactaron la declaración oficial que fue dada 
a conocer dos días más tarde y en la cual se informaba que el gobierno desistiría de represalias y 
querellas por actividades vinculadas al paro, no plantearía la estatización del transporte carretero, 
propondría un proyecto de ley para delimitar y garantizar la actividad de los transportistas 
privados y exigiría el cumplimiento de las tarifas establecidas y de los compromisos 
contractuales de los camioneros.48 Después de veinticuatro días de paralización, en menos de 
cuarenta y ocho horas el conflicto había quedado solucionado. 

El origen del «paro de octubre» fue gremial y respondió más a una explosión espontánea del 
descontento social que a intereses golpistas de los grandes empresarios capitalistas, como lo 
interpretaran y denunciaran el gobierno y los partidos de la Unidad Popular. Sin perjuicio de que 
hubiera grupos que tenían esa intención —incluso desde el día mismo de la elección de Allende 
— y de que, como ha quedado al descubierto, algunos de ellos obtuvieran recursos de la CIA 
para mantenerse, lo cierto es que la gran mayoría de los camioneros era dueño de una sola 
máquina y lo mismo sucedía con los comerciantes. La participación de estudiantes, empleados, 
pequeños y medianos empresarios y campesinos revelaba más bien la incapacidad del gobierno 
de acoger e integrar a esos sectores a su proceso, que un apoyo de estos a una acción «fascista» O 
al intento de llevar al país a una ruptura institucional. Al contrario, las reivindicaciones 
sectoriales se identificaron con la defensa de valores democráticos que se percibían amenazados. 

Los partidos de la oposición apoyaron el paro. La Democracia Cristiana, a través de su 
presidente, Renán Fuentealba, calificó de justas las peticiones de los gremios y de «agresiva y 
ciega» la respuesta que habían recibido frente al legítimo derecho de manifestarse y obtener la 
rectificación de las autoridades. Precisó que el partido no «estaba buscando el derrocamiento del 
gobierno», pero advirtió que «si el movimiento se agrava y se producen consecuencias que 
nosotros mismos no hemos perseguido, la culpa es del gobierno por haber sido incapaz de buscar 
solución a un legítimo conflicto».49 

Por su parte, el Partido Nacional llamó a sus dirigentes a promover «la resistencia civil 
organizada y mantenida en todos los frentes de lucha» con el fin de «impedir que Chile sea 
transformado en una dependencia del comunismo internacional».50 Planteó, además, el estudio 
de una acusación constitucional contra el presidente de la República «para dar al pueblo la 
libertad de elegir libremente a un nuevo gobernante».21 Este llamado fue rápidamente rechazado 
por la Democracia Cristiana, pese a que el gobierno la había acusado de «sumarse a la postura 
sediciosa del PN».52 

Lo cierto es gue el paro de octubre sobrepasó las posiciones y acciones de los partidos 
políticos, demostrando la fuerza gue habían adguirido diversas organizaciones sociales —no solo 
empresariales—, gue pasaron a tener un papel gravitante en el conflicto gue estaba viviendo el 
país. Resulta significativo gue entonces se empezara a usar el concepto de «poder gremial», 
«poder estudiantil», «poder femenino» o «poder popular», acuňado por grupos de diferentes 
tendencias. 

Estas nuevas expresiones sociales comenzarían prontamente a desafiar a las autoridades 
constitucionales y legales, a los partidos políticos y a todas aguellas organizaciones tradicionales 


de empresarios, trabajadores y universitarios, que les impedían consolidarse como poderes 
autónomos, amenazando con romper el orden institucional. 


Capítulo XI 
LAS FUERZAS ARMADAS EMERGEN COMO ACTORES 


1. LA TRADICIÓN DEMOCRÁTICA Y CONSTITUCIONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS SE PONE A PRUEBA 


Desde el golpe de Estado de enero de 1925 las Fuerzas Armadas se habían mantenido 
prácticamente al margen de la participación política nacional, pero el ya referido 
acuartelamiento, en octubre de 1969, de un grupo de oficiales liderados por el general Roberto 
Viaux, en lo que fue conocido como el «Tacnazo», provocó que después de cuarenta y cinco 
años volviera a emerger en el debate público el rol que estas debían cumplir. 

Inquieta por la presión social y descontenta con las reformas que el gobierno de Frei estaba 
llevando a cabo, la derecha percibió en el «Tacnazo» un movimiento con caracteres 
«nacionalistas» y, como tal, un aviso y una oportunidad. El dirigente del PN, Sergio Onofre 
Jarpa advirtió por entonces: «A quienes propician golpes revolucionarios, ahora comprenderán 
que cuando se abandona el respeto por las normas institucionales cada uno se siente autorizado 
para imponer por la violencia la solución que cree más conveniente, y nadie podrá dejar de 
reconocer... que son las Fuerzas Armadas las que con mayor facilidad podrán imponer su 
criterio». 

Creo no equivocarme al señalar que, a partir del «Tacnazo», algunos sectores de derecha 
comenzaron a percibir que el intercambio de opiniones al interior del Ejército favorecía la toma 
de posiciones de carácter político (hecho inusual dentro de los institutos armados chilenos) y 
que, por tanto, era dable influir y atraer a los mandos militares hacia sus concepciones y fórmulas 
de defensa de la democracia. 

El contexto latinoamericano, con Fuerzas Armadas que frecuentemente habían asumido un rol 
político relevante y la existencia de gobiernos militares en la región, favorecía las especulaciones 
sobre el curso de acción que ellas tomarían. Aunque las Fuerzas Armadas chilenas tenían una 
sólida tradición democrática y constitucional, la confianza de los chilenos en ellas se había 
debilitado, pese a la claridad de las normas constitucionales vigentes y los esfuerzos desplegados 
por el general René Schneider para mantener al Ejército apartado de las tensiones que agitaban al 
país desde fines de los años sesenta.2 

Los hechos ocurridos prácticamente un año después del «Tacnazo» confirman mi percepción. 
Como se vio en el capítulo II, tras la derrota de Jorge Alessandri en las elecciones presidenciales 
de 1970, grupos de derecha y ultraderecha emprendieron diferentes maniobras para impedir que 
Allende fuese ratificado por el Congreso Pleno y asumiera la primera magistratura. 

Tras el fracaso de diversas operaciones políticas, la «solución» aplicada fue la más brutal y 
reñida con nuestras tradiciones: un grupo de ineptos intentó secuestrar al comandante en Jefe del 
Ejército, el general René Schneider, quien terminó asesinado a sangre fría por jóvenes de la alta 
sociedad, instrumentos de sectores de ultraderecha. 

A pesar de la brutalidad del acto perpetrado, las Fuerzas Armadas reafirmaron su tradición 
constitucionalista no deliberante y privilegiaron el hecho de que cualquier acción distinta — 
considerando los resultados electorales y las expectativas populares— podía desencadenar una 
crisis de magnitud. 


Su posición fue explicitada en el estatuto constitucional de garantías democráticas, que 
sustituyó el artículo 22 de la Constitución por el siguiente: «La fuerza pública está constituida 
única y exclusivamente por las Fuerzas Armadas y el Cuerpo de Carabineros, instituciones 
esencialmente profesionales, jerarquizadas, disciplinadas, obedientes y no deliberantes».3 

La preocupación respecto a la implicancia que podría llegar a tener una presencia más activa 
de las Fuerzas Armadas en el quehacer nacional y la inquietud creciente sobre cuál sería su 
actitud en la eventualidad que el conflicto que encaraba el país se agudizara, estuvo presente en 
el trasfondo político nacional como un fantasma desde el asesinato del general Schneider, y se 
fue ahondando de manera paulatina durante el gobierno de la Unidad Popular. 


2. RELACIÓN DEL GOBIERNO Y LOS SECTORES POLÍTICOS CON LAS FUERZAS ARMADAS 


Al asumir la Comandancia en Jefe de las Fuerzas Armadas, el general Prats continuó con la 
doctrina institucional que había distinguido a su antecesor, René Schneider. Recién instalado en 
el cargo, difundió dentro del Ejército un extenso documento que establecía su rol en de la vida 
nacional y subrayaba como idea esencial que, pese a la agitación política de aquellos días, el 
«profesionalismo militar (era) el único cauce legítimo de las inquietudes y realizaciones» de los 
uniformados.£ 

Por su parte, el presidente Allende, consciente de que encabezaba un gobierno que queria 
cambiar la estructura básica de la sociedad en términos que el mundo militar, de mentalidad 
tradicional, no aceptaría, desde un comienzo trató afianzar la adhesión de las Fuerzas Armadas, 
haciendo esfuerzos muy superiores a los que habían hecho sus antecesores, como incrementar su 
presupuesto, modernizar su equipamiento e implementar una política de defensa orientada a 
valorar la función militar. El tiempo diría cuán acertada sería esta estrategia. 

En un discurso pronunciado a comienzos de diciembre de 1971, el presidente advirtió a 
aquellos sectores de derecha que pretendían influir en las instituciones armadas que era un «vano 
empeño el pretender recabar la disciplina y lealtad ejemplar de las Fuerzas Armadas y de 
Carabineros de Chile para el respeto a la Constitución y a la ley... No lo van a conseguir, porque 
las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile comprenden perfectamente bien que este gobierno 
popular es el que más se ha preocupado y se preocupará por darles a las Fuerzas Armadas y 
Carabineros lo que deben tener en la situación de un desarrollo, de un esfuerzo, para hacer de 
ellas también partícipes en el proceso de transformación y progreso de la patria». 

Entrevistado por la revista francesa Preuves en marzo de 1972, el primer mandatario reiteró su 
confianza en el carácter profesional de la Fuerzas Armadas, «lo que no es muy común en el 
mundo contemporáneo», y en que «los militares chilenos saben de todos modos que es inútil 
tener un Ejército fuerte y un pueblo enfermo, hambriento, subalimentado e inculto».6 

Durante 1972, el Ejecutivo se preocupó de hacer mejoras a la situación de las Fuerzas 
Armadas a través de medidas que incluyeron desde la instalación de preuniversitarios para 
uniformados y soluciones habitacionales para carabineros hasta reajustes de salarios, cuestión 
que fue ampliamente difundida, especialmente por los medios oficialistas, como una forma de 
hacer explícito este interés. 

En julio se despachó en el Congreso una reforma al sistema previsional de las Fuerzas 
Armadas y se hizo también una reforma al código de justicia militar. Además, estaba en 
ejecución un plan para aumentar la dotación de Carabineros. El general Prats calificó el respaldo 
financiero y técnico que el gobierno dio al Ejército como «una atención preferencial que no 
recibía desde la época del primer gobierno de Ibáñez».? 


Hubo también otros gestos, como el viaje de intercambio a Cuba que a comienzos de año hizo 
una delegación de veinticinco oficiales de las fuerzas del orden, encabezadas por el general 
Carlos Araya, y un segundo viaje al mismo destino, realizado a mediados de año, en que 
participaron veinte oficiales encabezados por el general, director de Carabineros, José María 
Sepúlveda. Asimismo, autoridades de las tres ramas de las Fuerzas Armadas habían hecho una 
gira similar. 

El actuar del presidente Allende respecto de las Fuerzas Armadas no era compartido por todos 
sus partidarios. Dentro de la izquierda había una preocupación constante y una línea de 
orientación política en relación con ellas, pero esta oscilaba entre el respeto y la desconfianza, a 
lo que se sumaba la intención de algunos sectores de sustituirlas por unas fuerzas armadas 
populares. 

En un documento interno del Partido Socialista publicado en marzo de 1972, se explicaba a la 
militancia que «la actitud del gobierno es de integrar a las Fuerzas Armadas a los diversos 
aspectos de la vida nacional y reconocerles el estatus dentro de ella, y que comprendan que no 
hay contradicciones entre la defensa nacional y el programa de transformaciones de las 
estructuras de explotación dominantes».8 

Sin embargo, a fines de julio de ese año, una parte del Partido Socialista afirmaba no 
compartir esa actitud, cuestionando la función de las Fuerzas Armadas como propias del «Estado 
burgués». Así lo dejaba ver el «Informativo interno del regional Santiago Centro del Partido 
Socialista», donde se sostenía que «los socialistas no podemos confiar ni confiaremos en que la 
defensa de la revolución descanse en los sectores de las Fuerzas Armadas que se vayan ganando 
para la causa popular. Debemos preparar al partido primero y a las masas luego para que el 
proletariado pueda defender por sí mismo sus conquistas y su revolución». Se afirmaba que las 
Fuerzas Armadas, lo mismo que la justicia y el Congreso, eran creaciones del Estado burgués, 
frente a lo cual habría que «explotar todos los organismos e instituciones burguesas sobre las que 
tengamos tuición, utilizándolas para nuestros fines y combinando este uso con la acción 
organizada de las masas».? 

Documentos como este, que también destacó ampliamente el semanario Política, Economía y 
Cultura (PEC ), dejaban en claro que, para algunos socialistas, los trabajadores serían quienes 
formarían sus propias fuerzas armadas para encargarse del orden socialista y de la defensa del 
país. 

Nuestra posición como partido la habíamos explicitado en el estatuto de garantías 
democráticas que presentamos a Allende en septiembre de 1970. En él manifestamos que las 
Fuerzas Armadas debían ser garantía para nuestra convivencia democrática y que para ello se 
debían respetar sus estructuras orgánicas y jerárquicas, sus sistemas de selección, la disciplina 
vigente, así como asegurarles un equipamiento adecuado para velar por la seguridad nacional. 
Señalamos también la necesidad de no desviarlas de sus funciones específicas ni crear 
organizaciones armadas paralelas a ellas. 

En lo personal, el mundo militar me era bastante desconocido. No tenía vínculos con 
miembros de las Fuerzas Armadas, salvo con el general Ervaldo Rodríguez, un viejo amigo. 
Compartía, eso sí, los planteamientos del asesinado comandante en Jefe explicitados en la 
denominada doctrina Schneider. En cambio, algunos camaradas mantenían relaciones con los 
militares. Por ejemplo, Renán Fuentealba tenía no sé si un vínculo de amistad, pero sí un nivel de 
relación que le permitía un trato franco con el general Prats. Otros camaradas que tenían 
contactos con militares eran Sergio Ossa y Juan de Dios Carmona, ambos exministros de 
Defensa de Frei Montalva. 


Desde mi perspectiva, la Unidad Popular carecía de una «política militar global» así como de 
una estrategia común definida. Tenía la errada convicción que las Fuerzas Armadas, en un 
proceso de cambios tan profundos, eran prescindentes, no deliberantes y respetuosas del poder 
civil. A esto se agregaban las iniciativas «innovadoras» del presidente Allende, que las inmiscuía 
en diversas tareas de gestión de gobierno que traían aparejadas responsabilidades de carácter 
político, y las exhibía y exponía públicamente en concentraciones políticas, todo lo cual 
generaba una situación comprometedora y un cambio en las reglas del juego hasta entonces 
vigentes, transformando a los institutos militares en actores políticos crecientemente 
deliberantes. Estos hechos y actitudes fueron generando roces y dificultades al interior de las 
Fuerzas Armadas y en la propia UP, siendo también un gran escollo para un acercamiento con el 
PDC. 

Por el lado de la derecha, los sectores más extremos, cuya cara más visible era el movimiento 
Patria y Libertad, propiciaban abiertamente una salida militar para derrocar al gobierno marxista. 
El Partido Nacional hasta ese momento buscaba su término por la vía constitucional, fuera a 
través de su derrota electoral, de un plebiscito o de un acuerdo parlamentario. Pero también había 
quienes acusaban a las Fuerzas Armadas de haberse entregado «por un automóvil nuevo, por una 
casa, por aumento de sueldo»,10 en alusión a la política de beneficios que el gobierno de la 
Unidad Popular tenía con los institutos armados. Existían, asimismo, algunos grupos derechistas, 
especialmente aquellos vinculados con El Mercurio, que estaban permanentemente explorando 
cuántos y quiénes dentro de las jerarquías militares estaban a favor de un golpe de Estado. Sin 
perjuicio de ello, en realidad no había en la derecha claridad respecto del pensamiento que 
animaba a las Fuerzas Armadas. De allí que estuviera alerta a cualquier oportunidad para influir 
sobre ellas, dando gran relevancia o promoviendo los rumores respecto de infiltraciones 
«marxistas» entre los uniformados. 11 

Dentro las Fuerzas Armadas, para marzo de 1972 ya era evidente que había militares en retiro 
que mantenían vinculaciones al menos con el sector más radical de la derecha. Era el caso del 
general Viaux, líder del «Tacnazo», quien, aun cuando permanecía detenido, aparecía como la 
cara visible del presumible descontento al interior de los institutos armados y de quienes 
apoyaban una intervención militar. También estaba el coronel en retiro Alberto Labbé, que en 
julio de 1972 intervino en el debate público sosteniendo que Allende «debía» llamar «ahora» a 
plebiscito para dirimir las transformaciones a las áreas de la economia.12 Otro intento de los 
uniformados para sobrepasar el orden constitucional fue el llamado complot del exmayor Arturo 
Marshall, quien buscó apoyos al interior del Ejército para proceder a usurpar el gobierno 
legalmente constituido. En marzo de 1972 el complot fue descubierto y Marshall huyó a Bolivia. 

Este tipo de situaciones ejercían presión sobre los cuerpos uniformados y generaban, ya fuera 
porque así se buscaba de manera deliberada o no, intranquilidad en las capas medias de las 
distintas ramas de las Fuerzas Armadas El general Prats recoge ese malestar en sus Memorias. 
Según cuenta, tuvo que lidiar con permanentes intrigas políticas, desaires y maniobras, incluso 
de líderes sociales y empresariales.13 También se refiere a hostilidades dentro de su propia 
institución y con altos mandos de la Armada y de la Fuerza Aérea y afirma que parte importante 
de la oficialidad de las Fuerzas Armadas era permeable al debate general del país en torno a si se 
marchaba o no hacia un sistema marxista totalitario y que, como muchos en la sociedad chilena, 
albergaban el temor de que esto llegara a suceder.14 

Todo ello se daba en un contexto en que la presencia de grupos armados era una de las 
principales preocupaciones dentro de la oposición. Durante el invierno de 1972 se informó a la 
opinión pública del intento de un sector de ultraizquierda de dar un golpe de Estado para acelerar 


la revolución. Una veintena de personas habrían formado parte de este grupo, el cual, para 
financiar su cometido, había realizado numerosos asaltos a bancos. Todos ellos fueron detenidos 
y se les aplicó la Ley de Seguridad Interior del Estado. El suceso dio lugar a una sesión especial 
del Senado.15 

Se sucedían episodios de violencia en que aparecían vinculados funcionarios de la seguridad 
del presidente Allende, como el caso de un obrero asesinado frente al hospital de la FACH, o 
militantes de ultraizquierda, como la explosión en la refinería de petróleo Ventanas y la violenta 
revuelta ocurrida en la población Lo Hermida, que fueron reivindicadas por el MIR, 1£ 

El temor a un conflicto armado ya existía en 1972. Estaba presente en los discursos de los 
actores políticos y en la prensa de lado y lado. En la oposición se sucedían informaciones 
respecto de tomas de caminos, de campamentos de pobladores que marcharían sobre Santiago, 
de entrenamientos militares a pobladores. Se hablaba de quince mil cubanos en Chile, buena 
parte de ellos instruyendo, presuntamente, a las supuestas milicias de la izquierda. En su 
conjunto, estos hechos servían para que se configurara una sensación de «crisis de orden 
público»17 frente a la cual las miradas se dirigían a las Fuerzas Armadas, ya fuera para 
prevenirlas o para que directamente intervinieran en la situación. 

Las opiniones del entonces embajador de Estados Unidos en Chile, Nathaniel Davis, sirven 
para ilustrar el sentir de las Fuerzas Armadas durante 1972 y el rol que parte de la oficialidad 
comenzaría a jugar a partir de mediados de ese año. Para Davis, «las perspectivas de intervención 
militar en Chile son extremadamente reducidas en un futuro previsible» y para que esta llegara a 
producirse, la oposición y el descontento popular deberían ser tan grandes «que los militares se 
sintiesen mayoritariamente invitados. Se presume que los militares esperarán hasta que este 
repudio sea mas claro y abierto». 18 


3. AUMENTA LA PRESENCIA DE LAS FUERZAS ARMADAS 


A mediados de 1972 las Fuerzas Armadas fueron convocadas por el gobierno para asumir una 
presencia cada vez más activa en la vida pública como consecuencia de la agitación social 
reinante, desempeñando funciones de mediadores o interventores en numerosos conflictos, como 
huelgas o paros. 

En julio de ese año el general Herman Brady, director de la Academia de Guerra, fue 
designado interventor para resolver el conflictivo paro de choferes de la locomoción colectiva 
que amenazaba con paralizar la capital. Por su parte, el general Roberto González fue nombrado 
interventor en la huelga de ferrocarriles, que causó un grave trastorno en las comunicaciones 
nacionales. Otro general, esta vez de la FACH, fue nombrado nuevo director de LAN después 
del confuso episodio de la internación de armas desde Cuba. Las Fuerzas Armadas también se 
comprometieron formal y públicamente en otras tareas, como, por ejemplo, la difusión y 
colocación de los llamados bonos de reconstrucción, mecanismo que implantó el gobierno para 
ayudar a solventar los gastos generados por el terremoto de julio de 1971 en la zona central del 
país. 

El ejercicio de cargos y funciones de responsabilidad política fue posibilitando el surgimiento 
de posiciones de carácter político al interior de las Fuerzas Armadas que, estimuladas por 
diferentes sectores, se fueron agudizando al punto de verse cuestionado el principio de «no 
deliberación» que las obligaba. Para agosto de 1972 ya se había instalado la idea de que el 
devenir de los acontecimientos estaba ligado a la actitud que los institutos armados adoptarían 
finalmente y el lugar y objetivos en que depositarían sus lealtades, idea que comenzó a generar 


una gran incertidumbre dentro de todo el espectro político: ¿qué harían las Fuerzas Armadas si el 
conflicto seguía escalando? 

En la oposición se iba consolidando la percepción de que las Fuerzas de Orden y Seguridad 
eran condescendientes con el régimen de la Unidad Popular. Esta opinión se fundamentaba 
principalmente en el hecho de que los uniformados guardaban obediencia a las órdenes de las 
autoridades de gobierno (principalmente, de los intendentes), restándose de intervenir en 
desmanes y tomas que protagonizaban los partidarios de la UP. 

La Democracia Cristiana tenía una especial preocupación de que las Fuerzas Armadas 
actuaran con discrecionalidad en circunstancias de desorden público. A raíz de lo dicho a 
mediados de julio por el presidente Allende respecto a que el gobierno «jamás se mancharía con 
sangre de los trabajadores», el diario La Prensa planteó esa inquietud, señalando que «el 
gobierno está notificando a la ultraizquierda que puede actuar con tranquilidad en la certeza de 
que la fuerza policial no resguardará los derechos y personas que amenace, veje, agreda y 
eventualmente asesine, la operación de extremistas». 12 

Lo cierto es que entre los democratacristianos había preocupación y descontento por el papel 
que jugaba Carabineros en el resguardo del orden público. La DC envió una carta pública al 
presidente Allende acusando al gobierno de envolver a las Fuerzas Armadas en situaciones 
políticas ajenas a ellas, como tomas, estatizaciones o la pugna con los gremios. El sentir de 
nuestro partido se refleja en una frase de esta carta: «Nos duele verlas utilizadas de esta 
forma». 20 

En agosto de 1972, el diputado democratacristiano Andrés Aylwin denunció que se estaba 
distribuyendo entre los alumnos de la Escuela n.” 8 el banderín oficial del establecimiento, que 
tenía dibujados la hoz y el martillo, lo que parecía una sutil forma de politización de los alumnos 
de esa escuela que eran, mayoritariamente, hijos de funcionarios de las Fuerzas Armadas que 
vivían en una villa militar en San Bernardo. «Esto tiene una clara intención política y constituye 
un aprovechamiento indigno de nuestro pabellón nacional», dijo.21 

La actitud asumida por el PN fue distinta. Intensificó las acciones de masa, incentivó a sus 
grupos de choque y fue haciendo suyos los conceptos desarrollados por dirigentes empresariales, 
con quienes fue estrechando vínculos y elaborando un discurso y un proyecto alternativo al de la 
UP, donde las Fuerzas Armadas tenían un rol fundamental. 

Septiembre de 1972 fue especialmente tenso para las Fuerzas Armadas. En la oposición 
política de derecha se empezaba a hacer explícito el argumento de que estas, en algún momento, 
tendrían que intervenir «en defensa de la Constitución atropellada por la UP», en una lógica 
distinta del mero golpismo «antimarxista».22 

Continuos llamados de este sector las incitaban a terminar con el gobierno socialista. En las 
Calles se distribuían panfletos emplazándolas a que «intervinieran» en el proceso que estaba 
llevando al país al «despeñadero». La edición de la revista Sepa de ese mes (cuyo responsable 
era el radical de derecha Rafael Otero) sugirió a los uniformados no presentarse a la parada 
militar. De un modo más sutil, El Mercurio planteó en uno de sus editoriales del mes que, en 
momentos de «tensión cívica», las Fuerzas Armadas habían «recuperado la importancia 
capital»23 que tuvieron en otras coyunturas históricas del país, lo que fue respondido por la 
prensa del gobierno, calificando el editorial como una incitación al levantamiento de las Fuerzas 
Armadas.24 

Como ya se dijo en el capitulo X, el 14 de septiembre el gobierno denunci6 un nuevo complot 
para derrocarlo. Se trataba del «plan Septiembre», que establecia una serie de acciones para 
desestabilizarlo, en las cuales estaba involucrado el movimiento Patria y Libertad con atentados 


terroristas contra poblaciones militares, buscando la intervención de los uniformados.22 Algunos 
de los militares que habían participado en el «Tacnazo» reaparecieron en este complot, cuyo 
objetivo era derribar el gobierno de Allende, asesinar al presidente y, además, rescatar al general 
Viaux, según aseguró La Moneda. El ministro de Defensa señaló que la situación del país era 
normal y fustigó a los sectores de ultraderecha que pretendían desencadenar un golpe. 

La mención que el comandante en Jefe del Ejército, Carlos Prats, hizo con ocasión del saludo 
oficial que dirigió al país el día 18 de septiembre, revela el clima existente. Señaló que el Ejército 
se mantenía altivo, sereno y cohesionado, «pese a los esfuerzos y presiones, cada día más 
persistentes, que se ejercitan externamente para debilitar sus cimientos disciplinarios y 
doctrinarios».26 

El episodio más álgido del mes fue el llamado a retiro del general Alfredo Canales.27 El 
propio afectado afirmó en ese tiempo que había sido víctima de una acusación de «intromisión 
política» por parte del comandante en Jefe. Este último afirma en sus Memorias que el general 
Canales protagonizó varios gestos de abierta oposición política al gobierno y que tenía «una 
disposición anímica contra» este.28 Canales había advertido que, de ser llamado a retiro, pelearía 
su situación ante la opinión pública. 

El caso llenó las páginas de la prensa de oposición. De allí que el comandante en Jefe enviara 
una carta al Colegio de Periodistas, instando al gremio a desempeñar su labor informativa con 
responsabilidad y cuidando de poner fin «a una campaña lesiva para la disciplina de las Fuerzas 
Armadas».22 María Eugenia Oyarzún, entonces vicepresidenta del Colegio de Periodistas, le 
respondió a título personal: «Yo cumplo con mi deber de periodista... La patria espera que 
cumpla usted con el suyo», dijo en una columna.30 

La respuesta dio origen a un curioso intercambio epistolar con el comandante en Jefe, con 
réplicas y contrarréplicas, que generó una avalancha de comentarios, donde la izquierda hizo una 
cerrada defensa del general Prats mientras la derecha defendió la posición de la periodista. 

El comentario escrito por Claudio Orrego recoge lo que pensábamos la mayoría de los 
democratacristianos, al rechazar tanto la altisonante defensa que hizo la izquierda de Prats, que 
Orrego calificó como una «burda política de halagos», como la «impaciencia antidemocrática» 
de aquellos ciudadanos que desde 1970 estaban clamando a las Fuerzas Armadas por un golpe de 
Estado y que tan bien parecían identificarse con las palabras de la columna de María Eugenia 
Oyarzún.31 


4. LEALTADES EN TELA DE JUICIO 


Las Fuerzas Armadas fueron adquiriendo un inusual protagonismo en el escenario nacional 
debido a las tareas que asumieron a partir de la instauración del estado de emergencia decretado 
por el gobierno el 12 de octubre. 

Como ya se dijo, la cadena obligatoria de radioemisoras establecida por el jefe de la zona de 
emergencia, el general Héctor Bravo, pero administrada por la Oficina de Información y 
Radiodifusión de la presidencia de la República, produjo un duro roce entre las Fuerzas Armadas 
y los partidos políticos de oposición. 

Estos últimos reiteraron sus acusaciones al gobierno de escudarse en las Fuerzas Armadas 
para que lo protegiera en las flagrantes violaciones que cometía contra los derechos de las 
personas —entre ellos, la libertad de prensa—32 y sostuvieron que La Moneda estaba usando a 
las instituciones armadas como barrera entre el pueblo y el gobierno. Argúían como ejemplos de 
ello las reuniones convocadas por el jefe de plaza, el general Héctor Bravo, a los directores de los 


diarios para revisar lo que podía o no publicarse, y las opiniones vertidas sobre el paro de los 
camioneros o sobre la citación de autoridades militares a los dirigentes del comercio para 
notificar sus disposiciones. 

A raíz de esta situación, se gestionó una reunión de personeros de la oposición con el 
comandante en Jefe Carlos Prats para discutir lo de la cadena obligatoria. Acudimos el senador 
Juan de Dios Carmona, Rafael Moreno, Luis Papic y yo, todos democratacristianos, y el senador 
del PN Pedro Ibáñez, junto a varios diputados. 

En ese encuentro, Prats asumió como propia la responsabilidad de haber implantado la cadena 
radial, relevando de responsabilidad al gobierno. Nos hizo saber que, a su juicio, la medida se 
justificaba por la gravedad de la situación desatada por el paro, el que consideraba como «la 
antesala de la subversión», y que, de continuar este estado de «conmoción interna», el país 
«desembocaría en un enfrentamiento de imprevisibles consecuencias».3 En esa ocasión, el 
general quedó contrariado por los términos en que se dio esa conversación, por lo que días 
después se reunió personalmente con el presidente del PDC, Renán Fuentealba, para quejarse de 
que se le hubiera planteado que el gobierno estaba «usando» a las Fuerzas Armadas para llevar 
adelante sus planes. 

También esta discusión se llevó a través de cartas y en debates que trascendían a la opinión 
pública. Mientras que algunos sectores ultraderechistas propusieron incluso la destitución de los 
comandantes en jefe a través del Congreso,34 el senador del PDC Tomás Pablo llamó a Prats a 
reconocer su «error» al solicitar la cadena de radios, «a fin de que quienes infrinjan la 
Constitución y la ley no sigan parapetándose detrás de nuestras Fuerzas Armadas». Pidió que se 
enviara al general su intervención para que conociera «la opinión de un hombre que tuvo 
confianza en él en una época, pero que en este instante se extraña de que, invocando su nombre, 
el gobierno actúe fuera de la Constitución y de la ley».35 En respuesta, el general Prats envió una 
carta a Ignacio Palma, camarada y presidente de la Cámara Alta, reclamando por las 
apreciaciones del senador Pablo: «Es a mí a quien realmente extraña que el honorable senador 
haya olvidado la letra y el espíritu del nuevo artículo 22 de la Constitución, que establece que en 
un Estado de derecho las Fuerzas Armadas son instituciones esencialmente profesionales, 
jerarquizadas, disciplinadas, obedientes y no deliberantes... Tal precepto es doctrina institucional 
y, como comandante en Jefe, soy y seré leal al gobierno constitucional vigente», afirmó el 
general Prats en su misiva.36 

En medio de la agitación del «paro de octubre», se conmemoró el segundo aniversario de la 
muerte del general Schneider. Los homenajes que se le rindieron se prestaron para todo tipo de 
reflexiones y disertaciones respecto del rol de las Fuerzas Armadas y, aunque parecían ser de 
carácter general, en realidad eran profundamente contingentes. 

En una sesión especial del Senado dedicada al general Schneider, Carlos Altamirano habló de 
él como «un producto explicable de la honrosa tradición militar. Justo es recordarlo en estos días, 
cuando las Fuerzas Armadas están mostrando su inquebrantable fidelidad a los mismos 
principios que llevaron al excomandante en Jefe a inmolarse».37 El diario El Siglo le dedicó un 
amplio artículo donde se expresó que «el fascismo mató al general Schneider creyendo que su 
doctrina no había prosperado en el seno de las Fuerzas Armadas y que estas, al ver caído a su 
jefe, expresarían su protesta violando la doctrina del caído. Pero la doctrina sigue en pie. Hoy día 
los asesinos siguen actuando; son los que golpean las puertas de los cuarteles y echan leños a la 
hoguera del paro nacional que fracasa».38 En el fondo, lo que estaba detrás de estas 
aseveraciones era la vigencia de la llamada doctrina Schneider: la solidez de la adhesión de las 
Fuerzas Armadas al régimen democrático. 


La Democracia Cristiana planteó la paradoja de que las Fuerzas Armadas estuvieran siendo 
usadas bajo el argumento de «obedecer al gobierno constitucional» en contra de la propia 
Constitución.39 

Por su parte, El Mercurio, en uno de sus editoriales, planteó como reflexión la doctrina del 
general norteamericano Douglas MacArthur, que «distingue la sujeción de las Fuerzas Armadas 
a quienes ejercen temporalmente el gobierno de la que deben al país y a la Constitución».40 La 
diferencia conceptual entre respetar la Constitución y «hacer respetar la Constitución» era el 
nudo de la discusión que a esas alturas se daba cuando se hablaba del papel que estaban jugando 
las Fuerzas Armadas dentro del proceso político que se vivía. 

El 30 de octubre el diario El Mercurio publicó un artículo de mi autoría titulado «La doctrina 
Schneider». En este destacaba que uno de los más valiosos servicios que el general Schneider 
había prestado a Chile fue el de haber afianzado «el irrestricto respeto» de las Fuerzas Armadas a 
la Constitución Política del Estado, lo cual exigía «su autonomía profesional y su estructura 
jerárquica bajo el imperio de la ley, al margen de toda interferencia». Advertía que las Fuerzas 
Armadas no debían dar cumplimiento a órdenes emanadas de la Administración civil que fueran 
de dudosa legalidad o abiertamente ilegales, como eran la cadena radial y las sucesivas 
requisiciones e intervenciones, y que no podían «servir, a pretexto de “obediencia debida”, para 
que un bando imponga su voluntad al otro, para los que detentan el gobierno “aplasten” a la 
oposición». 41 

El general Prats me respondió a través de un artículo publicado el 5 de noviembre.42 Allí 
señalaba estar en desacuerdo con los «matices interpretativos» que yo había formulado respecto 
de la doctrina Schneider, especialmente sobre la «interpretación del concepto de subordinación 
de las Fuerzas Armadas al poder civil». Para Prats, las Fuerzas Armadas estaban subordinadas a 
la autoridad presidencial y eran «el instrumento legítimo que el presidente de la República» tenía 
para hacer que se respetara la Constitución, agregando que no era de competencia de las Fuerzas 
Armadas «calificar de por si, si determinadas órdenes o decisiones del Ejecutivo era ilegales».43 

La tesis del general afectó las buenas relaciones que el comandante en Jefe se esforzaba en 
mantener con los partidos de oposición. Fuera más o menos duro el juicio sobre su accionar, la 
hasta entonces irreprochable conducta profesional de Prats quedó en entredicho por la posición 
política que asumió ante estos episodios y, si bien la tensión se alivió cuando el 28 de octubre el 
gobierno puso fin a la cadena de radios, el ingreso de las Fuerzas Armadas al gobierno abriría un 
nuevo escenario, más difícil aún, en las relaciones con los militares. 


5. EL INGRESO DE LAS FUERZAS ARMADAS AL GOBIERNO 


La participación de las Fuerzas Armadas en el gobierno de la UP tuvo un precedente: el general 
Pedro Palacios había sido ministro de Minería desde abril hasta junio de 1972. Cuando salió del 
gobierno, afirmó que su paso por el gabinete de Allende había sido estrictamente en calidad de 
técnico más que militar —era ingeniero especialista en química— y sostuvo que los uniformados 
debían preocuparse más de la defensa nacional y que no era positiva su presencia en los 
gabinetes politicos.44 

Cuando en junio de 1972 se especulaba sobre un cambio de gabinete gatillado por la crisis 
económica, se habló de la posibilidad de incorporar a los militares como una forma de dar un 
giro al gobierno, además de una señal de tranquilidad social. En algunos medios de 
comunicación se llegó a plantear que había habido votaciones en los regimientos para saber si los 
efectivos estaban o no de acuerdo con pasar a formar parte como cuerpo (a través de sus 


superiores) en el gobierno de la Unidad Popular. 

En momentos en que el «paro de octubre» alcanzaba su máxima expresión y causaba los 
mayores trastornos, el presidente Allende visitó a Radomiro Tomic buscando acercar a las partes. 
En ese encuentro habría hablado francamente de la entrada de las Fuerzas Armadas al gabinete 
como una forma de mostrar al país una señal de control de la situación, lograr gobernabilidad y 
constituir una garantía para las elecciones de marzo. Pese a que en los últimos días de octubre el 
ministro de Defensa, José Tohá, negó la posibilidad de que las Fuerzas Armadas se incorporaran 
al gobierno, el rumor circulaba con mucha más fuerza de lo que había sido en junio anterior. 

El último día de octubre se anunció que todos los ministros habían presentado su renuncia. 
Aunque hubo una publicitada reunión del ministro Tohá con el general Prats, se mantuvo hasta el 
final la reserva en torno a la entrada de las Fuerzas Armadas al gobierno. Según las crónicas 
políticas, Carlos Altamirano y Rolando Calderón no estaban de acuerdo.4 Aunque el primero 
negó que se hubiera opuesto a la resolución del mandatario, admitió que la decisión de 
incorporar a los comandantes en jefe al gobierno había sido cuando menos «apresurada»46 
porque el partido tenía la convicción de que el paro nacional estaba a punto de ser quebrado. 

El 2 de noviembre juró el nuevo equipo ministerial que integraba a los comandantes en jefe de 
las tres ramas armadas: Prats a cargo de la cartera de Interior, el almirante Ismael Huerta en 
Obras Públicas y el general del Aire, Claudio Sepúlveda, en Mineria.47 «Las Fuerzas Armadas 
no asumen un compromiso político», dijo entonces el general Prats, «sino que se trata de una 
colaboración patriótica en aras de la paz social».48 

En sus Memorias, el general Prats explica más ampliamente que su decisión de aceptar la 
petición del presidente Allende estuvo condicionada a que el gobierno de la UP estuviera 
dispuesto a atenerse a un «armisticio político» con la oposición, basado sobre todo en el 
compromiso de La Moneda de aplicar su programa de gobierno solo en tanto no se vulnerara la 
Constitución.42 Como comandante en Jefe subrogante, dadas las nuevas tareas de Prats, asumió 
el general Augusto Pinochet. 

Renán Fuentealba, Eduardo Frei y la DC de modo oficial, expresaron su confianza en que 
Prats reunía «las condiciones necesarias para el desempeño de las delicadas funciones de 
ministro del Interior».20 Otro tanto hizo el Partido Nacional: su senador Francisco Bulnes afirmó 
su confianza en que el general «se dirigirá rectamente a obtener la paz social, el restablecimiento 
de la legalidad y elecciones garantizadas en marzo».31 

En todo caso, como lo expresara el diario La Prensa, no dejaba de ser rara la configuración de 
un gabinete donde el nuevo ministro del Interior se sentaría al lado del líder de la CUT, Rolando 
Calderón, designado ministro de Agricultura, y eran legítimas las dudas acerca de la capacidad 
de maniobra del nuevo gabinete. 

Se suponía que la presencia de los uniformados operaría como una contención en los afanes 
del gobierno de aplicar su programa, daría garantías al acto eleccionario de marzo del año 
siguiente y sería una señal, desde la institucionalidad democrática, hacia todos aquellos sectores 
que esperaban que las Fuerzas Armadas se tomaran el poder. 

Sin embargo, Patria y Libertad estimó que la nueva configuración del gabinete no cambiaba 
para nada lo que ellos llamaban «el proceso totalitario marxista».52 Al otro extremo del espectro, 
el MIR también rechazó el gabinete cívico-militar «porque el vacío de poder que llenaron los 
generales lo debieron haber llenado las fuerzas de la clase obrera y el pueblo», sosteniendo que 
no era concebible, dentro del proceso político que vivía el país, la existencia de unas Fuerzas 
Armadas no deliberantes.53 

En lo personal, consideré positiva la llegada de los tres uniformados al gobierno, sobre todo 


porque Prats me inspiraba confianza, pese a nuestro malestar por la imposición de la cadena 
radial y la forma en que en ese episodio habían actuado los militares. Creía que iba a ser un 
factor de estabilidad y que los militares forzarían al régimen a mantenerse dentro del Estado de 
derecho, lo cual no significaba que nosotros esperásemos que el gobierno dejara de llevar a cabo 
su programa, ni menos que las Fuerzas Armadas llegaran para defender el régimen capitalista. 

Al asumir, Prats dejó muy en claro en su discurso que la presencia «circunstancial» en el 
gabinete no significaba que el gobierno de la Unidad Popular alteraría su programa34 y que las 
Fuerzas Armadas no adquirían compromiso político alguno. Pero el protocolo del gobierno 
complicaba, al menos en apariencia, la promesa de no politización, inmiscuyendo al general en 
situaciones que eran percibidas como confusas por la ciudadanía que estaba en la oposición a la 
UP. 

Un ejemplo de ello ocurrió en noviembre de ese año cuando el presidente Allende emprendió 
un largo periplo por varios países, entre ellos, Cuba, la URSS, México y Estados Unidos, donde 
asistió a la Asamblea General de las Naciones Unidas. En un país muchísimo menos inserto en el 
mundo que el Chile de hoy, ese viaje era todo un acontecimiento y hubo una gran concentración 
para «despedir» a Allende. Por un ceremonial obvio, esa despedida fue encabezada por el general 
Prats, quien asumiría el mando de la nación, y por el resto de los comandantes en jefe en su 
Calidad de secretarios de Estado de Allende. Con la investidura de vicepresidente de Chile, amén 
de la foto oficial, Prats invitó a los jefes de los partidos de la UP a una comida en su residencia y 
recurrió —tal como hacía Allende— al GAP como su escolta. Gestos como estos desataron una 
muy ruda campaña en la prensa opositora. 

Desde las tribunas de las Naciones Unidas, Allende se refirió a la lucha de Chile y demás 
pueblos del tercer mundo por la liberación social, el bienestar, el progreso intelectual y la defensa 
de su personalidad y dignidad nacionales; al rechazo del pueblo chileno al «modelo de 
modernización reflejo» que mantiene a los países en «una relación de colonización o 
dependencia» y su búsqueda, en cambio, de «un desarrollo acelerado, autónomo y propio, 
transformando revolucionariamente las estructuras tradicionales»; su construcción de una 
«democracia económica» en que los trabajadores asumen un papel directivo y, fortaleciendo las 
libertades cívicas, respetando el pluralismo, en un Estado de derecho altamente 
institucionalizado», instaurasen «las libertades sociales» y llevasen a cabo «la recuperación 
nacional de las riquezas básicas, la liberación de nuestra patria de la subordinación a las 
potencias extranjeras». Asimismo, defendió el derecho de cada nación, reconocido en acuerdos 
de Naciones Unidas, a recuperar el dominio de sus riquezas naturales y, señalando la solidaridad 
de todos los pueblos de América Latina, cuya realidad común había destruido las fronteras 
ideológicas, y, en general, de todos los países del Tercer Mundo, recordó, citando al presidente 
John F. Kennedy, que «aquellos que imposibilitan la revolución pacífica hacen que la revolución 
violenta sea inevitable».35 

La prolongada ovación con que fue recibido su discurso constituyó para Allende no solo el 
mayor de sus éxitos oratorios sino, sobre todo, la certeza de que la mayoría de los países del 
mundo de algún modo se identificaban o sentían interpretados por «la experiencia chilena». 

En diciembre, el cada vez más debilitado clima de consenso que se había establecido entre la 
oposición y los militares comenzó a resquebrajarse. A mediados de mes se produjo un entredicho 
con la DC a raíz de que Alfredo Joignant, quien el 2 de noviembre había sido destituido como 
intendente de Santiago,26 fue designado director general del Servicio de Investigaciones. Tal 
designación, al menos en su oficialización, le correspondió al general Prats como vicepresidente 
de la República. Para nuestro partido, el general repetía la criticada práctica de Allende de 


nombrar a una autoridad sancionada con la destitución en otro cargo de similar rango y 
responsabilidad. 

De forma paralela, el PDC exigió que el ministro Prats aplicase medidas legales para 
sancionar a los responsables de los severos ataques? que el Partido Socialista hizo al 
expresidente Eduardo Frei en el programa Cultura política, transmitido por Televisión Nacional. 
El ministro eludió el llamado y, en respuesta, el presidente del PDC, el senador Fuentealba, 
emitió una declaración en que no solo atacó a Prats por su silencio, sino también por usar el GAP 
presidencial para su protección y por haber nombrado al destituido intendente Joignant como 
director general del Servicio de Investigaciones.38 

También por esos días el PN y la DR presentaron una acusación constitucional en contra del 
ministro de Hacienda, Orlando Millas, a quien calificaron como el «principal inspirador y 
conductor»22 de las represalias que surgieron en lo relativo a los acuerdos que pusieron fin al 
«paro de octubre». 

El 27 de diciembre el ministro del Interior aseguró ante el Congreso (al que concurrió para 
explicar una serie de hechos de violencia que se vivía en el país) que, tal como fuera anunciado, 
no se estaban aplicando represalias contra quienes habían tomado parte en la huelga. Prats 
aprovechó la ocasión para reiterar lo dicho por el gobierno el 12 de diciembre respecto a que, en 
el futuro, este no aceptaría nuevos paros, agregando que no era aceptable que «en nuestro país se 
vuelva a producir un paro de las características que tuvo el de octubre» porque ello «significa 
conducir a Chile a la guerra civil y nuestra nación sería arrastrada a un caos del cual no se podría 
recuperar ni en cincuenta años». 

En la misma ocasión, el senador Fuentealba acusó al gobierno de no haber cumplido su 
promesa respecto a que no habría represalias tras el paro. Afirmó que en tres oportunidades se 
había entrevistado con el ministro Prats para «representarle los casos de persecución que 
existen» y solicitarle que «se empeñara ante el gobierno de la Unidad Popular en dejar sin efecto 
las medidas tomadas en contra de una enorme cantidad de funcionarios y de trabajadores», pero 
que este solo había manifestado «el buen ánimo del gobierno» para ello, razón por la cual el PDC 
había decidido votar favorablemente la acusación constitucional en contra del ministro Millas. 

Por su parte, el senador Bulnes, del Partido Nacional, comenzó a plantear derechamente que 
era preferible que los uniformados «no continuaran en el Ministerio», ya que no era conveniente 
para el país que las Fuerzas Armadas «aparecieran como identificadas con una corriente 
política».60 

AI día siguiente, la Cámara de Diputados votó a favor la acusación constitucional en contra 
del ministro Millas. En la ocasión, Prats, gue había acompaňado al ministro en su defensa, 
declaró gue «la defensa del ministro Millas demostró claramente gue esa acusación carecía de 
todo fundamento constitucional y legal»,61 lo que el Partido Nacional calificó como un 
«lamentable episodio», agregando que «pone de relieve la necesidad de analizar 
responsablemente la conveniencia de que las Fuerzas Armadas de Chile participen en el 
gobierno, si sus personeros no guardan la debida independencia frente a la presión de los 
elementos marxistas».62 

Para entonces, la actuación de las Fuerzas Armadas como parte del gobierno había devenido 
en decepción. Era claro que su ingreso al Ejecutivo no estaba significando un mejoramiento — 
después de la crisis generada por el paro nacional— en la fluidez de relaciones con la UP. Como 
estamento, los institutos armados eran un mundo aparte y más bien alejado de los círculos 
políticos, incluso a nivel de contactos más personales. 

Por mi parte, cada vez más fui tomando una postura crítica frente al desempeño del general 


Prats en el gabinete. Pensaba que iba a tener una posición más firme en defender la continuidad 
del Estado de derecho, pero al cabo de dos meses mi percepción era que estaba siendo débil y se 
dejaba utilizar. 


Capítulo XII 
HACIA LA DEFINICIÓN ELECTORAL 


1. ¡QUÉ EL PUEBLO DECIDA EN MARZO! 


El fin del paro de octubre puso la mirada sobre las elecciones parlamentarias que debían 
realizarse a comienzos de marzo de 1973. Se hacía evidente que el pronunciamiento de la 
ciudadanía sería fundamental para señalar el camino de resolución de la grave crisis política en 
que estaba sumido el país. Gobierno y oposición consideraban que estaba en juego el futuro del 
proceso político e incluso, el destino de Chile. 

«Que el pueblo decida en marzo» fue el título de un artículo de Radomiro Tomic publicado en 
los medios de prensa el 31 de octubre de 1973, cuando el paro nacional llevaba ya tres semanas. 
En él advertía con gran lucidez que, si «los acontecimientos llegaran a forzar la ruptura 
institucional, no habrá en Chile... ni Constitución, ni libertades democráticas, ni Congreso 
Nacional ni elecciones». 

Consciente de que Chile enfrentaba «una hora muy difícil. Una de aquellas horas que marcan 
por largo tiempo el curso de la vida de un pueblo», Tomic agregaba que en esta «pugna frontal 
entre el gobierno y la oposición», donde se había dividido al pueblo en «dos mitades hostiles» y 
donde no era dable esperar «abatir por la fuerza a una de esas dos mitades y creer que podrá 
retornar después “a la vida política como antes y a los negocios como antes”», la salida era 
volver a lo fundamental: «Si el pueblo es el juez supremo, que el pueblo decida en marzo». 

El llamado era claro: que tanto el gobierno como la oposición acordaran una «tregua 
democrática» hasta las elecciones parlamentarias de marzo y así «postergar los conflictos más 
agudos y prescindir de iniciativas que enfrentaran a los poderes del Estado» o que 
comprometieran la paz social. 1 

A la sazón, el Congreso estaba compuesto por una Cámara de Diputados de ciento cincuenta 
miembros, de los cuales noventa y tres pertenecían a la Confederación Democrática (CODE), y 
de ellos, cincuenta y cinco eran del PDC. La UP estaba representada por cuarenta y siete 
diputados. Por su parte, en el Senado, compuesto por cincuenta parlamentarios, la distribución 
era de treinta y dos senadores de la CODE, veintiuno de ellos democratacristianos, y dieciocho 
de UP. En esta elección correspondía elegir a veinticinco senadores y a los ciento cincuenta 
diputados, los que serían votados por un padrón de electores cercano a los 4510000 votantes 
habilitados.2 

A comienzos de diciembre, la Democracia Cristiana realizó un plenario en Cartagena donde 
reflexionó sobre la forma de enfrentar la campaña. Teníamos conciencia de la responsabilidad de 
ser el principal partido defensor de la democracia y por lo mismo, confiábamos en la vía electoral 
como una forma democrática de resolver los conflictos. Teníamos también la convicción de que 
en las elecciones se jugaba el futuro de la estructura política y social del país. 

Fue esta convicción la que nos hizo tomar la decisión de que el expresidente Frei encabezara a 
los candidatos democratacristianos. Veíamos la elección como un plebiscito respecto de la 
marcha del gobierno de la Unidad Popular, un gobierno que, considerábamos, estaba llevando el 
país al fracaso y estaba atentando contra la democracia, al tratar de «imponer la voluntad de una 


minoría, menospreciando y aplastando a la mayoría».3 

La elección sería una instancia para que el pueblo se pronunciara sobre «la conducta de este 
gobierno, sus procedimientos, su incapacidad y los fines y objetivos que persigue, contradiciendo 
sus promesas».4 Se trataba de lograr un triunfo categórico que obligara a la Unidad Popular a 
«rectificar a fondo su política», lo que en modo alguno implicaba desnaturalizar las elecciones 
parlamentarias dándoles un contenido plebiscitario sobre la legitimidad del gobierno. 

Distinta era la posición de nuestro principal aliado en la CODE, el Partido Nacional, que no 
ocultaba su aspiración a que, si la oposición lograba los dos tercios de la composición del 
Senado, se pudiera acusar constitucionalmente al presidente de la República, como ya en octubre 
había expresado Sergio Onofre Jarpa, su máximo líder.?2 Se trataba de un objetivo difícil de 
lograr por el apoyo que tenía Allende y porque, para ello, la Democracia Cristiana tendría que 
estar de acuerdo, pero fue un objetivo que los nacionales se autoimpusieron. 

En tanto, para los partidos de la Unidad Popular, las elecciones le permitirían medir el real 
apoyo que tenían de la ciudadanía. El gobierno esperaba, al menos, mantener lo logrado en la 
elección municipal de 1971, en que le había ido bien.£ Si los resultados le eran favorables, 
tendría un respiro en el momento inmediato, aunque no lograra una mayoría parlamentaria. No 
obstante, como señalara el presidente Allende, para ellos no estaba en juego el proceso 
revolucionario, «porque Chile continuará inevitablemente su marcha al socialismo. Lo que la 
reacción fascista está amenazando es que este proceso pueda realizarse de acuerdo con nuestra 
tradición histórica, sin la violencia física y generalizada como instrumento».Z 

El programa de sus candidatos se fundamentó en el documento «La vía chilena al socialismo», 
que consideraba la Plataforma de la Victoria, sintetizada en alcanzar la liberación definitiva del 
imperialismo, asegurar el desarrollo económico al servicio del pueblo, afianzar la participación 
de los trabajadores, la entrega de todo el poder para la clase obrera, los trabajadores y el pueblo, 
la instauración de un parlamento para el pueblo con Cámara Única, la posibilidad de que 
existiese la iniciativa popular para legislar, la democratización de la justicia y la creación de un 
nuevo sistema financiero, entre otros aspectos.é 


2. LA ECONOMÍA EN CRISIS 


El 29 de diciembre, tras la suspensión como ministro de Hacienda de Orlando Millas, Allende lo 
designó ministro interino en la cartera de Economía y Fernando Flores asumió como ministro 
suplente en Hacienda, mientras se resolvía en el Senado la acusación contra Millas. 

Al día siguiente, el diario El Siglo publicaba un editorial afirmando que la acusación «es una 
indigna maniobra antidemocrática, porque no tiene fundamento y además refleja el propósito de 
imponerle al presidente de la República la designación de sus ministros. Las elecciones de 
marzo, deben transformarse en una batalla de higiene política que barra del parlamento a los 
politigueros».2 El tono usado por la prensa oficial del Partido Comunista dejaba en claro que, a 
partir de enero de 1973, la confrontación verbal y física se tomaría la escena política. 

Aun cuando el gobierno intentaba proyectar una sensación de normalidad, la deteriorada 
situación en que se encontraba el país fue la piedra angular sobre la cual se construyó la campaña 
electoral de los partidos de la CODE. Sus líderes no escatimaron declaraciones para hacer ver al 
electorado que «la inflación, la escasez, el desabastecimiento, la inseguridad, el odio, son hechos 
que existen y que nadie puede negar», alertándolo «para que no se dejen engañar» y 
recordándole «que el fracaso de Chile en esta hora, es obra del gobierno del señor Allende y de 
la UP y no es culpa ni responsabilidad de nadie más que de ellos». Al término del gobierno de la 


UP será necesario «realizar un plan Marshall para Chile para sacarlo de la postración» en que 
quedará, agregando que, «cada vez que cometen un error... se esconden tras las Fuerzas Armadas 
para que sean estas las que los saquen del pantano».10 

La UP negaba estas acusaciones, afirmando una y otra vez que la situación caótica que 
describían los opositores era «artificial» y que lo que buscaban «era agravar la crisis y corromper 
el orden interno, que había sido establecido con las medidas tomadas por el general Prats». 11 

A comienzos de enero de 1973, instado por un panorama que el ministro Prats calificaba de 
«anarquía en el frente económico», 12 el presidente Allende decidió buscar una salida legal a la 
definición de las áreas de la economía y evitar con ello tener que seguir aplicando el 
procedimiento de insistencia en aquellos casos en que la Contraloría fallaba en contra de las 
requisiciones. El tema pasaba por el hecho de que el decreto de insistencia requería la firma de 
todos los ministros, lo que tensionaría aún más las relaciones con sus ministros militares (que se 
sentirían obligados a avalar acciones que eran discutibles) y con los partidos de oposición. 

El 4 de enero los ministros Prats y Millas se reunieron para elaborar un proyecto de ley que 
facultaba al presidente Allende a expropiar las empresas que faltaban de las noventa y una 
iniciales y definía otras treinta y dos ya requisadas o intervenidas que, a la luz de las recientes 
movilizaciones y paros, resultaban estratégicas para la economía nacional. Dieciocho de estas 
empresas contaban con toma de razón por parte de la Contraloría; en las catorce restantes se 
proponía una fórmula de coadministración transitoria mientras se tramitaba el proyecto de ley de 
expropiación. El proyecto finalmente contemplaba que un universo de ciento tres empresas que 
ya habían sido requisadas o intervenidas podrían ser devueltas a sus propietarios, previo estudio 
por una comisión de casos especiales de los problemas que ello podría suscitar.13 

Al día siguiente, el «proyecto Millas» fue revisado en sesión del Comité Económico de 
Ministros, recibiendo el apoyo del presidente Allende.14 Sin embargo, al hacerse público, el PS y 
el MAPU se manifestaron en total desacuerdo. Altamirano señaló no haber sido consultado para 
su elaboración, calificándolo de «una concesión a la burguesía», rechazando la fórmula de la 
coadministración e insistiendo en la necesidad de constituir rápidamente el área social, 
«transformandola en el área dominante de la economía».13 Por su parte, el MAPU acusó al 
gobierno de tener una estrategia «centrista», responsabilizando de ello directamente al sector 
allendista y al Partido Comunista.l6 

La polémica obligó al presidente Allende a enviar una carta a la comisión política del Partido 
Socialista en la cual aseguraba que «pueden estar tranquilos, porque en todo momento el 
compañero presidente de la República ha velado y estará atento al cumplimiento efectivo del 
programa de gobierno y a regular la continuación del proceso revolucionario».17 Allende 
también tuvo palabras para el MAPU, al que llamó a «meditar fraternalmente sobre el alcance de 
la declaración y a deponer las discusiones intestinas en el seno de la Unidad Popular».18 

Sin embargo, la actitud asumida por una parte de la Unidad Popular era una nueva 
demostración de que el programa de gobierno no estaba siendo capaz de aunar la doble 
orientación y doble conducción que se desarrollaba al interior de las fuerzas populares. 

A este debilitamiento interno se sumaba el creciente descontento de los partidos de oposición, 
que cobró nuevas fuerzas cuando el 9 de enero de 1973 el recién nombrado ministro de 
Hacienda, Fernando Flores, fue invitado a exponer en el Senado en el marco de la discusión 
sobre el proyecto de ley que tipificaba los delitos de carácter económico que a mediados de julio 
de 1972 había presentado el Ejecutivo. 

En su discurso, Flores dio a conocer el programa económico, que incluía diversas acciones 
destinadas a acabar con el grave desabastecimiento de la población causado, principalmente, por 


una real escasez de alimentos agravada por el «paro de octubre», pero también por el 
acaparamiento de ellos y el creciente mercado negro de materias primas en general. El joven 
ministro afirmó que «la causa fundamental de los problemas del surgimiento del mercado negro, 
la escasez y la especulación está en la acción de los grupos perjudicados por el programa de 
transformaciones». Agregó que, «en el plano económico, los adversarios de oposición han 
utilizado plenamente sus posiciones de poder, que todavía son importantes, para crear toda suerte 
de problemas al abastecimiento del país y al consumo de los chilenos».12 

Para aumentar la producción industrial privada, así como del área social, Flores propuso un 
plan basado «en la organización del aparato estatal y de las masas por intermedio de sus 
organizaciones» y donde «la lucha debe darse, al mismo tiempo, en tres niveles: en la 
producción, en la distribución mayorista y en la distribución minorista». Entre los anuncios 
estuvieron la creación de una Secretaría Nacional de Distribución y Comercialización20 «que 
tendrá el mando sobre las empresas estatales envueltas en el proceso de distribución» y que 
«celebrará contratos de exclusividad con las empresas industriales privadas que produzcan 
bienes de consumo esenciales» que serían definidos por el gobierno. También se anunció que 
«toda la producción del área de propiedad social debe pasar, básicamente, a las distribuidoras 
estatales» y que el gobierno no aceptaría «la persistencia de ningún monopolio privado de 
distribución y avanzará con decisión hacia el establecimiento de un control directo sobre la 
distribución de todos los productos básicos».21 

Respecto a las Juntas de Abastecimiento Popular y Control de Precios (JAP), el 10 de enero el 
ministro Flores habló por cadena nacional, anunciando la aplicación de «una cuota de productos 
necesarios por familia que se establecerá, que estará compuesta por artículos como aceite, 
azúcar, arroz, Café, carne, para alcanzar alrededor de treinta productos... Las organizaciones del 
pueblo a nivel local (JAP, comandos comunales) en las que participan los comerciantes 
programarán las necesidades periódicas de productos esenciales y determinarán las 
responsabilidades que en su comercialización cabe a cada local comercial».22 

La respuesta al «plan Flores» no tardó en llegar. 

Desde la oposición, el presidente de la DC, Renán Fuentealba, afirmó que nuestro partido 
«rechazaba el sistema de abastecimiento de la UP, por ilegal arbitrario y antidemocrático... En 
términos absolutos, podríamos decir que lo que ha dicho el ministro de Hacienda es un claro 
intento totalitario para impedir la próxima elección. La UP pretende establecer un control sobre 
los chilenos a través del hambre».23 El candidato a senador por Santiago, Eduardo Frei, calificó 
el plan económico propuesto como «el más desvergonzado atropello a las garantías electorales y 
una maniobra burda para sacudirse de la responsabilidad por el fracaso de la conducción 
económica por parte del gobierno».24 Y el senador democratacristiano, José Musalem, efectuó un 
requerimiento a la Contraloría General de la República para que determinara si, en el ejercicio de 
sus funciones, las JAP se ceñían a las normas legales y reglamentarias vigentes. El organismo 
contralor respondió que «se encuentra impedido para investigar la actuación de las Juntas de 
Abastecimiento y Control de Precios, pues ellas no están sometidas a su fiscalización ni dan 
origen a problemas de orden legal que se relacionen o puedan relacionarse con la inversión y 
compromisos de fondos públicos».25 El presidente del Partido Nacional, Sergio Onofre Jarpa, 
manifestó que el racionamiento era «un control político sobre los chilenos, igual que en Cuba».26 
La CODE hizo una declaración pública acusando al gobierno de querer instalar una dictadura 
marxista: «Esta es una acción clara y definitiva para el control totalitario del país».27 

Desde las organizaciones gremiales también vino un rotundo rechazo a las medidas propuestas 
por el ministro Flores. El máximo líder de la Sofofa y presidente de Asimet, Orlando Sáenz, 


afirmó que el país se encontraba en un estado de «ruina y desolación».28 Incluso algunas 
organizaciones laborales, como las mineras de Chuquicamata, decretaron un paro de cuarenta y 
ocho horas. 

Ante el cariz de la controversia generada, el titular de la Secretaría General de Gobierno, 
Hernán del Canto, se vio en la obligación de precisar «que de ningún modo el gobierno se refería 
a un racionamiento sino que a una distribución más justa de los productos esenciales como forma 
de solucionar los graves problemas de abastecimiento de productos».29 

Por su parte, los ministros militares consideraron desafortunado el enfoque político del 
discurso de Flores e incluso el ministro de Obras Públicas y Transportes, el almirante Ismael 
Huerta, y el de Minería, el general de Brigada Aérea Claudio Sepúlveda, manifestaron su 
intención de renunciar, cuestión que sin duda provocaría una crisis de proporciones al interior del 
gobierno, más aún a menos de dos meses de las elecciones. En una declaración conjunta, 
afirmaron que «no solidarizamos con aquellas definiciones políticas de carácter partidista, 
contenidas en dicho documento [“plan Flores”], pero compartimos la necesidad nacional de 
aplicar urgentes medidas y todo el rigor de la ley para combatir las causas y efectos del mercado 
negro, de la especulación y el acaparamiento».30 

Prats logró apaciguar los ánimos, pero no el rumor sobre la renuncia de los ministros 
militares. 31 El ministro Del Canto debió salir a desmentirlo, atribuyendo estos comentarios a la 
acción de la campaña reaccionaria de la CODE, «que en vano trata de menoscabar el prestigio 
que el gobierno popular tiene y acrecienta día a día en el seno del pueblo».32 

Pero no sería todo. Un nuevo conflicto se generó entre la oposición y el gobierno cuando este 
último, a pocas semanas de las elecciones, anunció un reajuste a las remuneraciones de los 
trabajadores del sector público y privado, de acuerdo al compromiso que había adquirido con la 
CUT. 

La oposición rechazó la idea, advirtiendo que el proyecto era «un parche preelectoral» y que 
«la crisis tiene causas de fondo y para remediarlas solo caben cambios fundamentales en la 
política económica que el actual gobierno no está en condiciones de adoptar ni llevar a efecto».33 

Pero el gobierno insistió y, restando veinte días para las elecciones, el 16 de febrero de 1973 
envió al Parlamento el proyecto que proponía un anticipo de reajuste «para compensar a los 
trabajadores por la pérdida del poder adquisitivo de sus sueldos y salarios producida a raíz del 
proceso inflacionario».34 


3. LA RADICALIZACIÓN EN LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN SE ACENTÚA 


La campaña para las elecciones parlamentarias de 1973 estuvo marcada por la acentuación de la 
ya radicalizada actitud de todo el espectro político. La virulencia del lenguaje, la humillación 
personal y las palabras ofensivas e injuriosas se volvieron, lamentablemente, la forma de 
expresarse de todos los sectores políticos. 

Esta actitud, y particularmente el discurso predominante del todo o nada, fueron aumentando 
la tensión a niveles nunca antes vistos, al menos por nuestra generación. Era evidente que lo que 
se jugaba era más que la renovación de los escaños parlamentarios de ambas Cámaras. 

La DC fue víctima de declaraciones políticas ofensivas, con poca argumentación y gran 
denostación, muchas de las cuales iban dirigidas contra nuestros militantes y simpatizantes, al 
punto que el partido debió emitir una declaración señalando que haría responsable «al gobierno, 
a sus partidos y en especial al Partido Comunista de cualquier hecho de violencia que pudiera 
producirse contra Frei, contra cualquiera de sus dirigentes y militantes».35 


Los ataques también vinieron desde la derecha. A mediados de febrero algunos dirigentes del 
Partido Nacional denunciaron que había conversaciones entre algunos camaradas y la UP cuyo 
fin era formar una coalición pasadas las elecciones de marzo, lo que resultaba absolutamente 
falso y solo podía ser explicado como parte de la campaña destinada a dividirnos.3€ 

La Unidad Popular tenía clara conciencia de la importancia que los medios de comunicación 
debían jugar durante su gestión de gobierno, percepción también compartida por la derecha, lo 
que llevó a la prensa, radio y televisión a comprometerse, polarizarse y asumir posiciones de 
barricada, transformándose en instrumentos ideológicos de los diferentes actores políticos. 

En este contexto, los distintos medios de prensa escrita fueron transitando hacia un lenguaje 
altamente ofensivo, de tono amenazante y dudosa veracidad. Ya durante los últimos meses del 
año anterior, El Mercurio había optado por asumir un estilo más duro y frontal. Justificó este 
cambio señalando que el país estaba escindido en «dos partidos (marxismo y democracia)» y 
«debió decidirse y abrazar la democracia»,37 acercándose al estilo que utilizaban otros medios de 
oposición, como el diario Tribuna, fundado en 1971 por el Partido Nacional, y las revistas de 
extrema derecha Sepa y PEC. Por su parte, la prensa escrita oficialista, representada 
fundamentalmente por El Siglo, del Partido Comunista, y Las Noticias de Última Hora, del 
Partido Socialista, aunque siempre había tendido a utilizar un lenguaje ácido e imparcial, derivó 
hacia uno cada vez más combativo, violento e intransigente. 

De manera irresponsable, tanto la prensa oficial como la de derecha, comenzaron a denostar 
moralmente al adversario buscando despertar odio hacia él, actuar que influyó negativamente en 
el sentir de los chilenos, alimentando el clima de polarización que se vivía en el país y limitando 
la posibilidad de diálogo. 

A mediados de febrero de 1973, el diario Tribuna titulaba: «¡Volar el Congreso! Al 
descubierto siniestro plan socialista-miricón».38 Y dos días antes de las elecciones 
parlamentarias, El Siglo vaticinaba: «El pueblo repudiará hoy a los golpistas y ociosos del 
parlamento». 39 

En el ámbito radial, a pesar de contar con sus propias radios, la oposición no podía competir 
con la estructura y organización oficial, particularmente la Oficina de Informaciones y 
Radiodifusión (OIR), órgano del gobierno para difundir sus acciones y todo lo que rodeaba a la 
estructura de la UP. 

En diciembre de 1972, el senador del PIR Alberto Baltra había denunciado que la Corfo 
pretendía monopolizar la importación y comercialización de los repuestos para las radioemisoras, 
con lo que se establecía una seria limitación y una profunda desigualdad en relación con el 
acceso a la información: «Conociendo las inclinaciones del gobierno de la UP en esta materia, no 
sería de extrañar que pronto comenzaran los favoritismos y las represalias en las emisoras, por lo 
que rechazamos con fuerza esta disposición de la Corfo, que atenta directamente contra la 
libertad de expresión», afirmó.40 

Los hechos que se sucedieron le dieron la razón al senador Baltra. La OIR fue adquiriendo 
cada vez mayor poder, decretando constantemente cadenas nacionales, multando y hasta 
clausurando a los medios que no adherían a ellas. 

Un ejemplo del actuar de este organismo ocurrió los primeros días de febrero de 1973, cuando 
las radios Agricultura, Nuevo Mundo, Yungay, Santiago, Presidente Balmaceda y Minería 
fueron multadas por no haber transmitido un discurso de Allende en un acto político partidista 
efectuado en el Estadio Nacional.41 

El control de la televisión también fue un objetivo manifiesto durante los meses que 
antecedieron a las elecciones de marzo de 1973. 


A fines de diciembre de 1972 el director de la Corporación de Televisión de la Universidad 
Católica, el padre Raúl Hasbún, se reunió con el entonces ministro del Interior, Carlos Prats, 
quien le manifestó que la prolongación de la señal del canal católico hacia el sur al margen de la 
legislación y los reglamentos vigentes podría ser altamente inconveniente. El sacerdote se 
comprometió a estar en regla al momento de salir al aire.42 

El 5 de febrero Prats citó a Jaime Bellalta, vicerrector de Comunicaciones de la Universidad 
Católica, y a Omar Pabst, reemplazante del padre Hasbún, quien por esos días estaba fuera del 
país. Su intención era solicitarles una explicación sobre la inminente salida al aire del Canal 5 de 
Talcahuano sin que previamente se hubiese requerido la autorización reglamentaria. Bellalta 
señaló que, según su parecer, la reforma constitucional de enero de 1970 y la ley que había 
creado el Consejo de Televisión lo permitían. Con el fin de evitar mayores conflictos, Prats 
ordenó a la Dirección General de Servicios Eléctricos la interferencia técnica de la señal.43 

También el Canal 9 de Televisión, propiedad de la Universidad de Chile, fue objeto de 
acciones que atentaban contra la libertad de expresión. En enero de 1973 el rector Edgardo 
Boeninger decidió modificar los estatutos de la Corporación de Televisión con el fin de constituir 
un nuevo consejo directivo, pero el gobierno se resistió, argumentando que la modificación le 
daba de manera tácita autonomía a esta casa de estudios frente al Ejecutivo. 

Días antes, los trabajadores del canal habían desconocido los resultados de un concurso que 
proveía los cargos del Departamento de Prensa por considerar que se trataba de un acto «ilegal» 
y «politiquero», del cual «salieron elegidos solamente periodistas de oposición».44 

El oficialismo acusaba a maniobras de la DC y de la derecha para hacerse con el dominio del 
Canal 9 de Televisión. Por eso El Siglo llamaba «a solidarizar con el Canal 9 y a crear un 
movimiento de masas alrededor de la defensa del Departamento de Prensa».45 

El gobierno declaró que el concurso era ilegal, argumentando que el rector Edgardo Boeninger 
se había valido para ello del Consejo Normativo Superior de la Universidad y no del Consejo 
Directivo, una explicación disparatada que, una vez más, hacía ver la conducta sectaria que 
caracterizaba a la Unidad Popular. 

Las divisiones al interior de la Universidad pronto se exteriorizaron. La oposición se identificó 
con la postura del rector Boeninger y el Consejo Normativo Superior, y la UP con los 
trabajadores del Canal. 

A pesar de que se intentó establecer un diálogo, este no prosperó y a mediados de enero los 
trabajadores, en abierta rebeldía ante las decisiones de las autoridades de la universidad, se 
tomaron las dependencias del canal, ocupando la planta transmisora junto a militantes 
socialistas.“ 

El Frente Universitario realizó una declaración pública pidiendo a los trabajadores que 
depusieran su actitud y entregaran el canal. Ninguna petición fue atendida por los ocupantes 
ilegales. Incluso intervino el Consejo Nacional de Televisión, pero tampoco tuvo éxito. 

No quedaban muchas opciones. Aceptar las peticiones de los funcionarios era desconocer la 
potestad de la autoridad, pero no reconocer el derecho de los trabajadores a cuidar sus puestos 
implicaba tomar una posición de exclusión, lo que era inaceptable. 

En las semanas siguientes iría cobrando fuerza una tercera opción: aprovechar otra señal de 
televisión que tenía la Universidad de Chile, lo que se materializaría el 17 de junio con la puesta 
al aire del Canal 6, hecho que daría lugar a nuevos actos de atropello a la autonomía universitaria 
por parte del gobierno. 


4. LA ESCALADA VIOLENTISTA 


Alimentada por la violencia verbal, la agresión física, real y concreta,47 expresada en 
manifestaciones, intentos de toma y ocupaciones de industrias, se tomó la escena nacional 
durante los meses previos a las elecciones. 

Las noticias de heridos e incluso muertos, producto de conatos y represalias, se hicieron 
peligrosamente comunes para los chilenos. El 10 de enero de 1973 un comerciante disparó contra 
un grupo de personas dejando un saldo de cuatro heridos.48 Días después, hubo disparos entre 
partidarios de candidaturas de gobierno y de la oposición en la población Juan Antonio Ríos, en 
Santiago, con dos heridos graves como resultado. El 15 de enero, el PDC se querelló contra 
integrantes de la Brigada Ramona Parra (PC) y la Brigada Elmo Catalán (PS) por desatar una 
violencia inusitada contra sus militantes durante el desarrollo de acciones proselitistas en el 
sector poniente de Santiago.49 

La sucesión de hechos mostraba, cada vez más, la incapacidad del gobierno de controlar la 
situación. El 5 de febrero el presidente Allende se dirigió al país advirtiendo sobre la violencia 
que se estaba viviendo. Dos días más tarde, la directiva del PDC llamó a hacer imperar el orden 
con respeto a la institucionalidad y las leyes, solicitando al ministro Prats que cumpliera con su 
deber.30 

Sin embargo, los hechos de violencia política siguieron. Un ejemplo fue la pedrada que en un 
acto del partido recibió el candidato a diputado por Concepción, Arturo Frei, quien, además, fue 
víctima de un frustrado intento de secuestro por parte de varios encapuchados cuando era 
trasladado al hospital en estado de shock.s1 

Comenzaron entonces a alzarse voces que advertían que se podría desembocar en un conflicto 
al interior del país. El clima era claramente peligroso y había alcanzado un nivel de agresividad 
poco conocido en Chile. Los hechos daban crédito a quienes señalaban en ese momento que la 
violencia era casi inmanejable. 

A mediados de febrero, el ministro del Interior intentó apaciguar los ánimos reuniéndose con 
los jefes de los partidos políticos con el fin de lograr acuerdos para controlar la beligerancia 
política que estaba teniendo la campaña electoral. El Partido Socialista se marginó de la reunión, 
al mismo tiempo que su secretario general, el senador Carlos Altamirano, afirmaba que «no se 
puede construir una nueva sociedad sin destruir la vieja, y desde un punto de vista ideológico, 
hasta las cenizas de esta última deben ser aventadas», agregando que el proceso revolucionario 
era imparable y, por lo mismo, el enfrentamiento entre chilenos resultaba «ineludible».32 

El vicepresidente de la Democracia Cristiana, el senador Osvaldo Olguín, calificó las 
afirmaciones de Altamirano como «un error muy grave. Porque yo creo que en Chile el 
enfrentamiento no debe existir, ni va a existir». Luego reiteró la posición que teníamos desde el 
comienzo del gobierno de Allende: «Nosotros estamos discrepando en este momento del 
gobierno, pero no pretendemos derrocar a este gobierno ni ponemos en duda la legitimidad del 
mandato constitucional. Este gobierno es malo y es fracasado a nuestro juicio... Pero de ahí a 
creer que debamos entrar en una guerra civil hay un mundo de distancia. No puede haber guerra 
civil en un país con la tradición democrática y libertaria de Chile», para concluir que «en un 
enfrentamiento, los que caen son los humildes, los obreros, los trabajadores. Los aristócratas 
siempre se salvan. Por eso, jamás propiciaré ni propiciaría la DC el enfrentamiento».»3 

Quienes sentíamos que los esfuerzos que estábamos haciendo por intentar que el gobierno se 
mantuviera dentro del orden institucional no tenían el resultado esperado, quedamos muy 
preocupados cuando, pocos días antes de la elección, en un editorial del diario El Siglo, el 
secretario general del PC, Luis Corvalán, advirtió que «el peligro del enfrentamiento y la guerra 
civil es inminente, pero el pueblo tiene la fuerza y la capacidad para impedirlo y defender el 


logro más importante de la clase obrera chilena: el gobierno popular... No son los campesinos, 
hambrientos de pan y justicia, quienes amenazan la paz, son más bien aquellos que lo tienen todo 
los que están obsesionados en crear las condiciones de una guerra civil, los verdaderos 
propulsores de la violencia».54 


Capítulo XIII 
LAS ELECCIONES PARLAMENTARIAS DE 1973 


1. LAS ELECCIONES, SUS RESULTADOS Y SU SIGNIFICADO 


El 28 de febrero el expresidente Eduardo Frei, candidato a senador por Santiago, pronunció un 
discurso en la concentración de cierre de la campaña del PDC, dando cuenta del dramatismo con 
que estábamos enfrentando la elección. 

Luego de describir la realidad de Chile como «un proceso de destrucción como no había 
conocido en su historia» y de llamar a todos los chilenos a ser parte de lo que denominó «la 
reconstrucción nacional», Frei afirmó que «nuestra misión histórica como partido era clara y 
definida: darle al país una salida democrática que le permita recuperar sus fuerzas, su prestigio, 
su grandeza... No queremos una guerra civil ni un enfrentamiento».1 

Al día siguiente, el Partido Nacional hizo su propia concentración, donde hablaron su 
presidente interino, Carlos Reymond, y los candidatos a senadores por Santiago, el coronel en 
retiro Alberto Labbé y Sergio Onofre Jarpa. Este último, junto con hacer un llamado a mantener 
la unidad de la CODE tras las elecciones, afirmó que «nosotros no votamos por el señor Allende 
en el Congreso Pleno y alertamos sobre la posibilidad de transar o conversar con los comunistas 
sin tener luego que lamentarlo», para luego recordar cómo el marxismo había iniciado su acción 
encaminada a destruir el sistema democrático chileno.2 

La Unidad Popular también tuvo su acto final —que llamó el «mitin de la victoria»—, cuyo 
único orador fue el diputado de la Izquierda Cristiana, Luis Maira. Allí afirmó: «Nunca como 
hasta ahora una elección parlamentaria había dado lugar a una confrontación tan clara entre los 
intereses que están en juego», agregando que «los respaldos que consigan nuestros partidos y 
nuestros candidatos los usaremos para avanzar resueltamente para mejorar el programa de 
gobierno y la plataforma de la victoria, lo que implicará nuevas medidas en educación, reforma 
agraria y la familia».3 

A pesar de este convulsionado ambiente, el 4 de marzo hubo un proceso de gran normalidad 
en todo el país, como ha sido la tradición democrática chilena. 

Los resultados finales oficiales estuvieron el 6 de marzo, aunque el 5 ya había claros indicios 
de cuáles serían las tendencias que se mantendrían hasta el final. Votaron 3687107 personas; la 
CODE obtuvo 2015592, es decir, un 55,49 por ciento, mientras que la UP alcanzó 1605170 
sufragios, representando el 44,23 por ciento. 

La configuración del Congreso cambió significativamente. La DC obtuvo tres diputados más, 
pero perdió un senador. No obstante, logró mantener la mayoría electoral y parlamentaria. 
Además, Eduardo Frei fue elegido con la primera mayoría nacional. El Partido Nacional aumentó 
su representación en un diputado y tres senadores. Por su parte, el Partido Socialista pasó de 
tener catorce a veintiocho diputados y tres senadores más, mientras que el PC aumentó en tres 
diputados y tres senadores.< 

En resumen, el Parlamento quedó conformado de la siguiente manera: 
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En mi caso, había postulado a la reelección por las provincias de Curicó, Talca, Linares y Maule. 
La conflictividad de esta zona eminentemente campesina se reflejó en la polarización de los 
resultados. Ocho años antes, había sido elegido con una amplia primera mayoría y el candidato 
de la derecha, Sergio Diez, perdió la elección. Esta vez, él sacó la primera mayoría, con un 
veinticinco por ciento, seguido por el socialista Erich Schnake, con un veintitrés por ciento. Yo 
resulté tercero, con un quince por ciento de los votos. Mi eslogan de campaña había sido «El 
primero de la oposición» y mi discurso se había centrado en denunciar los abusos y 
arbitrariedades del gobierno, su menosprecio por la Constitución y las leyes, su tendencia 
estatizadora de toda la vida nacional, su sectarismo, su ineptitud y su afán totalitario de poder.$ 

El resultado de las elecciones parlamentarias de 1973 fue un empate que, lejos de definir el 
cuadro político, favorecía la polarización. Sin embargo, cada coalición y partido sacó sus propias 
conclusiones a partir de una lectura intencionada de la votación, adjudicándose el triunfo. 

En declaración pública de 4 de marzo, la Unidad Popular destacó que «nunca antes en nuestra 
historia un gobierno había alcanzado tan alta votación al cabo de veintisiete meses de gestión», 
agregando que «el triunfo del pueblo ha hecho trizas los anhelos de la oposición de alcanzar los 
dos tercios del Parlamento para derrocar arbitrariamente al presidente de la República». La 
declaración finalizaba resaltando «la eficiencia, espíritu de sacrificio y lealtad institucional de las 
Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones», quienes han demostrado «su cabal 
comprensión de la responsabilidad que la Constitución y las leyes les asignara, así como de su 
acendrado patriotismo»./ 

Por su parte, el Partido Socialista relevó el gran respaldo recibido, «manteniéndose como la 
primera fuerza política de la Unidad Popular», y llamó a «permanecer alerta, en pie de combate, 
para que todos unidos, pueblo y gobierno, volvamos a derrotar a la derecha y al imperialismo que 
propicia nuevas acciones contrarrevolucionarias».ŝ 


El reelecto senador Altamirano declaró el 8 de marzo que el resultado «derrumbó la soberbia 
derechista y confirmó el planteamiento de la UP y, en particular, del Partido Socialista». 
Destacó, asimismo, la alta votación obtenida por su colectividad en los sectores obreros y 
campesinos —«Más vale un voto de obrero antes que cien votos de pijes antipatriotas»— y el 
hecho de que aumentara del 12,2 por ciento obtenido en la parlamentaria de 1969, a un 18,37 por 
ciento, alza que «interpretamos como un respaldo a nuestra posición consecuente de impulsar sin 
claudicaciones el proceso revolucionario, profundizándolo y radicalizándolo, batallando unidos 
pueblo y gobierno por conquistar cada vez más poder y castigar con energía a la burguesía 
explotadora y antinacional», para concluir que «no hubo ni habrá cambio de gobierno, ni 
rectificaciones que no sean para avanzar sin transar hacia la conquista del poder y la construcción 
del socialismo».? 

En tanto, el PC, junto con destacar que «después de veintiocho meses, la Unidad Popular es 
más grande y poderosa que cuando alcanzó el triunfo de Salvador Allende como candidato a la 
presidencia de la República», advirtió que la oposición quedaba más debilitada en el Parlamento 
y enfrentada a una encrucijada: «O acatan el resultado de las urnas, que les niega la posibilidad 
de derrocar “constitucionalmente” al presidente... o vuelcan su actividad hacia el golpismo 
desenfrenado», haciendo ver la necesidad de entablar un diálogo con aquellos que estaban por el 
primer camino.10 

En un acto realizado por la Juventud Comunista el 7 de marzo, el secretario general de la 
colectividad, Luis Corvalán, apuntó los logros alcanzados en las recientes elecciones, 
concluyendo que «en porcentajes, crecimos del 15,9 por ciento logrado en las parlamentarias de 
1969 y del 16,9 por ciento obtenido en las municipales de 1971, al 17,4 por ciento que obtuvimos 
en la elección del domingo... La clase obrera y los campesinos, importantes grupos de la clase 
media y un valioso sector de independientes han respaldado la línea revolucionaria del PC».11 

Por nuestra parte, habiendo mantenido la mayoría en ambas Cámaras para la oposición y más 
del cincuenta y cinco por ciento del electorado, seguíamos confiando en que teníamos una fuerza 
suficiente como para imponer las medidas necesarias y así corregir las acciones del gobierno.12 

Fue lo que expresó el 9 de marzo el presidente del PDC, Renán Fuentealba, al calificar los 
resultados como un «triunfo de la oposición sobre el gobierno», dejando claro que se había 
cumplido el objetivo propuesto por el partido. Destacó que la DC «ha sido confirmada como la 
primera fuerza del país», con más de un millón de votos, y afirmó su disposición a «concertar, en 
cualquier momento, acciones comunes con otras fuerzas políticas para defender las bases en que 
se sustenta nuestra democracia». 

Su declaración también llamaba a Allende a reconocer que «el nuevo Congreso Nacional es la 
expresión de un sentir nacional claramente mayoritario, que busca y anhela que el país sea 
conducido sin arbitrariedades ni atropellos, hacia la construcción de una sociedad más justa, pero 
en libertad y democracia», y que, por tanto, debía «rectificar los profundos errores de que 
adolece su gestión que, de continuar por la misma pendiente, terminará destruyendo la economía 
nacional y hundiendo al país cada vez más en la postración material y moral en que se 
encuentra». 13 

El presidente del Partido Nacional afirmó tras la elección que el gobierno debe saber que «la 
gran mayoría de los chilenos ha repudiado su gestión».14 Su colectividad calificó el triunfo 
obtenido en las elecciones parlamentarias como «rotundo», destacando que su opción por la 
«lucha abierta y sin reservas» había evitado «el desbande democrático», permitiéndole, además, 
llegar a ser la segunda fuerza política del país.15 

Días después advirtió que, aun cuando «el Partido Nacional considera ampliamente 


satisfactorio el triunfo obtenido por la Confederación Democrática», no confiaba en «los 
resultados entregados hasta ahora por el gobierno», acusando una serie de irregularidades 
cometidas durante el acto eleccionario.16 


2. LA UP Y LA OPOSICIÓN DEFINEN SUS ESTRATEGIAS 


Los días posteriores a las elecciones parlamentarias fueron testigos del resurgimiento de la 
violencia, especialmente dirigida hacia los democratacristianos. Un atentado terrorista se registró 
en la casa de nuestro vicepresidente Osvaldo Olguín, luego una bomba casera estalló en la sede 
del PDC en Valparaíso, hiriendo a dos personas, y cuatro días después, dos camaradas fueron 
asesinados en la comuna de La Reina. Los hechos provocaron que el partido anunciara que 
acusaría constitucionalmente al intendente de Santiago, el socialista vinculado al MIR Jaime 
Faivovich, situación que afectaba directamente a su superior, el ministro del Interior Carlos 
Prats.17 

En medio de estos hechos, el 22 de marzo el gabinete completo de Allende presentó su 
renuncia. El propio presidente así lo había solicitado, a objeto de «adoptar una decisión 
definitiva».18 Para entonces, los tres ministros militares ya habían hecho saber al mandatario sus 
deseos de reincorporarse a sus respectivas instituciones ya que, a su juicio, «se habían cumplido 
satisfactoriamente los objetos perseguidos por el ingreso de las Fuerzas Armadas al gabinete y 
que en la nueva etapa de la vida política que se iniciaba no tenía justificación nacional nuestra 
participación en el gobierno». 12 

El 27 de marzo se realizó el cambio de gabinete. Junto con agradecer la labor cumplida por los 
tres ministros uniformados, Allende anunció que las Fuerzas Armadas continuarían en el 
gobierno a través de la Secretaría Nacional de Distribución. Asimismo, llamó a trabajar para 
vencer los males económicos y defender lo ganado por el pueblo. Al finalizar su alocución, el 
presidente pidió a los partidos de la Unidad Popular «imponer la disciplina vertical para eliminar 
el espontaneísmo de algunos sectores».20 

Las palabras de Allende revelaban su preocupación por la situación interna que vivía su 
coalición. La reciente campaña había acentuado las diferencias entre sus partidos integrantes, las 
mismas que, como se ha visto, ya habían comenzado a aparecer en 1972 durante los diálogos 
PDC-gobierno por el proyecto de reforma constitucional de las áreas de la economía, el cónclave 
en Lo Curro, la Asamblea del Pueblo en Concepción, los sucesos de Lo Hermida y el proyecto 
elaborado por los ministros Prats y Millas para expropiar las empresas que faltaban de las 
noventa y una iniciales, todo lo cual hacía más lejana la posibilidad de aunar la doble orientación 
y doble conducción que existía dentro la Unidad Popular. 

Como muestra de ello, tres días después de las elecciones, algunos dirigentes del MAPU (uno 
de los partidos fundadores de la Unidad Popular), encabezados por Jaime Gazmuri, expulsaron al 
secretario general, Óscar Guillermo Garretón, al subsecretario general, Eduardo Aquevedo, y a 
otros miembros de la comisión política y del comité central, acusándolos de ser «una fracción 
ultraizquierdista» que conduciría al partido «por el despeñadero de la división del movimiento 
obrero, de la división del gobierno popular».21 En respuesta, Garretón expulsó a sus expulsores. 
De esta forma, el partido quedó escindido en dos fracciones: una, liderada por Garretón, se 
aproximó a los socialistas más extremos, al MIR y a la Izquierda Cristiana; la otra adoptó el 
nombre de MAPU Obrero Campesino y, encabezada por Jaime Gazmuri, sostuvo que los otros 
eran una fracción «pequeño burguesa», que criticaban a la Unidad Popular por llevar a cabo un 
gobierno reformista y pretendían «levantar un poder alternativo al gobierno popular».22 


Por esos mismos días circuló un documento de carácter confidencial elaborado por el Partido 
Socialista Regional Cordillera-Santiago, en que se afirmaba la existencia de dos tendencias 
dentro del PS. Una, la llamada tendencia «revolucionaria», se basaba en la tesis del Frente de 
Trabajadores y entendía que el proceso chileno debía avanzar en forma «ininterrumpida, sin 
etapas, sin consolidaciones prematuras dentro del actual capitalismo, ganando el poder para el 
proletariado» y donde el avance conduciría inevitablemente a un enfrentamiento armado, para lo 
cual había que preparar a las masas. Su consigna era «avanzar sin transar» y estaban dispuestos a 
enfrentar el desabastecimiento con una «economía de guerra» que contemplaba «el 
racionamiento de algunos artículos y la organización masiva de la población para asegurar el 
abastecimiento de los trabajadores». Para esta tendencia, la ampliación del área de la propiedad 
social era «un problema de vida o muerte... pues significa al traspaso real del poder a los 
trabajadores». 

La otra tendencia a que se refería el documento confidencial era la «reformista», más cercana 
a la tesis del Frente de Liberación Nacional (el opuesto ideológico al Frente de Trabajadores), 
base de la política del Partido Comunista, «que no plantea la construcción del socialismo en el 
plano inmediato ni la toma del poder, sino solo medidas que abran el camino a una futura nueva 
etapa de la revolución en Chile». Para sus adherentes, el enfrentamiento era «evitable en la 
medida que no planteemos ahora el cumplimiento de tareas socialistas» y que, si «hay 
enfrentamiento, será porque la reacción se sale de la constitucionalidad y que, entonces, el 
pueblo contará con el respaldo mayoritario de las Fuerzas Armadas, lo que reduce la necesidad 
de preparar a las masas». Los reformistas creían que para mejorar la economía se debía hacer 
más eficiente la producción, mejorar el manejo de las finanzas públicas y restablecer la confianza 
de la burguesía nacional «para que recobre la dinámica capitalista». Y respecto de la propiedad 
social, preferían mantenerse en la lista original de las noventa empresas monopólicas, ya que 
ampliarla «puede determinar la derrota de todo el proceso al alejar a los sectores medios del 
gobierno».23 

Al día siguiente de iniciada la crisis en el MAPU, el aún ministro Prats entregó un 
memorándum al presidente haciéndole ver, entre otros temas, su preocupación sobre las 
«contradicciones que observaba entre las corrientes políticas internas del gobierno, que no 
permitían aplicar métodos unitarios de acción programática».24 Días más tarde, Prats volvió a 
insistir en el punto. La respuesta del mandatario fue que necesitaba «un tiempo prudencial para 
definir la nueva linea de conducción táctica del gobierno».25 

Coincidente con el diagnóstico de Prats, el primer mandatario veía en forma clara que el 
programa de la Unidad Popular solo podría enfrentar las dificultades cada vez mayores que se le 
presentaban si se lograba estructurar en forma definitiva una dirección política única. En una 
carta dirigida al presidente del Partido de la Unidad Popular, Rafael Agustín Gumucio, Allende 
le hacía ver que el apoyo recibido en las elecciones del 4 de marzo revelaba «que se han creado 
las condiciones políticas mínimas para que el Partido de la Unidad Popular salga de su estado 
embrionario actual y se imponga como instrumento para el futuro de la revolución», precisando 
que «no se trata de formar un partido único, se trata de articular a los diferentes partidos en un 
solo organismo que, respetando su autonomía, los integre y complemente mejorando su 
accionar».26 

Intentando articular una única dirección, los delegados de las comisiones políticas de los 
Partidos Socialista y Comunista sostuvieron reuniones bilaterales los días previos a la realización 
de sus respectivos plenos, lo que permitió mostrar una imagen de unidad y diálogo y controlar, al 
menos por un tiempo, la tendencia a formar un «polo revolucionario» dentro de la UP, integrado 


por el MIR, el ala revolucionaria del PS, la Izquierda Cristiana y el MAPU de Garretón, que 
buscaba construir nuevos mecanismos de participación y de ejercicio del poder popular 
alternativos al gobierno, para avanzar ininterrumpidamente hacia la sociedad socialista. 

El 29 de marzo se realizó el plenario del Partido Comunista. Su máximo líder, Luis Corvalán, 
destacó «la gran victoria popular del 4 de marzo» y la «gigantesca» fuerza que tenían quienes 
eran partidarios de los cambios sociales, lo que hacía posible, incluso sin tener la mayoría en el 
Congreso, llevar adelante la transformación de la sociedad y asegurar el triunfo de la revolución. 

Advirtió, no obstante, que para que ello fuera posible, se hacía imprescindible «la máxima 
cohesión de los partidos de la Unidad Popular, la dirección única de gobierno en los asuntos 
principales, tanto en la orientación política como en la conducción de la esfera de la economía», 
acusando al MIR de querer generar una «diferenciación artificial» dentro de la UP, y formar un 
solo partido con la Izquierda Cristiana, el MAPU y el Partido Socialista. 

Marcando el contrapunto con la estrategia revolucionaria del PS, el líder comunista enfatizó 
que «el aparato estatal es el instrumento principal en la construcción de la nueva sociedad» y, 
aun Cuando se trata de un aparato «de tipo burocrático burgués», su reemplazo no debe hacerse 
creando un poder alternativo al gobierno, sino fortaleciendo a este último, luchando contra la 
burocracia y «creando nuevas relaciones de producción y de diversos organismos populares que 
vayan tomando en sus manos tareas y funciones que ese aparato burocrático burgués es capaz de 
cumplir». Corvalán concluía que la primera obligación de los comunistas era «sostener a todo 
trance el gobierno»; la segunda, que se debía hacer en forma simultánea a la anterior, «extender y 
profundizar el proceso revolucionario»; y la tercera, asegurar el triunfo de un nuevo gobierno 
popular en las elecciones de 1976.27 

Por su parte, el 1 de abril el comité central del Partido Socialista emitió su resolución política, 
destacando que «la homogeneidad política, la lucha ideológica intensa y la lucha de masas» 
habían permitido una «inmensa» victoria y que el PS había logrado la mayor representación 
parlamentaria en sus cuarenta años de existencia. 

A continuación, el documento ahondaba en la estrategia revolucionaria del partido encabezado 
por Altamirano, señalando como «una nueva fase del proceso revolucionario» la iniciada tras las 
recientes elecciones parlamentarias, caracterizada por el avance de la clase obrera y del pueblo 
hacia la «conquista del poder» y donde el gobierno popular debe ser el «instrumento 
fundamental» para alcanzar este objetivo supremo. El poder popular en todas sus formas de 
expresión, entendido como el motor para «ir configurando desde la base una estructura 
institucional distinta y alternativa a la institucionalidad burguesa tradicional, con el apoyo del 
gobierno popular». 

La resolución finalizaba reconociendo la necesaria y fundamental unidad socialista-comunista, 
así como con otros partidos, descartando la posibilidad de levantar un «polo revolucionario 
diferente a la Unidad Popular».28 

La Democracia Cristiana realizó su consejo plenario nacional a comienzos de abril. En la 
ocasión, el presidente de la DC hizo un análisis sobre las pasadas elecciones parlamentarias, 
destacando que, una vez más, el partido había sido ratificado como la primera fuerza del país y 
que, en consecuencia, «sigue siendo la única alternativa revolucionaria capaz de sustituir al 
régimen que nos gobierna, en la medida en que seamos capaces de mantenernos leales y fieles a 
nuestras convicciones».29 

A continuación, Fuentealba afirmó que si los chilenos habían respaldado mayoritariamente a 
la oposición, el gobierno tenía la obligación de «abstenerse en adelante de todo atropello a 
nuestro régimen de derecho, a los poderes legislativo y judicial, al poder contralor, a la 


Constitución y a la ley y, en especial, a los derechos de las personas». Advirtió, no obstante, que 
ese mismo pueblo también había dicho «a la oposición, y específicamente a la oposición 
conservadora, que no está por el derrocamiento constitucional del presidente de la República y 
que desea que el proceso de cambios y transformaciones continúe adelante dentro de los cauces 
democráticos. Esto explica, a mi juicio, el cuarenta y tres por ciento obtenido por la Unidad 
Popular».30 

Asimismo, el presidente del PDC rechazó las «aventuras golpistas o inconstitucionales», como 
también la posibilidad de utilizar a los gremios en conjunto con el poder militar para «romper el 
partidismo que hace imposible una forma estable de gobierno», según lo había expresado días 
antes el Frente Nacional Patria y Libertad.31 

Reiteró luego que el partido estaba en la oposición «no por el carácter democrático del 
gobierno», sino como consecuencia de los procedimientos «estalinistas y antidemocráticos» a 
través de los cuales estaba concentrando todo el poder en el Estado, traicionando la promesa del 
socialismo democrático de Allende. 

Respondiendo al cuestionamiento bastante generalizado respecto de la alianza electoral de la 
Democracia Cristiana con la derecha, Fuentealba hizo una autocrítica, sosteniendo que, si bien la 
CODE había hecho posible que la oposición lograra mayoría en las elecciones, el partido no fue 
capaz de mostrarse ante el electorado como una «alternativa revolucionaria diferente y positiva», 
siendo víctima de una odiosa campaña por parte de la derecha, lo que fue aprovechado por el 
gobierno. 

El más crítico a este respecto fue Radomiro Tomic, para quien la lección que habían dejado 
las elecciones era clara: «La alianza electoral con la derecha favorece a la derecha, pero no a la 
Democracia Cristiana».32 

Entre los puntos aprobados en el consejo plenario estuvo la extinción de la CODE el 20 de 
mayo, tal como estaba pactado, y la recomendación de fortalecer los lazos con los partidos 
democráticos afines al PDC, como el PIR y el Padena.33 

El segundo objetivo del consejo plenario era fijar el camino a seguir frente al gobierno, a la 
oposición y al futuro de Chile. 

Aun cuando todos compartíamos el carácter revolucionario de la Democracia Cristiana, había 
quienes sostenían la necesidad de que el partido hiciera sus mayores esfuerzos por encauzar el 
proceso de socialización acordado en su segundo congreso de 1966, ocasión en que se había 
postulado la necesidad de avanzar por una vía no capitalista de desarrollo. 

Entre los que defendían esta postura estaba Radomiro Tomic. En su intervención afirmó que 
«la socialización, ¡no el marxismo leninismo!, pero sí la lucha contra los valores y las 
instituciones propias del capitalismo..., es un proceso irreversible en Chile. Es inevitable. Es 
necesario. Es deseable». 34 

A su juicio, la disyuntiva ya no era entre capitalismo y socialismo, sino entre qué tipo de 
socialismo prevalecería. De allí que «la tarea más urgente, y la más importante para la DC, es 
construir la sociedad socialista, comunitaria, pluralista y democrática», no solo en el plano de las 
ideas sino, concretamente, abandonando el planteamiento negativo y la imagen de que la DC 
vivía para defenderse de la UP. 

Tomic llamó a sus camaradas a no temer al proceso de socialización, abogando por una 
convergencia entre el socialismo cristiano y el socialismo marxista en tareas concretas y 
advirtiendo que la mayor amenaza para la democracia era volver al antagonismo sistemático 
entre estas «dos grandes corrientes anticapitalistas y revolucionarias» registrado pre 4 de marzo; 
de no evitarse, no solo no habría revolución, sino que se llegaría a una dictadura «impuesta por la 


necesidad de pacificar, por el cumplimiento del deber constitucional de las Fuerzas Armadas de 
guardar el orden constitucional». 

Varios dirigentes intervinieron en un sentido parecido. Entre ellos, Benjamín Prado e Ignacio 
Palma, entonces presidente del Senado. 

La postura del presidente del PDC fue algo distinta. A su juicio, las tareas esenciales del 
partido eran dos: «velar y luchar con todas nuestras fuerzas y con todos los medios legítimos que 
sean necesarios por la preservación de las bases esenciales de la democracia, el respeto a los 
derechos de las personas y las garantías constitucionales y el mantenimiento de nuestro régimen 
de convivencia pacífica y de libertad política»; y reafirmar el carácter del partido de ser una 
«alternativa revolucionaria, para crear en Chile una sociedad socialista, democrática, 
comunitaria, pluralista y humanista», de modo que los chilenos pudieran elegir sin equívocos 
entre la fórmula propuesta por el gobierno de la Unidad Popular y la del PDC. 

Llamó a los camaradas a actuar sin complejos y a estar dispuestos a «convenir, concertar o 
coincidir con otras fuerzas políticas de gobierno u oposición», en apoyo de finalidades legítimas, 
y a rechazar la fórmula propuesta por algunos sectores de derecha de sustituir los partidos 
políticos por las Fuerzas Armadas a través de una alianza con el gremialismo.35 

En definitiva, el consejo plenario reafirmó el carácter revolucionario de la Democracia 
Cristiana, confirmó su crítica al capitalismo y a «las tentativas de regresar a situaciones 
sociales... que no responden ya a las exigencias de los pueblos» y advirtió que el gobierno de la 
Unidad Popular representaba «una amenaza progresiva para el orden democrático chileno» y que 
«su modelo estatista y autoritario» apuntaba a «la formación de una nueva clase dominante que 
es característica de los regímenes de tipo estalinista», razón por la cual lo llamaba a rectificar su 
«orientación antihumanista y antisocialista» con que estaba conduciendo al pais.36 

La decisión del consejo plenario de la DC dejó en claro que los deseos del Partido Nacional de 
formar una oposición que se movilizara en contra del gobierno no se materializarían. 

El presidente de esa colectividad, Sergio Onofre Jarpa, optó entonces por hacer explícitos sus 
cuestionamientos a la legitimidad del gobierno de Allende: «Ha llegado el momento en que el 
Congreso analice las consecuencias que se derivan de la permanente conducta arbitraria y 
antidemocrática del gobierno y declare que este ha perdido definitivamente su autoridad y la 
legalidad de su mandato... Porque nadie, a luz del derecho y la moral, está obligado a respetar ni 
continuar obedeciendo a una autoridad ilegítima que no respeta las leyes del país».37 

A partir de ese momento, el Partido Nacional resolvió dedicar todos sus esfuerzos a 
desarrollar una estrategia de movilización destinada a desestabilizar a la Unidad Popular. Su 
aliado sería el empresariado, cuyo máximo dirigente había reiterado el llamado hecho tras el 
«paro de octubre» a que los partidos políticos democráticos, las Fuerzas Armadas y el poder 
gremial asumiesen un papel decisivo en la nueva organización política y social del país.38 


Capítulo XIV 
MIDIENDO FUERZAS 


1. La ESCUELA NACIONAL UNIFICADA 


Desde el triunfo de la Unidad Popular, la educación era un ámbito de preocupación para la 
Democracia Cristiana. Por una parte, teníamos aprensiones respecto de si el socialismo 
impulsado por el gobierno respetaría el pluralismo y la libertad de conciencia. De allí que, como 
ya se señalara en el capítulo II, las garantías constitucionales previas a la elección del presidente 
Allende en el Congreso Nacional incluyeran reformas para resguardar la libertad de enseñanza. 
Por otra parte, una de las principales reformas del gobierno del presidente Frei había sido la del 
sistema educacional, que estaba en plena implementación. 

Esa preocupación fue creciendo a medida que el objetivo de conquistar el poder total fue 
siendo cada vez más claro, tanto en las palabras como en los hechos. La propaganda ideológica 
de la izquierda y, especialmente, los intentos para acallar el pluralismo en los medios de 
comunicación, producían un natural estado de alerta sobre políticas que percibíamos orientadas a 
modelar las conciencias para crear la nueva sociedad socialista, teniendo en vista la experiencia 
de los regímenes socialistas de carácter totalitario. En este contexto, la propuesta de llevar a cabo 
la Escuela Nacional Unificada (ENU) suscitó una fuerte reacción contraria porque daba 
fundamento a los temores que teníamos previamente. 

El programa de la Unidad Popular establecía el objetivo de alcanzar «una nueva cultura 
orientada a considerar el trabajo como el más alto valor», que no sería impuesta por decreto sino 
a través de la participación de las masas y la planificación de una escuela única impulsada desde 
el Estado, descentralizada a nivel local, provincial y regional y tomando a su cargo los 
establecimientos de educación privada. 

El proyecto de la Escuela Nacional Unificada había comenzado a perfilarse en el contexto del 
desarrollo del Primer Congreso Nacional de Educación realizado a fines de 1971, que reunió a 
cerca de mil delegados, en su mayor parte representantes de los trabajadores de la educación, 
entre los cuales había docentes democratacristianos agrupados en el SUTE (Sindicato Único de 
Trabajadores de la Educación). En agosto de 1972, el documento que resumía los puntos 
principales del Congreso fue enviado a los establecimientos educacionales con proposiciones 
para establecer la nueva estructura de educación que el gobierno quería instalar. Sin embargo, los 
resultados de esta consulta nunca fueron de dominio público. 

A fines de octubre, el gobierno dictó el decreto n.” 2.048 de democratización de la enseñanza, 
que creaba consejos de educación regionales, provinciales y locales, junto con consejos de 
comunidad escolar, consejos de trabajadores de la educación y comités directivos de 
establecimientos en cada una de las organizaciones educativas dependientes del Ministerio de 
Educación. La proporción de funcionarios públicos, dirigentes de la CUT, dirigentes del SUTE y 
de otras organizaciones de la comunidad en los distintos niveles (local, provincial y regional) 
demostraba una inequívoca intención de control de la educación por parte de los partidos de la 
Unidad Popular y del gobierno mismo. 

Al ser presentado este decreto a la Contraloría General de la República, esta lo rechazó el 8 de 


enero de 1973, aduciendo que contenía «preceptos en que se asignan a los diversos consejos y 
comités que mediante él se crean, funciones de carácter ejecutivo, resolutivo, normativo y otras 
de similar naturaleza que vulneran el régimen de organización y atribuciones que la ley establece 
para el Ministerio de Educación Pública», agregando que, si bien el presidente de la República 
«puede crear comisiones, consejos o comités..., solo puede asignarles funciones meramente 
asesoras o consultivas, sin que sea procedente, en cambio, revestirlos de facultades de carácter 
decisorio, normativas o ejecutivas». La resolución, firmada por el contralor Héctor Humeres, 
finalizaba advirtiendo que los consejos y comités «de la naturaleza de los que contempla el 
documento del rubro solo podrían establecerse mediante ley»,2 lo que suponía un debate en el 
Congreso Nacional, espacio que el gobierno deseaba evitar. 

Haciendo caso omiso a lo resuelto por la Contraloría, a fines de enero de 1973, en un discurso 
pronunciado en Valparaíso, Allende anunció que «este año es decisivo para el futuro de Chile 
porque vamos a plantear la necesidad de la Escuela Nacional Unificada».2 A mediados de 
febrero, la Superintendencia de Educación dio a conocer el Informe sobre Escuela Nacional 
Unificada. Un sistema nacional para la educación en una sociedad de transición al socialismo y 
el 6 de marzo el presidente insistió con el decreto n.” 224, firmado por él, el ministro y el 
subsecretario de Educación, que creaba «con carácter experimental» los consejos educacionales 
«con el propósito de asegurar la participación de las organizaciones sindicales, estudiantiles y 
comunitarias, asesorando a la autoridad educacional».4 

El referido Informe sobre Escuela Nacional Unificada contenía los aspectos generales de la 
reforma educacional. Al presentarlo, el superintendente Iván Núñez indicó que el documento era 
«fruto de la voluntad unánime del Primer Congreso Nacional de Educación, que se pronunció 
sobre la necesidad de construir el proyecto de una reforma sustancial de la educación en Chile y 
que la ENU sería el gran motor revolucionario de la nueva educación chilena».s 

En su introducción, proponía «una educación de masas, por las masas y para las masas, en una 
sociedad como la socialista, en que la comunidad va progresivamente organizándose para asumir 
colectivamente la responsabilidad de educar a sus miembros».6 Destacaba asimismo la necesidad 
de implementar una «educación permanente», esto es, aplicable «desde el nacimiento hasta la 
ancianidad», buscándose con ello acabar con un sistema educacional «diseñado para reproducir 
la sociedad de clases y su consiguiente sistema de dominación de las mayorías por las minorías y 
de explotación del hombre por el hombre», y así avanzar progresivamente hacia una sociedad 
donde el poder sea ejercido por las grandes mayorías. 

Para el proceso de constitución de la ENU, el Informe señalaba que se pondría en práctica el 
llamado decreto de democratización de la enseñanza, con las disposiciones que facilitarían la 
acción de los diversos consejos, contraviniendo con ello la decisión del órgano contralor y 
creando un nuevo punto de conflicto en la extremadamente tensa disputa entre el gobierno y la 
oposición, que acusó al primero de querer imponer su voluntad más allá de toda consideración 
legal y jurídica, infringiendo nuevamente los acuerdos comprometidos en el estatuto de garantías 
constitucionales. 

El proyecto contemplaba su implementación a partir de marzo de 1973 desde el noveno año, 
con un plan común en modalidad estudio-trabajo productivo que, en la práctica, significaba el fin 
de la educación científica humanista, ya que todos los estudiantes tendrían un currículum con un 
fuerte énfasis en la educación técnico-manual (desarrollada en las empresas), con un detrimento 
de la formación general. Asimismo, señalaba que la asignatura de religión no sería obligatoria. 

En un informe técnico sobre la ENU que el PDC publicó en marzo de 1973, dimos a conocer 
nuestra posición. Partimos de la base que la pretensión de extender la educación a todos los 


sectores con un sistema único no era un problema y, de hecho, la habíamos apoyado en el 
Congreso de Educación de fines de 1971. Nuestra preocupación tenía un carácter doctrinario y se 
refería a qué tipo de socialismo se quería impulsar, distinguiendo entre un socialismo 
«humanista» y uno marxista. Junto con ello, la idea de «masificación de la educación» y su 
orientación hacia el trabajo, eran vistas como un intento de subordinación de la educación a la 
producción de bienes materiales y contrarias a una formación integral concebida en función del 
desarrollo de cada persona y de la comunidad. A nuestro entender, la escuela no podía 
«subordinar su estructura, contenido y funcionamiento a otra finalidad que no sea la de servir 
eficazmente a la liberación espiritual y material de la persona humana, ni condicionar el proceso 
educativo de esta a un programa de gobierno, un esquema ideológico oficial y obligatorio o a un 
proyecto social predeterminado y dogmatico».Z 

En el contexto de polarización que ya se ha descrito, el Informe sobre Escuela Nacional 
Unificada y los sucesivos documentos que el Ministerio de Educación dio a conocer a la opinión 
publica encendieron más los ánimos, generando una polémica de la que se harían parte los 
partidos políticos, las agrupaciones estudiantiles y diversas organizaciones de la sociedad civil, 
desatándose una contraofensiva ideológica donde, por primera vez, la Iglesia y las Fuerzas 
Armadas asumirían un rol protagónico en contra de los planes del gobierno. 

A partir de mediados de marzo comenzaron las declaraciones y pronunciamientos sobre la 
ENU. El presidente de la FEUC, el gremialista Javier Leturia, señaló en declaración pública que 
el «informe pretende convertir a la educación chilena en un instrumento de concientización 
política al servicio del marxismo... Todo su texto demuestra confundir el concepto de educación 
con el de adoctrinamiento».2 El consejo de profesores del Instituto Nacional afirmó que el 
proyecto adolecía de «evidentes contradicciones» y que era «un ejemplo de cómo un gobierno 
minoritario pretende imponer este modelo educacional sirviéndose de resquicios legales».10 Por 
su parte, la Federación de Estudiantes Secundarios (Feses) advirtió estar dispuesta «a todo» 
mientras el gobierno no definiera la participación «resolutiva» de los estudiantes, «porque 
consideramos que sin democratización, la ENU se presta para una concientización y un control 
marxista de la educación chilena».11 El 18 de marzo, en una inserción publicada en El Mercurio, 
el Partido Nacional manifestó su «rechazo de plano» a la ENU, considerándola un intento del 
gobierno de «implantar la tiranía cultural y educacional».12 Por su parte, el PDC declaró su 
oposición al proyecto en los términos presentados y al intento «de utilizar ideológica y 
políticamente cualquier cambio educacional».13 

Frente a esta verdadera batalla contra la ENU, el 25 de marzo, con motivo del inicio del año 
escolar, el ministro de Educación, Jorge Tapia, aclaró que el documento estaba «en fase de 
discusión» y que no habría al respecto una decisión final del gobierno mientras no se estimase 
agotado el debate. 

En su discurso, realizado por cadena nacional de radio y televisión, Tapia intentó aclarar 
algunos puntos sobre el proyecto, entre ellos, que «no suprimirá la enseñanza de la religión, no 
contendrá programas concientizadores, no convertirá los trabajos voluntarios en trabajos 
obligatorios, no convertirá a los estudiantes, mientras estudian, en trabajadores, etc.».14 

Pero las palabras del ministro de Educación no lograron aquietar los ánimos de abierta 
oposición al proyecto. Pronto el rechazo se extendió por el resto del país: Valparaíso, Osorno, 
Linares, Coquimbo, Punta Arenas y otras provincias se llenaron de consignas de los distintos 
grupos y asociaciones de personas y profesionales que se manifestaban en contra de la ENU, 
argumentando que la reforma ideada por el gobierno era inconstitucional porque violaba el 
derecho a la libertad de enseñanza, además de tener un contenido profundamente totalitario, 


abiertamente reñido con la tradición educativa del país. 

A fines de marzo la Iglesia entró directamente en el debate. El cardenal Raúl Silva Henríquez 
y el obispo Carlos Oviedo se reunieron con el presidente Allende para manifestarle que el 
proyecto ENU no daba garantías de promover una educación pluralista. El mandatario se 
comprometió a no promulgarlo en la fecha prevista —10 de junio— sin contar con un amplio 
acuerdo.15 

A comienzos de abril hablé a nombre del PDC por cadena de radioemisoras y televisión para 
replicar el reciente discurso del ministro Tapia. En la oportunidad, insisti en que nuestro partido 
estaba consciente de la necesidad de perfeccionar el sistema educacional chileno, destacando que 
este había sido un camino iniciado por el gobierno de Frei. Advertí, no obstante, que, tal como 
estaba planteado, la DC rechazaba categóricamente el proyecto de la ENU, insistiendo en que 
cualquier reforma sustancial del sistema nacional de educación debía hacerse a través de una 
nueva ley, garantizándose con ello el carácter democrático, pluralista, sin orientación partidaria 
oficial, de la educación.16 

Mientras los distintos gremios y asociaciones educacionales se iban sumando al rechazo a la 
ENU, los estudiantes se tomaban los liceos y había movilizaciones a lo largo de Chile, el 
ministro Tapia continuaba difundiendo su proyecto en diversas instancias y medios. El 11 de 
abril se reunió con ciento ochenta oficiales medios y superiores de las Fuerzas Armadas en un 
encuentro presidido por el ministro de Defensa, José Tohá, y al cual asistieron también los tres 
comandantes en jefe. El objetivo era convencer a las instituciones armadas de que el proyecto 
presentado por el Ministerio de Educación no buscaba la concientización marxista. 

Finalizada la exposición del ministro, tomó la palabra el almirante Huerta, que hasta el 31 de 
enero de 1973 había sido ministro de Obras Públicas. En duros términos, criticó el proyecto de 
reforma, afirmando que su objetivo era imponer un régimen marxista a través de la 
concientización de la juventud. Al terminar, según lo relatado por el general Prats, hubo 
«estruendosos e inusitados» aplausos de la concurrencia. A continuación, hablaron otros jefes del 
Ejército y de la Armada, algunos de los cuales acusaron al gobierno de «marxista». 17 

De este modo, lo que se esperaba fuera una reunión de análisis técnico, se transformó en una 
abierta deliberación política. Sobrepasado por las circunstancias, el general Prats intentó 
devolver la conversación a los temas propiamente institucionales y a la conducta que 
correspondía tener a las Fuerzas Armadas dentro del complejo acontecer nacional. Comentó las 
dificultades políticas, económicas y sociales que vivía el país, aludiendo además a la «campaña 
psicológica, dirigida especialmente a perturbar la mentalidad profesional de la oficialidad». 
Acusó directamente a la «extrema derecha» de pretender «quebrar la disciplina institucional para 
arrastrar a la oficialidad a una aventura sin destino», y a la extrema izquierda, de «intentar 
infiltrarse en las filas para debilitar la cohesión institucional». 18 

Por su parte, inquietos porque el ministro Tapia continuaba difundiendo el proyecto de la 
ENU, contrariamente al compromiso que Allende había adquirido, los obispos emitieron una 
declaración el mismo día del encuentro con los oficiales de las Fuerzas Armadas. En ella se 
oponían «al fondo del proyecto por su contenido, que no respeta valores humanos ni cristianos 
fundamentales, sin perjuicio de sus méritos pedagógicos en discusión».19 

La respuesta del ministro no tardó en llegar. El 12 de abril dirigió una carta al cardenal Silva 
Henríquez, aceptando la proposición de la Iglesia de postergar el proyecto e informando de que 
personalmente había propuesto al Consejo Nacional de Educación «la elaboración de un método 
de discusión que garantice un debate sereno y constructivo en el cual puedan expresarse 
libremente todos los puntos de vista y manifestarse todas las opiniones».20 


El ministro Tapia hizo retirar la circular 13, que ponía en aplicación la ENU, y anunció que 
habría un debate nacional con el fin de evitar cualquier tergiversación y politización, 
proponiendo, dentro de la Ley Orgánica de Educación, las normativas y directrices del nuevo 
sistema educacional. 

Días después, Allende acusó que en torno al proyecto se había levantado un «torbellino que 
deforma las ideas», criticando a quienes «pretenden movilizar a la Iglesia católica contra el 
gobierno... y cuando no lo consiguen, lanzan sus críticas y sus dardos contra el propio jefe de la 
Iglesia chilena, el cardenal Silva Henríquez. Y más que eso, buscan crear la posibilidad de 
inmiscuirse en la disciplina de nuestras Fuerzas Armadas..., y dan sus ataques más cobardes y 
envenenados contra un general de la República, que fue un gran ministro del Interior y 
vicepresidente y que, como comandante en Jefe del Ejército, el general Prats ha actuado dentro 
de la doctrina institucional de las Fuerzas Armadas».21 

El fracaso de la puesta en marcha de la Escuela Nacional Unificada implicó un duro golpe 
para el gobierno de la Unidad Popular, que entendió el cuestionamiento y la movilización que 
suscitó el proyecto como un nuevo intento de la oposición para desestabilizarlo. También hay 
que destacar el efecto que el retiro del proyecto por parte del Ejecutivo provocó en los sectores 
del polo izquierdista, que vieron cómo claudicaba una de las reformas más sustanciales del 
programa de la Unidad Popular. 

El rechazo a las tentativas de socialización de la educación congregó a múltiples actores de la 
sociedad civil y del mundo político opositor bajo un mismo postulado: «No a la ENU». Pero más 
relevante aún, el gobierno no logró evitar la reprobación explícita de la Iglesia católica, en lo que 
el cardenal calificaría como «el peor problema que la UP enfrentara con la Iglesia»,22 como 
tampoco tuvo éxito en mantener a las Fuerzas Armadas dentro de los límites de la doctrina 
Schneider. A partir de abril, estos dos actores irían cobrando mayor relevancia en el debate 
público. 


2. LAS ÁREAS DE LA ECONOMÍA VUELVEN A TOMARSE EL DEBATE 


Como se vio en el capítulo X, la aprobación por el Congreso Pleno de la reforma constitucional 
sobre las áreas de la economía y la posterior decisión del Senado de rechazar los vetos y estimar 
improcedente una segunda votación, habían llevado al país al borde de un quiebre institucional 
entre el ejecutivo y el legislativo. Era julio de 1972 y faltaba aún que los diputados se 
pronunciaran sobre el proyecto.23 

El Partido Demócrata Cristiano no había querido acelerar la votación en la Cámara, pensando 
que el resultado de las elecciones de marzo de 1973 abriría las puertas a una solución. De este 
modo, su votación quedó pendiente y el conflicto, en suspenso. Sin embargo, la «socialización» 
de la economía por las vías de hecho o resquicios legales prosiguió de manera implacable, 
generándose un estado permanente de conflicto entre el Ejecutivo, el organismo contralor y los 
tribunales de justicia. 

Con la incorporación de tres militares al gabinete (uno de ellos como ministro del Interior), 
Allende se vio obligado a buscar una salida legal a la definición del área de la propiedad social, 
consciente de que ya no podría recurrir a los decretos de insistencia, pues requerían la firma de 
todos los ministros, cuestión que tensionaría las relaciones con las Fuerzas Armadas y la 
oposición. 

A comienzos de enero de 1973 se dio a conocer el «proyecto Millas», que proponía una salida 
legal. Sin embargo, los sectores más radicalizados de la Unidad Popular se apresuraron a 


rechazarlo, según se vio en el capítulo XII. 

A mediados de abril, y ya con un gabinete integrado solo por civiles, Allende envió a la 
Contraloría un decreto de insistencia que ordenaba a este organismo tomar razón de cuarenta y 
dos resoluciones de requisición de empresas que habían sido rechazadas como ilegales por la 
Contraloría. La noticia provocó una inmediata reprobación, como la del senador del PN Pedro 
Ibáñez quien, según lo informado por Las Últimas Noticias del 18 de abril de 1973, señaló que 
«lo que correspondía era acusar al gobierno e iniciar un proceso para que el parlamento lo 
declare ilegitimo».24 El mismo medio informó que los senadores democratacristianos Alfredo 
Lorca y José Musalem habían manifestado que «frente a esta nueva ilegalidad no cabía otra cosa 
que acusar a todo el gabinete del presidente Allende».25 

Por mi parte, hice una declaración afirmando que, con esta decisión, el gobierno del señor 
Allende extremaba su conducta casi permanente de hacer lo que le daba la gana con absoluto 
menosprecio por las normas jurídicas que regulaban el ejercicio del poder en un Estado de 
derecho. Respecto del uso del decreto de insistencia, advertí que este no era un instrumento para 
abrir la puerta a la arbitrariedad administrativa o al imperio de la ilegalidad y que, tal como lo 
había establecido el profesor Enrique Silva Cimma, excontralor general de la República y actual 
presidente del Tribunal Constitucional, el orden jurídico prestablecido y la regulación precisa a 
los que en un Estado de derecho debe someter sus actos el Ejecutivo, hacen «legal y 
filosóficamente imposible concebir el decreto de insistencia como un recurso arbitrista del cual 
pueda echarse mano indiscriminadamente para realizar o ejecutar un acto administrativo fuera de 
la ley». 26 

La respuesta desde el Ejecutivo fue que los decretos de insistencia sí eran un mecanismo 
legítimo en la legislación chilena y que, por tanto, cualquier acusación en contra del gobierno y 
sus ministros solo podía tener un fundamento político y no jurídico. 

Para mayor claridad, el ministro Millas declaró días después que el gobierno «desconoce el 
derecho del contralor y que desconoce el derecho que se arrogue cualquier persona que tenga la 
audacia de pretender dejar sin efecto medidas dictadas por el propio presidente de la República». 
Agregó que el gobierno no retiraría la urgencia del proyecto que legaliza el área de la propiedad 
social «cualesquiera que sean las leguleyadas que use la Cámara de Diputados para dilatar su 
tramitación», concluyendo que «el área social es un asunto de principios para el gobierno y, en 
eso, no se puede retroceder».2/ 

La solicitud de urgencia para el despacho del proyecto de las áreas de la economía había sido 
enviada por el presidente Allende a la Cámara de Diputados el 17 de abril de 1973. El 25 de ese 
mes, la Cámara rechazó diez vetos del Ejecutivo al texto de reforma constitucional. La ley 
establecía que, en ese escenario, el presidente de la República debía convocar a plebiscito para 
que el pueblo decidiera o promulgar la reforma tal como el Congreso la había aprobado. Tras 
evaluar ambos caminos, Allende recurrió a un tercero. 

Previo a la votación del proyecto en la Cámara, se había desarrollado un intenso debate28 
sobre la forma de interpretación de las normas constitucionales y reglamentarias que regían el 
despacho de las observaciones del presidente de la República, formuladas en un proyecto de 
reforma constitucional y no en un proyecto de ley —como era el caso—, acordándose que no 
correspondía el procedimiento de insistencia por los dos tercios, como habían solicitado los 
diputados de la UP. Pese a ello, el 10 de mayo, a través de cadena nacional de radiodifusoras, 
Allende anunció que enviaría el tema de los vetos al Tribunal Constitucional, advirtiendo que el 
«proceso seguido por la actual mayoría de ambas Cámaras encierra una gran amenaza contra la 
esencia misma de nuestro sistema institucional. Se pretende desconocer el mandato de la 


Constitución que determina que la mayoría del Congreso no puede imponer su voluntad por 
sobre la del jefe de Estado sin contar con los dos tercios de los votos de sus miembros».29 A 
juicio del Ejecutivo, correspondía que el Tribunal Constitucional se pronunciara al respecto, ya 
que se trataba de un conflicto de carácter jurídico. 

En respuesta, la oposición defendió la validez de la votación en el Congreso argumentando 
que el criterio señalado por el Ejecutivo solo era aplicable a los proyectos de ley y no a las 
reformas constitucionales, advirtiendo además que no correspondía que el Tribunal 
Constitucional se pronunciase sobre la materia, ya que las reformas constitucionales no eran de 
su competencia. 

Nuevamente se llegó a un impasse entre el poder ejecutivo y el legislativo, lo que por 
momentos hacía recordar la situación producida en la crisis y posterior guerra civil de 1891. 


3. EL PODER POPULAR SE ORGANIZA 


Los debates sobre la Escuela Nacional Unificada y la reforma constitucional de las áreas de la 
economía agregaron más conflictividad al contexto de desorden callejero, colapso económico y 
división de un gobierno que se veía cada vez más tensionado por la radicalización de grupos 
violentistas de su sector. Detrás se oía, entre sordinas, el permanente rumor de una inminente 
guerra civil, lo que exacerbaba los ánimos y abría un camino fértil para la violencia de los 
sectores que desvalorizaban la institucionalidad democrática, de lado y lado. 

Las manifestaciones y las confrontaciones entre el gobierno y los partidos de oposición 
dejaban escaso margen para el diálogo político y menos para el acuerdo. Como ya se ha 
señalado, los democratacristianos esperábamos que las elecciones de marzo de 1973 inclinaran la 
balanza en favor de la oposición y, en este nuevo escenario, el presidente iniciara un proceso de 
diálogo y búsqueda de un consenso con nosotros para poder concretar sus principales promesas 
y, por supuesto, cumplir con los acuerdos a los que se había comprometido. Sin embargo, el 
gobierno hizo una lectura distinta del resultado electoral. Lejos de sentirse necesitado de dialogar 
con los partidos opositores, y a sabiendas de que no tenía mayoría en el Congreso, se dio a la 
tarea de seguir avanzando en su programa, generando un clima de apasionamiento y violencia 
que cada día se hacía más insoportable. 

Grandes promotores de este clima fueron dos nuevas formas de organización popular: los 
llamados cordones industriales y los comandos comunales. 

Los primeros habían comenzado a gestarse a mediados de 1972, cuando los sindicatos 
empezaron a tener un rol protagónico en la expropiación de las industrias, el mantenimiento y la 
extensión de las ocupaciones, lo que se intensificó a partir del paro de octubre de ese año, en que 
muchas empresas quedaron a cargo de sus directivas sindicales. 

A la cabeza de las empresas ocupadas, los sindicatos se fueron agrupando con sus vecinos de 
barrio para coordinarse y representar las inquietudes de la clase obrera. Nacieron así verdaderos 
cordones en los barrios industriales, ubicados generalmente en los lugares de acceso a la ciudad, 
ejerciendo su mayor presión a través de «barricadas» que impedían el paso del tránsito. 

En los meses que siguieron al paro de octubre, los cordones industriales se fueron 
convirtiendo en órganos de poder popular. Al estar ubicados en sectores de alta concentración 
obrera e industrial, sus posibilidades de movilizar a los trabajadores eran bastante mayores que 
aquellas que podía tener la CUT, organismo que no estaba realmente en condiciones de mantener 
una comunicación continua con ellos y que, además, en palabras de su secretario general, 
adolecía de «vicios burocráticos que hacen, por ejemplo, que un ochenta por ciento de sus 


funcionarios realicen labores de oficina y estén en contacto con el gobierno y organismos 
empresariales y no con la base», un estilo de trabajo que «pudiera contaminar la acción rápida y 
movilizadora de los cordones».30 

Con sus barricadas y movilizaciones, los cordones industriales fueron logrando rápidamente lo 
que pedían sin tener que esperar la tramitación legal o administrativa, consolidando una base de 
poder propia. 

En mayo de 1973, el presidente del cordón Cerrillos y militante socialista, Hernán Ortega, 
señalaba que «por el hecho de tener quizás un trato más directo y estar en el seno de la clase 
trabajadora, hemos podido plantear soluciones a los problemas en forma oportuna y con la 
combatividad característica de la clase».31 Por su parte, Carlos Aguilar, presidente del cordón 
Vicuña Mackenna, señalaba que «el cordón es un germen de poder popular en la medida que la 
clase no tiene otros organismos en este momento, donde sean los trabajadores los que estén 
determinando el quehacer para avanzar en la construcción del socialismo en Chile... Con sus 
movilizaciones y con la organización de cordones rompen con toda la burocracia, rompen contra 
la organización patronal».32 

A diferencia del denominado «polo izquierdista», integrado por el MAPU de Garretón, la 
Izquierda Cristiana y el ala más revolucionaria del PS, el Partido Comunista se mostró poco 
favorable a este tipo de organización, insistiendo en que el camino para avanzar hacia el poder 
total era fortalecer la presencia de la CUT, incluso creando una estructura comunal, más cercana 
a la masa trabajadora. 

Por su parte, los comandos comunales tuvieron su primer antecedente en la Asamblea del 
Pueblo de Concepción que, como se señaló en el capítulo IX, se constituyó el 26 de julio de 1972 
con el respaldo del MIR, el PS y el MAPU. Allí se acordó que la Asamblea «debía convertirse en 
una forma de agitación y propaganda para impulsar y desarrollar los Consejos Comunales de 
Trabajadores»,33 lo que fue rechazado por la oposición y también por el Partido Comunista, que 
la calificó como una «expresión de la contrarrevolución» que ayudaba a los enemigos del 
gobierno.34 

El MIR se encargó sistemáticamente de organizar, masificar y movilizar a los comandos 
comunales. En un editorial de agosto de 1972 de la revista El Rebelde se señalaba «que el 
enfrentamiento cada vez más violento que se desarrolla en Chile entre los trabajadores y los 
patrones, marca definitivamente las grandes líneas del proceso. Ellas son la línea de las masas, 
las que empiezan a tomar en sus manos el problema del poder para resolverlo en su favor, y la 
línea de la reacción, que dispara contra el pueblo desde los órganos del Estado que controlan: el 
Parlamento, la justicia, la burocracia».35 

Poco a poco, estos órganos embrionarios de poder popular se fueron estructurando de acuerdo 
a un principio de orden territorial que cubría a todas las organizaciones de base. Sus integrantes 
eran estudiantes, pobladores, dueñas de casa, obreros, campesinos, etc. Hasta el paro de octubre 
su carácter fue más bien de resistencia popular. Pero a partir de ese momento, el poder popular 
tomó conciencia de su fuerza, actuando de forma organizada con el objetivo de llevar la 
violencia política a la calle. 

El 10 de abril de 1973 el comando comunal ocupó simbólicamente la ciudad de Constitución 
hasta que «la población obtuvo el cumplimiento de sus justas aspiraciones. La ciudad 
permaneció dos días controlada totalmente por el poder popular, en una experiencia planificada y 
dirigida por la clase obrera, que triunfó sobre la inoperancia burocrática y el reformismo».3€ 

Ese mismo mes, se produjo el intento de toma de la industria Indus Lever, el paro ilegal de 
choferes de la Empresa de Transportes Colectivos del Estado (ETC), la toma del camino 


Santiago-San Antonio por parte de pobladores de Talagante y el corte de la carretera que unía 
Santiago y Viña del Mar, donde participaron más de cien choferes y sus máquinas. 

Para mayo de 1973 los cordones industriales y comandos comunales habían alcanzado una 
vida orgánica y regular, integrados por una masa con conciencia revolucionaria. El gobierno 
había comprendido que le eran útiles ya que le permitían revitalizar su presencia en los sectores 
populares, optando por apoyarlos de manera indirecta, promoviendo su actuar y haciendo «vista 
gorda» frente a las acciones violentistas que se sucedían por todo el territorio nacional. 

En medio de este clima, el 8 de mayo la UP, acusando una vez más a la oposición de estar 
llevando al país hacia una guerra civil, advirtió que recurriría «a todos los medios a su alcance 
para evitar tan canallesco propósito. Oponerse a la guerra civil significa movilizar a todo el 
pueblo a través de sus organizaciones de masas contra las provocaciones fascistas y reaccionarias 
y profundizar a la vez las realizaciones programáticas de la UP, entregándole al pueblo un real 
poder de decisión en los problemas que atañen a su propio destino».37 

Al día siguiente de esta declaración, el vicepresidente de nuestro partido, Osvaldo Olguín, 
afirmó categóricamente que «no va a haber guerra civil, debemos buscar soluciones racionales, 
para lo cual necesitamos eliminar el odio y el insulto en la lucha política, porque solo la 
democracia es una buena solución para nuestros problemas».38 

Los demócratas sentíamos una gran desazón e impotencia. La violencia, en sus distintas 
formas, no era el camino que propiciábamos para salir de la grave crisis en que estaba el país. 


Capítulo XV 
EL PAÍS DIVIDIDO 


1. EL PDC DEFINE QUE NO DEJARÁ PASAR UNA AL GOBIERNO 


A mediados de abril, nueve senadores del partido hicimos una declaración rechazando la 
«violencia antidemocrática» amparada por el gobierno. En ella afirmamos que la tensión 
permanente que enfrentábamos en el diario vivir nos conducía a una situación cada día más 
incontrolable, con la agravante de que «quienes son responsables de la marcha del país se 
demuestran incapaces de ejercer autoridad, de enfrentar los problemas con sentido histórico, no 
dogmático y de buscar para servir a Chile, a los ciudadanos capaces y no a los elementos 
sectarios». 

Días después, algunos camaradas? me solicitaron que postulase a la presidencia del partido 
para constituir una mesa que hiciera un emplazamiento concreto al gobierno para enmendar el 
rumbo que llevaba. Las elecciones tendrían lugar en la junta nacional que había sido fijada para 
los días 12 y 13 de mayo, convocada para renovar la directiva con la que el partido iba a 
enfrentar la segunda mitad del gobierno del presidente Allende, y hacer un análisis de la 
situación del país, la conducción del gobierno y, especialmente, la estrategia que debía seguir el 
partido en su relación con la Unidad Popular. 

Ambos hechos —la declaración y la solicitud que me hicieron algunos camaradas— fueron 
interpretados por Renán Fuentealba como una crítica velada a su gestión como presidente del 
PDC. Así me lo hizo saber en una carta fechada el 16 de abril, a la que respondí expresándole 
que, desde mi parecer, la actitud que en el último año había tenido el partido para impedir y 
sancionar las arbitrariedades y abusos gubernativos no era la adecuada. En varias ocasiones se 
había cedido ante el riesgo de que pudiera suscitarse un conflicto, quedándonos solo en 
declaraciones. Reconociendo la firmeza y aun dureza con que la directiva había enjuiciado al 
gobierno, le señalaba la necesidad de que las palabras se tradujeran en hechos políticos, sin que 
ello significara darle el bajo a alguien o caer en un enfrentamiento. En definitiva, mi postura era 
no dejar pasar ningún abuso. Finalizaba señalándole que los hechos me habían convencido de 
que solo una lucha sin cuartel, en todos los frentes, capaz de vencer la modorra, el 
acostumbramiento, la comodidad burguesa que se estaba apoderando de los sectores 
democráticos, podía librarnos de la tiranía comunista.3 

El 12 de mayo fue inaugurada la junta nacional. Estaba contemplado que se presentarían dos 
listas: una encabezada por Renán y la otra, por mí. También había quienes se manifestaban 
partidarios de omitir la votación y buscar un acuerdo previo para constituir una directiva que 
fuese representativa de todas las opiniones, pero finalmente se decidió hacer la elección. 

Fuentealba informó de su gestión al mando de la DC, la que fue aprobada sin reparos.4 En 
general, los democratacristianos no teníamos opiniones disonantes respecto al gobierno, como 
tampoco en relación al diagnóstico de la conducción de la DC frente al escenario económico, 
político y social que vivía Chile; coincidíamos en que el país enfrentaba una profunda crisis y 
que, como oposición, debíamos ofrecer alternativas democráticas, utilizando para ello todos los 


mecanismos del aparato institucional del Estado chileno y la movilización en la base social. 

Lo que, en cambio, sí se requería analizar, era el estilo con que debía ser ejercida esta 
oposición al gobierno. Al respecto, había discrepancias políticas, las que nunca se manifestaron 
en descalificaciones personales ni vetos o faltas de reconocimiento entre Camaradas. 
Manteníamos un diálogo a veces apasionado, pero siempre respetuoso. Ya habíamos sufrido dos 
quiebres y sabíamos que lo que estábamos enfrentando nos requería unidos. Las noticias sobre 
«polémicas internas y divisiones entre complacientes con el gobierno y adversarios furiosos»,2 
como se dijo por esos días, eran bastante exageradas e interesadas, y su intención no era otra que 
buscar nuestra división. 

En mi discurso ante la junta,$ señalé que los hechos que configuraban la realidad que vivía el 
país ponían de manifiesto que la acción del gobierno y de la UP no encontraban contrapeso 
suficiente en otras fuerzas sociales. Los partidos de oposición no estaban ejerciendo todos los 
poderes institucionales de que disponían y no movilizaban suficientemente a las bases populares. 
Así, mientras los seguidores de la UP eran permanentemente motivados por una idea-fuerza 
común —la revolución hacia el socialismo—, expresada en múltiples consignas y tareas, fáciles 
de comprender y seductoras, quienes militábamos en la oposición respondíamos a muy distintas 
motivaciones y esgrimíamos como bandera común los conceptos abstractos y vulgarmente 
equívocos de democracia, libertad y derecho, cuya defensa asumíamos en una actitud que 
aparecía como conservadora. 

Frente a este escenario, y en base a los principios y orientaciones que caracterizaban a nuestro 
partido, señalé que había dos tareas que me parecían ineludibles: primero, ser baluartes de la 
libertad contra cualquier amenaza totalitaria; y segundo, ser fuerza de vanguardia en la marcha 
del pueblo hacia una nueva sociedad, agregando que la única manera práctica y eficaz de cumplir 
simultáneamente estas dos tareas consistía en intentar movilizar al país tras objetivos concretos 
de liberación y participación que configurasen una alternativa para encauzar el proceso de 
cambios. 

A continuación, me referí a algunos de los objetivos que como partido debíamos afrontar. El 
primero, el objetivo de liberación, esto es, asegurar y promover la plena vigencia de las 
libertades y derechos de las personas, lo cual significaba rechazar categóricamente y castigar o 
exigir el castigo de todo atropello o arbitrariedad que afectare esas libertades y derechos. Advertí 
que no bastaba aquí con «rayar la cancha», sino que era esencial ser firmes y claros. 

Un segundo objetivo que señalé, fue que no debíamos cejar en institucionalizar el proceso de 
cambios a través de la ley como única expresión auténtica de la voluntad popular. Insistí en que 
no bastaba con presentar proyectos de ley, sino que era fundamental que ellos se tradujeran en 
ideas claras, que se llevaran a los sindicatos, a las juntas de vecinos y a donde correspondiese 
para movilizar a la opinión pública en torno a ellos. 

Finalmente, me referí a un tercer objetivo: la participación, en todos los niveles y formas. En 
este punto, advertí que el partido estaba actuando tarde, en función de los hechos que creaban, 
por un lado, el gobierno y, por otro, el Partido Nacional, mientras nosotros no creábamos hechos 
para que ellos tuviesen que actuar en función de ellos. 

Respecto al método político para cumplir estos objetivos, mi convicción era que había llegado 
el momento de no dejar pasar una al gobierno. Era partidario de menos declaraciones, de 
medidas políticas concretas y de posiciones claras ante la amenaza constante de enfrentamientos, 
del riesgo de guerra civil y del «avanzar sin transar». 

A mi entender, el camino para ello era el uso oportuno y decidido de nuestro poder político 
como equilibrio frente al de la UP. En el curso de los dos años y medio que llevaba el gobierno 


popular, éramos miles los chilenos que habíamos constatado el progresivo y reiterado 
incumplimiento, abierto o encubierto, del estatuto de garantías constitucionales, proceder que 
amenazaba la institucionalidad democrática. El gobierno, y Chile entero, debían estar conscientes 
de que ese estatuto y su cumplimiento no estaba sujeto a ninguna especie de transacción o 
renegociación. 

Mis propuestas no buscaban en absoluto generar una crisis presidencial; ello habría sido un 
tremendo error para Chile. Entendía que nuestra misión era buscar salidas democráticas, lo que 
exigía racionalidad de ambos lados, pero la experiencia nos enseñaba que la paz no podía ser 
defendida mediante la estrategia de ceder cuando el adversario amenaza. 

Mi candidatura fue vista, y en parte así lo era, como la de los «duros». Algunas de las 
afirmaciones contenidas en nuestro voto político señalaban que «el gobierno de la Unidad 
Popular acentúa cada vez más sus tendencias totalitarias..., buscando como meta común la 
totalidad del poder, lo que significa la tiranía comunista disfrazada de dictadura del 
proletariado». Que este actuar había implicado una severa crisis económica que afectaba a casi 
todos los hogares de Chile, situación que «está siendo aprovechada para incrementar el poder del 
gobierno, que trata de someter cada vez más gente a su control y agudiza en su provecho el 
conflicto social». Y que, ante esta realidad, el PDC debía «movilizar al país tras objetivos 
concretos de liberación y participación que configuren una alternativa para encauzar el proceso 
de cambios que Chile está viviendo hacia metas democráticas y por vías democráticas». 

Algunos de los acuerdos que propusimos, fueron: instruir a las bases del partido para que se 
organizaran y ejercieran su derecho a la defensa de la libertad y la legalidad; solidarizar con la 
lucha de los trabajadores en defensa de sus sindicatos y conquistas sociales; reafirmar nuestro 
apoyo a una educación libre, pluralista y democrática; respaldar la lucha de los campesinos por el 
real cumplimiento de la ley de reforma agraria y frente a las haciendas estatales que quería 
imponer el gobierno; instruir al consejo nacional del partido para que recurriera a «todos los 
medios legítimos para hacer respetar la Constitución política y las leyes, para lo cual la DC usará 
todo su poder parlamentario, municipal, gremial y vecinal»; impedir el control político en la 
distribución de alimentos y productos esenciales; no tolerar cualquier iniciativa destinada a 
alterar el carácter profesional de las Fuerzas Armadas y reiterar la necesidad de que se dé estricto 
cumplimiento a la ley de control de armas; y continuar construyendo una «amplia base 
democrática» con aquellos partidos que estuvieran por el «proceso de socialización democrática 
y por la sustitución total y definitiva del régimen capitalista». 

Finalmente, afirmamos nuestro repudio a «toda solución que implique la búsqueda de salidas 
políticas al margen de la Constitución y de la ley, el desencadenamiento de la violencia, el 
fomento del odio y el enfrentamiento físico a través de golpes de Estado o de la guerra civil o de 
cualquier medio directo o solapado que conduzca al derrocamiento del gobierno». 

Nuestro voto político se impuso y fui elegido una vez más presidente nacional de la 
Democracia Cristiana con un cincuenta y cinco por ciento de las preferencias. La directiva se 
completó con Osvaldo Olguín como vicepresidente, Carlos Salas como segundo vicepresidente, 
Felipe Amunátegui como tercer vicepresidente y Eduardo Cerda como secretario general. 

Convencido de que la unidad interna era el instrumento de nuestra eficacia y que ella era una 
de las bases de la preservación del sistema democrático, propuse crear una comisión política 
reducida, que se reuniera diariamente y tuviera funciones ejecutivas. La junta entregó su visto 
bueno y, por acuerdo de la mesa, la comisión quedó integrada por representantes de todos los 
matices o tendencias internas del partido: el senador Juan de Dios Carmona y el diputado 
Claudio Orrego en representación del Congreso; Bernardo Leighton y Jaime Castillo a nombre 


del consejo nacional; y los camaradas de libre elección Sergio Molina y Ricardo Hormazábal. 
Además, como invitados permanentes, se acordó que concurrieran los camaradas Eduardo Frei, 
Radomiro Tomic y Renán Fuentealba.ŝ 

En las sesiones de los dos primeros meses, con asistencia prácticamente de todos sus 
integrantes (salvo Renán Fuentealba que, dolido, estuvo ausente por algún tiempo) y por 
unanimidad, precisamos nuestros objetivos y estrategia para cumplir los acuerdos de la junta: 
nuestra lucha sería impedir en Chile el establecimiento de una dictadura comunista, restablecer el 
orden democrático chileno y hacerlo por la vía democrática sobre la base de movilizar, al mismo 
tiempo, nuestro poder institucional y nuestro poder social.“ 


2. LA VISIÓN DE ALLENDE 


Como partido, nos sentíamos cada vez más pesimistas acerca de que el gobierno rectificara su 
orientación y acción, y pensábamos que ello era más factible si asumíamos una actitud de mayor 
agresividad. 

En lo económico, el proceso inflacionario estaba descontrolado y la inversión del Estado se 
había ido al suelo, a lo que se sumaban un endeudamiento creciente y el deterioro tanto de la 
capacidad industrial instalada del país como de la capacidad tecnológica debido a la fuga de 
profesionales. La tan anunciada participación de los trabajadores en el gobierno y en las 
empresas no se había materializado; en los hechos, se seguía actuando con un criterio burocrático 
y centralista, bajo un esquema que podría llamarse «capitalismo de Estado», con todas las 
ineficiencias que tenía el sistema, pero ninguna de sus ventajas. 

En lo social, la etapa de jolgorio del primer año ya no era sostenible en razón de la crisis 
económica que afectaba a todo el país, generándose graves tensiones sociales que día a día 
afloraban en distintos gremios y sectores de la sociedad civil. 

El cuadro político no era mejor. El gobierno hacía constantes llamados al diálogo, pero 
siempre a condición de que la oposición aceptara sus propuestas, y no buscaba consensos para 
lograr la paz social, a pesar de ser minoría. Se hizo habitual la advertencia sobre la amenaza de 
una guerra civil, lo que nos parecía una estrategia comunicacional destinada a agudizar el 
conflicto y atemorizar a la población. 

Recién asumida mi presidencia en el partido, se produjo un momento particularmente 
preocupante, y en cierto modo decepcionante para los democratacristianos, cuando el presidente 
Allende dio su mensaje ante el Congreso Pleno el 21 de mayo de 1973. 

Titulado «Por la democracia y la revolución, contra la guerra civil»,10 el presidente usó un 
tono de arenga revolucionaria, acudiendo al «venceremos» y a la consigna de «no a la guerra 
civil», sin mostrar voluntad alguna de propiciar un diálogo. 

El discurso estuvo orientado a justificar la grave crisis en la que estaba el país como el costo 
que se debía pagar para conducir a Chile al socialismo por la vía democrática. 

De forma reiterada, Allende denunció a todos los que se oponían al desarrollo revolucionario 
buscando impedir por cualquier medio el camino hacia el socialismo. Ellos eran los responsables 
del clima de violencia y de la grave situación económica, «los que ayer fueron monopolistas, 
latifundistas o banqueros y hoy, con oportunismo, prohíjan reivindicaciones económicas de los 
trabajadores; los que desataron y mantienen una campaña destinada a sembrar la desconfianza en 
nuestra Capacidad económica, los que promueven el mercado negro como política de resistencia 
al gobierno. Repito: todos ellos tienen responsabilidad». 

Basado en esta teoría política, el presidente puso de un lado a «los personeros de los grandes 


intereses capitalistas, monopólicos e imperialistas, nacionales o extranjeros, partidarios del caos 
y empeñados en socavar la convivencia cívica», desatando la violencia; del otro lado estaban 
«todos los ciudadanos democráticos y patriotas», esto es, «la inmensa mayoría de los chilenos», 
que «está contra el caos político y económico, contra la inseguridad y la violencia, lo que 
posibilita el camino democrático». 

Para lograr los anhelos de la mayoría, Allende sostuvo que era necesario «facilitar la 
adaptación institucional y otorgar al Ejecutivo las herramientas para evitar una crisis», lo que 
para nosotros resultaba una extorsión, puesto que implicaba aceptar pasivamente las 
arbitrariedades administrativas y hechos consumados que vulneraban la institucionalidad 
democrática y someterse al orden y disciplina impuestos por el gobierno y las nuevas 
instituciones revolucionarias nacidas al margen de la ley, como los consejos comunales 
campesinos, los consejos mineros, las JAP, los comandos comunales y los cordones industriales. 

El mensaje presidencial abordó también los cambios revolucionarios, destacando su 
profundización y el éxito de las reformas estructurales que se estaban aplicando. En el último 
año, afirmó Allende, «la transferencia del poder económico hacia la clase trabajadora continuó 
realizándose en la forma anunciada en el programa de gobierno. Mientras en 1971 se erradicó de 
nuestra patria a las empresas imperialistas que controlaban las riquezas básicas, en 1972 se 
acentuaron los cambios internos. Fue profundizada la reforma agraria, se incorporó al área social 
parte de las empresas monopólicas, se completó la nacionalización de los bancos, algunos 
consorcios de la distribución mayorista fueron puestos bajo control estatal». 

Destacó también que, pese a todas las dificultades, el avance revolucionario estaba logrando 
un objetivo primordial: la conciencia del pueblo, cuya expresión era la socialización del poder 
político: «La jerarquía, la autoridad y el orden burgués han perdido su vigencia ante los 
trabajadores, quienes se esfuerzan por crear, dentro del régimen institucional del Estado y su 
normativa legal, un orden y una disciplina que reposen socialmente en ellos mismos», señaló, 
agregando que nuestro país había entrado en un «ciclo histórico» donde, «por primera vez, 
amplios sectores populares, hasta ayer negados, pueden ejercer las libertades políticas al tener 
medios concretos que les permiten el ejercicio del derecho de expresión y de asociación. Por 
primera vez, la democracia económica empieza a ser una realidad. Solo ahora, las decisiones que 
más afectan a cada persona, las que inciden en su dimensión creadora, en su trabajo y en su 
bienestar, han dejado de ser exclusividad de las minorías poderosas o selectas para ser asumidas 
por la gran masa organizada en sus centros de trabajo o de residencia. Una nueva etapa recién se 
ha iniciado para la democracia chilena». 

La autocrítica, en cambio, fue breve y solo referida a la situación económica: «Debemos 
reconocer que hasta ahora no hemos podido crear una dirección económica adecuada a las 
nuevas condiciones, que nos ha atrapado la maraña burocrática, que no hemos contado con los 
instrumentos necesarios para captar excedentes de la burguesía y que la política distributiva ha 
ido más allá de las posibilidades reales de la economía». 

Los anuncios revelaron el mismo espíritu de seguir avanzando sin rectificación alguna. El 
presidente se refirió a un anteproyecto de Carta Fundamental que sería «sometido a una 
amplísima discusión nacional» antes de su envío al Congreso, para contar con una legislación 
«sencilla, clara, flexible y sistemática», que se correspondiera con las exigencias derivadas del 
camino hacia el socialismo. Sus aspectos principales serían la democratización del aparato 
judicial, la ampliación de los derechos y deberes y la democratización de la administración 
territorial y de la seguridad social. 

Por último expresó, como solía hacerlo, su satisfacción y la del país por el desempeño de las 


Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones, descartando cualquier intención política en la 
relación del gobierno con estas instituciones. 

Allende finalizó su discurso apelando «a la conciencia y sentido de clase de todos los 
trabajadores», advirtiendo que la «reacción nacional e internacional pueden destruirlos». 

Al día siguiente, como directiva de la DC, hicimos una declaración pública sobre la cuenta del 
presidente, indicando en lo esencial que el mensaje presidencial esquivaba el cuerpo a todos los 
grandes problemas de Chile, hecho que revelaba una vez más «la incapacidad del gobierno para 
comprender la realidad chilena, para superar su sectarismo ideológico y, lo que es más grave, 
para asumir sus responsabilidades ante el pueblo de Chile». 11 

Unos días después, en cadena parcial de radios y televisión, como presidente de la DC señalé 
que en su mensaje, el presidente había eludido el examen de los problemas más graves y 
angustiosos que el pueblo de Chile estaba viviendo, como la inflación de los últimos doce meses, 
que llegaba al doscientos por ciento, y la creciente escasez de alimentos y demás bienes 
esenciales que los hogares chilenos sufrían día a día. Advertí que nada había dicho sobre la baja 
de la producción agrícola, el deterioro de las instalaciones industriales del país, el descenso de las 
exportaciones y la emigración al extranjero de profesionales y técnicos, como tampoco sobre la 
discriminación entre los chilenos, ni la ilegalidad y violencia que su gobierno había convertido 
en regla de conducta de la administración del Estado.12 

Señalé como ejemplos de los problemas y conflictos que había en el país, la baja en un 
veinticinco por ciento de la producción agrícola chilena a partir de 1970; el acentuado descenso 
experimentado en el último año de la producción y productividad industrial; el descalabro que 
estaba sufriendo la capacidad tecnológica del país como consecuencia de la falta de repuestos, la 
ausencia de nuevas inversiones y la fuga de cerebros; la vertiginosa caída de nuestras 
exportaciones, con la consiguiente baja de disponibilidad de dólares para financiar las 
importaciones; la disminución en cerca de un noventa por ciento de las exportaciones de hierro y 
acero, en un treinta por ciento las del salitre y yodo, en un cincuenta y uno las de aceite, en un 
cincuenta y ocho las de harina de pescado, en un noventa por ciento las de cebollas, en un treinta 
y tres por ciento las de frijoles y en un doce por ciento las de frutas, todo lo cual significaba que 
el país había dejado de percibir el año pasado alrededor de doscientos millones de dólares, con lo 
cual el gobierno habría podido comprar cuatrocientos millones de kilos de pollos, es decir, 
cuarenta kilos por persona. 

Luego interpelé derechamente al gobierno: ¿cuál es su responsabilidad frente a la política 
gubernativa de estatizarlo todo?, ¿frente a la inseguridad y consiguiente parálisis productiva que 
acarrea el sistema de las tomas, intervenciones y requisiciones para estatizar de hecho predios 
agrícolas y establecimientos industriales, sean grandes, medianos o pequeños?, ¿frente a la 
ignorancia, incapacidad o inmoralidad de los burócratas?, ¿frente al desmedido afán de poder de 
los partidos oficialistas?, ¿frente a las tendencias violentistas que con frecuencia exhiben?, 
¿frente a su desprecio por las leyes?, ¿frente a su sectarismo, aburguesamiento y frivolidad de los 
hombres nuevos? 

Asimismo, denuncié como un engaño la teoría presidencial de que la crisis que había en el 
país era consecuencia de la resistencia al tránsito hacia el socialismo por la vía democrática. 
Declaré categóricamente que no estábamos dispuestos a aceptar el chantaje de que solo 
aceptando el programa y los métodos implantados por la Unidad Popular se evitaría que el país 
llegara al enfrentamiento. Y advertí que lo que estaba en juego, y que comprometía no solo el 
bienestar de los chilenos y la suerte de nuestra democracia, sino también el destino mismo de 
Chile, era si el presidente insistía tercamente en implantar en Chile un modelo de socialización 


estatista, burocrático, de claro contenido totalitario, reñido con la idiosincrasia de nuestro pueblo, 
caracterizado por su ineficiencia y que conducía a Chile a la ruina, o si se buscaba un camino de 
socialización verdaderamente democrático, basado en la participación comunitaria del pueblo 
libremente organizado y que pusiera en juego las mejores energías y capacidades de todos los 
chilenos para construir una patria realmente justa y próspera. 

Mis palabras finales fueron una invitación a los chilenos a asumir su tarea en la lucha por 
superar la crisis económica y defender los derechos y libertades democráticas, insistiendo en que 
solo resolveríamos nuestros problemas con el esfuerzo conjunto de todos.13 


3. LA HUELGA DEL COBRE 


El mejor ejemplo que refleja la actitud del gobierno en estos meses fue la huelga de trabajadores 
del cobre del mineral de El Teniente, ubicado en la provincia de O”Higgins. 

Los problemas habían comenzado en los primeros meses de 1973 por desacuerdos entre los 
sindicatos del mineral (en su mayoría, de filiación socialista y comunista) y el gobierno respecto 
del reajuste que se había aprobado en octubre de 1972 y que otorgaba a todos los trabajadores del 
sector público y privado un aumento de remuneraciones conforme a la inflación del periodo 
noviembre-abril de ese año. Los mineros, herederos de un arraigado espíritu reivindicativo 
desarrollado por años contra las empresas norteamericanas, arguyeron que este reajuste debía 
agregarse a aquellos estipulados internamente entre la empresa y sus trabajadores, mientras que 
el gobierno, a través de sus ministros de Minería, Sergio Bitar, y del Trabajo, Luis Figueroa, 
discrepaban por considerar que ello implicaba un doble reajuste. Tras fallidos intentos de 
negociaciones, el 18 de abril de 1973 se declaró la huelga en la mina. 

Los trabajadores de El Teniente estaban organizados en nueve sindicatos, cuatro de obreros y 
cinco de empleados profesionales. Los primeros optaron por aceptar un bono compensatorio 
ofrecido por el gobierno y regresar a sus trabajos. Los segundos, en cambio, fueron activos 
sustentadores del movimiento. Como era de esperar, esta división interna de los trabajadores del 
mineral derivó en hechos de violencia y enfrentamientos. 

Calificando de «antipatriotas», «sediciosos», «agentes de la CIA» a los mismos que durante el 
paro de octubre habían sido calificados como «patriotas responsables», el 10 de mayo el 
gobierno decretó zona de emergencia en la provincia de O”Higgins lo que, lejos de mejorar el 
ambiente, provocó que la crisis se agudizara. En ese momento, los trabajadores de El Teniente 
recibieron el apoyo —esperado, por lo demás— de sus colegas del norte, especialmente de los 
sindicatos de trabajadores del mineral de Chuquicamata, quienes de inmediato se fueron a la 
huelga, transformando el movimiento en un paro nacional de carácter político. 

Algunos parlamentarios pensábamos que debíamos apoyar las reivindicaciones del 
movimiento de los huelguistas, pues considerábamos que era la única manera de terminar con la 
desidia del gobierno frente a tan importante materia. Mi opinión, como presidente del PDC, era 
que los trabajadores del cobre estaban siendo tratados de manera humillante y despótica por el 
gobierno. 

Como partido, nos sentíamos especialmente comprometidos con los mineros. Cuando el 
primer semestre de 1971 se estudiaba la reforma constitucional para nacionalizar el cobre, 
habíamos insistido en que la nueva ley dejara consignados los derechos obtenidos mediante 
luchas sindicales, establecidos en el estatuto de los trabajadores del cobre y en otras leyes 
referentes a la materia, en actas de avenimiento y resoluciones de tipo jurídico, y que «al dictarse 
un nuevo estatuto, el legislador, en caso alguno, podrá suprimir, disminuir o suspender los 


derechos o beneficios económicos, sociales, sindicales o cualesquiera otros que actualmente 
disfruten los trabajadores de las empresas de la gran minería del cobre».14 En dicha oportunidad, 
Allende había expresado que «bastaba su palabra para garantizar los derechos de los trabajadores 
del cobre», pero nosotros habíamos preferido dejar consignada tal garantía en el texto expreso de 
la ley. 

Los senadores democratacristianos nunca pensamos que en tan poco tiempo sería necesario 
recordar por qué habíamos estimado necesario consignar este precepto constitucional, pues 
creíamos que, por tratarse de un gobierno que se autoproclamaba de los trabajadores, iba a 
respetar sus derechos. Pero los hechos estaban demostrando lo contrario. 

En este escenario, decidimos emitir una declaración manifestando nuestra «absoluta 
solidaridad con el movimiento sindical de los trabajadores del mineral El Teniente, ante la 
escalada reaccionaria del gobierno que pretende aplastar su lucha por justas reivindicaciones 
estipuladas en actos de avenimiento, en la ley y en la Constitución». Asimismo, hicimos público 
nuestro repudio a la medida tomada por el gobierno de aplicar la Ley de Seguridad Interior del 
Estado y le exigimos entregar una explicación «inmediata y veraz» sobre el relevo del jefe de 
zona de emergencia a propósito de su actuación con motivo de una balacera desde la sede del PS 
de Rancagua,!5 advirtiendo que «de no hacerlo..., quedará claro ante el país la increíble decisión 
del gobierno de coartar la acción de los oficiales de las Fuerzas Armadas que cumplen la ley de 
control de armas».16 Anunciamos también que nuestro partido había presentado el dia anterior 
una acusación constitucional en contra de los ministros de Minería, Sergio Bitar, y del Trabajo, 
Luis Figueroa. 

El gobierno reaccionó con medidas de fuerzas en contra de los huelguistas, dejando en 
evidencia su desinterés en buscar acuerdos, hecho que quedó aún más claro cuando los 
interventores designados por el Ejecutivo para aplicar el decreto de reanudación de faenas 
despidieron a noventa y siete trabajadores que adherían al paro y contrataron nuevo personal en 
su reemplazo, lo que provocó la indignada y violenta reacción de los primeros, resultado de lo 
cual murió un minero por un disparo hecho desde un vehículo militar. 17 

En medio de este clima, en que tanto el gobierno como la derecha se acusaban mutuamente de 
estimular una campaña del terror que solo podría desembocar en una guerra civil, la Iglesia 
emitió una declaración manifestando su preocupación por la marcha del país, y su dolor «por ver 
las largas colas de chilenos —los millones de horas que se pierden cada semana— sufriendo la 
humillación de vivir en esas condiciones. Parece un país azotado por la guerra», afirmó, e hizo 
un llamado a «buscar más lo que nos reúne y no lo que divide». Recordando la proximidad de la 
fiesta de Pentecostés, pidió que se repitiera el milagro de ese día, cuando «los hombres que 
hablaban idiomas diferentes lograron entenderse y superar las distancias. El amor los hizo 
acercarse. Solo con amor se es capaz de construir un país». 18 

En esos días pronuncié un discursol2 con motivo del segundo aniversario del asesinato de 
Edmundo Pérez Zujovic. Aproveché esta instancia para hacer ver que, como nunca en nuestra 
historia, estábamos inmersos en una mezcla de odio y de apetito insaciable, de voracidad del 
poder que corrompía la mentalidad del país. Luego añadí que el PDC se hallaba en una condición 
dramática respecto al destino de la patria, advirtiendo que nuestra fuerza no estaba en las armas 
sino en la verdad que sosteníamos, en la razón y en los valores morales del cristianismo. 

Distinto era el planteamiento del líder del PN, Sergio Onofre Jarpa quien, por los mismos días, 
sostuvo que «sin un cambio de gobierno no hay ninguna posibilidad de detener el proceso 
acelerado de ruina y desintegración de Chile», agregando que la decisión del PN era enfrentar al 
marxismo en «cualquier plano en que se plantee esta lucha».20 


El 11 de junio apareció en los medios de prensa una carta de las Juventudes Socialistas y 
Comunistas, advirtiendo que «el objetivo de los reaccionarios es derrocar este gobierno a 
cualquier precio» y que para ello «está en ejecución un plan que persigue paralelamente crear el 
caos económico y social y la crisis institucional». Acusaban al PN y al freísmo de intentar 
«provocar conflictos en los centros claves de la economía, impulsando huelgas politigueras con 
cualquier pretexto en un claro intento de ganar apoyo en la base para la sedición, dividiendo a los 
trabajadores». La misiva finalizaba señalando que «quieren agudizar al máximo los problemas de 
abastecimiento, provocar la desesperación de las grandes masas para tener mejores condiciones 
para el golpe».21 

Dos días más tarde, el senador y secretario general del PS, Carlos Altamirano, declaró que la 
«derecha tiene una estrategia y dos tácticas: la estrategia, derribar a Allende e instaurar un 
régimen fascista y autoritario presidido por la oligarquía financiera y monopólica nacional, 
coludida con el imperialismo norteamericano; las dos tácticas: una, la de los fascistas 
encabezados por Sergio Onofre Jarpa, que quieren el golpe hoy, y la otra, la del derechista Frei, 
que pretende el golpe en agosto o septiembre». 22 

Una vez más, el gobierno recurria a su pertinaz Campaña para dividir a los 
democratacristianos, desacreditando a Eduardo Frei y acusándonos de urdir una salida al margen 
del orden legal y democrático. 

A mediados de junio, cuando el conflicto del cobre llevaba prácticamente dos meses sin 
solución por parte de las autoridades regionales y los ministros del Trabajo y Minería, los 
huelguistas de la minera de Rancagua iniciaron una marcha hacia la capital con el decidido fin de 
representarle al presidente Allende su situación. 

El 14 de junio, poco antes de llegar a Santiago, en el puente que cruza el río Maipo, un fuerte 
contingente policial impidió que los mineros siguieran avanzando hacia la capital. En medio de 
una gran tensión que hacía presagiar un desenlace fatal, se produjo una fuerte reacción policial 
que ni siquiera pudo ser disuadida por la presencia de algunos parlamentarios en el lugar. El 
gobierno declaró que la marcha no contaba con los permisos que correspondían y acusó a los 
trabajadores de pretender llegar a Santiago para «crear condiciones que favorezcan sus planes de 
sedición, de subversión y alteración del orden público».23 

Algunos dirigentes y trabajadores lograron ingresar a la capital, llegando a la sede del Partido 
Demócrata Cristiano, en Alameda con Carmen. Los estudiantes de la Universidad Católica y, en 
particular, del Movimiento Gremial, liderado por su fundador Jaime Guzmán, también les 
brindaron apoyo en la Casa Central de la Universidad. 

Los militantes de los partidos de la UP y grupos violentistas cercaron a los mineros, 
estudiantes y dirigentes democratacristianos. Por cerca de seis horas hubo graves desmanes en el 
centro de Santiago, en los que se enfrentaron partidarios de la oposición que apoyaban a los 
huelguistas y simpatizantes del gobierno. La violencia dejó como saldo un muerto y setenta y 
seis personas heridas, dos de ellas a bala. 

Al día siguiente, el presidente Allende recibió por espacio de dos horas a una delegación de 
trabajadores del cobre, abriendo un espacio al diálogo. En el encuentro se acordó que esa tarde el 
representante de los dirigentes se reuniría en la casa del abogado de la Confederación de 
Trabajadores del Cobre con el representante del gobierno a fin de continuar con las 
conversaciones. Sin embargo, ello no ocurrió ya que a última hora la cita fue cambiada a 
dependencias del Ministerio del Trabajo, situación que no fue avisada oportunamente y de la 
cual el propio presidente Allende no estaba al tanto. 

El hecho coincidió con una declaración de los principales dirigentes del PS y PC, rechazando 


el diálogo con los trabajadores en huelga. Insistieron en el carácter «artificial» del movimiento, 
considerando que la huelga era una reacción de algunos sindicatos apoyados por los partidos de 
la oposición y una maniobra contra el gobierno.24 

En respuesta a lo que calificó como una «desagradable sorpresa», el presidente Allende 
rechazó las críticas diciendo que «siempre he discutido y analizado las grandes líneas de acción 
con los jefes de los partidarios de la UP, pero nunca he renunciado ni renunciaré a las 
prerrogativas y a la autoridad que las responsabilidades del cargo me imponen», agregando que 
«ha sido, y es, política del gobierno y de la Unidad Popular estar abierto al diálogo con la 
oposición democrática y reprimir sin vacilaciones al fascismo».25 

Dos días después de haber recibido a la delegación de trabajadores del cobre en La Moneda, el 
gobierno, a través del ministro del Interior, Gerardo Espinoza, denunció la «pertinaz actitud de 
sectores de la oposición, entre ellos la DC», que han buscado transformar el conflicto sindical en 
un enfrentamiento político contra el gobierno.26 

La acusación era directa y clara. Ese mismo día, el consejo nacional del PDC declaró que los 
intentos de diálogo habían fracasado por la oposición de las comisiones políticas del PS y PC, 
«lo que es una nueva prueba de la traición antiobrera de estos dos partidos totalitarios», y 
convocamos a una gran concentración para el 19 de junio «en apoyo de los huelguistas del cobre, 
que han sufrido una represión desmedida por parte del gobierno».27 

Ese día, estudiantes de la Universidad de Chile y de establecimientos escolares, representantes 
de gremios, profesionales, campesinos y militantes de los partidos de oposición, realizamos un 
paro nacional en apoyo a los huelguistas de El Teniente y como protesta ante la desenfrenada 
violencia política. Hablaron el presidente de la Feses, Miguel Salazar, el dirigente sindical de la 
minería, Guillermo Medina, y Eduardo Retamal, presidente de la Corporación de Televisión de 
la Universidad de Chile. El acto fue contundente y masivo, pero como ya era habitual, terminó 
en violentas manifestaciones con destrozos, detenidos y heridos.28 

En una forma que nos pareció una provocación, la CUT llamó a un paro de actividades para el 
día 21 de junio. Al respecto, hice una declaración pública señalando que el paro convocado era 
patronal, ya que el gobierno era el patrón de la gran mayoría de los trabajadores. Advertí que con 
ello se buscaba engañar a Chile y al mundo respecto del verdadero apoyo popular al gobierno, 
atemorizar a los ciudadanos democráticos y crear las condiciones para la llamada acción 
revolucionaria de masas.29 Como una forma de presionar al Ejecutivo, hice también un llamado a 
paralizar labores el mismo día y hora en que lo harían los partidarios de la UP, pero a favor de 
los mineros de El Teniente. 

Ese mismo día el Senado votó a favor la acusación constitucional que a fines de mayo había 
sido presentada por los parlamentarios democratacristianos en contra de los ministros de 
Minería, Sergio Bitar, y del Trabajo, Luis Figueroa, por haber atropellado las leyes, haberlas 
dejado sin aplicación y vulnerado el estatuto de trabajadores del cobre. Con esto, la señal para el 
gobierno fue que los partidos de oposición, y especialmente la DC, tomarían la defensa de los 
trabajadores. Esta había sido nuestra promesa al asumir como directiva a mediados de mayo y 
estábamos decididos a cumplirla. 

El gobierno difundió el llamado a paro promovido por la CUT y, como era esperable, el 21 de 
junio miles de personas se hicieron presentes en un acto que se llevó a cabo en el centro de 
Santiago. El orador principal fue el presidente Allende. 

En su discurso, el presidente llamó a la unidad de los partidos que apoyaban al gobierno y a 
confiar en su conducción. Afirmó que el acto era «una expresión muy clara contra los fascistas y 
contra aquellos que, consciente o inconscientemente, colaboran con ellos» y advirtió que «con la 


unidad combativa del pueblo, con la decisión de las Fuerzas Armadas y de Orden —que tienen 
que acatar por mandato histórico la Constitución y la ley— levantaremos una barrera 
infranqueable a las turbias maniobras de los fascistas y los reaccionarios que los apoyan». 
Acusando directamente de pretender la guerra civil al «fascista» movimiento Patria y Libertad, al 
«sedicioso» Partido Nacional y al diario El Mercurio, «vocero de los mineros que están en paro», 
el presidente llamó a los trabajadores a no dejarse intimidar por las acciones de los «enemigos 
del pueblo».30 

A la luz de lo ocurrido en la jornada, manifesté que la concentración organizada por la CUT 
había sido un «rotundo fracaso» y que para el grueso de la población, el presidente Allende 
parecía no ver «los problemas que hay en el país y se encuentra obsesionado con la amenaza 
fascista». 31 

Antes de volver a Rancagua, el día 26 de junio los trabajadores de El Teniente tuvieron una 
última manifestación en el frontis de la casa central de la Universidad Católica, y aunque no 
hubo disturbios, se lanzaron fuertes palabras contra el gobierno, particularmente contra los 
ministros destituidos. Por la tarde emprenderían el regreso a sus hogares en Rancagua. 

El paro de los mineros se prolongaría todavía por una semana más. Tras setenta y cuatro días, 
los primeros días de julio fue firmado un acuerdo entre el gobierno y los representantes de los 
trabajadores. A pesar de que estos obtuvieron menos de lo que habían solicitado, comprendieron 
que probablemente su acción había llegado a poner al gobierno de Allende en jaque. Las 
pérdidas por los días no trabajados, según la información entregada por Codelco, alcanzaron los 
tres millones de dólares. 


4, NUEVO CONFLICTO POLÍTICO-INSTITUCIONAL 


El mes de junio del 73 fue particularmente álgido ya que el gobierno enfrentó dos importantes 
conflictos de carácter político-institucional que se desarrollaron en forma paralela a la huelga del 
cobre, enardeciendo los ánimos de lado y lado. El primero tuvo que ver, una vez más, con la 
reforma constitucional de las áreas de la economía, que confrontó al ejecutivo con el legislativo. 
El segundo fue una nueva pugna entre el gobierno y el poder judicial. 

Como se vio en el capítulo XIV, a fines de abril Allende había decidido que el Tribunal 
Constitucional debía pronunciarse sobre la validez de la votación en el Congreso respecto a los 
vetos del proyecto de las áreas de la economía, argumentando que el criterio del poder legislativo 
era incorrecto porque desconocía «el mandato de la Constitución, que determina que la mayoría 
del Congreso no puede imponer su voluntad por sobre la del jefe de Estado sin contar con los dos 
tercios de los votos de sus miembros».32 El 30 de mayo el Tribunal Constitucional se declaró 
incompetente para pronunciarse en torno a las discrepancias entre el ejecutivo y el legislativo 
respecto a una reforma a la Carta Fundamental.33 Acto seguido, el gobierno dictó un decreto 
promulgatorio en que afirmaba que, «habiendo declarado el tribunal su incompetencia y no 
existiendo por lo tanto órgano que pudiera dilucidar el conflicto jurídico suscitado entre el 
Ejecutivo y el Congreso, a aquel solo quedaba promulgar las partes de la reforma respecto de las 
cuales no había discrepancia ya que, de otra forma, una de las ramas del poder constituyente 
aparecería imponiéndose sobre la otra sin fundamento jurídico que la habilitara para ello».34 En 
particular, se eliminaron del proyecto todas las disposiciones que obligaban a determinar por ley 
las empresas que pasarían al área social. 

La decisión de Allende no solo significaba un menoscabo a la potestad del Congreso, sino que 
demostraba que no estaba dispuesto a buscar un acuerdo con la oposición. 


Ante este anuncio, el presidente del Senado, Eduardo Frei, y el de la Cámara, Luis Pareto, 
enviaron una carta al contralor general de la República advirtiendo de la grave crisis que había 
desatado el gobierno, puesto que «no le cabe al presidente de la República sino dar cumplimiento 
al texto expreso del artículo 19 de la Constitución Política del Estado, que establece que si el 
Ejecutivo no llama a plebiscito dentro del plazo constitucional, se promulgará el proyecto que 
hubiere aprobado el Congreso».35 La misiva adjuntaba una copia del referido proyecto. 

Como partido, también hicimos una declaración, insistiendo en que el presidente de la 
República debía promulgar la reforma despachada por el Congreso o llamar a plebiscito para que 
el pueblo resolviera acerca de las discrepancias entre el Ejecutivo y el Parlamento, agregando 
que cualquier otro camino constituiría una evidente violación a la Carta Fundamental y lo haría 
incurrir en las responsabilidades consiguientes.36 

La respuesta de la Unidad Popular no se dej6 esperar. Su presidente, Rafael Agustin Gumucio, 
descartó que el gobierno y los partidos que lo apoyaban hubiesen considerado la posibilidad de 
llamar a plebiscito sobre los puntos en desacuerdo entre el Ejecutivo y el legislativo.37 

El 5 de junio se cumplía el plazo constitucional dentro del cual el presidente debía promulgar 
el texto despachado por el Congreso del proyecto de ley de reforma constitucional que fijaba las 
tres áreas de la economía o convocar a un plebiscito sobre los puntos en controversia. 

La situación era extremadamente compleja porque el Congreso no podía aceptar un 
incumplimiento constitucional; era esta una opinión jurídica casi unánime dentro de la 
Democracia Cristiana y de la oposición. Además, se trataba de aspectos del proyecto sobre los 
cuales el PDC había estado siempre dispuesto a buscar un acuerdo, en especial aquellos referidos 
a la definición de las empresas que pasaban a propiedad estatal. Y por último, el gobierno corría 
un riesgo convocando a un plebiscito que podía perder. 

El 4 de junio el senador y camarada Renán Fuentealba, autor, junto a Juan Hamilton, del 
proyecto en cuestión, hizo una declaración que nos tomó por sorpresa. En ella, advertía que era 
«una falacia afirmar que el Ejecutivo debe promulgar el proyecto aprobado por el Congreso» y 
que era «legítimo el camino de una promulgación en que se eliminan las discrepancias», 
agregando que hacía esta declaración «para estar tranquilo con mi conciencia en un momento en 
que tantos se empeñan en precipitar acontecimientos del todo reñidos con las soluciones políticas 
democráticas».38 

La declaración de Fuentealba fue, por cierto, profusamente instrumentalizada por el 
oficialismo para defenderse y debilitar la posición de nuestro partido. Sus palabras reflejaban lo 
difícil que resultaba para todos asumir posiciones firmes, en un contexto marcado por la amenaza 
de una derecha que buscaba el fin del gobierno y un gobierno que interpretaba cualquier disenso 
o cuestionamiento a su posición como una actitud sediciosa.39 

Pocas horas antes de vencer el plazo, el Ejecutivo anunció el retiro de la Contraloría del 
decreto promulgatorio, sosteniendo que lo remitiría nuevamente con mayores antecedentes.40 
Dos días después, la Secretaría General de Gobierno precisó que no se había convocado a 
plebiscito porque, según el Ejecutivo, faltaba el trámite de insistencia por los dos tercios del 
Congreso. 

Las réplicas a la decisión del gobierno fueron muchas. Como partido, lamentamos que el 
presidente «dejara pasar la oportunidad de buscar una salida verdaderamente democrática a un 
desacuerdo con el Parlamento sobre el proyecto de reforma constitucional... sometiéndolo a la 
decisión del pueblo mediante un plebiscito».41 

El 16 de junio, el Partido Nacional emitió una declaración que tituló «El señor Allende ha 
dejado de ser presidente constitucional de Chile», buscando abiertamente generar condiciones de 


ingobernabilidad que impulsaran la caída del gobierno. Planteaba que la negativa de Allende a 
promulgar la reforma constitucional según el texto aprobado por el Congreso, o a someterla al 
verdecito del pueblo mediante plebiscito, era un «atropello flagrante» a la Constitución, y que, al 
arrogarse un derecho del pueblo para promulgar un texto «que no es el aprobado por el 
Congreso, el presidente de la República ha incurrido en sedición», concluyendo que «la validez 
del mandato presidencial del señor Allende ha terminado» y que, «a la luz del derecho y la 
moral, nadie está obligado a respetar y a obedecer a un gobierno que deja de ser legítimo». La 
declaración finalizaba afirmando que un «estudio riguroso» de las violaciones legales y 
atropellos a la Constitución en que el gobierno había incurrido «deberá llevar al Congreso 
Nacional a considerar la ilegitimidad de ejercicio en que, a nuestro juicio, ha incurrido el 
gobierno de la Unidad Popular».42 

Y el 24 de junio, la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile 
calificó el intento del gobierno de promulgar parcialmente la reforma como «el mayor atentado 
contra el ordenamiento jurídico en un Estado de derecho», definiéndolo como «fraude a la 
Constitución».43 

El 2 de julio la Contraloría envió un oficio al Ministerio de Justicia representándole la 
ilegitimidad del decreto que promulgaba en forma parcial la reforma constitucional sobre las 
áreas de la economía, porque a su juicio era inconstitucional, ya que, conforme a los artículos 
108 y 109 de la Constitución, «si las observaciones del presidente de la República son 
rechazadas por el Congreso Nacional, el primer mandatario debe resolver si convoca a plebiscito, 
lo que no ocurrió en el presente caso, o bien promulga el mismo proyecto aprobado por el 
Congreso Nacional y no solo la parte que no fue observada mediante veto». 44 

Era un anuncio que muchos esperábamos. Vencido el plazo para llamar a plebiscito, al 
presidente no le quedaba más que promulgar la ley de reforma constitucional de las áreas de la 
economía tal cual había sido aprobada por el Congreso; de lo contrario, el Ejecutivo caería en 
abierta violación de la Constitución. 

Sin embargo, una vez más, el presidente optó por dilatar la promulgación, dejando al país sin 
una ley que impidiese las tomas y requisiciones que seguían sucediéndose. 

El segundo conflicto político institucional que ocupó la agenda pública durante todo el mes de 
junio, fue el que sostuvieron el gobierno y el poder judicial. Las diferencias entre ambos poderes 
del Estado se venían manifestado desde la presentación del programa de gobierno de la Unidad 
Popular, que concebía una «nueva organización y administración de la justicia», que «devendrá 
en auxilio de clases mayoritarias..., será expedita y menos onerosa» y que, en definitiva, 
«reemplazará a la actual, individualista y burguesa».45 En concreto, lo que se buscaba era, según 
lo expresó el ministro de Justicia, Lisandro Cruz, «liberarse de las normas medievales, de la 
legislación caduca y de las pelucas y naftalina que trasunta la organización jurídica en uso». 46 

Como se vio en el capítulo X, a mediados de 1972 la UP había comenzado a culpar a los 
tribunales de tomar posiciones políticas contra el proceso de socialización en defensa de los 
intereses reaccionarios a los que, según su entender, estaban vinculados. Las acusaciones, 
amenazas e insultos contra la Corte Suprema y la «justicia de clase»47 habían tenido su punto 
más álgido el 12 de julio de ese año, durante la manifestación en la plazoleta Montt-Varas. 

Casi un año después, a fines de mayo de 1973, se produciría una nueva disputa entre ambos 
poderes. Dos hechos dieron inicio a un duro e intenso intercambio de oficios entre el presidente 
de la República y el presidente de la Corte Suprema, Enrique Urrutia, donde cada cual defendía 
sus atribuciones y competencias en desmedro del otro. 

El primero se debió a que carabineros de la localidad de Machalí no hicieron efectiva una 


orden de desalojo, emanada de los tribunales de Rancagua, de un predio tomado ilegalmente por 
afuerinos. Este hecho dio pie a que el presidente de la Corte Suprema reclamara a Allende «por 
enésima vez, la actitud ilegal de la autoridad administrativa en la ilícita intromisión en asuntos 
judiciales..., lo que significa una perentoria o inminente quiebra de la juridicidad del país».48 

El segundo hecho se generó cuando el gobierno decretó clausurar por seis días la radio 
Agricultura porque «ha mentido y causado alarma pública» al informar sobre los hechos que 
estaban ocurriendo en Rancagua con motivo de la huelga de los trabajadores de El Teniente. 

El 2 de junio, un fallo del ministro en visita de la Corte Suprema, Hernán Cereceda, ordenó 
reponer la señal de la radio, indicando que la medida del gobierno carecía de fundamento legal. 
El gobierno anunció que recurriría de queja por considerar que el fallo constituía una 
extralimitación de atribuciones, que transgredía disposiciones legales y constitucionales y que, 
por tanto, la censura se mantenía. 

La Corte calificó este actuar como «un atropello a la legalidad», instruyendo investigar el 
desacato del titular de la Secretaría General de Gobierno, Aníbal Palma. En respuesta, este 
denunció que las acusaciones al gobierno «obedecen a una estrategia y perfecta coordinación 
para crear una crisis institucional».50 

El 6 de junio, el ministro Cereceda declaró reo a Aníbal Palma por los delitos de 
prevaricación, perturbación de la posesión y desacato al ministro en visita, decretando su libertad 
condicional. Desde la Subsecretaría General de Gobierno la resolución fue calificada de 
«insólita» y como la «culminación de un lamentable proceso de extralimitación de facultades». 51 

Ese mismo día, la comisión política de la Unidad Popular denunció que la Corte Suprema se 
había transformado en una «trinchera de la derecha»32 y anunció la presentación de una 
acusación constitucional contra sus ministros integrantes. 

Como en tantas otras oportunidades, el conflicto había escalado al más alto nivel, desatando a 
su paso una ola de mutuas acusaciones y descalificaciones. Los dos poderes del Estado estaban 
enfrascados en una lucha que parecía no tener salida y que, por el contrario, se agudizaría aún 
más a partir del 8 de junio cuando, a solicitud de algunos diputados, el presidente de la Corte 
Suprema envió a la Cámara copia de los oficios remitidos por algunos jueces que detallaban los 
procedimientos que aplicaban las autoridades civiles o policiales para dejar sin efecto las 
resoluciones judiciales. En concreto, se acusaba al Ministerio del Interior de no enviar la fuerza 
pública pese a haber una orden judicial. 

El presidente Allende, en uno de sus característicos desplantes, respondió el 12 de junio 
indicando que «resulta inadmisible sostener que estas autoridades deban prestar el amparo 
policial en forma del todo indiscriminada, por cuanto ello podría conducir a situaciones que 
atenten precisamente contra la paz social y el orden público que están llamadas a cautelar».33 

El 25 de junio la Corte Suprema respondió a través de una extensa misiva, abriendo un debate 
sobre las garantías de los tribunales en el ejercicio de la justicia y sobre sus bases institucionales. 
Los ministros del máximo tribunal calificaron como un error la actitud del gobierno de tomar 
partido en la «sistemática» campaña que algunos sectores del país habían desatado en contra de 
la Corte, invadiendo con ello «un campo jurídico que constitucionalmente le está vedado». 
Insistiendo en la independencia del poder judicial de toda otra autoridad en el ejercicio de sus 
funciones, refutaron de plano la tesis planteada por el presidente respecto de los «juicios de 
mérito u oportunidad para la prestación de la fuerza pública». Según los magistrados, esta 
interpretación significaba que solo el gobierno «podía resolver si el cumplimiento de una orden 
judicial ha de dilatarse o no por un cierto lapso para asegurar la protección debida de los 
intereses individuales y sociales comprometidos», ya que la información que se requería para 


tomar esta decisión la tenía exclusivamente el gobierno. Esto equivalía, «en buen romance», a 
dejar supeditado al arbitrio político la eficacia de las resoluciones judiciales. Con una decisión 
semejante, el perjudicado se veía afectado en el ejercicio de sus derechos, ya reconocidos por los 
tribunales, quedando entregado a una nueva instancia desprovista de base legal y 
constitucional.54 

El oficio de la Corte Suprema no recibió respuesta; simplemente fue devuelto el dia 27 de 
junio porque el gobierno calificó su redacción como «irrespetuosa e inconveniente».35 


5. LA ARREMETIDA POR EL CONTROL DE LOS MEDIOS DE COMUNICACION 


Desde comienzos de 1973 los medios de comunicacion afines al gobierno se habian 
transformado en instrumentos de propaganda del régimen, mientras que los de oposición eran 
permanentemente restringidos en su libertad de informar y discriminados frente a la prensa, radio 
y television oficialistas. 

En el ambito radial, de acuerdo a un informe presentado por Sergio Molina en el plenario del 
PDC celebrado a comienzos de abril, en dos años y medio la Unidad Popular había pasado de 
tener el control de cinco radioemisoras a sesenta y seis, tres de las cuales (Portales, Corporación 
y Candelaria) sumaban el 42,6 por ciento de la sintonía. Junto con ello, debido a la ampliación 
del área de propiedad social, el Estado tenía el mayor poder de financiación.3€ 

El 4 de junio el presidente de la Asociación de Radiodifusión de Chile (Archi), Carlos 
Figueroa, dio a conocer la preocupación de la entidad por los serios problemas que aquejaban a 
la radiodifusión chilena, entre ellos, la discriminación sobre la publicidad oficial, el 
financiamiento de los medios estatales y la ilegalidad gubernativa en el empleo del reglamento 
sobre transmisiones, las concesiones radiales por parte del Ministerio de Transporte y 
Telecomunicaciones y la nueva política de telecomunicaciones que había sido anunciada por el 
gobierno. 

Lejos de hacerse cargo de esta preocupación, y en represalia frente a la negativa de algunas 
radios de difundir un discurso del ministro de Hacienda, el 8 de junio el gobierno las multó y 
obligó a transmitir todos los días un programa oficial de la OIR, desconociendo un dictamen de 
la Contraloría General de la República que había declarado nulo el reglamento en el cual se 
basaban las sanciones. 

Al día siguiente, la Archi respondió que las radios no acatarían la medida dispuesta, 
reafirmando los principios de libertad de expresión consagrados en la Constitución. Por su parte, 
el contralor general de la República, Héctor Humeres, debió reiterar que las radioemisoras no 
estaban obligadas a integrar cadenas oficiales por cuanto la reforma constitucional de 1971 había 
derogado el decreto sobre transmisiones radiales. 

Finalmente, el 11 de junio el director de la OIR comunicó a las emisoras de oposición que se 
anulaban las cadenas obligatorias impuestas anteriormente, pero se mantendrían las multas, así 
como la obligación de transmitir programas especiales de treinta minutos diarios. 

La actitud del gobierno fue considerada por nosotros como una muestra más de la manera 
torcida que este tenía para interpretar la ley, de acuerdo a su conveniencia y no en beneficio de la 
libertad de expresión. Sentíamos que se estaba diseñando una nueva «ley mordaza», con la 
diferencia de que esta sería abiertamente contraria a los principios de la libertad de expresión. 

Nuevos hechos corroborarían una y otra vez esa percepción. Como se dijo en el capítulo XII, 
el 17 de junio se iniciaron las transmisiones del Canal 6 de la Universidad de Chile. Un grupo de 
cuarenta estudiantes de dicho plantel se instaló en los alrededores del recinto donde funcionaba 


el canal a objeto de resguardarlo. Sin embargo, a las siete de la mañana del 19 de junio la Policía 
de Investigaciones allanó violentamente el lugar, destruyó parte del equipamiento y detuvo a 
treinta y una personas. La medida fue ordenada por el ministro del Interior, Gerardo Espinoza, 
debido a que, a juicio del gobierno, la instalación del canal se había hecho al margen de la ley. 

Recién ocurrido el allanamiento al Canal 6, el Comité Directivo Superior de la Universidad de 
Chile protestó, calificando el acto como un «atropello a la Constitución, a la ley y a la más 
respetada tradición democrática chilena: la autonomía universitaria». Junto con ello, encomendó 
al rector y al secretario general del plantel hacer una presentación al presidente de la República 
sobre la grave situación ocurrida, exigió la libertad inmediata de los detenidos y el 
nombramiento de un ministro en visita y solicitó la realización de una sesión especial del 
Congreso Nacional para conocer los hechos. Informó, asimismo, que todas las actividades 
académicas de la Universidad quedaban suspendidas «por falta de garantías para seguir 
realizando las funciones que le son propias».37 

Horas más tarde, la Corte de Apelaciones de Santiago acogió el recurso de amparo a favor de 
los detenidos y, calificando el allanamiento como un hecho «arbitrario», afirmó que las 
universidades estaban facultadas legal y constitucionalmente para operar y explotar canales de 
television.58 

Por su parte, el Colegio de Periodistas solicitó al presidente de la Cámara de Diputados acusar 
constitucionalmente al ministro del Interior, Gerardo Espinoza, por su directa responsabilidad en 
los hechos ocurridos, lo que se materializaría a fines de ese mes.32 

Pese a todo, el gobierno, a través de la Superintendencia de Servicios Eléctricos, continuaría 
durante todo el mes de julio intentando implementar medidas destinadas a impedir, o al menos 
interferir, la señal del Canal 6 de televisión. 

Otra acción del gobierno que atentaba contra la libertad de expresión de los medios de prensa 
era la política que mantenía con las empresas productoras de celulosa, de las cuales, como se ha 
visto, la más importante era la Papelera, considerada un bastión de la derecha política. 

En un catastrófico balance anual de 1972, los accionistas de la empresa informaron que habían 
perdido en el ejercicio ochocientos millones de escudos, suma que, considerando las pérdidas del 
ejercicio anterior, llegaba a mil millones. Así lo confirmó a todo el país su gerente general, 
Ernesto Ayala, al concurrir el 24 de junio de 1973 al programa de televisión A esta hora se 
improvisa, donde relató las nuevas y enormes alzas impuestas por proveedores autorizados por 
Dirinco, empresas del Estado y otras controladas por el gobierno. 

Pero sería El Mercurio, apodado el «decano de la prensa», el blanco preferido por el gobierno 
durante el mes de junio. El propio mandatario fue quien inició el conflicto cuando, en su discurso 
del 21 de junio durante el acto convocado por la CUT para solidarizar con el presidente Allende 
en medio de la huelga del cobre, se refirió en duros términos a este periódico, acusándolo de 
sembrar «el odio desfigurando la imagen de este gobierno, haciendo creer que aquí las hordas 
marxistas son las que mandan, que el régimen totalitario, que el presidente de la República es un 
prisionero del Partido Comunista».61 

Esa misma jornada fue decretada la suspensión de El Mercurio. El gobierno aprovechó la 
publicación hecha días antes por este medio de un inserto del Partido Nacional que, entre otras 
cosas, afirmaba que el gobierno de Allende era ilegítimo, razón por la cual el mandatario 
consideró que debía aplicarse la Ley de Seguridad Interior del Estado. 

Si bien la inserción del PN utilizaba un tono que no compartíamos y aunque El Mercurio era 
un periódico marcadamente de derecha y había sido un fuerte opositor al gobierno de Eduardo 
Frei, nos parecía que lo que estaba en juego era mantener la libertad de expresión y evitar que el 


diario cerrara. Pero antes de que pudiéramos hacer algo, el pleno de la Corte de Apelaciones dejó 
sin efecto la suspensión solicitada por seis días, aduciendo que no había antecedentes suficientes 
que acreditaran que se había infringido alguna norma, tomando en cuenta que la querella 
interpuesta por el Ministerio del Interior iba dirigida contra el Partido Nacional y no 
directamente en contra del diario. 

El 29 de junio, a la misma hora que se producía un intento de golpe de Estado encabezado por 
el Regimiento Blindado n.“ 2, funcionarios de Investigaciones allanaron la sede de El Mercurio, 
solicitando que se retiraran los trabajadores de la empresa, pues de lo contrario se verían 
obligados a hacer uso de la fuerza. Las órdenes emanaban de la jefatura del Servicio de 
Investigaciones. La irrupción policial impidió la edición de La Segunda de ese día y mantuvo 
clausurados los diarios El Mercurio y Las Últimas Noticias por cuatro horas. 

Las autoridades del diario supusieron que la orden de allanamiento y desalojo se había 
dispuesto con fines de seguridad. Sin embargo, al informar de la situación al jefe militar de la 
zona en estado de emergencia, el general Mario Sepúlveda, este negó haber dado la orden y 
dispuso que la policía civil abandonara el recinto y se reanudaran inmediatamente las actividades 
de El Mercurio. 

Al día siguiente, el editorial de este medio periodístico informó en detalle sobre los hechos, 
concluyendo que la responsabilidad directa la tenía el Ministerio del Interior, que injustamente 
había comprometido al mando militar. 


Capítulo XVI 


ENTRE LA GUERRA CIVIL Y LA SOLUCIÓN 
CONCERTADA 


1. Las FUERZAS ARMADAS VUELVEN A ESTAR EN EL DEBATE PÚBLICO 


Desde el triunfo de Allende en las elecciones, las Fuerzas Armadas fueron objeto de presiones de 
lado y lado. El gobierno trataba de ganar su apoyo con halagos desmesurados y la derecha 
esperaba contar con ellas en su intento de deslegitimarlo. Pese a ello, habían mantenido 
públicamente una línea monolítica de apego al gobierno constitucional, conforme a su tradición y 
a la «doctrina Schneider». No obstante, tras las elecciones parlamentarias empezaron a percibirse 
importantes tensiones internas. 

Aunque no era de conocimiento público, y de hecho en lo personal lo supe después del golpe 
de Estado, ya desde agosto de 1972 algunos grupos ligados a El Mercurio y a las principales 
organizaciones gremiales y empresariales, junto con promover huelgas y paros patronales (como, 
por ejemplo, el organizado en contra de las JAP y el desabastecimiento), mantenían relaciones 
regulares con altos oficiales de la Marina.1 

Uno de los primeros hechos de carácter público que evidenció la situación interna que había 
en las Fuerzas Armadas ocurrió a raíz de la reunión que el 11 de abril sostuvo el ministro de 
Educación, Jorge Tapia, con un importante número de oficiales, en la cual hubo intervenciones 
claramente políticas de miembros del Ejército y de la Armada, como se vio en el capítulo XIV. 

Un segundo hecho fue la campaña pública que por esos días comenzaría en contra del general 
Prats, acusándolo de estar plegado a la UP o de ser utilizado por esta. Sus líderes eran los 
sectores más ultraderechistas, y especialmente su prensa, como las revistas Sepa y PEC y el 
diario Tribuna, de propiedad del Partido Nacional, pero también, aunque de manera más 
subterránea, participaban algunos militares en retiro, situación excepcional que generaba impacto 
en los oficiales jóvenes. 

Por último, un tercer hecho revelador del sentir de las Fuerzas Armadas respecto a la 
contingencia nacional y el rol que les cabía en ello, ocurrió a fines de mayo, en momentos en que 
la huelga de El Teniente comenzaba a vivir sus peores semanas y a días de que el Tribunal 
Constitucional se declarara incompetente para pronunciarse en torno a las discrepancias surgidas 
entre el ejecutivo y el legislativo respecto a la reforma de la áreas de la economía. 

El 28 de mayo la directiva del Cuerpo de Generales y Almirantes en retiro envió una cartaž al 
presidente de la República para «hacerle llegar sus temores ciudadanos por el clima de 
inquietudes y violencias que vive el país, tanto como por el desequilibrio evidente de su 
desarrollo, lo que atenta contra la seguridad nacional». 

Agradeciendo el interés que Allende había demostrado desde un comienzo en mejorar la 
situación de los uniformados y dotar a las instituciones armadas de nuevos y modernos equipos, 
la carta abordaba los hechos que, a juicio de sus autores, estaban influyendo de manera 
manifiesta en la seguridad nacional: el primero, la pérdida de autoridad que experimentaba la 
fuerza pública y que había afectado a la convivencia nacional; el segundo, la constante violación 


o tergiversación de la Constitución o la ley por parte del gobierno; y el tercero, la crisis 
económica, expresada fundamentalmente en la baja general de la producción y el 
desabastecimiento de alimentos. 

La misiva de los exmilitares, que estaba dirigida a la opinión pública en general, claramente 
tenía destinatarios específicos: sus camaradas de armas, a quienes advertía que la «violación de 
la Constitución trastocaría, peligrosamente, el sistema jurídico vigente» y las Fuerzas Armadas 
«quedarían, tácitamente, desligadas de la sujeción que les impone la norma como instituciones 
esencialmente profesionales, jerarguizadas, disciplinadas, obedientes y no deliberantes», 
transformándose en «organizaciones autónomas, por haberse perdido el mandato que las obliga 
ante los poderes del Estado, con el riesgo que ello supondría para la estabilidad institucional y su 
prestigio nacional e internacional». Finalizaba incitando especialmente a «los que han llevado, 
alguna vez, el uniforme de la patria» a no tener una «actitud contemplativa frente a los 
acontecimientos de Chile». 

El 4 de junio Allende respondió mediante una carta donde, sin contestar los cargos que se le 
hacían, expuso su versión de la realidad nacional. Rechazando categóricamente la pretensión de 
que los planteamientos expuestos por los exmilitares fueran representativos de los miembros en 
servicio activo de las Fuerzas Armadas, advirtió que algunas de las aseveraciones contenidas en 
la misiva estaban «reñidas con la exacta realidad, lo que le da un carácter más bien subjetivo y 
políticamente alineado» y reiteró la naturaleza y funciones de los institutos militares establecidas 
por la Constitución. La respuesta del Cuerpo de Generales y Almirantes en retiro fue una 
declaración en que lamentaron «las diferencias de apreciación de la situación que vivía el país» y 
advirtieron que la opinión pública sería finalmente «quien juzgue para reconocer el lado de la 
verdad». 4 

Esta fue la primera vez que un grupo de generales y almirantes, aunque ya en retiro, se 
pronunciaba con publicidad sobre la situación del país y, en una actitud sin precedentes, ponía en 
el debate el rol que las Fuerzas Armadas estaban llamadas a tener dentro de un país donde la 
seguridad nacional estaba haciendo crisis. El propio presidente había planteado la disyuntiva a 
los militares en retiro: «¿A dónde desearían ustedes llegar con el lógico desarrollo de sus 
planteamientos sobre una eventual “autonomía” de las Fuerzas Armadas frente a sus 
obligaciones “ante los poderes del Estado"?».5 

Interpeladas en alguna forma por el presidente de la República, las Fuerzas Armadas se 
restaron de este debate epistolar.£ El Senado, en cambio, sesionó el 14 de junio para analizar en 
profundidad el papel de los institutos militares en el acontecer nacional, oportunidad en que 
intervinieron Juan de Dios Carmona y Benjamín Prado a nombre de nuestro partido, y Sergio 
Onofre Jarpa y Víctor García en representación del Partido Nacional. 

Los discursos de cada uno, aunque distintos en el tono y énfasis en los argumentos, 
manifestaban su adhesión a los conceptos emitidos por los almirantes y generales en retiro, 
coincidiendo con ellos en que la desintegración social, la destrucción de la economía y el peligro 
en que estaba la seguridad nacional podían significar que las Fuerzas Armadas actuasen de 
manera autónoma. Incluso el senador Prado citó las palabras de un «prestigioso jefe de una de las 
ramas de las Fuerzas Armadas» (cuyo nombre no mencionó) dichas en una conversación 
sostenida después de una sesión de la Comisión de Defensa Nacional: «Cuando en un país hace 
crisis la seguridad es cuando se hace necesaria la defensa armada».? 

Como partido, en el voto de la junta nacional de mayo habíamos expresado nuestra confianza 
en que las Fuerzas Armadas, en su carácter de garantes de nuestra soberanía y de la 
constitucionalidad, sabrían mantener su unidad e independencia profesional frente a quienes 


intentaran instrumentalizarlas. Advertimos asimismo que no toleraríamos «ninguna iniciativa 
directa o indirecta tendiente a modificar o alterar el carácter profesional»$ de ellas, ratificado por 
el estatuto de garantías constitucionales. 

Personalmente, estaba convencido de que era necesario frenar la campaña del gobierno 
respecto a la «inminencia» de una guerra civil, que tenía a la ciudadanía en un estado de tensión 
y angustia casi insoportable. A mi entender, esta era una maniobra del PS y el PC, que querían 
distraer a la opinión pública de los problemas que a diario estábamos viviendo a causa del 
fracaso de la política gubernativa, y buscaba también paralizar a la oposición, creando la imagen 
de que cualquier acción de nuestra parte sería un paso hacia la guerra civil. Sinceramente 
consideraba que, mientras las Fuerzas Armadas se mantuvieran unidas y conservaran su carácter 
profesional, el oficialismo no podría utilizarlas para tapar sus fracasos y paralizar la acción 
opositora. 

Nos preocupaba, en este sentido, lo que estaba ocurriendo con la aplicación de la ley de 
control de armas, que cada vez exponía más a los institutos militares al juicio público, y también 
las intenciones del presidente Allende de volver a formar un gabinete cívico-militar. 

Conforme cuenta el general Prats en sus Memorias, el 6 de junio de 1973 se reunió con el 
presidente Allende y el ministro de Hacienda, Fernando Flores. El principal tema que abordaron 
fue el proyecto aprobado por el Congreso Pleno sobre la reforma a las áreas de la economía. El 
día anterior había vencido el plazo para que el presidente anunciara su promulgación o bien 
convocase a un plebiscito sobre los puntos en controversia. 

La posición de la Unidad Popular complicaba la decisión del mandatario: sabía que ni el 
Partido Comunista ni el Socialista apoyarían cualquiera de estos caminos, con lo cual el país 
nuevamente enfrentaría una grave crisis institucional, agudizada aún más por las tensas 
relaciones que se estaban produciendo entre el Ejecutivo y el poder judicial. 

En este complejo escenario, el presidente Allende hizo ver a Prats que la única salida viable 
era que las Fuerzas Armadas volvieran a participar en el gobierno. Sin embargo, el general se 
mostró reacio, argumentando que ello implicaría abanderizarlas políticamente. Llegaron 
finalmente a un acuerdo: para discutir la posibilidad del ingreso de los militares al gobierno, se 
debía previamente contar con un «programa de emergencia nacional» que fuera «tolerable para la 
oposición y que la UP se comprometiera a ejecutar».2 

La semana siguiente a este encuentro, el general Prats, dejando de lado el principio de 
prescindencia política de las Fuerzas Armadas, se entrevistó con los representantes de los 
partidos de la Unidad Popular en busca de una salida política. Todos, en mayor o menor medida, 
coincidieron en que la incorporación de las Fuerzas Armadas al gobierno era una posibilidad, 
pero que si ello pasaba por hacer concesiones programáticas rechazarían cualquier iniciativa en 
este sentido. Respecto a la posibilidad de establecer un diálogo con la oposición, el PS, el MAPU 
y el PC la rechazaron pues generaría una «desorientación» en las bases populares, opinión 
compartida por la cúpula de la CUT. Sin el respaldo político de su coalición, el presidente 
Allende quedaba con escaso margen de negociación.l0 

El 16 de junio, mismo día en que aparecía en la prensa una declaración conjunta del PS y PC 
acusando al presidente Allende de debilidad por recibir en La Moneda a los mineros en huelga, 
se reunieron el general Prats y el ministro Flores con el fin de intentar encontrar una fórmula para 
definir «los puntos fundamentales de un programa viable, que concite las voluntades del 
gobierno y de la oposición, para un diálogo constructivo y que permita neutralizar la irracional 
amenaza de un enfrentamiento». 11 

El programa incluía, entre otros puntos, una definición de las áreas de la economía que 


permitiese el «reordenamiento de la producción y cautele los intereses empresariales y 
laborales», la aplicación de una mecánica justa de distribución de alimentos, reforzada con 
mayores especialistas de las Fuerzas Armadas, y una decisión «imparcial de eliminar el 
libertinaje de todos los medios de expresión».12 

La aplicación de estas medidas requería que el Ejecutivo dispusiese de facultades 
extraordinarias, lo que hacía necesario que la oposición estuviera disponible para otorgarlas. Con 
este objetivo, durante la segunda quincena de junio, el general Prats sostuvo una reunión con 
Bernardo Leighton, quien le manifestó nuestra posición. 

Como partido, hicimos llegar un memorándum a los altos mandos de las Fuerzas Armadas que 
también enviamos al presidente Allende. En él expusimos que un ministerio cívico-militar debía 
abocarse a asegurar la plena vigencia del Estado constitucional y rectificar de manera sustancial 
la política económica. Señalamos las tareas específicas para ello, incluyendo el respeto a las 
atribuciones de los poderes legislativo y judicial, a la Contraloría de la República y a la 
autonomía de las universidades; el reconocimiento a todas las personas y organizaciones 
sociales, sin discriminaciones, de las libertades y derechos que la Constitución les garantizaba; el 
uso de la ley como instrumento para hacer los cambios económicos y sociales, lo que implicaba 
no seguir abusando de los decretos de insistencia; la promulgación de la reforma constitucional 
de las áreas de la economía en los términos en que había sido aprobada por el Congreso Pleno; el 
restablecimiento del orden público sobre la base de aplicar la ley a todos por parejo, el estricto 
cumplimiento de la ley sobre control de armas y el fin a los grupos armados; el término de la 
escalada para controlar o reprimir los medios de comunicación; el cambio del objetivo de la toma 
total del poder por el de afrontar en forma seria y eficiente el desabastecimiento, la caída de la 
producción y la inflación; la incorporación de equipos técnicos y profesionales, por encima del 
sectarismo partidista, para materializar la reconstrucción nacional; la promoción de una actitud 
abierta y no odiosa frente a los trabajadores, profesionales, técnicos, gremios y empresarios; y el 
aseguramiento de un abastecimiento racional y justo de los bienes esenciales que admita la 
participación legal de las organizaciones representativas de la comunidad organizada. 

Nuestra postura era clara. Considerando las tendencias totalitarias de determinados grupos de 
la UP y los afanes golpistas de sectores de la oposición, nuestro objetivo seguía siendo 
restablecer la normalidad institucional y salvar el sistema democrático chileno. No estábamos 
dispuestos a conceder nuevas facultades al Ejecutivo, pero sí considerábamos que el ingreso de 
las Fuerzas Armadas al gobierno posibilitaba una salida a la crisis, siempre que su incorporación 
fuese institucional y no a título personal y, a diferencia del gabinete de octubre, siempre que los 
ministros representantes de las Fuerzas Armadas tuviesen poder de veto para impedir, por 
ejemplo, la dictación de los decretos de insistencia, así como facultades reales para impulsar 
rectificaciones y asegurar el respeto de la Constitución y las leyes. Junto con ello, requeríamos 
que las Fuerzas Armadas participaran efectivamente en los niveles medios de la Administración 
pública. Nunca impusimos un número de ministros ni en qué cargos, pero el gobierno sabía que 
nuestra preocupación principal tenía relación con Interior y Economía. 

La posición de la mesa directiva del PDC de «no dejar pasar una» implicaba que, 
considerando el acontecer nacional, no estábamos en situación de aceptar nuevas dilaciones o 
postergaciones por parte del presidente, cuyo único propósito —veíamos— era ganar tiempo y 
avanzar. El gobierno y sus partidarios debían saber que no podían seguir girando a cuenta de 
nuestra devoción democrática ni esperar que el espíritu constitucionalista que nos caracterizaba 
sirviese de amparo a sus desbordes. 

Conocida la disposición del PDC a alcanzar un entendimiento con el presidente Allende, lo 


que, conforme a nuestra vocación democrática y libertaria, no debía ser interpretado como signo 
de ingenuidad o debilidad, nos empezaron a llegar recados del gobierno y se intensificaron las 
conversaciones de pasillo en el Parlamento. Hubo también nuevos encuentros, todos ellos 
informales y privados, con personeros del gobierno, incluso con participación de altos mandos 
militares. 

El general Prats recuerda la reunión del general Óscar Bonilla con Eduardo Frei, quien habría 
manifestado la disposición de la DC a entenderse con el gobierno si se aceptaba nuestra 
propuesta. El propio Prats se reunió en diversas ocasiones con el senador Fuentealba. Recuerdo 
también que hubo al menos dos reuniones con el presidente Allende en las que participó un 
representante parlamentario designado por la mesa del partido, quien expuso nuestra tesis de que 
la rectificación implicaba garantías que suponían la integración de las Fuerzas Armadas al 
gobierno como una forma de alejar el peligro tanto de una guerra civil como de un golpe. 

En medio de estos encuentros, que aumentaban los rumores de nombramiento de un nuevo 
gabinete cívico-militar, el 24 de junio Carlos Altamirano hizo un llamado a las Fuerzas Armadas, 
expresándoles que su deber era prestar su apoyo al régimen constitucional «e incorporarse al 
proceso de la revolución».13 

Sus palabras suscitaron una respuesta del PDC, en la que reiteramos nuestros criterios: las 
Fuerzas Armadas son garantía para todos los chilenos y no deben ser «arrastradas al debate 
político», ni menos usadas por un sector u otro para sacar provecho partidista. Su participación 
en el gobierno no es decisión de la DC, pero si ello ocurre, no puede hacerse para avalar acciones 
partidistas y minoritarias, sino para «restablecer las condiciones del pleno imperio de la 
Constitución y de las leyes y de convivencia democrática» indispensables para garantizar a Chile 
su estabilidad institucional, paz civil, seguridad y desarrollo.14 


2. EL «TANQUETAZO» 


En este clima de alta efervescencia social y presiones a las Fuerzas Armadas, el general Carlos 
Prats se vio envuelto en un confuso incidente. El 27 de junio, mientras se trasladaba en su 
vehículo por la avenida Costanera, una mujer que conducía su automóvil le hizo un gesto 
ofensivo cuando le adelantó. En una reacción espontánea, el general —según él mismo señala en 
sus Memorias— pensó que podría tratarse de un atentado y disparó su arma contra los 
neumáticos del vehículo. Ello dio pábulo para que se congregaran otros conductores, que lo 
insultaron y desinflaron los neumáticos de su auto. Expuesto a sufrir mayores vejámenes, el 
general Prats logró salir de la trifulca ayudado por un taxista que lo trasladó a una comisaría 
donde denunció lo sucedido, para luego dirigirse hasta La Moneda y presentar su renuncia al 
presidente Allende. Este se la rechazó, al tiempo que los generales de Ejército le brindaron su 
irrestricta y firme adhesión. 

Para el general Prats, lo sucedido había tenido que ver con el acoso de los medios de 
comunicación social. En una declaración pública, afirmó haber sido «constante y crecientemente 
criticado y soezmente injuriado y calumniado por algunos órganos de expresión» con el afán de 
«enlodar el prestigio y desvirtuar el ascendiente de mando de un soldado que solo tiene por 
norma la cohesión y eficiencia institucional, en resguardo del modo de vida democrático, que 
desea la inmensa mayoría de mis conciudadanos». 13 

Pero el gobierno adujo que el «incidente Prats» había sido un «hecho atentatorio frustrado»16 
que formaba parte de una escalada en contra de las Fuerzas Armadas puesta en marcha por los 
sectores de derecha, razón por la cual decretó zona de emergencia para Santiago. 


Sin desconocer que la reacción del general había sido desmedida, los democratacristianos 
entendimos que el suceso respondía al crispamiento al que habían llegado las cosas. De allí que 
el estado de excepción constitucional decretado por el gobierno nos pareció otro intento de 
coartar las libertades y obtener una ventaja propagandística contra la oposición. 

Al día siguiente del «incidente Prats», el jefe de la zona de emergencia, el general Mario 
Sepúlveda, informaba sobre actividades irregulares al interior del Batallón Blindado n.“ 2 
destinadas a «sacar a la calle las unidades fundamentales a que pertenecen y provocar de esa 
manera la caída del régimen constitucional».17 El movimiento logró ser sofocado, instruyéndose 
un sumario interno, el relevo a partir del 29 de junio del comandante del batallón, el teniente 
coronel Roberto Souper Onfray, y la detención de nueve personas, siete de ellas del Ejército, que 
habrían actuado en complicidad con civiles. 

Pero los hechos no se detuvieron ahí. El 29 de junio, cerca de las nueve de la mañana, seis 
tanques, diez vehículos y cerca de ochenta soldados del Batallón Blindado n.“ 2 se movilizaron 
hacia el centro de Santiago, intentando apoderarse del Palacio de La Moneda y del Ministerio de 
Defensa. 

Al tener conocimiento del motín, el presidente Allende se comunicó con la radio Corporación 
desde su residencia en Tomás Moro y trasmitió el siguiente mensaje: «Llamo al pueblo a que 
tome todas las industrias, todas las empresas, que esté alerta, que se vuelque al centro, pero no 
para ser victimado; que el pueblo salga a las calles, pero no para ser ametrallado; que lo haga; 
que lo haga con prudencia con cuanto elemento tenga en sus manos... Si llega la hora, armas 
tendrá el pueblo».18 Poco después hizo otro llamado, esta vez a mantener la calma. 

Cerca del mediodía, el general Prats y el jefe de plaza de la guarnición de Santiago, el general 
Augusto Pinochet, sofocaron el movimiento. A pesar de que hubo censura para informar sobre lo 
sucedido, un bando militar de la jefatura de la zona de emergencia notificó un saldo de siete 
muertos y nueve heridos.2 Los implicados en el intento sedicioso fueron detenidos por las 
fuerzas leales al gobierno, mientras que los directivos del Frente Nacionalista Patria y Libertad 
que estaban vinculados a él se asilaron en la embajada de Ecuador. En otras sedes diplomáticas 
se asilaron varios dirigentes ultraderechistas, como también militares comprometidos en el 
motín. A todos se les concedió asilo y abandonaron el territorio nacional.20 

El mismo día del «tanquetazo», cerca de las once de la mañana, emitimos una declaración en 
la que dejamos constancia de nuestra adhesión al sistema institucional chileno. Como presidente 
del PDC llamé telefónicamente al presidente de la República para hacerle ver nuestro decidido 
apoyo a la democracia, rechazando de plano la acción que estaba ocurriendo, lo que el jefe de 
Estado agradeció. Más tarde declaré a la prensa que, «manteniendo una actitud de oposición muy 
clara y definida», el PDC reiteraba su «plena adhesión al régimen constitucional y repudia 
cualquier golpe de Estado venga de donde venga». Dije, además, que mi partido tendría ánimo 
de aprobar el estado de sitio solicitado por Allende siempre que el Ejecutivo cambiara el 
gabinete, «especialmente porque hay un ministro acusado constitucionalmente», pero advertí que 
el presidente ya me había expresado su propósito de mantenerlo sin cambiar a ninguno de sus 
integrantes.21 

Por su parte, la comisión política del Partido Nacional, arrogándose la defensa del patriotismo 
y la chilenidad, declaró que los hechos configuraban «un cuadro confuso» que no permitía un 
juicio global. Sin condenar el amotinamiento, advirtió «al señor Allende» que «el país ya no 
acepta que siga en un camino de ilegalidades, de negación de los derechos ciudadanos y de 
atropellos a la población» e hizo un llamado a «crear una nueva institucionalidad que, inspirada 
en la tradición chilena, logre la unidad interna, asegure la libertad e interprete la rebeldía de un 


pueblo que quiere romper el estancamiento, la dependencia, la miseria». Anunció también que no 
otorgaría mayores facultades, «por ningún concepto, a este gobierno, por haberse abocado en la 
ilegitimidad y no merecer el más elemental grado de confianza, aun para el ejercicio de sus 
facultades ordinarias».22 

Ni el poder legislativo ni el judicial emitieron declaración alguna. Este sorprendente silencio, 
que podría en cierto modo explicarse por los continuos ataques de que eran objeto por parte del 
gobierno, hacía evidente la debilidad en que se encontraba nuestra institucionalidad democrática. 

Las disposiciones de zona de emergencia se extendieron a todo el país y se endurecieron con 
un toque de queda entre las once de la noche y las seis y media de la madrugada, aparte de 
prohibirse la difusión de noticias relativas a los sucesos. El presidente Allende insistió en 
solicitar al Congreso la autorización para declarar el estado de sitio en las provincias de Santiago 
y San Antonio. 

Como partido, manteníamos las aprensiones respecto a decretar estado de sitio, ya que, a 
diferencia del estado de emergencia, donde la garantía del orden depende de la autoridad militar, 
el estado de sitio otorga esta facultad a la autoridad civil, con lo cual los intendentes y 
gobernadores pueden, con criterio político, detener y trasladar a cualquier ciudadano. 

En nuestra opinión, con el estado de emergencia ya decretado, el gobierno contaba con las 
facultades necesarias para actuar. De allí que emitimos una declaración oficial en que ratificamos 
nuestro firme apoyo al régimen constitucional y repudiamos toda asonada, pero también 
señalamos nuestro rechazo a otorgar el estado de sitio, pues temíamos que el Ejecutivo pudiera 
usarlo en acciones administrativas arbitrarias que pusieran en riesgo las libertades públicas o 
simplemente lo utilizara para desencadenar una persecución contra sus adversarios políticos.23 

En respuesta, la Secretaría General de Gobierno planteó que la relación que tenían los hechos 
ocurridos el día 29 con ciertos sectores y personeros políticos, y el peligro de una guerra civil, 
eran razones poderosas para implantar el estado de sitio. 

El 2 de julio la Cámara rechazó la instauración del estado de sitio en el país por ochenta y un 
votos contra cincuenta y dos. Votaron a favor los parlamentarios de la UP y en contra, los de la 
DC, PIR, PN y DR. Nuestro comité parlamentario fundó su rechazo en que el propio gobierno 
había declarado que la situación estaba controlada y, además, en que no existían las garantías 
suficientes como para poner tal instrumento en sus manos.24 

Ese mismo día, como ya se señaló, la Contraloría envió un oficio al Ministerio de Justicia 
representándole la ilegitimidad del decreto que promulgaba en forma parcial la reforma 
constitucional sobre las áreas de la economía. 

El gobierno, por lo tanto, tuvo un doble fracaso, lo cual dio pábulo para que recibiéramos una 
andanada de acusaciones de estar coludidos con los golpistas. Así, al menos, fue expresado por 
un editorial de La Nación, que señalaba que el rechazo al estado de sitio en la Cámara de 
Diputados, con apoyo de la DC, demostraba que en nuestro partido primaba la defensa de los 
intereses de clase, la amistad con el PN, que había proclamado la ilegalidad del gobierno, y el 
apoyo a los prófugos de Patria y Libertad, por sobre las pruebas entregadas por el Ejecutivo, 
refiriéndose al «doble juego de la DC» que, por un lado, dice defender la democracia, la 
Constitución y las leyes, y por otro, se colude con grupos reaccionarios.25 A nuestro juicio, esos 
reproches carecían de base alguna y hasta nos parecieron hipócritas, ya que los mismos que nos 
acusaban ahora, en octubre de 1969, cuando ocurrió la sublevación del regimiento Tacna 
liderada por el general Viaux, no solo no habían llamado a defender al gobierno, sino que 
incitaron movilizaciones para sus propios fines y también negaron la petición de estado de sitio. 

El 4 de julio el gobierno derogó la zona de emergencia, lo que vino a justificar el 


razonamiento de la oposición de que no era necesario el estado de sitio. La Secretaría General de 
Gobierno señaló que la situación producida el 29 de junio estaba «normalizada».26 


3. AÚN ES TIEMPO 


A comienzos de julio de 1973 el cambio de gabinete ya no podía seguir dilatándose. El ministro 
de Economía estaba suspendido de su cargo y los ministros de Minería y Trabajo habían sido 
destituidos el 20 de junio sin que se nombrara a los respectivos reemplazantes. Además, la 
Cámara de Diputados estaba por votar la acusación constitucional en contra del ministro del 
Interior, Gerardo Espinoza, a raíz del allanamiento al Canal 6 de televisión de la Universidad de 
Chile.27 

El 2 de julio el presidente Allende nuevamente expresó a los comandantes en jefe su deseo de 
formar un gabinete con participación de las Fuerzas Armadas. La respuesta de los militares fue 
que no estaban dadas las condiciones adecuadas para su participación, debido que el gobierno no 
se hallaba dispuesto a normalizar sus relaciones con los otros poderes del Estado y ellos, en ese 
escenario, no podían comprometerse incondicionalmente en tareas del gobierno.28 

Finalmente el presidente desistió de este propósito y el 3 de julio anunció el nombramiento de 
un gabinete donde no habría militares, para «que estos no se vean envueltos en contingencias 
politicas».29 

El 5 de julio se realizó la ceremonia de juramento del nuevo gabinete ministerial, donde se 
renovaron siete carteras. El socialista Carlos Briones asumió como ministro del Interior suplente, 
en reemplazo de Gerardo Espinoza, quien dos días antes había sido suspendido en su cargo por la 
Cámara de Diputados. Clodomiro Almeyda, también socialista, fue nombrado ministro de 
Defensa en reemplazo de José Tohá.30 En la ocasión, Allende señaló que la misión del gabinete 
sería implementar un «plan de emergencia» que contenía dieciséis puntos destinados, en su 
conjunto, a asegurar el orden público, incentivar la producción y normalizar el abastecimiento. 

En esos días, un connotado grupo de dirigentes empresariales me pidió audiencia en mi 
calidad de presidente de la DC. Los recibí en la sede del partido. Sin muchos rodeos, me dijeron 
que no veían otra salida para la grave crisis del país que un pronunciamiento militar. Querían 
saber qué pensábamos nosotros. Me paré y les dije: «Caballeros, se han equivocado de puerta. 
No se viene al principal partido democrático del país a pedirle apoyo para un golpe militar. 
Hemos terminado». Y ahí concluyó la reunión. 

Nuestra opinión sobre el nuevo escenario la dimos a conocer a través de dos declaraciones, 
ambas publicadas el 6 de julio. La primera incluía a todos los partidos de oposición con escaños 
en el Congreso, solicitando una sesión especial para «restablecer la legalidad», en especial 
respecto al cumplimiento de la ley de control de armas.31 La segunda era una declaración del 
PDC que yo mismo había redactado ese día, antes de salir de mi casa. En ella manifestamos que 
la misión del nuevo ministerio era restablecer de manera inmediata la normalidad democrática 
quebrantada. En particular, hacíamos referencia a dos temas que considerábamos un verdadero 
atentado a la Carta Constitucional y al estatuto de garantías democráticas que había permitido la 
elección de Allende como presidente de la República. 

El primero de ellos era la instauración «de hecho» del «poder popular» que, «organizado por 
sectores oficialistas y con amparo de funcionarios del Estado, usurpa industrias, recibe armas y 
constituye una verdadera “milicia armada” que se arroga funciones políticas, económicas y de 
defensa». 

El segundo tema tenía que ver con el «plan de emergencia» anunciado por Allende. Su 


aplicación sin que antes fuese promulgada la reforma constitucional de las áreas de la economía 
en los términos en que el Congreso Pleno la había aprobado en febrero de 1972, no era otra cosa 
que un nuevo intento por parte del gobierno de avanzar en su programa, «con absoluto desprecio 
por los superiores intereses de Chile como nación y de las normas legales vigentes». 

Finalmente, en esa declaración reiteramos los requisitos que considerábamos ineludibles e 
impostergables para restablecer la vigencia del régimen institucional: respeto a las atribuciones 
de los poderes legislativo y judicial, de la Contraloría General de la República y de la autonomía 
universitaria; uso de la ley como instrumento para hacer los cambios económico-sociales; no más 
abuso de los decretos de insistencia; reconocimiento a todas las personas y organizaciones 
sociales, sin discriminaciones, de las libertades y derechos que la Constitución Política 
garantizaba; restablecimiento del orden público sobre la base de aplicar la ley a todos por parejo; 
fin de la utilización partidista y odiosa del canal nacional de televisión y de otros bienes del 
Estado; término de la escalada para controlar o reprimir los medios de comunicación no 
oficialistas; cese a la asfixia económica a diarios y radios libres, y la industria papelera como 
medio para estatizarla; devolución a la Universidad de Chile de su canal de televisión y, en 
general, efectivo cumplimiento de las normas constitucionales y legales que protegían la libertad 
de opinión; abastecimiento racional y justo de los bienes esenciales a todos los sectores de la 
población, en forma no discriminatoria y admitiendo la participación legal de las juntas de 
vecinos y demás organizaciones democráticamente representativas de la comunidad organizada; 
rectificación substancial de la política económica para salvar a Chile de la grave crisis a que 
estaba abocado, procediendo con eficiencia y criterio técnico por encima de intereses partidistas; 
y actitud abierta y no odiosa frente a los trabajadores, profesionales, técnicos, gremios y 
empresarios privados para promover su participación en el proceso productivo a fin de incentivar 
la economía. 

La declaración terminaba señalando: «Si el ministerio asume claramente su responsabilidad 
para hacer posible el logro de estos objetivos, la Democracia Cristiana, por su parte, desde el 
sitial de la oposición en que se encuentra por voluntad del pueblo, no rehuirá sus deberes 
patrióticos para facilitar el consenso democrático indispensable para restablecer la normalidad 
del país, dar solución a los problemas que afligen a los chilenos, impulsar los cambios que los 
trabajadores anhelan y afianzar las bases de la seguridad y el progreso de nuestra patria. Si el 
gobierno no cumple de inmediato estas tareas, sobre él recaerá la responsabilidad histórica de lo 
que suceda en Chile».32 

En lo personal, valoré la incorporación al gabinete de Carlos Briones, destacado abogado y 
profesor de derecho, con formación y conocimientos jurídicos, con quien tenía amistad desde 
que éramos jóvenes y al que consideraba un hombre moderado. El mismo 6 de julio le escribí 
una carta33 privada testimoniando mis personales sentimientos al margen de nuestras 
discrepancias políticas y, junto con felicitarlo por el alto honor de que era objeto y a la vez la 
enorme responsabilidad que asumía, le expresé, con la franqueza que nuestra sincera amistad 
permitía, que el gobierno había colocado al país al borde del abismo, que Chile había sido 
dividido en bandos irreconciliables, donde la moral cívica había sido degradada a extremos 
inconcebibles y la racionalidad democrática casi no contaba ante la fuerza bruta, pero que 
cualesquiera que fueran nuestras diferencias ideológicas, derivadas de su inspiración marxista y 
la mía, cristiana, queríamos para Chile una convivencia humana y democrática en que hubiese 
paz, libertad, justicia y bienestar para todos los chilenos. 

Le hice ver también que desde el claro e inequívoco sitial de oposición en que mi partido, y yo 
personalmente, estábamos colocados por convicción muy profunda, entendíamos la cuota de 


responsabilidad que nos correspondía en salvar a Chile de lo peor y estábamos dispuestos a 
asumirla. A continuación, le solicité que, en su calidad de hombre derecho, de persona que creía 
en el valor de la razón, reconocía la dignidad de las personas y aspiraba a la justicia en las 
relaciones humanas, realizara urgentemente las acciones que habíamos explicitado en la 
declaración de ese día. Si lo haces, le dije, puedes tener la certeza de encontrar de nuestra parte la 
más abierta comprensión y colaboración para esos fines y para resolver, en bien de Chile y de los 
chilenos, los problemas que se susciten. 

Pocos días después, el ministro del Interior señalaba al país su disponibilidad a dialogar para 
buscar soluciones en diversos temas, incluyendo la reforma constitucional de las áreas de la 
economía, la situación del Canal 6 de televisión y la devolución de las empresas tomadas, pero 
omitió referirse al problema de los grupos armados y la distribución de armas, cuestión que para 
nosotros era condición esencial para sentarnos a dialogar. Briones llamó a los chilenos a confiar 
en la nueva conducción del gobierno, pues estaban todas las condiciones para asegurar el proceso 
revolucionario, mantener las medidas económicas y garantizar la paz y las libertades políticas.34 

No podíamos compartir el optimismo del ministro cuando lo que veíamos era al país inmerso 
en un «clima de degradación moral» donde, reiteramos una vez más, la «mormalidad 
democrática» aparecía «quebrada por hechos que (el gobierno) tiene el deber de remover o 
corregir». 35 

A esas alturas nos inquietaba la disciplina institucional de las Fuerzas Armadas ya que sin ella 
no era posible asegurar la estabilidad del gobierno. Se percibía un nuevo ambiente de 
desconfianza, suspicacia e intranquilidad. Las fuertes presiones que recibían y el clima de 
desorden e ingobernabilidad habían hecho su trabajo. El espíritu de cuerpo y de apoyo 
monolítico al gobierno constitucional ya no era tal, como lo demostraban los episodios que se 
han descrito. Era evidente que ya no había una sola línea dentro de los institutos armados. 

En sus Memorias, el general Prats recuerda que el día del «tanquetazo» algunos oficiales 
censuraron la presencia de los comandantes en jefe junto a Allende en el balcón de La Moneda, 
cuando este último pronunció un discurso para dar cuenta de los graves hechos que habían 
ocurrido durante esa mañana. Al día siguiente, un grupo de almirantes y generales de la FACH 
solicitaron una reunión a Prats para «orientarse de la situación que se vive y uniformar criterios». 
En la oportunidad, un almirante expresó claramente «que la oficialidad joven simpatizaba con la 
causa del Batallón Blindado n.“ 2». Días más tarde, un general advirtió a Prats de que su imagen 
era «negativa ante la oficialidad subalterna».36 

En este escenario, aun cuando durante el motín del 29 de junio las Fuerzas Armadas 
defendieron lealmente al gobierno, actuando unidas en contra de los militares sublevados, no era 
para nada descartable que en cualquier momento se produjese una nueva sublevación y que esta 
contase con una mayor adhesión, replicándose en las distintas unidades armadas. 

También nos inquietaba, como ya se ha señalado, el «poder popular», que para entonces había 
demostrado estar plenamente organizado y dispuesto a la lucha. El mismo 29 de junio los 
cordones industriales, siguiendo las instrucciones de la CUT, se habían concentrado en una sola 
directiva, manteniéndose en estado de alerta a la espera de indicaciones. Lo mismo había 
ocurrido en los comandos comunales y campesinos, y en general, en todas las organizaciones 
revolucionarias y populares. Lo único que les faltaba eran las armas, pero el propio presidente de 
la República, durante la mañana del 29 de junio, había asegurado que, si llegaba la hora, el 
pueblo las tendría, notificando al país que, tal como expresara por esos días el máximo líder del 
MIR, la lucha había salido «de los pasillos y del Parlamento».37 

¿Qué hacer frente a esta realidad? ¿Cómo encararla? Nuestra postura la expresamos en un 


discurso que, como presidente del principal partido político chileno y desde su definida postura 
opositora, pronuncié el 11 de julio en el Senado en el marco de una sesión especial sobre el 
cumplimiento de la ley de control de armas, una de las materias que por entonces más nos 
apesadumbraba, pues a diario éramos testigos, especialmente en Santiago, del reparto de 
armamento y municiones a partidarios del gobierno, como se descubrió en repetidas 
oportunidades con los allanamientos en busca de armas efectuados por militares a raíz de 
denuncias, a veces fundadas, otras veces no, lo cual permitía la referida ley. 

En presencia del ministro del Interior suplente, Carlos Briones, y del ministro de Defensa, 
Clodomiro Almeyda, y luego de dar cuenta de la «crisis integral» que vivía nuestro país, advertí 
que no era esta la oportunidad de detallar circunstanciadamente las contradicciones cada vez 
mayores en que había incurrido el gobierno, minoritario en el plano institucional y en la base 
social, corroído por un espíritu sectario, denunciado no solo por sus opositores, sino por muchos 
de sus propios personeros, y empeñado en imponer al país un esquema no compartido por la 
mayoría de los chilenos. En esto se hallaba una de las causas fundamentales de las crisis 
sucesivas de nuestro sistema institucional, cada una de ellas más grave que la anterior, hasta 
alcanzar la extrema peligrosidad de la situación que vivía el país. 

Agregué luego que lo más grave era que la gran mayoría de nuestros compatriotas había 
perdido la fe en la solución democrática para la crisis en que estábamos. Las razones de ello eran 
las numerosas circunstancias en que la juridicidad institucional había sido sobrepasada, las 
libertades habían sido atropelladas y la legalidad había parecido ineficaz. De hecho, la palabra 
misma democracia había adquirido significaciones distintas, mientras que, en uno y otro extremo 
de la gama política chilena, había quienes postulaban ir derechamente a la dictadura marxista- 
leninista y quienes estimaban que solo una dictadura castrense permitiría restablecer en Chile el 
orden y la autoridad indispensables para salvar nuestro porvenir como nación. 

En este escenario, en que parecía no haber salida alguna, reiteré que la Democracia Cristiana 
seguía siendo fiel a sus principios de siempre, que por formación humanista y por convicción 
doctrinaria éramos contrarios a toda dictadura o totalitarismo, cualquiera fuera su signo, y que, 
desde nuestra clara actitud opositora, permanecíamos fieles a nuestra devoción al régimen 
constitucional, repudiando su quebrantamiento, viniese de donde viniese, y que mientras hubiese 
alguna posibilidad de superar por las vías institucionales la crisis que vivía Chile, haríamos lo 
que estuviese de nuestra parte por lograrlo. 

Advertí, no obstante, que la disposición del PDC a dialogar con el gobierno no debía ser 
entendida como signo de ingenuidad ni debilidad, e insistí en lo dicho en nuestra declaración del 
6 de julio respecto a los requisitos ineludibles e impostergables para empezar a restablecer en 
Chile la plena vigencia del régimen constitucional: el desarme de los grupos armados al margen 
de la ley y la promulgación de reforma constitucional de las áreas de la economía, además de la 
devolución inmediata de las industrias y demás establecimientos que habían sido usurpados 
durante los días siguientes al «tanquetazo». 

Al finalizar mi discurso, señalé que la responsabilidad de hacer posibles las condiciones 
básicas para el diálogo democrático pesaban sobre el gobierno, si realmente quería salvar la 
institucionalidad. Y que, si lo hacía, la Democracia Cristiana no se negaría, ni sacrificaría el bien 
superior de Chile a ninguna clase de intereses partidistas. Por el contrario, si el gobierno no lo 
hacía, en él recaería la responsabilidad histórica de lo que pudiese ocurrir.38 

Mi emplazamiento al gobierno fue escuchado «con mucha atención, detenimiento y respeto» 
por el ministro Briones, quien declaró estar «con el ánimo abierto al diálogo democrático, cordial 
y respetuoso, sin que ello signifique que el gobierno transa sus principios».32 Pero el presidente 


Allende, al ser consultado respecto a mi alocución en el Senado, manifestó que era «errada, pero 
también es una insolencia. Prefiero decir errada. Es una insolencia, porque el diálogo no implica 
exigencias previas. Lamento la expresión del señor Aylwin, porque he planteado claramente el 
pensamiento del gobierno».40 Mucho más duras fueron las palabras del senador Altamirano 
quien, al día siguiente de la sesión especial en el Senado para analizar el cumplimiento de la ley 
de control de armas, pronunció un discurso en una asamblea de dirigentes de los cordones 
industriales. Sus palabras dejaron en claro que el PS no estaba disponible para una transacción y 
que el único diálogo que impulsaría sería a nivel de la masa, «que está en condiciones de 
incendiar y detonar el país desde Arica a Magallanes».41 
¿Era posible, en esas condiciones, un diálogo sin condiciones previas? 


4. «LA PAZ DE CHILE TIENE UN PRECIO» 


Régis Debray cuenta en uno de sus libros que después de la elección parlamentaria de marzo de 
1973, en la que perdió la esperanza de ganar la mayoría, Allende dijo a los partidos de la UP que 
había «tres posibilidades: una, llegar a un acuerdo con la Democracia Cristiana; Otra, convocar a 
un plebiscito; y la tercera, ir a la pelea hasta el final. Yo les pido que ustedes decidan. Mi 
posición es buscar un acuerdo con la DC». El propio Debray señala que hasta el mes de agosto el 
presidente no tuvo respuesta de sus partidos. La soledad de Allende en el poder se iba 
transformando en dramática. 

En mayo de 1973 Allende había buscado por primera vez la intermediación del cardenal Raúl 
Silva Henríquez para intentar un acercamiento directo con la Democracia Cristiana y, en 
especial, con su sector más opositor al gobierno. Para el mandatario, el cardenal representaba un 
«testigo moral», respetable para los dos bandos, cuya relación de amistad e influencia con 
algunos dirigentes del PDC podía facilitar un acercamiento sin que pareciese una capitulación de 
su parte. 42 

En sus Memorias, el cardenal cuenta que, durante ese mes, Allende lo llamó y se reunieron 
privadamente en dos ocasiones. El propio presidente, según percibió el prelado, «tenía la 
impresión de que la situación se encaminaba hacia el desastre y deseaba ayuda para salir del 
trance».43 

Explícitamente, Allende le pidió al cardenal interceder para poder reunirse de manera privada 
con Eduardo Frei, porque a su juicio, ambos podían resolver los «malentendidos y desacuerdos 
que estaban haciendo ingobernable al país». Los dos líderes habían cultivado una amistad en los 
años que estuvieron en el Parlamento, pero diversos hechos los habían distanciado. 

Accediendo a la solicitud del presidente y aceptando incluso ser «testigo moral» de un 
eventual encuentro, el cardenal consultó personalmente al expresidente Frei su disposición para 
reunirse con el presidente Allende, «en privado, sin condiciones». En respuesta, el expresidente 
señaló: «Don Raúl, si usted me lo pide como católico, yo debo decir que sí, porque es mi pastor. 
Pero si me lo pide como político, debo decir que no». 

Días después, Frei envió una carta al cardenal manifestándole que, aun cuando «siempre 
estaría dispuesto, en un caso de urgencia para el país, a concurrir si soy llamado por el presidente 
de la República en forma clara y pública», creía «inútil» reunirse con Allende, ya que solo 
serviría para insistir en un planteamiento «que no tiene base para ninguna solución de los 
problemas que enfrenta el país» y que podía ser «muy inconveniente, por cuanto tiende a crear 
una imagen de confusión en la opinión pública, de la cual el PDC ha sido víctima 
reiteradamente». 


Eduardo Frei era, a esas alturas, muy escéptico respecto a la posibilidad de lograr un acuerdo. 
En su negativa pienso que pesó también la enorme campaña comunicacional que los partidos y 
medios de comunicación de la UP hicieron en su contra, sobre la cual el presidente Allende había 
guardado silencio. 

Una conversación parecida, y con resultados similares, tuvo Frei con el general Prats, quien, a 
insinuación de Allende y a través del general Óscar Bonilla, concertó una reunión privada con el 
senador y presidente del Senado, que se realizó el 8 de julio en casa del camarada Sergio Ossa. 
En sus Memorias el general recuerda que Frei le manifestó que «no se puede dialogar, cuando el 
adversario pone la metralleta sobre la mesa», palabras que dejaron en el general la sensación de 
«no haber logrado una apertura decidida de quien tiene tanto ascendiente en el partido político 
clave de este momento». 44 

En medio de estos intentos por lograr un acercamiento, el lunes 16 de julio, día de la Virgen 
del Carmen, el Comité Permanente del Episcopado, presidido por el cardenal Silva Henríquez, 
exhortó al pueblo de Chile a evitar la lucha armada, propiciando la paz entre los chilenos. 

Titulada «La paz de Chile tiene un precio», la declaración convocaba a un gran consenso 
nacional, para lo cual sugería una tregua que permitiese «buscar con más calma soluciones 
duraderas, basadas no en la exclusión de un grupo o de otro, sino en la justa valorización de lo 
legítimo y de lo positivo que hay en uno u otro bando, y de las posiciones que cuentan con la 
adhesión de la gran mayoría de los chilenos». 

La exhortación también pedía «a los dirigentes políticos y altos responsables de la patria que 
agoten el diálogo entre ellos. Tenemos confianza en el encuentro cara a cara entre chilenos, en el 
intercambio de posiciones, en la capacidad de comprender al otro y de encontrar puntos de 
coincidencia y líneas de convergencia». De este modo, en esos aciagos dias de mediados de 
1973 la Iglesia católica se erigió en virtual mediadora de la política chilena. 

El 17 de julio un grupo de camaradas fuimos invitados por el cardenal Silva Henríquez a 
conversar con él. En la oportunidad, nos consultó si, en caso de que el presidente nos llamara, 
¿iríamos a conversar con él y qué le pediríamos? Le dijimos que si nos llamaba públicamente y a 
La Moneda nosotros asistiríamos, y que lo que le exigíamos sería el restablecimiento del Estado 
de derecho en Chile, y como partida, el cumplimiento integral de la ley de armas, el fin de las 
tomas, la promulgación de la reforma constitucional y la formación de un ministerio de las 
características que habíamos referido en nuestra declaración del 6 de julio. 

Al día siguiente, el PDC declaró públicamente que aceptaba ir a un diálogo «racional y 
democrático, con los caracteres de seriedad, respeto mutuo, igualdad y ausencia de ilícitas 
presiones para que sea fructífero». 4 

El 20 de julio hablé nuevamente con el cardenal. Me contó que se había reunido con el 
presidente Allende, a quien le había confirmado la disponibilidad del PDC para aceptar el 
diálogo y las exigencias que haríamos. Tres días después, en un nuevo encuentro con el cardenal 
Silva Henríquez, Allende le confesó su enojo con su partido y su decisión de enfrentarlo y hasta 
de desautorizar a la dirigencia si era necesario. En la ocasión, el presidente pidió al prelado que 
hablara conmigo para solicitarme que «no hiciera una oposición tan dura» y que tuviera en 
cuenta que la presencia de mi amigo Carlos Briones «era una prueba de la rectitud» de sus 
intenciones.17 

El 25 de julio, en un acto convocado por la CUT, el presidente planteó públicamente que el 
diálogo era «necesario para evitar la guerra civil» y señaló a continuación las que a su juicio eran 
las «grandes líneas» que debían ser abordadas en esta instancia: buscar el afianzamiento del 
mando y la autoridad del gobierno; el rechazo a fuerzas armadas paralelas y la marginación de 


las Fuerzas Armadas en la pugna política; el desarrollo del poder popular, vinculado al gobierno 
y sin producir antagonismo con el régimen institucional; la reafirmación del camino político 
establecido en el programa de la Unidad Popular; la definición y articulación de las competencias 
que les correspondían a los poderes del Estado; la plena vigencia del Estado de derecho, para la 
cual era imprescindible acabar con el bloqueo legislativo y desarrollar el régimen legal; la 
definición del régimen de propiedad de las empresas, precisando legalmente el APS48 de la 
economía; y medidas económicas concretas que detuvieran la inflación, asegurasen la 
distribución y permitieran el desarrollo económico del pais.49 

En este mismo discurso, el presidente Allende se encargó de advertir a su audiencia, integrada 
mayoritariamente por dirigentes sindicales, que «conversar o dialogar no significa 
comprometerse», dejando claro que, aun cuando estimaba «necesario» el diálogo, no estaría 
disponible para cambiar su programa de gobierno. 

Todos estos hechos suscitaron múltiples reacciones entre los dirigentes políticos del país. La 
derecha, a través del líder del Partido Nacional, Sergio Onofre Jarpa, afirmó que suscribía todo 
llamado a la paz y estabilidad del país.50 Pero algunos nacionales y líderes de los gremios 
patronales advirtieron que ir al diálogo era hacerse cómplice de los atropellos y abusos 
cometidos por el gobierno ilegitimo.s1 

En la Unidad Popular hubo diversas declaraciones. El Partido Comunista respaldó de 
inmediato la iniciativa. Su posición fue explicitada por Luis Corvalán el 18 de julio, a través de 
una Carta enviada al cardenal en la que señalaba que «este llamado a diálogo es la única manera 
de lograr la paz en Chile. El gobierno, aunque ha llamado anteriormente al diálogo, debe 
perseverar en este sentido, buscando puntos de cohesión interna que no signifiquen transar los 
principios o volver al pasado. Se trata de evitar una violenta guerra civil. Este diálogo, aspiración 
de la mayoría, debe realizarse, pues, en un marco de respeto mutuo, reconociendo la validez de 
un gobierno y la existencia del programa que lo guía».32 

Las palabras del líder comunista, que parecían tan positivas, eran, sin embargo, demostrativas 
del doble juego del PC: de un lado, compartían el llamado del cardenal a dialogar «como única 
vía para lograr la paz en Chile», pero de otro, se oponían, a través de la CUT, a la aplicación de 
la ley de control de armas, acusando que esta se estaba impartiendo de manera totalmente 
imparcial, protegiendo a los grupos fascistas y persiguiendo injustificadamente a los partidos de 
izquierda. 

Por su parte, la Izquierda Cristiana, el Partido Radical y el MAPU Obrero Campesino se 
manifestaron también a favor del diálogo. Los dos últimos puntualizaron, no obstante, que solo 
se debía conversar con los «sectores democráticos de la DC».33 

Muy distinta fue la postura del «polo izquierdista», conformado por los grupos más 
polarizados del PS, el MAPU Garretón y el MIR. Carlos Altamirano dijo que los socialistas no 
dialogarían con la directiva del PDC debido a su participación «en los planes reaccionarios para 
derrocar al gobierno popular».24 Y en una entrevista en Chile Hoy, el secretario general del MIR, 
Miguel Enríquez, afirmó que el diálogo escondía un «proyecto de capitulación ante las 
exigencias de las clases patronales. La DC es un partido burgués y reaccionario, el diálogo con 
su dirección desarma a los trabajadores».55 

Las opiniones diferentes, y hasta discordantes, expresadas por los partidos de la UP, hicieron 
evidente que la expectativa de Allende de que el llamado de la Iglesia al diálogo podía servir 
para distender el crispado ambiente nacional, reordenar a su coalición y recomponer las 
relaciones con el PS, no era compartida por una parte importante de su coalición. Resultaba claro 
que la autoridad presidencial estaba debilitaba y que la posibilidad de alcanzar acuerdos era 


escasa. 

Siguiendo los consejos del cardenal, el 26 de julio Allende me escribió una carta en la que 
manifestaba que, dado el momento que vivía el país, consideraba necesario un diálogo que 
evitase la guerra civil. Textualmente, la misiva decía: «Este diálogo debe ser abierto y claro, de 
frente al pueblo y desde una posición de principios» y debía permitir la búsqueda «de las 
convergencias y coincidencias que existen y que permitirán continuar realizando las 
transformaciones que el interés de Chile y su pueblo reguieren».s6 La invitación era para el lunes 
30 de julio, a las once y media de la mañana, en el Palacio de La Moneda. 


5. ¿IRO NO AL DIÁLOGO? 


En esta nueva encrucijada, el PDC, una vez más, cumplía un rol gravitante en el futuro del país. 
Como presidente del partido, tenía claro que mi decisión era fundamental para decidir si 
concurríamos o no al diálogo con el presidente Allende. 

Cuando en mayo de 1973 había asumido la presidencia del partido, fui claro ante la junta 
nacional de que no iba a dejar pasar una al gobierno, en el sentido de no aceptar más 
arbitrariedades, ilegalidades y dilaciones que atentasen contra la idiosincrasia democrática de 
nuestro país y su tradición libertaria. Esto implicaba que haría todo por sostener nuestros 
principios, hasta las últimas consecuencias, pero esto no significaba no estar disponible para 
conversar con nuestros adversarios con el fin de buscar una solución que permitiese evitar males 
mayores a nuestro país. Para mí, dialogar no era, como muchos sostenían, una claudicación a mi 
posición de «no dejar pasar una». 

Sabía cuál era el ánimo de la gran mayoría de los militantes y simpatizantes que, desde 
posiciones diferentes, manifestaban su angustia y temor y nos pedían que nos hiciéramos cargo 
de la compleja realidad que vivían. Percibía el descontento que había con la dirigencia del 
partido. En los meses que llevaba presidiendo el partido, había participado en muchas reuniones 
y asambleas y recibía informes desde las directivas provinciales, sindicales y grupos académicos 
que denunciaban y nos entregaban antecedentes de atropellos al Estado de derecho, actos de 
violencia, actitudes sectarias y persecuciones políticas que afectaban directamente a nuestros 
militantes, además de la crítica situación económica en que muchos de ellos se hallaban. La 
exasperación era mayor en los niveles más populares. 

En una carta manuscrita de principios de junio, Eduardo Frei me expuso la percepción que 
varios camaradas le habían manifestado respecto al actuar de la directiva nacional del PDC frente 
al momento que estábamos viviendo. Mientras algunos expresaban su «gran preocupación por lo 
que ocurre y lo que a su juicio es una parálisis del partido», otros acusaban «la ninguna 
instrucción concreta y orientadora del partido» y «su unánime opinión de que lo único que 
esperaban era un golpe militar y que era necesario sacarse la careta». Me trasmitió también una 
conversación con Raúl Atria y Ramón Downey, académicos del Instituto de Ciencias Políticas, 
quienes le habían manifestado «que el partido no orientaba y que su función estaba 
desapareciendo y su margen de influencia real era cada día menor». La misiva de Frei finalizaba 
advirtiéndome que todos decían «que esta posición del partido de hablar de diálogo lo único que 
hacía era desorientar más. Y que era un juego manifiesto... Yo creo que esto del diálogo va a ser 
igual que la guerra civil. Nos van a entretener dos o tres meses. No quiero ser majadero».37 

Entre otras cartas de similar contenido recibí la de un grupo de camaradas de la Universidad 
de Chile. Luego de enumerar los abusos que daban cuenta de la constante vulneración del 
estatuto de garantías constitucionales por parte del Ejecutivo, afirmaban su convicción de que 


«es el gobierno el que debe enmendar rumbos y que no corresponde al partido salvarle de 
situaciones que su propia acción provoca... A nuestro juicio, si se entrara en transacciones en esta 
materia, se produciría un grave quiebre en el partido y en las bases de sustentación que aún 
conserva la democracia chilena».58 

Semejante fue la carta de la directiva del Frente Cristiano de la Reforma Universitaria de la 
Universidad Católica, en que manifestaban que existía una «clara sensación de que el PDC se 
encuentra dirigido por parlamentarios que, en alguna forma, no viven la tragedia cotidiana del 
chileno medio... A veces se tiene la impresión de que, mientras la DC sigue invariablemente su 
defensa de lo que apenas llamaríamos institucionalidad formal, las bases mismas de la 
democracia se van corroyendo en forma gravísima». La misiva agregaba «que si las Fuerzas 
Armadas tomaran el poder, la DC dejaría de ser alternativa, al menos en términos inmediatos. 
Sin embargo, nos parece igualmente verdadero que, si se instaura la dictadura del proletariado, la 
DC también desaparece como alternativa de poder y quizá, entonces, de manera definitiva». 
Junto con argúir que el partido debía «jugarse abiertamente por los verdaderos principios 
democráticos... y no por una mera democracia procesal», hacían presente que «lo que se espera 
son hechos y no más palabras... La sensación que existe es que la UP sigue invariablemente 
ganando terreno, mientras los sectores democráticos siguen actuando como si viviésemos en 
términos de normalidad... Por lo mismo, continuar con el juego político habitual, la discusión 
parlamentaria, las declaraciones, la negociación y el diálogo —todos ellos, métodos propios de 
una situación de normalidad democrática— no sería sino seguir actuando como si nada grave 
estuviera sucediendo y seguir, además, indicando con los hechos que continuamos viviendo en 
un Estado democrático en que los valores básicos no han sido alcanzados».s9 

Radomiro Tomic también me transmitió algunas «reflexiones y ansiedades» en una carta que 
escribió al día siguiente de las dos declaraciones (una como PDC y otra conjunta con los partidos 
de oposición) que hicimos tras la designación del nuevo gabinete ministerial y que, a su 
entender, no habían sido adecuadas, lo mismo que «el silencio desconcertante» de sus camaradas 
presidentes del Senado y de la Cámara —en alusión a Eduardo Frei y Luis Pareto— «frente a la 
sublevación a cañonazos del viernes pasado (29 de junio)». 

A juicio de Tomic, estábamos asistiendo a los «estertores del régimen constitucional chileno y 
solo cabía decidir si preferíamos que muriese o se «remiende ganando tiempo». Su visión era que 
al interior del partido había «tres actitudes genéricas: los que quieren la caída del gobierno, los 
que están por contribuir lealmente con los medios al alcance de la DC para que esto no ocurra y 
los que reaccionan a los estímulos inmediatos creados por Allende, la UP o los militares, 
eludiendo plantearse el fondo del problema de la crisis institucional inminente y sus 
consecuencias, lo cual los lleva, a veces, a compartir parcialmente el criterio de los que creen que 
un golpe de Estado es inevitable, y tal vez deseable, y otras veces, el de aquellos que creen que 
detrás del golpe de Estado solo es concebible el establecimiento de una dictadura, en un proceso 
cuyas exigencias terminarán por triturar la fundamentación moral e ideológica de la DC y su 
respaldo popular, sindical y juvenil». Este tercer grupo constituía «la mayoría del partido, sobre 
todo en sus niveles directivos y parlamentarios, pero también en la base obrera, sindical y 
juvenil». 

De acuerdo a este planteamiento, me hacía ver que yo, como presidente del partido, debía 
orientar por «buen camino» estas tendencias y, sin ignorar que al consejo nacional le competían 
las decisiones finales legítimas y obligatorias para todos, me «subrayaba» que el presidente 
nacional no es un «igual entre sus iguales» (los del consejo), sino que su cargo «tiene la 
representatividad política y las responsabilidades especiales inherentes a la estructura 


presidencialista de nuestro partido y a su invariable tradición». 

Tomic veía que «la unidad de acción de la oposición en estos días y circunstancias es un error 
fatal para la DC y mortal para la democracia en Chile..., y cerrará definitivamente toda 
posibilidad de diálogo con el gobierno; y sellará el enfrentamiento violento y sangriento como 
único desenlace, y con ello, el futuro de la DC». 

La carta finalizaba pidiéndome que no entendiera sus palabras como «consejos que no 
necesitas» y aclarando que ellas solo estaban motivadas por «la ansiedad que me produce el ver 
que la marcha hacia el abismo del golpe de Estado y la dictadura se hace vertiginosa, sin que el 
PDC aparezca todavía con una postura nítida, cada día más necesaria, ante sí mismo y ante el 
juicio de la opinión pública nacional e internacional».60 

Dos días después, respondí a Tomic a través de una carta£l en la que, junto con agradecer sus 
reflexiones y expresar que compartía sus temores sobre la situación nacional, expuse mi parecer 
frente a lo que estábamos viviendo. 

Partiendo del hecho que la institucionalidad democrática ya estaba rota y dependía del 
gobierno restablecerla, le dije que mientras se siguiera permitiendo y amparando el llamado 
poder popular armado —un poder de hecho, fuera de toda institucionalidad— y de una milicia 
marxista al margen de las Fuerzas Armadas, no podía hablarse de Estado de derecho, de 
convivencia democrática ni de diálogo: ¿puedes tú dialogar con alguien que pone una metralleta 
sobre la mesa, mientras tú no dispones sino de tu razón? Eso no es diálogo, es chantage, 
extorsión, imposición brutal de la fuerza, le señalé. 

Le insistí en que nuestro sistema democrático funcionaba sobre la base de que el gobierno y la 
oposición debatían a través de los mecanismos institucionales y sometidos al veredicto del 
pueblo, y que la fuerza, representada por los institutos armados y Carabineros, era un árbitro 
imparcial, garante de la convivencia democrática. Así había quedado consagrado en el estatuto 
de garantías democráticas y así lo había aceptado el presidente Allende, quien ahora pretendía 
hacer tabla rasa. 

Frente al gabinete designado recientemente (que, a mi entender, no representaba una apertura 
real), hice ver a Tomic que nuestra declaración había expresado la buena disposición del PDC, 
pero dejando en claro las bases ineludibles para restablecer en el país la normalidad democrática, 
a saber, el desarme del poder popular (requisito sine qua non para cualquier diálogo), la 
promulgación de la reforma constitucional de las áreas de la economía y el restablecimiento de 
las garantías constitucionales. Y respecto a la declaración conjunta de todos los parlamentarios 
de oposición, le aclaré que esta había sido solicitada por el senador Luis Bossay y que nuestra 
adhesión obedecía a que jamás rehuíamos la afirmación de lo que, creíamos, era verdad, con 
quien quiera que fuera. A mi entender, entre los riesgos respecto a nuestra relación con los 
partidos de oposición estaba el intento del gobierno de dividir a sus adversarios para debilitarlos. 
Como ejemplo de esto último, le señalé la estrategia del PC de hablar de los demócratas 
«buenos» y «malos», y donde yo aparecía entre los segundos. 

En la parte final de mi carta expresaba, sin rodeos ni tapujos, cuál sería mi respuesta si 
Allende asumía su responsabilidad y optaba por la racionalidad: «Si en algo puedo yo contribuir, 
todavía estoy dispuesto, pero sobre bases que signifiquen el retorno a la normalidad institucional. 
Si para eso debo tomar la iniciativa, no trepidaré en hacerlo». 

El 20 de julio escribí una carta personal al ministro Briones en la que, junto con dar cuenta de 
diversos acontecimientos que evidenciaban la grave crisis en que estábamos, le preguntaba: ¿qué 
sacamos con conversar si el gobierno no da ninguna muestra de voluntad o capacidad de cumplir 
lo que dice? ¿Se quiere verdaderamente lograr soluciones justas y racionales o solo se busca 


«ganar tiempo» para que el poder «de hecho» nos desborde a todos e imponga su dictadura? ¿Se 
cree que nosotros podemos permanecer impasibles ante tanto atropello y tanta burla?62 

El ministro tardaría una semana en responder mi carta, probablemente a la espera de tener una 
mayor claridad sobre el desenlace que tendrían las gestiones que estaba realizando el cardenal a 
petición de Allende. 

En ese contexto, el jueves 26 de julio el presidente Allende me envió una carta invitándome al 
diálogo que tendría lugar en La Moneda el lunes 30 de julio. Como presidente de la Democracia 
Cristiana debía alinear al partido, por lo que decidí convocar para la tarde de ese mismo día a 
dirigentes y simpatizantes a una asamblea en nuestra sede. 

En la oportunidad, expresé que no seríamos fieles a nuestros principios, abdicaríamos de 
nuestra propia personalidad y faltaríamos al mandato expreso de la junta nacional si en esta 
emergencia no hiciéramos todo lo que estaba de nuestra parte por contribuir al logro de una 
solución democrática constitucional a la grave crisis en que Chile se encontraba, y donde, si bien 
la mayor responsabilidad la tenía el presidente Allende, ella también alcanzaba a todos los 
chilenos, y nosotros, desde la oposición en que nos encontrábamos por voluntad del pueblo, no 
rehuiríamos nuestra patriótica cooperación. 

También reiteré que la paz civil pasaba por el desarme de cualquier grupo armado al margen 
de la Constitución y, respetando la autoridad constitucional del presidente de la República y sin 
pretender menoscabarla, señalé que creíamos que interpretaría el anhelo de la mayoría de los 
chilenos si, en ejercicio de sus prerrogativas, constituyera un ministerio cuya integración por la 
calidad y solvencia de sus miembros y la autoridad de que estuvieran investidos, sobre todo sus 
subordinados, diera amplia garantía al país de que los propósitos enunciados por el presidente de 
la República serían efectivamente cumplidos, asegurando la plena vigencia de la Constitución y 
las leyes, aplicadas a todos por parejo. 

Finalmente, informé que ese mismo día había recibido la carta del presidente Allende 
invitándome al diálogo. De inmediato surgieron manifestaciones de rechazo por parte de un 
grupo de asistentes, con gritos y pifias. Reaccioné airado y con firmeza les dije: ¡Sí, camaradas! 
¡Perdónenme! ¡Mientras haya una posibilidad en veinte mil de salvar la democracia, nuestro 
deber es hacerlo! Lo haré públicamente, ante el pueblo de Chile, desde el seno de mi partido y 
pidiendo a Dios que me asista para responder a la confianza que todos mis camaradas me han 
depositado: acepto la invitación que el presidente de la República hace a la directiva nacional de 
mi partido para buscar el mínimo consenso. Lo hago en el claro entendido de que esta es la 
última oportunidad.63 

Recuerdo con emoción el apoyo que en esos tensos momentos me brindó con sus aplausos la 
JDC, presidida por Ricardo Hormazábal, y di por hecho que mis camaradas me habían 
autorizado a asistir al diálogo con Allende. 

Al día siguiente llegó la carta respuesta del ministro Briones. Sin realmente contestar las 
preguntas que le había hecho la semana anterior, me solicitaba, «con la invariable amistad de 
tantos años..., no solo paciencia, Patricio, sino también buena voluntad en el enjuiciamiento, para 
acercar lo que no es brecha sino simples puntos de vista aún no convergentes, pero que nunca 
podrán ser disímiles porque les unen los mismos anhelos de paz, de justicia, de cambios, de 
libertad, de democracia, de solidaridad de clase que trabaja y de progreso nacional». 

El sábado 28 de julio escribí al cardenal Silva Henríquez una carta, expresandole que el 
PDC había considerado un deber moral y patriótico aceptar la invitación al diálogo, 
sobrepasando para ello los legítimos sentimientos de duda y recelo que la polarización y la 
inseguridad provocaban en el espíritu de nuestros compatriotas. Le advertí que lo hacíamos con 


el más elevado espíritu y responsabilidad que las circunstancias requerían, no buscando ventajas 
partidistas de ninguna especie. Nuestra intención era hacer el último esfuerzo para que se 
restableciera la normalidad institucional, mediante un integral acatamiento del orden 
constitucional y de las normas básicas de convivencia democrática. 

Finalizaba mi carta expresando nuestra confianza en que el país comprendería la limpieza de 
nuestra actitud, sus objetivos y exigencias, y rogando a Dios que nos asistiera, a nosotros y al 
presidente de la República, para que este esfuerzo fuera fecundo y el país pudiera reencontrar su 
paz y su camino hacia días mejores. 

El cardenal me respondió el domingo, manifestando su comprensión de «que para ustedes, 
llegar a dialogar representa no pequeñas dificultades y que han hecho grandes sacrificios para 
secundar la humilde sugerencia que los obispos hemos hecho, inspirados solamente en las 
exigencias del Evangelio..., renunciando cada uno a la pretensión de querer convertir la propia 
verdad social en solución única, en un diálogo que para ser fructífero requiere que se verifique en 
la verdad, que se diga toda la verdad, que haya sinceridad para proclamar las intenciones reales, 
que se desarmen los espíritus y las manos».66 

Ese mismo día, en una misa que ofició el padre Percival Cowley en su casa frente a la 
Parroquia Universitaria, junto a mi familia pedimos a Dios por el diálogo que estábamos a horas 
de sostener con el presidente Allende. 


6. EL DIÁLOGO: PRINCIPIO Y FIN 


Los intentos por iniciar un diálogo constructivo se habían realizado en un ambiente 
extremadamente cargado, enmarcado por un nuevo paro convocado por los camioneros, tomas 
indiscriminadas de industrias, incremento del desabastecimiento y atentados en diversos lugares. 
Pero el hecho más grave y de mayor connotación pública de esos días fue el asesinato del edecán 
naval del presidente de la República, el capitán de fragata Arturo Araya Peeters, ocurrido la 
madrugada del viernes 27 julio. 

Por el contexto en que ocurrió el homicidio, la noticia fue un «balde de agua fría», más aún 
cuando la información que se entregaba era escasa y confusa. 

Los sucesos en torno al asesinato del edecán naval eran muy difíciles de precisar. Estando en 
su residencia particular, ubicada en la comuna de Providencia, luego de escuchar estallidos de 
bombas, el oficial salió al balcón de su vivienda y recibió varios tiros que le provocaron la 
muerte. Los medios de comunicación de izquierda y la Policía de Investigaciones rápidamente 
culparon a miembros de Patria y Libertad.£7 

Por la gravedad de los hechos, se convocó a una reunión del Consejo Superior de Seguridad 
Nacional (Consusena) y las direcciones de inteligencia de las instituciones coordinaron el trabajo 
de información. La Policía de Investigaciones se encargó de los peritajes del operativo, y aun 
cuando creía que el asesino estaba en las filas de la derecha, no se negaba a seguir otras vías de 
investigación. 

Los partidos de oposición emitimos una declaración afirmando que «los hechos como la 
muerte del comandante Araya demuestran hasta qué extremo ha sido llevada nuestra 
democracia» y manifestamos la convicción de que era necesario «terminar definitivamente con el 
armamentismo de los grupos extremistas, sin distinciones ni amparos de ninguna naturaleza y de 
la necesidad de que el gobierno comprenda con claridad cuál es el primordial deber de esta 
hora».68 

El Partido Nacional atribuyó el hecho a un plan «preconcebido de la ultraizguierda para 


mantener la incertidumbre en el pais».99 Por su parte, el líder del PS declaró que «los asesinos 
del comandante Araya fueron grupos de Patria y Libertad instigados por los dirigentes de El 
Mercurio, además de Sergio Onofre Jarpa y Eduardo Frei»,70 mientras que el MIR 
responsabilizó a los «grupos reaccionarios» y llamó a la clase obrera a mantenerse vigilante.” 

Al finalizar la jornada varios sospechosos habían sido detenidos, pero ninguno de ellos estaba 
vinculado ni a Patria y Libertad ni al MIR, por lo que, sin desecharse, la tesis política del crimen 
se debilitó. La justicia naval pidió la competencia para llevar el caso y paralelamente se nombró 
un ministro en visita. La Policía de Investigaciones siguió la pista que indicaba que el homicidio 
lo había perpetrado un grupo de Patria y Libertad, lo cual finalmente resultó ser cierto.?2 

El asesinato del comandante Araya acercó la violencia al propio centro de La Moneda y al 
círculo más cercano del presidente Allende, y puso en peligro el diálogo aun antes de 
concretarse. Este crimen venía a confirmar que la violencia era parte de la vida cotidiana de los 
chilenos. 

Aún impactado por los sucesos, la mañana del lunes 30 de julio me dirigí a La Moneda con 
una sensación de angustia y de preocupación profunda por la gran responsabilidad que este 
encuentro implicaba, ya que no solo representaba la posición de mi partido, sino de la gran 
mayoría de los chilenos. Me invadían sentimientos encontrados de esperanza, pero también de 
pesimismo. No tenía claro lo que el presidente Allende podría hacer. Él tenía los resortes del 
poder y conocía nuestros planteamientos, pero disponía de espacios de maniobra muy limitados, 
donde su «muñeca política» podía no ser suficiente. 

Acudimos junto al senador Osvaldo Olguín, vicepresidente del PDC, con la confianza de 
interpretar a grandes sectores ciudadanos que, aunque señalaban no tener fe en los resultados, en 
el fondo de su alma deseaban que esta gestión fuera exitosa. 

Nuestra sensación ambivalente era compartida por sectores de la UP; el diario El Siglo, por 
ejemplo, titulaba esperanzado: «Se abre el diálogo», a pesar de que, con cierto pesimismo, dejaba 
en claro que eran muchos los obstáculos que era necesario salvar, opinión compartida por Luis 
Corvalán, quien estaba «por un diálogo constructivo, creador, que no le exija a ninguno de los 
interesados que renuncie a sus principios o programas».73 Para el PS, en cambio, este intento era 
calificado de «dialogo con los lugartenientes del golpismo»./4 

En el extranjero se miraba con interés y preocupación el acontecer nacional. Por esos días, The 
New York Times editorializaba que, dada la tensión creciente que vivía el país, el diálogo era, tal 
vez, la última oportunidad de los «moderados» y un esfuerzo supremo del primer mandatario 
para evitar la guerra civil. Su posición era escéptica dadas «las exigencias que estaba haciendo el 
PDC y las fuertes críticas que había manifestado un sector de la izquierda».Z5 

El diálogo PDC-gobierno comenzó pasado el mediodía del lunes 30 de julio. Además del 
presidente Allende, estaban los ministros del Interior, Carlos Briones, y de Defensa, Clodomiro 
Almeyda. 

En este primer encuentro se conversó en términos generales sobre la situación del país y 
propusimos establecer un diálogo sin límites, esperando que el gobierno se mostrase dispuesto a 
aceptar las materias expresadas en nuestra declaración del 6 de julio y en mis discursos del 11 y 
26 de ese mes. Allende estaba distendido, abierto. 

Expusimos nuestras respectivas propuestas, en torno a las cuales hubo consenso: necesidad de 
afianzar el orden institucional y la plena vigencia del Estado de derecho; necesidad de cumplir el 
mandato constitucional de que las Fuerzas Armadas y el cuerpo de Carabineros fueran los únicos 
depositarios de la fuerza y no pudiesen existir otros grupos armados paralelos; necesidad de 
terminar con las tomas y otros medios ilegítimos de imponer, de hecho y por la fuerza, la 


voluntad de grupos minoritarios que se arrogaban la representación del pueblo o de los 
trabajadores; y necesidad de definir de una vez por todas el régimen de propiedad de las 
empresas, delimitando legalmente el área social, la mixta y la privada, y regulando el régimen de 
participación de los trabajadores. 

Dimos nuestra opinión respecto a la conveniencia de constituir un ministerio con participación 
institucional de las Fuerzas Armadas, con poderes suficientes en mandos superiores y medios 
para asegurar el efectivo cumplimiento de las decisiones del presidente dentro del marco de la 
Constitución y las leyes, aplicadas a todos por parejo, y facilitar acuerdos y resoluciones, a fin de 
ir resolviendo los más importantes problemas nacionales. 

La respuesta de Allende a este último punto fue que, «sin descartarlo como una posibilidad 
ulterior», le parecía que previamente era necesario lograr acuerdos entre el gobierno y la DC 
sobre los problemas más importantes del país, entre los cuales enunció los siguientes: grupos 
armados, participación de los trabajadores y poder popular, solución jurídica y política de las 
cuestiones de competencia entre los poderes del Estado, medidas para solucionar los problemas 
económicos y jurídicos del área social y privada, medidas para asegurar la distribución, aumentar 
la producción y atajar la especulación, y cuestiones varias, como por ejemplo, medios de 
comunicación. 

El presidente propuso la creación de comisiones especiales para abordar estos problemas y 
llegar a fórmulas de consenso. Como la conversación no arribaba a nada, a la una cuarenta y 
cinco de la tarde decidimos suspender el encuentro y nos comprometimos a reanudarlo esa 
misma noche y avanzar lo más rápido posible. 

A las diez y veninte de la noche de ese día nos volvimos a reunir. Esta vez no estaba el 
ministro Almeyda y tampoco un representante del PS. Allende asistió junto a los ministros 
Briones, de Interior, el de Economía, José Luis Cademártori, y Humberto Martones, de Obras 
Públicas. 

La actitud del presidente era diferente. Se mostró intransigente e insistió en su idea de crear 
comisiones para analizar los distintos puntos y tratar de alcanzar acuerdo, lo que no nos pareció 
realista ni compatible con la gravedad que vivíamos. Cerca de la una de la madrugada las 
conversaciones llegaron a un impasse. El presidente Allende finalmente no aceptó nuestras 
sugerencias y solo ofreció la constitución de estas comisiones que, a nuestro juicio, solo iban a 
dilatar la grave situación del país, suscitando desconfianza en la opinión pública. 

Sin haber logrado avances, a la salida de la reunión indicamos a los periodistas que con el 
presidente habíamos hablado sobre la reforma constitucional y el problema de los transportistas, 
con miras a encontrar una solución. Señalé que «hasta ahora no hay acuerdo de ninguna especie. 
Se ha avanzado en conversar y en aclarar puntos».Z6 

Llegué a mi casa abrumado. Me encontraba en una situación que rechazaba de plano: por una 
parte, el país estaba ante un futuro incierto, amenazante y de alto riesgo; por otra, consideraba 
que si entrábamos en conversaciones sin objetivos claros y aceptábamos la formación de 
comisiones, nos veríamos envueltos en un proceso de negociaciones que el gobierno trataría de 
prolongar para imponer su «vía chilena». 

Junto con ello, la imagen del PDC quedaría seriamente debilitada, el resto de la oposición se 
lanzaría como «perro al bofe» sobre nosotros y la Unidad Popular lograría su propósito de 
avanzar, destruir nuestra imagen política y debilitar el poder de la DC ante la opinión pública 
como garante de las garantías constitucionales. 

Tuve también un mal presentimiento. La ausencia del ministro Clodomiro Almeyda y el 
cambio de actitud del presidente eran clara evidencia de la pugna interna con el sector duro de la 


UP, especialmente con su partido, el Socialista. Aunque no tengo pruebas, para mí resultó 
evidente que entre la reunión de mediodía y la de la noche, el PS había notificado a Allende que 
sobre las bases que nosotros habíamos planteado no se podía llegar a acuerdo. El presidente 
estaba «entre dos fuegos». Y nosotros también. 

Al día siguiente, con el respaldo de la mesa del PDC, envié al presidente una cartaZ/ —que no 
hice pública por respeto a su persona— con un resumen de los temas que habíamos abordado en 
las dos reuniones y expresándole que, a mi entender, el camino por él sugerido no era el que la 
patria exigía en una hora tan grave y apremiante. Me permití insistirle en nuestros primitivos 
planteamientos, únicos que, según nosotros, podían crear las condiciones de tregua y 
normalización cívicas indispensables para la búsqueda de entendimiento verdaderamente 
fecundos. Le expresé mi confianza en que, ante su conciencia de chileno y de gobernante, no 
podía menos que compartir esta apreciación y adoptaría las decisiones consecuentes, para lo cual 
contaba con la certeza de nuestra leal cooperación. 

Señalé al presidente que habíamos llegado a una situación en que Chile no nos creía, ni a él ni 
a nosotros, y para que nos creyera era indispensable que hubiera medidas que se tradujeran en 
hechos y no en meras declaraciones ni en leyes. Le reiteré también que, para crear las 
condiciones de confianza necesarias, era una garantía un gabinete con participación institucional 
de las Fuerzas Armadas con poderes suficientes, en mandos superiores y medios, para asegurar el 
efectivo cumplimiento de las decisiones del presidente dentro del marco de la Constitución y las 
leyes aplicadas a todos por parejo. De lo contrario, nos parecía inútil prolongar conversaciones 
que solo contribuirían a confundir más al pueblo, que nos miraba con el consiguiente perjuicio 
para nuestro régimen democrático. 

El presidente me respondió el 1 de agosto a través de una extensa carta en que abordó punto 
por punto los temas que había planteado en la mía, momento en que se hicieron públicas ambas 
misivas. 

En su carta, el presidente manifestó su disposición a promulgar la reforma constitucional de 
las áreas de la economía, pero con condiciones: previamente debía ser aprobada una reforma 
interpretativa de la Carta Fundamental para impedir que por simple mayoría el Congreso 
resolviera reducir el poder constitucional a tres años. Además, de manera simultánea, debía 
promulgarse una serie de proyectos de ley que estaban pendientes en el Parlamento y que eran 
objeto de discrepancias entre el gobierno y la Democracia Cristiana.78 

Nosotros habíamos manifestado al presidente que estábamos de acuerdo con una reforma 
interpretativa de la Carta Fundamental para volver al sistema de los dos tercios. Pero ese paso, 
que suponía un avance y que valorábamos, estaba amarrado a acuerdos sobre otras leyes y 
reformas constitucionales cuyo estudio implicaba entre sesenta y ciento veinte días como 
mínimo. Ello podría haber tenido sentido en tiempos normales, pero no era respuesta a la 
envergadura de la crisis y la fragilidad en que el país estaba inmerso. 

Y sobre nuestra sugerencia de realizar un cambio de gabinete, afirmó que «no aportaría 
ninguna solución a lo que el país nos exige en la medida que los problemas materiales y 
tangibles que hoy enfrentan al PDC y al gobierno no hayan sido reemplazados por un acuerdo». 
La carta finalizaba invitándome formalmente para que continuáramos las conversaciones.72 

No era la respuesta que esperábamos. Quedaba claro que nuestras posiciones tenían urgencias 
y objetivos distintos. Allende sostenía que primero debíamos ponernos de acuerdo en cómo 
íbamos a continuar y ordenar el proceso de cambios, formar comisiones para discutirlo y luego 
estudiar la conveniencia de constituir un ministerio adecuado para cumplir los acuerdos políticos 
a que llegásemos. En cambio, nuestra posición era que primero el Ejecutivo diera pruebas 


concretas de respetar el régimen constitucional, como parar las tomas, desarmar a los grupos 
armados, cumplir la orden del Ministerio del Interior de reincorporar en sus labores a los noventa 
y siete mineros de El Teniente que habían sido despedidos por su participación en la huelga, y 
formar un ministerio que otorgara garantías para asegurar una tregua a fin de encontrar 
soluciones. 

La experiencia de tres años nos había ido mostrando que el presidente buscaba ganar tiempo 
para avanzar, postergando definiciones fundamentales para la recuperación del Estado de 
derecho, la estabilidad económica y la paz social. Nos pareció que no valorizaba debidamente la 
urgente necesidad de restablecer un clima de orden y confianza en el país. 

A través de una declaración de la directiva del PDC, el 2 de agosto insistimos en la necesidad 
de implementar medidas simples y rápidas, capaces de restablecer de inmediato la normalidad 
constitucional y la necesidad de garantizarla mediante un ministerio capaz de inspirar al país la 
confianza indispensable para toda convivencia democrática, y asignando al jefe de Estado la 
mayor responsabilidad para adoptar una urgente decisión política en este sentido.80 
Necesitábamos gestos concretos que nos permitieran tener apoyo para seguir dialogando. 

Convencido de la necesidad de dejar fuera de toda duda nuestra posición, asistí ese mismo día 
a un programa de televisión, donde reiteré lo que había señalado en mi respuesta al presidente: 
nuestras bases eran la eliminación del poder popular armado como poder paralelo y el 
restablecimiento del Estado de derecho, la promulgación de la reforma constitucional de las áreas 
de la economía y la formación de un ministerio que le diese garantías al país de que esto se iba a 
cumplir y no iba a quedar en una mera ley o en un nuevo estatuto de garantías que mañana podía 
no ser cumplido. El aval para nosotros, para el presidente, para todo Chile, serían las Fuerzas 
Armadas.8l 

Dos días después hice una declaración en la que reiteré mis afirmaciones, advirtiendo que, 
para que prosperara cualquier acuerdo, era necesaria una certeza absoluta de que las autoridades 
del gobierno fueran efectivamente las que mandaran y sus acuerdos fueran respetados; que el 
poder real no estuviese radicado en los comités centrales, seccionales, departamentales de 
determinados partidos políticos, ni menos en grupos que, arrogándose la representación del 
pueblo en nombre de un supuesto «poder popular», pretendían imponer su voluntad minoritaria. 

Al interior del partido, el diálogo con el presidente Allende había generado opiniones diversas. 
El 3 de agosto Eduardo Frei me envió una carta manuscrita en la que, con cierta molestia, 
precisaba algunos puntos «por deber de conciencia», entre ellos, su «total desacuerdo» con 
cualquier reconocimiento al presidente Allende si daba algún paso o hacía un gesto para 
promulgar la reforma constitucional. «Es su deber» y a quien «no cumple con su deber de 
promulgar, miente y enreda, no se le puede valorar su disposición. No hay allí nada de positivo». 
Insistiendo en que no debíamos dejar «puertas abiertas, por considerar opiniones muy 
minoritarias y algunas bastante “chuecas”», arriesgando «perder lo ganado y volver al enredo», 
me señaló que la declaración que habíamos realizado el día 2 era «peligrosa, porque está al borde 
mismo de pedir que se continúe el diálogo y Allende no pierde estas ocasiones».82 

Las opiniones de Frei se contraponían a las de otro grupo, encabezado por Renán Fuentealba, 
entre los que estaba Jorge Donoso, quien en una carta me advertía sobre la gravedad de que 
«muchos chilenos y algunos democratacristianos» creyesen que el diálogo PDC-gobierno era 
«un acto formal y versallesco, destinado a extender el certificado de defunción del régimen 
democrático para embarcarse en una aventura dictatorial».83 

Donoso agregaba que las condiciones que el presidente Allende había planteado en su carta 
del 1 de agosto eran «razonables y perfectamente admisibles», y acusaba a un «importante grupo 


de camaradas y de dirigentes, entre los cuales no está la directiva nacional, [que] dan la 
impresión de que están intentando boicotear estas conversaciones y esperan desde el principio su 
fracaso». 

A través de una misiva, Fuentealba me hizo ver que, según el acuerdo de la comisión política 
reunida el 20 de julio, la participación de los militares en un gabinete debía hacerse efectiva 
después de alcanzados los acuerdos con el gobierno. Sin embargo, en la reunión que la comisión 
había sostenido la tarde del día anterior (2 de agosto), Juan de Dios Carmona, Claudio Orrego y 
Eduardo Frei habían manifestado que la participación de los militares en el gabinete era una 
«Cuestión previa y condición sine qua non de todo posible arreglo». Sobre el punto, me 
manifestaba que su posición era «pedir y obtener su integración en un gabinete después que se 
llegue a un acuerdo político sobre las materias en discusión». 

Al final de su carta, Renán me expresaba su convencimiento, «adquirido a través de mi 
observación personal y de las informaciones que he recogido, de que el paro de los camioneros, 
como en octubre [de 1972], tiene la finalidad muy precisa de derrocar al gobierno, provocando 
hasta el enfrentamiento entre chilenos. Sé quiénes están detrás, en forma solapada o franca. 
Muchos democratacristianos confiamos en tu espíritu cristiano y en tu patriotismo. No olvides 
las palabras del cardenal:“La paz de Chile tiene un precio”, y este precio debemos pagarlo 
todos». 84 

Desde las provincias, muchos camaradas también me hicieron llegar sus opiniones. En 
general, mayoritariamente criticaban, con más o menos severidad, la actitud «blanda» de la 
directiva frente al gobierno. Cito, a modo de ejemplo, párrafos de la carta enviada por Cesáreo 
Castillo, diputado DC por Antofagasta, sugiriendo programar una «estrategia propia» para 
cumplir con mi eslogan de «no dejar pasar una» y «no permitir que se consuma, con el 
transcurrir del tiempo, la implantación en nuestro país del marxismo totalitario con sus resultados 
funestos por todos conocidos. Hay que elegir —no queda otro camino— entre dos males el 
menor, y creo que el mal menor es conformar una oposición sólida con todos los partidos 
democráticos. La DC sola no puede enfrentar con éxito a la UP... Debemos ir a enfrentarnos con 
la UP en todos los terrenos».85 

La disparidad de opiniones al interior del PDC hacía difícil su conducción, especialmente 
cuando destacados dirigentes proponían tan distintas formas de relacionarse con el gobierno. 
Intentaba cumplir los compromisos asumidos como presidente del partido y lo acordado por la 
junta nacional pero, sobre todo, mi afán estaba puesto en encontrar una salida política a la grave 
crisis que estábamos viviendo y evitar cualquier solución al margen de la Constitución y la ley. 


Capítulo XVII 
AGOSTO DE 1973 


1. EL GABINETE DE SEGURIDAD NACIONAL 


Durante el mes de julio de 1973 se habían producido cerca de ciento cuarenta atentados de 
diferente tipo en distintos lugares del país (incluido, como se ha señalado, el brutal asesinato del 
edecán naval del presidente Allende), actos de carácter terrorista que se confundían en medio de 
huelgas y paros, donde por un lado, se llamaba a la rebelión popular, y por el otro, se instigaba la 
intervención militar. 

Inicialmente, las movilizaciones sociales, huelgas y paros habían respondido a 
reivindicaciones específicas de cada sector, pero hacia fines de julio las asociaciones gremiales 
de oposición ya estaban coordinadas y en condiciones de paralizar al país. 

El 26 de julio, ad portas del diálogo PDC-Allende, la Confederación de Dueños de Camiones, 
presidida por León Vilarín, integrante de Patria y Libertad, había iniciado un nuevo paro 
indefinido, aduciendo el incumplimiento por parte del gobierno de los compromisos adquiridos 
el año anterior con el entonces ministro del Interior, Carlos Prats. Los camiones bloquearon el 
paso de vehículos en diversos tramos de la carretera Panamericana, interrumpiendo la cadena de 
abastecimiento. 

En respuesta, el gobierno ordenó la requisición de todos los camiones que habían adherido a la 
paralización y nombró al subsecretario Jaime Faivovich, militante socialista vinculado al MIR, 
como interventor del transporte. El 31 de julio, la Confederación Nacional de Dueños de 
Camiones solicitó a la Contraloría que declarara ilegales las requisiciones de camiones y dos días 
después exigía que Faivovich fuera removido de sus cargos de subsecretario de Transportes e 
interventor por cometer abiertas y reiteradas irregularidades. 

Rápidamente, diferentes gremios comenzaron a plegarse a la huelga de los transportistas. El 3 
de agosto paralizó la Confederación de Autobuses y Taxibuses, que reunía al ochenta por ciento 
de la locomoción colectiva de Santiago y de las principales ciudades del país, exigiendo el 
cumplimiento de los compromisos asumidos por el gobierno y la renuncia del subsecretario 
Faivovich. La autoridad reaccionó designando al general Herman Brady como interventor de la 
locomoción colectiva. 

También el 3 de agosto, la asamblea de trabajadores del Hospital Salvador aprobó un paro 
indefinido de brazos caídos, exigiendo la salida de varios funcionarios y la reincorporación de 
Otros. 

En forma paralela, se renovó el conflicto de los mineros de El Teniente por incumplimiento, 
de parte del gobierno, del compromiso de reintegrar a los noventa y siete trabajadores despedidos 
por paralización de faenas en la huelga de junio. 

Por esos mismos días, el personal de la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras 
Públicas inició un paro nacional, argumentando razones de índole económica. El movimiento 
afectaba a la Dirección de Obras Sanitarias, encargada del suministro de agua potable a la 
población, lo que llevó a la Armada a tener que operar el sistema de distribución y disponer 
vigilancia especial en la provincia de Valparaíso. Además, allanaron el hospital Carlos van Buren 


en busca de armas. 

Desde los gremios también se repetían las acusaciones al presidente Allende, 
responsabilizándolo de la crisis moral, económica, política y social que afectaba al país. 

Así, por ejemplo, la Cámara Chilena de la Construcción y el Sindicato de Empleados de la 
Construcción analizaban en conjunto la situación nacional y coincidían en que el gobierno había 
sobrepasado la legalidad y el Estado de derecho. Solicitaban a Allende la designación de un 
gabinete íntegramente constituido por representantes de las Fuerzas Armadas, a quienes se debía 
entregar el control interno de la nación.1 Por su parte, el presidente de la Corporación Única de 
Profesionales de Chile, Julio Bazán, se pronunció en un mismo sentido, manifestando además su 
total desconfianza en un gobierno que no cumplía sus promesas y cuyo jefe «se escuda en 
pequeños grupúsculos para salvar su responsabilidad frente a la historia».2 

En respuesta, el comité político de la UP denunció una «escalada sediciosa» destinada «a 
intensificar cualquier conflicto, agudizar las dificultades y promover provocaciones para hacer 
imposible que prosperen las iniciativas políticas tendientes a garantizar soluciones de interés 
general», y llamó «a las fuerzas patrióticas a estar en estado de alerta, redoblar su vigilancia y 
movilizar los frentes patrióticos».3 

En este clima de abierta confrontación, informé a la opinión pública que la propuesta que el 
presidente Allende me había hecho en su carta del 1 de agosto respecto a formar comisiones para 
discutir y ponernos de acuerdo en cómo continuar el proceso de cambios y posteriormente 
estudiar la conveniencia de constituir un ministerio adecuado para cumplir los acuerdos políticos 
a que llegásemos, no satisfacía a nuestras bases ni conducía a las soluciones que el país exigía 
con urgencia. «Hoy por hoy el asunto está en sus manos y consideramos terminadas las 
conversaciones».£ 

El MIR aprovechó esta situación para insistir en que era el momento de la contraofensiva 
revolucionaria. En declaración del 5 de agosto, Miguel Enríquez afirmó que el gobierno, a través 
del diálogo con nosotros, había comenzado a «capitular» y que las exigencias del PDC debían ser 
rechazadas, al igual que cualquier reorganización ministerial que considerase la integración de 
las Fuerzas Armadas, lo que a su juicio significaba el sometimiento del gobierno al Parlamento y 
a la alta oficialidad reaccionaria de estas. En una línea similar, el dirigente socialista Adonis 
Sepúlveda sostuvo que el PS no capitularía jamás, agregando que no podía haber diálogo entre 
«víctimas y victimarios».2 

Pocos días después, el 8 de agosto, el presidente de la República, con la agilidad que lo 
caracterizaba, tomó una decisión que nos dejó totalmente descolocados. Sorpresivamente acogió 
uno de nuestros requisitos para lograr un acuerdo nacional, anunciando la formación de un nuevo 
gabinete que contaría con la presencia de los comandantes en jefe de las tres ramas de las 
Fuerzas Armadas: el general Carlos Prats, del Ejército; el almirante Raúl Montero, de la Armada; 
y el general del Aire, César Ruiz Danyau, de la Fuerza Aérea. Lo que podría haber hecho como 
un gesto durante las conversaciones, lo hacía después de que estas hubieran concluido. Era 
incomprensible. 

Teníamos información de que el criterio imperante en el Cuerpo de Generales del Ejército, de 
la Aviación y el de Almirantes era que no estarían dispuestos a ser parte de un gabinete si no se 
les entregaban poderes reales y cargos en los mandos medios para asegurar el retorno a la 
normalidad. Compartiendo ese criterio, habíamos insistido en el gabinete militar como única 
opción frente a seguir la línea de la ultraizquierda, que llevaría al país a una solución al margen 
de la democracia.6 

El general Carlos Prats recuerda en sus Memorias que el 3 de agosto, día en que habíamos 


anunciado el fin de las conversaciones con el gobierno, Allende le habría dicho que «frente a la 
exigencia del PDC de demostrar su franca disposición a un entendimiento», no tenía «otra salida 
más que llamar a los propios comandantes en jefe a integrarse al ministerio», agregando que ello 
sería «un símbolo de buena voluntad presidencial que la DC no podría cuestionar con su 
insistencia en que las Fuerzas Armadas desplacen masivamente a la Unidad Popular del 
gabinete»./ 

A mi juicio, la decisión del presidente Allende tuvo mas que ver con la urgencia de disminuir 
la presión ciudadana y, especialmente, con controlar la ola de huelgas y violencia que afectaba al 
país. Era claro que requería del apoyo militar para aplicar medidas como la requisición de 
camiones y la ley de control de armas, y por ello, había resuelto romper su compromiso de 
gobernar de acuerdo con los partidos de la Unidad Popular, buscando de este modo poner fin al 
nefasto efecto que tenía para su proyecto de la «vía chilena» su anuencia con la ultraizquierda. 

Entre el 3 y 8 de agosto, Allende negoció personalmente con cada uno de los comandantes en 
jefe de las diferentes instituciones su ingreso al gabinete y estos, a su vez, con sus pares, la 
mayoría de los cuales se mostró reticente. 

Según el relato que el general Prats hace de esos días en sus Memorias,3 el Cuerpo de 
Generales del Ejército se mostró «desconcertado» al conocer las intenciones de Allende y 
manifestó que esperaban un gabinete «con una representatividad de generales y almirantes que 
cubrieran la mitad o dos tercios» de este, «y el resto con personalidades apolíticas, y debiendo, 
además, cubrirse los mandos medios». Los generales de la FACH también fueron contrarios a ser 
parte de un gabinete militar bajo las condiciones del presidente de la República y su segunda 
autoridad, el general Gustavo Leigh, advirtió que la expectativa de su institución era asumir de 
seis a nueve ministerios, además de cargos a nivel de mandos medios. 

Acceder a la petición de los almirantes y generales implicaba un «golpe seco» que dejaría en 
«interdicción» a Allende. Así lo entendía Prats, y usando estas mismas palabras habló con los 
generales del Ejército y el general Leigh, apoyado en todo momento por el almirante Montero, 
para quien el ingreso al gobierno de los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas y de Orden 
era «un sacrificio que debe entenderse como un eslabón que impide que se frustre la esperanza 
de un consenso mínimo con la DC».2 

El 8 de agosto, al conocer la noticia, el PN, a través de Sergio Onofre Jarpa, hizo una 
declaración advirtiendo que un ministerio con participación de las Fuerzas Armadas representaría 
«una mascarada, pues los chilenos esperan de ellas una acción rectificadora y no avalar una 
gestión gubernamental que ha trasgredido reiterada y gravemente la Constitución».10 

Mi primera reacción fue manifestar que la nueva fórmula ministerial no satisfacía los 
requerimientos de real participación de las Fuerzas Armadas en todos los niveles para asegurar la 
vuelta a la normalidad institucional.11 

El 9 de agosto juraron los más altos representantes de las instituciones armadas y de orden. 
Prats asumió en Defensa; Montero, en Hacienda; César Ruiz Danyau, en Obras Públicas y 
Transportes; y el general director de Carabineros, José María Sepúlveda, en Tierras y 
Colonización. La cartera de Interior quedó a cargo del socialista Orlando Letelier en reemplazo 
de Carlos Briones quien, el 7 de agosto, había sido acusado constitucionalmente por diputados 
del Partido Nacional y la Democracia Radical debido a sus actuaciones «ilegales y abusivas» en 
perjuicio de camioneros en paro, y por sus «actuaciones vejatorias y agresión a 
parlamentarios».12 

Denominado por el presidente Allende como el «gabinete de seguridad nacional», su objetivo 
era «terminar con el paro sedicioso de los camioneros, imponer el orden político y público, 


luchar contra la subversión, declarar como asociación ilícita a Patria y Libertad, imponer el orden 
económico y obtener el despacho de leyes que permanecen postergadas en el Congreso».13 Esta 
es la «última oportunidad», sentenció tras el juramento, y no podía tener más razón. 

En representación de la directiva del partido, valoré el patriótico sacrificio que hacían las 
Fuerzas Armadas, pero advertí que la sola incorporación de los comandantes en jefe no 
garantizaba una real participación de estas. Imponer el orden público, el Estado de derecho y el 
orden económico dependería del respaldo que tuvieran para hacer prevalecer y cumplir sus 
normas por encima de los intereses partidistas de los sectores políticos predominantes en el 
ministerio. Manifesté también que la Democracia Cristiana no rehuiría su cooperación para 
facilitar el consenso democrático indispensable para dar solución a los angustiosos problemas 
que afligen a los chilenos, ordenar y continuar el proceso de cambios que los trabajadores 
anhelan y afianzar las bases de la seguridad y el progreso de nuestra patria.14 

El Partido Nacional reaccionó sosteniendo que no veía ánimo de rectificación y criticando la 
decisión de las Fuerzas Armadas de ingresar al gobierno. «Causa estupor —sostuvo el dirigente 
Carlos Reymond— el paso dado por los comandantes en jefe en contra de la mayoría 
democrática del país. Los generales se colocaron ante una grave responsabilidad frente a la 
historia y le deben una explicación al país».15 En declaración oficial, el PN afirmó que el nuevo 
gabinete no significaba una «reorientación» del gobierno, agregando que desconocían si los altos 
mandos habían consultado a sus instituciones previamente y que, en caso de que ello no hubiese 
sido así, implicaba un claro distanciamiento entre ambos. Finalizaba sosteniendo que «el nuevo 
gabinete cumple la finalidad de confundir a los chilenos para encubrir el avance comunista». 16 

Por su parte, tras tensas negociaciones, las comisiones políticas de los partidos Comunista y 
Socialista emitieron el 11 de agosto un comunicado conjunto que afirmaba: «El compañero 
Salvador Allende ha definido el actual ministerio como el gabinete de Seguridad Nacional. 
Compartimos esta apreciación y planteamos que la seguridad nacional es de interés fundamental 
para la clase obrera y para el pueblo de Chile, así como desde otro ángulo igualmente es la tarea 
fundamental de los institutos armados de la República». A continuación, advertía que era 
«indispensable obtener una modificación de la ley de control de armas, para evitar la repetición 
de los trágicos errores cometidos y permitir sancionar, en cambio, la gigantesca conspiración que 
el imperialismo y la derecha han montado contra Chile».17 

La razón de este último punto obedecía a que, a juicio de los partidarios de gobierno, en los 
últimos meses la aplicación de esta ley solo había estado dirigida en contra de organizaciones de 
izquierda y no se controlaba a grupos de derecha como Patria y Libertad, el Comando Rolando 
Matus y otros, a los que responsabilizaban de numerosos atentados y asesinatos. Una muestra de 
ello eran los allanamientos que, pocos días antes, efectivos uniformados habían realizado en 
algunas industrias de Punta Arenas, causando serios daños y actuando con un «montaje 
represivo» que se apartaba de las disposiciones que establecía la ley de control de armas.18 Como 
esta situación se estaba repitiendo en otras localidades del país, personeros de izquierda 
comenzaron a impugnar la ley, exigiendo su derogación o modificación. 

En entrevista a la revista Chile Hoy, Miguel Enríquez denunciaba que las Fuerzas Armadas 
estaban allanando fábricas, locales de la CUT y de partidos de izquierda, dejando en claro «la 
táctica de las clases patronales» de abusar de esta ley, «buscando desarticular a la clase obrera y 
colocando a las Fuerzas Armadas en contra del pueblo».12 

Similar posición tenía el senador socialista Adonis Sepúlveda, para quien la aplicación de esta 
ley llevaba a las Fuerzas Armadas a actuar «como instrumentos de interés... de las clases 
dominantes de este país». Advertía que, en esta difícil coyuntura, el Ejecutivo «no puede estar 


tranquilo ahora frente al hecho de que el enemigo, impúdicamente, y justamente porque los 
organismos legales que pudieran actuar no lo hacen, se está entrometiendo en las Fuerzas 
Armadas y las está llevando a la deliberación para que actúen contra este gobierno».20 

Las declaraciones de la ultraizquierda fortalecieron el rechazo de sectores de la Unidad 
Popular al que llamaron «gabinete de la capitulación»21 y a la creciente tendencia transaccional 
del gobierno, «que pretende evitar el golpe haciendo concesiones».22 

Al asumir las más altas autoridades militares y carabineros cargos ministeriales, el presidente 
dispuso que fuesen subrogadas en sus respectivas instituciones: en el Ejército asumió el general 
Augusto Pinochet; en la Armada, el almirante José Toribio Merino; y en la FACH, el general del 
aire Gustavo Leigh, mientras que el general Jorge Urrutia asumió la dirección de Carabineros. 

En ese momento no percibimos —tampoco el presidente Allende— las implicancias futuras 
que tendría este hecho. 


2. EL PDC FRENTE AL NUEVO GABINETE 


El presidente Allende había apostado por superar la grave crisis en que estábamos integrando a 
las más altas autoridades militares, lo que podía ser interpretado como una concesión a nuestros 
argumentos. Sin embargo, la pregunta que nos hacíamos los democratacristianos, sin mucha fe, 
era si este nuevo gabinete podría hacer las rectificaciones que tanto tiempo llevábamos 
solicitando al gobierno. 

Al interior del partido surgieron tres posiciones al respecto. Por un lado, estaban quienes 
creían que el ministerio cumplía con las exigencias y garantías que nosotros habíamos planteado. 
En consecuencia, su designación era un gran triunfo para la Democracia Cristiana, razón por la 
cual debíamos prestar un apoyo irrestricto a los ministros uniformados, colaborando lo más 
posible con ellos. 

Los partidarios de esta posición, que representaba a la minoría del partido, rechazaron mis 
aprensiones respecto a la capacidad de los ministros militares para implementar las 
rectificaciones que el país requería. En una carta que Radomiro Tomic me escribió por esos días, 
refutaba duramente mis declaraciones del 8 de agosto respecto a que la sola incorporación de los 
comandantes en jefe «no satisfacía los requerimientos de una real participación de las Fuerzas 
Armadas», responsabilizándome «de invalidar la doble meta de detener el proceso de 
marxistización de Chile y evitar el enfrentamiento armado y la dictadura». 

En su carta, Tomic daba por hecho que la designación de los comandantes en jefe implicaba, 
necesariamente, la inclusión de militares en los diferentes niveles de la Administración. 
Sustentaba su profunda —y a mi juicio errada— convicción en que «si Allende cometiera el 
disparate de negárselos, es evidente que los comandantes en jefe se irían del ministerio y que el 
gobierno quedaría mucho más solo y la UP, más quebrantada». Absolutamente seguro de que 
Allende no cometería esa equivocación, calificó mi declaración como un «grave error político» 
en la «hora undécima», cuando la Democracia Cristiana estaba «a punto de ser coronada por un 
éxito histórico».23 

La segunda posición era antagónica a esta y coincidía con la declaración emitida por el Partido 
Nacional el 11 de agosto, tras la designación del nuevo gabinete. Sus representantes 
consideraban que este era un ministerio preeminentemente de la UP, sin ánimo de rectificación, y 
que los jefes militares serían utilizados por Allende. Quienes defendían esta posición eran 
principalmente militantes de base que, a esas alturas, eran los más críticos y severos en su 
postura antigobierno y, aunque no representaban una mayoría dentro del partido, sus actuaciones 


neutralizaban las declaraciones de la directiva, generando una imagen errada del PDC ante la 
opinión pública. El representante de esta posición era Juan de Dios Carmona, quien consideraba 
que el nuevo gabinete, lejos de ser un «triunfo» de la DC, era un «traspié» y que, al aparecer 
comprometida con su gestión, su fracaso le sería atribuido a nuestro partido.24 

La tercera posición era la de la directiva y había sido explicitada en la ya referida declaración 
del 10 de agosto, es decir, que no bastaba con la presencia de las Fuerzas Armadas en el gabinete 
para garantizar la normalidad, sino del poder que tuvieran para restablecer el imperio de la 
Constitución. 

En lo personal, tenía plena conciencia de que la decisión del presidente Allende había sido 
difícil en relación al parecer de los partidos de su coalición y especialmente de su partido, que se 
oponía a la inclusión de las Fuerzas Armadas en el gabinete, opinión que se fortalecía con la 
aplicación de la «ley maldita», como algunos sectores de la izquierda denominaban a la ley de 
control de armas. 

Entendiendo que el nombramiento era un gesto de parte del primer mandatario, mi gran duda 
era si los ministros militares tendrían poder real. Ello era esencial para que, esta vez, la presencia 
de las Fuerzas Armadas y Carabineros fuera garantía para que se respetase la institucionalidad y 
el Estado de derecho. 

Esta posición estaba lejos de pretender debilitar las facultades del Ejecutivo, poniendo a las 
instituciones castrenses por sobre la coalición de gobierno, o que estas desplazaran a la UP. 
Dentro de los pocos medios que quedaban, parecía una fórmula que podía evitar que Chile 
cayera en un gobierno totalitario o en una guerra civil. 

Una muestra de nuestro espíritu fue pedir una audiencia al titular de Hacienda, el almirante 
Montero, por ocupar este el ministerio de más alto rango.25 Queríamos dar a conocer nuestro 
parecer a los ministros militares. Concurrí con el vicepresidente del PDC, Felipe Amunátegui. 
Fue una conversación franca, donde manifestamos que, si bien el nuevo ministerio no satisfacía 
nuestros requerimientos, considerábamos que la DC y las Fuerzas Armadas eran los pilares en 
que aún se podía sostener, en esos días críticos, la democracia en Chile y el orden constitucional 
y que podían contar con nuestra colaboración para lograr este propósito. 

Ese mismo día, el secretario general del partido, Eduardo Cerda, se contactó con el ministro 
Ruiz Danyau para que recibiera a los dirigentes democratacristianos del rodado con el fin de 
buscar una solución al paro de los transportistas. 

Esta actitud de la directiva tampoco contó con el apoyo unánime del partido. Expresando ese 
malestar, Juan de Dios Carmona consideró que estábamos cometiendo una «gravísima 
equivocación» al aparecer comprometidos en la gestión del ministerio, especialmente cuando los 
ministros no habían sido capaces de precisar a qué obedecía su presencia en el gabinete. A su 
juicio, nuestro actuar generaba la sensación de que el PDC estaba abandonado la línea de exigir 
el restablecimiento de la normalidad institucional que en reiteradas ocasiones habíamos 
solicitado al presidente de la República, aceptando la posición del gobierno de tratar con una 
oposición fraccionada. Esto provocaba confusión en la opinión pública y en nuestros militantes, 
además del desánimo en la base social al no ver una salida democrática y política real a la crisis 
que consumía a los chilenos. Su carta finalizaba renunciando a la comisión política del PDC 
porque no deseaba «ser solidario con un planteamiento en que no creo y que su fracaso, a los 
pocos días, está ya a la vista. Me intranquiliza la sombra de un Chamberlain peor que el de 
Múnich; en el caso chileno, sin paraguas, por el desabastecimiento».26 

El 15 de agosto un grupo de diez senadores democratacristianos dieron a conocer una 
declaración afirmando que el gobierno «se mantiene en la ilegalidad y en abierta violación de la 


Constitución política al no promulgar las enmiendas constitucionales relativas a la formación del 
área de propiedad social de la economia».27 

Por último, a mediados de agosto, Eduardo Frei, por entonces presidente del Senado, 
manifestó su escepticismo respecto a que la incorporación de militares en el gabinete pudiera 
darle un giro al gobierno. «En todas partes del mundo un cambio de gobierno implica un cambio 
en los puestos claves que ejecutan y dirigen y no solo de las personas de los ministros», fueron 
sus palabras, agregando que «tres ministros, en Hacienda, OO.PP. y Tierras, ya que el ministerio 
de Defensa tiene su propia estructura, no pueden tener real influencia por el hecho solo de ocupar 
esas carteras, si todos los mandos altos, medios y bajos, continúan en las mismas manos». Frei 
veía que el nuevo gabinete era «un golpe de audacia del gobierno, destinado a que las Fuerzas 
Armadas se hagan cargo del desastre». A su entender, la llegada de Prats a Defensa implicaba el 
riesgo de que influyera en las Fuerzas Armadas en pro de la línea del gobierno. En el caso del 
general Ruiz, «estaba asumiendo gravísimas responsabilidades en medio de un nuevo paro del 
transporte, sin contar con mandos medios ni equipos técnicos de confianza». Por su parte, «el 
almirante Montero tenía la responsabilidad del manejo financiero en un país en bancarrota y con 
un récord mundial en materia de inflación». Y aun cuando dijo tener «la esperanza de que la 
presencia de los comandantes en jefe... sirva para clarificar una situación que el país mira con 
ansiedad y angustia y no comprometa esas fuerzas en actos odiosos», afirmó que mientras «las 
carteras claves sigan en manos de políticos» el nuevo gabinete no era garantía de paz social.28 


3. PAROS, VIOLENCIA Y TERRORISMO 


De los cuatro ministros uniformados que había nombrado Allende, sin duda la tarea más difícil 
correspondía al general Ruiz quien, desde el Ministerio de Obras Públicas y Transporte, tenía la 
misión de resolver el paro de los camioneros y restablecer el abastecimiento a nivel nacional. 
Ello, agregado al hecho de que el alto mando de la FACH no le había otorgado el apoyo 
irrestricto para que asumiera como ministro, hacía que su misión fuese casi imposible. 

Apenas asumido Ruiz, el interventor designado por el gobierno, Jaime Faivovich, desplegó a 
grupos de civiles armados, carabineros y vehículos fiscales en Lo Chacón, localidad cercana a El 
Monte, intentando requisar mil seiscientos camiones que los huelguistas tenían concentrados allí, 
mientras el Partido Nacional convocaba a una paralización en protesta contra la «prepotencia del 
gobierno y en apoyo a los gremios que están en conflicto y que sufren la persecución por sus 
legítimas aspiraciones».22 La situación echaba por tierra los intentos del ministro de dialogar con 
los dirigentes del rodado y confirmaba las aprensiones que teníamos. 

El 12 de agosto se reunió el consejo de gabinete, presidido por Allende. En la oportunidad, 
Faivovich renunció a su cargo como forma de destrabar el conflicto y fue aprobada la idea de 
designar a interventores de las Fuerzas Armadas por la Ley de Seguridad Interior del Estado. Se 
acordó que en reemplazo de Faivovich asumiría el general Óscar Bonilla.30 Ese mismo día nos 
reunimos con el general Ruiz, a quien planteamos nuestro pleno apoyo a los transportistas y 
señalamos como un hecho positivo la designación del general Bonilla como interventor. 

La tarde del lunes 13 de agosto recibí un llamado urgente del ministro de Defensa, el general 
Prats, solicitando una reunión de los ministros uniformados con la directiva nacional del PDC. 
La cita quedó agendada para las diez y media de la noche de ese día. Poco antes de la reunión, el 
presidente Allende se dirigió al país por cadena nacional de radios, intentando apaciguar el 
ambiente. En su alocución señaló que el paro de los camioneros tenía un carácter «sedicioso» y 
«subversivo» y que pretendía destruir la economía nacional y «derrocar al gobierno». Denunció a 


los medios de comunicación opositores de llevar a cabo una campaña de desprestigio en contra 
de los ministros militares, «a pesar del intenso sacrificio que están realizando por buscar las 
soluciones para que se retorne a la normalidad»,31 y anunció que el Ejecutivo había decidido 
tomar todas las medidas para detener el «paro criminal», aunque no especificó cuáles serían.32 

La transmisión del discurso se vio interrumpida por un gran apagón que dejó a oscuras las 
ciudades desde La Serena hasta Rancagua, cuya causa, según se supo, fue un atentado terrorista, 
presuntamente de Patria y Libertad, a una torre de alta tensión. 

Pese a las circunstancias, nos reunimos Osvaldo Olguín, Carlos Salas, Eduardo Cerda y yo, a 
las once de la noche en casa del general Carlos Prats, bajo la luz de las velas. Conversamos hasta 
las tres de la madrugada. Fue un diálogo franco, claro, a fondo, con Prats, Montero y Ruiz, pues 
no estaba el general de Carabineros. Expusimos nuestro parecer respecto a cómo considerábamos 
que debía ser su participación en el gobierno, lo que esperábamos de ellos y lo que a juicio del 
PDC era su deber ante el país. A su vez, ellos nos plantearon (sobre todo Prats, ya que los otros 
fueron parcos en sus declaraciones) la amenaza de una guerra civil, de enfrentamientos, de un 
complot o golpe de los elementos reaccionarios contra el gobierno y los peligros para la 
seguridad nacional. 

También expresamos la percepción, bastante generalizada en la opinión pública, de que el 
general Ruiz no tenía poder real, ya que el uso de los «consejos de gabinete», «consejos de 
ministros» y «comités operativos comunales» paralizaba su acción, lo que se agravaba al carecer 
del apoyo requerido para cumplir su cometido. Hicimos ver además que Faivovich, quien 
continuaba en su cargo, era un estorbo para lograr cualquier solución. 

Ante esto, el general Ruiz precisó que su acción estaba supeditada a un operativo del cual él 
era solo uno de sus miembros. Prats aseguró que Faivovich ya no estaba ejerciendo como 
interventor y que oficialmente dejaría de serlo al día siguiente porque la Contraloría se negaba a 
cursar el nombramiento de los interventores militares si no tenía a la vista la renuncia del señor 
Faivovich como interventor civil. 

Cuando nos preparábamos para retirarnos, el general Prats, a nombre del presidente de la 
República, solicitó el apoyo del partido para presentar un proyecto de ley con el fin de decretar el 
estado de sitio, que enviaría al día siguiente al Congreso. Sorprendidos por la petición, 
respondimos en forma categórica que no apoyaríamos, en ningún caso, esa iniciativa. Le pedí 
que formalmente informara al presidente de la República de que, si enviaba ese proyecto, a los 
cinco minutos declararíamos que la medida tenía por objeto privar a las Fuerzas Armadas de la 
función que les correspondía como garantes de velar por el orden público y la seguridad interior, 
ya que el estado de sitio traspasaba dicha función a autoridades civiles partidarias del gobierno 
en las cuales no confiábamos que fueran capaces de proceder sin sectarismo, agravando la 
persecución contra los opositores. No hubo finalmente tal petición de estado de sitio. 

El apagón ocurrido la noche anterior no fue un hecho aislado. Una declaración que por esos 
días hizo el consejo de gabinete señalaba que en los últimos veinte días se habían producido 
doscientos cincuenta y tres atentados, con cinco muertos, más de cien heridos y significativos 
daños a la economía.33 El país vivía inmerso en una ola de terrorismo donde el «poder popular», 
a través de los cordones industriales y los comandos comunales, hacía continuos llamados a 
aplastar el golpe y liquidar a los fascistas, mientras que Patria y Libertad y el comando Rolando 
Matus buscaban por todos los medios acelerar el caos y facilitar el golpe de Estado. 

En el «ojo del huracán» estaban las Fuerzas Armadas. Los hechos que acontecieron esos días 
hicieron evidente que los ministros militares habían entrado sin ningún plan, ningún programa, 
ninguna exigencia ni garantía, sin que se les hubiese otorgado, realmente, ningún poder real.34 


Por el contrario, quienes habían asumido la subrogancia en las respectivas comandancias iban 
adquiriendo cada vez mayor poder al interior de sus respectivas ramas, como lo demostraron 
algunos hechos ocurridos por esos días en la Armada. 

A comienzos de agosto se había producido un acuartelamiento, deteniéndose a un centenar de 
marinos y trabajadores civiles acusados de subversión. Estos señalaron que no habían cometido 
delito alguno y que su intención era comunicar al pueblo y al gobierno los planes golpistas de la 
oficialidad. Afirmaron haber sido torturados para obtener denuncias falsas, que recibían órdenes 
de Carlos Altamirano, Óscar Guillermo Garretón y Miguel Enríquez. El 12 de agosto, el MIR 
emitió una declaración denunciando que «algunos altos oficiales de las Fuerzas Armadas (entre 
los cuales, naturalmente, están los de la Armada) están actualmente coordinando con grupos de 
derecha una operación de autoatentado o atentado para los próximos días... que pretenderá 
aparecer como una represalia del MIR... Nada ni nadie nos podrá impedir que denunciemos los 
preparativos golpistas y reaccionarios que los marineros de la Armada neutralizaron».35 

Dos días después, la Armada respondió con una inusitada declaración, acusando al MIR de 
querer llevar a Chile al caos. En ella rechazaba «en los términos más enérgicos, que un grupo de 
aventureros e irresponsables, sin representación ciudadana, como es el MIR, se atreva por 
cualquier medio a calificar las acciones de una institución que nació con la patria misma». 
Agregaba que dicho movimiento «no representa más que el pensamiento de mentes demoledoras 
capaces de cualquier tropelía, que nada tienen que ver con el pensamiento abnegado y altruista 
que anida en el alma idealista del que quiere cambiar el orden social, mejorándolo, aunque sea 
por medio de una revolución». Finalizaba señalando que «[la Armada] no polemizará ni atenderá 
nuevas diatribas, y cuando ellas sean constitutivas de delito, requerirá las acciones judiciales 
pertinentes». 

También por esos días los almirantes José Toribio Merino, comandante en Jefe subrogante de 
la Armada, y Patricio Carvajal, manifestaron al general Prats su reticencia a emplear personal 
naval en el allanamiento al parqueadero de camioneros en Reñaca, donde estaban los huelguistas, 
llegando incluso a proponer que el gobierno cediese en el arreglo con los transportistas.36 

El 14 de agosto asumieron los interventores militares y se confirmó que Faivovich había 
dejado de ser interventor, pero que se mantendría en el cargo de subsecretario. Era claro que 
Allende no estaba dispuesto a permitir que se repitiera la compleja situación producida en 
octubre de 1972. La actitud dialogante de Ruiz debilitaba su posición, por lo que necesitaba a un 
hombre como Faivovich, que representara la línea dura del gobierno y calmara a la 
ultraizquierda. 

El gremio del rodado se negó a reanudar las faenas, exigiendo una vez más la renuncia del 
subsecretario. El dirigente León Vilarín acusó a Allende de ser el principal responsable de la 
situación que se vivía en el país y afirmó que los ministros militares eran la última esperanza 
para Chile, siempre que mandasen y se hiciesen obedecer. 

Desde el PDC, los senadores habíamos hecho una declaración expresando que el conflicto de 
los transportistas se debía al incumplimiento de los compromisos contraídos con ese gremio por 
el entonces ministro del Interior, Carlos Prats, y al intento del gobierno de apropiarse de sus 
instrumentos de trabajo. Advertíamos que ahora el mismo general Prats, como ministro de 
Defensa, estaba asumiendo el papel de colocar a las Fuerzas Armadas en una acción ilegal al 
servicio de la represión en contra de los trabajadores del transporte, que solo exigían el 
cumplimiento de una palabra de honor empeñada, y lo responsabilizábamos de lo que pudiere 
ocurrir. Finalizábamos respaldando a los transportistas «con nuestra presencia en los lugares en 
que han concentrado sus vehículos y mediante el ejercicio de los mecanismos legales que el 


pueblo nos ha confiado».37 

Las acciones y actitudes de las autoridades no daban señales de que la palabra del presidente 
de la República fuera confiable; tras él había una coalición dividida que cuestionaba las 
prerrogativas de la máxima autoridad del país y su capacidad de liderazgo se veía doblegada por 
las posiciones extremas del MIR y de dirigentes como Altamirano y Garretón, además de la 
fuerza de un poder popular organizado que, a esas alturas, parecía tener su propio derrotero, 
buscando apurar los cambios y agudizar las contradicciones internas de la Unidad Popular. 


4. SEGUNDO DIÁLOGO (RESERVADO) CON ALLENDE 


Después del diálogo sostenido con el gobierno a fines de julio, visité al cardenal Silva Henríquez 
a fin de informarle sobre lo conversado en el encuentro. Le expresé la insatisfacción interna con 
que había quedado por no haber expresado con toda franqueza a Salvador Allende la integridad 
de mi pensamiento sobre su responsabilidad como gobernante en la preservación del sistema 
democrático chileno. Le dije también que si el presidente, en una oportunidad posterior, le 
requería algún esclarecimiento o alguna intervención de su parte, aunque nosotros pensábamos 
que era esencial el cumplimiento de las condiciones o bases fijadas públicamente y expuestas en 
nuestra conversación con el mandatario, en lo personal estaría dispuesto a conversar con él, en 
un diálogo franco. 

El 14 de agosto recibí un llamado del cardenal para señalarme que el presidente le había 
pedido que posibilitara un encuentro conmigo a fin de buscar una nueva oportunidad para el 
diálogo. Sería una cena de carácter reservado en la casa del prelado, el viernes 17 a las nueve de 
la noche. 

Le expresé que entendía sus buenos propósitos y que cualquier intento por llegar a acuerdos 
era razonable. También le señalé que el diálogo que habíamos sostenido hacía quince días había 
fracasado no por nosotros, sino por la incapacidad del presidente Allende de ponerse por sobre 
los partidos de la Unidad Popular, y en especial por sobre su propio partido, y que, aunque no 
tenía muchas esperanzas de que un nuevo diálogo pudiera ser distinto, tal como se lo había 
expresado, estaba dispuesto a seguir intentando un acuerdo. El cardenal entonces me dijo: «Yo 
no quiero intervenir en absoluto en la política. Esta invitación no lo obliga a nada. Solo quisiera 
ofrecer una mesa amigable, alrededor de la cual puedan intercambiarse ideas y ojalá llegar a 
soluciones. Sería muy duro para ustedes que la historia, el día de mañana, les recriminara el no 
haber dado una oportunidad de diálogo en un momento tan crítico de Chile. Yo no quisiera que a 
ustedes, como cristianos, se les imputase esta falta de comprensión y caridad».38 

Solo conversé con Osvaldo Olguín, vicepresidente del partido, antes de dar el sí definitivo al 
cardenal a esta cita reservada con Allende. No fue una decisión sencilla. Tenía la certeza de que 
no tendría el respaldo del partido y que la reunión debía ser lo más secreta posible, puesto que el 
estado de ánimo de las bases era que no se podían seguir tolerando las actuaciones del gobierno y 
que no había que conversar mientras no cambiara de actitud. Predominaba un sentimiento de que 
cualquier diálogo era engaño, un ardid del gobierno para ganar tiempo. También estaba el hecho 
de que, a diferencia del presidente Allende, que creía que el diálogo anterior había fracasado 
porque su publicidad había exacerbado los ánimos de los sectores más extremos, yo estimaba 
que ello se había debido a su incapacidad para imponerse por sobre su coalición. 

Los días que mediaron entre la aceptación y la entrevista los viví en un estado de gran 
angustia por la responsabilidad que había asumido. Pero mi conciencia me decía que era mi 
deber hacerlo y la petición me la hacía el cardenal, mi pastor y mi amigo. 


Ese viernes llegué puntualmente a la cita. Allende lo hizo una hora y media más tarde. Venía 
distendido, lo que me pareció que no correspondía al momento. Apenas ingresó, nos dijo que el 
motivo de su atraso era que el general Ruiz había renunciado al ministerio y que pretendía 
conservar la comandancia en jefe de la FACH. La noticia no me sorprendió y le comenté que a 
mi juicio el general no tenía otro camino, considerando que había asumido en medio del paro y 
no había contado con los medios para llegar a una solución. De hecho, me sorprendía que no lo 
hubiese hecho antes. 

Salvador Allende, tranquilo, me respondió: «No ve que usted no sabe», y dio detalles sobre 
cómo se había formado el gabinete y la negativa del general Ruiz a aceptar su propuesta original 
de que asumiera como ministro de Minería, una cartera que protocolarmente estaba bajo la de 
Tierras y Colonización, que había sido ofrecida al general director de Carabineros. «Yo le advertí 
de los problemas que se le presentarían —continuó el presidente—, en consecuencia, usted está 
equivocado y habla de lo que ignora». 

Luego me expresó que no podía aceptar que en un gabinete integrado por los comandantes en 
jefe uno de ellos, por discrepancias políticas, pretendiera dejar el gabinete y continuar en el 
mando institucional. En ese momento, Allende se metió la mano al bolsillo, sacó un papel 
doblado y se jactó, diciendo: «Aquí tengo su renuncia a ambos cargos». Luego volvió a guardar 
el papel, golpeándose el bolsillo, como queriendo decir: «Quien manda soy yo; una vez más, he 
ganado la pelea». 

Durante la comida, aparte del cardenal, el presidente y yo, estaba presente el secretario del 
prelado. Hablamos de varios temas. Allende se explayó respecto a las dificultades que había 
enfrentado para aplicar su programa de gobierno y sus acciones para superarlas. 

Considerando el carácter bastante íntimo y el ambiente de cierta confianza que había, me 
pareció que debía sincerarme con el presidente. Recuerdo que le dije: Usted, presidente, puede 
pasar a la historia con dos imágenes: una, la del hombre que ofreció construir en Chile el 
socialismo en democracia y que, al cabo de tres años, no ha construido el socialismo, ha 
destruido la democracia, ha arruinado la economía y ha puesto en riesgo la seguridad del país; la 
otra, la de un hombre cuyo gobierno marque un hito en la historia de Chile, de tal manera que se 
diga: antes de Allende y después de Allende. Pero para que esto último ocurra, usted tiene que 
definirse, tiene que tomar una decisión política. Usted, presidente, ha hecho la parte sucia del 
gobierno: ha destruido las estructuras capitalistas, pero no ha construido las nuevas estructuras. 
Esto exige consolidar el proceso, institucionalizarlo, crear las instituciones o las formas jurídicas 
y sociales de organización de la nueva sociedad. Hay que poner orden al caos existente en el 
país; sobre todo, hay que poner en marcha la economía chilena, que está paralizada. En este país 
nadie trabaja y los partidarios del gobierno tiran cada uno para su lado y mantienen un clima de 
constante agitación. 

Al finalizar, le señalé: ¡Usted tiene que escoger, presidente, usted tiene que elegir! El drama 
de un gobernante es que tiene elegir. No se puede estar bien al mismo tiempo con Dios y con el 
diablo. Hay que definirse. Usted no puede estar al mismo tiempo con Altamirano y con la 
Marina. No puede estar bien con el MIR y pretender estarlo con nosotros. Hasta ahora, usted 
parece conciliar lo inconciliable y, con su capacidad de persuasión, cree ir superando los 
obstáculos, pero eso es solo transitorio. 

La reacción de Allende no fue la que hubiese esperado. Mis palabras habían sido en extremo 
duras y francas, pero él parecía no calibrar la profundidad de mi planteamiento y trató de 
demostrarme que estaba informado de los problemas que aquejaban al país y que no era yo, una 
persona extraña al gobierno, quien podía darle lecciones sobre el particular, puesto que él lo 


sabía mejor que nadie. 

Comenzaba a angustiarme, pues intuía que la reunión podría terminar siendo otra maniobra 
dilatoria que debilitaría la posición de la Democracia Cristiana ante la opinión pública. 

Decidí insistir al presidente en que sus buenos propósitos y palabras no se conciliaban con los 
hechos. Entonces Allende, en forma solemne, como para demostrarme que él cumplía sus 
promesas, se dirigió al cardenal en los siguientes términos: «Señor cardenal, señor senador, señor 
secretario: yo he prometido que no tocaría a la Iglesia ni con el pétalo de una rosa. Digan si no es 
verdad que yo he cumplido». El cardenal le agradeció por la actitud siempre respetuosa y 
comprensiva con la institución, pero le expresó que los mandos medios no siempre habían 
cumplido. Allende replicó de inmediato: «¿Y sus mandos medios? ¿Qué me dice, señor 
cardenal?», salida que provocó la hilaridad de los presentes. 

Al terminar la cena pasamos al escritorio del cardenal. Su secretario nos dejó solos a los tres. 
Allende se sirvió un whisky y, en un gesto muy propio de él, comentó: «Esto es Chile. En qué 
parte del mundo podría darse que el presidente de la República, masón y marxista, se reúne a 
comer en la casa del cardenal con el jefe de la oposición. Esto no se da en ninguna parte». Los 
tres que allí estábamos convinimos en que ello era posible debido al espíritu de diálogo que 
siempre había primado en Chile. 

Como Allende no entraba en materia y continuábamos en una charla ligera de sobremesa, 
volví a la carga. Le hice ver nuestra convicción de que el país marchaba directamente hacia la 
dictadura del proletariado por la acción de los grupos armados y del poder popular, que 
sobrepasaba al poder institucional, cosa que nosotros no podíamos aceptar. El presidente me 
miró fijamente y, golpeándose una pierna, me dijo: Mientras yo sea presidente de Chile, no habrá 
dictadura del proletariado. 

Recuerdo que tuve en la punta de la lengua una réplica: «Mejore la garantía, presidente», pero 
me contuve, dándome cuenta de que una frase semejante, dicha al presidente de la República, era 
una impertinencia. Él, sin duda, lo advirtió, porque me dijo en tono quejoso: «Usted no me cree. 
Yo le creo a usted y usted no me cree a mí». Yo le repliqué: «¡Cómo le voy a creer, presidente, si 
ha dicho tantas veces una cosa y el gobierno ha hecho la contraria; si sus palabras han sido tantas 
veces desmentidas por los hechos de este gobierno!». 

Tras reiterar su confianza en su capacidad para manejar la situación y controlar a los grupos 
extremistas, Allende contó anécdotas sobre algunos hechos ocurridos por esos días. 

Al ver que nuevamente la conversación se alejaba de los temas necesarios de abordar, le 
planteé que no era posible que diéramos por finalizado el encuentro sin tocar los problemas que 
estaban latentes en ese instante. Le manifesté mi preocupación por el conflicto de los 
transportistas, que tendía a generalizarse, advirtiéndole que, si hasta ahora había gremios que no 
se habían adherido, ello se debía a que nosotros los estábamos atajando, pero que esto no era 
algo que podíamos seguir haciendo de manera indefinida. «Su gobierno tiene el deber de dar 
algunos pasos para aliviar la tensión y solucionar los problemas pendientes», le dije, señalándole 
que se debía terminar la acción de los grupos armados, promulgar la reforma constitucional, 
asegurar que el gobierno fuera a seguir el cauce democrático y que los poderes institucionales 
fueran los que gobernasen y no ser sobrepasados por poderes de hecho. 

Luego le expresé que cuando nos reunimos la vez anterior y Carlos Briones me había ido a 
dejar a mi casa, yo le había dicho que si él y yo nos encerrábamos durante una tarde lograríamos 
la fórmula de acuerdo necesaria para hacer posible la promulgación de la reforma constitucional. 
El presidente me contestó que daría instrucciones a Briones de ponerse al habla conmigo para 
que buscáramos esa fórmula, porque su deseo era promulgar la reforma. 


A continuación, le planteé el problema de los trabajadores del cobre, a lo cual me replicó que 
él no podía estar amparando a gente de Patria y Libertad. Le expresé que los trabajadores del 
cobre no eran de Patria y Libertad y tampoco fascistas, eran obreros, y que Carlos Briones, 
designado árbitro para resolver el tema de los despidos, había resuelto hacía varios días que 
debían ser reintegrados a sus labores, pero que hasta ahora ese fallo no se había cumplido. El 
presidente respondió que al día siguiente ordenaría el inmediato reintegro de todos quienes no 
fueran de Patria y Libertad. 

Luego abordé el tema de la Papelera, haciéndole ver la necesidad de que se fijaran precios 
justos para sus productos y evitar así su quiebra. Le hice ver que yo no tenía vinculación alguna 
con esa empresa ni interés de tipo particular, sino que creía que, al defender su existencia, 
defendía la libertad de información escrita en el país. El presidente Allende quiso volver sobre la 
idea de una comisión nacional de distribución del papel, pero le expresé que en ese momento ella 
no satisfacía el requerimiento de la opinión pública, que veía que la única garantía en esa 
circunstancia de amenaza para la información escrita y de distribución del papel era la 
supervivencia de la Papelera. Entonces me señaló su disposición a solucionar de inmediato el 
problema, para lo cual designaría a una persona y yo debía nombrar a otra (propuse el nombre de 
Sergio Molina, que le pareció bien) para que hicieran un estudio técnico cuyo acuerdo sería la 
resolución del gobierno. 

Finalmente le dije que era necesario resolver el conflicto del transporte. Él, ya de pie para 
retirarse, me señaló: Esto lo solucionamos los dos. Le manifesté que ello no era posible, ya que 
era un tema que él debía hacer y para ello tenía a su ministro, el general Ruiz, o a quien 
designase en su reemplazo. Le expresé que, por el lado de los transportistas, actuaba el 
presidente de la Confederación de Transportes, Juan Jara, un democratacristiano con el que 
estaba seguro que el ministro podría llegar a un acuerdo. Con un tono ligero me dijo que si ello 
no se concretaba, él y yo resolveríamos los puntos en desacuerdo. Fue la última vez que lo vi: la 
madrugada del 18 de agosto. 

Al día siguiente fui temprano a la casa del cardenal para confrontar opiniones. Yo estaba 
francamente extrañado por el hecho de que, habiéndose efectuado la reunión por iniciativa del 
presidente, este no hubiera formulado ninguna proposición concreta, ningún planteamiento 
político, y manifiestamente hubiera rehuido entrar a un examen de fondo sobre la crítica 
situación en que estaba el país. El cardenal tenía análoga impresión, pero estimaba positivo que 
hubiéramos logrado bases de acuerdo para algunos problemas concretos y restaba importancia al 
carácter informal y liviano de la entrevista, expresándome que, a su juicio, nuestro diálogo había 
sido del género de las conversaciones sociales de sobremesa y que, en consecuencia, había que 
tomarlo en ese sentido. 

Lo que a mí me preocupaba sobremanera eran las reales intenciones del presidente; si 
sinceramente quería buscar un acuerdo o solo ganar tiempo y utilizar su reunión privada conmigo 
para aparentar ante el país y ante las Fuerzas Armadas que estaba en conversaciones con la 
Democracia Cristiana para llegar a un arreglo de la crisis. Si se trataba de esto último, la 
conversación habría sido perdida y su único resultado sería debilitar la posición del PDC en 
beneficio de la extrema derecha.39 


5. EL FRACASO DEL GABINETE DE SEGURIDAD NACIONAL 


Al día siguiente del diálogo privado, el gobierno informó oficialmente que el general del Aire 
César Ruiz Danyau había presentado su doble renuncia al presidente Allende, tanto como 


ministro de Obras Públicas y Transportes como comandante en Jefe de la Fuerza Aérea. 

Para mí y el partido, esa renuncia significaba el fracaso del gabinete de seguridad nacional. No 
había logrado controlar el caos reinante y asegurar el encauzamiento del gobierno por la vía 
democrática, que era justamente la razón por la cual habíamos propiciado el nombramiento de 
militares en el gobierno. Quedó claro que la presencia de los tres comandantes en jefe y del 
director general de Carabineros no estaba teniendo resultados concretos. 

En el mundo político circuló la misma versión que Allende me había expresado en la casa del 
cardenal, es decir, la doble renuncia fue una exigencia de Allende, pues él tenía a los ministros 
militares en cuanto eran comandantes en jefe. 

El presidente debía nombrar un sucesor, pero en la FACH había mala disposición. Al interior 
de la institución se pensaba que el general Ruiz Danyau no había recibido el apoyo político 
necesario del gobierno para encarar el conflicto de los transportistas y la oficialidad consideraba 
que su salida había sido poco decorosa y, como lo expresara públicamente un grupo de esposas 
de oficiales de la Fuerza Aérea, humillante.40 

Pero el presidente Allende actuaba, una vez más, como si no percibiera la gravedad del 
problema y ofreció el cargo al general Gustavo Leigh, que ya lo ejercía de manera suplente. En 
un primer momento, Leigh rechazó el ofrecimiento, informando al presidente que ningún general 
de la FACH aceptaría asumir la comandancia en jefe ni el ministerio y que, aún más, la 
oficialidad estaba acuartelada en la base aérea de El Bosque y en el aeropuerto Los Cerrillos y no 
aceptaba que el general Ruiz renunciara. Se unía a esto el hecho de que, una semana antes, dos 
generales de la Fuerza Aérea habían sido llamados a retiro y, además, circulaban por esos días 
algunos rumores, con bastante fundamento, de que se adelantaría la junta calificadora del 
Ejército para el 10 de septiembre y que se llamaría a retiro a tres generales y a quince o diecisiete 
coroneles sobre los cuales el gobierno no tendría confianza. Era previsible que estos rumores 
produjeran inquietud en el mundo militar, que temía que hubiera un plan para descabezar a las 
Fuerzas Armadas. 

Finalmente, Allende optó por ofrecer al general Leigh la comandancia en jefe y nombrar como 
ministro de Obras Públicas y Transportes al general del Aire Humberto Magliochetti, quien 
asumió el 18 de agosto. En la oportunidad, Allende anunció que Faivovich había renunciado a su 
cargo como subsecretario de Transportes y que el general del Ejército Herman Brady asumía 
como interventor general de los gremios del rodado. El camino para llegar a un acuerdo parecía 
despejarse. 

El 20 de agosto se produjo el cambio de mando en la Fuerza Aérea. En sus Memorias, Carlos 
Prats, por entonces ministro de Defensa, cuenta que cerca de las diez de la mañana de ese día 
recibió un llamado del general Leigh informando que el general Ruiz, en lugar de concurrir al 
ministerio de Defensa, se había «autoacuartelado» en Los Cerrillos.41 Tras una serie de tensas y 
largas reuniones del alto mando de la FACH con la oficialidad, proceso en que participó 
activamente el general Ruiz, Leigh recibió el apoyo de los generales. Solo a las ocho de la tarde 
se pudo concretar la ceremonia de entrega del mando. 

En ese momento, lo sucedido en la FACH fue interpretado como la culminación del proceso 
de socavamiento del prestigio e imparcialidad de las más altas autoridades armadas, ahora 
totalmente envueltas en la contingencia política. 

En su editorial del 20 de agosto, el diario La Prensa señalaba que la renuncia del general Ruiz 
generaba serias interrogantes e implicancias políticas, especialmente respecto del manejo que el 
gobierno estaba haciendo de las Fuerzas Armadas. Advertía sobre el surgimiento de una 
«peligrosa connotación de subordinación política de las Fuerzas Armadas en su participación y 


actuación en el gobierno» y concluía reiterando que la mayoría del país rechazaba toda forma de 
acción tendiente a «debilitar, socavar o dividir a las instituciones armadas».42 

El Siglo denunció la reacción de los sectores opositores frente a la renuncia del general Ruiz: 
«Han echado a correr rumores alarmistas destinados principalmente a crear un estado de alarma 
en determinados sectores de las Fuerzas Armadas. La renuncia del general Ruiz está sirviendo 
para reactivar el clima sedicioso... Las maniobras conspirativas de la reacción serán 
derrotadas».43 

Por su parte, El Mercurio afirmó que, frente a los esfuerzos de los gremios por solucionar el 
conflicto, Allende y los «comités» se preocupan más por obtener dividendos políticos de la crisis 
que contribuir a solucionarla. El presidente «confunde la obediencia militar con la obediencia 
política, confusión que tiene lugar en todos los regímenes marxistas... Cualquier militar debe 
aceptar cualquier ministerio y permanecer allí mientras S.E. lo determine, a menos que se resigne 
a abandonar su carrera».44 Esta opinión coincidía totalmente con las palabras de Jaime Guzmán 
en el programa A esta hora se improvisa, donde advirtió también que «una cosa son las Fuerzas 
Armadas profesionales y otra, las guardias pretorianas de los antiguos dictadores».45 

El 23 de agosto un grupo de mujeres, esposas de oficiales del Ejército, a las que durante la 
jornada se irían sumando los propios generales y oficiales del Ejército, se reunieron a las afueras 
del domicilio particular de Prats, acusándolo de «traidor y de no representar al Ejército».46 El 
propio presidente Allende, junto a los ministros Fernando Flores y Orlando Letelier, acudieron a 
entregar su respaldo al general Prats. La manifestación duró todo el día y tuvo que ser disuelta 
por Carabineros. 

Ante la negativa del alto mando del Ejército a firmar una declaración de solidaridad con Prats, 
el ministro y comandante en Jefe decidió renunciar a su cargo y solicitar su «retiro absoluto de 
las filas del Ejército». En la carta que para tales efectos envió a Allende el 24 de agosto, señaló 
que en esos últimos días había apreciado que «quienes me denigraban, habían logrado perturbar 
el criterio de un sector de la oficialidad del Ejército», razón por la cual «he estimado un deber de 
soldado, de sólidos principios, no constituirme en factor de quiebre de la disciplina institucional 
y de dislocación del Estado de derecho, ni de servir de pretexto a quienes buscan el 
derrocamiento del gobierno constitucional». 

A mi entender, y desde el punto de vista de la estabilidad democrática, creía que la salida de 
Prats era beneficiosa. Mi opinión no era compartida por algunos de mis camaradas. Tanto 
Radomiro Tomic como Renán Fuentealba escribieron cartas a Prats, expresándole su solidaridad 
y felicitaciones por haber hecho «lo que pudo como soldado y como chileno»48 a fin de evitar el 
enfrentamiento y haberse esforzado por mantener a las Fuerzas Armadas unidas y ajenas a la 
política partidista, «fieles a su tradición profesional».49 

Por mi parte, no pensaba que el general Prats fuera marxista ni tampoco un hombre 
oportunista. Por el contrario, creía que era una persona honesta, que actuaba de buena fe. Pero 
también consideraba que había sido débil. Tal vez conquistado por Allende, creyó que servía al 
país y servía a las Fuerzas Armadas al ejercer su rol institucional en una actitud de pleno y total 
respaldo al presidente de la República de manera prácticamente incondicional, aunque su 
gobierno se apartara del respeto a la Constitución y a las leyes. 

En mi opinión, y contrariamente a lo que buscaba, el actuar del general Prats contribuyó a la 
división de las Fuerzas Armadas —que mayoritariamente aspiraban a mantenerse independientes 
frente al Ejecutivo—, facilitando el riesgo de golpe porque podía ocurrir que ciertos grupos al 
interior de estas se rebelaran en forma desesperada o que, frente a grupos internos de la Unidad 
Popular, trataran de apoderarse de la totalidad del poder —el autogolpe— y paralizar al resto de 


los uniformados que, estando divididos, no tendrían cómo actuar. 

Personalmente creía que, al menos en los niveles superiores, las Fuerzas Armadas no estaban 
en la idea de dar un golpe, pero sí estaban por hacerse respetar y tener respaldo al asumir 
responsabilidades de gobierno que tenían como finalidad garantizar la estabilidad constitucional 
e institucional. 

El mismo día en que Prats presentó su renuncia al presidente Allende, el ministro de 
Hacienda, el almirante Montero, asistió a una sesión secreta del Senado para dar cuenta sobre 
irregularidades cometidas en el Banco Central, de acuerdo a una denuncia que habían hecho los 
senadores Patricio Phillips, del PN, y Andrés Zaldívar, del PDC. Al día siguiente, 25 de agosto, 
se conoció un comunicado de la Armada informando que Montero reasumía la comandancia en 
Jefe de la Armada y que el vicealmirante Merino asumía funciones como jefe de la Zona Naval 
en Valparaíso. 

Aunque el comunicado no aclaraba si el hasta entonces ministro de Hacienda era quien había 
presentado la renuncia o si el presidente Allende se la había solicitado, algo debe haber influido 
un editorial que el 22 de agosto fue publicado por El Mercurio donde, junto con destacar que la 
inflación de los últimos doce meses alcanzaba un 323 por ciento y que la principal causa de ello 
era la política permanente de emisiones de dinero por parte del gobierno, advertía que al ministro 
Montero le correspondía corregir esta «caótica situación» y que, de no hacerlo, «se encontrará 
desempeñando una labor similar a la de sus antecesores, con lo cual el marxismo habría, 
probablemente, logrado el mayor de sus triunfos, cual sería hacer aparecer a un distinguido 
miembro de la Armada Nacional como solidario del progresivo caos económico en que se 
encuentra sumido el país», 50 

El denominado gabinete de seguridad nacional había durado menos de veinte días y estuvo 
lejos de lograr sus objetivos: hacia fines de agosto, el paro del transporte continuaba, la violencia 
seguía desatada, la economía mostraba los peores índices en tres años y el proyecto de ley de las 
áreas de la economía continuaba entrampado en la discusión jurídica. 


6. EL ACUERDO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 


El 22 de agosto, cuando ya era inminente el fracaso del gabinete de seguridad nacional, la 
Cámara de Diputados aprobó el proyecto de acuerdo sobre el grave quebrantamiento del orden 
constitucional y legal de la República, presentado de manera conjunta por la oposición. 

El origen de este acuerdo estuvo en la decisión del partido de representar al presidente de la 
República y a los ministros, miembros de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, las graves 
infracciones constitucionales y legales que se estaban produciendo y llamarlos, una vez más, a 
poner inmediato término a todas las situaciones que estaban infringiendo la Constitución y las 
leyes, con el fin de «encauzar la acción gubernativa por las vías del derecho y asegurar el orden 
constitucional de nuestra patria y las bases esenciales de convivencia democrática entre los 
chilenos». 51 

La tergiversación y utilización que tuvo este acuerdo en los días siguientes, e incluso hasta 
mucho tiempo después, amerita explicar sus entretelones y el por qué el PDC se decidió a 
promoverlo. 

En el partido democratacristiano, y en la mayoría de quienes éramos opositores al gobierno de 
la Unidad Popular, la opinión generalizada era que las denuncias, diálogos y demandas de 
rectificación respecto de la profunda crisis política que estábamos viviendo habían caído en el 
vacío. Incluso el gabinete de seguridad nacional había terminado sin cambios en la situación de 


paralización y desborde institucional. 

Como se ha señalado, tras las elecciones de marzo, la derecha estaba explícitamente 
proclamando la ilegitimidad y el término del gobierno, mientras desde la DC seguíamos 
haciendo llamados a rectificar y estábamos dispuestos a buscar acuerdos, lo cual era cuestionado, 
en especial, por las bases partidistas. El PIR, nuestro aliado socialdemócrata, se hallaba mucho 
más cerca de la posición del PN que de la nuestra. 

En ese contexto, las presiones sobre nuestro partido, siendo el principal de la oposición, eran 
constantes. De hecho, por medio de distintos canales, el PDC era buscado para apoyar alguna de 
las opciones que barajaba la derecha para provocar el término anticipado del gobierno. 

Una de ellas fue la idea de que el Senado y la Cámara, reunidos en sesión solemne en el Salón 
de Honor del Congreso, declararan formalmente la ilegitimidad del gobierno e hicieran un 
llamado a las Fuerzas Armadas para derrocar al presidente Allende. Ello carecía de todo sustento 
jurídico, ya que la Constitución del 25 era clara en precisar que ninguna autoridad podía hacer 
otra cosa que lo que la ley expresamente la faculta para hacer. Estábamos ciertos que esta no era 
una «solución» porque, además, tendría el efecto contrario: permitiría al presidente Allende 
acusar al Congreso de no respetar la Constitución ni la ley, debilitando en consecuencia el peso 
de la oposición. 

Otra de las opciones de la derecha era que Eduardo Frei, en su calidad de presidente del 
Senado, convocara al presidente de la Corte Suprema, al contralor general de la República, al 
presidente de la Cámara de Diputados y a los tres comandantes en jefe y les manifestara que la 
mayoría del Congreso consideraba que este gobierno no respetaba la institucionalidad y había 
sobrepasado el Estado de derecho y que, en consecuencia, las Fuerzas Armadas debían asumir su 
papel. Para nosotros, esta opción era tan débil como la anterior, pues la respuesta de los 
representantes de los otros poderes del Estado sería, sin duda, que por la naturaleza de sus 
funciones no podían concurrir a un acto de ese carácter. 

Estas «ingeniosas» propuestas eran avivadas por una campaña pública exigiendo la renuncia 
del presidente, a la que algunos camaradas se sumaban y que la directiva del PDC rechazaba.s2 

Personalmente, consideraba que, desde un punto de vista jurídico, la petición de renuncia en sí 
era un acto perfectamente legítimo, formaba parte del derecho de petición y no era 
antidemocrático. Sin embargo, tenía la absoluta certeza de que, aunque se reunieran millones de 
firmas respaldando la petición, Salvador Allende no iba a renunciar. Por otra parte, nuestras 
Fuerzas Armadas, conforme a su tradición y a la doctrina Schneider, que las definía como 
garantes de la constitucionalidad, no se sumarían a ello. Además, aunque le tuviesen antipatía 
personal a Allende, eran presidencialistas. Es decir, entendían que su lealtad era hacia la más alta 
autoridad, el presidente de la República y, en consecuencia, dudaba que esta campaña pudiese 
tener algún éxito. 

La derecha insistió con una Cuarta alternativa: declarar la inhabilidad del presidente basándose 
en el artículo 43 de la Constitución Política del Estado. Como hombre de derecho estaba 
absolutamente convencido que dicho artículo no había sido establecido con ese objetivo. Usarlo 
en otro sentido implicaba sentar el precedente de que, si un futuro gobierno era minoría en el 
Congreso, la mayoría podía acordar que el presidente de la República estaba impedido para 
seguir en el desempeño de sus funciones y convocar a nuevas elecciones, generando una 
situación de ingobernabilidad permanente en el país e instaurando lo peor de un régimen 
parlamentario, que no provoca crisis de gabinete sino crisis presidencial. Esta interpretación, 
además, podría ser cuestionada por el Tribunal Constitucional o que las Fuerzas Armadas o el 
propio presidente de la República no la acataran, invocando su «inconstitucionalidad». A mi 


juicio, este era otro intento de «torcerle el pescuezo» a la Carta Magna, una martingala, el mayor 
de los resquicios legales y, obviamente, fue rechazado de plano por nosotros. 

Nuestra posición era que cualquier declaración o acción que se hiciese al respecto debía estar 
dentro del marco de la Constitución y carecer de todo carácter golpista. De acuerdo a ello, sugerí 
que, conforme a las facultades fiscalizadoras que la Constitución otorgaba a la Cámara de 
Diputados, esta podía elaborar un proyecto de acuerdo que representara al presidente de la 
República y a los ministros, miembros de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, las graves 
infracciones constitucionales y legales que a juicio de los diputados se estaban produciendo. 

Sabíamos que para avanzar hacia una acusación constitucional se requería de dos tercios, lo 
que no obtendríamos. Es decir, desde un comienzo tuvimos claro que la presentación del acuerdo 
solo tendría un carácter testimonial, pero aun así estimábamos que era una acción que debíamos 
realizar, toda vez que la Constitución nos lo permitía. 

Con ese fin, pedí al diputado y camarada Claudio Orrego que preparara un proyecto de 
declaración. Según recuerdo, se asesoró en lo jurídico con Juan Hamilton. Enterado de que, en 
paralelo, los senadores del PN Francisco Bulnes y Sergio Diez estaban en lo mismo, Orrego 
solicitó conocer el texto que tenían «para ahorrar trabajo y aumentar consenso entre quienes 
debíamos aprobar el acuerdo, sobre la base de un compromiso político de que el PN votaría el 
texto que presentara el PDC».33 

Tras revisar la propuesta de declaración de los senadores Bulnes y Diez, Orrego estimó que 
tenía una buena fundamentación, pero que en las conclusiones no había coincidencia alguna con 
los planteamientos del PDC, pues ellas planteaban la «ilegitimidad de ejercicio» del presidente 
Allende, razón por la cual redactó una nueva versión de estas. 

La mañana del mismo día en que los comités parlamentarios democratacristiano y nacional 
presentarían el acuerdo en la Cámara, Orrego fue a consultarme sobre su contenido. Al leerlo, 
consideré que, tal como estaba redactado, no precisaba qué se pretendía más allá de la denuncia y 
personalmente corregí su redacción. El texto final fue aprobado por una comisión designada por 
el consejo nacional del partido, integrada por los diputados Claudio Orrego y César Fuentes, 
además de mi persona. 

La tarde del 22 de agosto, en una sesión especial convocada por el PDC y el PN para analizar 
la situación legal y política que afectaba al país, se dio lectura al proyecto de acuerdo sobre el 
grave quebrantamiento del orden constitucional y legal de la República, presentado por los 
democratacristianos José Monares, Carlos Sívori, Baldemar Carrasco, Eduardo Sepúlveda, 
Lautaro Vergara, Arturo Frei, Alfonso Ansieta y Gustavo Ramírez, junto con Roberto Muñoz, 
del PIR, y los nacionales Mario Arnello, Silvio Rodríguez y Mario Enrique Ríos. 

Los tres primeros considerandos del proyecto del acuerdo se referían a las condiciones 
esenciales para la existencia de un Estado de derecho y al hecho de que la juridicidad del Estado 
chileno es un «patrimonio del pueblo», lo que implica que «las autoridades no pueden ejercer 
más poderes que los que esta les delegue y, en el artículo 3°, se deduce que un gobierno que se 
arrogue derechos que el pueblo no le ha delegado, incurre en sedición». 

Los siguientes nueve considerandos abordaban la serie de atropellos sistemáticos que el 
gobierno de la Unidad Popular había hecho del estatuto de garantías democráticas en su afán de 
«conquistar el poder total» determinado el quiebre del Estado de derecho. 

Los últimos dos considerandos afirmaban que el llamado «gabinete de seguridad nacional» 
tenía como «tareas fundamentales las de imponer el orden político y económico, lo que solo es 
concebible sobre la base del pleno restablecimiento y vigencia de las normas constitucionales y 
legales que configuran el orden institucional de la República», insistiendo en que las Fuerzas 


Armadas y de Orden «son y deben ser, por su propia naturaleza, garantía para todos los chilenos 
y no solo para un sector de la nación o para una combinación política. Por consiguiente, su 
presencia en el gobierno no puede prestarse para que cubran con su aval determinada política 
partidista y minorista, sino que debe encaminarse a restablecer las condiciones de pleno imperio 
de la Constitución y las leyes y de convivencia democrática indispensables para garantizar a 
Chile su estabilidad institucional, paz civil, seguridad y desarrollo». 

Respecto a los acuerdos, los cito de manera textual: «primero, representar al presidente de la 
República y a los ministros de Estado miembros de las Fuerzas Armadas y del cuerpo de 
Carabineros, el grave quebrantamiento del orden constitucional y legal de la República que 
entrañan los hechos y circunstancias referidos en los considerandos nos. 59 a 12“ precedentes; 
segundo, representarles, asimismo, que, en razón de sus funciones, del juramento de fidelidad a 
la Constitución y a las leyes que han prestado y, en el caso de dichos señores ministros, de la 
naturaleza de las instituciones a las cuales son altos miembros y cuyo nombre se ha invocado 
para incorporarlos al Ministerio, les corresponde poner inmediato término a todas las situaciones 
de hecho referidas, que infringen la Constitución y las leyes, con el fin de encauzar la acción 
gubernativa por las vías del derecho y asegurar el orden constitucional de nuestra patria y las 
bases esenciales de convivencia democrática entre los chilenos; tercero, declarar que si así 
hiciere, la presencia de dichos señores ministros en el gobierno importaría un valioso servicio a 
la República. En caso contrario, comprometería gravemente el carácter nacional y profesional de 
las Fuerzas Armadas y del cuerpo de Carabineros, con abierta infracción a lo dispuesto en el 
Artículo 22 de la Constitución Política y grave deterioro de su prestigio institucional; y cuarto, 
transmitir este acuerdo al presidente de la República, y a los ministros de Hacienda, Defensa 
Nacional, Obras Públicas y Transportes y Tierras y Colonización».34 

No había ninguna novedad en los contenidos de nuestro acuerdo. Eran todas afirmaciones y 
demandas que en múltiples ocasiones el PDC había planteado y exigido de manera pública y que 
yo mismo le había expresado personalmente al presidente Allende. 

Insistiamos en la necesidad impostergable y no transable de que el presidente y los ministros 
militares respetaran el Estado de derecho, requerimiento que habíamos exigido en el estatuto de 
garantías y planteado majaderamente, tanto durante la presidencia de Renán Fuentealba como en 
la que yo encabezaba, además de reiterarlo formalmente en los diálogos con el gobierno y con el 
presidente Salvador Allende, sostenidos de manera formal e informal, y en numerosas 
declaraciones y discursos públicos. 

Algunos parlamentarios UP presentaron de inmediato un proyecto de acuerdo conteniendo 
conceptos para la defensa fundamental del régimen y con el objetivo de refutar el proyecto de la 
mayoría de la Cámara. Este acuerdo sostenía, entre otras cosas, que el gobierno «no ha quebrado 
la constitucionalidad», acusaba a la «oposición reaccionaria» de tratar de «inducir a las Fuerzas 
Armadas a quebrantar la disciplina» y acordaba que el proyecto presentado por la oposición era 
«abiertamente inconstitucional, falso, sedicioso y mentiroso», para finalmente reiterar su «más 
firme y decidida» adhesión al presidente de la República.35 

Hecha la votación, el proyecto presentado por la oposición fue aprobado por ochenta y un 
votos contra cuarenta y siete. Todos los diputados del PDC votaron a favor. 

Siempre he rechazado la opinión que afirma que el acuerdo de la Cámara de Diputados haya 
tenido la intención de ser un llamado al golpe militar, como afirmó la Unidad Popular y como 
quería la derecha que así fuera, en un afán de hacernos cómplices de provocar la caída del 
gobierno. 

Muy lejos de esto, el acuerdo era un mensaje que enunciaba la opinión mayoritaria de los 


diputados que, conforme a sus facultades fiscalizadoras, exponían los que se consideraban 
atropellos a la Constitución y a la ley cometidos por el gobierno. Estaba dirigido al presidente 
Allende, máxima autoridad de la República, y a los ministros militares que habían sido 
designados por él para que colaborasen en tareas de gobierno, a quienes se les solicitaba adoptar 
las medidas necesarias en el ejercicio de sus funciones para que estas ilegalidades no se siguiesen 
cometiendo. 

Dentro de la DC, y sobre todo entre los militantes de base, había quienes, efectivamente, 
tendían a estar con la postura del PN y de otros sectores de derecha de querer que el gobierno 
cayera, pero el partido nunca estuvo de acuerdo con esta posición. Así al menos lo interpretó la 
totalidad de la bancada de diputados DC al apoyar su aprobación. No estoy en condiciones de 
especificar cuáles eran las intenciones de cada uno, pero tengo la certeza de que los 
democratacristianos que lo respaldaron con su voto, y particularmente los diputados Ricardo 
Hormazábal, César Fuentes y Claudio Orrego, que lo presentaron, o mi hermano Andrés, 
Bernardo Leighton y la unanimidad de nuestra representación, jamás tuvieron en su mente la 
idea de incitar a un golpe de Estado, ni de que su texto, que intentaba restablecer la vigencia del 
orden jurídico democrático, pudiera servir de pretexto para destruir ese orden. 

Pero en un ambiente enardecido a más no poder, donde los chilenos vivíamos en medio de 
sentimientos encontrados, entre el miedo y el odio, entre «upelientos» y «momios», resultaba 
muy difícil que el acuerdo fuese debidamente entendido por un lado y por otro. 

El 24 de agosto el presidente Allende respondió por cadena de emisoras, advirtiendo que el 
«inmérito» acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados carecía de validez jurídica y facilitaría 
«la intención sediciosa de determinados sectores» ya que, a su entender, exhortar «a las Fuerzas 
Armadas y Carabineros a que lleven a cabo funciones de gobierno al margen de la autoridad y 
dirección política del presidente de la República es promover el golpe de Estado». El mandatario 
acusó a la Cámara de querer constituirse en un poder paralelo, buscando destruir al propio 
Estado, desentendiéndose de su propia responsabilidad en ello y, aún más, defendiendo a su 
gobierno como «el más democrático» y respetuoso de las leyes.2€ Por su parte, el general Prats, 
uno de los ministros militares a quien iba dirigido el acuerdo aprobado por la Cámara, lo definió 
en sus Memorias como un «cheque en blanco» que el Parlamento endosaba a sus camaradas de 
armas.27 

En respuesta al presidente Allende, el 25 de agosto sostuve que salvo en las dictaduras y los 
regímenes totalitarios, donde el Congreso solo existe para aprobar las proposiciones del 
gobierno, todos los Parlamentos del mundo están investidos de la función fiscalizadora, por 
medio de la cual se expresan las críticas, reproches o censuras que a la opinión pública merece la 
acción gubernativa, agregando que nuestra Carta Fundamental otorgaba expresamente esa 
función a la Cámara de Diputados, facultándola en su artículo 39 n.“ 2 para «adoptar acuerdos o 
sugerir observaciones que se tramitarán por escrito al presidente de la República», que era lo que 
precisamente había hecho la Cámara de Diputados. Manifesté que la tesis expresada por el 
presidente respecto de que el único camino para que el Congreso se pronunciara sobre el 
comportamiento legal del gobierno era la acusación constitucional, desconocía la esencia misma 
de la institución parlamentaria. Por otra parte, observé lo absurdo que era sostener que la Cámara 
hubiera pretendido «constituirse en un poder paralelo», «concentrar en el Congreso el poder 
total» o «arrogarse funciones del Ejecutivo», haciendo ver lo atrevidas que eran estas 
acusaciones, toda vez que el partido del presidente había sostenido oficialmente que buscaba el 
«poder total» y su gobierno se había arrogado funciones legislativas y judiciales, desconociendo 
las atribuciones de los otros poderes del Estado, y amparando la instauración de hecho y por la 


fuerza del llamado «poder popular». Insistí en que la Cámara de Diputados se había limitado a 
ejercer su atribución constitucional de representarle algunas de las observaciones que a la 
mayoría de los chilenos merecían las arbitrariedades que el gobierno cometía día a día y califiqué 
de «tendencioso y antojadizo» interpretar el acuerdo de la Cámara como una «incitación a las 
Fuerzas Armadas a que lleven a cabo funciones de gobierno al margen de la autoridad y 
dirección política del presidente de la República», lo que significaría inducirlas a deliberar, 
indisciplinarse y «promover el golpe de Estado». 

Finalicé mi declaración afirmando que el acuerdo de la Cámara buscaba precisamente lo 
contrario: evitar que el gobierno, abusando del deber de obediencia de las Fuerzas Armadas, las 
comprometiera políticamente y se sirviera de ellas para imponer un régimen totalitario que la 
mayoría del país repudiaba. 


Capítulo XVIII 
EL DESENLACE 


La misma semana de la crisis ministerial y del acuerdo de la Cámara, me reuní con Carlos 
Briones, instruido por el presidente Allende, para que juntos buscáramos una fórmula a fin de 
promulgar la reforma constitucional de las áreas de la economía y solucionar los otros temas que 
le había planteado al presidente en la cena en casa del cardenal. 

Sostuvimos tres reuniones en mi oficina del Senado. Briones me dijo que el presidente le 
había dado instrucciones de ponerse en contacto conmigo, pero no le había precisado el motivo. 
Le informé de inmediato de que los cuatro temas que habíamos tratado eran la promulgación de 
la reforma constitucional de las áreas de la economía, el problema de los mineros de El Teniente, 
la situación de la Papelera y el conflicto del transporte. 

Tras estos encuentros, Briones me garantizó que los trabajadores del cobre serían todos 
reintegrados en las próximas horas y que los problemas del transporte serían abordados por el 
nuevo ministro de Obras Públicas y Transporte, el general Magliochetti, y Juan Jara, presidente 
de la Confederación de Transportes. Nosotros no intervendríamos. 

Respecto a la Papelera, el representante de Allende, Víctor Pey, se reunió a negociar con 
Sergio Molina, a quien solicité servir de contraparte para estos efectos. Ambos hicieron un 
estudio y presentaron un informe aproximadamente el 25 de agosto. Mientras Pey sugería un 
reajuste del orden del 292 por ciento, Molina recomendaba uno del 371 por ciento. En todo caso, 
había un mínimum en que estaban de acuerdo pero, como ya era usual, pasaron los días sin que 
ese asunto fuera resuelto. 

En cuanto a la reforma constitucional de las áreas de la economía, seguimos en 
conversaciones sobre el procedimiento para ser promulgada. La DC tenía una fórmula 
consistente en que, simultáneamente con la promulgación, nuestro partido presentaría un 
proyecto de reforma constitucional, suscrito por mí y los demás parlamentarios 
democratacristianos, que iría acompañado de una declaración oficial del partido en la que se 
establecería que, tratándose de reformas que tuvieran por objeto limitar o reducir el periodo 
presidencial o las atribuciones del presidente de la República, el Congreso no podría imponer su 
criterio sobre las observaciones del primer mandatario sin el voto de los dos tercios de sus 
miembros presentes. En términos simples, el proyecto apuntaba a impedir una acusación 
constitucional contra el presidente por simple mayoría. 

Quedamos de acuerdo, en principio, en la idea y en que nosotros redactaríamos un texto que le 
haríamos llegar. Sugerí al abogado José Florencio Guzmán como la persona que en adelante se 
entendiera con él para discutir ese texto y cualquier sugerencia u observación que pudiera surgir. 
Días después le adjuntamos nuestra propuesta. 

El presidente Allende necesitaba que Briones asumiera nuevamente como ministro del Interior 
ya que ello daría un carácter formal a estas conversaciones, lo que le permitiría mostrar a las 
Fuerzas Armadas su disposición al diálogo y su liderazgo al interior de la UP. Los 
acontecimientos lo favorecían: el 14 de agosto se había rechazado la acusación constitucional en 
contra de este —presentada por el PN y votada en contra por la UP y el PDC— y la renuncia de 


Prats al ministerio de Defensa le daba una buena oportunidad para un ajuste de gabinete, 
permitiéndole reintegrar a Briones en Interior y dejar a Letelier en Defensa. 

El plan del presidente Allende manifestaba su voluntad de encarar decididamente a los 
sectores de la ultraizguierda, incluidos aquellos que eran militantes de su partido. Todo ello nos 
devolvía el alma al cuerpo. Creíamos que finalmente se abría una solución. 

Sin embargo, el secretario general del PS, Carlos Altamirano, manifestó su tajante oposición a 
que Carlos Briones volviera a Interior, agregando que su partido no estaba disponible para 
nuevos diálogos con el PDC, y menos cuando ellos tenían que ver con una reforma 
constitucional de las áreas de la economía. 

Esta circunstancia paralizó nuestras conversaciones con Briones, pese a la urgencia que ellas 
tenían. Los compromisos contraídos no avanzaban. Si bien el gobierno había instruido reintegrar 
a los despedidos de El Teniente, en la mina no se les recibía. Junto con ello, el tema de la 
Papelera seguía pendiente sin que fuera resuelto. 

En el caso del conflicto del transporte, el 19 de agosto habíamos decidido impulsar, ante el 
requerimiento de distintos gremios y sindicatos, un paro de veinticuatro o cuarenta y ocho horas, 
según lo determinaran, convocado por la CUT provincial Santiago, cuyo presidente, Manuel 
Rodríguez, era democratacristiano. A la semana siguiente, en plena crisis de gabinete, los 
transportistas, sectores de gremios empresariales y colegios profesionales nos vinieron a solicitar 
apoyo para declarar un nuevo paro indefinido. Nuestra posición fue un categórico «no» a un paro 
indefinido. Ellos nos dijeron: «Esta es la ocasión. Este paro, si no se afirma en el de los 
transportistas, no tendrá ninguna posibilidad. Allende quiere descabezar a las Fuerzas Armadas. 
Aquí hay que llegar hasta las últimas consecuencias y solo un paro indefinido, con respaldo 
político, puede obligar al gobierno a rectificar o que el señor Allende se vaya».2 

Nuestra argumentación fue que el presidente Allende había uniformado a las Fuerzas Armadas 
en su contra, no en actitud de golpe, pero a no comprometerse con él. El anuncio y la 
materialización de un paro nacional contra el gobierno, les advertí, daría a Allende el 
instrumento para, prácticamente, obligar a las Fuerzas Armadas a que se incorporasen a su 
gobierno y a respaldarlo, porque frente a un paro de esa especie —máximo cuando el punto de 
partida era que el señor Vilarín agregaría otros temas a los ya aceptados en la negociación con el 
ministro de Obras Públicas y Transportes— haría que Allende les dijera a los institutos armados: 
«No ve cómo son unos bribones, cómo todo era fantasía y todo lo que andan buscando es 
echarme abajo». 

Sin embargo, la derecha y otros sectores gremiales estaban empecinados en ir pronto a un paro 
y aseguraban que las Fuerzas Armadas no entrarían de ninguna manera al ministerio. 

En esas circunstancias, el impasse entre la directiva del PS y el presidente Allende respecto a 
la designación de Carlos Briones como ministro del Interior se resolvió. El senador Alberto Jerez 
anunció que él y otros tres senadores se retirarían de la UP si no se permitía el nombramiento de 
Briones, lo cual hizo desistir a Altamirano en su empeño, aunque aclaró que el ministro del 
Interior «no es socialista».3 

El martes 28 de agosto el presidente Allende formó un nuevo gabinete donde incluyó a tres 
generales y un contralmirante. La «muñeca» de Allende aparentemente había vuelto a funcionar. 
Fue el décimo y último cambio de gabinete del gobierno de la Unidad Popular. Asumieron 
Carlos Briones (independiente) en Interior, Orlando Letelier (PS) en Defensa, Mario Lagos (PR) 
en Salud y Pedro Felipe Ramírez (IC) en Vivienda. Nuevamente las Fuerzas Armadas y de 
Orden eran parte del gobierno al estar representadas por el contralmirante Daniel Arellano en 
Hacienda, el general de Brigada, Rolando González, en Minería, el general de la FACH, 


Humberto Magliochetti, en Obras Públicas y Transportes y el general director de Carabineros, 
Mario Sepúlveda, en Tierras y Colonización. 

Al nominar el nuevo ministerio, el presidente de la República señaló que su misión era «atajar 
la guerra civil y afianzar la seguridad nacional» y que estaría dispuesto a renunciar si se lo pedían 
los trabajadores, campesinos, profesionales y técnicos y, naturalmente, la Unidad Popular. La 
derecha y mucha gente entonces tomó sus palabras para iniciar una campaña de recolección de 
firmas exigiendo la renuncia del presidente de la República.< 

El recién asumido ministro Briones me llamó para continuar las conversaciones que habíamos 
iniciado la semana anterior. Le manifesté que ello no podría ser porque el partido me había 
prohibido cualquier diálogo con el gobierno. Expresamente le dije que, mientras ellos no 
cumplieran con lo que nosotros les habíamos pedido, no habría diálogo posible. Incluso le señalé 
que el PDC había acordado acusarlo constitucionalmente si no daba cumplimiento a la sentencia 
que ordenaba el desalojo del Canal 9 de televisión, ocupado desde hacía semanas por militantes 
del MIR. 

Mayoritariamente considerábamos que era la hora de acciones concretas. Si bien mi naturaleza 
era ser conciliador y tenía confianza en el ministro Briones, no contaba con respaldo para 
mantener un diálogo indefinido sin muestras de algún logro. 

El jueves 30 de agosto se llegó a un acta de acuerdo con los transportistas que fue redactada 
con participación de personeros del Ejército en presencia del interventor militar, el general Raúl 
Contreras, quien había sucedido al general Brady. El documento fue entregado al gobierno para 
su ratificación posterior, pero este, en un actuar incomprensible, dos días más tarde decidió 
responder con un ultimátum a los transportistas en huelga, amenazándolos con cancelar la 
personalidad jurídica de la Confederación Nacional de Transporte Terrestre si no deponían el 
paro. 

Amén de dejar a las Fuerzas Armadas en una posición imposible, echando por la borda todas 
las negociaciones que el ministro Magliochetti y el interventor general Contreras habían 
sostenido con Juan Jara, el ultimátum desencadenó una reacción más dura por parte de los 
gremios. La inexplicable actitud del gobierno fortaleció sus objetivos que, para entonces, ya no 
eran alcanzar acuerdos y buscar rectificaciones del gobierno, sino derechamente provocar su 
caída. 

La derecha, naturalmente, los respaldó y endureció su estrategia orientada a provocar la salida 
de Allende a través de distintos mecanismos pero, en último término, confiando en que las 
Fuerzas Armadas lo derrocaran. 

El 5 de septiembre el consejo nacional del PDC acordó acusar constitucionalmente a todos los 
ministros de Estado que fueran responsables de las infracciones a la Constitución o a las leyes 
que la Cámara había denunciado en su acuerdo del 22 de agosto, o de no haber adoptado las 
medidas necesarias para ponerles término. Junto con ello, responsabilizó al gobierno por la 
severa situación económica del país, así como por la dilatación que estaba teniendo una solución 
para el conflicto del transporte. Entregábamos nuestro respaldo a las Fuerzas Armadas en su 
desempeño respecto de la ley de control de armas, llamando la atención por «la grosera 
inconsecuencia en que incurren quienes, por un lado, halagan a las Fuerzas Armadas y, por otro, 
las denuestan. O quienes procuran infiltrarlas y dividirlas, y la indefinición del presidente de la 
República al no condenar categóricamente estas actitudes». En la oportunidad, acordamos 
también movilizar a las bases del partido y a sus frentes de trabajadores y activar el proyecto de 
reforma constitucional que en diciembre del año anterior había presentado nuestro camarada, el 
senador Luis Papic, que otorgaba al Congreso la facultad de convocar a un plebiscito hasta por 


una vez en cada periodo presidencial.3 

En un intento por alinear a su coalición, el mismo día del acuerdo del consejo nacional del 
PDC, el presidente Allende planteó a los partidos de la Unidad Popular que se pronunciaran 
respecto a las alternativas para superar la crisis: lograr un acuerdo con la DC, formar un nuevo 
«gabinete de seguridad nacional» integrado por militares y dejarlo en libertad con facultades y 
poderes para él resolver. La UP anunció que se tomaría tres días para analizar las propuestas. 

El 6 de septiembre fui víctima de un «cuadrillazo». El camarada y senador Rafael Moreno y el 
senador del PN Sergio Diez me informaron que algunas señoras de transportistas y gremialistas 
de las provincias de O'Higgins a Ñuble querían entrevistarse con los presidentes de los partidos 
de oposición. Yo acepté recibirlas en la sede del partido, pero me pidieron que, como estas 
damas también querían conversar con los otros presidentes de partidos, la cita se efectuara en el 
Senado, a lo que respondí que no tenía inconveniente. 

Tanto Moreno como yo entendíamos que la reunión sería con unas diez a quince mujeres. 
Llegué al Senado y me encontré con entre ochenta y cien señoras, en su mayoría del Partido 
Nacional. A la reunión llegaron también los senadores Francisco Bulnes y Sergio Onofre Jarpa, 
del PN, y Américo Acuña, del PIR. Resultó que lo que yo creía que sería una audiencia conmigo, 
se convirtió en una audiencia pública, a la que también habían citado a periodistas. 

Las damas plantearon una serie de peticiones, entre ellas que el Congreso declarara la 
inhabilidad del presidente Allende, advirtiendo que si dentro de una semana esto no se hacía ellas 
irían a golpear las puertas de los cuarteles para pedir a las Fuerzas Armadas que restituyesen el 
orden y la tranquilidad. 

Les respondí que nuestro partido no creía que la solución que ellas proponían fuera 
conveniente y eficaz para los intereses de Chile, explicándoles que nuestra postura era devolver 
al pueblo el poder para que este decidiese lo que debía venir y que ello debía hacerse por la vía 
de la renuncia del mandatario o por su inhabilidad, pero que cualquier decisión requería de una 
maduración previa. Por su parte, el senador Bulnes afirmó que este era el momento para declarar 
la inhabilidad del presidente, agregando que la Democracia Cristiana debía hacerse parte de esta 
propuesta ya que, de no hacerlo, Chile caería en una tiranía marxista. 

Este suceso, sumado al que había vivido dos meses antes, cuando un grupo de dirigentes 
empresariales me había consultado mi opinión para apoyar un pronunciamiento militar, era una 
expresión elocuente de la posición asumida por la derecha política, empresarial y gremial, que 
por esos días lideraba una agresiva campaña a nivel nacional pidiendo la renuncia del presidente 
de la República y que día a día iba tomando más cuerpo en la opinión pública independiente, a la 
que incluso adherían sectores de base de nuestro partido. 

El 7 de septiembre José Florencio Guzmán se reunió con Iván Auger, representante del 
gobierno, quien le manifestó que el presidente quería promulgar la reforma de las áreas de la 
economía, pero que no estaba de acuerdo con nuestra propuesta pues quería dejar reglamentado 
el régimen de las empresas estatizadas hasta ese momento, como también de aquellas pasadas al 
área social o mixta o al régimen de participación de los trabajadores. Su objetivo, en definitiva, 
era sanear su accionar y consolidar la situación a través de la reforma constitucional para que no 
quedara «en el aire» lo que hasta ese momento se había hecho. 

Naturalmente, nosotros no podíamos aceptar esta propuesta. Nuestra disposición era favorecer 
cualquier medida transitoria a este respecto, llegando incluso a dictar alguna norma que diera un 
plazo de unos sesenta a noventa días durante el cual permaneciera la situación vigente, sin 
variantes, mientras se dictaba la legislación. 

Recuerdo que cuando José Florencio Guzmán se reunió conmigo para informarme sobre esto, 


me comentó, muy impresionado, que Auger le había dicho que Allende estaba muy preocupado, 
que consideraba que la situación era muy grave, que estaba practicando ejercicios de tiro y que le 
había hecho saber que estaba decidido a morir peleando. 

En este incierto escenario, estimé necesario compartir mi preocupación y mis aprensiones con 
los dirigentes del partido y recibir sus opiniones y sugerencias respecto a las posibles acciones 
que podíamos emprender. Para ello, el sábado 8 de septiembre me reuní con la mesa directiva 
nacional y los presidentes provinciales. 

Expuse las tres posibles alternativas que teníamos como partido. La primera era la que 
veníamos sosteniendo desde las elecciones de marzo de 1973: una rectificación profunda del 
gobierno, que significara un retorno a una constitucionalidad real. Señalé a la audiencia que las 
informaciones que teníamos hasta el día anterior eran que el gobierno no rectificaría su actuar, ya 
fuera porque Allende no quería o no podía, siendo un hecho que, si lo hacía, se produciría el 
quiebre de la UP. Sin embargo, advertí que en las últimas veinticuatro horas se percibía un 
cambio en la postura del presidente, expresada en su decisión de acatar la orden de los tribunales 
de devolver el Canal 9 y reintegrar a los noventa y siete trabajadores de El Teniente y en su 
anuncio de la promulgación de las dos reformas constitucionales, £ fijada para el lunes o martes 
de la semana siguiente. Esto significaba, evidentemente, que la UP y el presidente de la 
República habían llegado a la conclusión de que la crisis había adquirido un grado tal de 
gravedad que el gobierno estaba condenado a caer o a ser víctima de un golpe y que, en 
consecuencia, ellos debían ceder. 

La segunda alternativa era sumarse a la estrategia que estaban usando los sectores 
gremialistas, reunidos en los comandos multigremiales de diecisiete provincias, de exigir la 
renuncia de Allende. Estos comandos habían acordado paralizar sus actividades e instaban a los 
parlamentarios a adoptar medidas constitucionales para resguardar la «libertad, la soberanía y los 
valores esenciales de nuestra nacionalidad» y a las Fuerzas Armadas a defender los intereses de 
la patria, rechazando los cargos ministeriales que «los convierten en cómplices del colapso que 
vive la patria». 

A mi juicio, esta alternativa tenía el inconveniente de hacerle el juego al esquema marxista de 
la lucha de clases, que interpretaba la crisis desde el enfrentamiento de la burguesía frente a la 
clase obrera. Aunque eran muchos los obreros que estaban contra el gobierno, lo cierto era que el 
cuadro se presentaba de esa manera. De este modo, advertí que, si decidíamos movilizarnos en 
contra del gobierno, era indispensable incluir a los sectores obreros. 

La tercera alternativa que expuse era la que ese mismo día había planteado el rector de la 
Universidad de Chile en una declaración publicada en los diarios. La fórmula de Edgardo 
Boeninger —que por entonces no era democratacristiano— era evitar el enfrentamiento violento 
por la vía de la confrontación democrática, para lo cual proponía devolver el poder a la base 
democrática, lo que implicaba que el presidente de la República dejara el ejercicio de su cargo, lo 
mismo que los parlamentarios, y se llamara a elecciones generales donde el pueblo, en ejercicio 
de su soberanía, zanjara la disputa eligiendo nuevo presidente y nuevo Congreso Nacional. Con 
el fin de llevar a cabo esta propuesta, la Democracia Cristiana, que tenía la mayor representación 
en el Congreso, entregaría la renuncia de sus diecinueve senadores y cincuenta diputados, la que 
sería cursada una vez que llegaran las renuncias de todos los demás parlamentarios y la del 
presidente de la República. Esto se llevaría a cabo en un tiempo establecido y con el apoyo de 
una movilización popular. Una vez concluido el plazo, se convocaría a un paro nacional de 
respaldo a esta solución. 

Tras exponer estas alternativas, casi todos los presidentes provinciales señalaron que si el jefe 


de Estado no rectificaba, no había otra salida constitucional que la de exigir la renuncia del 
presidente Allende. Los miembros de la directiva discrepábamos de ese planteamiento, que 
coincidía con lo que demandaba la derecha, y acordamos irnos por la tercera alternativa: que 
renunciaran todos los parlamentarios, tanto de oposición como de gobierno, y se invitara a hacer 
lo mismo al presidente de la República. Era un camino bastante doctrinario, que en lo personal 
me parecía el mejor desde el punto de vista moral y político, aunque tenía dudas acerca de su 
viabilidad, considerando la urgencia en que estábamos como país. 

Ese sábado 8 de septiembre, Carlos Prats y Allende almorzaron juntos. En sus Memorias, 
Prats recuerda que expuso al presidente su tesis sobre la posibilidad de que el PDC tratase de 
provocar su renuncia a través de una declaración de «inhabilidad» del Parlamento, medida que se 
apoyaría con «una especie de ultimátum del senador Aylwin» que lanzaría «el jueves 13 de 
septiembre» en una gran concentración pública convocada por la DC. 

Allende le manifestó que su intención era llamar el lunes 10 a un plebiscito, aun cuando 
pensaba que lo perdería, «pero será una honrosa derrota para la UP, porque habrá una expresión 
mayoritaria del pueblo que le permitirá evitar la guerra civil, tragedia que ni la más cara 
consideración partidista lo inducirá a promover». Prats, según su propio testimonio, le contestó 
que esta medida era ilusoria, puesto que el plebiscito demoraría treinta o sesenta días en 
implementarse y el «pronunciamiento militar» era algo a lo que tendría que hacer frente antes de 
diez días. Entonces le habría sugerido que el lunes pidiera permiso constitucional por un año y 
saliera del país: «Es la única fórmula que queda para preservar la estabilidad de su gobierno, 
porque volverá en gloria y majestad a terminar su periodo». La respuesta de Allende había sido 
un rotundo «Jamás».8 

Ese sábado 8 de septiembre, el diputado y miembro de la comisión política del PC, Orlando 
Millas, pronunció un discurso radial exponiendo la gravedad del peligro golpista manejado desde 
el exterior por los elementos «más agresivos y bestiales del imperialismo», cuya intención era 
someter al país a un «baño de sangre para crear un abismo entre las Fuerzas Armadas y el 
pueblo, destruir los conceptos básicos de la seguridad nacional e instaurar una tiranía terrorista». 

Ante ello, afirmó que los comunistas estaban por «la unidad del pueblo» y que la primera 
obligación de «los demócratas de toda tendencia, de los revolucionarios y de las otras corrientes 
existentes en el seno del pueblo» era obtener un «consenso mínimo, siquiera para cerrar el paso 
al fascismo. Esa es la obligación en primer término de la Unidad Popular». 

Y luego de definir como esencial la unidad socialista-comunista y la cohesión de la UP, citó 
textualmente las palabras que yo había pronunciado en mi discurso del 26 de julio, cuando 
informé a la asamblea del PDC que iría al diálogo con Allende: «Mientras haya una posibilidad 
de salida democrática, nuestro deber es buscarla». Millas finalizó su alocución señalando que 
«evidentemente, ha llegado la hora de materializar estas afirmaciones... La unidad del pueblo 
puede y debe evitar la guerra civil, cerrar el paso al golpe de Estado».2 

Pero nuestras esperanzas de que al fin estuviéramos próximos a un posible entendimiento que 
permitiera una salida democrática se vieron totalmente diluidas al día siguiente, domingo 9 de 
septiembre, cuando los medios de prensa dieron a conocer los pormenores de una reunión 
sostenida en La Moneda por el comité ejecutivo de la Unidad Popular a la que no asistió el 
presidente Allende. Su fin era acordar un «consenso mínimo» sobre todas las exigencias que el 
PDC había hecho para reanudar el diálogo. En la instancia, el Partido Socialista, el MAPU y la 
Izquierda Cristiana manifestaron su oposición a cualquier forma de acuerdo en este sentido. 
También se evaluó la posibilidad de llamar a un plebiscito, pero tampoco se logró una posición 
unánime. 


Y para que no hubiera lugar a dudas respecto al rechazo a cualquier tipo de entendimiento, en 
un acto de masas realizado en el Estadio Chile esa misma jornada, y acompañado de Miguel 
Enríquez y Óscar Guillermo Garretón, el secretario general del Partido Socialista, Carlos 
Altamirano, reiteró que el diálogo «No puede ser... En dos oportunidades anteriores se intentó el 
diálogo y ha fracasado, a pesar de que el gobierno, contra la voluntad del Partido Socialista, ha 
concedido en todo lo que el PDC ha pedido, pero ahí predomina el sector golpista que lidera el 
señor Frei. Existen elementos honestos en el PDC, pero ellos son una minoría que en definitiva 
se han hecho cómplices de estos dramáticos desmanes contra Chile». 

Altamirano hizo referencia también a los marinos que habían sido torturados a comienzos de 
agosto tras denunciar que «la oficialidad, coludida con los reaccionarios de otras ramas de las 
Fuerzas Armadas y partidos políticos de derecha», preparaban un «golpe de Estado», y advirtió 
«que el golpe reaccionario se ataja golpeando al golpe. No se ataja conciliando con los 
sediciosos. El golpe no se combate con diálogos. El golpe se aplasta con la fuerza de los 
trabajadores... La guerra civil en que se encuentra empeñada la reacción, estimulada, apoyada, 
financiada y sustentada por el imperialismo norteamericano, se ataja solo creando un verdadero 
poder popular... La conjura de la derecha solo puede ser aplastada con la fuerza invencible del 
pueblo unido a tropas, clases, suboficiales y oficiales leales al gobierno constituido».10 

Ese domingo dimos a conocer el acuerdo de nuestro partido, que entendíamos como un 
esfuerzo extremo por buscar una salida institucional a la profunda crisis que nos afectaba. Este 
promovía una solución que excluía a todos los que optaban por la violencia como vía de acceso 
al poder. Al agotarse la posibilidad de diálogo, «solo queda el camino de la definición 
democrática para derribar el muro de odio que divide a los chilenos». El rechazo a nuestra 
propuesta era la guerra civil y el fin de la democracia en Chile. Le solicitábamos al presidente 
Allende «no desoir nuestro llamado».11 Era la última posibilidad. 

Al día siguiente, lunes 10 de septiembre, el Partido Comunista endureció su discurso y 
convocó al pueblo chileno a «tomar sus puestos de combate» y a «repeler la intentona 
reaccionaria», aduciendo que los golpistas «han avanzado peligrosamente» y que la directiva de 
la DC ha «faltado a su palabra», sumándose a la sedición al solicitar la renuncia del presidente de 
la República y de todo el Congreso Nacional, lo que fue definido como un «golpe legal» por los 
diputados de la Unidad Popular. Como contrapartida, propuso «una solución verdaderamente 
democrática» a través de una consulta popular vía plebiscito.12 

Ese día lunes estuve en el Congreso materializando el acuerdo al que habíamos llegado el 
sábado 8 la directiva nacional y los presidentes provinciales. Me era difícil concentrarme ya que 
estaba pendiente del anunciado discurso del presidente Allende en que llamaría a un plebiscito. 
Al caer la tarde, fui a la sede del partido. Me encontré con el camarada José de Gregorio, quien 
me dijo que tenía noticias de que el golpe, tantas veces anunciado, sería esa noche. Bastante 
inquieto, camino a mi casa pasé por la del expresidente Frei; él tenía la misma información y 
muy pensativo me dijo: «Han anunciado tantas veces cosas raras... Yo me voy a quedar a alojar 
en mi casa». Yo voy a hacer lo mismo, le respondí. 

Esa noche me acosté preocupado, expectante, frustrado, pues había esperado en vano el 
rumoreado discurso del presidente Allende del que tanto se especulaba y que, por motivos 
desconocidos, al menos por mí, había expresado que lo haría al día siguiente. Muchos años 
después, conversando con Carlos Briones, me confirmó que Allende tenía el propósito de llamar 
a un plebiscito. El plan era hacerlo el 10 de septiembre; sin embargo, decidió postergarlo para la 
mañana del día siguiente, en la Universidad Técnica. Pero ya el tiempo se había acabado. La 
madrugada del martes 11 de septiembre de 1973 se produjo el golpe de Estado. 


A las ocho de la mañana de ese día me llamó mi hermano Arturo para que escuchara la radio. 
Al poco rato llegó a mi casa para insistirme en que me trasladara a otro lugar, que sacara a los 
niños... Uno podía esperar cualquier cosa. 

De esta forma empezaría una nueva etapa en la vida nacional, dura, cruel y dolorosa para 
muchísimos chilenos, y muy apremiante para la Democracia Cristiana y para quienes éramos sus 
dirigentes. Al rememorar esos días tan traumáticos y todo lo ocurrido desde entonces, surge una 
vez más la pregunta de si, como en las tragedias griegas, lo sucedido era inevitable u otros 
caminos habrían sido posibles. 

Sigo pensando, como entonces, que la democracia habría podido salvarse. Pero para ello era 
indispensable una importante dosis de racionalidad, que no existía. Ya durante el gobierno 
encabezado por Eduardo Frei, y más aún durante la presidencia de Salvador Allende, la vida 
política chilena evidenciaba el deterioro creciente de los viejos hábitos de convivencia y una 
progresiva polarización. El ideologismo, el sectarismo y la intransigencia eclipsaron 
dramáticamente nuestras tradiciones. Chile vivía inmerso en un clima de sospechas, 
desconfianzas y odios que se fue tornando incompatible con la racionalidad y tolerancia 
inherentes a la convivencia democrática. Desgraciadamente, era cierto lo que entonces dijimos 
en el Senado: la mayoría de los chilenos había perdido su fe en la democracia. Cada día eran más 
los que cifraban su esperanza en la fuerza: unos, entusiasmados con la aventura de conquistar el 
poder y el bienestar; otros, dominados por el miedo a perder sus bienes o su comodidad. 

Sigo creyendo también que en medio de ese torbellino los democratacristianos, más allá de 
nuestras diferencias tácticas, a pesar de las presiones que recibíamos de uno y otro lado y de los 
temores que abrigábamos, nos mantuvimos fieles a nuestra vocación democrática y conservamos 
la racionalidad, aunque no hayamos sido capaces de encontrar un camino eficaz para hacerlas 
prevalecer. No tuvimos la fuerza para superar ese proceso de fatalidad que se nos vino encima. 
Conociendo el ascendiente moral y el significado simbólico que en la cultura chilena tiene la 
persona del jefe de Estado, pienso que el presidente Allende era el único que tal vez habría 
podido revertir ese cuadro y evitar el quiebre institucional. 

Y sigo confiando en nuestra vocación institucional y democrática. En todos esos valores que 
el cardenal Raúl Silva Henríquez llamó tan bellamente «el alma de Chile»: el amor a la libertad y 
el rechazo a toda forma de opresión, el respeto a las instituciones y a la vigencia del derecho, la 
tolerancia a las opiniones divergentes, la tendencia a no extremar los conflictos y a resolverlos 
mediante soluciones consensuales. 
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